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CARME CASADEVALL AYATS 
  
Hola a todos, 
Os encontráis frente a mi portafolio digital, dónde os voy a mostrar todo el contenido de mi proyecto 
final, simulación de un juicio cambiario. 
Dicho soporte digital, es el instrumento de trabajo que distribuye las diferentes partes del mismo en sus 
correspondientes secciones, con el objetivo de atribuirle un aspecto más atractivo y, a su vez, me gustaría 
destacar su funcionalidad ya que garantiza un carácter uniforme y completo al trabajo de fin de grado.  
Al iniciar el Grado uno entra con una visión y un método condicionado por los contenidos estudiados 
anteriormente y, a su vez,  por los criterios impuestos por el sistema educativo. Asimismo, cuando se 
inicia la carrera de Derecho entramos con un vago conocimiento de la materia en cuestión y una 
mentalidad que se debe ir educando y focalizando a aquella que el pensamiento y razonamiento jurídico 
requiere. 
A medida que he ido cursando el plan docente establecido en el Grado, he adoptado una visión general 
del Derecho y, además, he comprendido las peculiaridades propias de cada rama. Sin embargo, 
considero que los contenidos impartidos carecen de sesiones prácticas propias de la práctica jurídica, por 
lo que uno acaba con la sensación de abarcar muchos conocimientos teóricos pero sin saber cómo actuar 
frente a un caso o un proyecto presentado en un posterior empleo. 
Es por ello que he escogido este trabajo final de grado, para poder analizar y sintetizar un proceso jurídico 
de principio a fin mediante la aplicación de los conocimientos adquiridos durante la carrera, a la vez que la 
metodología desarrollada a lo largo de mi formación jurídica  y, sobretodo, ponerme en la piel de un 
abogado. 
  









La película española Plácido fue dirigida por Luis García Berlanga en el año 1961, tuvo una gran 
repercusión internacional, ya que fue nominada al Óscar a la mejor película de habla no 
inglesa, y nominada a la Palma de Oro en el Festival de Cannes a la mejor película.   
 
Se identifica dentro del género de la comedia y del drama social ambientado en el régimen 
franquista de España, que se desarrolla en torno a la figura de Plácido Alonso, un obrero que 
ha sido contratado para participar en la cabalgata de las vísperas de Nochebuena con su 
motocarro. El problema surge cuando debe ir al Banco Hispano (domicilio de pagamento) a 
pagar una letra de cambio de dicho vehículo ya que lo ha financiado en dicha forma de pago, 
cuando debería estar en la cabalgata, pero el título-valor vence ese mismo día. Además, dicho 
motocarro sustenta el bienestar de su familia aunque residen en urinarios. 
 
La letra de cambio es un título-valor que sirve como instrumento de pagamento,  por cuya 
virtud la persona que la emite (librador) asume de manera incondicionada la obligación de que 
una segunda persona (librado) pagara a un tercero (tomador) una cantidad determinada de 
dinero en el lugar y fecha indicada en el propio título, vinculando solidariamente a todos los 
que en ella intervienen (Ley 19/1985 Cambiaria y del Cheque). En dicho caso, Plácido es el 
librado que debe pagar la letra a su vencimiento.  
 
Plácido hará todo lo posible para pagar dicho título-valor y así evitar que el Banco Hispano 
lleve al Notario la letra para que levante protesto y el posible embargo, pero no tiene 
suficiente efectivo para dicha operación de pagamento. Sin embargo, para evitar el 
levantamiento del protesto, acto realizado por el Notario y elevado a documento público a 
requerimiento del tenedor de la letra, acreditando que se ha producido la falta de aceptación 
de pago de la letra de cambio, decide ir al Banco a dar no toda la cantidad de dinero 
determinada en la letra sino determinando que lo que queda para pagar la letra lo llevará 
enseguida dejando a su hermano para que controle que la letra no sea llevada al Notario. No 
obstante, se debe pagar toda la cantidad requerida en la letra, no solamente una parte y  
ninguna persona de confianza puede evitar que la letra no se lleve al Notario, ya que dicho 
profesional recibe las letras que no han sido abonadas en su debido tiempo, dado que es lo 
legislado.  
 
Debemos tener en cuenta que, Plácido debe ir al Banco a pagar la letra y no directamente al 
vendedor del motocarro (Sr. Gabaldón), dado que estamos ante un descuento bancario, 
contrato que vincula a una entidad de crédito (descontante) y un cliente de la misma 
(descontatario), en virtud del cual el primero entrega al segundo la suma que representa 
el crédito documentado que éste tiene contra un tercero, rebajándole los intereses y 
comisiones, a cambio de que el descontatario entregue al descontante el 
documento de crédito para pago de la suma anticipada por este último. Dicho Banco cobra 
intereses entre la fecha en que se anticipa al cedente el valor de los derechos de cobro y la 
fecha de vencimiento de dicho derecho.  
 
El protagonista consigue reunir el dinero que le falta para pagar la letra y se la da a su hijo para 
que lleve el dinero al Banco Hispano, sin embargo no puede pagar la letra dado que ya sido  
llevada al Notario para que levante protesto, es decir, se acredita la falta de paga y el tenedor 
podrá ejercitar la acción cambiaria de regreso contra el librador.  
 
Para solucionar dicho caos,  Quintanilla propone ir al casino donde está el Notario Gil para que 
pueda encontrar una solución y no se le embargué a Plácido el motocarro. En dicho 
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establecimiento, el Notario dijo que: “no sabe nada de la letra, que es su pasante quien la 
tiene y que ya habrá levantado protesto dado que la letra de cambio no ha sido abonada en su 
debido tiempo”.  Ante dicha contestación, se dirigen a la notaría a pagar la letra,  pero el oficial 
determina que dicha letra tiene gastos, es decir, los derechos legales de levantar protesto, con 
lo cual Plácido no tiene el importe necesario para pagar dichos gastos, sólo el dinero para 
pagar la letra sin contar con los gastos.  
 
La desesperación de Plácido para encontrar el dinero para pagar dichos gastos le lleva a 
obtener finalmente el importe requerido, con la cual cosa, se dirige a casa del Notario para 
pagar dicho título-valor. No obstante, el Notario expone que en dicha letra no figura el tenedor 
(persona a cuya orden se ha de efectuar el pago), requisito esencial no suplido cuya omisión en 
la letra hace que está no tenga valor, es decir, conlleva la nulidad ejecutiva, pero no se anula la 
deuda.  El efecto carece de poder ejecutivo, pero el Notario le determinó: “que si no la pagara 
no pasaría nada, pero lo advierte que si no la paga se la podrían reclamar en un juicio 
declarativo”. Por lo tanto, no hubiese pasado nada si no hubiere pagado en las vísperas de 
Nochevieja ya que el efecto carece de poder ejecutivo. Sin embargo, debemos tener en cuenta 
que el acreedor podría reclamar a Plácido el precio de la letra mediante juicio declarativo, 






                                                                                                                 
 
PELÍCULA LA CAMBIALE 
 
La película italiana la Cambiale (la letra) fue dirigida por Camillo Mastrocinque en el año 1959 
con actores de gran reconocimiento en Italia. Perteneciente al género de la comedia.  
 
Su tema principal es la letra de cambio, instrumento para facilitar la concesión de créditos, que 
ha sido promulgada por el protagonista Pierluigi Bruscatelli, un famoso financiero que gira 
dicho título-valor “contra el propio librador”, es decir, se ordena a pagar así mismo una 
cantidad de dinero al tenedor legítimo de la letra ya que el librador y el librado son la misma 
persona. Esta forma de giro sólo se admite si el título se emita entre distintos establecimientos 
del librador (art.4 Ley 19/1985 Cambiaria y del Cheque). La mencionada letra de cambio va 
siendo endosada. Un endoso es una declaración cambiaria, unilateral y accesoria, que se 
perfecciona con la entrega del título, incondicional, total, asimilable a una nueva emisión de la 
letra y que tiene por objeto la transmisión de la propiedad de la misma, en la que el 
adquirente asume sus propios derechos y se vincula solidariamente con los otros 
comprometidos, es decir, la letra se puede ir transmitiendo y la persona que la tenga 
físicamente tendrá derechos cambiarios para exigir su pago (art.14 a 24). 
 
La trama argumental llega a su punto álgido cuando el protagonista, con el objetivo de que 
unos hermanos puedan hacer frente a los gastos generados debido a los daños y perjuicios 
producidos en un accidente, les da una letra de cambio explicándoles las ventajas que dicha 
comportan, aunque en realidad forma parte de un engaño, ya que él es un estafador y no tiene 
ninguna intención de pagarla.  Según el artículo 248 del Código Penal, se considera un delito de 
estafa cuando se utiliza con ánimo de lucro engaño bastante para producir error en otro, 
induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno. Por lo tanto, 
Bruscatelli la emite para no tener que pagar al momento la cantidad que les debe 
comprometiéndose así a pagar de forma aplazada mediante la letra de cambio. 
 
A causa de la estafa, el protagonista acaba entrando en prisión y la letra de cambio, por su 
parte, inicia su recorrido.  Para el protagonista, la cárcel es un alivio, ya que si tú has firmado 
una letra tienes unos meses para estar tranquilo, no tienes que pagar nada y nadie puede 
pretender nada de ti ya que tu deber con la sociedad ya los has pagado durante tu estancia en 
prisión. De modo que cuando sales en libertad puedes empezar de nuevo con el dinero 
debidamente escondido. El verdadero fracaso, por lo tanto, es si no entras en prisión y te ves 
obligado a pagar las letras ya que te acabarás arruinando.  
 
A quienes aceptan las letras les surge un problema tras otro, ya que la letra se endosa, pasa de 
mano en mano, se llena de firmas y si al final se protesta se inician los problemas. Se produce 
la cadena en endoso. Dicha situación, conlleva el protesto, acto notarial que acredita que se ha 
producido la falta de aceptación de pago de la letra de cambio.   
 
Así pues, la letra se va endosando hasta que llega a Eladia Boubotique por parte de una clienta 
que para obtener un abrigo de dicha tienda entrega la letra de Bruscatelli. No obstante, la jefa 
no quiere saber nada de las letras ya que no son de fiar, por lo tanto, sólo quiere efectivo 
porque es la única cosa sólida dentro del comercio. Su empleado intenta convencer a dicha 
clienta que retorne el abrigo a cambio de la letra, aunque solamente se podría realizar dicho 
intercambio si las dos partes están de acuerdo ya que se trata de una compraventa. 
 
8
Como se puede ver en la película, el tenedor reclama a las personas que le precedieron en la 
firma de la letra  siguiendo un orden inverso o de regreso en el sentido cronológico mediante 
la acción de regreso. Teniendo en cuenta que todos los obligados al pago lo están con carácter 
solidario (art.50 y 57), y así llegando a los hermanos.  
 
Finalmente, el día de salida de prisión de Bruscatelli, los hermanos le reclaman el pago directo 
de la letra a Bruscatelli, quien alega que se trata de un error y les vuelve hacer otra letra de 
cambio.  Ante dicha situación, los dos hermanos intentan endosar la letra al policía de la 


































GUIÓ PER FER L’ENTREVISTA 
 





-passi, si us plau segui, estem treballant en el Despatx CINCASES,S.A, com ja sap és un bufet en 
experiència i renom en aquest tipus de plets, i això, li donarà una certa confiança. 
 





-Vostè va parlar amb el Sr. Company i li va informar breument de la situació, però ens 
agradaria que ens expliques detalladament el seu cas,  i sobre els pagarés.  
 
-Volem saber quines són les seves preocupacions i dubtes.  
 
-Dintre de la societat NICA, S.A quin càrrec exerceix? Si es administrador, demanar-l’hi 
l’estructura de poder (escriptura notarial de poders) 
 
-Quina relació té Vostè amb VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L? 
 
-Porta els pagarés?, es per veure si estan conformes, si no el jutge no admetrà la demanda que 
fem posteriorment (si no hi ha correcció formal del títol valor)? Té coneixement de qui va 
firmar aquest pagarés? Quin és l’origen dels pagarés? Quin és el import? Seria necessari que 
ens portes la informació bancària de la devolució dels pagarés, si diu que NO ho té, no es 
preocupi, vostè pot anar el banc. I si disposa la confirmació del fax. 
 
-Sap quina és la situació econòmica de VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L? Té coneixement 
d’alguns béns que puguem embargar? Ho haurem d’analitzar. Si no ho podem consultar al 




Preguntes que pot fer 
-Quines opcions tinc?  
Podria reclamar via reclamació judicial per: procediment canviari, ordinari, monitori o verbal. 
 
-Per quina aniríeu?  
Hauríem d’anar pel Judici Canviari, que és un procediment especial que serveix per reclamar 
pagares impagats. A més és la via més ràpida, efectiva i més econòmica. 
 
-Em sortiria a compte recuperar el deute o els costos seran suficientment elevats con per a que 
no em surti a compte? Quines possibilitats de cobrar tinc?  
És molt probable que recuperi el 100% del import dels pagarés, tenim experiència en aquest 
tipus de plets. A més, el judici canviari no és molt car en comparació els altres com el judici 
ordinari.  Tanmateix, ja que és amic del Sr. Companys li oferim un descompte en els Honoraris.  
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No obstant, tenim un pagaré al portador que no té mai força executiva davant un jutge, per 
això s’haurà d’anar el Notari per què faci protesto notarial. 
 
-Quin cost comportarà? Calculant els honoraris professionals d’advocat i procurador més taxes 
judicials i, la previsió de fons. 
Li explicarem el document realitzat per la previsió de Honoraris d’Advocats i Procuradors, les 
taxes judicials i la previsió de fons.  
 
-Quines passos he de fer per recuperar tot la deute? 
Primerament, haurem d’efectuar una demanda de judici canviari, que vostè ens haurà de 
donar “poder per plets” davant de Notari. Posteriorment, haurem d’esperar si VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS, S.L paga o si s’oposa, en aquest situació farà una demanda d’oposició que 
nosaltres haurem de contestar.  
 
-Quant de temps comportarà?  
Jo calculo que aproximadament en 3 mesos ja tindrem la sentència. 
 
-Possibilitats d'arribar a un acord? Arbitratge?  
Amb l’Arbitratge és molt probable que no recuperi tot el valor dels pagarés impagats, en canvi 





-Quina sensació té? Com ho veu? 
 
-Si es vol posar en contactar amb nosaltres, tingui la nostra targeta de visita. Restem a la vostra 
disposició. Estem en contacte.   
 
-Moltes gràcies per acudir a nosaltres. 
 
-Que tingui un bon dia!! 
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PREVISIÓN DE HONORARIOS Y TASAS JUDICIALES 
 
1) Honorarios Profesionales del Ilustre Colegio  de Abogados de Barcelona: 
Aplicación del criterio 33  de los criterios orientadores en materia de honorarios profesionales 
aprobados por el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona, sobre la cantidad de 8.989 €.  
 
1) Cuando no se produzca oposición 
Debemos aplicar la escala 2 del criterio 7: 
- 8.989€ (hasta 3.000€) la cantidad fija de                                450’00€ 
- Del resto 5.989€ x 12%                                                               718’68€ 
- Subtotal                                                                                         1168’68€ 
- IVA 21%                                                                                          245’43€                                                                            
- Total                                                                                               1414’11€ 
  
 
2) Cuando se formule oposición 
Debimos aplicar la escala 3 del criterio 7: 
- 8.989€ (hasta 3.000€) la cantidad fija de                                600’00€ 
- Del resto 5.989€ x 15%                                                               898’35€ 
- Subtotal                                                                                         1498’35€ 
- IVA 21%                                                                                          314’65€                                                                            




2) Honorarios Profesionales de la Procuradora de los Tribunales: 
Aplicación del artículo 10 del  Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre, por el que se 
aprueba el arancel de derechos de los procuradores de los tribunales en relación a la escala del 
artículo 1. 
1) Cuando no se produzca oposición 
 8.989€ (hasta 12.020’24€) la cantidad fija de                      264’44€ 
 IVA  21%                                                                                      55’53€ 
 IRPF -19%                                                                                    50’24€ 
 Total                                                                                             269’73€ 
 
 
2) Cuando se formule oposición 
 8.989€ (hasta 12.020’24€) la cantidad fija de                      264’44€ 
 10%                                                                                              26’44€ 
 IVA 21%                  55’53€ 
 IRPF -19%         50’24€ 




3) Tasas Judiciales: 
Debemos aplicar la  Ley 10/2012, de 20 de noviembre, por la que se regulan determinadas 
tasas en el ámbito de la Administración de Justicia y del Instituto Nacional de Toxicología y 
Ciencias Forenses. Dado que se trata de un juicio cambiario la tasa fija es de 150€  con un tipo 
variable del 0’5% si el importe es inferior a un millón o 0’25% si es superior a un millón, con un 
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máximo de 10.000€ (art.7). Por lo tanto, en este supuesto deberemos aplicar un 0’5%, 
establecido en: 0’5%  x 8.989€ = 44’95  ---- 150 + 44’95 = 194’95 €  
 
 
4) Provisión de Fondos: 
Para la  petición de documentos necesarios para la efectuación del proceso cambiario 




Entrevista amb  
 
CLIENT: Rafael Ulldemolins i Ramis 
DATA: 13 de febrer de 2012 
HORA: 10:30-11:30  
 
Entrevistador: Jaume Company  
 
El Sr. Ulldemolins es presenta com a administrador únic de la societat NICA, S.A., amb domicili a 
Tarragona, dedicada a la reparació de motors i maquinària i venda de vehicles de segona mà. M'explica 
que des de fa molts anys té relacions comercials amb l'empresa Vehículos y Recambios Clos, S.L., 
domiciliada a El Vendrell. NICA li ha reparat camions i furgonetes a Vehículos y Recambios Clos com 
també li ha venut targetes de transport en diverses ocasions i Vehículos y Recambios Clos li ha venut a 
NICA alguns camions, una plataforma i una grua. NICA també ha comprat motors d'ocasió i ha venut 
vehicles usats per compte de Vehículos y Recambios Clos. La col·laboració entre les dues empreses és 
molt estreta fins al punt que la comptabilitat de les dues empreses la du la mateixa persona, José Muñoz 
Gracia, que, a més és administrador solidari de Vehículos y Recambios Clos, S.L.  
 
El dia 2 de març de 2009 el Sr. Ulldemolins va telefonar al Sr. Fortuny per reclamar-li el pagament de dos 
pagarés amb venciments 7 i 8 de febrer de 2009 que el Banc li havia retornat. El Sr. Fortuny s'hi va negar, 
motiu pel qual el Sr. Ulldemolins li va tornar a demanar el pagament, aquest cop per fax, amb data 6 de 
maig de 2009. Sembla que entretant havien mantingut alguns contactes telefònics i potser també 
presencials. Aquesta darrera reclamació també va ser infructuosa. Gairebé se n'havia oblidat quan posant 
ordre als seus papers com a conseqüència d'una inspecció de l'Agència Tributària va trobar els 
pagarés impagats i va pensar que encara era a temps de cobrar-los i d'obtenir uns ingressos que 
l'ajudarien a fer front a unes eventuals sancions.  
 
Sóc de vacances a Santo Domingo del quinze al vint-i-vuit de febrer. Hem quedat amb el Sr. Ulldemolins 
que ens vindria a veure el dia 22 i que portaria els pagarés. Caldria aprofundir en els detalls de la relació 
entre ell i Vehículos y Recambios Clos, examinar els pagarés i esbrinar per quin motiu es van lliurar. 
Caldria demanar-li més documentació (si n'hi ha) a part dels pagarés. 
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AL JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA  
DEL VENDRELL QUE POR TURNO CORRESPONDA 
 
D.ª MARIA RIERA CANALS, Procuradora de los Tribunales y de la mercantil 
NICA, S.A., según acredito mediante Escritura de Poder para Pleitos que 
acompaño debidamente bastanteada, y bajo la dirección letrada de la abogada 
del Ilustre Colegio de Barcelona D.ª CARME CASADEVALL AYATS, ante este 
Juzgado comparezco y como mejor en derecho proceda,  
 
DIGO: 
 Que en la representación que ostento y acredito, por medio del presente 
escrito interpongo DEMANDA DE JUICIO CAMBIARIO contra la empresa 
VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L., con NIF: B-12088610, y con 
domicilio social en el Vendrell (43880) Av. Sant Vincenç nº35. 
La presente demanda se formula en reclamación de 13.075’49€, 
correspondientes a 8.989€ de principal, que por ahora y sin perjuicio 
de posterior liquidación, se calculan provisionalmente para gastos y 
costas del procedimiento. Además, de los intereses de demora por 
valor de 1.069’07€, más 3.017’42€ correspondiente al 30% (art.575.1 
LEC). Fundamentando dicha pretensión en los siguientes, 
 
HECHOS:  
  Primero.- Mi mandante, la compañía NICA, S.A. es tenedora de 
dos pagarés debidamente emitidos por la entidad demandada VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS CLOS, S.L., entregado en pago de los servicios prestados por parte 
de NICA, S.A. de reparación de camiones y furgonetas y, ha vendido tarjetas de 
transporte en diversas ocasiones, el cual seguidamente se reseña:  
 1º.- PAGARÉ de BANTIERRA (Caja Abogados), Oficina Principal c/Roger 
de LLúria nº 104, emitido en Barcelona en fecha 24 de noviembre de 2011, con 
vencimiento el día 8 de febrero de 2012, por un importe de 5.267€. 
 
 2º.- PAGARÉ de BANTIERRA (Caja Abogados), Oficina Principal c/Roger 
de LLúria nº 104, emitido en Barcelona en fecha 24 de noviembre de 2011, con 
vencimiento el día 7 de febrero de 2012, por un importe de 3.722€. 
 




Segundo.- Los pagarés emitidos por VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, 
S.L., surgen del contrato de prestación de servicios celebrado con NICA, S.A. Se 
acompaña como documento nº2 el contrato.  
 
 
Tercero.- Llegado el día del vencimiento fueron presentados al Banco 




Cuarto.- Que esta parte ha requerido el cobro pendiente de las 
cantidades debidas por parte de la demandada, resultando todas las gestiones 
efectuadas infructuosas. Se acompaña como documento nº3, el burofax 
enviado al domicilio social de la demandada en fecha  6 de mayo de 2012. 
Obligando a esta parte a interponer la presente demanda ejecutiva en defensa 
de sus legítimos intereses y derechos. 
 
 
A los anteriores hechos resultan de aplicación los siguientes,  
 
FUNDAMENTOS DE DERECHO:  
I.-JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA. 
 Resultan de aplicación los artículos 5, 36 y 45 de la LEC, que determinan 
la jurisdicción ordinaria como la única competente para conocer de los juicios 
cambiarios y de la ejecución respecto de los negocios o demandas civiles que 
se susciten en territorio español con arreglo a lo establecido a la Ley Orgánica 
del Poder Judicial.  
 Dentro de ésta, corresponde el conocimiento objetiva y territorialmente 
del juicio al Juzgado de Primera Instancia del Vendrell, partido judicial en el que 




 El procedimiento a seguir será el contemplado en los artículos 819 a 827 
y concordantes de la LEC, relativos al juicio cambiario, al ejercitarse la acción 




 La tienen demandante y demandada a tenor de lo dispuesto en los 




IV.- LEGITIMACIÓN ACTIVA Y PASIVA.  
 Concurren en la actora y la demandada en virtud de lo establecido en los 
artículos 10 y 821 de la LEC.  
 
 
 V.-REPRESENTACIÓN PROCESAL.  
 Se cumplen las normas procesales de postulación y defensa, ya que la 
demanda se presenta por medio de Procurador legalmente habilitado y bajo la 
dirección de Abogado firmante de la misma conforme a lo dispuesto en los 
artículos 23, 31 y 32 de la LEC.  
 
 
 VI.-PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN QUE SE EJERCITA.  
 Presentado al cobro el pagaré que se acompaña a la presente demanda, 
no fue hecho efectivo el pago, por cuanto en aplicación de lo dispuesto en el 
artículo 58 y concordantes de la Ley Cambiaria y del Cheque procede su 
reclamación más los gastos de devolución causados, así como los intereses 
devengados desde su vencimiento hasta su completo pago.  
 
 
 VII.-REQUISITOS FORMALES. 
 Se inicia el presente procedimiento por medio de demanda que reúne 
todos los requisitos exigidos en los artículos 819 y 821 de la LEC y también los 
previstos para los pagarés en la Ley Cambiaria y del Cheque.  
 
 
 VIII.-INTERESES.  
 Es de aplicación lo establecido en el artículo 58.2 de la Ley Cambiaria y 
del Cheque, por lo que debe condenarse a la demandada al pago de los 
intereses devengados desde el vencimiento de los pagarés hasta su efectivo 
cobro, al tipo de interés legal del dinero incrementado en dos puntos.  
 
 IX.-COSTAS. 
 Las costas deben imponerse al deudor cambiario conforme dispone el 
artículo 822 de la LEC, aún en el caso que el deudor atienda el requerimiento 
de pago.  
 
 X.- Principio “Iura novit curia” 
 
 Por todo lo expuesto, respetuosamente, al Juzgado 
 
 SUPLICO: Que teniendo por presentado este escrito, juntamente con la 
documentación que se acompaña, lo admita, y en su mérito tenga por 
interpuesta DEMANDA DE JUICIO CAMBIARIO contra VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS, S.L., con domicilio social en el Vendrell (43880) Av. Sant Vicenç 
nº35, en reclamación de 13.075’49€, correspondientes a 8.989€ de 
principal, que por ahora y sin perjuicio de posterior liquidación, se 
calculan provisionalmente para gastos y costas del procedimiento. 
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Además, de los intereses de demora por valor de 1.069’07€, más 
3.017’42€ correspondiente al 30% (art.575.1 LEC) hasta la total 
cancelación de la deuda, y previos los trámites pertinentes, sirvan requerir al 
deudor para que pague la cantidad reclamada en el plazo de diez días y 
ordenar asimismo el inmediato embargo preventivo de los bienes de la empresa 
deudora para el caso que no sea atendido el requerimiento de pago, acordando 
dictar orden general de ejecución y despachar ejecución contra los bienes y 
rentas de la parte ejecutada en la forma ordenada por la Ley y en la cuantía 
suficiente para cubrir las responsabilidades económicas aludidas, mandando 
seguir adelante la ejecución y, con los bienes embargados o su producto hacer 
cumplido pago a mi mandante; todo ello con expresa imposición de las costas 
procesales a la parte ejecutada.   
  
 
 OTROSI DIGO: Esta parte no conoce los bienes del ejecutado 
susceptibles de embargo para cubrir las responsabilidades reclamadas, por lo 
que se interesa que por este Juzgado se proceda a adoptar las medidas de 
averiguación necesarias de los bienes y derechos del ejecutado, librando a tal 
efecto los despachos que sean oportunos, al amparo de lo establecido en los 
artículos 589 y 590 de la LEC, y con su resultado se acuerde despachar 
ejecución contra los bienes y derechos de VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, 
S.L. en la forma ordenada por la Ley y en la cuantía suficiente para cubrir las 
responsabilidades económicas aludidas, mandando seguir adelante con la 




De nuevo al Juzgado, respetuosamente,  
 
 




















NÚMERO NOVECIENTOS SESENTA Y DOS  
PODER PARA PLEITOS 
En TARRAGONA, mi residencia, a trece de marzo de dos mil 
quince.---------------------------------------------------------------------- 
Ante mí,  FERNANDO   VIVAS  TORRES,  Notario del 
Ilustre Colegio de Notarios de Cataluña,------------------------------- 
 
COMPARECE 
DON  RAFAEL ULLDEMOLINS MARTÍ, de nacionalidad Española,  ingeniero 
técnico mecánico, mayor de edad, casado, vecino de Tarragona, 43003, 
con domicilio en calle Vía Augusta, 12 4º1; provisto de Documento 






En nombre y representación, como Administrador Único de la mercantil 
“    NICA, S.A.   “, domiciliada en Tarragona, calle Plaça de la Font, 
número 9, con CIF número A-17022344.-------------------------------------- 
 
ANTECEDENTES: Constituida por tiempo indefinido, en 
escritura autorizada por el Notario que fue de Tarragona Don Joan Gil 
Cortiella, el día 8 de enero de 1984. Adaptados sus Estatutos, en 
escritura autorizada por el Notario de Tarragona Don Artur Pérez 
Morente, el día 8 de abril de 1991. Cambiada su denominación, a la 
actual en escritura autorizada por la notaría de Barcelona la señora 
María  Pérez Llorens, el día 22 de junio de 1999, copia 
auténtica de la que he tenido a la vista.-------------------------------- 
INSCRITA en el Registro Mercantil de Tarragona, en el volumen 
108, folio 1, hoja número GI-1962.--------------------------------------------------- 
 
LEGITIMACIÓN DE SU ACTUANCIÓN: El señor 
compareciente como actúa como Apoderado, según consta en escritura 
autorizada en Barcelona ante la Notaria señora Ana de las Mercedes 
Irugo Parra, el día 5 de setiembre de 1996, que causó la 
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Inscripción 14ª en el Registro Mercantil, copia del cual tengo a la 
vista, JUZGANDO SUFICIENTES las facultades que ostenta para 
otorgar el presente poder para pleitos.--------------------------------- 
Me asegura la vigencia y virtualidad de su poder, facultades 
representativas y la persistencia de la capacidad jurídica de la 
entidad que representa.---------------------------------------- 
Yo el Notario hago constar expresamente que he cumplido 
con la obligación de identificación del titular real que impone la 
ley 10/2.010, de 28 de abril, cuyo resultado consta para la 
mercantil “ NICA, S.A.“, en Acta autorizada en Barcelona 
el día 18 de noviembre de 2010, por el Notario Don Luís García 
Ortuzar, bajo el número 2378 de protocolo, manifestando el 
compareciente, no haberse modificado el contenido de la misma.— 
Le identifico por su documento de identidad reseñado, y 
tiene, a mi juicio, en el concepto en que interviene, la capacidad 
legal necesaria para otorgar la presente escritura de PODER 
PARA PLEITOS, y ----------------------------------------------------------- 
DISPONE 
Que, en la representación que ostenta, confiere poder 
especial, tan amplio y bastante como en el derecho se requiera, en 
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favor de:-------------------------------------------------- 
PROCURADORES DOÑA MARIA RIERA CANALS, 
DON JUAN IGNACIO MARTÍNEZ CORTES, DOÑA 
MARIA CAMPOS SOTO, DOÑA MERCEDES RIERA 
PELAYO. 
 
Y LOS LETRADOS: DOÑA CARME CASADEVALL 
AYATS, DOÑA TERESA MASSANA CRUZ, DOÑA 
ANNA CRUZ LOZANO, DON CARLES PUIG 
FEINÉ, DON XAVIER CAMPS REQUENA.--------------- 
para que cada uno de ellos, indistintamente, en nombre y 
representación de la sociedad poderdante, ejercite las siguientes 
FACULTADES: ------------------------------------------------------------------ 
A) Comparecer y estar en juicio con facultades de poder general 
de representación procesal según lo provenido en el Artículo 25 de 
la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, en cualquier clase de jurisdicción, en 
todos los actos procesales comprendidos de ordinario, tanto en fase 
declarativa o de instrucción, como de ejecución, cautelar, actos de 
conciliación o jurisdicción voluntaria, así como en todo tipo de 
recursos, sean los de carácter ordinario sean los extraordinarios, 
con 
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las más amplias facultades, incluidas, en caso, las previstas en el 
artículo 590 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.-------------------------- 
B)Asimismo y con carácter especial, se les faculta para 
renunciar, transigir, desistir, allanarse, someterse a arbitraje a 
efectuar 
aquellas manifestaciones que puedan comportar el sobreseimiento 
del 
proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de 
objeto, tanto en los términos previstos en el Art 414 de la Ley antes 
citada como en todos aquellos en que pueda precisarse de dichas 
facultades especiales.-------------------------------------------------------------
- 
C)Ostentar la representación y comparecer ante cualquier otra 
Autoridad, Fiscalía, Delegación, Junta, Jurado, Autoridad Eclesiástica, 
Centro, oficina o funcionario del Estado, la Generalitat y otras 
Comunidades autónomas, Provincias, Consell comarcal o Municipio y 
cualesquiera  otras entidades locales, organismos autónomos y demás 
entes o Registros públicos, incluso internacionales y el particular de 
la U.E., y en ello instar, seguir y terminar como actor, demandado o 
en cualquier otro concepto toda clase de expedientes. Dirigir, recibir y 
contestar notificaciones y requerimientos.--------------------------- 
D)Intervenir el suspensiones de pagos, quiebras, concursos de 
acreedores, expedientes de quita y espera y demás juicios universales 
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en los que esté interesado el poderdante, pudiendo rechazar o aprobar 
convenios con los deudores, o prestando la adhesión a los mismos en 
las fórmulas admitidas por las Leyes.---------------------------------- 
E) Efectuar cobros y pagos dimanantes de las actuaciones 
judiciales en las que esté comparecido.----------------------------- 
F) Liquidar las tasas judiciales, y cualquier otro atributo, contribución 
o tasa, previo, simultáneo o posterior al procedimiento cuya 
representación se confiere por el presente apoderamiento. Solicitar y 
cobrar devoluciones de tasas judiciales que el apoderado haya 
liquidado en los casos en que sea procedente, incluso que pago 
indebido de las misma, pudiendo realizarse la devolución mediante 
abono en cuenta bancaria propia del apoderado, para lo que éste 
queda 
expresamente facultado. A estos efectos se atribuye a los apoderados 
las más amplias facultades representativas frente a las 
administraciones públicas encargadas de la gestión de estas tasas.---- 
G) Asimismo se les faculta para sustituir el presente poder a 




ADVERTENCIA LINGÜÍSTICA.- Yo, el notario, he 
redactado este documento en lengua castellana, de conformidad 
con el artículo 14 de la ley del Parlament De Catalunya 1/1998, de 
7 de enero, de política lingüística y con el artículo 149 del 
Reglamento Notarial.---------------------------------------- 
 
PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER 
PERSONAL. Advierto expresamente al compareciente, de 
conformidad con la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de carácter Personal y con la orden del 
Ministerio de Justicia 484/2003, de 19 de febrero, que:------- 
a) sus datos personales se incorporarán a los ficheros 
existentes en la notaria.------------------- 
b)estos datos se conservarán con carácter confidencial, sin 
perjuicio de las remisiones de obligado cumplimiento a las 
Administraciones Públicas pertinentes.----------------------------- 
c)los interesados afectados podrán ejercer, si procede, los 





Hago las reservar y advertencias legales pertinentes.------ 
Informando del derecho que tiene a leer por sí la presente 
escritura, la leo yo, el Notario, por su elección.------ 
Y enterado de su contenido, la encuentra conforme, la ratifica 
y firma-------------------------------------------- 
AUTORIZACIÓN 
En los términos establecidos en el artículo 17 bis, 2, a) de la 
Ley del Notariado (según redacción dada por la Ley 24/2001), de 
la identidad de la persona compareciente de que, a mi juicio, tiene 
capacidad y legitimación, de que el consentimiento ha sido 
libremente prestado, de que el otorgamiento se adecua a la 
legalidad y a la voluntad debidamente informada de la persona 
interviniente y de cuanto se contiene en esta escritura. 
 
ES COPIA FIEL DE SU MATRIZ, en la que dejo nota, la 
expido a utilidad de “NICA, S.A.”, en cuatro folios, el presente 
y los tres anteriores en orden. En TARRAGONA a trece de marzo de dos 






CONTRATO DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS 
 
 





De una parte, Don RAFAEL ULLDEMOLINS RAMIS provisto de DNI  46221286-A, mayor de edad, 
ingeniero técnico mecánico, casado en régimen de separación de bienes, con domicilio en 
Tarragona (43003), calle Vía Augusta, 12 4º1. 
 
 
Y de otra parte, Don MANEL FORTUNY CASAS  provisto de DNI  36821156-A, mayor de edad, 
empresario, casado en régimen de separación de bienes, con domicilio en El Vendrell (43880), 






Don Rafael Ulldemolins Ramis en su calidad de Administrador Único conforme a la junta 
extraordinaria de la compañía “NICA, S.A”, provisto de CIF: A-17022344, domiciliada en 
Tarragona, calle Plaça de la Font nº 9, empresa inscrita en el Registro Mercantil de Tarragona 
al tomo 3415 folio 5 número de inscripción 1.  
 
 
Don Manel Fortuny Casas en su calidad de Presidente de la mercantil “VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS CLOS, S.L”, provisto de CIF: B-12088610, domiciliada en El Vendrell, Av. Sant 
Vincenç (43880), número 35, empresa inscrita en el Registro Mercantil del Vendrell al tomo 
2015 folio 3 número de inscripción 1. 
 
 





PRIMERO- La compañía NICA, S.A tiene como objeto social la reparación de motores y 
maquinaria y, además, la venda de vehículos de segunda mano.  
 
 
SEGUNDO- La compañía VEHÍCULOS Y RECAMBIOS, S.L tiene como objeto social la venda de 
camiones y motores de ocasión. 
 
 
TERCERO- La mercantil VEHÍCULOS Y RECAMBIOS, S.L. contactó con la compañía NICA, S.A. 








PRIMERO- Que la compañía VEHÍCULOS Y RECAMBIOS, S.L. deberá abonar los pedidos de NICA, 
S.A. mediante pagaré.  
 
 
SEGUNDO –El presente contrato entrará en vigor el día 12 de noviembre de 2010 y finalizará el 
día 12 de noviembre de 2016. 
 
 
TERCERO-La mercantil NICA, S.A. es responsable de los daños y perjuicios que pueda ocasionar 
la prestación negligente de sus servicios profesionales. No obstante, queda exenta de 
cualquier responsabilidad ante reclamaciones de terceros.  
 
 
CUARTO-El presente contrato podrá ser resuelto voluntariamente por cualquiera de las partes, 
previa de notificación fehaciente por escrito con (2/1) meses de antelación.  
 
 
QUINTO- Toda notificación que deba realizarse entre las partes en virtud del presente contrato 
se remitirá por escrito mediante burofax o carta certificada con acuse de recibo al domicilio 
social que consta en el encabezamiento del contrato.  
 
 
SEXTO- Cualquier modificación del presente contrato deberá ser aceptada por ambas partes en 
documento escrito con firma de los representantes autorizados. 
 
 
SÉPTIMO-En todo lo no previsto por las partes en el presente contrato, ambas se someten a lo 
establecido por las normas del Código de Comercio y Código Civil. 
 
 
OCTAVO- En caso de desavenencias, las partes se comprometen a ser sometidas a los 
Tribunales de Primera Instancia del domicilio del demandado. 
 
 
En cuyos términos, dejan redactado el presento documento firmado por duplicado ejemplar y 








---------------------------------------  -----------------------------------------          












VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L.  
Av. Sant Vincenç nº35 
43880 – EL VENDRELL  
 
 
Tarragona,  6 de mayo de 2012  
 
 
Muy Sr. mío,  
 
De nuevo me pongo en contacto con Usted en calidad de Administrador Único de la sociedad 
NICA, S.A., para reiterarle lo siguiente:    
 
Nos librasteis dos pagarés el día 24 de noviembre del 2011, uno por valor de  5.267€  con fecha 
de vencimiento el día 8 de febrero del 2012 y el otro con un importe de 3.722€ con fecha de 
vencimiento el día 7 de febrero del 2012.  Llegado el día del vencimiento fueron presentados al 
Banco para el cobro, resultando devueltos impagados.  
 
Le requiero al efecto que en el plazo de 10 días desde la recepción de la presente proceda al 
pago de los dos pagarés impagados, en el supuesto que no proceda al pago de lo debido, me 





RAFAEL ULLDEMOLINS  RAMIS 










Procedimiento Juicio Cambiario: 444/999. Sección A. Autos 100/2015 
Parte demandante: NICA, S.A. 
Partes demandada: VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L  
 
 




D. ªMARIA RIERA CANALS, Procuradora de los Tribunales y de la mercantil 
NICA, S.A, según acredito en el procedimiento al encabezamiento 
referenciado, con la asistencia de la letrada D. ª CARME CASADEVALL 





 I.- Que se acompaña al presente escrito, por el motivo de los hechos 
alegados por parte de VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L., se aportael 
informe pericial emitido por el ingeniero mecánico Sr. DAVID GONZÁLEZ 
UMBRÍA, en oposición a la demanda interpuesta, al efecto que sea incorporado 
a los Autos en el ramo de prueba de esta parte. 
 
 II.- Que esta representación manifiesta expresamente su deseo de que el 
perito autor del dictamen que se acompaña comparezca en la celebración del 
acto de juicio verbal al efecto de exponer y/o aclarar el dictamen y responder 
preguntas o intervenir de cualquier forma útil para la comprensión y valoración 
del informe pericial en relación con el pleito. 
 
 Por todo lo expuesto, respetuosamente, 
 
 SUPLICO: Que teniendo por presentado este escrito, lo admita, y en su 
mérito tenga por aportado el informe pericial emitido por el ingeniero mecánico 
Sr. DAVID GONZÁLEZ UMBRÍA, al efecto que sea incorporado a los Autos en el 








MARIA RIERA CANALS                                 CARME CASADEVALL AYATS 
 
  























2.- ANTECEDENTES DE HECHO 
3.- MEDIOS TÉCNICOS Y MÉTODOS DE INVESTIGACIÓN 
4.- ESTUDIO REALIZADO  



















El que suscribe acredita la titulación de PERITO INGENIERO JUDICIAL inscrito en el 
registro de PERITOS INGENIEROS con el código 7595684132 y acreditado por el 
DECANATO DE LOS JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA nº2 DE EL VENDRELL , 
DIPLOMADO EN INGENIERIA MECÁNICA INDUSTRIAL por la UNIVERSIDAD POLITÉCNICA 
DE CATALUNYA --------------------------------------------------------------------------------------------- 
 
2.- ANTECEDENTES DE HECHO. 
La empresa NICA, S.A. a través de D. David González Umbría, perito ingeniero 
(Graduado en Ingeniería Mecánica Industrial) ha solicitado del que suscribe, en su 
calidad de Perito Ingeniero, estudio y subsiguiente Informe Técnico de los documentos 
que a continuación se reseña, para verificar el buen estado, funcionamiento y 
adaptación del motor subministrado a VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L.. 
 
2.1.- MONTAJE DEL MOTOR EN LA FUERGONETA EQUIVALENTE DE QUE 
DISPONEMOS EN NUESTRO TALLER: 
 
IMAGEN 2                                                                       IMAGEN 3 
A partir del montaje previo realizado en nuestro vehículo equivalente, se demuestra 
cómo el motor genérico adaptado suministrado es perfectamente compatible, tanto 






2.2.- DIAGRAMA DE TEMPERATURAS EN LAS 4 FASES (MOTOR DE CUATRO TIEMPOS):
                                       GRÁFICO 1                                                                      IMAGEN 1
 
Podemos observar como a través del gráfico obtenido como la curv
obtenida, correspondiente a un valor medio obtenido como resultado de una muestra 
de 10.000 ciclos de trabajo, se ajusta a la temperatura óptima de trabajo, respetando 
el margen requerido por posibles sobrecalentamientos que pueda sufrir 
causas previsibles y aceptables.
 
2.3.- ANALISIS DEL PAR MOTOR DE NUESTRO MOTOR ADAPTADO COMPARADO CON 
























el motor por 
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Observamos cómo se produce una pequeña variación del momento de fuerza que 
ejerce el motor sobre el eje de trasmisión de la potencia. No obstante, dicha variación 
se encuentra dentro del rango permitido y considerado de funcionamiento óptimo, 
por lo que el par motor modificado producido por el motor que suministramos no 
presenta ningún tipo de desventaja relevante con respecto al motor de serie. 
 
3.- MEDIOS TECNICOS Y METODO DE INVESTIGACIÓN. 
Una vez en mi poder los documentos descritos en el apartado “ANTECEDENTES” se ha 
procedido a un detenido estudio de los mismos mediante el empleo de las técnicas 
adecuadas por parte del departamento de control de calidad, análisis químico del 
carburante y del taller mecánico para testar los motores en vehículos propios: - - - - - - -  
 
 
3.1.- MEDIOS TÉCNICOS. 
• Sensor de lectura de la posición del cigüeñal. 
• Escáner de registro de código de rastreo para el seguimiento del bloque 
durante el proceso de ensamblaje. 
• Máquina encargada del remate de los diámetros de los cilindros para tallar un 
patrón entrecruzado en sus paredes interiores. 
• Sensor de control de instalación de las piezas. 
• Sistema informático potente con varias entradas para la detección de los 
distintos parámetros detectados por los sensores. 
• Pistola de eje de torsión múltiple. 
• Máquina de refinamiento del adhesivo utilizado para los tubos de las bujías. 
• Departamento de análisis químico para el control y análisis de los componentes 
del carburante y aceites utilizados. 
• Departamento de control de calidad para examinar con precisión todos los 
parámetros de interés de cada una de las piezas según sus funciones. 
• Taller mecánico que dispone de coches de diferentes gamas y dimensiones 
para testear los motores fabricados para obtener gráficos que determinen la 
fiabilidad y correcto funcionamiento de nuestro motor. 
 
3.2.- METODOS DE INVESTIGACION. 
 
Para la realización del presente estudio se ha analizado detalladamente el motor 
devuelto por VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. para determinar el origen de la 
avería y demostrar como el motor sí que se adapta al vehículo Furgoneta Mercedes 
Vityo. En primer lugar, con la ayuda de un técnico de la empresa NICA, S.A. junto con 
un ayudante hemos comprobado como el motor queda perfectamente ensamblado en 
el vehículo. 
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Posteriormente, nos hemos llevado el motor a nuestro taller para analizar todas las 
piezas así como el correcto funcionamiento del conjunto. No se ha observado ninguna 
anomalía en ninguna de las piezas. No obstante, hemos observado que el motor no 
funcionaba correctamente. A partir de las gráficas obtenidas hemos podido determinar 
cómo el error en el funcionamiento no ha sido producido por un mal montaje o 
defecto de fábrica sino por un uso indebido del vehículo que ha originado daños en el 
motor, por lo que las causas alegadas por parte de VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. 
no se ajustan a la realidad. Debido a la aplicación de una aceleración demasiado 
elevada durante unas cuantas repeticiones a lo largo de un periodo de tiempo no 
demasiado extenso y sin que el motor hubiese llegado a alcanzar su temperatura de 
trabajo ideal se ha producido un desgaste interno notorio que ha dañado el motor 
perdiendo parte de sus facultades. 
 
4.- ESTUDIOS REALIZADOS. 
 
• Ensayos de tracción a las piezas que deben ser sometidas a dicho esfuerzo. 
• Análisis químico del carburante, aceites, grasas y componentes adherentes. 
• Simulación del funcionamiento del motor trabajando a máxima potencia. 





Una vez realizado todo el análisis del funcionamiento de todos los mecanismos que 
forman el motor hemos llegado a la conclusión que dicho fue montado y ensamblado 
perfectamente en el vehículo de destino y fue entregado en condiciones óptimas de 
funcionamiento, por lo que la demanda interpuesta por VEHÍCULOS Y RECAMBIOS 
CLOS, S.L. alegando que el motor suministrado no era compatible con su vehículo 
carece de veracidad puesto que se ha demostrado como puede ser ensamblado 
perfectamente, las pruebas realizadas con anterioridad a la entrega dieron unos 
resultados óptimos y el estudio posterior nos determina que el problema en el motor 
deriva de un uso indebido del vehículo a un desgaste interno del motor producido por 
exigirle demasiada aceleración sin haber llegado a la temperatura óptima de trabajo. 
Por todo ello determino que la empresa NICA, S.A. ha realizado y cumplido con los 
requisitos establecidos en el contrato bajo el aspecto técnico de manera correcta. 
 
 





 En Tarragona, a 11 de marzo de 2015 
 
Estimado Sr. Juan Mauricio Gutiérrez, 
Por la presente, la dirección de esta empresa le comunica que ha 
tomado la decisión de imponerle la sanción de DESPIDO 
DISCIPLINARIO por la comisión de una infracción de carácter muy 
grave conforme el art. 54.2.d) del Estatuto de los Trabajadores.  
La decisión extintiva de su contrato de trabajo tiene efectos 
inmediatos desde el día de hoy, 11 de marzo de 2015. 
El motivo de esta decisión se basa en los siguientes hechos: 
- El día 10 de febrero: reparación del vehículo OPEL CORSA de 
propiedad del Sr. Ignacio Gutiérrez de la Piedra.  
- El día 26 de febrero: operación de mantenimiento de la furgoneta 
CITROEN JUMPY de propiedad del Sr. José González Prada.  
- El día 6 de marzo: reparación del vehículo MINI COUNTRYMAN de 
propiedad de la Sra. Ana Mauricio Pérez. 
Hicimos el control de producción y hallamos la desagradable sorpresa 
de que Usted falsificaba deliberadamente las hojas de servicio con el 
resultado de no aplicar correctamente los tiempos de ejecución de las 
operaciones mecánicas que tenía Usted encomendadas.  
El día 10 de febrero efectuó la reparación del vehículo OPEL CORSA 
en dos horas y, en la hoja de servicio determinó que se efectuó en 30 
minutos. A la vez, averiguamos que el propietario del automóvil era un 
primo suyo.  
El día 26 de febrero efectuó la reparación de la furgoneta CITROEN 
JUMPY en cinco horas y, en la hoja de servició determinó que se efectuó 
en dos horas. A la vez, averiguamos que el propietario de la furgoneta 
era un primo suyo. 
El día 6 de marzo efectuó la reparación del vehículo MINI 
COUNTRYMAN en tres horas, y en la hoja de servicio determinó que se 
DOC Nº 6 
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efectuó en 1 hora. A la vez, averiguamos que la propietaria del automóvil 
era su tía.  
La presente sanción se base en el artículo 54.2.d) del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores,  que establece que tendrá la 
consideración de falta muy grave: " la transgresión de la buena fe 
contractual, así como el abuso de confianza en el desempeño del 
trabajo”.  
 
En la citada fecha tendrá a su disposición la cantidad  que le corresponde en 
concepto de saldo y finiquito hasta ese día, quedando definitivamente 




 RAFAEL ULLDEMOLINS RAMIS  








HOJA DE ENCARGO PROFESIONAL ENTRE EL CLIENTE RAFAEL 
ULLDEMOLINS RAMIS Y LA ABOGADA CARME CASADEVALL AYATS 
 
 





De una parte, D. RAFAEL ULLDEMOLINS RAMIS con DNI número 49273130D y con domicilio en 
Tarragona (de ahora en adelante, el CLIENTE). 
 
 
Y de otra, Dª. CARME CASADEVALL AYATS, con DNI número 41576141-F, abogada colegiada en 
el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona, con número de colegiado/a  8.234 , con domicilio 
profesional en CINCASES, S.A. en la Av. Diagonal, 673, 3º número de teléfono (93) 407 25 24 
número de fax  (93) 407 25 24 y dirección de correo electrónico mercantil@cincases.com (de ahora 






Que las partes se reconocen mutuamente la capacidad legal suficiente para otorgar esta hoja de 







a) Presentar demanda de ejecución dineraria en reclamación de 8.989 €. 
b) Seguir todos los trámites del procedimiento. 
 
Estas tareas profesionales se ejecutarán en régimen de arrendamiento de servicios y de acuerdo 
con las normas de deontología profesional que regulan el ejercicio de la abogacía. 
 
Se consideran incluidos las consultas, las reuniones, el estudio, la preparación del asunto y toda 
actuación extrajudicial necesaria para la buena resolución de los servicios encargados, salvo que se 
acuerde lo contrario. 
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La cuantía del asunto se fija en 13.075’49 euros, de acuerdo con lo que las partes han pactado 
libremente.  
 
En consecuencia, los HONORARIOS se presupuestan en los importes que se detallan a 
continuación, sobre los que se repercutirá el IVA del tipo correspondiente, o el que corresponda 
según el tipo vigente en el momento en que la ABOGADA emita factura. La minuta de honorarios 
definitiva estará sujeta al régimen fiscal vigente. 
 
DETALLE DE LOS IMPORTES PRESUPUESTADOS: 
Los honorarios que la ABOGADA percibirá se determinarán aplicando criterio 33 de los criterios 
orientadores en materia de honorarios profesionales aprobados por el Ilustre Colegio de Abogados 
de Barcelona. 
 
1) Cuando no se produzca oposición 
Debemos aplicar la escala 2 del criterio 7: 
- 8.989€ (hasta 3.000€) la cantidad fija de   450’00€ 
- Del resto 5.989€ x 12%      718’68€ 
- Subtotal                   1168’68€ 
- IVA 21%        245’43€ 
- Total         1414’11€ 
 
2) Cuando se formule oposición 
Debimos aplicar la escala 3 del criterio 7: 
- 8.989€ (hasta 3.000€) la cantidad fija de    600’00€ 
- Del resto 5.989€ x 15%       898’35€ 
- Subtotal        1498’35€ 
- IVA 21%         314’65€ 
- Total          1813’00€ 
 
 
Con independencia de lo establecido en el pacto anterior, el CLIENTE está obligado a pagar los 
impuestos y las tasas que correspondan, así como los gastos que la ABOGADA acredite por 
desplazamientos, correos, teléfono y otros que sean necesarios para la realización del encargo. 
También correrán a cargo del CLIENTE los derechos, honorarios y gastos ocasionados por la 
intervención de procurador u otros profesionales. 
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Si el CLIENTE son dos o más personas, las obligaciones se asumirán con carácter solidario. 
 
 
3. COSTAS  
 
En caso de que se condene a la parte contraria al pago de las costas del procedimiento, el 
CLIENTE autoriza a la ABOGADA a percibir de la parte contraria la cantidad restante hasta cobrar el 
importe total de su minuta, determinada de acuerdo con los pactos anteriores, y es obligación de la 
ABOGADA hacer la liquidación correspondiente y devolver al CLIENTE la cantidad sobrante. 
 
Si en el curso del incidente de tasación de costas se produce impugnación, las costas que se 
devenguen serán sufragadas por el CLIENTE, quien asumirá el pago. 
 
 
4. PROVISIÓN DE FONDOS 
 
Asimismo, en este acto la ABOGADA abajo firmante acredita haber recibido de su CLIENTE la 
cantidad de 250 euros, en concepto de PROVISIÓN DE FONDOS, en relación con el asunto 
encargado, más el IVA y la retención fiscal correspondientes. Esta suma queda sujeta a la 
liquidación definitiva. 
 
 Este presupuesto de honorarios incluye la tramitación judicial completa de los servicios encargados, 
y excluye los recursos y los incidentes que no se hayan mencionado expresamente. 
 
 
5. FINALIZACIÓN DEL ENCARGO PROFESIONAL 
 
Este arrendamiento de servicios finalizará en la fecha de cumplimiento de los servicios que el 
CLIENTE ha encargado a la ABOGADA. 
 
 
6. DERECHO DE DESISTIMIENTO Y FINALIZACIÓN ANTICIPADA DEL ENCARGO 
PROFESIONAL 
 
El CLIENTE puede ejercer, en cualquier momento y por escrito, su derecho a desistir de este 
contrato de manera libre y prescindir de los servicios de la ABOGADA si bien tendrá la obligación de 
abonar la contraprestación económica por los servicios profesionales realizados. 
 
43
MODELO EJECUCIÓN TÍTULOS NO JUDICIALES - PARTE EJECUTANTE 
 
 
En caso de que la relación contractual entre la ABOGADA y el CLIENTE se extinga por voluntad de 
alguna de las partes (por ejemplo, por la renuncia del abogado a la dirección del asunto o por 
solicitud expresa del cliente) antes de que recaiga una resolución judicial que ponga fin al 
procedimiento, los honorarios de la ABOGADA se limitarán a lo que se haya estipulado para las 
fases realizadas; en este sentido, se entiende como fase realizada aquella para la que la defensa 
letrada ha preparado un acto procesal en el que finalmente no ha intervenido por instrucciones 
expresas del mismo CLIENTE. 
 
 
7. PÓLIZA DE SEGURO PROFESIONAL 
 
La ABOGADA tiene suscrita una póliza de seguro de responsabilidad civil profesional con la 




8. LEGISLACIÓN APLICABLE Y SUMISIÓN JURISDICCIONAL 
 
Este contrato se rige por la legislación propia aplicable en el ámbito autonómico y estatal. 
 
Las partes se comprometen a intentar resolver de manera amistosa cualquier desacuerdo que 
pueda surgir. En caso de que no sea posible, las partes acuerdan someter el asunto a la jurisdicción 
y competencia de los Tribunales de Barcelona. 
 
 
9. PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES 
 
Se comunica al CLIENTE que, de acuerdo con la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, sus 
datos personales constarán en los ficheros que la ABOGADA gestione directamente, y que puede 
ejercer en cualquier momento sus derechos de acceso, rectificación y cancelación. Por su parte, el 
profesional jurídico se compromete a mantener total discreción y confidencialidad. 
 
Y, de acuerdo con lo que se ha pactado, las partes expresan su conformidad y firman este 
documento en tantos ejemplares como partes haya, es decir 2, y a un solo efecto.  
 
 








ANEXO A LA HOJA DE ENCARGO PROFESIONAL DE FECHA DE 8 DE MARZO ENTRE LA  
ABOGADA CARME CASADEVALL AYATS  Y EL CLIENTE RAFAEL ULLDEMOLINS RAMIS 
 
1) Que este documento expone las obligaciones para cualquier persona prestadora de servicios, 
previstas en la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el Libre Acceso a las Actividades de 
Servicios y su Ejercicio. 
 
2) Que la ABOGADA abajo firmante cumple todos los requisitos de calificación y de colegiación 
legalmente exigibles. 
 
3) Que, en el ejercicio profesional y de acuerdo con lo que establece la Ley 17/2009, la ABOGADA 
está sujeta a los estatutos colegiales, a la Normativa de la Abogacía Catalana y al Estatuto General 
de la Abogacía Española. Esta normativa se puede consultar en la página web del Consell dels 
Il·lustres Col·legis d'Advocats de Catalunya (www.cicac.cat).  
 
4) Que el CLIENTE podrá dirigirse a la ABOGADA con motivo de solicitar información y/o realizar 
una reclamación utilizando cualquiera de los datos de contacto mencionados en esta hoja de 
encargo profesional. Deberá darse respuesta a las reclamaciones presentadas en el plazo máximo 
de una mes a partir de la fecha en que la persona prestadora haya recibido la reclamación y en la 
misma lengua en que se haya suscrito el contrato. 
 
5) Que, en caso de incumplimiento de sus obligaciones de información y en materia de 
reclamaciones, el régimen de infracciones y sanciones es el que se establece en el Título IV del 
Libro I del Texto refundido de la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios, sin 
perjuicio de lo que establecen las normas de deontología profesional que rigen el ejercicio 
profesional. 
 
En consecuencia, el CLIENTE se da por informado de todos estos aspectos. 
 
 







Procedimiento Juicio Cambiario 121/2015. Sección B. 
Parte demandante: NICA, S.A. 









 Dª. MARIA RIERA CANALS, Procuradora de los Tribunales y de 
VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L., según acredito mediante 
Escritura de Poder para Pleitos que debidamente bastanteada se 
acompaña para su inserción en Autos con devolución del original, con 
la asistencia de la letrada Dª. CARME CASADEVALL AYATS  ante este 






 Que con fecha 20 de marzo de 2015 se ha procedido al 
emplazamiento de mi mandante en Autos de Juicio Cambiario 
121/2015, seguidos ante este Juzgado a instancias de NICA, S.A., por 
cuanto, mediante el presente escrito y en virtud de lo establecido en 
el artículo 557 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, esta parte procede a 
formular LA OPOSICIÓN A LA DEMANDA DE JUICIO 






PRIMERO.- Con carácter previo esta parte se opone a todos 
cuantos hechos aducidos en la demanda a la que se contesta no sean 
expresamente reconocidos en los siguientes apartados. 
 
 
SEGUNDO.- La actora reclama la ejecución de dos pagarés que 
fueron devueltos impagados por la entidad bancaria Bantierra (Caja 
de Abogados) a la fecha de su vencimiento y, si bien es cierto que 
dichos efectos no pudieron ser atendidos por mi mandante llegada la 





 TERCERO.- Existiendo un defecto formal del pagaré por valor 
de 5.267€, determinando que es al portador, sin exponer la persona 
a quien se haya de realizar el pago, dado de que carece de este 
requisito esencial, no se considera pagaré.  
 
 
CUARTO.- Alegando la prescripción de los dos pagarés de valor 
de 5.267€ y de 3.722€ con fecha de vencimiento el día 8 de febrero de 




 La presente OPOSICIÓN A LA DEMANDA EJECUTIVA se 
basa en los siguientes fundamentos de derecho sin perjuicio de los 









 Conforme con los aducidos por la actora sobre jurisdicción, 
competencia, condición procesal de las partes, procedimiento 





1º.- Art. 88 Ley Cambiaria y del Cheque relativo a la 
prescripción de las acciones cambiarias. 
 
2º.- Defectos formales del pagaré: artículos 94.5 y 95 de la Ley 
Cambiaria y del Cheque y, artículo 554 del Código de Comercio.  
 
3º.- Art. 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque relativo a las 
causas de oposición. 
 
4º.-  Art. 557.4 de la LEC relativo a la oposición a la ejecución 
fundada en títulos no judiciales. 
 
5º.-  Respecto a los medios de prueba: los artículos 299, 300, 
326 y 336 de la LEC.  
 
6º.- Respecto a las costas: artículo 394.1 de la LEC. 
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 En virtud de lo expuesto, al Juzgado, respetuosamente, 
 
 
 SUPLICO: Que teniendo por presentado este escrito, 
juntamente con la documentación que se acompaña, lo admita, y en 
su mérito tenga por comparecida y parte en el presente 
procedimiento a esta representación, y por formulado en tiempo y 
forma ESCRITO DE DEMANDA DE OPOSICIÓN DE JUICIO 
EJECUTIVO CAMBIARIO, y en virtud de lo expuesto, previos los 
trámites pertinentes, dicte en su día Sentencia por la que estimando 
las alegaciones formuladas, absuelva a mi mandante de todos los 
pedimentos aducidos en su contra, mandando alzar los embargos y 
las medidas de garantía que se hayan adoptado, reintegrando a la 
ejecutada a la situación anterior al despacho de la ejecución, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 533 y 534 de la LEC, así 




 PRIMER OTROSÍ DIGO: Que en virtud de lo establecido en el 
artículo 560 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, interesa a esta parte se 
acuerde por este Juzgado la celebración de vista, puesto que 
consideramos que la controversia sobre la presente oposición no 
puede resolverse únicamente con los documentos aportados; y a tal 
efecto se proponen como medios de prueba de esta parte para la 
celebración de la misma los siguientes: 
 
 
- Interrogatorio al SR. RAFAEL ULLDEMOLINS RAMIS, presidente 
de la compañía NICA, S.A. 
 
 
- Testifical del SR. JOSÉ MUÑOZ GRACIA, contable de las dos 
empresas litigantes, además de ser administrador solidario de 
VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. Quien ha hecho entrega 
personalmente de los pagarés.  Deberá ser citado judicialmente 
en el domicilio social de la mercantil para la que presta sus 
servicios, en Av. Sant Vincenç (43880) nº35 en el Vendrell y 
con número de móvil 609454189. Se acompaña como  
Documento nº 1  el Acta de Nombramiento de Administrador 
y como Documento nº2 la Escritura de Apoderamiento.  
 
 
- Documental por reproducida. 
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  Nuevamente al Juzgado, 
 
 
 SUPLICO: Tenga por hechas las anteriores manifestaciones y 










CARME CASADEVALL AYATS                                       MARIA RIERA CANALS 
 
 






 NÚMERO NOVECIENTOS TREIENTA Y TRES----------- 
PODER PARA PLEITOS 
En EL VENDRELL, mi residencia, a 25  de marzo de dos mil 
quince.---------------------------------------------------------------------- 
Ante mí,  JOAQUIN TORRES ALCAZAR, Notario del 




DON  MANEL FORTUNY  CASAS de nacionalidad Española,  empresario, 
mayor de edad, casado, vecino del Vendrell , 43880, con domicilio en calle 
Manuel del Pedrolo, 8 4º1; provisto de Documento Nacional de Identidad 





En nombre y representación, como Presidente de la mercantil 
“ VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L.“, domiciliada en El Vendrell,  Av. 
Sant Vincenç (43880), número 35, con CIF número B-12088610.--------------- 
 
ANTECEDENTES: Constituida por tiempo indefinido, en 
escritura autorizada por el Notario que fue del Vendrell Don José Gil 
López, el día 8 de mayo de 1994. Adaptados sus Estatutos, en 
escritura autorizada por el Notario de Tarragona Doña María LLorca Pérez 
 el día 8 de abril de 2000.---------------  
 INSCRITA en el Registro Mercantil de Vendrell, en el volumen 
 1308, folio 2, hoja número GI-1962.--------------------------------------------------- 
LEGITIMACIÓN DE SU ACTUANCIÓN: El señor 
compareciente como actúa como Apoderado, según consta en escritura 
autorizada en Barcelona ante la Notaria señora Eva María Allat Casals  
, el día 5 de setiembre de 1994, que causó la 
Inscripción 14ª en el Registro Mercantil, copia del cual tengo a l 
vista, JUZGANDO SUFICIENTES las facultades que ostenta para 
otorgar el presente poder para pleitos.--------------------------------- 
Me asegura la vigencia y virtualidad de su poder, facultades 
representativas y la persistencia de la capacidad jurídica de la 
entidad que representa.---------------------------------------- 
Yo el Notario hago constar expresamente que he cumplido 
con la obligación de identificación del titular real que impone la 
ley 10/2.010, de 28 de abril, cuyo resultado consta para la 
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mercantil “ VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L.“, en Acta autorizada en 
Barcelona 
el día 18 de setiembre de 2000, por el Notario Don Luís García 
Ortuzar, bajo el número 2378 de protocolo, manifestando el 
compareciente, no haberse modificado el contenido de la misma.— 
Le identifico por su documento de identidad reseñado, y 
tiene, a mi juicio, en el concepto en que interviene, la capacidad 
legal necesaria para otorgar la presente escritura de PODER 
PARA PLEITOS, y ----------------------------------------------------------- 
DISPONE 
Que, en la representación que ostenta, confiere poder 
especial, tan amplio y bastante como en el derecho se requiera, en 
favor de:-------------------------------------------------- 
PROCURADORES DOÑA MARIA RIERA CANALS,  
DON JUAN IGNACIO MARTÍNEZ CORTES, DOÑA 
MARIA CAMPOS SOTO, DOÑA MERCEDES RIERA 
PELAYO. 
 
Y LOS LETRADOS: DOÑA CARME CASADEVALL 
AYATS, DOÑA TERESA MASSANA CRUZ, DOÑA 
ANNA CRUZ LOZANO, DON CARLES PUIG 
FEINÉ, DON XAVIER CAMPS REQUENA.--------------- 
para que cada uno de ellos, indistintamente, en nombre y 
representación de la sociedad poderdante, ejercite las siguientes 
FACULTADES: ------------------------------------------------------------------ 
A) Comparecer y estar en juicio con facultades de poder general 
53
de representación procesal según lo provenido en el Artículo 25 de 
la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, en cualquier clase de jurisdicción, en 
todos los actos procesales comprendidos de ordinario, tanto en fase 
declarativa o de instrucción, como de ejecución, cautelar, actos de 
conciliación o jurisdicción voluntaria, así como en todo tipo de 
recursos, sean los de carácter ordinario sean los extraordinarios, 
con 
las más amplias facultades, incluidas, en caso, las previstas en el 
artículo 590 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.-------------------------- 
B)Asimismo y con carácter especial, se les faculta para 
renunciar, transigir, desistir, allanarse, someterse a arbitraje a 
efectuar 
aquellas manifestaciones que puedan comportar el sobreseimiento 
del 
proceso por satisfacción extraprocesal o carencia sobrevenida de 
objeto, tanto en los términos previstos en el Art 414 de la Ley antes 
citada como en todos aquellos en que pueda precisarse de dichas 
facultades especiales.-------------------------------------------------------------
- 
C)Ostentar la representación y comparecer ante cualquier otra 
Autoridad, Fiscalía, Delgación, Junta, Jurado, Autoridad Eclesiástica, 
Centro, oficina o funcionario del Estado, la Generalitat yotras 
Comunidades autónomas, Provincias, Consell comarcal o Municipio y 
cualesquiera  otras entidades locales, organismos autónomos y demás 
entes o Registros públicos, incluso internacionales y el particular de 
la U.E., y en ello instar, seguir y terminar como actor, demandado o 
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en cualquier otro concepto toda clase de expedientes. Dirigir, recibir y 
contestar notificaciones y requerimientos.--------------------------- 
D)Intervenir el suspensiones de pagos, quiebras, concursos de 
acreedores, expedientes de quita y espera y demás juicios universales 
en los que esté interesado el poderdante, pudiendo rechazar o aprobar 
convenios con los deudores, o prestando la adhesión a los mismos en 
las fórmulas admitidas por las Leyes.---------------------------------- 
E) Efectuar cobros y pagos dimanantes de las actuaciones 
judiciales en las que esté comparecido.----------------------------- 
F) Liquidar las tasas judiciales, y cualquier otro atributo, contribución 
o tasa, previo, simultáneo o posterior al procedimiento cuya 
representación se confiere por el presente apoderamiento. Solicitar y 
cobrar devoluciones de tasas judiciales que el apoderado haya 
liquidado en los casos en que sea procedente, incluso que pago 
indebido de las misma, pudiendo realizarse la devolución mediante 
abono en cuenta bancaria propia del apoderado, para lo que éste 
queda 
expresamente facultado. A estos efectos se atribuye a los apoderados 
las más amplias facultades representativas frente a las 
administraciones públicas encargadas de la gestión de estas tasas.---- 
G) Asimismo se les faculta para sustituir el presente poder a 
favor de terceras personas de su libre elección y solicitar copias de 
estos poderes.---------------------------------------------------------- 
 
ADVERTENCIA LINGÜÍSTICA.- Yo, el notario, he 
redactado este documento en lengua castellana, de conformidad 
con el artículo 14 de la ley del Parlament De Catalunya 1/1998, de 
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7 de enero, de política lingüística y con el artículo 149 del 
Reglamento Notarial.---------------------------------------- 
 
PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER 
PERSONAL. Advierto expresamente al compareciente, de 
conformidad con la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de carácter Personal y con la orden del 
Ministerio de Justicia 484/2003, de 19 de febrero, que:------- 
a) sus datos personales se incorporarán a los ficheros 
existentes en la notaria.------------------- 
b)estos datos se conservarán con carácter confidencial, sin 
perjuicio de las remisiones de obligado cumplimiento a las 
Administraciones Públicas pertinentes.----------------------------- 
c)los interesados afectados podrán ejercer, si procede, los 
derechos de acceso, rectificación, cancelación y oposición.--------- 
 
OTORGAMIENTO 
Hago las reservar y advertencias legales pertinentes.------ 
Informando del derecho que tiene a leer por sí la presente 
escritura, la leo yo, el Notario, por su elección.------ 




En los términos establecidos en el artículo 17 bis, 2, a) de la 
Ley del Notariado (según redacción dada por la Ley 24/2001), de 
la identidad de la persona compareciente de que, a mi juicio, tiene 
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capacidad y legitimación, de que el consentimiento ha sido 
libremente prestado, de que el otorgamiento se adecua a la 
legalidad y a la voluntad debidamente informada de la persona 
interviniente y de cuanto se contiene en esta escritura, extendida 
en cuatro folios de papel exclusivo para documentos notariales, 
números BW1738609  y los tres siguientes en orden. Yo, el 
Notario, DOY FE.= Está la firma del compareciente. Signado. 
FERNANDO VIVAS TORRES. Rubricado y sellado.--------------- 
 
ES COPIA FIEL DE SU MATRIZ, en la que dejo nota, la 
expido a utilidad de “VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L.”, en cuatro 
folios, el presente y los tres anteriores en orden.  
En El VENDRELL a veinticinco de marzo de dos 





ACTA DE NOMBRAMIENTO DE ADMINISTRADOR 
 
 
En el domicilio social y siendo las  12 horas del día  15 de abril de 2008, se 
reúnen las personas que se relacionan en la siguiente lista, las cuales 
representan la totalidad del Capital Social de la entidad VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS CLOS, S.L.  
 
Todos ellos aceptan por UNANIMIDAD, y así lo firman bajo sus nombres 
respectivos, constituirse en JUNTA GENERAL UNIVERSAL de la entidad, 




ORDEN DEL DÍA 
 
1.- Cese del actual Órgano de Administración, aprobación, en su caso, de la 
Gestión social realizada y nombramiento de nuevo Órgano en la forma de 
Administradores Solidarios.  
2.- Delegación de facultades para elevar a públicos los acuerdos que se 
adopten.  
3.- Ruegos y preguntas.  




LISTA DE ASISTENTES 
 
D. MANEL FORTUNY  CASAS, asiste personalmente, como socio titular de  
50 participaciones sociales. 









Dª EVA POU DE VIDA GUASCH, asiste personalmente, como socio titular de 












D. GERARD CASANOVAS PÉREZ, asiste personalmente, como socio titular 
























Asisten presentes, pues, 5 socios titulares de la totalidad de participaciones 
que integran el Capital Social, todas ellas con derecho a voto.  
 
Conforme a las disposiciones legales y estatutarias, y con la conformidad de 
todos los asistentes, actúan como Presidente y Secretaria de la Junta, 
respectivamente D. MANEL FORTUNY CASAS y Dª EVA POU DE VIDA 
GUASCH. 
 
Después de declarar al Presidente válidamente constituida la Junta, se 
procede a la lectura y examen del Orden del Día, no deseando los asistentes 
iniciar debate sobre los mencionados puntos, ni solicitar constancia en acta 
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de intervención u oposición alguna, previa la presentación de las 







1º Cese de la actual Administrador  D. JOSEP BALART BATLLE, aprobando 
por unanimidad su gestión realizada hasta la fecha y agradeciéndole los 
servicios prestados.  
 
2º Se acuerda que de ahora en adelante la estructura del Órgano de 
Administración de esta Compañía tomará la forma de Administradores 
Solidarios, quedando designados como tales y por tiempo indefinido los 
siguientes:  
 
D. JOSÉ MUÑOZ GRACIA, con DNI número 40872131L, mayor de edad, 
soltero, de profesión contable, vecino del Vendrell, con Domicilio en Calle 
Sant Pau, número 5; 
 
 
D. JOAN VALL CASAS, con DNI número 42852132E,  mayor de edad, 
soltero, de profesión ingeniero mecánico, vecino de Calafell con Domicilio en 
Calle Grecia número 12; 
 
 
Los nombrados Administradores Solidarios ACEPTAN el cargo conferido, 
prometiendo desempeñarlo fielmente y manifestando no estar incurso en 
ninguna de las incompatibilidades previstas en la legislación vigente, y en 
especial las que recoge la Ley 12/1995 de 11 de Mayo.  
 
3º Delegar en los Administradores de la Compañía para que, 
indistintamente uno u otro, eleven a público los anteriores acuerdos, ante el 
notario de su elección, así como para practicar cuantas actuaciones 
complementarias, subsanatorias o rectificatorias eventualmente se 







APROBACIÓN DEL ACTA 
 
No habiendo mas asuntos que tratar y previa su redacción por el secretario, 
la propia Junta aprueba la presente Acta, firmándola a continuación el 
Secretario con el Visto Bueno del Presidente, así como, en prueba de 














          LA SECRETARIA                                     EL  PRESIDENTE 
 Dª EVA POU DE VIDA GUASCH                 D. MANEL FORTUNY  CASAS 
 














El Vendrell, 20 de mayo de 2008 
 
 
ESCRITURA DE APODERAMIENTO 
 
Ante mí, JUANA SOTO RICARDO, Notaria del Ilustre Colegio del 
Vendrell, con residencia en el Vendrell. ----------------------------------  
 
 ------------------------ C O M P A R E C E: -------------------------------  
DON MANEL FORTUNY CASAS de nacionalidad Española, empresario, 
mayor de edad, casado, vecino del Vendrell,  43880, con domicilio en calle 
Manuel del Pedrolo, 8 4º1; Documento Nacional de Identidad según me 
acredita, 36.821.156-A.------- 
 
IDENTIFICO al Sr. compareciente por el documento personal 
anteriormente reseñado, constan de sus manifestaciones los datos 
personales, tiene a mi juicio, la capacidad legal necesaria para otorgar la 




 En nombre y representación, como Presidente de la mercantil  
“VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. “, domiciliada en El Vendrell, Av. 
Sant Vincenç (43880), número 35, con CIF número B-12088610-------  
 
 
-----------------D I S P O N E: --------------------------------------------------- 
Designo apoderado al contable de la mercantil a DON JOSÉ MUÑOZ 
GRACIA para que en nombre y representación del poderante, pueda 
ejercitar las siguientes:  
 
 
----------------F A C U L T A D E S: -------------------------------------------- 
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A).- ADMINISTRAR toda clase de bienes, celebrar todo tipo de 
contratos por el tiempo, precio y condiciones que estime convenientes; 
percibir rentas, productos, fianzas y cualesquiera otras cantidades por 
cualquier concepto se le adeuden al poderdante; reclamar contra 
impuestos, contribuciones y demás tributos y cobrar las sumas satisfechas 
por error o indebidamente  --------------------------------------------------  
 
B).- Representarle ante toda clase de Oficinas, Organismos, 
Autoridades y Funcionarios, cualquiera que sea su orden o grado en la 
jerarquía y jurisdicción, centralizados o no, creados o que se establezcan, 
pertenecientes al Estado, Provincia, islas, Municipio, Comunidades 
Autónomas, incluso en Delegaciones de Hacienda, Cámaras, Delegaciones, 
Magistraturas, SEMAC, Sindicatos, Capitanías, Gobiernos, etc..; presentar 
escritos y solicitudes, ratificarse en ellas, y recurrir de los proveídos que 
recaigan y tramitar expedientes. -------------------------------------------  
 
C).- Practicar y contestar requerimientos y notificaciones; entablar y 
contestar toda clase de demandas. ----------------------------------------  
 
D).- Otorgar y firmar documentos públicos y privados de la mercantil, 
así como títulos valores.  
 
 -------------------------------------------------------------------------------  
 
LIMITACION TEMPORAL: el Poder se extinguirá y caducará, sin 
necesidad de notificación o requerimiento alguno, transcurridos 10 años 
desde esta fecha. ---------------------------------------------------------------  
 CIEERRE DE ESCRITURA. -----------------------------------------------  
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En El VENDRELL a veinte de mayo de dos mil ocho. 
-- DOY FE.- 
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VISTA – JUDICI EL PAGARÉ 
 
 
*està en català perquè la vista es farà en aquesta llengua 
 
1)EL JUTGE COMENÇA LA VISTA 
 
 
2) ALEGACIONS  
 
Amb la vènia senyoria, la meva part NICA, S.A. s’oposa dels fets al·legats en la demanda 
d’oposició, que són els següents:  
 
1. “Fet 4r de la demanda d’oposició” – Incompliment contractual 
- VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L va demanar via mail a NICA, S.A que canvies el 
motor de la furgoneta MERCEDES model VITYO per un altre que funcionés, sense 
especificar que el motor fos un model de sèrie. Per tant, seria lícit un model de motor 
adaptat.  
 
- Les parts no van pactar quin  tipus de motor seria l’adequat.  
 




2. “Fet 8ª de la demanda d’oposició” – Prescripció  
 
- El Burofax de 6 de maig de 2012 realitzat per NICA, S.A  ha interromput  la prescripció, 
tal com manifesta la reiterada jurisprudència i a més,  l’article 1973 del Codi Civil 




Per tant, la meva part NICA, S.A. demana que es desestimi íntegrament la demanda d’oposició  




3)PROPOSICIÓ DE PROVES  
 
NICA, S.A. sol·licita: 
 
- Que es tingui per reproduïda íntegrament la documental aportada en l’escrit de 
demanda  i la posterior documental aportada expressament per la vista.  
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 - Pericial del Enginyer Mecànic DAVID GONZÁLEZ UMBRÍA per determinar si el motor 
proporcionat per NICA, S.A a la furgoneta MERCEDES model VITYO era  l’adequat. 
 
 
4)TRASLLAT DE DOCUMENTS 
 
 
5)JUTGE ADMET O NO LES PROVES 
 
 
6)PRÀCTICA DE PROVES 
 
INTERROGATORI AL PÈRIT DAVID GONZÁLEZ UMBRÍA  
 
1.- És cert que el motor proporcionat per NICA, S.A. no s’adaptava al vehicle Mercedes Vityo 
de la empresa VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. ? 
En primer lloc, la empresa VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS , S.L. requeria d’un motor nou per a 
la seva furgoneta del model Mercedes Vityo, sense especificar si havia de ser un motor de 
sèrie. Degut al fet que es tracta d’un  model del qual figuren pocs exemplars, la empresa NICA, 
S.A. va optar per produir un motor adaptat que fos perfectament compatible amb tal model. 
Per assegurar-se de la compatibilitat del motor respecte aquest vehicle, NICA, S.A. va 
aconseguir disposar del mateix model de furgoneta per realitzar totes les proves i estudis 
pertinents per garantir el correcte funcionament i adaptabilitat del motor. Finalment, tampoc 
es va presentar cap tipus de problema al llarg del procés de muntatge del motor en el vehicle 
de destí. Per tant, no s’observa cap anomalia en el motor subministrar per NICA, S.A. 
 
 
2.- Es pot garantir la fiabilitat dels resultats presentats per NICA, S.A. respecte la qualitat del 
motor subministrat, tenint en compte les instal·lacions de les que disposa? 
Després de veure el funcionament de cadascun dels departaments que configuren la empresa 
NICA, S.A. així com l’equip tècnic del que disposen, puc afirmar i garantir que realitzen un 
seguiment detallat a cadascuna de les etapes de producció del motor així com un anàlisi 
detallat de cadascuna de les seves funcionalitats i peces, tot utilitzant una maquinaria de 
primera qualitat així com realitzant uns estudis minuciosos per garantir que no es derivin 
defectes o avaries prematures. Així mateix, disposen d’un taller mecànic en el qual proven 




3.- Quina conclusió extreu respecte l’origen de l’averia produïda en el motor proporcionat? 
Un cop realitzat l’anàlisi complert del funcionament de tots els mecanismes del motor, he 
arribat a la conclusió que el motor subministrat per la empresa NICA, S.A. es trobava en un 
estat òptim en el moment de la reparació i, a més, va estar perfectament muntat, adaptant-se 
perfectament a les dimensions i requeriments del vehicle de destí.  Per altre banda, després 
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d’analitzar el motor malmès retornat per la empresa VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. s’ha 
determinat que l’origen de l’averia procedeix d’un ús indegut del vehicle, sotmeten al motor a 
un desgast intern excessiu produït per una exigència de acceleració superior a la permesa al 
llarg d’un interval de temps prolongat sense que el motor hagués arribat a la seva temperatura 
òptima de funcionament. 
 






• Del conjunt de prova practicada ha quedat plenament acreditat que: 
1) El burofax interromp la prescripció. 
2) No existeix incompliment contractual per part de NICA, S.A. ja que realitza la 
prestació demanada.  
 
 
• La reiterada Jurisprudència ha afirmat:  
 
a) Sentència de la Audiència Provincial de Málaga (Secció 5ª) núm. 328/2008 de 5 
juny (AC/2011/889): “la reclamació extrajudicial del creditor (burofax) interromp a 
prescripció”.  
 
b) Sentència de l’Audiència Provincial de les Illes Balears (Secció 5º) núm. 405/2010 
de 15 novembre (AC/2012/2142): “interrupció la prescripció per burofax”.  
 
 
- Així mateix, l’article 1973 del Codi Civil també ho menciona: “ la prescripció 
s’interromp per reclamació extrajudicial del creditor”  
 
 
• En definitiva, Senyoria, sol·licitem l’estimació de les pretensions d’aquesta part en el 
sentit que es desestimi íntegrament la demanda d’oposició formulada de contrari i, 
així mateix, que es condemni a la companyia VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L al 








de Málaga (Sección 5ª) Sentencia num. 328/2008 de 5 junio
AC\2011\889
PRESCRIPCION DE ACCIONES: INTERRUPCION DE LA PRESCRIPCION: ESTIMACION:
reclamación extrajudicial del acreedor: remisión de burofax: presunción de su recepción. SEGURO:
de automóviles: indemnización: estimación: 50% de la cantidad reclamada en orden a su
responsabilidad en el accidente.
Jurisdicción: Civil
Recurso de Apelación 1133/2007
Ponente: IIlma. Sra. Inmaculada Melero Claudio





PRESIDENTE : ILMO. SR.
D. MELCHOR HERNANDEZ CALVO
MAGISTRADOS, ILTMAS. SRAS.
Dª. INMACULADA MELERO CLAUDIO
Dª. MARIA TERESA SAEZ MARTINEZ
REFERENCIA:
JUZGADO DE PROCEDENCIA: JUZG. Nº 4 DE TORREMOLINOS
ROLLO DE APELACION: Nº 1133/07
JUICIO Nº 925/06
En la ciudad de Málaga, a cinco de junio de dos mil ocho.
Visto, por la Sección 5ª de esta Audiencia Provincial, integrada por los Magistrados indicados al
margen, el recurso de apelación interpuesto contra la sentencia dictada en el Juicio Verbal nº 925/06
seguido en el Juzgado de referencia. Interpone el recurso la Procuradora Doña María del Mar
Ledesma Alba, en nombre y representación de DON Gervasio .
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ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO .- El Juzgado de Primera Instancia dictó sentencia el día 3 de septiembre de 2007, en el
juicio antes dicho, cuyo fallo es del tenor literal siguiente: "Que DESESTIMO la demanda formulada
por el Procurador Dña. María del Mar Ledesma Alba, en nombre y representación de D. Gervasio y
declaro no haber lugar a los pedimentos formulados en la misma con imposición de las costas a la
parte actora".
Con fecha 7 de septiembre de 2007 se dictó auto aclaratorio de la anterior cuya parte dispositiva
dice textualmente:" SE ACLARA Sentencia de 3 de septiembre de 2007 en el sentido siguiente:
Donde dice Procedimiento Ordinario 925/06 , debe decir Procedimiento Verbal 925/06".
SEGUNDO .- Interpuesto recurso de apelación y admitido a trámite, el Juzgado realizó los
preceptivos traslados y una vez transcurrido el plazo elevó los autos a esta sección de la Audiencia,
donde se formó rollo y se ha turnado la ponencia. La votación y fallo ha tenido lugar el día 3 de junio
de 2.008, quedando visto para sentencia.
TERCERO. - En la tramitación del recurso se han observado las prescripciones legales.
Visto, siendo ponente la Iltma. Sra. Magistrado DOÑA INMACULADA MELERO CLAUDIO quién
expresa el parecer de la Sala.
FUNDAMENTOS JURIDICOS
PRIMERO
.- Frente a la resolución pronunciada por el Juzgado de Primera Instancia Número 4 de los de
Torremolinos, se alza el apelante DON Gervasio alegando error en la valoración de la prueba con
respecto a los documentos nº 4, 5, 6, 7 y 8 de las presentados con el escrito de demanda.
Y mantiene que muestra su más absoluta disconformidad con la estimación de la excepción de
prescripción alegada por la codemandada ZURICH, porque el recurrente cumplió escrupulosamente
y de forma diligente con los requisitos que el imponen el artículo 1968 y 1973 del C. Civil ( LEG 1889,
27) ; y ello porque el accidente de circulación del cual dimana el presente procedimiento tuvo lugar el
día 23 de septiembre de 2004, y desde ese mismo día se activaron todos los mecanismos existentes
con el fin de solucionar, de forma extrajudicial, los perjuicios ocasionados. Tras sucesivos intentos
por parte de su compañía asegurado MAPFRE MUTUALIDAD, y viendo ésta que no se atendían las
exigencias de su representados, la citada aseguradora, en nombre y representación de su
asegurado, remitió con fecha 22 de septiembre de 2005 burofax a las tres entidades aseguradoras
de los vehículos implicados (CASER, ZURICH y LA ESTRELLA), al objeto de interrumpir la
prescripción; y tras el citado burofax, y a pesar de las negociaciones, las Compañías contrarias
nunca manifestaron su opinión, motivo por el cual se presentó la demanda rectora de este pleito con
fecha 22 de septiembre de 2006.
Y como segundo motivo de impugnación, y en cuanto al fondo del asunto, se denuncia la falta de
estimación y apreciación del allanamiento parcial alegado por parte de la entidad codemandada LA
ESTRELLA, existiendo por tanto incongruencia sobre la base de lo alegado por las partes.
Y por último, acreditación de la forma de ocurrencia del accidente, y por ello, responsabilidad de
las partes demandadas
SEGUNDO
.- Ahora bien la cuestión objeto de este procedimiento se centra en la naturaleza receptiva o no de
la declaración interruptiva de la prescripción y, en ese sentido, se ha de constatar que existen en la
doctrina posiciones encontradas, lo que ha dado lugar a una serie de decisiones judiciales en alguna
medida contradictorias. Sin embargo, la mejor doctrina científica y la más reciente jurisprudencial
consideran que el acto interruptivo tiene carácter recepticio en el sentido de que ha de dirigirse al
sujeto pasivo, aunque no existe la necesidad de demostrar que ha llegado a su conocimiento dentro
del tiempo hábil, ya que el efecto interruptivo no puede depender de la recepción, por que ello valdría
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tanto como dejar al arbitrio del favorecido con la prescripción la eficacia interruptiva de este proceso.
En tal sentido señala la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de diciembre de 1994 ( RJ 1994,
10384) " ha de afirmarse que la actora mostró una diligencia media exigible a la hora de manifestar
su voluntad de exigir a las demandadas las responsabilidades derivadas del evento dañoso,
utilizando un medio, como es el telegráfico en que el Servicio Público de Correos garantiza la
recepción de tales comunicaciones realizando la entrega a la persona destinataria o a la
debidamente autorizada para ello y exigiendo la firma de la persona receptora como acreditativa de
la recepción y devolviendo al remitente el telegrama en caso de que no pueda realizarse la entrega
(...) no es suficiente una simple negativa de los demandados acerca de la falta de recepción de los
telegramas para imponer a la actora que tuvo actuación correcta inicial, la obligación de probar esa
efectiva recepción cuando no existía elemento alguno de juicio que pudiera hacer pensar en tal falta
de recepción al no haber sido devueltos por el Servicio de Correos, sino que, por el contrario, ha de
entenderse que pesaba sobre los demandados la obligación de probar que quienes recibieron esas
comunicaciones no tenían relación alguna con ellos ."
Así según tiene sentado la doctrina del Tribunal Supremo, relativa a la oportunidad del acto
interruptor, ello ha de entenderse en el sentido de que " se lleva a cabo cuando ya ha empezado a
correr el plazo de prescripción, pero no haya consumado su curso, siempre que la reclamación
proceda del titular del derecho y se dirija contra el otro sujeto de la relación jurídica, siendo
fundamental, en este sentido, el carácter recepticio que debe tener la reclamación, con respecto de
los principios de bilateralidad y audiencia ".
Por último, la Sentencia del Tribunal Supremo de fecha 16 de enero de 2003 ( RJ 2003, 6)
entiende que ".... no es necesario para que se produzca el efecto receptivo de la declaración
unilateral de voluntad, que el sujeto a quien va dirigida llegue efectivamente a conocer la
reclamación, siendo bastante a los indicados efectos la recepción del documento en la que se hace.
Siendo la recepción una cuestión de hecho que no solamente se acredita por la Certificación de la
Oficina de Correos, sino que puede hacerse por otras pruebas.....".
En consecuencia con lo expuesto, entiende el Tribunal que procede estimar el primer motivo de
apelación esgrimido, debiendo en consecuencia rechazarse la excepción de prescripción esgrimida
por la Compañía de Seguros ZURICH, habida cuenta de que ha quedado acreditado la remisión por
la actora al Servicio de Correos de los burofax en cuestión, debiendo presumirse su recepción por las
codemandadas, sin que por las mismas se haya desvirtuado tal presunción como les correspondería
en virtud de la doctrina del onus probando a que se ha hecho mención.
TERCERO
El siguiente motivo de impugnación viene referido a la falta de estimación y apreciación del
allanamiento parcial alegado por la entidad codemandada LA ESTRELLA, existiendo incongruencia
de la sentencia sobre la base de lo alegado por las partes.
Lo primero que debe precisar este Tribunal es el error de trascripción padecido por el recurrente
cuando alega que ha existido un allanamiento parcial por parte de la entidad LA ESTRELLA, pues el
visionado del soporte audiovisual y la lectura de la correspondiente acta del juicio, pone de
manifiesto sin lugar a dudas que ese allanamiento se efectuó por la Compañía de Seguros LE MANS
(actualmente CASER), que aseguraba el vehículo marca FIAT DOBLO matrícula ....-KQQ ,
conducido por DON Jose Ignacio , y que efectivamente se allanó parcialmente a las pretensiones del
actor en el sentido de que se le condenase al abono del 50% de la cantidad reclamada; por lo que
hecha esta mención y salvado el citado error, procede estimar igualmente este motivo de
impugnación y condenar a la entidad LE MANS (actualmente CASER) en los términos indicados.
Resta por resolver el último motivo de impugnación que viene referido a la acreditación de la
ocurrencia del accidente y por ello, responsabilidad de las partes demandadas, existiendo
allanamiento parcial de la entidad ZURICH de forma subsidiaria.
A este respecto, volvemos a incidir sobre el contenido del soporte audiovisual y la correspondiente
acta del juicio, para comprobar que en ningún caso existió allanamiento parcial de forma subsidiaria
por parte de la Compañía de Seguros ZURICH, la cual se limitó a alegar la excepción de
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prescripción, sin discutir otro tema de fondo, y ello con independencia de que efectivamente la citada
compañía aseguradora se allanó parcialmente a las pretensiones de DON Braulio en el Juicio
Ordinario nº 366/05, seguido en el Juzgado de 1ª Instancia nº 1 de los de Torremolinos, en el
procedimiento que siguió aquél contra DON Jose Ignacio , LE MANS, Jaime y ZURICH (folio 208),
allanamiento éste que no tiene efecto en el presente procedimiento.
No obstante lo expuesto, la Sala considera que de las pruebas obrantes en las presentes
actuaciones ha quedado debidamente acredita la mecánica del accidente. En efecto, y según se
desprende del atestado elaborado por la Guardia Civil, el día 23 de septiembre de 2004 se produjo
un accidente de circulación en cadena en la AP-7, en la que se vieron implicados los siguientes
vehículos: RENAULT MEGANE matrícula WU-....-WT , cuyo conductor se vio obligado a detener su
marcha debido a la existencia de retenciones; justo detrás circulaba el demandante DON Gervasio ,
que conducía el vehículo CITROEN XSARA matrícula ....-DFD ; posteriormente lo hacía el turismo
CITROEN BERLINGO matrícula WU-....-WX , conducido por DON Braulio y asegurado en la entidad
LA ESTRELLA; y estando estos tres vehículos detenidos, fueron impactados por el turismo
PEUGEOT 406 matrícula ....-NVT , propiedad de DOÑA María Milagros , conducido por DON Jaime ,
y asegurado en la entidad ZURICH; y tras estas colisiones, el vehículo FIATO DOBLO, matrícula
....-KQQ , conducido por Jose Ignacio y asegurado en LE MANS, colisionó con la parte trasera del
PEUGEOT 406, desplazando a éste hacia delante, provocando sucesivas colisiones entre los
vehículos que le precedían; es decir, que el accidente en cuestión fue provocado por no guardar la
distancia de seguridad los conductores de los vehículos PEUGEOT 406 matrícula ....-NVT y FIAT
DOBLO matrícula ....-KQQ .
En consecuencia con lo expuesto pues, y no siendo posible individualizar la responsabilidad de
cada uno de los conductores de los vehículos causantes del siniestro, procede condenar a cada uno
de ellos a que abonen al demandante el 50% de la cantidad reclamada en las presentes actuaciones,
esto es, 668,045 euros.
CUARTO
Que al estimarse el recurso de apelación, no se hará expresa imposición de las costas causadas
en esta alzada, de conformidad con lo previsto en el artículo 398 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (
RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892) ; en cuanto a las costas originadas en aquella instancia, rige
lo establecido en el artículo 394 del mismo texto legal.
FALLO
Se estima el recurso de apelación formulado por la Procuradora Doña María del Mar Ledesma
Alba, en nombre y representación de DON Gervasio , contra la sentencia dictada en fecha 3 de
septiembre de 2007 y auto aclaratorio del anterior de 7 de septiembre del mismo año, por el Juzgado
de Primera Instancia nº 4 de los de Torremolinos, en los Autos Civiles de Juicio Verbal nº 925/06, y
en su consecuencia se revoca íntegramente la sentencia, condenando a DOÑA María Milagros ,
DON Jaime y a la Compañía de Seguros ZURICH a que abonen solidariamente a DON Gervasio la
suma de 668,045 euros, y se condena igualmente con carácter solidario a DON Jose Ignacio y la
Compañía de Seguros LE MANS (actualmente CASER) a que abonen al demandante la cantidad de
668,045 euros, devengando estas cantidades el interés legal que para las entidades aseguradoras
será el del artículo 20 de la Ley de Contrato de Seguros , imponiendo además a dichos demandados
las costas causadas en aquella instancia; y se absuelve de las pretensiones contenidas en la
demanda a DON Braulio y a la Compañía de Seguros LA ESTRELLA, debiendo abonar DON
Gervasio la costas causadas a este codemandado absuelto.
Y todo ello, sin hacer especial imposición de las costas originadas en esta alzada.
Notifíquese esta resolución a las partes personadas haciéndoles saber que contra la misma no
cabe recurso ordinario alguno.
Devuélvanse los autos originales con testimonio de ella al Juzgado de procedencia a sus efectos.
Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
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PUBLICACION. - Leída y publicada fue la anterior resolución por la Iltma. Sra. Magistrado
Ponente, celebrándose audiencia pública. Doy fe.
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Audiencia Provincial
de Islas Baleares (Sección 5ª) Sentencia num. 405/2010 de 15 noviembre
AC\2010\2142
PRESCRIPCION DE ACCIONES: IMPROCEDENCIA: transporte aéreo: pérdida de equipaje: plazo
de prescripción y no de caducidad: interrupción del plazo: reclamación, faxes, burofax e interposición
de demanda. TRANSPORTE AEREO: PERSONAS: responsabilidad: procedencia: extravío de
equipaje: indemnización.
Jurisdicción: Civil
Recurso de Apelación 498/2010
Ponente: Ilmo. Sr. D. Pedro Munar Bernat
La Audiencia Provincial de Baleares declara haber lugar al recurso de apelación interpuesto
contra la Sentencia de fecha18-05-2010dictada por el Juzgado de lo Mercantil núm. 2 de Palma de
Mallorca, revocándola en el sentido de estimar en parte la demanda.
AUD.PROVINCIAL SECCION N. 5
PALMA DE MALLORCA
SENTENCIA: 00405/2010
Rollo: RECURSO DE APELACION (LECN) 0000498 /2010
SENTENCIA Nº 405
Ilmo. Sr. Presidente:
D. MIGUEL CABRER BARBOSA
Ilmos. Sres. Magistrados:
D. SANTIAGO OLIVER BARCELÓ
D. PEDRO MUNAR BERNAT
En PALMA DE MALLORCA, a quince de Noviembre de dos mil diez.
VISTOS en grado de apelación ante esta Sección Quinta, de la Audiencia Provincial de PALMA DE
MALLORCA, los Autos de PROCEDIMIENTO ORDINARIO 478/2009, procedentes del JUZGADO DE
LO MERCANTIL N. 2 de PALMA DE MALLORCA, a los que ha correspondido el Rollo de Sala
RECURSO DE APELACION (LECN) 498/2010, en los que aparece como parte demandante apelante
D. Roberto , representado por la Procuradora de los tribunales Dª. NANCY RUYS VAN NOOLEN y
asistido por el Letrado D. PEDRO FELIU VENTURELLI, y como parte demandada apelada la entidad
"SPANAIR SA", representada por la Procuradora de los tribunales Dª. LUISA MARIA ADROVER
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THOMÁS y asistida por el Letrado D. JAUME MAQUEDA BARÓN.
ES PONENTE el Ilmo. Sr. D. PEDRO MUNAR BERNAT.
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- Seguido el juicio por sus trámites legales ante el JUZGADO DE LO MERCANTIL N. 2
de PALMA DE MALLORCA, por el mismo se dictó sentencia con fecha 18 de mayo del corriente año
, cuya parte dispositiva dice: "Que desestimando la demanda interpuesta a instancia de D. Roberto
contra Spanair S.A., debo absolver y absuelvo a dicha demandada de todas las pretensiones
aducidas en su contra.
No se efectúa expresa condena en costas."
SEGUNDO.- Que contra la anterior sentencia y por la representación de la parte demandante, se
interpuso recurso de apelación y seguido el recurso por sus trámites se celebró deliberación y
votación en fecha 8 de noviembre del corriente año, quedando el recurso concluso para Sentencia.
TERCERO.- En la tramitación de este procedimiento se han observado las prescripciones legales.
FUNDAMENTOS JURÍDICOS
PRIMERO
Se alza en apelación el actor que ha visto desestimada en primera instancia su demanda al
estimarse la excepción de caducidad alegada por la entidad demandada.
Esta Sala en la sentencia nº 231, de 14 de junio de 2010 ( AC 2010, 1251) , ha tenido ocasión de
pronunciarse sobre la cuestión jurídica que se halla en la base de este recurso: si el plazo de dos
años que establece el artículo 35 del Convenio de Montreal, para la Unificación de ciertas reglas para
el transporte aéreo, de 28 de mayo de 1999 ( RCL 2004, 1224) , en vigor en España desde el 28 de
junio de 2004 es de prescripción o caducidad. En efecto, se afirma sin ambages que nos hallamos
ante un plazo de prescripción.
Es conocido por todos que el instituto de la caducidad siempre debe ser analizado de forma muy
estricta por ser restrictiva de derechos, mucho más en un campo como es el de la protección de los
consumidores. En este sentido debe recordarse que el Texto refundido de la Ley General para la
protección y defensa de los consumidores de 2007 ( RCL 2007, 2164 y RCL 2008, 372) recoge la
Ley de viajes combinados ( RCL 1995, 1978) expresando claramente que en aquel supuesto los
plazos para el ejercicio de las acciones es de prescripción con lo cual sería un contrasentido que en
los supuestos de pérdida de equipaje en un viaje combinado el plazo para el ejercicio de las acciones
fuera de prescripción mientras que si se tratara de un contrato sólo de transporte lo fuera de
caducidad; por otra, no debe obviarse que expresamente en el Convenio de Varsovia ( RCL 1931,
910) , antecedente del actual de Montreal, expresamente se aludía a la caducidad y ahora se elimina
tal expresión. Por otra parte, no puede perderse de vista que en el mismo Convenio se remite a la ley
del foro en orden a la forma para calcular el plazo, siendo que en España sólo en aquellos supuestos
en que expresamente se manifieste se considera que los plazos son de caducidad y no de
prescripción.
SEGUNDO
Si no se aplica el instituto de la caducidad sino que el plazo para el ejercicio de la acción está
sometido a un plazo de prescripción de 2 años, habrá que determinar si la acción ha decaído por
haber prescrito. El viaje en el transcurso del cual se extravió el equipaje tuvo lugar el 30 de agosto de
2006 y desde dicha fecha el actor ha realizado un sinnúmero de actos que interrumpen del plazo de
prescripción puesto que ha llevado a cabo actos de ejercicio de su derecho a reclamar los daños y
perjuicios padecidos: a) reclamación en el aeropuerto de Zurich el mismo día del viaje; b) fax remitido
a la demandada el 11 de septiembre de 2006; c) faxes remitidos a la demandada los días 15 y 21
septiembre 2006 donde se explica el contenido de la maleta, a solicitud de la compañía aérea; d) el
20 de marzo de 20007 reconoce Spanair su responsabilidad ofreciendo 500 euros como
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indemnización; e) burofax de 18 abril de 2007 remitido a Spanair por el letrado del actor reclamando
la indemnización de daños y perjuicios; f) presentación de la demanda en el Decanato el 25 de mayo
de 2008; g) ante el Auto de 12 de febrero de 2009 del Juzgado de 1ª instancia nº 9 en que se declara
incompetente por falta de competencia objetiva, se interpone la demanda que ahora se analiza el 23
de junio de 2009. Por tanto, queda patente que el actor se halla en plazo para ejercitar la acción
puesto que no han transcurrido dos años desde la última actuación que ha interrumpido la
prescripción.
TERCERO
Entrando pues en el fondo del asunto, habrá que señalar que en el escrito del recurso de apelación
el actor apelante limita su pretensión a los 1000 DEG -1180 euros- que fija en artículo 22.2 del
Convenio de Montreal. Establecido así el marco de la petición, la Sala no puede entrar a debatir
sobre la posible existencia de otros daños susceptibles de ser indemnizados como en alguna ocasión
reciente ha constatado.
Habida cuenta que ha quedado acreditado que se ha extraviado el equipaje y que la propia
demandada en su escrito de contestación a la demanda ya manifestaba que subsidiariamente se
allanaba al pago de esta cantidad, poco habrá que añadir al respecto.
Por tanto, debe estimarse parcialmente la demanda condenando a Spanair SA al pago de los 1080
euros reclamados por el actor en su escrito de apelación.
En virtud de cuanto antecede, debe estimarse el recurso y revocarse la sentencia apelada.
FALLO
Se estima el recurso de apelación interpuesto por la representación procesal de D. Roberto .
Se revoca la sentencia de 18 de mayo de 2010 , dictada por el Juzgado de lo Mercantil nº 2 de
Palma de Mallorca.
Se estima parcialmente la demanda y se condena a Spanair SA a pagar a D. Roberto la cantidad
de 1180 euros más los intereses de dicha cantidad desde la interposición de la demanda hasta su
completo pago.
No se hace especial pronunciamiento sobre las costas causadas en primera instancia y en esta
apelación.
Así, por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.
PUBLICACION.- Dada y pronunciada fue la anterior Sentencia por los Ilmos. Sres. Magistrados
que la firman y leída por el/la Ilmo. Magistrado Ponente en el mismo día de su fecha, de lo que yo
el/la Secretario certifico.
Audiencia Provincial
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ENGRANATGES I COIXINETS, S.A. 
Bernat Pencaire, conegut viatjant de la companyia ENGRANATGES I COIXINETS, S/A, amb domicili a 
Barcelona, avinguda Diagonal 680, realitza un llarg viatge de negocis, durant el qual visita una sèrie de 
clients que li fan comandes força importants. L'excessiva durada del viatge fa que Pencaire acabi els fons 
que havia rebut per dur-lo a terme i, davant d'aquesta situació, que el sorprèn el dia 2 de juliol de 2012 a 
Puentedeume tracta d'obtenir recursos girant una lletra amb despeses a noranta dies vista, per ordre i 
compte del seu principal, contra la firma UNION XERAL DOS ALMACENES GALEGOS, S/L, societat 
domiciliada en aquesta població, carrer Rua 22, a la qual havia venut rodaments a boles per import de 
50.000.- €. Iñaki Letamendi, director comercial de la companyia accepta la lletra el mateix dia. 
Bernat Pencaire, que té molts amics a la veïna localitat de Mondoñedo, s'entrevista amb Xosé Couto per 
veure si aquest li pot avançar els diners que constitueixen l'import de la lletra, el qual hi accedeix, però 
donat l'elevat import de l'operació, li demana que algú l'avali, cosa que fa Margarita Desaire, empresària 
de la indústria de l'espectacle i amiga de tots dos amb domicili a Monforte de Lemos, Entrevías 46, la 
qual, al seu torn, demana al seu amic Patricio Valiente que l'avali a ella per si, arribat el cas, algú li acaba 
dirigint una acció, cosa que fa constar a la lletra. 
Amb aquest fi, Pencaire fa arribar a Couto la lletra girada per ell i avalada per Desaire i Valiente i li'n paga 
l'esmentada quantitat. D'aquesta manera, Pencaire pot deduir l'import de les seves comissions i pagar les 
despeses del viatge. Couto, que és un comerciant molt acreditat amb establiment obert a la localitat de 
Mondoñedo, avenida do Inferno, semisótano, porta la lletra el dia 16 d'agost a la prestigiosa firma 
Financera Voltors, S/A, societat amb domicili a Castellfollit de la Roca, carrer dels Cingles, núm. 1, que és 
la que habitualment s'encarrega de descomptar el paper comercial d'ENGRANATGES I COIXINETS, S/A i 
per aquest motiu es dirigeix a l'agent Cristina Cortina, que aquesta societat té destacada a la capital 
gallega. 
Poc abans del venciment, l'empresa "ENGRANATGES I COIXINETS, S/A", com a conseqüència de 
dificultats sorgides en el subministrament de matèries primeres procedents de l'exterior motivades per 
l'apreciació de l'euro, es veu impossibilitada del tot de fer la tramesa de la mercaderia, motiu pel qual, un 









AL	  JUZGADO	  DE	  PRIMERA	  INSTANCIA	  QUE	  CORRESPONDA	  POR	  TURNO	  
	  
	  
DOÑA	  INES	  MARTÍN	  MARTINEZ,	  Procurador	  de	  los	  Tribunales,	  con	  NIF	  22222222-­‐A	  en	  nombre	  y	  representación	  de	  FINANCERA	  VOLTORS	  S.A,	  con	  domicilio	  social	  en	  Castellfollit	  de	  la	  Roca,	  calle	  dels	  Cingles	  número	  1	  y	  CIF	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  	  A-­‐33333333	  (en	  adelante	  referida	  como	  la	  demandante)	  según	  acredito	  mediante	  escritura	  de	  poder	  a	  mi	  favor	  otorgada	  que	  acompaño	  para	  su	  unión	  a	  los	  autos,	  y	  como	  mejor	  proceda	  en	  derecho	  COMPAREZCO	  Y	  DIGO:	  	  
	  Que	  por	  medio	  del	  presente	  escrito,	  en	  la	  representación	  que	  ostento	  y	  con	  la	  asistencia	  letrada	  del	  abogado	  DOÑA	  LYDIA	  TRISTAN	  MARTINEZ,	  número	  de	  colegiado	  80.000	  del	  Ilustre	  Colegio	  de	  Abogados	  de	  Barcelona,	  interpongo,	  de	  conformidad	  con	  los	  establecido	  en	  los	  artículos	  819	  y	  821.1	  de	  la	  LEC,	  DEMANDA	  





PRIMERO.-­‐	  EXISTENCIA	  Y	  TENENCIA	  DE	  LA	  LETRA	  
	  Mi	  poderdante	  es	  la	  tenedora	  legítima	  de	  una	  letra	  de	  cambio	  expedida	  en	  Puentedeume	  (La	  Coruña)	  por	  cuenta	  de	  ENGRANATGES	  I	  COIXINETS	  S/A	  con	  fecha	  de	  2	  de	  julio	  de	  2012	  por	  importe	  de	  50.000	  euros,	  con	  fecha	  de	  vencimiento	  a	  80	  días	  vista.	  	  En	  el	  título	  consta	  la	  demandada	  como	  librador.	  	  	  Se	  acompaña	  DOCUMENTO	  SEÑALADO	  NÚMERO	  2	  título	  cambiario.	  	  	  
	  
SEGUNDO.-­‐	  VENCIMIENTO	  E	  IMPAGO	  	  
	  Llegado	  el	  vencimiento	  de	  la	  letra	  el	  día	  3	  de	  octubre	  de	  2012	  y	  presentada	  a	  cobro,	  ésta	  resultó	  impagada.	  Todo	  lo	  cual	  se	  acredita	  mediante	  la	  tenencia	  material	  por	  mi	  parte	  del	  efecto	  cambiario.	  	  	  	  
TERCERO.-­‐	  INTERESES	  DEVENGADOS	  
	  El	  impago	  de	  la	  letra	  de	  cambio	  ha	  generado	  correspondientes	  intereses	  moratorios.	  Desde	  el	  día	  siguiente	  al	  vencimiento	  (3	  de	  julio	  de	  2014)	  hasta	  la	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fecha	  inmediatamente	  anterior	  a	  esta	  demanda	  (	  4	  de	  mayo	  de	  2015)	  se	  han	  devengado	  intereses	  de	  demora.	  	  	  	  
CUARTO.-­‐	  REQUERIMIENTO	  DE	  PAGO	  Y	  LEVANTAMIENTO	  DE	  PROTESTO	  
	  La	  demandante	  requirió	  reiteradas	  veces	  a	  la	  parte	  demandada	  el	  pago	  del	  título,	  viéndose	  obligada,	  al	  levantamiento	  de	  protesto	  ante	  los	  requerimientos	  amistosos	  anteriormente	  realizados	  y	  que	  resultaron	  desatendidos.	  	  El	  levantamiento	  del	  protesto	  se	  realizó	  ante	  el	  Notario	  Carlos	  García	  Giménez	  y	  posteriormente,	  se	  realizó	  la	  presente	  demanda	  en	  defensa	  de	  sus	  derechos.	  	  	  Se	  acompaña	  DOCUMENTO	  SEÑALADO	  NÚMERO	  3	  documento	  notarial	  donde	  consta	  el	  protesto	  Se	  acompaña	  DOCUMENTO	  SEÑALADO	  NÚMERO	  4	  requerimiento	  enviado	  mediante	  buro	  fax,	  el	  día	  20	  octubre	  2014	  al	  domicilio	  de	  la	  demandada	  en	  la	  Avenida	  Diagonal	  680	  de	  Barcelona.	  	  	  	  
QUINTO.-­‐	  FACTURA	  
	  El	  motivo	  de	  esta	  letra	  es	  una	  compraventa	  entre	  Bernat	  Pencaire	  por	  orden	  de	  la	  empresa	  ENGRANATGES	  I	  COIXINETS	  y	  la	  empresa	  UNIÓN	  XERAL	  DOS	  ALMACENES	  GALEGOS	  S.L	  por	  una	  venta	  de	  rodamientos	  a	  bolas.	  	  	  Se	  acompaña	  DOCUMENTO	  SEÑALADO	  DE	  NÚMERO	  5	  fotocopia	  de	  la	  factura	  realizada	  entre	  las	  dos	  empresas.	  	  
	  
	  A	  los	  anteriores	  hechos	  resultan	  de	  aplicación	  los	  siguientes	  	  	  
	  
FUNDAMENTOS	  DE	  DERECHO	  
	  
PRIMERO.-­‐	  COMPETENCIA	  Es	  competente	  el	  juzgado	  al	  que	  me	  dirijo,	  de	  conformidad	  con	  el	  artículo	  820	  de	  la	  LEC	  por	  ser	  el	  juzgado	  de	  primera	  instancia	  del	  domicilio	  de	  la	  demandada.	  	  	  
SEGUNDO.-­‐	  CAPACIDAD	  Tienen	  capacidad	  el	  demandante	  y	  la	  demandada	  a	  tenor	  de	  lo	  dispuesto	  en	  los	  artículos	  6	  y	  siguientes	  de	  la	  LEC.	  	  	  
TERCERO.-­‐	  LEGITIMACIÓN	  Se	  encuentran	  legitimadas	  activa	  y	  pasivamente	  ambas	  partes.	  Corresponde	  la	  activa	  a	  mi	  representada	  la	  mercantil	  FINANCERA	  VOLTORS	  S/A	  como	  tenedora	  de	  la	  letra	  y	  la	  pasiva	  corresponde	  a	  la	  demandada	  ENGRANATGES	  Y	  COIXINETS	  S/A	  como	  deudora.	  	  	  
CUARTO.-­‐	  REPRESENTACIÓN	  Y	  DEFENSA	  PROCESAL	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Se	  cumplen	  con	  las	  normas	  procesales	  de	  postulación	  y	  defensa,	  ya	  que	  la	  demanda	  se	  presenta	  por	  medio	  de	  Procuradora	  legalmente	  habilitada	  y	  bajo	  la	  dirección	  del	  Letrado	  firmante	  conforme	  a	  lo	  dispuesto	  en	  los	  artículos	  23	  y	  31	  LEC.	  	  	  
	  
	  
QUINTO.-­‐	  PROCEDENCIA	  DE	  LA	  ACCIÓN	  Y	  CUMPLIMIENTO	  DE	  LOS	  
REQUISITOS	  FORMALES	  De	  conformidad	  con	  lo	  dispuesto	  en	  el	  artículo	  819	  de	  la	  LEC	  se	  hace	  constar	  que	  el	  título	  reúne	  todos	  los	  requisitos	  formales	  necesarios	  previstos	  en	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque.	  	  	  
SEXTO.-­‐	  PROCEDIMIENTO	  Conforme	  con	  lo	  establecido	  en	  el	  art.	  819	  de	  la	  LEC,	  y	  por	  cumplirse	  todos	  los	  requisitos	  previstos	  en	  el	  art.	  1	  de	  	  la	  Ley	  19/1985,	  de	  16	  de	  julio,	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque	  en	  cuanto	  señala,	  el	  procedimiento	  a	  seguir	  es	  el	  juicio	  cambiario.	  	  
SÉPTIMO.-­‐	  FUNDAMENTOS	  DE	  FONDO	  Se	  ejerce	  la	  acción	  cambiaria	  directa	  frente	  al	  firmante	  de	  la	  letra	  previsto	  en	  el	  artículo	  49	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  reclamando	  lo	  previsto	  en	  el	  artículo	  58	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  ambos	  aplicables	  por	  remisión	  del	  artículo	  96	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque.	  	  	  Resultan	  aplicables	  	  1º.	  El	  precepto	  primero	  del	  artículo	  49	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  que	  determina	  que	  ante	  la	  falta	  de	  pago,	  el	  tenedor	  tendrá	  contra	  cualquier	  obligado,	  la	  acción	  de	  regreso,	  que	  podrá	  ejercitar	  a	  través	  del	  proceso	  especial	  cambiario,	  y	  reclamar	  lo	  previsto	  en	  los	  artículos	  58	  y	  59	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque.	  	  	  2º.	  El	  art.	  50	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  que	  dispone	  que	  el	  tenedor	  podrá	  ejercitar	  la	  acción	  de	  regreso	  contra	  todos	  los	  obligados.	  	  3º.	  El	  artículo	  51	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  que	  dispone	  que	  tanto	  el	  protesto	  como	  la	  declaración	  denegatoria	  del	  pago	  son	  medios	  suficientes	  para	  acreditar	  la	  falta	  de	  pago;	  y	  el	  artículo	  6	  del	  RD	  1369/1987,	  de	  18-­‐9-­‐87,	  que	  señala	  que	  la	  declaración	  equivalente	  al	  protesto	  podrá	  ser	  realizada	  por	  la	  propia	  entidad	  tenedora	  de	  los	  efectos.	  	  	  4º.	  El	  artículo	  58	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  que	  indica	  los	  conceptos	  reclamables	  por	  parte	  del	  tenedor:	  a) «El	  importe	  de	  la	  letra	  de	  cambio	  no	  aceptada	  o	  no	  pagada,	  con	  los	  intereses	  en	  ellos	  indicados	  	  conforme	  al	  art.	  6	  de	  esta	  ley.»	  b) b)«Los	  réditos	  de	  la	  cantidad	  anterior	  devengados	  desde	  la	  fecha	  de	  vencimiento	  de	  la	  letra	  calculados	  al	  tipo	  de	  interés	  legal	  del	  dinero	  incrementado	  en	  dos	  puntos.»	  c) c)	  «Los	  demás	  gastos,	  incluidos	  los	  del	  protesto	  y	  los	  de	  las	  comunicaciones.»	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OCTAVO.-­‐	  INTERESES	  Y	  GASTOS	  Es	  de	  aplicación	  el	  artículo	  58	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  conforme	  al	  cual,	  el	  tenedor	  de	  un	  efecto	  cambiario	  podrá	  reclamar	  a	  la	  persona	  contra	  quien	  dirija	  la	  acción	  el	  importe	  del	  efecto	  impagado,	  los	  intereses	  de	  la	  cantidad	  devengados	  desde	  la	  fecha	  del	  vencimiento	  del	  citado	  efecto,	  calculados	  al	  tipo	  de	  interés	  legal	  del	  dinero	  incrementado	  en	  dos	  puntos	  y	  los	  demás	  gastos	  que	  se	  hayan	  generado.	  	  
NOVENO.-­‐	  COSTAS	  En	  cuanto	  a	  las	  costas,	  corresponde	  su	  expresa	  imposición	  a	  la	  parte	  demandada	  en	  virtud	  del	  principio	  de	  vencimiento	  objetivo	  establecido	  en	  el	  artículo	  394	  LEC,	  y	  de	  conformidad	  con	  lo	  dispuesto	  por	  el	  artículo	  822	  de	  la	  LEC	  que	  señala	  que	  aunque	  el	  deudor	  atienda	  al	  requerimiento,	  serán	  de	  su	  cargo	  todas	  las	  costas	  causadas.	  	  	  Y	  en	  su	  virtud,	  	  	  SOLICITO	  AL	  JUZGADO	  que,	  teniendo	  por	  presentado	  este	  escrito,	  junto	  con	  el	  poder	  de	  representación	  que	  acompaño	  y	  los	  documentos	  aportados,	  con	  copia	  de	  todo	  ello,	  se	  sirva:	  	  	   a) admitirlo	  	  b) tener	  por	  interpuesta	  en	  nombre	  de	  FINANCERA	  VOLTORS	  S.A.,	  DEMANDA	  DE	  JUICIO	  CAMBIARIO	  contra	  ENGRANATGES	  I	  COIXINETS	  S/A	  en	  concepto	  de	  librador	  c) previo	  trámites	  legales	  oportunos,	  y	  de	  conformidad	  con	  lo	  dispuesto	  en	  los	  artículos	  819	  y	  siguientes	  de	  la	  LEC,	  y	  los	  artículos	  49,	  50	  y	  58	  de	  la	  Ley	  Cambiaria	  y	  del	  Cheque,	  dictar	  AUTO	  declarando	  la	  corrección	  formal	  del	  título	  acompañado	  como	  Documento	  número	  2	  para	  adoptar	  sin	  mas	  trámites	  las	  siguientes	  medidas:	  	  1.	  Requerir	  a	  los	  demandada	  ENGRANATGES	  I	  COIXINETS	  S/A,	  para	  que	  en	  el	  plazo	  de	  diez	  días	  paguen	  a	  mi	  mandante	  la	  suma	  de	  56.808,22,	  de	  los	  cuales	  50.000	  corresponden	  a	  principal	  de	  la	  letra	  de	  cambio	  impagada,	  1.808,22	  euros	  a	  intereses	  moratorios	  devengados	  hasta	  la	  interposición	  de	  esta	  demanda	  y	  5.000	  euros	  en	  concepto	  de	  intereses,	  gastos	  y	  costas	  del	  procedimiento	  y	  por	  los	  daños	  producidos	  consecuencia	  del	  impago.	  	  	  	  	  2.	  Ordenar,	  de	  conformidad	  con	  el	  art.	  821.2.2ª	  de	  la	  LEC,	  y	  tras	  analizar	  la	  corrección	  formal	  del	  título,	  el	  inmediato	  embargo	  preventivo	  de	  los	  bienes	  del	  deudor,	  por	  la	  cantidad	  que	  figure	  en	  el	  título	  ejecutivo,	  más	  otra	  para	  intereses	  de	  demora,	  gastos	  y	  costas,	  por	  si	  no	  atendiera	  el	  requerimiento	  de	  pago,	  y	  se	  libren	  los	  oficios	  	  y	  mandamientos	  pertinentes.	  	  	  3.	  En	  caso	  de	  falta	  de	  oposición	  o	  pago,	  que	  se	  despache	  ejecución	  contra	  el	  demandado	  ENGRANATGES	  I	  COIXINETS	  S/A	  por	  las	  cantidades	  reclamadas,	  de	  conformidad	  con	  el	  art.	  825	  de	  la	  LEC,	  para	  el	  caso	  que	  el	  deudor	  no	  formule	  demanda	  de	  oposición	  en	  el	  plazo	  legalmente	  establecido.	  	  	  4.	  Todo	  lo	  anterior	  con	  expresa	  imposición	  de	  costas	  de	  procedimiento.	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  PRIMER	  OTROSÍ	  DIGO	  QUE	  al	  derecho	  de	  esta	  parte	  interesa	  solicitar	  que,	  conforme	  autoriza	  el	  art.	  590	  LEC	  y	  sin	  perjuicio	  de	  que	  se	  practique	  de	  oficio	  el	  requerimiento	  de	  pago	  a	  los	  demandados	  se	  acuerde	  la	  práctica	  de	  las	  medidas	  de	  investigación	  y	  de	  localización	  de	  bienes	  que	  se	  enumeran	  a	  continuación:	  	  ·	  	  	  Saldos	  en	  cuentas	  ·	  	  	  Devoluciones	  por	  IVA	  ·	  	  	  Bienes	  inmuebles	  	  	  1º.	  Los	  saldos	  que	  existan	  a	  favor	  de	  los	  demandados,	  depositados	  en	  cuentas	  corrientes	  o	  cualesquiera	  otras	  posiciones	  a	  su	  favor	  que	  tuviera	  depositadas	  en	  la	  entidad	  La	  Caixa	  de	  Pensions.	  	  2ª.	  Las	  devoluciones	  a	  las	  que	  por	  cualquier	  concepto	  tengan	  derecho	  la	  demandada	  de	  la	  Hacienda	  Pública.	  A	  fin	  de	  que	  por	  la	  misma,	  se	  proceda	  a	  la	  retención	  e	  ingreso	  en	  la	  cuenta	  que	  el	  Juzgado	  le	  indique,	  del	  importe	  de	  las	  devoluciones	  tributarias	  que	  por	  cualquier	  concepto	  pudiesen	  tener	  derecho	  la	  demandada.	  	  	  SEGUNDO	  OTROSÍ	  DIGO:	  Que	  acompaño	  a	  la	  presente	  demanda	  los	  pertinentes	  justificantes	  para	  la	  Administración	  Tributaria	  y	  para	  la	  Administración	  de	  Justicia	  de	  haber	  satisfecho	  la	  correspondiente	  tasa	  para	  el	  ejercicio	  de	  la	  potestad	  jurisdiccional	  en	  el	  orden	  civil.	  	  	  	  	  	  	  De	  nuevo	  SOLICITO	  AL	  JUZGADO	  	  práctica	  de	  las	  medidas	  indicadas.	  	  	  	  	  Barcelona,	  4	  de	  mayo	  de	  2015	  	  	  	  Letrada	  Lydia	  Tristan	  Martinez	   	   Procurador	  Inés	  Martin	  Martinez	  	   	   	   	   	   	   	  	  Número	  colegiado	  ICAB:	  80.000	   	   Num.	  Col.	  ICPL	  73646289999999	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Procedimiento Juicio Cambiario 121/2015. Sección B. 
Parte demandante: FINANCERA VOLTORS, S.A. 










 Dª. MARIA RIERA CANALS, Procuradora de los Tribunales y de 
ENGRANATGES I COIXINETS, S.A., según acredito mediante 
Escritura de Poder para Pleitos que debidamente bastanteada se 
acompaña para su inserción en Autos con devolución del original, con 
la asistencia de la letrada Dª. CARME CASADEVALL AYATS  ante este 






 Que con fecha 4 de mayo de 2015 se ha procedido al 
emplazamiento de mi mandante en Autos de Juicio Cambiario 
121/2015, seguidos ante este Juzgado a instancias de FINANCERA 
VOLTORS, S.A., por cuanto, mediante el presente escrito y en virtud 
de lo establecido en el artículo 557 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
esta parte procede a formular LA OPOSICIÓN A LA 
DEMANDA DE JUICIO EJECUTIVO CAMBIARIO con 






PRIMERO.- Con carácter previo esta parte se opone a todos 
cuantos hechos aducidos en la demanda a la que se contesta no sean 
expresamente reconocidos en los siguientes apartados. 
 
 
SEGUNDO.- La actora reclama la ejecución de una letra de 
cambio por valor de 50.000€ a ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. que 
por orden efectuó el Sr. BERNAT PENCAIRE, que fue presentada a 
cobro y resultó impagada, sin que su contrato de trabajo determinase 
dicha función. Se acompaña como documento nº1 el contrato de 
trabajo.  
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TERCERO.- Existiendo una  excepción de fondo de la letra de 
cambio relativo a la falta de validez de la propia declaración 
cambiaria. El Sr. BERNAT PENCAIRE se excedió de sus poderes de la 
compañía ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. Se acompaña como 
documento nº2 el Nombramiento de Administrador y como 




CUARTO.- La compañía ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. 
presentó una carta de despido disciplinario al trabajador BERNAT 
PENCAIRE por el hecho irregular e ilegal que realizó, actuando 
fraudulentamente firmando dicha letra de cambio. Se acompaña 




 La presente OPOSICIÓN A LA DEMANDA EJECUTIVA se 
basa en los siguientes fundamentos de derecho sin perjuicio de los 









 Conforme con los aducidos por la actora sobre jurisdicción, 
competencia, condición procesal de las partes, procedimiento 






1º.- Art. 67.1 de la Ley Cambiaria y del Cheque  relativo a las 
causas de oposición, en concreto a la falta de validez de la propia 
declaración cambiaria. 
 
2º.- Art. 9 y 10 Ley Cambiaria y del Cheque relativo a la 
representación cambiaria.  
 
3º.-  Respecto a los medios de prueba: los artículos 299, 300 y 
sucesivos de la LEC.  
 
4º.- Respecto a las costas: artículo 394.1 de la LEC. 
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5º.- Principio “Iura Novit Curia”. 
 
 En virtud de lo expuesto, al Juzgado, respetuosamente, 
 
 
 SUPLICO: Que teniendo por presentado este escrito, 
juntamente con la documentación que se acompaña, lo admita, y en 
su mérito tenga por comparecida y parte en el presente 
procedimiento a esta representación, y por formulado en tiempo y 
forma ESCRITO DE DEMANDA DE OPOSICIÓN DE JUICIO 
EJECUTIVO CAMBIARIO, y en virtud de lo expuesto, previos los 
trámites pertinentes, dicte en su día Sentencia por la que estimando 
las alegaciones formuladas, absuelva a mi mandante de todos los 
pedimentos aducidos en su contra, mandando alzar los embargos y 
las medidas de garantía que se hayan adoptado, reintegrando a la 
ejecutada a la situación anterior al despacho de la ejecución, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 533 y 534 de la LEC, así 




 PRIMER OTROSÍ DIGO: Que en virtud de lo establecido en el 
artículo 560 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, interesa a esta parte se 
acuerde por este Juzgado la celebración de vista, puesto que 
consideramos que la controversia sobre la presente oposición no 
puede resolverse únicamente con los documentos aportados; y a tal 
efecto se proponen como medios de prueba de esta parte para la 








Nuevamente al Juzgado, 
 
 
 SUPLICO: Tenga por hechas las anteriores manifestaciones y 











CARME CASADEVALL AYATS                                       MARIA RIERA CANALS 
 


























NÚMERO NOVECIENTOS CUARENTA Y DOS----------- 
PODER PARA PLEITOS 
 
En Barcelona, mi residencia, a 8 de mayo de dos mil 
quince.---------------------------------------------------------------------- 
Ante mí, MARIA TORREJÓN CASADO, Notaria del 




DON ARNAU CASANOVES PERIS de nacionalidad Española, 
empresario, mayor de edad, casado, vecino de Barcelona, 08006, con 
domicilio en calle Tuset, 8 4º1; Documento Nacional de Identidad según 




En nombre y representación, como Administrador Único la mercantil 
“ENGRANATGES I COXINETS, S.A. “, domiciliada en Barcelona,  Av. 





 Constituida por tiempo indefinido, en escritura autorizada por CARLOS 
GUITIÉRREZ DARNIUS el día 21 de mayo de 1996 con el número 435 de mi 
protocolo y, inscrita en el Registro Mercantil de Barcelona al volumen 
24.500, folio 200, folio número B-50303, inscripción 7ª.--------------- 
 
LEGITIMACIÓN DE SU ACTUACIÓN: El señor compareciente actúa 
como Administrador Único, según consta en escritura autorizada en 
Barcelona ante la Notaria señora Eva María Allat Casals 
, el día 5 de setiembre de 1998, que causó la 
Inscripción 14ª en el Registro Mercantil, copia del cual tengo a la 
vista, JUZGANDO SUFICIENTES las facultades que ostenta para 
otorgar el presente poder para pleitos.--------------------------------- 
Me asegura la vigencia y virtualidad de su poder, facultades 
representativas y la persistencia de la capacidad jurídica de la 
entidad que representa.---------------------------------------- 
Yo la Notaria hago constar expresamente que he cumplido 
con la obligación de identificación del titular real que impone la 
ley 10/2.010, de 28 de abril, cuyo resultado consta para la 
mercantil “ ENGRANATGES I COXINETS, S.A.“, en Acta autorizada en 
Barcelona.--- 
Le identifico por su documento de identidad reseñado, y 
tiene, a mi juicio, en el concepto en que interviene, la capacidad 
legal necesaria para otorgar la presente escritura de PODER 
PARA PLEITOS, y ----------------------------------------------------------- 
DISPONE 
Que, en la representación que ostenta, confiere poder 
especial, tan amplio y bastante como en el derecho se requiera, en 
favor de:-------------------------------------------------- 
PROCURADORES DOÑA MARIA RIERA CANALS,  
DON JUAN IGNACIO MARTÍNEZ CORTES, DOÑA 
MARIA CAMPOS SOTO, DOÑA MERCEDES RIERA 
PELAYO. 
 
Y LOS LETRADOS: DOÑA CARME CASADEVALL 
AYATS, DOÑA TERESA MASSANA CRUZ, DOÑA 
ANNA CRUZ LOZANO, DON CARLES PUIG 
FEINÉ, DON XAVIER CAMPS REQUENA.--------------- 
para que cada uno de ellos, indistintamente, en nombre y 




A) Comparecer y estar en juicio con facultades de poder general 
de representación procesal según lo provenido en el Artículo 25 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, en cualquier clase de jurisdicción, en 
todos los actos procesales comprendidos de ordinario, tanto en fase 
declarativa o de instrucción, como de ejecución, cautelar, actos de 
conciliación o jurisdicción voluntaria, así como en todo tipo de 
recursos, sean los de carácter ordinario sean los extraordinarios, 
con las más amplias facultades, incluidas, en caso, las previstas en el 
artículo 590 de la Ley de Enjuiciamiento Civil.-------------------------- 
 
B)Asimismo y con carácter especial, se les faculta para 
renunciar, transigir, desistir, allanarse, someterse a arbitraje a 
efectuar aquellas manifestaciones que puedan comportar el 
sobreseimiento del proceso por satisfacción extraprocesal o 
carencia sobrevenida de objeto, tanto en los términos previstos en 
el Art 414 de la Ley antescitada como en todos aquellos en que 
pueda precisarse de dichasfacultades especiales.--------------------------
---------------------------------- 
C)Ostentar la representación y comparecer ante cualquier otra 
Autoridad, Fiscalía, Delgación, Junta, Jurado, Autoridad Eclesiástica, 
Centro, oficina o funcionario del Estado, la Generalitat y otras 
Comunidades autónomas, Provincias, Consell comarcal o Municipio y 
cualesquiera  otras entidades locales, organismos autónomos y demás 
entes o Registros públicos, incluso internacionales y el particular de 
la U.E., y en ello instar, seguir y terminar como actor, demandado o 
en cualquier otro concepto toda clase de expedientes. Dirigir, recibir y 
contestar notificaciones y requerimientos.--------------------------- 
 
D)Intervenir el suspensiones de pagos, quiebras, concursos de 
acreedores, expedientes de quita y espera y demás juicios universales 
en los que esté interesado el poderdante, pudiendo rechazar o aprobar 
convenios con los deudores, o prestando la adhesión a los mismos en 
las fórmulas admitidas por las Leyes.---------------------------------- 
 
E) Efectuar cobros y pagos dimanantes de las actuaciones 
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judiciales en las que esté comparecido.----------------------------- 
 
F) Liquidar las tasas judiciales, y cualquier otro atributo, contribución 
o tasa, previo, simultáneo o posterior al procedimiento cuya 
representación se confiere por el presente apoderamiento. Solicitar y 
cobrar devoluciones de tasas judiciales que el apoderado haya 
liquidado en los casos en que sea procedente, incluso que pago 
indebido de las misma, pudiendo realizarse la devolución mediante 
abono en cuenta bancaria propia del apoderado, para lo que éste 
queda expresamente facultado. A estos efectos se atribuye a los 
apoderados las más amplias facultades representativas frente a las 
administraciones públicas encargadas de la gestión de estas tasas.---- 
 
G) Asimismo se les faculta para sustituir el presente poder a 




ADVERTENCIA LINGÜÍSTICA.- Yo, el notario, he 
redactado este documento en lengua castellana, de conformidad 
con el artículo 14 de la ley del Parlament De Catalunya 1/1998, de 




PROTECCIÓN DE DATOS DE CARÁCTER 
PERSONAL. Advierto expresamente al compareciente, de 
conformidad con la ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de 
Protección de Datos de carácter Personal y con la orden del 
Ministerio de Justicia 484/2003, de 19 de febrero, que: ------- 
a) sus datos personales se incorporarán a los ficheros 
existentes en la notaria.------------------- 
b)estos datos se conservarán con carácter confidencial, sin 
perjuicio de las remisiones de obligado cumplimiento a las 
Administraciones Públicas pertinentes.----------------------------- 
 
c)los interesados afectados podrán ejercer, si procede, los 





Hago las reservar y advertencias legales pertinentes.------ 
Informando del derecho que tiene a leer por sí la presente 
escritura, la leo yo, el Notario, por su elección.------ 




En los términos establecidos en el artículo 17 bis, 2, a) de la 
Ley del Notariado (según redacción dada por la Ley 24/2001), de 
la identidad de la persona compareciente de que, a mi juicio, tiene 
capacidad y legitimación, de que el consentimiento ha sido 
libremente prestado, de que el otorgamiento se adecua a la 
legalidad y a la voluntad debidamente informada de la persona 
interviniente y de cuanto se contiene en esta escritura. 
 
ES COPIA FIEL DE SU MATRIZ, en la que dejo nota, la 
expido a utilidad de “ENGRANATGES I COXINETS, S.A”, en cuatro folios, el 
presente y los tres anteriores en orden.  





 DOC Nº1 
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 Cláusula de responsabilidad: En caso de realizar acciones negligentes y fraudulentas que menoscaben a la empresa, dicha compañía 




NOMBRAMIENTO DEL ADMINISTRADOR 
En Barcelona, mi residencia, el día cinco de setiembre del año 1998--
------------------------------------------------------------------------------------- 
Delante de mí, CARLOS GUITIÉRREZ DARNIUS, Notario del Ilustre 
Colegio de Cataluña---------------------COMPARECE: ----------------- 
El señor ARNAU CASANOVES PERIS de nacionalidad española,  
mayor de edad, casado y vecino de Barcelona,  calle Tuset, 8 4º1 (08006), 
que tiene el DNI 46.121.652-C.------------------------------------------------ 
INTERVIENE: en nombre y representación de la compañía mercantil 
denominada “ENGRANATGES I COXINETS, S.A.” (Número de Identificación 
Fiscal B-22038811), domiciliada en Barcelona, Avenida Diagonal, número 
680 (08034), constituida por tiempo indefinido en escritura autorizada el día 
21 de mayo de 1996 con el número 435 de mi protocolo y, inscrita en el 
Registro Mercantil de Barcelona al volumen 24.500, folio 200, folio número 
B-50303, inscripción 7ª.------------------------------------------- 
LEGITIMACIÓN: La delegación de la firma pera este acto le resulta de la  
certificación que se protocoliza.----------------------------------------------- 
El señor compareciente, me hace entrega de dicha certificación relativa a la 
Acta de la Junta General Extraordinaria y Universal de fecha veintitrés de 
marzo de mil novecientos noventa y nueve, entregada por el propio 
compareciente como administrador único de la sociedad, la firma del cual 
legitimo e incorporo en original a esta matriz, pasando a forma parte 
íntegra de la misma.---------------------------------------------------------- 
Le identifico por su documentación personal reseñada que contiene su firma 
y fotografía.-------------------------------------------------------------------- 
Le juzgo, según interviene, con la capacidad legal necesaria para otorgar 




Que en cumplimiento de todo lo establecido por unanimidad en la Junta 
General Extraordinaria y Universal ----------------------------------------------
antes enunciada, según consta en la certificación incorporada a esta matriz, 
el señor compareciente, la formaliza en los siguientes términos:------------ 
PARTE DISPOSITIVA: 
PRIMERO: Modificar y adaptar los Estatutos sociales a lo que dispone la Ley 
2/1995 de 23 de Marzo, de sociedades de Responsabilidad Limitada, dando 
nueva redacción a los mismos, en sustitución integra de los anteriores que 
resulten anulados y en consecuencia afecten a todo lo articulado.--------- 
Los nuevos Estatutos Sociales figuran redactados en cinco folios de papel 
común debidamente numerados y reintegrados que figuran como anexo a la 
certificación protocolizada de esta matriz, los cuales una vez leídos los 
encuentran conforme y son aprobados por unanimidad por todos los socios 
en su nueva redacción, en sustitución íntegra de los anteriores.----------- 
SEGUNDO: De acuerdo con lo dispuesto en la Disposición Transitoria 5ª de 
la Ley 2/95 del 23 de Marzo, se acuerda invocar a la excepción de tributos 
de todas las clases, así como la reducción de los derechos prevista en el 
Real Decreto 1049/1995, para las operaciones de adaptación de los 
Estatutos de esta sociedad a la ley antes enunciada.---------------------- 
TERCERO: Aceptar la renuncia del cargo de administrador único de la 
sociedad, del señor JOSEP LÓPEZ ROVIRA, aprobando su gestión hasta el 
día de la Junta y agradeciéndole los servicios prestados a la misma.---------
---------------------------------------------------------------- 
CUARTO: Nombrar administrador único de la sociedad, por un periodo 
indefinido, al señor El señor ARNAU CASANOVES PERIS de nacionalidad 
española,  mayor de edad, casado y vecino de Barcelona,  calle Tuset, 8 4º1 
(08006), que tiene el DNI 46.121.652-C.--------------------------------------- 
El nombrado, presente en la Junta, aceptó el cargo por el cual es tuvo 
designado, manifestando no encontrarse inmerso en ninguna causa de 
incompatibilidad, para el ejercicio del mismo, especialmente las previstas en 
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el artículo 58.3 de la ley 2/1995, de 23 de Marzo y las demás normas de 
aplicación.----------------------------------------------------------------------- 
OTORGAMIENTO: 
ASÍ LO DICE Y OTORGA Y, una vez leído el documento se ratifica y lo firma. 
AUTORIZACIÓN: 
Realizadas las reservas y advertencias legales, y en especial la 
obligatoriedad de su inscripción en el Registro Mercantil.-------------------- 
Y de todo lo que contiene este instrumento público extendiéndose en tres 
folios de papear timbrado y serie 2L, números 1839834, 1839833 y este, 









NÚMERO CIENTO VEINTE DOS.--------------------------------------------------
----------------------------------- PODER MERCANTIL ------------------------ 
 
En Barcelona, mi residencia, el día cinco de julio del año 1998.--------
----------------------------------------------------------------------------------- 
Delante de mí, CARLOS GUITIÉRREZ DARNIUS, Notario del Ilustre 
Colegio de Cataluña---------------------COMPARECE: ----------------- 
------------------------------------------------------------------------------ 
El señor ARNAU CASANOVES PERIS de nacionalidad española,  
mayor de edad, casado y vecino de Barcelona,  calle Tuset, 8 4º1 (08006), 
que tiene el DNI 46.121.652-C.------------------------------------------------- 
INTERVIENE: en nombre y representación de la compañía mercantil 
denominada “ENGRANATGES I COXINETS, S.A.” (Número de Identificación 
Fiscal B-22038811), domiciliada en Barcelona, Avenida Diagonal, número 
680 (08034), constituida por mi por tiempo indefinido en escritura 
autorizada el día 21 de mayo de 1996 con el número 435 de mi protocolo y, 
inscrita en el Registro Mercantil de Barcelona al volumen 24.500, folio 200, 
folio número B-50303, inscripción 7ª.------------------------------------------- 
LEGITIMACIÓN: la representación alegada resulta de su cargo de 
administrador único de la sociedad por el cual fue nombrado, por tiempo 
indefinido, en la Junta General Extraordinaria y Universal de fecha 5 de 
setiembre de 1998, y elevada a público en la escritura antes reseñada. 
Manifiesta la vigencia de su cargo y que no ha variado la capacidad 
jurídica de su representado. 
Le identifico por su documentación personal reseñada que lleva su 
fotografía y firma. 
Le juzgo, según interviene, con la capacidad legal necesaria por 
otorgar este acto, y------------------------------------------------------- 
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----------------------------- PARTE DISPOSITIVA: --------------------
----El señor compareciente en la representación que ostenta OTORGA el 
apoderamiento que se deduce de los apartados siguientes: 
A) APORDERADO: ---------------------------------------------------------
El señor JOSEP RIBAU BALBÍN, de nacionalidad española, 
mayor de edad, casado y vecino de Barcelona, calle Balmes 
número 200.3r.2, que tiene el DNI 35453234-S.-------------------- 
B) CONTENIDO DEL PODER: ------------------------------------------- 
a) Comprar, disponer y alienar bienes muebles e inmuebles, 
aceptar, modificar y extinguir todo tipo de derechos personales y 
reales.------------------------------------------------------------------ 
b) Otorgar todo tipo de actos, contratos o negocios jurídicos, con 
los pactos, cláusulas y condiciones que estime oportunas de 
establecer; transigir y pactar arbitrajes; tomar parte en concursos 
y subastas, hacer propuestas y aceptar adjudicaciones. Adquirir 
grabar y alinear para cualquier título y, en general, realizar 
cualquier operación sobre acciones, participaciones, obligaciones u 
otros títulos valores, como también realizar actos de los cuales 
resulte la participación en otras sociedad, bien concurrente a su 
constitución o suscribiendo acciones o participaciones en 
aumentos de capital u otras emisiones de título valor.-------------- 
c) Administrador bienes muebles e inmuebles; prestar declaración 
de edificación y plantación, delimitaciones, divisiones materiales, 
modificaciones hipotecarias, concertar, modificar y extinguir 
arrendamientos y cualesquiera otras cesiones de uso y disfrute. 
d) Girar, firmar, aceptar, endosar, intervenir y protestar letras de 
cambio y otros documentos de giro.---------------------------------- 
e) Coger dinero a préstamo o crédito, reconocer deudas y 
créditos.--------------------------------------------------------------- 
f) Disponer, seguir, abrir y cancelar cuentas y depósitos de 
cualquier tipo en cualquier clase de Entidades de Crédito y Ahorro, 
Bancos, incluso en el de España y otro bancos, Institutos y 
organismos Oficiales, haciendo todo aquello que la legislación y la 
práctica bancaria permitan.------------------------------------------- 
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g) Otorgar contratos de trabajo, de transporte y traspaso de 
locales de negocio; retirar y tramitar géneros y giros.--------------- 
h) Comparecer frente todo tipo de juzgados y Tribunales de 
cualquier jurisdicción y frente a todo tipo de Organismos Públicos, 
en cualquier concepto, y en todo tipo de juicios y procedimientos; 
interponer recursos, incluso de casación, revisión o nulidad, 
ratificar escritos y desistir de las actuaciones, bien directamente o 
bien mediante abogados y procuradores, a los cuales podrán 
ofrecer los poderes oportunos.--------------------------------------- 
i) Dirigir la organización comercial de la sociedad y sus negocios, 
nombrando y separando empleados y representantes.---------- 
j) Otorgar y firmar todo tipo de documentos públicos y privados, 
retirar y cobrar cantidades de cualquier Organismo público o 
privado, signando a este efecto cartas de pago, recibos, facturas y 
libramientos.-----------------------------------------------------------
--------- OTORGAMIENTO: -------------------------------------------- 
ASÍ LO DICE Y OTORGA y, una vez leído el documento, lo 
encuentra conforme, se ratifica y lo firma. --------------------------
----------------------AUTORIZACIÓN: --------------------------------- 
Y  de todo lo que contiene este instrumento público extendido 
en tres folios de papel de la serie 3X,  números el presente y los 
dos anteriores en orden correlativo de numeración, yo, el Notario, 
doy fe. 
Aparece la firma del señor compareciente. Aparece el signo, la 
















En Barcelona, a 5 de setiembre de 2014 
 
Estimado Sr. Bernat Pencaire Gràcia, 
Por la presente, la dirección de esta empresa le comunica que ha 
tomado la decisión de imponerle la sanción de DESPIDO 
DISCIPLINARIO por la comisión de una infracción de carácter muy 
grave conforme el art. 54.2.b) del Estatuto de los Trabajadores.  
La decisión extintiva de su contrato de trabajo tiene efectos 
inmediatos desde el día de hoy, 5 de setiembre de 2014. 
El motivo de esta decisión se basa en el siguiente hecho: 
- El día 2 de julio de 2014 firmó una letra de cambio con un importe 
de 50.000€ por orden de la compañía ENGRANTAGES I 
COIXINETS, S.A. sin tener el poder para hacerlo. 
 
La presente sanción se base en el artículo 54.2.b) del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, que establece que tendrá la 
consideración de falta muy grave: " la indisciplina o desobediencia en el 
trabajo”. 
 
En la citada fecha tendrá a su disposición la cantidad  que le corresponde en 
concepto de saldo y finiquito hasta ese día, quedando definitivamente 
extinguida la relación laboral que le une con la empresa. 
Atentamente, 
ARNAU CASANOVES PERIS 








VISTA – JUDICI LLETRA DE CANVI  
 
 
 *està en català perquè la vista es farà en aquesta llengua. 
 
 
1)EL JUTGE COMENÇA LA VISTA 
 
 
2) ALEGACIONS  
 
Amb la vènia senyoria, m’afirmo i em ratifico íntegrament amb el contingut de l’escrit de la 
demanda d’oposició per la nostra part ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. presentada, per 
concretar el fet en discussió, que és el següent: 
 
1) Existeix una excepció de fons de la lletra de canvi relativa a la falta de validesa de la 
pròpia declaració canviaria: 
- ja que el Sr. BERNAT PENCAIRE es va excedir dels seus poders de la companyia 
ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. 
-  degut al fet que no consta en el Registre Mercantil cap apoderament a favor seu.  
-  Per tant, no té poder mercantil per signar o girar lletres de canvi. 
- A més, FINANCERA VOLTORS, S.A. i el treballador eren plenament coneixedors que 
no tenia poder per fer-ho, ja que la seva relació no és casual, si no extensa en el 
temps.    
 
 
2) Tal com es manifesta en la jurisprudència del Tribunal Suprem: 
a) Sentència del Tribunal Suprem núm. 2867/2012  
b) Sentència del Tribunal Suprem núm. 4601/2013 
 
 
Per tant, la meva part ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A. demana que es desestimi íntegrament 

















3)PROPOSICIÓ DE PROVES  
 
ENGRANATGES I COIXINETS S.A. sol·licita: 
 
Que es tingui per reproduïda íntegrament la documental aportada en l’escrit de demanda 
d’oposició:  
La documental és: 
- DOC Nº1: Contracte de treball de Bernat Pencaire 
- DOC Nº2: Nomenament d’Administrador 
- DOC Nº3: Poder Mercantil 




4)TRASLLAT DE DOCUMENTS 
 
 
5)JUTGE ADMET O NO LES PROVES 
 
 
6)PRÀCTICA DE PROVES 
 
INTERROGATORI DE L’ADMINISTRADOR ÚNIC ENGRANTAGES I COIXINETS, S.A., ARNAU 




Bon dia Senyor Casanoves,  
 
- El senyor Pencaire és viatjant de la seva empresa?  
SI. 
 
- Quants anys fa que hi treballa?  
Aproximadament uns 6 anys. 
 
- Com a viatjant quines funcions té?  
Oferir articles i recollir comandes (és el que posa en el contracte). 
 
- Dins de les seves funcions, pot girar lletres de canvi?  
NO, no pot fer-ho. 
 
- Senyoria, li podria ensenyar al senyor Casanoves el document número dos presentat a la 
demanda que es el títol canviari?  
Reconeix aquesta lletra?  
SI. 
 
- Sap de qui pot ser la firma del lliurador? 
No, no reconec les firmes. 
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- En anteriors ocasions el senyor Pencaire ha girat lletres de canvi per ordre d’ 
ENGRANATGES I COIXINETS?  
Si, en altres ocasions ho ha fet. 
 
- Que ha passat amb la comanda que ENGRANATGES I COIXINETS havia d’entregar a UNIÓN 
XERAL DOS ALMACENES GALEGOS S.L.? 
Ens van sorgir problemes interns, fet que va paralitzar les nostres operacions i, per tant, Unión 
Xeral Dos Almacenes S.L. no va rebre la comanda. 
 
 







-A l’empresa ENGRANATGES I COXINETS, S.A. qui pot girar i signar lletres de canvi? 
Jo mateix com Administrador Únic de l’empresa i l’apoderat Josep Ribau Balbín. 
 
-Per tant, el Sr. Pencaire com a viatjant de l’empresa, pot realitza aquesta tasca? 
No!!, no té poder mercantil per fer-ho ni en el seu contracte de treball es menciona.  
 
-Quines conseqüències va tenir el Sr. Pencaire?  
A causa de fer-ho, li vam cridar l’atenció en varies ocasions. Finalment, l’empresa va procedir 
al seu acomiadament disciplinari. 
 
 









Bon dia senyor Pencaire,  
 
- Quin càrrec té vostè dins de l’empresa ENGRANATGES I COIXINETS? 
Soc viatjant de comerç. 
 
- I quines funcions realitza?  
Oferir articles i recollir comandes (és el que posa en el contracte). 
 
- Vostè pot girar lletres de canvi per ordre de ENGRANATGES I COIXINETS?  
NO, no puc. 
 
- Però ho fa? 
SI. 
 




- Perquè va girar la lletra contra l’empresa Unión Xeral Dos Almacenes Galegos? 
Ho vaig fer perquè no tenia suficients diners per acabar de fer les visites que tenia previstes i si 
no ho feia perdia la meva part de comissió i no complia amb els objectius fixats. 
 
- I que va fer amb els diners? 
Em vaig descomptar la meva part, i la resta la vaig ingressar al compte corrent de l’empresa 
per la qual treballo. 
 
- Els diners que es va descomptar era el que li tocava per la seva feina? 
SI, només em vaig quedar amb la meva part de comissió. 
 








Bon dia Sr. Pencaire  
 
-Té poder mercantil per girar o signar lletres de canvi? 
No!. 
 
-Com ha mencionat, va girar lletres de canvi per ordre de ENGRANATGES I COIXINETS, 
admetent que no tenia poder mercantil per fer-ho.  Quines conseqüències ha tingut?  
 
A causa de fer-ho em van cridar l’atenció. Finalment, l’empresa va procedir al meu 
acomiadament disciplinari.  
 
 
-És cert que en el seu contracte de treball hi figura una clàusula on vostè accepta la 
responsabilitat total de les seves accions en cas de conducta negligent, quedant, per tant, 




















 Del conjunt de prova practicada ha quedat plenament acreditat que: 
 
1) Existeix una excepció de fons de la lletra de canvi relativa a la falta de validesa de 
la pròpia declaració canviaria. 
2) Ja que el Sr. Bernat Pencaire no té poder mercantil per girar i signar lletres de 
canvi. 
3) A més, ha acceptat haver signat de manera negligent lletres de canvi. 
4) Per tant, la seva conducta fraudulenta li ha suposat l’acomiadament disciplinari 
per part de l’empresa ENGRANATGES I COIXINETS, S.A.. 
5) Per altra banda, al seu contracte hi figura una clàusula de responsabilitat per la 
qual l’empresa queda exempta de tota conducta negligent per part del Sr. 
Pencaire. 
6) Així mateix, l’article 10 de la llei canviaria expressa que qui signa una lletra sense 
tenir poder per fer-ho queda obligat respecte la lletra. 
 
 
 La reiterada Jurisprudència del Tribunal Suprem ha afirmat:  
a) Sentència del Tribunal Suprem núm. 2867/2012  




b) Sentència del Tribunal Suprem núm. 4601/2013 
Esmenta l’article 9 de la Llei Canviaria, fent referència al fet que, qui signa una 
lletra de canvi haurà d’estar autoritzat per fer-ho amb poder de les persones en 




 En definitiva, Senyoria, sol·licitem l’estimació de les pretensions d’aquesta part en el 
sentit que es desestimi íntegrament la demanda d’execució canviaria formulada i, així 
mateix, que es condemni a la companyia FINANCERA VOLTORS, S.A. al pagament de 
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SENTENCIA
En la Villa de Madrid, a nueve de Abril de dos mil doce.
Visto por la Sala Primera del Tribunal Supremo, integrada por los magistrados al margen indicados,
el recurso de casación que con el n.º 1686/2009 ante la misma pende de resolución, interpuesto por la
representación procesal de D.ª  Estela  , aquí representada por la procuradora D.ª Cristina Jiménez de la Plata
García de Blas, contra la sentencia de fecha 27 de mayo de 2009, dictada en grado de apelación, rollo n.º
245/2009, por la Audiencia Provincial de Alicante, Sección 4 .ª, dimanante de procedimiento de juicio cambiario
n.º 746/2008, seguido ante el Juzgado de Primera Instancia n.º 3 de Elda . Habiendo comparecido en calidad
de parte recurrida la procuradora D. ª Angustias del Barrio León, en nombre y representación de la mercantil
Trabis Prefabricado Arquitectónico S.L.U.
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- El Juzgado de Primera Instancia n.º 3 de Elda dictó sentencia de 1 de diciembre de 2008
en el juicio cambiario n.º 746/2008 , cuyo fallo dice:
«Fallo.
»Desestimo la demanda de oposición formulada por el procurador Sr. Pérez Palomares, en nombre
y representación de D.ª  Estela  frente a la demanda de juicio cambiario interpuesta por el procurador Sr.
Serra Escolano representando a la entidad mercantil Trabis Prefabricado Arquitectónico S.L.U., declarando
procedente el despacho de ejecución frente a la demandada cambiaria por la cantidad de 169.752'86 euros
de principal, más la de 50.900 euros calculada para intereses de demora y gastos.
»Impongo el pago de las costas procesales a D. ª  Estela  .»
SEGUNDO.- La sentencia contiene los siguientes fundamentos de Derecho:
«Primero.- En el presente procedimiento, se opone D.ª  Estela  al juicio cambiario entablado en su contra
invocando, al amparo del artículo 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque , como motivo de oposición la falta
de legitimación pasiva, la falta de provisión de fondos, y falta de validez de la propia declaración cambiaria
habida cuenta que D.ª  Estela  , como persona física, jamás mantuvo relaciones comerciales con la ejecutante;
señala que el pagaré objeto del presente procedimiento se emitió como renovación de uno anterior por el
mismo importe y vencimiento el 6 de mayo de 2008; en estos nunca aparece D.ª  Estela  como persona física
sino como apoderada de Exclusivas Galván S.L.
»Segundo.- Se alega como causa de oposición la falta de legitimación pasiva de D.ª  Estela  pues ella
nunca firmó ningún pagaré como persona física, pues jamás ha tenido relación comercial con la ejecutante,
sino que todas las relaciones comerciales que se llevaron a cabo lo fue con Exclusivas Galván S.L.; en el
mes de abril de 2008, por diversas discrepancias entre ambas mercantiles, se acordó de mutuo acuerdo entre
ambas la renovación de varios pagarés obrantes en poder de Trabis Prefabricados Arquitectónicos S.L.U.;
fruto de dicho acuerdo, se emitió el pagaré origen del presente pleito, como renovación de uno anterior; se
señala en la demanda de oposición al juicio cambiario, que D.ª  Estela  nunca avaló ningún tipo de crédito ni se
comprometió personalmente a su pago, sino que la relación lo fue siempre entre las dos mercantiles, señalando
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2que Trabis conocía perfectamente que D.ª  Estela  actuaba con facultades meramente representativas y nunca
en su propio nombre.
»Ahora bien, como señala la Audiencia Provincial de Alicante, entre otras, en la sentencia de 12 de julio
de 2001 o de 21 de noviembre de 2007 de la Sección Cuarta, ejercitándose la acción cambiaria frente a uno
de los firmantes del pagaré, para que la actuación del representante resulte plenamente válida y produzca
el efecto de obligar al representado, es necesario, de conformidad con el artículo 9 de la Ley Cambiaria y
del Cheque , no solo que se halle debidamente autorizado por la persona en cuya representación opera,
sino que lo exprese "claramente" en la antefirma, es decir, que se haga mención explícita a la "contemplatio
domini". En caso de que el representante suscriba efecto cambiario sin hacer formal indicación del nombre
o designación del presuntamente representado (cual es el caso que nos ocupa en el que ni siquiera se hace
constar que D.ª  Estela  obra por poderes), esto es, sin antefirma propiamente dicha en términos de suficiencia,
omitiendo la relación de representación, en principio queda obligado personalmente, aun cuando el mandato
exista realmente, sin perjuicio de las relaciones extracambiarias entre ambos, y ello se sustenta en función
del carácter esencialmente formal y abstracto de los efectos cambiarios cuyas declaraciones, en función de
las posibilidades de circulación de los mismos, están destinadas a un número indeterminado y más o menos
amplio de personas no necesariamente limitadas a las intervinientes en la relación causal de la que pueda
traer origen, de manera que su circulación ha de procurar la debida seguridad, para lo cual es imprescindible
su condición de títulos completos y sustantivos. Es en base a dicha integridad que, el mecanismo de la
representación o el mandato, caso de existir, ha de resultar del propio efecto, y así quien firma el documento
sin expresión clara de la "contemplatio domini", queda, en principio, vinculado personalmente, surgiendo para
él la obligación cambiaria con los efectos que de la misma se derivan, considerando por ello que el propio
firmante ejecutado, por razón de la aplicación del ya mencionado artículo 9 de la Ley Cambiaria y del Cheque ,
y en cuanto aceptante, quedó obligado personalmente en relación con los efectos cambiarios en los que no
aparece indicación suficiente, dotada de claridad, de antefirma con indicación del carácter con que actuaba y
adecuada integración del principio de contemplatio domine , sin que quepa por ello dar validez a excepción
que, en su caso, estaría amparada en el incumplimiento de sus obligaciones por el demandado frente al
ejecutante al que, por la omisión de consignación suficiente de antefirma, no se habría advertido eficazmente
de la presunta actuación del demandado (caso de haberse producido) en representación de tercero alguno,
en omisión de la más elemental diligencia exigible en atención a la salvaguarda de los más elementales
principios de seguridad jurídica en el ámbito del tráfico mercantil en defensa de terceros. Como también indica
la Audiencia Provincial de Alicante en sentencia de 20 de febrero de 1998 , los términos de los arts. 9 , 10 y 97
LCCh, de la Ley 19/1985, de 16 de julio son categóricos y obligan a todo firmante de un pagaré al abono de su
importe, lo que es de aplicación al caso presente en el que la demandada, pudiendo realizarlo, no hizo constar
que representaba a sociedad alguna, sin perjuicio de los derechos que puedan corresponderle, en su caso,
contra ella; no siendo extraño, por otro lado, que la parte ahora ejecutante quisiera garantizar el pago de las
mercancías suministradas mediante la firma y obligación personal de los socios de la empresa. EI que conste
en el procedimiento un documento suscrito por D.ª  Estela  y D.  Leonardo  (trabajador de Trabis en su día)
en el que se hace constar que el pagaré número 8.789.694 es una renovación de un pagaré anterior en nada
modifica lo expuesto, pues aun cuando en dicho documento sí se hace constar en la antefirma de D.ª  Estela
que firma por poderes de Exclusivas Galván, sin embargo, esta circunstancia no se plasmó en el pagaré, por
lo que carece de relevancia que se hubiera hecho o no constar en otro documento anterior pues es el pagaré
el título que se emite, como promesa de pago, para hacer frente a una deuda, y con independencia de que
esa promesa de pago sea asumida por una de las partes que asumieron las obligaciones origen de la deuda
o por un tercero que se obliga a pagar dicha deuda; el pagaré es título por el que el firmante se obliga a pagar
al tenedor o a su orden, una determinada cantidad, en una fecha y lugar también determinados, y constituye
una promesa pura y simple de pagar la cantidad al vencimiento previsto a una persona u otra a la orden de
esta; la demandada queda obligada como firmante, y sometida al ejercicio de la acción directa de cualquier
tenedor legítimo del título; la demandada, parece invocar, la inexistencia de relación causal subyacente (entre
ella como persona física y la entidad ejecutante), pero el pagaré es un título a la orden, que en este caso
reconoce la existencia de la deuda al tiempo que el acreedor recibe un título ejecutivo, prometiendo el pago
asumido por el firmante, sin condiciones, y a favor del beneficiario.
»Todo lo anterior determinaría la desestimación de la causa de oposición invocada; además de todo
lo expuesto, no cabe entender integrada mención afecta a la antefirma en función de que el pago pudiera
ser domiciliado en cuenta abierta a nombre de tercero (la de la mercantil Exclusivas Galván), ya que de
conformidad con lo establecido en el art. 5 de la Ley Cambiaria y del Cheque , puede fijarse como lugar de pago
el domicilio de tercero, sin que ello altere la cualidad con la que intervienen los suscriptores del documento.
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3»Tercero.- También se alega como causa de oposición en la demanda presentada por la representación
procesal de D. ª  Estela  , aun cuando solo se hace de forma genérica, la excepción de falta de provisión
de fondos.
»Ahora bien, dicha excepción tampoco puede acogerse; es criterio de la numerosa jurisprudencia de las
Audiencias Provinciales la inviabilidad de tal excepción cuando se trata de pagarés, por la propia naturaleza
de dichos títulos, en la medida en que incorporan una promesa pura y simple de pago ( artículo 94 LCCh ) lo
que origina el despliegue de su eficacia ejecutiva más allá de las vicisitudes que pudieran afectar a la relación
jurídico-material existente entre las partes; así se pronuncia la Audiencia Provincial de Alicante en la sentencia
de 20 de febrero de 1998 en la que, a su vez, hace referencia a otras sentencias anteriores de la propia
Audiencia de fechas 20 de julio de 1993, 17 de mayo de 1994, 5 de diciembre de 1994, 29 de noviembre de
1996 y 19 de julio de 1997.
»Además, y aun aplicando al título origen del presente procedimiento la doctrina elaborada con respecto
a la letra de cambio dicha excepción, en el caso enjuiciado no ha quedado demostrado el incumplimiento
total del contrato suscrito entre la mercantil Trabis Prefabricados Arquitectónicos S.L.U. y Exclusivas Galván
S.L. con lo que habrá que concluir que la oposición articulada por aquella careció del apoyo legal previsto
en los art. 96 y 67.1 LCCh ; este extremo debe ponerse en relación con las normas que sobre carga de la
prueba rigen en nuestro ordenamiento jurídico, y concretamente en el proceso cambiario, pues en relación a
las circunstancias configuradoras de las excepciones alegadas por la parte frente a la que se dirigió - en su
calidad de presunta deudora - la inicial acción cambiaria en el marco de la formalización por la misma de la
demanda de oposición, correspondía a la citada parte la carga de prueba sobre su existencia y/o realidad,
y ello en base a una doble consideración jurídica, a saber: de una parte, por razón de la aplicación de las
reglas generales en materia de prueba y, de otra porque, en puridad, en el juicio ejecutivo, el presunto deudor,
al formalizar la demanda de oposición en base a excepciones susceptibles de incardinarse, presuntamente,
en el artículo 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque , se convierte en actor, correspondiéndole a dicha parte
acreditar los hechos en los que basa sus pretensiones.
»En el supuesto de autos, y como ya se ha expuesto, se mencionó en la vista el posible incumplimiento
por parte de Trabis de la obligación asumida y que era el origen de la factura cuyo pago se garantizó con el
pagaré objeto de discusión; sin embargo, ninguna prueba se ha realizado más allá de la declaración que en
relación a este extremo emitió en juicio D.ª  Estela  . Por todo ello, y siendo cuestionable la aplicación de esta
excepción al pagaré (situación que rechaza la Audiencia Provincial de Alicante como ya se ha expuesto), ni
siquiera se ha acreditado en qué consistió dicho incumplimiento o su entidad, razones por las cuales cabe
desestimar también esta causa de oposición invocada en la demanda de oposición.
»Tercero.- [Cuarto] Las costas procesales causadas han de ser impuestas a D. ª  Estela  , de
conformidad con lo establecido en el artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ».
TERCERO.- La Sección 4. ª de la Audiencia Provincial de Alicante dictó sentencia de 27 de mayo de
2009, en el rollo de apelación n.º 245/2009 , cuyo fallo dice:
«Fallamos.
»Que desestimando el recurso de apelación interpuesto por el procurador Sr. Pérez Palomares, en
nombre y representación de D.ª  Estela  , contra la sentencia de fecha 01-12-08 dictada por el Juzgado de
1.ª Instancia n.º 3 de Elda en las actuaciones de las que dimana el presente rollo, debemos confirmar y
confirmamos dicha resolución, imponiendo a la parte apelante las costas de esta alzada»
CUARTO.- La sentencia contiene los siguientes fundamentos de Derecho:
«Primero.- Promovida por la mercantil actora Trabis Prefabricado Arquitectónico S.L.U. demanda de
juicio cambiario frente a D.ª  Estela  , sustentada en el impago por dicha demandada de un pagaré librado
por esta a favor de la demandante con vencimiento al 20-06-08 y por un importe de 169.752,86 #, la
sentencia de instancia rechazó acertadamente la oposición articulada de adverso, y declaró procedente la
ejecución despachada contra aquella; decisión esta, en contra de lo que sostiene dicha apelante, plenamente
ajustada a derecho, puesto que carece de toda base legal la supuesta falta de legitimación pasiva que
argumenta la recurrente, sobre la circunstancia de haber suscrito el referido efecto únicamente por cuenta
y en representación de la empresa Exclusivas Galván S.L., de la que es apoderada; así como tampoco
revisten cobertura jurídica las otras excepciones que articula con idéntico sustrato, relativas a falta de provisión
de fondos y de validez de la declaración cambiaria, por no haber mantenido, como persona física, relación
comercial alguna con la ejecutante, sino tan solo su poderdante, aduciendo en este mismo sentido que solo
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4con tal carácter firmó la renovación de un anterior pagaré del mismo importe y vencimiento al 6-05-08, que fue
sustituido por el que se ejecuta en la presente litis, cuando realmente consta la existencia de una verdadera
relación contractual, representada por el contrato de ejecución de obra suscrito en fecha 10-04-07, como
negocio causal determinante de la emisión del pagaré en cuestión, e igualmente su condición de obligada
al pago, como firmante de aquel a título personal, sin hacer constar en modo alguno que intervenía en
representación de la referida empresa, expresándolo claramente en la antefirma; otorgando de esta forma a
la acreedora una garantía de pago, que venía a suplir la que resultaba insuficiente hasta ese momento, con
la consecuencia de responder inexcusablemente de ello por imperativo legal, a tenor de lo establecido en los
artículos 97.1 y 9 de la Ley Cambiaria y del Cheque .
»No constituye obstáculo legal el hecho de que el pagaré se librara figurando en los mismos el número
de cuenta corriente abierta a nombre de la citada mercantil, puesto que ello, al margen de ser una circunstancia
que no tenía obligación de conocer la acreedora, no enerva el hecho de haber asumido, en este caso, la
libradora la obligación personal de pago como garantía de las obligaciones comerciales contraídas en su día
por aquella; de manera que si la demanda se hubiera planteado en este momento frente a Exclusivas Galván
S.L., lógicamente se habría opuesto por esta su falta de legitimación pasiva, al no figurar para nada en el
referido título.
»Segundo.- En consecuencia con lo expuesto, y refrendando íntegramente el criterio judicial de la
instancia, procede rechazar el presente recurso y confirmar el pronunciamiento dictado por el juez "a quo",
imponiendo a la parte apelante las costas causadas en esta alzada de acuerdo con lo prevenido en los arts.
394.1 y 398.1 de la Ley de Enjuiciamiento Civil ».
QUINTO.- En el escrito de interposición del recurso de casación presentado por la representación
procesal de D. ª  Estela  , se formula el siguiente motivo de casación:
El motivo único del recurso de casación se interpone por la vía del artículo 477.2.3 º y 477.3 de la LEC
por «infracción legal de los artículos 9 y- por remisión- 97.1 de la Ley Cambiaria y del Cheque ».
El recurso se funda, en síntesis en la existencia de interés casacional por jurisprudencia contradictoria
de Audiencias Provinciales, manteniendo la sentencia recurrida el criterio de aquellas resoluciones que
afirman que cuando un representante de una sociedad suscribe un efecto cambiario sin antefirma, el firmante
queda obligado personalmente, aun cuando el mandato exista realmente. Cita en apoyo de esta doctrina
las sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de fecha 21 de noviembre de 2007 ( sección 4.ª) 12
de marzo de 2008 y 12 de febrero de 2004 (sección 4 .ª). En contraposición a esta interpretación, cita la
doctrina de aquellas Audiencias que entienden que por el hecho de la firma no queda obligado el firmante
cuando la relación contractual lo es entre la ejecutante y la compañía que la firmante representa y no se
excede de la representación. Así, cita la Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel de 13 de junio de
2002 , de la Audiencia Provincial de Jaén (sección 2. ª) de 17 de enero de 2008, de la Audiencia Provincial
de Córdoba (sección 3.ª) de 27 de julio de 2007 y 23 de noviembre de 2007. Señala que consta acreditado en
el procedimiento que no existe una relación comercial entre la recurrente y la ejecutante y que el pagaré trae
causa en una factura emitida a la compañía Exclusivas Galván S.L., siendo renovación de un anterior pagaré
del mismo importe emitido por Exclusivas Galván S.L., habiéndose librado el pagaré contra una cuenta de
titularidad de la sociedad.
Termina solicitando de la Sala « [...] se dicte, con íntegra estimación del recurso interpuesto, la
correspondiente sentencia que considerando fundado el recurso, proceda a casar la sentencia impugnada de
fecha 27 de mayo del año en curso dictada en las presentes actuaciones, en base al motivo invocado, y la
deje sin efecto, absolviendo a mi representada, y con imposición de costas a la contraparte».
SEXTO.- Por auto de 8 de junio de 2010 se acordó admitir el recurso de casación.
SÉPTIMO.- En el escrito de oposición al recurso de casación presentado, la representación procesal
de la mercantil Trabis Prefabricado Arquitectónico S.L.U. se formulan en síntesis, las siguientes alegaciones:
La parte recurrida se opone a la admisibilidad del recurso por entender que la sentencia recurrida no
se opone a la doctrina jurisprudencial del Tribunal Supremo, existiendo doctrina sobre norma de contenido
similar a la invocada, la del 477 del Código de Comercio, a la que la parte recurrente no hace mención en su
recurso. Cita la STS de 11 de septiembre de 2003 , de 24 de abril de 1979 , de 9 de febrero de 1984 de las
que se extrae que es suficiente la firma del representante junto con la mención de la estampilla de la razón
social, pero no lo es la firma sin mención de la sociedad. Con carácter supletorio, señala que el motivo ha de
ser desestimado pues la recurrente, según su propia declaración conocía bien el mundo empresarial y el de
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5los pagarés, lo que implica que se asumió de forma personal el pago del mismo. Señala que la cuestión ha
sido resuelta por esta Sala en STS de 19 de mayo de 2009 , que ha de aplicarse en sentido contrario a este
supuesto, al no existir en el pagaré enjuiciado ningún dato de la empresa. Considera también aplicable la STS
de 5 de abril de 2010 referida a letras de cambio.
Termina solicitando de la Sala «Que habiendo por presentado este escrito, con sus copias, admita
todo ello y, en sus méritos, teniendo por evacuados, en tiempo y forma, los trámites de oposición a la
admisibilidad del recurso y de oposición al propio recurso, dicte providencia declarando la inadmisibilidad del
recurso y, supletoriamente, sentencia desestimándolo íntegramente y confirmando la sentencia impugnada,
con imposición de costas a la recurrente en ambos supuestos».
OCTAVO.- Para la deliberación y fallo del recurso se fijó el día 20 de marzo de 2012, en que tuvo lugar.
NOVENO.- En los fundamentos de esta resolución se han utilizado las siguientes siglas jurídicas:
CE, Constitución Española.
FJ, fundamento jurídico.
LEC, Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
LCCh, Ley Cambiaria y del Cheque.
RC, recurso de casación.
SSTS, sentencias del Tribunal Supremo (Sala Primera, si no se indica otra cosa).
STC, sentencia del Tribunal Constitucional.
STS, sentencia del Tribunal Supremo (Sala Primera, si no se indica otra cosa).
Ha sido Ponente el Magistrado Excmo. Sr. D. Juan Antonio Xiol Rios, que expresa el parecer de la Sala.
FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO .- Resumen de antecedentes.
1. La sociedad Trabis Prefabricado Arquitectónico S.L.U. interpuso demanda de juicio cambiario contra
D. ª  Estela  por el impago del pagaré librado por esta a favor de la parte demandante con vencimiento el
20 de junio de 2008 por importe de 169.752,86 euros. La parte demandada se opuso alegando su falta de
legitimación pasiva por haber intervenido como apoderada de Exclusivas Galván S.L. sin haber mantenido
como persona física relación comercial con la demandante que justificara la emisión del pagaré.
2. La sentencia de primera instancia desestimó la oposición al juicio cambiario de la parte demandada,
mandando continuar con la ejecución despachada. La sentencia consideró que al no haber hecho constar
en la antefirma la circunstancia de la representación, quedaba obligada personalmente, dado el carácter
esencialmente formal y abstracto de los efectos cambiarios para garantizar la seguridad en su circulación, no
siendo extraño que el ejecutante quisiera garantizar el pago mediante la firma y obligación personal de los
socios de la empresa.
3. La Audiencia Provincial confirmó la sentencia de primera instancia al concluir que el pagaré se firmó
a título personal sin hacerse constar en el mismo que se intervenía en representación de la referida empresa
expresándolo claramente en la antefirma, considerándose así que de esta forma se otorgó a la acreedora
una garantía de pago que venía a suplir la que resultaba insuficiente hasta ese momento ya que el pagaré
enjuiciado había sustituido a un pagaré anterior de la empresa. No se consideró un obstáculo legal que el
pagaré se librara figurando la cuenta corriente de la empresa, circunstancia que no tenía la obligación de
conocer la acreedora, y sin que este hecho enervara el haber asumido la libradora la obligación personal de
pago como garantía de las obligaciones comerciales.
4. La demandada ha interpuesto recurso de casación por interés casacional por existencia de
jurisprudencia contradictoria de Audiencias Provinciales.
SEGUNDO .- Enunciación del motivo de casación.
El motivo único del recurso de casación se interpone por la vía del artículo 477.2.3 º y 477.3 de la LEC
por «infracción legal de los artículos 9 y- por remisión- 97.1 de la Ley Cambiaria y del Cheque ».
El recurso se funda, en síntesis en la existencia de interés casacional por jurisprudencia contradictoria
de Audiencias Provinciales, manteniendo la sentencia recurrida el criterio de aquellas resoluciones que
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6afirman que cuando un representante de una sociedad suscribe un efecto cambiario sin antefirma, el firmante
queda obligado personalmente, aun cuando el mandato exista realmente. Cita en apoyo de esta doctrina las
sentencias de la Audiencia Provincial de Alicante de fecha 21 de noviembre de 2007 ( sección 4.ª) 12 de
marzo de 2008 y 12 de febrero de 2004 (sección 4 .ª). En contraposición a esta interpretación, cita la doctrina
de aquellas Audiencias que entienden que por el hecho de la firma no queda obligado el firmante cuando
la relación contractual lo es entre la ejecutante y la compañía que la firmante representa y no se excede de
la representación. Así, cita la Sentencia de la Audiencia Provincial de Teruel de 13 de junio de 2002 , de
la Audiencia Provincial de Jaén (sección 2.ª) de 17 de enero de 2008, y las de la Audiencia Provincial de
Córdoba (sección 3.ª) de 27 de julio de 2007 y 23 de noviembre de 2007. Señala que consta acreditado en
el procedimiento que no existe una relación comercial entre la recurrente y la ejecutante y que el pagaré trae
causa en una factura emitida a la compañía Exclusivas Galván S.L., siendo renovación de un anterior pagaré
del mismo importe emitido por Exclusivas Galván S.L., habiéndose librado el pagaré contra una cuenta de
titularidad de la sociedad.
TERCERO .- Emisión de un pagaré sin antefirma
A) Esta Sala en STS de 9 de junio de 2010 RC núm. 1530/2006 fijó como doctrina jurisprudencial que
«el firmante de un pagaré queda obligado en nombre propio si no hace constar el poder o representación con
que actúa o, al menos, la mención de la estampilla de la razón social en cuya representación actúa, dado que
resulta imposible deducir de las menciones del pagaré que actúa como representante o apoderado de una
sociedad o entidad aunque ostente esta condición respecto de una o varias».
Esta doctrina precisó la fijada en STS de 5 de abril de 2010 RC núm. 455/2006 en relación con las letras
de cambio, en la que se estableció que la omisión, por parte de quien firma el acepto de una letra de cambio,
de antefirma o de otra referencia al hecho de actuar por poder o por representación o como administrador de la
entidad o sociedad que figura como librada en la letra no liberaba a estas de responsabilidad como aceptante,
excepto cuando el firmante del acepto carecía de dicho poder o representación; y, a su vez, quien aceptaba
la letra en tales condiciones no se obligaba personalmente, sino que obligaba a la entidad o sociedad que
aparecía como librado si efectivamente ostentaba poder o representación de ella. La precisión que se hizo en
la sentencia de 9 de junio de 2010 era que esta doctrina no podía aplicarse a los supuestos en que la ausencia
de indicación de poder o de representación se produce cuando resulta imposible deducir de las menciones de
la letra que este actúa como representante o apoderado de una sociedad o entidad, dado que, ostente esta
condición respecto de una o varias, puede haber optado por obligarse en nombre propio, de tal suerte que
estimar lo contrario comportaría un menoscabo de la seguridad del tráfico cambiario.
B) La extensión de esta doctrina a los pagarés se realizó en la STS de 9 de junio de 2010 con el siguiente
argumento:
« El artículo 96 LCCH establece que serán aplicables al pagaré, mientras no sean incompatibles con
la naturaleza de este título, entre otras, las disposiciones relativas a la letra de cambio en materia de las
consecuencias de la firma puesta en las condiciones mencionadas en los artículos 8 y 9 LCCH ; de firma de
una persona que actúe sin poderes o rebasando sus poderes; de vencimiento; de pago; y de acciones por
falta de pago. Estas materias comprenden, entre otros, los artículos 8 , 9 , 10 , 20 y 67 LCCH . El artículo 97
LCCH establece que «[e]l firmante de un pagaré quede obligado de igual manera que el aceptante de una
letra de cambio».
Del conjunto de estos preceptos se infiere que las disposiciones en relación con los efectos de la firma
sin hacer constar el poder o representación, a que se refiere el artículo 10 LCCH , son aplicables al firmante
de un pagaré».
C) La aplicación de esa doctrina conduce a la desestimación del recurso de casación interpuesto al no
advertirse que la sentencia recurrida haya incurrido en la infracción que se le imputa cuando concluye que
el demandado asumió en su propio nombre la obligación de pago a la sociedad ejecutante y quedó obligado
personalmente por no haber hecho la indicación en la antefirma del pagaré del carácter con que actuaba, al no
existir en el pagaré ningún dato que indique su actuación como representante de la sociedad. Esta conclusión
no se impedida por el hecho indicado por la parte recurrente de que la cuenta indicada sea de la sociedad que
representaba, ya que como se señaló en la STS 12 de diciembre de 2011 RC núm. 1743/2008 esta alegación
no es consistente, porque el momento a tener en cuenta es el del libramiento, no el del impago, sin que tenga
por qué saber el acreedor que la cuenta no era la del firmante como librador.
Por todo ello, el motivo único de casación ha de ser desestimado.
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7CUARTO .- Desestimación del recurso.
La desestimación del recurso de casación comporta la procedencia de confirmar la sentencia impugnada
de acuerdo con el artículo 487 LEC y de imponer las costas a la parte recurrente, en virtud de lo dispuesto en
el artículo 394.1 LEC , en relación con el artículo 398 LEC . Es procedente asimismo, dado que el recurso de
casación ha sido interpuesto por interés casacional, declarar lo que corresponda según los términos en que se
ha producido la contradicción o divergencia de jurisprudencia entre las Audiencias Provinciales, reiterándose
así la doctrina fijada en la STS de 9 de junio de 2010 .
Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el pueblo español.
FALLAMOS
1. Se desestima el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de D. ª  Estela  ,
contra la sentencia de fecha 27 de mayo de 2009, dictada en grado de apelación, rollo n. º 245/2009, por la
Audiencia Provincial de Alicante, Sección 4 . ª, cuyo fallo dice
«Que desestimando el recurso de apelación interpuesto por el procurador Sr. Pérez Palomares, en
nombre y representación de D. ª  Estela  , contra la sentencia de fecha 01-12-08 dictada por el Juzgado de
1. ª Instancia n. º 3 de Elda en las actuaciones de las que dimana el presente rollo, debemos confirmar y
confirmamos dicha resolución, imponiendo a la parte apelante las costas de esta alzada»
2. No ha lugar a casar por el motivo formulado la sentencia recurrida, que resulta confirmada con este
alcance.
3. Se reitera la doctrina de que el firmante de un pagaré queda obligado en nombre propio si no hace
constar el poder o representación con que actúa o, al menos, la mención de la estampilla de la razón social
en cuya representación actúa.
4. Se imponen las costas del recurso de casación a la parte recurrente.
Así por esta nuestra sentencia, que se insertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándose al
efecto las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos Juan Antonio Xiol Rios.Francisco
Marin Castan. Jose Antonio Seijas Quintana. Francisco Javier Arroyo Fiestas. Roman Garcia Varela. Xavier
O'Callaghan Muñoz. Rubricado. PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el EXCMO.
SR. D. Juan Antonio Xiol Rios, Ponente que ha sido en el trámite de los presentes autos, estando celebrando
Audiencia Pública la Sala Primera del Tribunal Supremo, en el día de hoy; de lo que como Secretario de la
misma, certifico.
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SENTENCIA
En la Villa de Madrid, a seis de Septiembre de dos mil trece.
Vistos por la Sala Primera del Tribunal Supremo, integrada por los Magistrados al margen indicados,
el recurso de recurso de casación interpuesto por la procuradora Dª Inmaculada Correa Cuesta en
representación de  Claudia  , contra la sentencia de 26 de marzo de 2010 dictada por la sección 3ª de la
Audiencia Provincial de Granada , como consecuencia de autos de juicio cambiario 235/2008, transformados
en juicio verbal 751/2008 seguidos ante el Juzgado de Primera Instancia nº 15 de Granada.
ANTECEDENTES DE HECHO
Tramitación en primera instancia.
1. La procuradora Doña María del Carmen Moya Marcos, en representación de PUERTO HOGAR S.L.,
interpuso demanda de juicio cambiario ante el Juzgado de Primera Instancia nº 15 de Granada, contra  Claudia
cuyo suplico decía: " [...] dicte auto requiriendo de pago, ordenando que se proceda al embargo preventivo
de sus bienes en cantidad suficiente, todo ello para cubrir la suma total de 40.480,40 euros (cuarenta mil
cuatrocientos ochenta euros con cuarenta), conforme al siguiente desglose:
a) La cantidad de 31.134,40 euros (treinta y un mil ciento treinta y cuatro euros con cuarenta) en
concepto de principal.
b) Los intereses que se devenguen a favor de mi representados, calculados al tipo de interés legal
del dinero incrementados en dos puntos, a partir de la fecha de vencimiento de los pagarés, hasta el día en
que se efectúe el pago, así como las costas judiciales que se causen en este procedimiento y que ambos,
prudencialmente fijan, sin perjuicio de su liquidación definitiva, en la cantidad de 9.340 euros (nueve mil
trescientos cuarenta euros).
Y para el caso de que el deudor no formule demanda de oposición en el plazo legalmente establecido,
despache ejecución por las cantidades reclamadas."
2. La procuradora Dª. Inmaculada Correa Cuesta, en representación de Dª.  Claudia  , presentó escrito
de oposición al Juicio cambiario, en cuyo suplico decía: " [...] dicte, en su día, sentencia estimando la oposición
formulada por estimar la excepción invocada, esto es, la falta de legitimación pasiva o inexistencia o falta de
validez de la propia declaración cambiaria del deudor por haber firmado el pagaré como Administradora de
una Sociedad Mercantil, dejando sin efecto el embargo practicado en su día y ello con expresa imposición de
las costas a la mercantil actora del Juicio Cambiario [...]".
3. Celebrada la vista para tramitar la oposición, conforme a lo dispuesto en el apartado primero del
art. 440 LEC para los juicios verbales, el Juez de Primera Instancia nº 15 de Granada dictó Sentencia con
fecha 26 de septiembre de 2009 , con la siguiente parte dispositiva: "FALLO: Acogiendo la excepción de falta
de legitimación pasiva formulada por Dª  Claudia  , representada por la procuradora Dª Inmaculada Correa
Cuesta, y asistida por el letrado D. Enrique Martín Martín, DEBO ESTIMAR Y ESTMO su oposición al embargo
preventivo y demás medidas decretadas por Auto de fecha 25 de marzo pasado en el Juicio Cambiario nº
235/2008 de este Juzgado, a instancias de la mercantil Puerto Hogar S.L., representada por la procuradora
114
2Dª María del Carmen Moya Marcos y defendida por el letrado D. Domingo Barba Camacho, que se dejan sin
efecto, imponiéndole a la ejecutante, Puerto Hogar S.L. el pago de las costas causadas [...]".
Tramitación en segunda instancia
4. La sentencia de primera instancia fue objeto de recurso de apelación por la representación PUERTO
HOGAR S.L. y la representación de  Claudia  presentó escrito oponiéndose al mismo.
La resolución de este recurso correspondió a la sección 3ª de la Audiencia Provincial de Granada,
mediante Sentencia de 26 de junio de 2009 , cuya parte dispositiva es como sigue: "FALLO: Estimando el
recurso de apelación formulado por la mercantil Puerto Hogar S.L., se revoca la sentencia apelada y, en su
lugar, desestimando la demanda de oposición, se condena a Dª.  Claudia  a que abone a aquella la suma de
31.134,40 euros de principal y 9.340 euros calculados para pago de intereses, gastos y costas, imponiéndole
las costas de la primera instancia, sin pronunciamiento de las de la alzada.".
La representación de Dª  Claudia  , presentó escrito el 9 de julio de 2009 interesando la rectificación
de la sentencia, dictándose con fecha 13 de julio de 2009 por la Sección 3ª de la Audiencia Provincial de
Granada , Auto acordando no haber lugar a la rectificación o aclaración solicitada.
5. La representación de Dª  Claudia  , presentó el 2 de septiembre de 2009 escrito instando nulidad de
actuaciones, acordándose por Auto de 16 de noviembre de 2009 la estimación del incidente de nulidad. Por la
misma Sección 3ª de la Audiencia Provincial de Granada, se dicta nueva sentencia, el 26 de marzo de 2010 ,
cuya parte dispositiva dice: " FALLO: Estimando el recurso de apelación formulado por la mercantil Puerto
Hogar S.L., se revoca la sentencia apelada y, en su lugar, desestimando la demanda de oposición, se condena
a Dª.  Claudia  a que pague a aquella la suma de 31.134,40 euros de principal y 9.340 euros calculados para
pago de intereses, gastos y costas; imponiéndole las costas de la primera instancia, sin pronunciamiento de
las de la alzada".
Interposición y tramitación del recurso extraordinario por infracción procesal y recurso de
casación.
6. La representación de  Claudia  , interpuso recurso de casación ante la Audiencia Provincial de
Granada, sección 3ª, basándolo en el siguiente motivo:
"  UNICO  .- El recurso de casación se interpone al amparo de lo dispuesto en el número 3º del apartado
2 del art. 477 LEC , denunciando la violación de los artículos 9 y 10 de la Ley 19/1985 de 16 de Julio, Cambiaria
y del Cheque , en virtud de la remisión que a ellos hace el art. 96 del mismo Cuerpo Legal , presentado interés
casacional la resolución del recurso, a tenor de lo previsto en el art. 477.3."
7.- Por Auto de 28 de mayo de 2010 se declara desierto el recurso de casación por haber sido presentado
fuera de plazo.
Contra el mencionado auto se interpone recurso de queja que, para el caso de que la Sala no diere
lugar a la reposición interesada, solicita se expida testimonio de los autos denegatorios que legalmente son
requeridos para su tramitación ante el Tribunal Supremo.
Por Auto de 27 de setiembre de 2010 se desestima el recurso de la Audiencia Provincial de Granada, y
siguiendo su tramitación ante la Sala de lo Civil del Tribunal Supremo, ésta dicta Auto de 8 de Febrero de 2011
por el que se estima la queja, ordenando a la referida Audiencia Provincial para que continúe la tramitación
del recurso de casación.
8. Por Diligencia de Ordenación de 16 de mayo de 2011, la Audiencia Provincial de Granada, sección
3ª, tuvo por interpuesto el recurso de casación mencionado, y acordó remitir las actuaciones a la Sala Primera
del Tribunal Supremo con emplazamiento a las partes para comparecer por término de treinta días.
9. Recibidas las actuaciones en esta Sala, comparece como recurrente Dña.  Claudia  , representada
por la procuradora Dª. Ana Dolores Leal Labrador.
10. Esta Sala dictó Auto el 10 de enero de 2012 , cuya parte dispositiva es como sigue: "ADMITIR EL
RECURSO DE CASACION interpuesto por la representación procesal de Dª  Claudia  contra la  Sentencia
dictada, con fecha 26 de marzo de 2010 por la Audiencia Provincial de Granada (Sección 3ª), en el rollo de
apelación nº 152/2009 , dimanante de los autos de juicio cambiario 751/2008 del Juzgado de Primera Instancia
nº 15 de los de Granada."
11. La representación de PUERTO HOGAR S.L. no se ha personado ni ha formalizado oposición al
recurso de casación interpuesto.
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312. Al no solicitarse por todas las partes la celebración de vista pública, se acordó por Providencia de
27 de mayo de 2013, señalar para votación y fallo el día 11 de julio de 2013, en que ha tenido lugar.
Ha sido Ponente el Magistrado Excmo. Sr. D. Sebastian Sastre Papiol, Magistrado de Sala
FUNDAMENTOS DE DERECHO
Resumen de antecedentes.
Primero: 1. Al amparo del art. 819 y ss de la LEC , la tenedora de un pagaré, la compañía mercantil
Puerto Hogar, S.L., promueve un juicio especial cambiario contra la firmante del título, doña  Claudia  , por
importe 31.134,40.-# de principal y otra suma de 9.340 # en concepto de intereses, costas y gastos que
ocasione la reclamación judicial, para su posterior liquidación.
2. Las circunstancias concretas que interesan para la resolución del presente recurso son las
siguientes: (i) Doña  Claudia  , en calidad de administradora única de la entidad mercantil PROMOCIONES
INMOBILIARIAS DE EL PUERTO DE SANTA MARIA Y MERCADOS, S.L. (en adelante PROMOCIONES
PUERTO SANTA MARIA) había suscrito un contrato de ejecución de obras, con facultad de subcontratar,
con una entidad promotora (PUERTO CAÑON S.L., ajena a las relaciones jurídicas que aquí interesan); (ii)
el 12 de diciembre de 2005, PROMOCIONES PUERTO SANTA MARIA, en su calidad de contratista, por
medio de su administradora, la Sra.  Claudia  , suscribe con PUERTO HOGAR, S.L. como subcontratista, la
realización de unas determinadas obras de entre las que se le habían encomendado; (iii) para pago de las
facturas giradas a la contratista, PROMOCIONES PUERTO SANTA MARIA, libró pagarés con la antefirma
P&amp;M CONSTRUCCIONES , nombre comercial de uso en el tráfico (de hecho los albaranes de entrega
de materiales por parte de Puerto Hogar, S.L. se hicieron a nombre de P&amp;M CONSTRUCCIONES ) que
fueron firmados por la Sr.  Claudia  y entregadas a la subcontratista, hoy ejecutante; (iv) el pagaré no fue
atendido el día de su vencimiento, y es objeto de una demanda de juicio cambiario con la Sra.  Claudia  y, (v)
la Sra.  Claudia  formuló demanda incidental de oposición al juicio cambiario.
3. En la demanda de oposición cambiaria la Sra.  Claudia  alegó que el pagaré objeto de ejecución
aparece con la antefirma P&amp;M CONSTRUCCIONES; entregó documental acreditativa de que la
ejecutante PUERTO HOGAR, S.L. había librado albaranes de entrega bajo este nombre comercial, con el
que giraba habitualmente PROMOCIONES PUERTO SANTA MARIA (documento cuatro al cuarenta y cinco);
además, acreditó que la ejecutante se dirigió al fax cuya línea pertenece a aquélla sociedad; y, finalmente,
aportó fotocopia de la factura (segunda de los trabajos subcontratados) que correspondían al principal del
pagaré que es objeto de ejecución.
4. El Juzgado de 1ª Instancia acogió la excepción de falta de legitimación pasiva alegada por la
Sra.  Claudia  , pues consideró acreditado en la oposición que había actuado en nombre de la sociedad
PROMOCIONES PUERTO SANTA MARIA y que ésta actuaba en el tráfico bajo el nombre comercial P&amp;M
CONSTRUCCIONES.
En el recurso de apelación la Sentencia de la Audiencia Provincial de Granada revoca la sentencia
por entender que la antefirma no es que sea de difícil lectura " es que sencillamente no existe ", dice. Tras
un recurso de nulidad de actuaciones instado por la ejecutada, Sra.  Claudia  , al comprobar que se habían
remitido a la Audiencia Provincial testimonio de las actuaciones en lugar de sus originales, -lo que dificultaba,
todavía más la identificación de la antefirma-, la Audiencia Provincial dicta nueva sentencia con idéntico fallo,
al entender que, " tras ímprobo esfuerzo lector, aparece un difuso sello de tinta azul donde se lee P.M. S.L., sin
más datos, ... de modo que si bien aparece que existe antefirma, no hay referencia alguna de que se firme por
poder de la sociedad de la que era administradora única..., razón por la que sí se ha de considerar infringido
el art. 9 de la Ley Cambiaria ...."
Contra la Sentencia de la Audiencia Provincial, la Sra.  Claudia  interpone recurso de casación.
SEGUNDO.- ENUNCIADO Y FUNDAMENTO DEL MOTIVO DE CASACION UNICO.
Al amparo de lo dispuesto en el número 3º del apartado 2 del art. 477 LEC se denuncia la violación de
los artículos 9 y 10 de la ley 19/1985 de 16 de julio, Cambiaria y del Cheque , en virtud de la remisión que a
ellos hace el art. 96 del mismo Cuerpo Legal , presentando interés casacional la resolución del recurso, a tenor
de lo previsto en el art. 477.3 LEC , pues la sentencia que se recurre se opone a la doctrina jurisprudencial
del Tribunal Supremo. Cita como infringidas la doctrina sentada por esta Sala, SSTS de 22 de junio de 1991 ,
Rec. Casación 1229/1989, de 11 de septiembre de 2003 , Rec. Casación 3841/1997, de 19 de mayo de 2009,
Rec. Casación 1565/2004, señalando que, cuando un librador o endosante de una cambial (o de un pagaré)
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4es una sociedad resulta suficiente, y se cumple el trámite normal, la firma de su representante, juntamente
con la mención de la estampilla de la razón social en cuya representación actúa aquél.
TERCERO.- ESTIMACION DEL MOTIVO
Es objeto de debate la imputación de la firma a quien la ha estampado para emitir el título, denominado
firmante (art. 94 LCambiaria), como requisito formal para la validez y eficacia de un pagaré (art. 95 LCambiaria).
La suscripción manuscrita conlleva el reconocimiento indudable de la autoría y voluntariedad de la declaración
cambiaria. Por esta exigencia, como afirma la doctrina, se excluyen los supuestos de negligencia y se da fe
de conocimiento del contenido de la declaración cambiaria. Por ello son inadmisibles las firmas del librador
(firmante, en caso del pagaré) impresas, mecanografiadas o estampilladas, ya que su estampación no implica
la cualidad de autenticidad y de voluntariedad consciente. Pese a ello, el legislador, en la Disposición Final
Primera, párrafo segundo, prevé que reglamentariamente se regulará el libramiento de las letras de cambio
emitidas y firmadas por el librador en forma impresa. Por razones tributarias, entre otras muchas, después de
más de cinco lustros de esta previsión no ha sido puesta en práctica.
La suscripción del título cambiario debe verificar o identificar la persona, física o jurídica, que emite la
declaración. Por ello el art. 9 de la Ley Cambiaria establece. " todos los que pusieren firmas a nombre de otro
en letras de cambio deberán hallarse autorizados para ello con poder de las personas en cuya representación
obraren, expresándolo claramente en la antefirma" .
El problema suscitado en los presentes autos, y que se suscita con frecuencia en el tráfico mercantil,
es el debatido de la determinación del obligado cambiario en el supuesto extremo en el que, mediante poder,
el representante no hace constar en el texto cartular la " contemplatio domini ", es decir, la condición de
representante de la entidad firmante del pagaré, o bien, como en el caso presente, cuando se estampa la firma
con un nombre comercial con el que actúa en el tráfico, pero sin la denominación social y sin hacer constar
el poder de representación.
En este segundo supuesto, en el que se hace figurar como antefirma la estampilla de la sociedad,
consistente en un nombre comercial con el que se da a conocer en el tráfico, que, como se ha dicho, es el de
autos, la STS nº 309/2012 de 7 de mayo, Rec Casación 854/2009 , recogiendo la doctrina sentada en la STS
de 9 de junio de 2010 , Rec. Casación núm 1530/2009, señaló que " el firmante de un pagaré queda obligado
en nombre propio si no hace constar el poder o representación con que actúa, o al menos, la mención de
la estampilla de la razón social ....  "
En efecto, la sentencia recurrida reconoce, " tras ímprobo esfuerzo lector " que aparece en el pagaré
" un difuso sello de tinta azul donde se lee P.M.S.L." . No se trata, pues, de que en el título no se haga
constar el poder o representación con que se actúa o, al menos, la mención de la estampilla cuya validez
reconocen las SSTS invocadas por la recurrente, sino que reconoce la existencia en el título de la antefirma.
Que la antefirma esté plasmada en mejores o peores condiciones para su fácil o difícil lectura no es óbice
para negar su existencia y, consecuentemente, para entender que se ha dado cumplimiento a cuanto tiene
establecido como doctrina esta Sala sobre el alcance del art. 9 de la Ley Cambiaria , que por remisión del
art. 96, es aplicable al pagaré. Entre otras razones porque la difuminación de la estampilla no debe imputarse
necesariamente al firmante del pagaré, contra quien se pretende su ejecución, pues, podría ser debida al
tenedor del título, hoy ejecutante, por no haberlo conservado en condiciones, o no haber formulado los reparos
en el momento de su entrega, de la misma forma que el art. 10 de la LC autoriza a quien recibe un título
cambiario, requerir la escritura de poder de quien lo recibe como apoderado de la entidad.
Sin lugar a dudas las SSTS invocadas acertadamente por la recurrente, pueden ser completadas por
las ya invocadas con anterioridad, que sentaron como doctrina jurisprudencial la ya expuesta en el sentido
de que es suficiente para obligar a la sociedad firmante del pagaré que se exprese " al menos, la mención
de la estampilla de la razón social..." . A sensu contrario, también es de ver la STS nº 885/2011, de 12 de
diciembre , Rec. Casación núm 1743/2008.
En otro orden de cosas, sería notoriamente injusto y desproporcionado que la representante de la
entidad, firmante del pagaré, tuviera que soportar las consecuencias de una estampilla en malas condiciones
para ser leída, cuando la relación subyacente que dio origen al pagaré se estableció entre la firmante y
el tenedor del título, por lo que este último no es tercer cambiario que pueda ampararse en los efectos
taumatúrgicos de la circulación cambiaria de buena fé y a título oneroso ( SSTS 9 y 10 de julio de 2013 ,
Rec. Casación núm. 88/2011 y 98/2011 , respectivamente), tanto menos cuanto, en ejecución del contrato,
PUERTO HOGAR, SL había girado los albaranes de entrega de materiales y trabajo a la contratista indicando
la estampilla P.M. S.L. de la sociedad deudora.
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5En la medida en que la sentencia recurrida infringe el art. 9 de la Ley Cambiaria y la jurisprudencia de
esta Sala, estimamos el recurso de casación, y confirmamos la Sentencia del Juzgado de 1ª Instancia nº 15
de Granada de 26 de setiembre de 2008 que acoge la excepción de falta de legitimación pasiva formulada
por Doña  Claudia  , en el trámite de oposición a la ejecución.
CUARTO.- COSTAS .
La estimación del recurso de casación conlleva que no impongamos las costas de la casación a ninguna
de las partes. Como la estimación de este recurso ha provocado la estimación del recurso de apelación,
tampoco procede la imposición de las costas generadas por este recurso. En cuanto a las costas del juicio
cambiario, la estimación de la oposición, obliga imponerlas al acreedor, PUERTO HOGAR, S.L. conforme lo
previsto en el art. 394.1 LEC .
Por lo expuesto, en nombre del Rey y por la autoridad conferida por el pueblo español.
FALLAMOS
Estimamos el recurso de casación interpuesto por la representación procesal de Dª  Claudia  , contra la
sentencia de la Audiencia Provincial de Granada (sección 3ª) de 26 de marzo de 2010 (rollo de apelación num.
152/2009 ), que estimó el recurso de apelación interpuesto por PUERTO HOGAR, S.L., contra la sentencia del
Juzgado de Primera Instancia nº 15 de los de Granada de fecha 26 de septiembre de 2008 (juicio cambiario
235/2008, juicio verbal 751/2008).
Anulamos y dejamos sin efecto la sentencia de la Audiencia Provincial de Granada (sección 3ª) de 26 de
marzo de 2010 (Rollo 152/2009 ) y acordamos la confirmación de la sentencia del Juzgado de Primera Instancia
nº 15 de los de Granada de 26 de setiembre de 2008 (juicio cambiario 235/2008, juicio verbal 751/2008), con
imposición de costas de la primera instancia al acreedor cambiario, PUERTO HOGAR, S.L. y sin imponerlas
ni en la segunda instancia ni en casación.
Publíquese esta resolución con arreglo a derecho y devuélvanse a la Audiencia de procedencia los
autos originales y rollo de apelación con testimonio de esta resolución a los efectos procedentes.
Así por esta nuestra sentencia, que se insertará en la COLECCIÓN LEGISLATIVA pasándose al efecto
las copias necesarias, lo pronunciamos, mandamos y firmamos .- Jose Ramon Ferrandiz Gabriel.- Antonio
Salas Carceller.- Ignacio Sancho Gargallo.- Rafael Saraza Jimena.- Sebastian Sastre Papiol.-FIRMADO Y
RUBRICADO PUBLICACIÓN.- Leída y publicada fue la anterior sentencia por el EXCMO. SR. D. Sebastian
Sastre Papiol, Ponente que ha sido en el trámite de los presentes autos, estando celebrando Audiencia Pública




































El pagaré deberá contener: 
1) La denominación de pagaré inserta en el texto mismo del título y expresada en 
el idioma empleado para la redacción de dicho título. 
2) La promesa pura y simple de pagar una cantidad determinada en pesetas o 
moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial. 
3)  La indicación del vencimiento. 
4) El lugar en que el pago haya de efectuarse. 
5)  El nombre de la persona a quien haya de hacerse el pago o a cuya orden se 
haya de efectuar. 
6) La fecha y el lugar en que se firme el pagaré. 
7) La firma del que emite el título, denominado firmante 










 La letra de cambio deberá contener: 
 
1) La denominación de letra de cambio inserta en el mismo título expresada 
en el idioma empleado para su redacción. 
2) El mandato puro y simple de pagar una suma determinada en pesetas o 
moneda extranjera convertible admitida a cotización oficial. 
3) El nombre de la persona que ha de pagar, denominada librado. 
4) La indicación del vencimiento. 
5) El lugar en que se ha de efectuar el pago. 
6) El nombre de la persona a quien se ha de hacer el pago o a cuya orden se 
ha de efectuar. 
7) La fecha y el lugar en que la letra se libra. 
8) La firma del que emite la letra, denominado librador. 
 









Primera Reflexión – Dudas Teóricas 
 
La primera tarea que se nos encomendó fue realizar dos recesiones jurídicas sobre las películas 
Plácido y La Cambiale.   
 
En primer lugar, con el objetivo de asentar las bases teóricas para un desarrollo óptimo de 
dichas tareas, recurrí a la biblioteca de la facultad y obtuve el manual de Miguel Motos y José 
Luís Pérez letra de cambio, el pagaré y el cheque en la ley 19/85 de 16 de julio. Granada, 1989 
debido a que disponía de conocimientos muy generales sobre los títulos valores y necesitaba 
profundizar en la materia. En este sentido considero que la bibliografía escogida fue acertada 
ya que me permitió realizar la tarea con mayor seguridad y rigor. 
 
No obstante, fue inevitable que nos surgieran ciertas dudas en clase acerca de conceptos tales 
como el Protesto, ¿qué es?, ¿para qué sirve? ¿se utiliza siempre? ¿quién puede ejercerlo?, así 
como, su función y campo de aplicación o las restricciones que conlleva intrínsecamente.  Para 
aclarar dichas dudas, realicé un esquema, que se encuentra en el apartado de esquemas del 
portafolio,  que me fue de gran utilidad para afianzar conceptos de manera estructurada.  
 
En relación al otro concepto que estuvo presente en la sesión, el Endoso, ya que la película La 
Cambiale gira en torno a dicha operación, tuvimos claro de que trataba y que características 
tenía, por lo que abordamos el tema rápidamente. 
 
Seguidamente, se nos planteó analizar y distinguir el procedimiento monitorio y el cambiario; 
debimos mencionar algunas diferencias, como por ejemplo la oposición en ambos procesos, 
aunque no las conocíamos todas, al menos yo.  Por eso, realicé dos esquemas sobre estos dos 
procedimientos especiales, que se encuentran en la sección de esquemas del portafolio digital 
para poder averiguar en qué se diferenciaban. Dichos esquemas me fueron de gran ayuda, a su 
vez, para determinar cuál era el procedimiento más apropiado para la carta al cliente (primer 
caso), ya que me permitió argumentar qué vía de reclamación era más eficiente para reclamar 
los dos pagarés impagados.  El procedimiento más eficiente para el primer caso, es el proceso 
cambiario, puesto que tiene la ventaja de que comienza embargando los bienes del deudor y, 
así como la singularidad de que únicamente puede utilizarlo el acreedor que ostenta letras de 
cambio, cheques o pagarés, igualmente la sentencia da efectos de cosa juzgada en relación con 
el propia negocio jurídico que da sustento al título. En conclusión, si el acreedor ostenta algún 
título valor es preferible ejercitar la acción cambiaria. 
 
En conclusión, la tarea realizada me ha supuesto un ejercicio laborioso en cuanto a adquisición 
de conocimientos previos para afrontar los objetivos marcados de manera eficiente y rigurosa. 
A su vez, el hecho de compartir información y reflexiones con mis compañeros, me ha 
permitido encararlo con una perspectiva más global y me ha aportado una motivación extra en 
la elaboración de una estrategia para afrontar la tarea paso a paso hasta alcanzar los objetivos 
marcados.  Por ello, tanto por los conocimientos adquiridos como por el funcionamiento en la 
realización de la tarea considero que me ha aportado madurez de cara al mundo profesional y 
me ha supuesto un reto intelectual del que estoy satisfecha con mi actitud y me predisposición 
a aprender. Considero, por lo tanto, que todo lo aprendido lo puedo extrapolar como 
herramientas útiles para la práctica profesional.  
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Como aspectos a mejorar, propondría que en las asignaturas previas impartidas nos ayudaran 
a afianzar los conceptos fundamentales así como plantearnos posibles situaciones reales en las 









Segunda Reflexión – Preparación de la Entrevista  
 
La segunda tarea encomendada consistía en la preparación de la entrevista con el cliente, por 
lo que se requería un trabajo previo muy profundo para garantizarnos tener el control de 
todas las situaciones que se nos pudieran presentar. Por ello, me reuní con mis compañeras de 
trabajo Ariadna Torralba y Anna Esteban.  
 
En primer lugar, cada una de nosotras expuso posibles preguntas a realizar, teniendo en 
cuenta qué nos podría responder el cliente para garantizar que cualquier inquietud o duda que 
nos mostrará, pudiéramos abordarla de forma clara y concisa. La elección del orden en que 
íbamos a formular las preguntas también era relevante para no dejar ningún tema sin abordar 
y para procesar toda la información, hechos y datos de forma secuencial. 
 
Por otro lado, un aspecto que nos requirió mayor dedicación fue la elección del modo en que 
nos íbamos a presentar al cliente. Todas coincidíamos en la importancia de la primera 
impresión que se llevara de nosotras, puesto que generarle confianza y seguridad ayudaría en 
el devenir de las entrevista y en futuras ocasiones en las que nos tuviéramos que poner en 
contacto para abordar cuestiones o formalismos relacionados con su reclamación de los 
pagarés impagados. 
 
El hecho de trabajar unidas, generando debate y proponiendo ideas para elaborar una 
entrevista de manera profesional y con rigor, ha sido una experiencia gratificante y a su vez 
enriquecedora, puesto que saber que te encuentras respaldada por tus compañeras que 
comparten tu objetivo, me ha generado seguridad y me ha permitido disfrutar del proceso. A 
su vez, este modo de trabajar es propio de la práctica profesional, por lo que estas 
experiencias van fortaleciendo mis virtudes y me hacen madurar para convertirme en una 
futura abogada con experiencia y profesionalidad. 
 
En relación a la documentación de que debíamos disponer, consultamos los honorarios 
profesionales de los abogados de Barcelona mediante los criterios orientadores en materia de 
honorarios profesionales aprobados por el Ilustre Colegio de Abogados de Barcelona, los 
honorarios profesionales de los procuradores mediante el Real Decreto 1373/2003, de 7 de 
noviembre, por el que se aprueba el arancel de derechos de los procuradores de los tribunales 
y, además, tuvimos que calcular las tasas judiciales mediante la ley 10/2012 de 20 de 
noviembre, por la que se regulan determinadas tasas en el ámbito de la Administración de 
Justicia. 
 
En definitiva, la preparación de la entrevista me ha supuesto un desafío enriquecedor a la vez 
que complejo, puesto que entran en juego muchos aspectos que se deben controlar y 
cualquier detalle requiere mucha atención ya que puede resultar de gran relevancia para el 
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buen devenir del proceso para trasmitir mi capacidad de conducir al éxito en el proceso en el 






Tercera Reflexión – Preparación de la demanda 
 
Se trata de la preparación de la demanda, con sus hechos y sus fundamentos de derecho. Para 
poderla preparar tuve que consultar el esquema del juicio cambiario, de quién tiene la 
competencia  (juzgado de primera instancia del domicilio del demandado, art. 820 LEC), en 
este caso se debe plantear en el Vendrell.  Además debe ser sucinta, así como tener el título 
cambiario que reclamas el pago, aquí los dos pagarés del caso.   
 
En los hechos de la demanda, he mencionado los pagarés impagados (uno por valor de 5.267€ 
y el otro por un importe de 3.722€) por VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L dado que son el 
objeto del litigio. Además, he realizado un contrato de prestación de servicios para manifestar 
que dichos pagarés surgen del mismo y, por lo tanto, existe una relación jurídica entre ambas 
empresas. Asimismo, he efectuado un burofax requiriendo el cobro de dichos pagarés 
(cambiando la fecha para que tuviera sentido, ya que los pagarés se imiten el 2011 y, por lo 
tanto, la fecha del burofax es 6 de mayo de 2012 y, no de 2009 como se determina en la carta 
del cliente). Además, he realizado el poder para pleitos que necesitan los abogados para poder 
iniciar un procedimiento judicial. 
 
También, debí determinar el importe impagado total de los pagarés, además de  añadir el 30% 
del principal establecido en el artículo 575.1 LEC (gastos más costas del procedimiento) y, 
asimismo, los intereses de demora mediante la Ley 36/2014, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estados para el año 2015. 
 
En consecuencia, tuve que esperar a terminar la demanda, porque aun no habíamos 
entrevistado al cliente, y no sabía si él era consciente de que VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, 
S.L. tuviera bienes embargables. Dichos bienes se deben mencionar en la demanda para cubrir 
las responsabilidades económicas en caso de no proceder al pago de los pagarés impagados. 
 
Ante dichos hechos mencionados, creo que Lydia se fijará primeramente en si los pagarés 
impagados tienen todas las formalidades para poderlos reclamar ante un Tribunal. 
 
A nivel personal, destacaría el trabajo en equipo realizado con mis compañeros de clase puesto 
que me ha dado una visión mucho más global de cómo enfocar la demanda, me ha permitido 
rectificar y potenciar ideas y, a su vez, reforzar las decisiones tomadas con anterioridad.  
 
Asimismo, me he encontrado con mucha soltura eligiendo la estructura y respetando los 
formalismos que la demanda conlleva. Por otro lado, considero que debería dejar fluir a la 
imaginación para poder inventar situaciones hipotéticas para dar un sentido total y 
contextualizar mejor el caso. 
 
En definitiva, la preparación de dicha demanda me ha supuesto un reto a muchos niveles, de 
los que destaco la ilusión mostrada y en general el buen devenir a lo largo de la tarea, puesto 
que todo lo que haya aprendido me va a ser de gran utilidad para la práctica profesional dado 
que el funcionamiento utilizado es el mismo que me va a ser requerido como abogada. 
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Cuarta Reflexión - Entrevista 
 
Primeramente, para poder empezar un procedimiento judicial se necesita un primer contacto 
con el cliente, y la entrevista es el método más utilizado en los despachos de profesionales del 
derecho.  
 
En mi opinión, poder realizar una entrevista con un actor es muy auténtico, vives los primeros 
nerviosismos ante un cliente, si lo harás bien, si sabrás responder, si confiará contigo para 
poder llevar a cabo el proceso especial del juicio cambiario. 
 
La realización de la entrevista con las compañeras del trabajo ha sido muy gratificante, aunque 
creo que debería haber sido mejor con sólo una compañera de trabajo, ya que no había tanta 
materia para explicar la situación en qué se encuentra el cliente y responder sus dudas. 
Además, esto provoca que alguna hablé menos.  
 
Por otra parte, pensábamos que el actor sería un inexperto en derecho y, por eso alguna 
pregunta como la prescripción sabíamos que quería transmitirnos, es decir, que la acción 
prescribe a los tres años (art.88 Ley 19/1985) y que los pagarés tuvieron vencimiento en 
febrero del 2012, pero nos pregunto que podríamos hacer para reclamar el valor de los 
pagarés impagados y, aquí nos surgieron dudas. Por eso, he estado consultando el manual de 
José Moxica Román. El Pagaré y el Nuevo Juicio Cambiario. 2º ed. Navarra. Aranzadi Editorial. 
2001 en su capítulo VII sobre la prescripción y he estado buscando jurisprudencia (se 
encuentra en el apartado bibliografía del portafolio digital).  
 
Además, en la  primera pregunta planteada (“Vostè va parlar amb el Sr. Company i li va 
informar breument de la situació, però ens agradaria que ens expliques detalladament el seu 
cas,  i sobre els pagarés”) ya nos resolvió otras como: “dintre de la societat NICA, S.A. quin 
càrrec exerceix?, quina relació té Vostè amb VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L?, Porta els 
pagares?, Té coneixement de qui va firmar aquest pagares?, Quinés l’origen dels pagares? I 
Quinés el import?”). Por lo tanto, deberíamos haber planteado más cuestiones o simplemente 
la primera debería haber sido más concreta.  
 
Por mi parte, cuando he comentado la previsión de los honorarios de los abogados y del 
procurador, más las tasas judiciales, creo que he hablado demasiado rápido por nervios. Tenía 
el documento con todos los cálculos hechos, pero no lo he mostrado ya que los pagarés eran 
distintos y cuándo me lo comentaron pensé que determinaron el importe, aunque después vi 
que el valor de los pagarés era el mismo. 
 
Ante todo, hemos sabido defendernos bien ante las preguntas planteadas por el cliente, 
aunque algunas no nos surgieron cuando preparamos la entrevista.  
 
Ahora, ¿cómo prepararía una entrevista? Primeramente, la haría con sólo un compañero para 
repartir mejor la tarea. Además, quedaría más de un día parar simular la entrevista. Como no 
sabremos cómo será el cliente deberemos saber resolver todas las preguntas que nos plante, 
desde la más fácil hasta la más complicada, pero a veces esto será imposible ya que es 
complicado averiguar que nos puede preguntar. 
 
En consecuencia, la preparación de una entrevista de un cliente me ha ayudado a saber cómo 
enfrentarme ante esta situación; es verdad que como primera vez estuve nerviosa y hablé 
rápido, y esto lo tengo que mejorar. Debo hablar más tranquilamente, pero como en toda 
primera vez siempre surgen los nervios. 
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Finalmente, me gustaría destacar que el hecho de haber sido grabadas y poder vernos 
posteriormente, considero que ha sido un gran acierto puesto que permite analizar de manera 
autocritica desde una perspectiva diferente tu propia actitud y disposición para mejorar y 
sacar conclusiones más fructíferas. 
 
En definitiva, ha sido una experiencia que me ha hecho sentir sensaciones muy dispares ya que 
por una parte, el hecho de de tenerte que ganar al cliente y trasladarle tu profesionalidad y 
rigor genera nervios pero a su vez te permite practicar para futuras prácticas profesionales, 









Quinta Reflexión – Preparación de la demanda de oposición 
Primeramente,  he tenido que consultar el esquema del juicio cambiario para recordar que se 
puede ejercer la oposición cambiaria en los diez días siguientes al requerimiento de pago 
(art.824 LEC). Por lo tanto, he tenido que cuadrar la fecha de la demanda de oposición. 
En este sentido, se debe prestar atención al hecho que en la demanda de oposición no se 
nombra contestación a la demanda, puesto que será, posteriormente, en la vista cuando se 
contestará a la demanda.  
Por otro lado, he consultado la Ley Cambiara y del Cheque, concretamente su artículo 67, y 
también la LEC en el artículo 557 para poder determinar cuáles son las causas de oposición en 
un juicio cambiario. 
Al principio me ha costado determinar qué hechos podía exponer, teniendo en cuenta que no 
podían ser los mismos que en la demanda. Para poder realizar esta parte, se deben tener más 
conocimientos en la materia respectiva.  
Los hechos expuestos en la demanda de oposición son: que la compañía VEHÍCULOS Y 
RECAMBIOS CLOS, S.L. no pudo atender los pagarés impagados a la llegada de la fecha de su 
vencimiento por problemas puntuales de liquidez, que en contrapartida existía un defecto 
formal del pagaré de valor de 5.267€ dado que es al portador y que, por lo tanto, carece de 
uno de los requisitos esenciales del pagaré.  Además, se manifiesta la prescripción en los dos 
pagarés impagados, dado que la fecha de vencimiento es del día 8 de febrero de 2012 y el día 
7 de febrero del 2012, respectivamente.  
Además, para poder proponer pruebas en la vista he consultado el artículo 299 y siguientes de 
la LEC. Aquí, he tenido que meditar cuáles serían más efectivas para que el juez pudiera darme 
la razón.  
Así pues, he propuesto el interrogatorio del Sr. Rafael Ulldemolins Ramis, presidente de la 
compañía NICA, S.A. para que afirmase que existe relación jurídica con la compañía VEHÍCULOS 
Y RECAMBIOS CLOS, S.L.  Además, de la testifical del Sr. José Muñoz Gracia contable de las dos 
compañías, puesto que entregó personalmente los dos pagarés y para que manifestase que 
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existe un defecto formal en uno de los pagarés y, por lo tanto, que la compañía NICA, S.A. no 
puede cobrar por éste, además de admitir que ahora los pagarés ya han prescrito.  Se 
acompaña de dos documentos a su favor: el Acta de Nombramiento de Administrador, 
determinando que es Administrador Solidario junto a Joan Valls Casas de la compañía 
VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. y la Escritura de Apoderamiento puesto que es apoderado 
de dicha mercantil. Asimismo, se acompaña la documental del escrito de demanda de 
oposición y los poderes para pleitos necesarios para iniciar un litigio. Dichos documentos que 
acompaño en la demanda de oposición me han comportando mucho trabajo añadido.  
Por otro lado, no he propuesto otras causas de oposición dado que no tenía cabida en este 
caso en concreto, como por ejemplo la falta de legitimación dado que en la demanda NICA, 
S.A. demuestra que es legítima tenedora, ni como tampoco se demuestra que ha habido 
extinción del crédito cambiario o como otras causas expuestas en el artículo 67 de la Ley 
Cambiaria y del Cheque.  
A nivel personal, me he sentido con mucha soltura y determinación para elegir las pruebas que 
iba a proponer en la vista. Sin embargo, el hecho de primero representar a la compañía NICA, 
S.A. y demandar a la empresa VEHÍCULOS Y RECAMBIOS CLOS, S.L. y, posteriormente, haber de 
iniciar el proceso en sentido opuesto, oponiéndome a todo aquello que había formalizado, me 
ha supuesto un difícil ejercicio imaginativo y argumentativo. Por su parte, el trabajo realizado 
me va a ayudar en mi proceso formativo para alcanzar mayor madurez y adquirir nuevos 
conceptos para convertirme en una abogada mejor preparada en la práctica profesional 
futura. 
En definitiva, la preparación de dicha demanda me ha supuesto un reto del que considero que 
he alcanzado los objetivos marcados de forma notoria. No obstante, necesito mejorar algunos 
aspectos a través de redactar más demandas de oposición para causas diversas.  
 
En clase se nos propusieron dos preguntas, que a continuación respondo.  
1) Se puede alegar excepción de compensación en el cambiario?  
 
La compensación está regulada en el artículo 1195 CC mencionando que: “tendrá lugar la 
compensación cuando dos personas, por derecho propio, sean recíprocamente acreedores y 
deudores la una de la otra”. 
 
Una de las causas de oposición en la acción cambiaria que se puede alegar es la compensación, 
que es una excepción basada en las relaciones de las partes, es decir, que es extracambiaria, 
tal como menciona el artículo 67.1 de la Ley 19/1985 sobre excepciones personales.  
 
Así pues, si el crédito es compensable, podrá ser controvertida por la otra parte por la 
contestación de la reconvención (art.408.1 LEC). 
 
En este sentido, cabe mencionar la Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia núm. 




2) Excepción reconvencional 
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Para reclamar títulos valores en juicio cambiario, debemos consultar la estructura del juicio 
verbal, que admite que el deudor se oponga a un crédito compensable, que deberá ser 
notificado al actor al menos 5 días antes de la vista (art.438.2 LEC).  Asimismo, también queda 
argumentado en  la jurisprudencia, como por ejemplo la sentencia de la Audiencia Provincial 
de Tenerife (Sección 3ª) de 27 de abril de 2007.  
 
Siguiendo esta línea, la sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona (Sección 13ª) de 30 
de octubre de 2006 que expone que: “la compensación puede ser solicitada por vía de 
excepción  sin necesidad de plantear reconvención, pero en caso de juicio verbal, se debe 




Sexta reflexión –  Vista  
Para poder prepararme la simulación de juicio cambiario he consultado el esquema de juicio 
cambiario que se encuentra en el portafolio en la sección de esquemas, concretamente el 
artículo 826 LEC, que me ha remitido a los artículos de la LEC sobre el juicio verbal. Por este 
motivo, he realizado un esquema de juicio verbal para poder saber cómo funcionan este tipo 
de procesos (se encuentra en el apartado de esquemas del portafolio digital).  
 
Para saber qué estructura debe seguir este proceso, me he estado informado, en el despacho 
dónde hice prácticas en verano. También he visto en DVD juicios verbales. 
 
Con el objetivo de poner la información en común así como plantear y practicar como íbamos 
a encarar la vista, me puse en contacto con mi compañera Lydia. 
A nivel personal, en la vista fui firme ante los hechos a los que me opuse de la demanda de 
oposición, apoyándome en la jurisprudencia que busque sobre la interrupción de la 
prescripción (dos sentencias que se encuentran en el portafolio) y que no existía 
incumplimiento contractual aportando dictamen pericial, que fue un acierto puesto que da 
rigor técnico y especializado a mi reclamación y defensa. Además mantuve una compostura 
firme y pausada, marcando y respetando los tiempos en mis intervenciones a la vez que 
exprese mis alegaciones y defensas con una dicción fluida y con un tono correcto utilizando un 
léxico apropiado. 
No obstante, al principio de la vista, no acepté que uno de los pagarés era al portador y que 
por lo tanto, no cumplía con los requisitos esenciales y, por lo tanto, no era pagaré. Sin 
embargo, busqué jurisprudencia para determinar que igualmente se podía alegar que era 
ejecutable ya que los dos pagarés surgían del mismo negocio, pero no encontré ninguna 
sentencia que lo manifestase.  
 
Asimismo, en la vista, me descoloqué puesto que Lydia propuso un nuevo testigo como 
mecánico de NICA, S.A. Por lo tanto, la carta de despido disciplinario que realicé con el nombre 
del testigo propuesto en la demanda de oposición para determinar que esté mecánico tenía 
mala fe contractual ante NICA, S.A. y que, por lo tanto, todo lo que dijera tendría mala fe 
contra mi parte, no pudo ser aportada como prueba en la vista.  
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Terminada la simulación de la vista, se nos preguntó si se podía alegar incumplimiento 
contractual en juicio cambiario; para responder esta cuestión he consultado la jurisprudencia. 
La sentencia del Tribunal Supremo de 9 de febrero de 1977 estableció que: "el juicio ejecutivo 
no debe convertirse en un juicio exhaustivo y amplio sobre valoración, cumplimiento o 
incumplimiento del contrato subyacente, a menos que se quiera desvirtuar su propia 
naturaleza”. Asimismo, la sentencia del Tribunal Supremo núm. 8159/2012 de 2012, 
determinó que: “la alegación de incumplimiento contractual excede del ámbito del juicio 
cambiario, debiendo producirse en el seno del procedimiento declarativo correspondiente, 
dado que la oposición de juicio cambiario queda ceñida a las excepciones enumeradas en el 
artículo 67 de la Ley Cambiaria y del Cheque por lo que no cabe oponer el cumplimiento 
irregular o defectuoso de la prestación en la relación causa”. Por lo tanto, no se puede alegar 
incumplimiento contractual en juicio cambiario.  
 
Después de la experiencia y una vez reflexionado acerca del resultado de mi planteamiento y 
actitud en la vista, he llegado a la conclusión que de cara a futuras simulaciones realizaría 
algunas modificaciones en mi planteamiento. En primer lugar, litigaría más, es decir, 
defendería más a mi parte, ¿cómo? haría preguntas a los testigos que la otra parte propusiera, 
en este caso, no lo hice pensado que el testigo respondería en contra de mi parte y, por lo 
tanto, que me perjudicaría.  En segundo lugar, protestaría si algo fuese en contra de mi parte.  
 
En consecuencia, todo el trabajo realizado puede ser extrapolado a una futura práctica 
profesional, por lo que todas las decisiones que he debido tomar, las dificultades a las que me 
he enfrentado y los aciertos que he tenido me ayudarán a madurar en mi formación. 
 
En clase vimos el juicio real de los pagarés, me fijé que se opusieron en las excepciones más 
visibles, no como nosotras, ya que Lydia propuso que había incumplimiento contractual por 









Séptima reflexión –  Demanda de Oposición  
En primer lugar, para comenzar el segundo caso, tuve que consultar el esquema del juicio 
cambiario para determinar quién tiene la competencia (juzgado de primera instancia del 
domicilio del demandado, art. 820 LEC), debiéndose plantear, en este caso, en Barcelona. 
Asimismo, me ayudó a recordar que se puede ejercer la oposición cambiaria en los diez días 
siguientes al requerimiento de pago (art. 824 LEC).  
Por otro lado, he consultado la Ley Cambiara y del Cheque, concretamente su artículo 67, y 
también la LEC en el artículo 557 para poder determinar cuáles son las causas de oposición en 
un juicio cambiario, teniendo en cuenta los hechos alegados por Lydia en la demanda.  
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Asimismo, he realizado un esquema de las partes de una letra de cambio (está en el apartado 
de esquemas) para saber cómo es y los defectos formales a los que me podría oponer.  
Para enfrentarme a este supuesto de hecho, he realizado varios documentos que me ayudaran 
a asentar las bases para determinar mi oposición y, más concretamente, las conclusiones 
expuestas en el juicio. Estos son: el contrato de trabajo de Bernat Pencaire que determina las 
funciones que puede realizar como viajante de la compañía, excluyendo la función de firmar y 
girar letras de cambio. La escritura de apoderamiento, determinando que no es ningún 
apoderado de la mercantil y que, por lo tanto, no puede firmar letras de cambio. Además, del 
poder mercantil que no figura su nombre dado que no consta en el Registro Mercantil. 
Finalmente, la carta de despido disciplinario por su actitud fraudulenta ante la compañía 
Engranatges i Coixinets S.A.  Asimismo, el poder para pleitos que necesitan los abogados para 
iniciar un procedimiento judicial. 
Además, para poder proponer pruebas en la vista he consultado el artículo 299 y siguientes de 
la LEC; en este caso, sólo propongo la documental aportada en el escrito de demanda de 
oposición, por el hecho de que ya queda claro con los documentos acompañados que el 
trabajador Bernat Pencaire no tenía poder mercantil para girar la letra de cambio, dado que no 
figura en el Registro Mercantil.  
Por mi parte, esta demanda de oposición me ha resultado relativamente asequible redactarla 
ya que anteriormente había realizado una correspondiente a los pagarés. No obstante, el 
ejercicio de determinar cuáles son los hechos a los que me podría oponer siempre otorga a la 
tarea una dificultad añadida. 
En definitiva, considero que mi forma de trabajar ha sido más precisa, puesto que ya me había 
encontrado en esta tesitura anteriormente con los pagarés y me he sentido más capacitada 
para exponer mis causas de oposición de manera más firme y precisa. No obstante, necesito 
seguir practicando y elaborar más demandas para adquirir mayor madurez y profesionalidad 





Octava reflexión –  Vista   
Con el objetivo de practicar y adquirir soltura para la simulación que íbamos a realizar 
posteriormente en la Escuela Judicial, se planificaron tres simulaciones previas a realizar en 
clase para enfocar de manera eficiente las preguntas, practicar la entonación para proyectar 
los contenidos con firmeza y respetar las formalidades así como los límites que un juicio 
cambiario conlleva.   
En relación a las preguntas elaboradas para el interrogatorio, se nos sugirió plantearlas de 
manera más incisiva y elaborada puesto que carecían de complejidad y no resultaban efectivas 
tanto para el interrogatorio de parte a la empresa Engranatges i Coixinets que fue propuesto 
por mi compañera Lydia, cuyo administrador único es Arnau Casanovas, como para la testifical 
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a Bernat Pencaire, el trabajador que giró la letra de cambio objeto del litigio, que fue 
propuesto por mí.  
Sin embargo, se nos comentó que podríamos alcanzar un resultado más satisfactorio y eficaz si 
Lydia propusiera también a Bernat Pencaire. Por este motivo, únicamente aporté la 
documental aportada en la demanda de oposición y, asimismo, trasladé las preguntas que creí 
oportunas tanto en el interrogatorio como en la testifical. 
El hecho de trabajar en equipo con todos los compañeros prestándonos ayuda unos a otros, 
proponiendo distintas perspectivas y manifestando opiniones e ideas para alcanzar un 
resultado coherente y a su vez con firmeza, fue una experiencia muy gratificante por el hecho 
que cada uno de nosotros aportó su granito de arena y jugó un papel determinante en el buen 
devenir de la tarea encomendada y, además, me aportó serenidad y seguridad para sentirme 
preparada y convencida de que podía desempeñar un buen papel el día que lo debiéramos 
exponer en la Escuela Judicial. A su vez, dicho modo de trabajo puede ser extrapolado como 
herramienta para la práctica profesional puesto que trabajar en equipo, escuchar buenos 
consejos y, en definitiva, generar debate con un objetivo común es la clave para lograr los 
objetivos propuestos de manera fructífera.  
Por otro lado, participar en la jornada propuesta en la Escuela Judicial y ponerme en la piel de 
una abogada me ha aportado seguridad e ilusión, dado que  he demostrado poder expresarme 
de manera clara, firme y directa delante de los demás compañeros en un escenario que genera 
presión e impone por primera vez y he podido transmitir todo lo que tenía planteado para la 
defensa de mi cliente, la compañía Engranatges i Coixinets, S.A. 
A nivel personal se han visto reconocidos mi esfuerzo y constancia para alcanzar el mejor 
resultado posible para la simulación y se ha resaltado como virtud mi capacidad de expresar 
con el timbre de voz adecuado, remarcando las palabras clave en el momento de trasmitir el 
mensaje. En contrapartida, debo mejorar mi tendencia a enfocar la vista hacia el papel en vez 
de mantener la mirada hacia al juez, ya que me había estudiado todo lo que debía decir y por 
lo tanto no necesitaba recurrir al soporte en papel.  
En definitiva, esta experiencia me ayudará en mi carrera profesional, puesto que conoceré 
como se elaboran los litigios, su procedimiento y las formalidades que conlleva. 
 
 
Novena reflexión –  Tutoría  
Con el objetivo de valorar el estado del portafolio en su conjunto y enmendar los errores 
cometidos así como destacar los aspectos positivos, se nos citó para tener una sesión de 
tutoría. 
En primer lugar, el aspecto que presentaba mi portafolio fue destacado por su buena presencia 
pero se remarcó que se requería una modificación en el enfoque de las reflexiones 
presentadas dado que carecían de valoración global y no cumplían con su esencia, centrándose 
principalmente en una mera descripción de las sesiones. Por este motivo, consulté un 
documento del campus virtual que explicaba de manera estructurada cuales eran los aspectos 
que cabían ser destacados en las reflexiones, indicando a qué preguntas debía responder a 
136
cada reflexión, hecho que me ha ayudado de forma notoria a mejorar su aspecto y, además, 
me ha permitido sacar una valoración más amplia de cada sesión ya que el hecho de 
considerar que aspectos me ha aportado cada tarea, cual ha sido mi actitud y mis fortalezas y, 
por otro lado, las dificultades que se me han ido cruzando por el camino, permiten adquirir 
conocimientos y rigor para los siguientes objetivos marcados en el devenir del proyecto.    
En relación a los documentos elaborados para cada litigio, no fueron comentados por lo que di 
por supuesto que su estructura y aspecto seguían la pauta establecida. 
Por otro lado, trasladé mi preocupación en relación a cómo preparar la defensa del TFG, 
debido a que el tiempo estipulado es bastante extenso y necesitaba ideas para estructurar 
como iba a enfocar mi exposición de manera eficiente. En este aspecto, por lo tanto, el diálogo 
mantenido con mi tutor me ha sido de gran ayuda. 
En relación al seguimiento de la elaboración del trabajo, considero que se deberían haber 
programado sesiones de tutoría periódicas para poder rectificar aquellos aspectos incorrectos 
y utilizar los consejos aportados para mejorar los futuros documentos a realizar respetando las 
formalidades que cada uno conlleva. El hecho de haber programado esta sesión al final de 
curso considero que ha generado dudas a lo largo del curso en relación a si estaba realizando 
el trabajo correctamente y, a su vez, conlleva un trabajo adicional ya que cada vez que quieres 
eliminar un documento del portafolio, se deben eliminar los documentos siguientes para 
poder mantener el orden establecido. 
A nivel personal, se destaco mi esfuerzo y perseverancia pero se me aconsejó adoptar una 
postura más flexible cuando se sugieren ideas u opiniones que se alejan de mi forma de 
pensar. En este sentido, considero que muestro una actitud abierta a recibir consejos pero, de 
todos modos, considero que la sugerencia me puede ayudar a plantear como trasladar mejor 
mis opiniones para que los demás se sientan que estoy receptiva a sus propuestas. Mi sentido 
autocrítico, perseverancia y ganas de mejorar me ayudaran a fortalecer estos aspectos 
destacados. 
En definitiva, la tutoría me ha sido enriquecedora a nivel personal y considero que me ayudará 
a nivel profesional a trabajar para aceptar las opiniones externas y utilizarlas para, junto con 
mis ideas, alcanzar el resultado óptimo. A su vez, me ha ayudado a plantearme formas para 
mejorar mi flexibilidad en situaciones que en una primera impresión no comparta y, he 
aprendido a redactar reflexiones que me ayudan a valorar mis fortalezas, mejorar mis 
debilidades y sacarle todo el jugo a las tareas que realice para enriquecerme y madurar 








Décima reflexión –  Conclusiones   
La elección de este trabajo final de grado de carácter más práctico junto con las prácticas 
curriculares realizadas el verano pasado en un despacho de abogados, me ha permitido 
asimilar y comprender en un sentido más amplio el trabajo que ejerce un abogado y, además, 
me ha permitido adquirir un criterio más definido y sólido en relación a mi vocación para la 
práctica jurídica. 
 
Por otro lado, dicho proyecto me ha requerido una gran implicación y una dedicación 
constante a lo largo de todo su desarrollo, puesto que he necesitado asentar las bases teóricas 
para poder, posteriormente, realizar cada una de las tareas con el rigor y la formalidad que 
cada uno de los documentos conlleva implícitos.  
 
En este sentido, las dos recesiones analizadas (Plácido y la Cambiale) me han sido de gran 
utilidad para entender el funcionamiento y las particulares de los títulos valores que, 
complementado con la información de los libros que he consultado, me han permitido tener 
un conocimiento riguroso para proceder con mayor eficacia en el desarrollo de los 
documentos requeridos. 
 
Asimismo, la mecánica estructural de trabajo que he adoptado, junto con el enfoque global 
adquirido a través del diálogo y debate con mis compañeros de clase me ha permitido 
conseguir un resultado óptimo en cada una de las tareas propuestas, hecho que ha significado 
poder conseguir realizar una defensa completa, rigurosa y bien enfocada para mi cliente. 
 
A su vez, considero que la realización de esquemas conceptuales de los diversos 
procedimientos estudiados me ha ayudado a sintetizar la información, siéndome de gran 
utilidad para conocer más estrictamente el funcionamiento de los procesos como herramienta 
para litigar sobre los títulos valores y los conceptos característicos de esta materia como es, 
por ejemplo, el protesto. 
 
Además, durante la realización del trabajo he recurrido a jurisprudencia referente a la materia 
de estudio en cada una de las tareas para atribuir a mis tesis un carácter más riguroso y 
fundamentado ayudándome, a su vez, a determinar la validez de las vías elegidas para mi 
análisis. 
 
A nivel personal, dicho trabajo me ha supuesto un reto en todo momento ya que me ha puesto 
en tesituras complejas y situaciones poco habituales para las que he debido exprimir mis 
conocimientos y encontrar vías de análisis y soluciones para alcanzar los objetivos marcados. 
Por ello, considero que me ha enriquecido personalmente, me ha motivado su desarrollo y me 
ha permitido adquirir unas bases sólidas y madurez necesaria para complementar mi 
formación para la práctica jurídica futura. A su vez, me ha permitido ver mis debilidades y 
reflexionar para mejorarlas. 
 
Finalmente, me gustaría destacar la funcionalidad del soporte digital utilizado, el portafolio, 
puesto que lo considero una herramienta útil para distribuir los distintos documentos en 
secciones y, a su vez, para unificar y atribuir un carácter completo y uniforme al trabajo de 
final de grado. 
 
En definitiva, ahora me encuentro en disposición de afirmar que la elección de dicho proyecto 
fue la acertada ya que me ha permitido aplicar todos los conocimientos adquiridos durante 
estos cuatro años de grado de forma práctica y más próxima a aquello que la práctica jurídica 
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EL LIBRAMIENTO DE LA LETRA DE CAMBIO 
 
 
Por virtud del libramiento, una persona, librador, ordena a otra, librado, el pago de una 
determinada cantidad de dinero escrita en la letra de cambio a una tercera persona, el 
tomador, en una fecha determinada o de vencimiento. Por lo tanto, la letra de cambio nos 
indica que nos encontramos frente a un documento mercantil que fija de modo claro las 
condiciones y la naturaleza del derecho que lleva incorporado, obligando a cualquier suscriptor 
de la misma a un rigor que no es común en los demás formatos de pago.  En consecuencia, el 
libramiento es la relación cambiaria que vincula al librador de la letra con el tomador de ésta.  
 
Por este motivo, el libramiento se refiere al nacimiento de la letra de cambio. Así pues, es una 
declaración cambiaria originaria, que sin él no existiría la letra de cambio.  
 
Por ello, en el libramiento de la letra de cambio participan tres personas concretas: el  librador, 
el librado y el tomador. El librador es la persona  que ordena el pago y debe firmar 
necesariamente,  el librado es la persona a la que se dirige la orden de pago y puede estar 
vinculado si acepta la letra convirtiéndose en el principal deudor cambiario y el tomador es la 
persona a la que el librador ordena al librado que pague y no está  vinculado si no realiza 
endoso sobre el título. 
 
Para librar la letra de cambio es imprescindible que en el documento  figuren los requisitos 
siguientes: la denominación de letra de cambio,  el mandato puro y simple de pagar una suma 
de dinero, el nombre del librado, la indicación del vencimiento, el lugar en que se ha de 
efectuar el pago,  el nombre de la persona a quien se ha de hacer el pago o a cuya orden se ha 
de efectuar, la fecha y el lugar en que la letra se libra y la firma del que emite la letra o librador 




Ante dichas formalidades, nos podemos centrar en un solo requisito obligatorio para poder 
librar la letra de cambio, el vencimiento. El vencimiento puede ser: a fecha fija, a un plazo 
contado desde la fecha, a la vista o a un plazo contado desde la vista (art. 38). Por lo tanto, 
quedando sancionada con la nulidad de la letra aquella que recoja una fórmula de vencimiento 
distinta a la expuesta en dicho artículo.  
Para conocer el formalismo del vencimiento en la obligación cambiaria nos debemos fijar en el 
sistema de la Ley Uniforme de Ginebra. Dicho sistema tiene prevista la omisión del requisito de 
la indicación del vencimiento, es decir, la letra que contenga una fórmula de fijación del 
término distinta de las previstas por la Ley será considerada nula. No obstante, si la letra no 
tiene cláusula de vencimiento, el legislador subsanará este olvido considerándola pagadera a la 
vista y, en consecuencia, se mantendría la validez de la letra. 
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Por otro lado, el vencimiento de la letra debe ser cierto, por cuanto el deudor cambiario no 
puede permanecer indefinidamente obligado. Además debe ser posible, indicando una fecha 
válida y única, es decir, tiene que ocurrir en un solo día. 
 
En primer lugar, el vencimiento a fecha fija es la fórmula que garantiza mayor precisión y, es 
por ello, que es la modalidad a la que más se recurre actualmente. El artículo 42 de la Ley 
cambiaria y del cheque, enuncia que cuando la letra sea pagadera a fecha fija en un lugar cuyo 
calendario difiera del utilizado en el lugar de emisión, el vencimiento se fijará ajustándose a 
fecha del lugar de pago.  
Asimismo, dicha modalidad acepta como válida la coincidencia entre el día de libramiento y 
emisión de la letra siendo, por lo tanto, la Ley, flexible y carente de limitaciones en este 
aspecto. 
Por otro lado, las fórmulas tradicionales, originarias de las fechas de pago de la empresa, se 
mantienen vigentes en relación a la citación de fechas. Es por ello, que la utilización de las 
expresiones “a primeros”, “a mediados” o “a finales” de mes sirven para referirse al día 1, 15 o 
el último del mes respectivamente. 
En definitiva, si la fecha de pago resulta indubitada, esta modalidad de vencimiento la 
considerará válida. 
 
En segundo lugar, el vencimiento a plazo contado desde la fecha determina la fecha de pago, 
computando el tiempo, tanto en días como semanas meses o trimestres, entre la fecha de 
libramiento y el último día del plazo establecido. 
Asimismo, con el objetivo de determinar el plazo de vencimiento, el legislador establece en los 
artículos 41, 42, 90 y 91  que en las letras de cambio libradas a uno o varios meses a partir de 
su fecha, el vencimiento se determinará computando los meses de fecha a fecha, 
entendiéndose que en caso de no existir día equivalente al del inicio del cómputo, el plazo 
expiraría el último día del mes. Además, dichos artículos establecen que en el cómputo no se 
excluyen los días inhábiles, pero en caso de serlo el día de vencimiento, se entenderá que la 
letra vence el siguiente primer día hábil. Por último, se establece que el día que sirva de punto 
de partida no computa en el plazo. 
 
En tercer lugar, en el vencimiento a la vista,  también denominado “a la prestación” o “al 
requerimiento”, según lo establecido en el artículo 39, la letra de cambio será pagadera a su 
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presentación. Asimismo, se establece que la letra deberá presentarse al pago dentro del año 
siguiente a su fecha de libramiento, con el objetivo de evitar que el acreedor cambiario pueda 
dilatar indefinidamente la presentación de la letra al cobro, pudiendo el librador, no obstante, 
acortar dicho plazo e incluso fijar uno más largo. En endosante, por su parte, debido a la 
obligación asumida de garantizar la aceptación y el pago frente a los tenedores posteriores, 
puede solamente abreviar el plazo legal de un año o el plazo fijado por el librador.  
Por otro lado, el plazo de un año se computa desde la fecha de creación de la letra, pudiendo 
el librador modificar la letra de partida para el cómputo del año, así como precisar que la letra 
no puede ser presentada al cobro con anterioridad a una fecha determinada.  
Por su parte, la Ley cambiaria no establece ningún tipo de sanción en caso de presentación 
anticipada, pudiendo el librador rehusar el pago sin que el tenedor pueda ejercer ninguna 
acción contra los demás obligados cambiarios. 
 
Por último, en el vencimiento a un plazo contado desde la vista, el tenedor no puede exigir el 
pago hasta que no haya expirado el plazo a computar desde su presentación quedando, el 
librado, advertido un período de tiempo antes del pago pudiendo, por lo tanto, tomar medidas 
para afrontarlo. 
Del mismo modo que en el vencimiento a la vista, al acreedor se le impone el mismo deber de 
presentación, pero en esta modalidad la letra conlleva una obligación de presentación a la 
aceptación, tal como se establece en el artículo 40. 
Por otro lado, en dicha modalidad, si el librado se niega al tiempo de aceptación a establecer 
una fecha, el tenedor dispondrá de la opción de levantar un protesto de la falta de designación 
de la fecha. Según el artículo 40, cualquier aceptación sin fecha, a falta de protesto, se 
considerará puesta el último día del plazo señalado para su presentación a la aceptación. 
Por su parte, el artículo 26, establece que el librador puede prohibir en la letra su presentación 
a la aceptación  a excepción que se trate de una letra girada a un plazo desde la vista, para las 
que el artículo 27 establece que la obligación de presentar dicho tipo de letras a aceptación 
tiene un plazo máximo de un año a partir de su fecha de emisión pudiendo, el librador, acortar 













Sumisión a Arbitraje 
Busqué jurisprudencia sobre la posibilidad de ir a Arbitraje en vez de a los Tribunales, dado que el cliente 
del primer caso nos preguntó en la entrevista si era posible.  
1) Audiencia Provincial de Castellón (Sección 3ª) Auto núm. 260/2004 de 5 octubre 
(JUR\2004\300831):“La sumisión al arbitraje es inapreciable dado que no está contemplada en el  último 
párrafo del artículo 67 de la Ley 19/1985, de 16 julio, dispone que: "Frente al ejercicio de la acción 
cambiaria sólo serán admisibles las excepciones enunciadas en este artículo". Por lo tanto, debemos 
entender forzosamente que en el juicio cambiario no cabe la invocación con éxito del previo convenio 
arbitral. La eventual admisión en el juicio cambiario de la excepción basada en la existencia de un 
convenio arbitral, privaría al tenedor de la letra del eficaz instrumento procesal que para la realización de 
su crédito cambiario, constituye el presente proceso especial, pues es claro que el árbitro carece de las 
facultades que al órgano jurisdiccional confieren los preceptos que disciplinan el proceso cambiario”. 
2) Audiencia Provincial de Sevilla, Auto núm.61/2007 19 de marzo: “Se declara la incompatibilidad de la 
sumisión a Arbitraje en títulos-valores, ya que estos documentos tienen fuerza ejecutiva y, por lo tanto, 
perderían los beneficios que conlleva el juicio cambiario, además quedarían adulterados en el Arbitraje”. 
  
Embargo preventivo de bienes en Juicio Cambiario 
Consulté jurisprudencia sobre la necesidad del embargo preventivo de bienes en el proceso cambiario, 
puesto que no tenía muchos conocimientos a cerca de ello.  
1) Sentencia del  Tribunal Supremo de 26 de julio de 1994 (RJ/1994/6784): “El embargo existe 
jurídicamente desde que la autoridad judicial lo decreta legalmente, con independencia de su anotación 
en el Registro, cuya anotación no puede condicionar su existencia, ni tener respecto de ella un valor 
constitutivo”. 
  
Prescripción de la acción cambiaria 
Busqué jurisprudencia sobre la prescripción dado que en el primer caso los dos pagarés han prescrito y, 
para saber cómo se debe resolver.  
1) Sentencia del Tribunal Supremo de 22 de enero de 1986 (RJ 1986/263): “El fundamento del instituto de 
la prescripción es la presunción de abandono por su titular del derecho que le asiste”. 
2) Sentencia de la Audiencia Provincial de Valladolid de 21 de febrero de 1997: “La acción ejercitada se 
haya prescrita por haber transcurrido el plazo de un año establecido en el párrafo segundo del artículo 88 
LCCH para el ejercicio de las acciones del tenedor contra endosantes y librador, pero se equivoca de 
nuevo, pues no es ese el plazo prescriptivo aplicable al caso de autos, sino de tres años fijado para las 
acciones contra el aceptante en el párrafo primero del mismo artículo, y ello tanto por la tan citada 
equiparación aceptante de la letra firmante del pagaré como porque el instituto de la prescripción al no 
venir fundado en criterios de justicia intrínseca, ha de ser objeto de una interpretación restrictiva, lo que 
supone que ante dos posibles plazos, debemos optar por aplicar el mayor de ellos”. 
3) Sentencia de la Audiencia Provincial de Almería (Sección 2ª) Sentencia núm. 234/2004 de 28 octubre 
(JUR\2005\58127): “la reclamación judicial mediante demanda interrumpe la prescripción siempre que los 
requisitos legales sean correctos”. 
4) Sentencia Audiencia Provincial de Zaragoza núm. 327/1998 de 20 mayo (AC\1998\866): “se produce la 
interrupción del plazo de prescripción por acta notarial de protesto y posterior acto de conciliación”. 
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Pagarés al Portador 
Consulté jurisprudencia a cerca de las formalidades que debe tener un pagaré y que, por lo tanto, el 
pagaré al portador no es propiamente un pagaré dado que carece de un requisito esencial.  
1) Sentencia de la Audiencia Provincial de Barcelona núm. 14/1994 de 16 de abril: “no cabe librar pagarés 
al portador ni endorsarlos ni entregarlos en mano sin constatarlo en el título, siendo necesario que figure 
la persona a quien haya de hacerse el pago o a cuya orden se haya de efectuar”. 
2) Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia (Sección 2º) de 13 de febrero (AC 1996/347):“el pagaré 
es un título nominativo a la orden, lo cual quiere decir que no puede emitirse al portador, ya que entre los 
requisitos señalados en el artículo 94 de la Ley Cambiaria, que resultan de obligado cumplimiento, el 
apartado 5º de dicho precepto exige el nombre de la persona a quien haya de hacerse el pago o a cuya 
orden se ha de efectuar”. 
3) Sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia (Sección 2º) núm. 615/1997 de 26 de abril: “los 
requisitos exigidos por la Ley Cambiaria y del Cheque para los títulos tienen naturaleza eminentemente 
formal y son exigidos “ad solemnitatem” y no “ad probationem”, por lo que de esta manera su falta excluye 
que el carácter de pagaré, letra de cambio o cheque”. 
  
Falta de legitimación pasiva 
Busqué jurisprudencia para fundamentar la excepción que expuse en la demanda de oposición del 
segundo caso. Dicha excepción es de fondo sobre la letra de cambio relativa a la falta de validez de la 
propia declaración cambiaria. 
1)Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil) de 9 de abril de 2012 núm. 2867/2012: “el firmante de 
una letra de cambio queda obligado en nombre propio si no consta que tiene poder”. 
2)Sentencia del Tribunal Supremo (Sala de lo Civil) de 6 de setiembre de 2013 núm. 4601/2013: “cita el 
artículo 9 de la Ley Cambiaria y del Cheque, haciendo referencia al hecho que, quien firma una letra de 




Busqué jurisprudencia sobre este fenómeno doctrinal para entender su funcionamiento, dado que mi 
compañera lo alegaba en el segundo caso y, además, para averiguar cómo podría exponer que el factor 
no tenía cabida en dicho caso. 
1) Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de noviembre de 1996 (RJ 8361): “Al factor mercantil, al no 
acreditarse y no constar con poder general, le corresponde la condición del notorio que prevé el artículo 
286 del Código de Comercio”. 
2) Sentencia de la Audiencia Provincial de Almería de 5 de noviembre de 1998: “Existe una presunción 
legal de que los contratos efectuados por el factor notorio se entienden hechos por cuenta de la sociedad 
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 EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 
 
TÍTULO Y - CRITERIOS GENERALES. 
 
Criterio 1 Libertad de honorarios y hoja de encargo 
Criterio 2 Ámbito de aplicación de los Criterios. 
Criterio 3 Información al cliente sobre los honorarios profesionales  
Criterio 4 Actuaciones incluidas a efectos de determinación de los honorarios  
Criterio 5 Condena cuestas  
Criterio 6 Bases para la fijación de los honorarios profesionales  
Criterio 7 Escalas para el cálculo de los honorarios profesionales 
Criterio 8 Intereses  
Criterio 9 Actualización monetaria  
Criterio 10 Complejidad  
Criterio 11 Determinación de la cuantía a efectos de cálculo de honorarios  
Criterio 12 Acumulación de actuaciones  
Criterio 13 Acumulación de acciones  
Criterio 14 Pluralidad de litigantes 
 
 
TÍTULO II - DISPOSICIONES COMUNES 
 
Criterio 15 Procesos con pretensiones de cuantía indeterminada  
Criterio16 Incidente de tasación de costas procesales  
Criterio 17 Recursos contra providencias y autos  
Criterio 18 Segunda instancia  
Criterio 19 Recursos de casación e infracción procesal  
Criterio 20 Recursos en interés de ley  
Criterio 21 Rescisión de sentencia a instancia del demandado rebelde  
Criterio 22 Revisión de sentencia o laudo arbitral firme  
Criterio 23 Actuaciones ante el Tribunal Constitucional 
 
 
TÍTULO III - ORDEN JURISDICCIONAL CIVIL 
 
Criterio 24 Subsidiariedad de los criterios reguladores de la orden jurisdiccional civil  
Criterio 25 Criterios generales de determinación de la cuantía por razón de la materia  
Criterio 26 Escalas aplicables  
Criterio 27 Actos de conciliación en sede judicial  
Criterio 28 Diligencias preliminares al juicio  
Criterio 29 Procedimiento monitorio  
Criterio 30 Juicio ordinario  
Criterio 31 Juicio verbal 
Criterio 32 Medidas cautelares e incidentes en general  
Criterio 33 Ejecución de títulos judiciales y no judiciales  
Criterio 34 Exequátur de resoluciones judiciales y laudos arbitrales extranjeros  
Criterio 35 Expedientes de jurisdicción voluntaria  
Criterio 36 Concurso de acreedores  






TÍTULO IV - ORDEN JURISDICCIONAL PENAL 
 
Criterio 38 Disposición general  
Criterio 39 Instrucción de la causa 
Criterio 40 Procedimiento abreviado  
Criterio 41 Juicio rápido  
Criterio 42 Juicios por violencia de género  
Criterio 43 Sumario ordinario 
Criterio 44 Procedimiento de la Ley del jurado  
Criterio 45 Juicio de faltas  
Criterio 46 Jurisdicción de menores  
Criterio 47 Responsabilidad Civil  
Criterio 48 Recurso de apelación  
Criterio 49 Recurso de casación 
Criterio 50 Recurso de revisión  
Criterio 51 Factores correctores en los procedimientos penales 
 
 
TÍTULO V - ORDEN JURISDICCIONAL SOCIAL 
 
Criterio 52 Conciliaciones en materia laboral  
Criterio 53 Reclamaciones de cantidad  
Criterio 54 Impugnación de sanciones disciplinarias  
Criterio 55 Reclamaciones por despidos y otras resoluciones contractuales  
Criterio 56 Reclamaciones a la Seguridad Social  
Criterio 57 Otros procesos laborales en conflictos individuales 
Criterio 58 Procedimientos en materia de conflictos colectivos  
Criterio 59 Ejecución de sentencias 
 
 
TÍTULO VI - ORDEN JURISDICCIONAL CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO 
 
Criterio 60 Medidas cautelares e incidentes  
Criterio 61 Procedimiento contencioso-administrativo  
Criterio 62 Procedimiento abreviado  












El artículo 39 de la Normativa de la abogacía catalana, aprobada mediante 
Resolución del Departamento de Justicia de la Generalitat de 
Catalunya, de 24 de marzo de 2009, publicada en el DOGC del 6 de 
abril de 2009, en clara sintonía con la normativa de libre competencia, 
a la cual queda sometida la abogacía en materia de honorarios 
profesionales, establece que los honorarios serán los que libremente 
pacten el abogado o la abogada  y el cliente, y 
recomienda expresamente la formalización del pacto alcanzado en materia 
de honorarios. 
 
Así, los honorarios son libres y no pueden quedar sometidos a ningún tipo 
de baremo. 
 
A su vez, el artículo 39 de la Ley 7/2006 establece, entre las funciones 
de los colegios profesionales, la de informar en los procesos judiciales 
y administrativos en los cuales se discutan cuestiones relativas a 
honorarios y aranceles profesionales. Esta función viene igualmente fijada en la legislación 
procesal y, entre otros, en el artículo 246.1 de la LEC. 
 
El cumplimiento de estas funciones que por imperativo legal 
corresponden a los colegios de abogados, hace necesario dotarlos de 
elementos que les permitan llevarlas a término de manera objetiva y 
efectiva. 
 
Ésta es la pretensión de este texto, que se convierte en necesario tanto 
al efecto que los colegios puedan desarrollar la función informadora 
prevista en la legislación vigente, como para la defensa del consumidor, 
ya que se constituye como un mecanismo efectivo de información que le 
permite conocer las posibles consecuencias económicas que tendría una 
condena en costas, tal como prevé el artículo 44.1 de la Normativa de la 
abogacía catalana. 
 
En el texto se mantienen como parámetros de fijación y determinación de 
los honorarios profesionales, el tiempo empleado, el trabajo 
efectivamente realizado, el grado de complejidad y la cuantía real del 
asunto, el grado de especialización requerido al profesional, la 
urgencia, el procedimiento de que se trate, así como el resultado 
obtenido. 
 
Por lo tanto, estos Criterios se configuran como pautas orientadoras de 
utilización interna por parte del colegio profesional, aplicables 
cuando haya una controversia sobre el importe de los 
honorarios profesionales y se le requiera la emisión de un dictamen 
sobre los honorarios. Por este motivo, quedan excluidas todas aquellas actuaciones 
profesionales que, por su naturaleza, no supondrán una condena en costas ni producirán 










Criterio 1. - Libertad de honorarios y hoja de encargo. 
 
1. - La cuantía de los honorarios profesionales es la libremente pactada entre el cliente y el 
letrado/da, respetando la normativa deontológica y en materia de libre competencia. La 
forma de retribución es igualmente la pactada libremente, incluso mediante un porcentaje 
sobre el resultado del pleito, y corresponde en todo caso al cliente asumir todos los gastos 
que se puedan derivar del encargo profesional. 
 
2. - La letrada o el letrado y el cliente pueden establecer los aspectos que consideren 
oportunos sobre los honorarios profesionales, como la forma y plazos de pago, las 
provisiones de fondo, las actuaciones judiciales y extrajudiciales incluidas, los criterios de 
cuantificación, la previsión de posibles incidencias o los gastos que corresponden a otros 
profesionales mediante presupuesto, hoja de encargo o contrato de arrendamiento de 
servicios, que no tiene que revestir ningún tipo de forma determinada. No obstante y a los 




Criterio 2. - Ámbito de aplicación de los Criterios. 
 
Estos Criterios tienen por finalidad establecer unas pautas orientadoras que permitan la 
fijación de los honorarios de los abogados/das cuando haya una controversia sobre su 
importe y sea necesaria la emisión por parte de los colegios profesionales de un dictamen en 
materia de honorarios profesionales. 
 
 
Criterio 3. - Información al cliente sobre los honorarios profesionales. 
 
Cuándo sea razonablemente previsible que los honorarios profesionales excedan de una 
cuarta parte del interés económico del litigio o asunto, el/la letrado/da tendrá que advertirlo al 
cliente antes de iniciar la actuación profesional y recoger el consentimiento del cliente por 
escrito. Igualmente y cuándo sea requerido al efecto por el cliente, el/la letrado/da tendrá 
que informar de los honorarios que previsiblemente le corresponderá pagar en caso de que 
sea condenado en costas. 
 
 
Criterio 4. - Actuaciones incluidas a los efectos de determinación de los honorarios. 
 
1. - Los criterios establecidos para el cálculo de los honorarios profesionales en los asuntos 
judiciales incluyen, de acuerdo con la normativa procesal vigente en el momento de hacer la 
actuación profesional, su completa tramitación en cada instancia, así como todas las 
actuaciones previas, preparatorias y necesarias. 
 
2. - Se consideran, no obstante, excluidos los recursos e incidentes que se puedan promover 







 Criterio 5. - Condena en costas. 
 
La expresa imposición de las costas procesales a una de las partes no exime a los litigantes, 
ya sea favorecido o condenado en costas, de la obligación de pagar los honorarios a su 
letrada o su letrado en la forma pactada. 
 
 
Criterio 6. - Bases para la fijación de los honorarios profesionales. 
 
La fijación de los honorarios profesionales requiere la ponderación de diversos elementos 
como el tiempo empleado, el trabajo efectivamente realizado, el grado de complejidad del 
asunto, la cuantía real del asunto, el grado de especialización requerido al profesional, la 
urgencia, el procedimiento de que se trate, así como el resultado obtenido, entre otros. Éstos 
se tienen que valorar de forma conjunta y poniéndose en relación entre sí, de manera que el 
resultado sea proporcionado y adecuado a las circunstancias concretas del asunto. 
 
 
Criterio 7. - Escalas para el cálculo de los honorarios profesionales. 
 
A los efectos de determinación de los honorarios derivados de procedimientos judiciales en 
todos los órdenes jurisdiccionales, se establecen cuatro escalas aplicables sobre la base de 
cálculo que corresponda en cada caso y según el tipo de procedimiento y la materia. En 
ningún caso el primer acumulado de cada escala se tomará como importe de los honorarios 
cuando el resultado de aplicar sobre la base de cálculo el porcentaje que corresponda le sea 




Base  Escala 1   Acumulado Escala 2 
  
 
 Acumulado Escala 3 
  
 




Hasta 3.000 € 10,00% 300 15,00% 450 20,00% 600 30,00% 900
Hasta 20.000 € 8,00% 1.660 12,00% 2.490 15,00% 3.150 20,00% 4.300
Hasta 50.000 € 7,00% 3.760 9,00% 5.190 11,00% 6.450 15,00% 8.800
Hasta 100.000 € 4,00% 5.760 5,00% 7.690 8,00% 10.450 10,00% 13.800
Hasta  300.000 € 2,00% 9.760 2,50% 12.690 4,00% 18.450 7,00% 27.800
Hasta 600.000 € 1,00% 12.760 1,00% 15.690 2,00% 24.450 5,00% 42.800
Hasta 1.500.000 € 0,50% 17.260 0,75% 22.440 1,50% 37.950 3,00% 69.800
El exceso 0,25% 0,30% 0,50% 0,60% 
 
 
Criterio 8. - Intereses. 
 
Salvo los casos especiales previstos en estos criterios, se pueden incluir en la base de 
cálculo los intereses cuando consten aprobados judicialmente y siempre que hayan sido 




Criterio 9. - Actualización monetaria. 
 
Los honorarios recomendados por estos Criterios se pueden actualizar mediante la 
aplicación del incremento del IPC de Cataluña. 
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 En los asuntos en que la minuta se confeccione dentro de la misma anualidad en que se 
hayan iniciado las actuaciones no se tiene que aplicar la actualización monetaria. Cuando 
haya transcurrido una o más anualidades, se aplicará el anterior IPC que corresponda desde 
el inicio de las actuaciones profesionales, computado de forma acumulativa, con carácter 
mensual, hasta la fecha de redacción de la minuta. Cuando estos honorarios estén fijados 
mediante una cuantía fija, la actualización monetaria se aplicará sobre la misma cuantía y 
desde la fecha de entrada en vigor de los Criterios. Los honorarios que resulten de aplicar la 
escala correspondiente sobre la base de cálculo se tienen que actualizar desde la fecha de 
inicio del procedimiento o incidente, a menos que en las actuaciones conste otra cuantía que 
ya esté actualizada con respecto a la fijada al inicio del mismo procedimiento o incidente. 
 
 
Criterio 10. - Complejidad. 
 
Cuando en un procedimiento concurran circunstancias que por su naturaleza supongan una 
especial complejidad, como la prueba practicada, la materia que se trate, el número de 
litigantes, la especialización exigida, las acciones ejercitadas, el fondo del asunto, el número 
de sesiones de las vistas u otras análogas, los honorarios resultantes de aplicar la escala 
sobre la base de cálculo se podrán incrementar hasta un máximo de un 50%, siempre que 
se justifiquen por el minutante las concretas circunstancias determinantes de la complejidad 
alegada del asunto, teniendo en cuenta de forma ponderada y moderada los parámetros 
establecidos por el criterio 6. 
 
 
Criterio 11. - Determinación de la cuantía a los efectos de cálculo de honorarios. 
 
1. - En caso de estimación de las acciones ejercitadas, se recomienda que la cuantía del 
asunto a los efectos de cálculo de los honorarios en una tasación de costas venga 
determinada por el importe de la condena. Y en caso de desestimación, por la suma de las 
cuantías propias de cada una de las pretensiones, de acuerdo con la cuantía fijada o 
aceptada por las partes en el procedimiento, sin perjuicio de las reglas de determinación de 
la cuantía contenidas en estos Criterios según la materia que se trate. 
 
2. - A efectos de honorarios a cargo del propio cliente, se recomienda que la cuantía del 
asunto venga determinada por las reglas siguientes: 
 
a) Supuestos de estimación íntegra de las pretensiones formuladas: se recomienda 
tomar como base la condena fijada en la sentencia. No obstante, respecto de los 
honorarios de la letrada o letrado de la parte condenada, la base no podrá 
sobrepasar el 50%. 
 
b) Supuestos de desestimación íntegra de las pretensiones formuladas: se 
recomienda tomar como base la cuantía reclamada en la demanda. No obstante, en 
los honorarios de la letrada o letrado de la parte reclamante la base no podrá 
sobrepasar el 50%. 
 
c) Supuestos de estimación parcial de las pretensiones formuladas: 
 
 
c.1) En cuanto a los honorarios del letrado/da de la parte reclamante, se recomienda 
tomar como base el importe de la condena fijada en la sentencia. Cuando ésta sea 
inferior al 50% de la cuantía reclamada en la demanda, se puede tomar este 
porcentaje sobre la misma, siempre que la pretensión no se considere temeraria. 
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 c.2) Respecto de los honorarios del letrado/da de la parte condenada, se recomienda 
tomar como base la cuantía resultante de la diferencia entre la cantidad reclamada y 
la fijada en la sentencia, sin que pueda sobrepasar el 50% de la cuantía reclamada 
en la demanda. 
 
 
3. - A los efectos de cálculo de los honorarios derivados de un procedimiento incidental o 
recurso, la cuantía vendrá determinada por aquello que constituya el interés y objeto propio 
del incidente o recurso, aunque pueda no coincidir con la cuantía del procedimiento principal. 
 
 
Criterio 12. - Acumulación de actuaciones. 
 
Se minuta de forma separada cada periodo o fase de los procesos llevados a cabo hasta la 
acumulación y desde ésta se minuta de forma conjunta, sumando las cuantías propias de 
cada una de las pretensiones. 
 
 
Criterio 13. - Acumulación de acciones. 
 
Cuándo en un mismo procedimiento se ejerciten de forma acumulada por una misma parte 
diversas acciones, se sumarán todas sus cuantías y sobre el resultado conjunto se aplicará 
la escala que corresponda. 
 
 
Criterio 14. - Pluralidad de litigantes. 
 
1. - Cuando en un mismo procedimiento en el cual se ejerciten pretensiones solidarias 
recaiga condena en costas a favor de diversos litigantes que hayan comparecido bajo 
diferente dirección letrada, se recomienda que se calcule una sola minuta con la base 
correspondiente a la suma de las pretensiones ejercitadas y que el resultado se incremente 
en un porcentaje del 10% por cada letrado/da sin contar el primero y hasta el límite del 60%. 
El resultado así obtenido será el importe total de la minuta, que será prorrateada entre todos 
los letrados y letradas favorecidos/das por la condena en costas. 
 
2. - Este incremento porcentual será igualmente aplicable en los casos de cálculo de una 
sola minuta a cargo de una pluralidad de interesados que hayan comparecido con diferente 






TÍTULO II - DISPOSICIONES COMUNES 
 
 
Criterio 15. - Procesos con pretensiones de cuantía indeterminada. 
 
Para el cálculo de los honorarios en los procedimientos de cuantía indeterminada, se 
recomienda tomar como base la cifra de 30.000 € con carácter general para cada pretensión 
cuya cuantía no se pueda determinar, sin perjuicio de lo que se establece en criterios 
especiales dependiendo del tipo de procedimiento que se trate o por razón de la materia. 
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Criterio 16. - Incidente de tasación de costas procesales. 
 
1. - Para los incidentes de impugnación de la tasación de costas por indebidas o excesivas 
se recomienda calcular los honorarios aplicando la escala 1 del criterio 7 sobre el importe 
de la partida o partidas impugnadas y, por lo tanto, controvertidas, con un incremento de 150 
€ cuando se celebre vista. En caso de estimación de la impugnación de costas por 
excesivas, la base de cálculo vendrá determinada por la diferencia entre la cuantía de la 
partida o partidas impugnadas y la definitivamente fijada en la tasación. En caso de que se 
desestime la impugnación, la base de cálculo será la diferencia entre el importe de la partida 
o partidas impugnadas y lo que el impugnante consideró correcto, a menos que el 
impugnante no haya manifestado el importe considerado correcto, en cuyo caso la base será 
la totalidad de la partida impugnada.  
 
2. - Si el/la letrado/da del litigante favorecido por la condena en costas rebaja de forma 
expresa el importe de su minuta en el trámite de oposición a la impugnación de contrario, se 




Criterio 17. - Recursos contra provisiones y autos. 
 
1. - Por la interposición o impugnación en todos los órdenes jurisdiccionales, cuándo no haya 
una regulación específica, de recursos de reposición, reforma, queja y súplica contra los 
autos, providencias, diligencias de ordenación u otras resoluciones que no pongan fin a la 
instancia, así como el recurso de apelación o su oposición contra el mismo resolviendo los 
recursos mencionados, se recomiendan unos honorarios de 300 €. 
 
2. - Por la interposición de una petición de aclaración de cualquier resolución judicial o 
arbitral se recomienda minutar 150 €. 
 
 
Criterio 18. - Segunda instancia. 
 
1. - Para todas las actuaciones correspondientes a la segunda instancia, que no tengan una 
especial regulación en materia de honorarios, en todos los órdenes jurisdiccionales y tipo de 
procedimientos, incidentes, medidas cautelares, cuestiones de competencia, diligencias 
preliminares o ejecuciones de sentencias o laudos y otros títulos ejecutivos, se recomienda 
minutar el 50% de lo que correspondería para la primera instancia, en aplicación de estos 
criterios, sobre las pretensiones que sean objeto de la apelación. 
 
2. - En cualquier caso, los honorarios resultantes se podrán incrementar en un 20% por la 
celebración de vista en segunda instancia, se practique o no prueba. 
 
 
Criterio 19. - Recursos de casación e infracción procesal 
 
1. - En los recursos de casación y extraordinario por infracción procesal que no tengan una 
especial regulación se recomienda minutar el 40% de lo que correspondería a la primera 
instancia, en aplicación de estos criterios, sobre las pretensiones objeto de impugnación. En 
caso de que se celebre la vista, los honorarios resultantes se podrán incrementar un 20%. Si 
el recurso no se admite o se declara desierto, por el escrito de interposición y la impugnación 
previa a la sustanciación del recurso se podrá minutar el 20% de lo que correspondería por 
la tramitación completa. 
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 2. - Cuando se formulen de forma conjunta ambos recursos de casación e infracción 
procesal contra una misma resolución, se recomienda que los honorarios totales a cargo de 
una misma persona no excedan del equivalente a los que corresponden a la primera 
instancia, en aplicación de estos criterios. 
 
 
Criterio 20. - Recurso en interés de ley. 
 
Se recomiendan unos honorarios de 1.500 €. 
 
 
Criterio 21. - Rescisión de sentencia a instancia del demandado rebelde. 
 
Se recomienda aplicar la escala 3 del criterio 7 tomando como base la cuantía del proceso 
en que se haya dictado la sentencia que se pretenda rescindir. Si el tribunal acuerda la 
rescisión de la sentencia firme, las sucesivas actuaciones procesales se podrán minutar de 
forma separada, de acuerdo con los criterios que resulten aplicables en función de la 
naturaleza del juicio. 
 
 
Criterio 22. - Revisión de sentencia o laudo arbitral firme. 
 
Se recomienda aplicar la escala 3 del criterio 7 tomando como base la cuantía litigiosa del 
proceso en que se haya dictado la sentencia o laudo que se pretenda rescindir. Si el tribunal 
acuerda la rescisión de la sentencia o laudo arbitral firme, las sucesivas actuaciones 
procesales se podrán minutar de forma separada, de acuerdo con los criterios que resulten 
aplicables en función de la naturaleza del juicio. 
 
 
Criterio 23. - Actuaciones ante el Tribunal Constitucional. 
 
Por la completa tramitación del recurso de inconstitucionalidad se recomiendan unos 
honorarios de 900 €, y por el escrito de alegaciones en cuestión de inconstitucionalidad se 
recomiendan unos honorarios de 450 €. 
 
Por la tramitación de cualquiera de las modalidades del recurso de amparo constitucional o 
conflictos negativos o de competencias, se recomiendan unos honorarios de 1.500 €. Si se 
admite prueba se incrementarán estos honorarios en un 10%, y se aplicará igual incremento 
si se produce acumulación. Si el recurso no es admitido, se recomienda percibir el 50% de 
los honorarios correspondientes. Los letrados que dirijan el demandado o el coadyuvante 




Por toda la tramitación del incidente de suspensión del acto administrativo de los poderes 
públicos por el cual se formula el recurso de amparo se puede percibir el 20% de los 
honorarios correspondientes al recurso. En caso de incidentes sobre indemnización por 
causa en los daños derivados de la denegación o concesión de la suspensión del acto 







TÍTULO III - ORDEN JURISDICCIONAL CIVIL 
 
 
Criterio 24. - Subsidiariedad de los criterios reguladores de la orden jurisdiccional 
civil. 
 
Los criterios en materia de honorarios del ámbito jurisdiccional civil son de aplicación 




Criterio 25. - Criterios generales de determinación de la cuantía en razón de la materia. 
 
Sin perjuicio de la cuantía fijada por las partes en el proceso, que será prevalente en caso de 
tasación de costas siempre que no contradiga estos criterios, las reglas para determinarla, a 
los solos efectos de cálculo de honorarios, son las siguientes:  
 
a) Reclamación de cantidad: se recomienda tomar como base de cálculo lo que resulte del 
criterio 11. 
 
b) Obligaciones de hacer o no hacer: se recomienda tomar como base el coste de aquello 
que se pida y en su caso, el importe de los daños y perjuicios derivados del incumplimiento. 
Si no puede ser evaluado económicamente, se recomienda una base de 20.000 €. 
 
c) Tercerías de dominio y de mejor derecho: en las tercerías de dominio se recomienda 
tomar como base el valor del bien o del crédito si éste es inferior, y en las tercerías de mejor 
derecho, el importe del crédito. 
 
d) Procedimientos sobre arrendamientos: en todos los procedimientos arrendaticios que 
tengan por objeto la resolución del contrato y recuperación de la posesión del bien, incluidos 
los procedimientos de desahucio por precario, se recomienda tomar como base de cálculo 
una anualidad de renta contractual o de renta actualizada o de finca análoga cuando se trate 
de un contrato de renta antigua. 
 
Cuando se ejerciten de forma acumulada acciones de desahucio por falta de pago y 
reclamación de rentas debidas, la base de cálculo será de una anualidad de renta más la 
cantidad reclamada en concepto de rentas debidas hasta su consignación o pago o, en su 
caso, hasta la recuperación de la posesión. 
 
En los procedimientos en los cuales se ejercitan otras acciones arrendaticias, como 
repercusión por obras y realización de obras de conservación, se recomienda tomar como 
base el interés litigioso si es evaluable económicamente, y si no lo fuera, una anualidad de 
renta. Por las pretensiones de revisión de la renta se recomienda tomar como base tres 
anualidades de la diferencia controvertida. 
 
En los supuestos de enervación de la acción de desahucio producida hasta dos días antes 
del juicio, se recomiendan unos honorarios del 40% de lo que resultaría en caso de 
celebrarse el juicio. Si la enervación se plantea dentro de los dos días previos al juicio, se 
recomienda minutar la totalidad del procedimiento. 
 
e) Procedimientos derivados de la normativa en materia de propiedad horizontal: en 
los procedimientos tramitados por actividades molestas, nocivas, insalubres o ilícitas se 
recomienda tomar como base el interés litigioso, siempre que sea evaluable 
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económicamente, teniendo en cuenta los factores siguientes: a) el coste económico del 
cese; b) el importe de los daños y perjuicios reclamados; c) la renta que se tendría que pagar 
por una finca análoga durante el tiempo de privación del uso de la vivienda o local, si la 
acción de privación se hubiera ejercitado contra su propietario; d) la renta que se tendría que 
pagar durante un año por una vivienda o local de características similares si la acción de 
privación se hubiera ejercitado contra un poseedor que no sea propietario. Si no pudiera ser 
evaluada económicamente, se recomendaría tomar como a base de cálculo 20.000 €. 
 
En el resto de procedimientos, incluyendo la impugnación de acuerdos de la junta de 
propietarios, se recomienda tomar como base el interés litigioso, si éste es evaluable 
económicamente y, en caso contrario, una cuantía indeterminada de 10.000 €. 
 
 
f) Procedimientos derivados del artículo 41 de la Ley Hipotecaria: se recomienda tomar 
como base el 10% del valor del bien fijado po las partes y en su defecto, el fijado a la 
sentencia. 
 
g) Retractos: se recomienda tomar como base el precio declarado de la adquisición. 
 
h) Interdictos: en los interdictos de retener, recobrar y adquirir la posesión se recomienda 
tomar como base el 10% del valor del bien o derecho fijado por las partes y en su defecto el 
determinado a la sentencia. En los interdictos de obra ruinosa se recomienda tomar como 
base el valor de la obra de la cual se pretende la demolición y, con respecto al interdicto de 
obra nueva, un 10% del valor del presupuesto de la obra como máximo, siempre que esté 
determinado. En defecto de valoración del bien o derecho, se recomienda tomar como base 
una cuantía de 10.000 €. 
 
i) Censos: se recomienda tomar como base el precio de redención del censo. 
 
j) Procedimientos matrimoniales y pares de hecho: 
 
En las medidas provisionales previas y coetáneas y en los procedimientos de separación y 
divorcio de mutuo acuerdo, se recomienda tomar como base el resultado de aplicar las 
reglas siguientes: 
 
- Prestaciones periódicas: 12 mensualidades de las pretensiones periódicas económicas. 
- Guarda y custodia y régimen de visitas: una cuantía indeterminada de 5.000 €. 
- Uso del domicilio conyugal: una anualidad de renta de finca análoga y, a falta de 
determinación, una cuantía de 5.000 €. 
 
En los procedimientos de separación y divorcio contencioso, modificación de medidas 
definitivas, nulidad civil del matrimonio, reclamación de alimentos y guarda y custodia de 
hijos menores, se recomienda tomar como base la resultante de aplicar las reglas siguientes: 
 
- Prestaciones periódicas: 2 anualidades de la prestación objeto de la controversia, a menos 
que la sentencia fije un periodo inferior, caso en el cual la cuantía será el importe total de las 
pretensiones económicas objeto de controversia. 
- Guarda y custodia y régimen de visitas: una cuantía indeterminada de 10.000 €. 
- Uso del domicilio conyugal: una anualidad de renta de finca análoga y, a falta de 
determinación, una cuantía de 10.000 €. 
 
En cualquier caso, en todos estos procedimientos se tienen que sumar las pretensiones que 
sean objeto de controversia de acuerdo con las cuantías establecidas en estos criterios, sin 
perjuicio de lo que resulte del procedimiento de división patrimonial. 
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 Respecto al procedimiento de nulidad eclesiástica, se recomienda tomar como base una 
cuantía indeterminada de 30.000 € y para la dispensa de matrimonio rato y no consumado 
se recomienda minutar 1.000 €. Cuando se pida sólo el reconocimiento de la eficacia civil de 
resoluciones dictadas por tribunales eclesiásticos, se recomienda minutar 500 €. 
 
k) Procedimientos sobre capacidad o filiación: en todos los procedimientos de 
prodigalidad, filiación, paternidad o maternidad, o prórroga de la patria potestad, se 
recomienda tomar como base una cuantía indeterminada de 20.000 €. En los procedimientos 
sobre capacidad de las personas se recomienda tomar como base una cuantía 
indeterminada de 12.000 €. 
 
 
l) Oposición a resoluciones administrativas en materia de menores: se recomienda 
tomar como base una cuantía indeterminada de 20.000 €. 
 
ll) Procedimientos relativos a la división judicial de patrimonios, de herencias y 
división de la cosa común: se recomienda tomar como base de cálculo el valor de los 
bienes o derechos adjudicados a la parte que defienda al letrado minutante, teniendo en 
cuenta siempre el objeto de controversia. 
 
m) Impugnación de acuerdos sociales: cuando la impugnación se refiera a partidas 
concretas de las cuentas anuales se recomienda tomar como a base de cálculo el importe de 
la partida o partidas impugnadas. Si se impugnan en su conjunto las cuentas anuales de un 
ejercicio y esta impugnación no obedece sólo razones meramente formales, sino de fondo, 
se podrá tomar como a base de cálculo de los honorarios el capital social más las reservas 
menos las pérdidas; todo eso referido al ejercicio concreto y siempre que el resultado no sea 
objetivamente desproporcionado. 
 
Cuando los acuerdos sociales objeto de impugnación no tengan una cuantía determinada, 
se recomienda tomar como base 30.000 €.  
 
n) Impugnación de laudos arbitrales: se recomienda tomar como base el importe de la 
condena del laudo y si éste es totalmente absolutorio, no se pronuncia sobre la controversia 
o el pronunciamiento es de cuantía indeterminada, se recomienda tomar como base la 
cuantía de 20.000 €. 
 
o) Concurso de acreedores: se recomienda que el letrado del acreedor instante del 
concurso y el del deudor tomen como base el importe del pasivo de la lista definitiva de 
acreedores, o bien la estimación inicial del pasivo si la lista no está confeccionada. Se 
recomienda que los letrados de los acreedores tomen como base la cuantía de su crédito 
respectivo. Para el letrado del deudor en el concurso de acreedores necesario y para el 
letrado de la administración concursal se recomienda como base el 75% del pasivo del 
concurso. 
 
En caso de que el concurso necesario fuera desestimado, se recomienda que la base de 
cálculo esté constituida por el importe del crédito del acreedor instante del concurso. 
 
En caso de acumulación de concursos, se recomienda tomar como base la suma de los 





 Criterio 26. - Escalas aplicables. 
 
En función del tipo de procedimiento y por razón de la materia, se recomienda aplicar la 
escala que corresponda del criterio 7 de acuerdo con las reglas siguientes: 
 
a) Escala 1: actos de conciliación; incidentes sin oposición; medidas cautelares sin 
oposición; cuestiones de competencia; mera formulación de la demanda de ejecución 
provisional y definitiva de títulos judiciales y no judiciales; vía de apremio; petición inicial de 
procedimiento monitorio y redacción del convenio regulador en los procedimientos de 
separación matrimonial y divorcio de mutuo acuerdo. 
 
b) Escala 2: procedimientos de ejecución provisional y definitiva de títulos judiciales y no 
judiciales sin oposición; juicio cambiario sin oposición; medidas provisionales en 
procedimientos matrimoniales; negociación y redacción del convenio regulador en 
procedimiento de separación matrimonial y divorcio de mutuo acuerdo; exequátur de 
resoluciones judiciales y laudos arbitrales extranjeros; incidentes y medidas cautelares con 
oposición; designación y remoción de árbitros; incidentes concursales, y expedientes de 
jurisdicción voluntaria. 
 
c) Escala 3: juicios verbales; ejecución provisional y definitiva de títulos judiciales y no 
judiciales con oposición; juicio cambiario con oposición; modificación de medidas definitivas 
en procedimientos matrimoniales; separación y divorcio contencioso; reclamación de 
alimentos, guarda y custodia de los hijos menores y parejas de hecho; desahucios; tercerías; 
interdictos; exequátur; procedimiento sobre capacidad y filiación; oposición a las 
resoluciones administrativas en materia de menores y necesidad de asentimiento en la 
adopción, y procedimientos de división de patrimonio y herencia. 
 
d) Escala 4: juicios ordinarios; procedimientos concursales; nulidad civil y eclesiástica del 
matrimonio; retractos; censos, y procesos arbitrales. 
 
 
Criterio 27. - Actos de conciliación en sede judicial. 
 
1. - Por la redacción de la demanda de conciliación se recomienda minutar 250 €. 
 
2. - Además, por la asistencia al acto de conciliación se recomienda minutar 150 €, o bien 
300 € cuando el acto de conciliación finalice con avenencia. 
 
 
Criterio 28. - Diligencias preliminares al juicio. 
 
Por las actuaciones que se deriven de la solicitud de una diligencia preliminar se recomienda 
minutar unos honorarios de 350 €. En caso que se formule oposición en la práctica de la 
diligencia preliminar, se recomienda incrementar los honorarios en un 100%. 
 
 
Criterio 29. - Procedimiento monitorio. 
 
1. - Por la petición inicial del procedimiento monitorio se recomienda aplicar la escala 1 del 
criterio 7 sobre la base constituida por la cuantía reclamada y con unos honorarios 
recomendados de 270 €, cuando el importe resultante sea inferior. 
 
2. - Por la formulación del escrito de oposición se recomienda minutar 270 €. 
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 3.- Una vez se haya presentado el escrito de oposición, se recomienda minutar 
separadamente las actuaciones correspondientes al proceso declarativo que se siga, de 
acuerdo con el criterio 30 si es un juicio ordinario, o el criterio 31 si es un juicio verbal. 
 
4. - En caso de que el deudor requerido no pague ni comparezca, se recomienda minutar de 




Criterio 30. - Juicio ordinario. 
 
1. - Por la intervención en el juicio ordinario y en los procedimientos que sigan los trámites 
del juicio ordinario y no tengan un criterio específico, hasta la resolución definitiva que pone 
fin a la primera instancia, se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7, tomando como 
base de cálculo la cuantía del proceso de acuerdo con las reglas del criterio 11. 
 
2. - Se recomienda imputar el cálculo de honorarios de la manera siguiente: 
 
a) Periodo de alegaciones: 40%. 
b) Audiencia previa: 30%. 
c) Juicio y, si ocurre, diligencias finales: 30%. 
 
3.- Si se formula reconvención, la base de cálculo de honorarios será la suma de las 
pretensiones objeto de demanda principal y reconvencional, y se aplicará la escala 
recomendada en el apartado anterior. Además, eso será aplicable a los supuestos en que 




Criterio 31. - Juicio verbal. 
 
1. – Por la intervención en el juicio verbal y en los procedimientos que sigan los trámites del 
juicio verbal y no tengan un criterio específico, hasta la resolución definitiva que pone fin a la 
primera instancia, se recomienda aplicar la escala 3 del criterio 7, tomando como base la 
cuantía del proceso determinada de acuerdo con las reglas del criterio 11. 
 
2. - Se recomienda que los honorarios del abogado/da de la actora se imputen de la manera 
siguiente: 
a) Demanda y, si ocurre, las actuaciones previas a la vista: 40%. 
b) Vista: 60%. 
 
3. - Con respecto al abogado/da de la parte demandada, se recomienda imputar sus 
honorarios íntegramente a su actuación a la vista. 
 
4. - Si se formula reconvención, la base de cálculo de honorarios será la suma de las 
pretensiones objeto de demanda principal y reconvencional, y se aplicará la escala 
recomendada en el apartado anterior. Sin embargo, eso será aplicable a los supuestos en 
que las alegaciones o excepciones del demandado se tramiten en la forma prevista para la 
reconvención. 
 
5. - En caso que el demandante renuncie a la acción o desista del procedimiento, se 
recomienda que el abogado/da de la parte demandada devengue el 25% de los honorarios 
correspondientes al juicio verbal cuando la renuncia o el desistimiento se comuniquen al 
demandado, a su procurador o procuradora, o a su abogado o abogada dentro de los cinco 
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primeros días posteriores a la citación para la vista. Si la comunicación de la renuncia o del 
desistimiento se efectúa cuando ya ha transcurrido el plazo mencionado, pero antes de que 
se celebre la vista, se recomienda que devengue el 50%. Estas recomendaciones también 
serán aplicables cuando el demandado renuncie a la acción que hubiera podido ejercitar en 
la demanda reconvencional, o cuando desista de la reconvención. 
 
 
Criterio 32. - Medidas cautelares e incidentes en general. 
 
1. - Por la intervención en medidas cautelares e incidentes en general que tengan un 
contenido económico propio y determinado y en las cuales no se formule oposición, se 
recomienda aplicar la escala 1 del criterio 7 sobre la cuantía propia del incidente, o bien la 
escala 2 del criterio 7 en caso de que haya oposición. 
 
2. - Cuando la medida cautelar o incidente no tenga un contenido económico propio y 
determinado, se recomienda aplicar las escalas anteriores, según se formule o no oposición, 
sobre la cuantía del procedimiento principal. No obstante, cuando la cuantía del 
procedimiento principal sea superior a la base recomendada por el criterio 15 para los 
procedimientos de cuantía indeterminada, se tomará como base de cálculo esta última cifra. 
 
 
Criterio 33. - Ejecución provisional y definitiva de títulos judiciales y no judiciales, auto 
de cuantía máxima, ejecución de bienes hipotecados y pignorados y juicio cambiario. 
 
1. - Por la demanda y el resto de actuaciones hasta al inicio de la vía de apremio, cuando no 
hubiera oposición, se recomienda minutar el resultado de aplicar la escala 2 del criterio 7 
sobre la base de cálculo constituida por la cuantía por la cual se haya despachado 
ejecución, incluyendo los intereses y costas. 
 
2. - Cuando se formule oposición a la ejecución provisional o definitiva, ya sea por motivos 
procesales o de fondo, se recomienda aplicar sobre la base de cálculo la escala 3 del 
criterio 7, o bien la escala 2 cuando se formule oposición a actos concretos de ejecución. Si 
se formula oposición por ambos motivos (procesal y de fondo) y todas dos oposiciones se 
estimaran o desestimaran con costas, los honorarios derivados de la oposición por motivos 
formales no podrán superar el 20% de los que corresponderían a la oposición por motivos de 
fondo. 
 
3. - Por la mera formulación de la demanda, se recomienda aplicar sobre la base de cálculo 
constituida por la cantidad despachada la escala 1 del criterio 7. 
 
4. - Por la vía de apremio, hasta la subasta de los bienes embargados, se recomienda 
minutar, además, el resultado de aplicar la escala 1 del criterio 7 sobre la cuantía por la 
cual se despache ejecución en vía de apremio de acuerdo con la distribución siguiente: 
 
- Por las diligencias practicadas desde el inicio del procedimiento de apremio hasta la 
petición de la entrega o de realización de bienes embargados, se devengará el 50% 
del resultado de la escala. 
 
- Por las restantes diligencias del procedimiento de apremio hasta la celebración de 
subasta incluida, se devengará el 50% restante. 
 
5. - En los supuestos de enervación de la ejecución dirigida contra la vivienda familiar 
especialmente hipotecada, se recomienda minutar un 20% de los honorarios que 
corresponderían por la tramitación completa del procedimiento. Cuando se hubiera señalado 
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fecha de subasta, este porcentaje se podrá incrementar hasta el 40%. En ningún caso el 
importe de los honorarios podrá superar la cuantía de la enervación. 
 
 
Criterio 34. - Exequátur de resoluciones judiciales y laudes arbitrales extranjeros. 
 
Por la solicitud de exequátur se recomienda minutar lo que resulte de aplicar el la 
escalera|escala 2 del criterio 7 sobre la cuantía del asunto. En el caso de concesión del 
exequátur, se recomienda minutar las actuaciones sucesivas a la ejecución de manera 
separada, de acuerdo con lo que prevé el criterio correspondiente. 
 
 
Criterio 35. - Expedientes de jurisdicción voluntaria. 
 
1. - En los procedimientos de jurisdicción voluntaria que no se conviertan en contenciosos, 
se recomienda aplicar la escala 2 del criterio 7 sobre una base de 12.000 €. 
Excepcionalmente y cuando la cuantía del procedimiento sea evaluable económicamente, 
ésta será la base de cálculo a efectos de honorarios. 
 
2. - En el caso que se formule oposición y que el procedimiento se transforme en 




Criterio 36. - Concurso de acreedores. 
 
1. - Se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la cuantía del proceso, imputando 
los honorarios de la forma siguiente: 
a) Fase común del concurso: 75% 
b) Fase de convenio: 15 % 
c) Sección de calificación: 10%  
 
Además, en caso de que se abra la fase de liquidación, se recomienda incrementar los 
honorarios resultantes de aplicar la escala 4 del Criterio 7 en un 10% adicional, 
correspondiente a esta fase. 
 
2. - En el concurso de acreedores necesario, se recomienda que el/la letrado/da del acreedor 
instante del concurso, aunque haya un cambio de letrado/da, minute por la fase común el 
35% del resultado de aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la cuantía del proceso. Y si 
hubiera oposición del deudor, se recomienda que minute de forma íntegra el 50% 
correspondiendo a la fase común. 
 
3. - Por todas las actuaciones que se tramiten de acuerdo con el incidente concursal, se 
recomienda aplicar la escala 2 del criterio 7, tomando como base la cuantía del incidente. 
Si no tiene cuantía propia se recomienda tomar como base una cuantía de 30.000 €. 
 
4. - En la oposición al convenio, se recomienda minutar lo que resulte de aplicar la escala 1 









Criterio 37. - Separación y divorcio de mutuo acuerdo. 
 
1. - Por la redacción de propuesta de convenio regulador se recomienda aplicar la escala 1 
del Criterio 7 sobre la base de cálculo determinada por las cuantías del 1º párrafo del 
Criterio 25.j). Si ha habido negociación, se recomienda aplicar exclusivamente la escala 2. 
Por la redacción de propuesta de convenio regulador sencilla se recomienda minutar 500 €. 
 
Los honorarios se podrán incrementar hasta un 50% cuando el convenio establezca la 
liquidación del régimen económico o el reparto de bienes, con unos honorarios 
recomendados de 1.000 € cuando el resultado sea inferior. En el caso en que esta 
liquidación sea especialmente compleja, bien por el número de bienes como por su valor, y 
sea objeto de controversia entre las partes, se recomienda aplicar sobre el valor de los 
bienes adjudicados al cliente o clientes el 30% del resultado de aplicar la escala 2 del 
criterio 7. 
 
Cuando el letrado o letrada sea común a ambas partes podrá incrementar en un 30% el 
importe de su minuta que resulte de aplicar lo que prevén los párrafos anteriores. 
 
2. - Por la dirección del procedimiento de separación o divorcio de mutuo acuerdo se 
recomienda minutar 800 €, sin perjuicio de los honorarios correspondientes por la redacción 
y/o negociación del convenio. 
 
3. - Si, por falta de aprobación judicial del convenio, hay que introducir modificaciones a la 
propuesta inicial, se recomiendan unos honorarios adicionales de 450 €. 
 
4. - Si el procedimiento se inicia de forma contenciosa y posteriormente se llega a un 
acuerdo, se podrá minutar, además de la actuación contenciosa realizada, lo que 







TÍTULO IV - ORDEN JURISDICCIONAL PENAL 
 
 
Criterio 38. - Disposición general. 
 
Los honorarios relativos a las actuaciones realizadas en cada una de las fases de todos los 
procedimientos penales se pueden calcular mediante la aplicación de diferentes incrementos 
o factores de corrección sobre los diversos importes fijos establecidos para cada una de las 
actuaciones. Estos factores se tienen que aplicar teniendo en cuenta la pena 
correspondiente al tipo penal que se trate, el número de delitos imputados y el tiempo 
empleado en cada una de las actuaciones procesales o sesiones de juicio oral. 
 
 
Criterio 39. - Instrucción de la causa. 
 
1. - Asistencia al detenido: por la asistencia al detenido, tanto en el juzgado como en las 
dependencias policiales, se recomienda minutar 300 €. Se entiende por asistencia al 
detenido tanto la propia declaración policial o judicial, como cualquier otra diligencia a la cual 
asista el letrado en interés del detenido. 
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 2. - Procedimiento de habeas corpus: por la tramitación del procedimiento se recomienda 
minutar 500 €. Si la actuación del letrado o la letrada se limita a la redacción del escrito de 




3. - Asistencia a la práctica de diligencias en el juzgado de instrucción: por la asistencia 
a la práctica de diligencias de investigación realizadas ante el juzgado de instrucción o la 
comparecencia del artículo 505 LECr, se recomienda minutar 300 €. 
 
 
4. - Redacción de escritos en la fase de instrucción: 
 
4. 1. - Por la redacción de denuncia sencilla, limitada a exponer los hechos sin 
complejidad se recomienda minutar 300 €. 
 
4. 2. - Por la redacción de denuncia con exposición de hechos de cierta complejidad, 
o en la cual se pida la práctica de diligencias de investigación o de prueba se 
recomienda minutar 500 €. 
 
4. 3. - Por la redacción de querella se recomienda minutar 900 €. 
 
4. 4. - Por la redacción de escritos de puro trámite, como la personación, la petición 
de testimonio o copias de las actuaciones, la comunicación de cambio de domicilio, la 
petición de suspensión de la práctica de diligencias, la petición de tasación de costas, 
etc., se recomienda minutar 100 €. 
 
4. 5. - Por la redacción de escritos que no sean de puro trámite, es decir, con 
incidencia en el procedimiento, como el relativo a la situación personal del imputado, 
la solicitud de práctica de diligencias de investigación o de prueba, que promueven 
cualquier tipo de incidente como la recusación, cuestiones de competencia, 
prejudicialidad, recusación, etc., se recomienda minutar 300 €. 
 
4. 6. - Por la redacción de escrito razonado y motivado que solicita el sobreseimiento 
y/o el archivo de las actuaciones se recomienda minutar 450 €. 
 
 
5. - Sobreseimiento del procedimiento: cuando la causa concluya mediante auto de 
archivo o sobreseimiento, se recomienda minutar aplicando una reducción del 50% de los 
honorarios que corresponderían a la fase plenaria, excepto en aquellos casos que se 
produzca una vez iniciado el acto de juicio, en el que la reducción será del 30%. En todo 
caso, habrá que ponderarse el trabajo efectuado por la letrada o letrado. 
 
 
Criterio 40. - Procedimiento abreviado. 
 
1. - Redacción de los escritos de acusación y defensa: por la redacción de los escritos de 
acusación, en los cuales se solicita la apertura del juicio oral, o bien el escrito de defensa, se 
recomienda minutar 600 €. 
 
2. - Juicio oral: por la preparación, asistencia e intervención, calificación definitiva e informe 
al juicio oral, incluidas las cuestiones previas que se puedan formular, se recomienda 
minutar 1.000 €. En caso de que haya conformidad, se recomienda aplicar una reducción del 
30%. 
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 Criterio 41. - Juicio rápido. 
 
1. - Instrucción: por la instrucción del juicio rápido, incluida la solicitud de apertura del juicio 
oral y el escrito o solicitud oral de acusación o defensa, sin perjuicio de lo establecido en el 
criterio 39, se recomienda minutar 500 €. En caso de conformidad ante el juzgado de 
instrucción, se recomienda minutar por todo el procedimiento 600 €. 
 
2. - Juicio oral: por la preparación, asistencia e intervención, calificación definitiva e informe 
al juicio oral, incluidas las cuestiones previas que se puedan formular, se recomienda 
minutar 600 €. En caso de conformidad, se aplicará una reducción del 30%. 
 
 
Criterio 42. - Juicios por violencia de género 
 
1. - Asistencia a declaraciones: por la asistencia a la víctima o al imputado, tanto en la 
comisaría de policía como en el juzgado, se recomienda minutar de acuerdo con lo que 
establece el criterio 39. 
 
2. - Comparecencia del artículo 544 ter LECr: por la solicitud y comparecencia para la 
adopción de medidas cautelares restrictivas de libertad y derechos y/o de carácter 
económico (art. 544 bis y ter nº. 6 y 7 de la LECr.) solicitadas en cualquier momento 
procesal, tanto por la acusación como por la defensa, se recomienda minutar de acuerdo con 
lo que establece el criterio 39.3. 
 
 
Criterio 43. - Sumario ordinario. 
 
1. - Escrito que evacua el trámite de instrucción del sumario: se recomienda minutar 200 
€. Si en el mismo escrito se solicita la revocación del auto de conclusión del sumario, con 
solicitud de diligencias, se recomienda minutar, además, 200 €. 
 
2.- Calificación provisional: por la redacción de los escritos de calificación provisional y 
proposición de prueba, tanto de la acusación como de la defensa, se recomienda minutar de 
acuerdo con el criterio 41.1. 
 
3.- Escritos de previo y especial pronunciamiento: se recomienda minutar 300 €. 
 
4.- Juicio oral: por la preparación, asistencia e intervención, calificación definitiva e informe 
en el juicio oral se recomienda minutar 1.500 €. En caso de que haya conformidad, se 
recomienda aplicar una reducción del 40%. 
 
 
Criterio 44. - Procedimientos de la Ley del jurado. 
 
1.- Comparecencia para la concreción y traslado de la imputación: si en la 
comparecencia no se formulan alegaciones, se recomienda minutar 150 €. Si se formulan o 
se solicitan nuevas diligencias o bien una petición razonada de sobreseimiento, se 
recomienda minutar 250 €. 
 
2.- Audiencia preliminar: por la asistencia a la audiencia preliminar, sin práctica de prueba, 
se recomienda minutar 150 €. Cuando se practique prueba, se recomienda minutar 300 €. Si 




3.- Asistencia a sesiones de interrogatorio, recusación y selección de jurados: por la 
asistencia a sesiones de interrogatorio, recusación y selección de jurados se recomienda 
minutar, por cada sesión, 230 €. 
 
4.- Determinación del objeto del veredicto: por la intervención en el trámite de audiencia 
para la determinación del objeto del veredicto se recomienda minutar 250 €. 
 
5.- Escritos de acusación y defensa: por la redacción de los escritos de acusación y 
defensa se recomienda minutar de acuerdo con el criterio 41.1. 
 




Criterio 45. - Juicio de faltas. 
 
1. - Denuncia: por la redacción de la denuncia se recomienda minutar de acuerdo con lo que 
establece el criterio 39.4. 
 
2. - Pensión provisional y formación del auto de cuantía máxima: por la solicitud y 
tramitación de la pensión provisional derivada de accidentes de tráfico y por la formación del 
auto de cuantía máxima se recomienda minutar 300 €. 
 
3. - Asistencia al juicio de faltas: por la asistencia e intervención al juicio de faltas se 
recomienda minutar 400 €. Cuando se asista en la doble calidad de denunciante y 
denunciado, se recomienda minutar 450 €. 
 
 
Criterio 46. - Jurisdicción de menores. 
 
Se recomienda minutar de acuerdo con la complejidad y la trascendencia del asunto, la 
gravedad de las medidas solicitadas por el fiscal y la intervención del letrado en el 
procedimiento, en base a las reglas siguientes: 
 
1. - Instrucción: 
 
1. 1. - Asistencia al menor detenido: se recomienda minutar de acuerdo con el criterio 
38.1. 
 
1. 2. - Escritos: por los escritos de trámite y razonados, se recomienda minutar de acuerdo 
con el criterio 39.4.  
 
1. 3. - Medidas cautelares: por la audiencia previa a la adopción de las medidas y por la 
asistencia a la comparecencia de adopción de medida de internamiento se recomienda 
respectivamente minutar 350 €. 
 
2. - Audiencia: 
 
2. 1. - Escrito de alegaciones: se recomienda minutar 400 €. 
 
2. 2. - Asistencia a la comparecencia: si el/la letrado/da del menor muestra su conformidad 
con el fiscal, por la asistencia a la comparecencia de conformidad se recomienda minutar la 
cantidad de 300 €. 
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 2. 3. - Asistencia a la audiencia: por la asistencia a la audiencia se recomienda minutar 450 
€. Si en la audiencia el letrado del menor muestra conformidad, se recomienda reducir los 
honorarios hasta un 30%. 
 
 
Criterio 47. Responsabilidad civil. 
 
1. - Por el complemento de responsabilidad civil en todos los procedimientos penales se 
recomienda minutar el resultado de aplicar la escala 3 del criterio 7 sobre la cuantía de la 
indemnización, en los términos previstos en el criterio 31 para el juicio verbal civil y de 
acuerdo con el criterio 11.1. 
 
2. - Respecto a la segunda instancia, no se entenderá pretensión específica de la apelación 
la reiteración en esta instancia de la reclamación de responsabilidad civil ya efectuada en 
primera, cuándo el objeto principal de la apelación sea la condena penal. 
 
 
Criterio 48. - Recurso de apelación. 
 
1. - Por la interposición o impugnación de recursos de apelación contra las resoluciones del 
juzgado de instrucción y sentencias dictadas en juicio de faltas se recomienda minutar 350 €. 
Si el recurso ha sido precedido de un recurso de reforma y no es subsidiario, se recomienda 
minutar 200 €. 
 
2. - Por la interposición o impugnación de recursos de apelación contra las sentencias 
dictadas por el juzgado de lo penal se recomienda minutar 900 €. 
 
3. - Por la asistencia a la vista del recurso de apelación se recomienda minutar 300 €. 
 
 
Criterio 49. - Recurso de casación. 
 
1. - Por la preparación del recurso de casación ante la Audiencia Provincial o el Tribunal 
Superior de Justicia se recomienda minutar 300 €. 
 
2. - Por el escrito de interposición del recurso de casación por infracción de ley o 
quebrantamiento de forma, o su impugnación, se recomienda minutar 1.200 €, o bien 1.800 
€ si el recurso se interpone por los dos motivos. 
 




Criterio 50. - Recurso de revisión. 
 
1. - Por la redacción del escrito en que se promueve el recurso de revisión se recomienda 
minutar 300 €. 
 
2. - Por la redacción del escrito de interposición del recurso de revisión se recomienda 





 Criterio 51. - Factores correctores a los procedimientos penales. 
 
Se recomienda la aplicación de los incrementos siguientes para la determinación de los 
honorarios profesionales a las actuaciones que corresponda y en todos los procedimientos 
penales: 
 
Factor 1. Incremento por razón de la pena, incluidas las inhabilitaciones profesionales: 
 
. Pena de 2 a 6 años: incremento del 20% 
 
. Pena de 6 a 10 años: incremento del 30%. 
 
. Pena de 10 a 20 años: incremento del 40%. 
 
Factor 2. Incremento en razón del número de delitos imputados: 
 
. 2 delitos: incremento del 30%. 
 
. Entre 3 y 6 delitos: incremento del 50%. 
 
. Más de 6 delitos: incremento del 100%. 
 
Factor 3. Incremento en razón del tiempo empleado en cada sesión (asistencias, 
diligencias policiales o judiciales y audiencias) 
 
. Más de 2 horas: incremento del 20%. 
 
. Más de 3 horas: incremento del 30%. 
 
. Media jornada: incremento del 35%. 
 
 
Factor 4. Incremento en razón del número de sesiones de la vista o juicio oral: 
 
. 2 sesiones: incremento del 25%. 
 
. Entre 3 y 5 sesiones: incremento del 40%. 
 
. Entre 6 y 7 sesiones: incremento del 50%. 
 









Criterio 52. - Conciliaciones en materia laboral. 
 
1. - Por la redacción de la papeleta o solicitud de conciliación, sin especial complejidad, se 
recomienda minutar 150 €. 
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 2. - Por la asistencia al acto sin avenencia se recomienda minutar 200 € y, si hay avenencia, 
se recomienda aplicar la escala 2 del criterio 7 tomando como base un año de salario más 
los salarios de tramitación. 
 
 
Criterio 53. - Reclamaciones de cantidad. 
 
1. Se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la base de cálculo que corresponda 
según las reglas establecidas por el criterio 11.1. 
 
2. En los procedimientos de reclamación de cantidad por antigüedad, de complementos 
salariales, reclamación de recargos por contingencias de la Seguridad Social, 
reclasificaciones y otros, se habrá de tener en cuenta la posibilidad de su futuro devengo y 




Criterio 54. - Impugnación de sanciones disciplinarias. 
 
Se recomienda aplicar la escala 3 del criterio 7 sobre la base constituida por el importe de 
la sanción, siempre que ésta tenga contenido económicamente evaluable. No obstante, se 
tiene que tener en consideración la gravedad de la sanción, las posibles repercusiones 
posteriores sobre el expediente personal de los sancionados, las eventuales medidas 
disciplinarias ulteriores relacionadas con la sanción, la categoría profesional y salarial del 
expedientado, su antigüedad en la empresa, etc. 
 
 
Criterio 55. - Reclamaciones por despidos y otras resoluciones contractuales. 
 
1. Se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la indemnización y los salarios de 
tramitación. En el caso de readmisión del trabajador en su puesto de trabajo, se recomienda 
minutar sobre la base del salario anual más los que se devenguen durante la tramitación 
procesal. 
 
2. Cuando se tramite un incidente de no admisión, se recomienda minutarlo separadamente, 
tomando como a base de cálculo recomendada un 20% de la indemnización más los salarios 
de tramitación. 
 
3. Cuando se trate de reclamaciones al Estado de pago de salarios de tramitación, se 
recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la cantidad reclamada. 
 
4. En el caso de despido nulo por vulneración de los derechos fundamentales, se 
recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la indemnización que correspondería por 
el despido improcedente, más la indemnización adicional legalmente prevista y más los 
salarios de tramitación. 
 
 
Criterio 56. - Reclamaciones de la Seguridad Social. 
 
1. Por la intervención en las reclamaciones por prestaciones periódicas o pensiones 
vitalicias, se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7, tomando como base tres 
anualidades de la prestación. 
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 2. Por la intervención en las reclamaciones de indemnización, reintegro de gastos, sanciones 
y otras prestaciones, se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7, tomando como base 
la cantidad reclamada. 
 
3. Por la reclamación de sanciones por falta de la obligación de sellar en la oficina del INEM, 
se recomienda tomar como base el importe de la sanción. 
 
4. - Por la intervención ante una posible capitalización por falta de afiliación o cotización en la 
Seguridad Social, se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7, tomando como base el 
importe de la capitalización. 
 
 
Criterio 57. - Otros procesos laborales en conflictos individuales. 
 
1. Para la minutación de los procesos que se sigan por las modalidades procesales 
especiales, como los juicios para la fijación individual o plural de fecha de disfrute de 
vacaciones, procedimientos relativos a la movilidad funcional y geográfica y de las 
modificaciones sustanciales de las condiciones de trabajo, permisos por lactancia y 
reducción de jornada por motivos familiares, impugnación de convenios colectivos o de 
estatutos sindicales, materia electoral y tutela de los derechos de libertad sindical y demás 
derechos fundamentales, si tienen contenido claramente cuantificable, se recomienda aplicar 
la escala 4 del criterio 7. Cuando el procedimiento no tenga una base económicamente 
cuantificable, se recomienda tomar como a base de cálculo 10.000 €. 
 
2. Si se alcanza la avenencia en sede judicial, se recomienda minutar hasta un 80% del 
resultado de los apartados anteriores. 
 
 
Criterio 58. - Procedimientos en materia de conflictos colectivos. 
 
Se recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 tomando como base la suma de las 
consecuencias del conflicto de tipo económico evaluable. Si las consecuencias del conflicto 
no tienen un interés económico evaluable, se recomienda tomar como base una cuantía 
indeterminada de 20.000 €. 
 
 
Criterio 59. - Ejecución de sentencias. 
 
1. Por el escrito de solicitud de ejecución, se recomienda minutar 300 €. Por el resto de 
actuaciones en la fase ejecutiva se recomienda aplicar sobre la base de cálculo constituida 
por la cantidad despachada la escala 1 del criterio 7 en el supuesto de que no haya 




2. Por la vía de apremio, incluida en su caso la subasta, se recomienda minutar además, la 










TITULO VI - ORDEN JURISDICCIONAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO 
 
 
Criterio 60. - Medidas cautelares e incidentes. 
 
En materia de solicitud y modificación de medidas cautelares, tramitación de incidentes y en 
todo aquello que no esté expresamente previsto en los criterios que siguen, se recomienda 
aplicar lo que se prevé a la jurisdicción civil y, en especial, el criterio 32. 
 
 
Criterio 61. - Procedimiento contencioso-administrativo. 
 
Por toda la tramitación del procedimiento contencioso-administrativo en primera o única 
instancia, sin incidentes y recursos que se minutarán por separado, se recomienda aplicar la 
escala 4 del criterio 7 sobre el valor económico real de la pretensión objeto de litigio. Se 
recomienda distribuir los honorarios de la manera siguiente: 
 
a) Por el estudio y viabilidad y el escrito que solicita que se tenga por interpuesto el recurso, 
el 10%. 
 
b) Por el periodo de controversia, el 50%. 
 
c) Por la fase probatoria, el 20%. 
 
d) Por la asistencia a la vista o la formulación de las conclusiones escritas, el 20%. 
 
 
Criterio 62. - Procedimiento abreviado. 
 
1. - Por toda la tramitación del procedimiento abreviado o procedimientos especiales se 
recomienda aplicar la escala 4 del criterio 7 sobre la base de cálculo constituida por el valor 
económico real de la pretensión objeto de litigio, o bien sobre la base de 13.000 € cuando no 
se pueda determinar la cuantía. 
 
2. - En caso de que la resolución impugnada comporte la imposición de una multa por 
infracción de normas de tráfico, se recomienda que el importe de los honorarios no 
sobrepasen la cuantía de la multa. 
 
 
Criterio 63. - Ejecución de sentencias. 
 
1. - Por la ejecución, sea definitiva o provisional, se recomienda aplicar la escala 1 del 
criterio 7 sobre la base de cálculo constituida por la cuantía despachada. En caso de que 
haya oposición, se recomienda aplicar la escala 2 del criterio 7. 
 
2. - Por la vía de apremio, incluida en su caso la subasta, se recomienda minutar, además, la 













Estos Criterios entrarán en vigor el 1 de enero de 2010 y se aplicarán a las minutas 
derivadas de los procedimientos, recursos e incidentes que se inicien con posterioridad a la 
fecha de entrada en vigor. 
 
A los efectos de determinación de los honorarios profesionales de los procedimientos, 
recursos e incidentes iniciados con anterioridad a la fecha de entrada en vigor de estos 






Real Decreto 1373/2003, de 7 de noviembre, por el que se aprueba el 
arancel de derechos de los procuradores de los tribunales.
Ministerio de Justicia
«BOE» núm. 278, de 20 de noviembre de 2003
Referencia: BOE-A-2003-21104
TEXTO CONSOLIDADO
Última modificación: 28 de enero de 2006
La Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, caracteriza a los procuradores 
como sujetos cooperantes con la Administración de Justicia, atribuyéndoles con exclusividad 
la representación de las partes en todo tipo de procesos, salvo cuando la ley autorice otra 
cosa. Por su parte, el artículo 242.4 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, 
determina que se regularán con sujeción a los aranceles los derechos de los procuradores.
La importancia de la labor profesional que realizan tuvo reflejo en el Pacto de Estado 
para la Reforma de la Justicia, en el que se prevé la aprobación de un nuevo estatuto 
general para estos profesionales, materializado en el Real Decreto 1281/2002, de 5 de 
diciembre, y la potenciación de las funciones de los colegios profesionales.
Esta potenciación de funciones vino ya preconizada por la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
La ley persigue que en los actos de comunicación las partes y sus representantes asuman 
un papel más activo y eficaz, descargando a los tribunales de su trabajo gestor. En este 
sentido, el papel del procurador es clave; así, dispone su artículo 276 que el procurador 
traslade a la representación de la otra parte, con carácter previo, copia de los escritos y 
documentos que vaya a presentar ante el órgano judicial, salvo la demanda o cualquier otro 
escrito que pueda originar la primera comparecencia en juicio, llevando aparejada su omisión 
la inadmisión del escrito o documento. Es asimismo destacable la regulación del servicio 
común de recepción, con sede en todos los edificios judiciales del orden civil, cuya 
organización es competencia del Colegio de procuradores. Por último, en el ámbito de la 
ejecución el artículo 626 otorga al órgano judicial la facultad de nombrar depositario de los 
bienes muebles embargados al Colegio de procuradores, siempre que disponga de un 
servicio adecuado.
No sólo las nuevas funciones que les atribuye la legislación hacen necesaria una norma 
que regule los derechos arancelarios de estos profesionales, sino también las numerosas 
reformas procesales acaecidas desde 1991 inciden en la conveniencia de aprobar un nuevo 
real decreto regulador de los aranceles. Efectivamente, desde el Real Decreto 1162/1991, de 
22 de julio, las nuevas leyes procesales, singularmente la Ley de Enjuiciamiento Civil y la 
Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, 
aconsejan no ya modificar dicho real decreto, sino la aprobación de otro que pueda 
sistematizar las novedosas categorías procesales en función de las cuales perciben los 
procuradores sus honorarios.
Con relación a las cuantías de los aranceles, éstas se adecuan a las nuevas funciones 




estos profesionales, al facultárseles para pactar con el cliente un incremento o una 
disminución de hasta 12 puntos porcentuales sobre las cuantías del arancel.
Debe señalarse, por último, que el real decreto ha sido informado por el Consejo General 
del Poder Judicial.
En su virtud, a propuesta del Ministro de Justicia, de acuerdo con el Consejo de Estado y 
previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día 7 de noviembre de 2003,
DISPONGO:
Artículo 1. Aprobación del arancel.
Se aprueba el arancel de derechos de los procuradores de los tribunales, que se inserta 
a continuación.
Artículo 2. Incremento y disminución del arancel.
Los derechos de arancel podrán ser objeto de un incremento o una disminución de hasta 
12 puntos porcentuales cuando así lo acuerde expresamente el procurador con su 
representado para la determinación de los honorarios correspondientes a su actuación 
profesional.
Artículo 3. Percepciones no arancelarias.
Este arancel regula los derechos devengados por los procuradores en toda clase de 
asuntos judiciales y ante las Administraciones públicas, y quedan excluidos los que 
correspondan al procurador por los demás trabajos y gestiones que practique en función de 
lo dispuesto en los artículos 1.709 y 1.544 del Código Civil, y demás normas de aplicación.
Disposición transitoria única. Régimen transitorio de cuantías y de incrementos y 
disminuciones.
1. Para los asuntos en tramitación a la entrada en vigor de este real decreto se aplicarán 
las cuantías del nuevo arancel exclusivamente para los períodos o actuaciones que se 
inicien con posterioridad a ésta.
2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, deberán respetarse y mantendrán 
sus efectos los acuerdos ya alcanzados a la entrada en vigor de este real decreto entre los 
procuradores y sus representados sobre incrementos y disminuciones de los derechos de 
arancel con arreglo a lo dispuesto por el artículo 34 del Estatuto General de los procuradores 
de los Tribunales de España, aprobado por el Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre.
Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 1162/1991, de 22 de julio, por el que se aprueba el 
arancel de derechos de los procuradores de los tribunales, así como cuantas normas de 
igual o inferior rango se opongan a lo establecido en este real decreto.
Disposición final primera. Modificación del Estatuto General de los procuradores de los 
Tribunales de España.
Se modifica el apartado 1 del artículo 34 del Estatuto General de los procuradores de los 
Tribunales de España, aprobado por el Real Decreto 1281/2002, de 5 de diciembre, que 
queda redactado en los siguientes términos:
«1. Los procuradores en su ejercicio profesional percibirán los derechos que fijen 
las disposiciones arancelarias vigentes.»
Disposición final segunda. Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
«Boletín Oficial del Estado».




Dado en Madrid, a 7 de noviembre de 2003.
JUAN CARLOS R.
El Ministro de Justicia,
JOSÉ MARÍA MICHAVILA NÚÑEZ
ARANCEL DE DERECHOS DE LOS PROCURADORES DE LOS TRIBUNALES
CAPÍTULO I
Actuaciones ante el orden civil
Sección 1.ª Juicios declarativos y disposiciones comunes
Artículo 1. Tabla general.
1. En toda clase de procedimientos de cuantía determinada con arreglo a la Ley de 
Enjuiciamiento Civil, salvo disposición específica que regule su percepción, el procurador 









































2. Por cada 6.010,12 euros o fracción que exceda de 601.012,10 euros se devengarán 
11,24 euros.
3. En aquellos procedimientos en los que no pueda determinarse, o no se haya 
determinado la cuantía, durante la sustanciación del procedimiento, o que tengan por objeto 
materias no susceptibles de cuantificación económica, y en aquellos que no tenga fijado 
expresamente un concepto especial de percepción de derechos en este arancel, devengará 
el procurador la cantidad de 260 euros.
4. En el juicio ordinario, cada procurador interviniente percibirá un 10 por ciento más de 
los derechos fijados anteriormente en este artículo.
Artículo 2. Determinación de la cuantía.
La cuantía litigiosa se regulará conforme a lo establecido en los artículos 251 y 252 de la 
Ley de Enjuiciamiento Civil, y se aplicarán los derechos arancelarios en los siguientes 
términos:
a) El procurador devengará sus derechos conforme al principal reclamado en la 
demanda, al que se le sumarán las cantidades reclamadas para intereses ordinarios y 
moratorios vencidos, así como las ampliaciones y las demás que se interesen o resulten en 
ejecución de sentencia.
b) En las demandas reconvencionales y acumulaciones, devengarán los derechos que 
correspondan conforme a su cuantía, con independencia de los correspondientes a la 
demanda principal.
c) En las acumulaciones de procesos el procurador devengará sus derechos por la 
cuantía de las acciones por él ejercitadas o de las que ejerciten contra él.
d) En los procesos regulados en la legislación sobre arrendamientos rústicos y urbanos 
se aplicará el artículo 1, con una reducción del 20 por ciento en los supuestos de 
arrendamientos rústicos.
e) En los procesos sobre arrendamientos sujetos a la legislación especial de 
arrendamientos rústicos y urbanos, salvo que tengan por objeto la reclamación de 
cantidades, en que se estará al importe de las reclamadas, la cuantía será el importe de la 
renta anual multiplicado por tres.
f) En los juicios de desahucio por falta de pago se devengarán la mitad de los derechos 
establecidos en este artículo, con un mínimo de percepción de 30 euros.
g) En los juicios por precario, sea rústico o urbano, se percibirá desde el momento de la 
presentación de la demanda o contestación a ésta la suma de 130 euros. En los juicios de 
retracto, se estará al valor del bien.
h) El procurador que comparezca en cualquier clase de procedimiento a los solos efectos 
de allanarse a la demanda devengará el 25 por ciento de los derechos que resulten de 
aplicar el artículo 1.
i) Cuando la demanda fuese inadmitida, el procurador devengará el 25 por ciento de los 
derechos que resulten de aplicar el artículo 1.
j) En los casos de desistimiento, renuncia o transacción, el procurador devengará el 70 
por ciento de los derechos que resulten de aplicar el artículo 1, si se produce antes de la 
celebración del juicio.
k) En aquellos procedimientos en los que el procurador se persone como acreedor 
posterior, devengará el 25 por ciento de los derechos que resulten de aplicar el artículo 1, 
tomando como base la cuantía de su crédito.
l) En las tercerías de dominio se aplicará como base para el calculo de los derechos el 
valor del bien reivindicado.
En las tercerías de mejor derecho se aplicará como base para el cálculo de los derechos 
el importe del crédito del tercerista.




Artículo 3. Competencia, acumulación, recusación, nulidad y reconstrucción de autos.
Por la tramitación de la cuestión de competencia, acumulación de procesos, recusación, 
incidentes de nulidad de actuaciones y reconstrucción de autos, el procurador devengará la 
cantidad de 37,15 euros.
Artículo 4. Diligencias preliminares.
El procurador, por la solicitud de cualquier medida preliminar, devengará la cantidad de 
37,15 euros.
Artículo 5. Tasación de costas, liquidación de intereses y demás incidencias.
1. Por cualquier solicitud de tasación de costas, o intervención en ella, cada procurador 
percibirá la cantidad de 22,29 euros.
2. En la impugnación de partidas por excesivas, cada procurador devengará la cantidad 
de 37,15 euros.
3. En la impugnación de partidas por indebidas cada procurador devengará la cantidad 
de 37,15 euros.
4. Por la liquidación de intereses, cada procurador interviniente percibirá la cantidad de 
22,29 euros.
Sección 2.ª Procesos especiales
Artículo 6. Procesos sobre capacidad, filiación y menores.
1. En los procesos que versen sobre filiación, paternidad, maternidad y demás que 
tengan por objeto el estado civil y condición de las personas, así como en los de 
incapacitación y declaración de prodigalidad, el procurador percibirá la cantidad de 89,16 
euros.
2. El procurador, en los procesos de oposición a las resoluciones administrativas en 
materia de protección de menores y en los procesos sobre adopción, percibirá la cantidad de 
74,30 euros.
Artículo 7. Procesos matrimoniales y de familia.
a) Procesos matrimoniales de mutuo acuerdo.
1.º En los procesos de separación de mutuo acuerdo, o con el consentimiento del 
cónyuge, el procurador devengará la cantidad de 37,15 euros. En los procesos de divorcio 
de mutuo acuerdo, o con el consentimiento del cónyuge, el procurador devengará la suma 
de 52,01 euros.
2.º Además, el procurador devengará los derechos que resulten de aplicar el artículo 1 si 
se aprobara la petición de alimentos, de pensión compensatoria o de ambas, tomando como 
base para fijar la cuantía una anualidad.
3.º Asimismo, por la liquidación del régimen económico matrimonial, se aplicará el 25 por 
ciento de los derechos que resulten de aplicar el artículo 1, tomando como base la cuantía 
del activo de los bienes liquidados.
b) Medidas provisionales.
Por la solicitud o intervención en medidas provisionales, cada procurador devengará 
52,01 euros.
c) Procesos matrimoniales contenciosos.
1.º En el procedimiento de separación contenciosos, cada procurador devengará la 
cantidad de 59,44 euros. En los procesos de divorcio y nulidad contenciosos, el procurador 
devengará la cantidad de 74,30 euros.
2.º Además, el procurador devengará lo establecido en el artículo 1 por la petición de 
alimentos, de pensión compensatoria o de ambas, tomando como base una anualidad. La 
solicitud de litis expensas devengará los derechos fijados en el artículo 1, tomando como 
base la cuantía que se fije.




3.º Asimismo, por la intervención en la disolución del régimen de gananciales se aplicará 
el 25 por ciento de los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1, tomando 
como base la cuantía del activo de los bienes.
4.º Por la liquidación del régimen económico matrimonial, se aplicará el 50 por ciento de 
los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1, tomando como base la cuantía 
del activo de los bienes.
d) Modificación de medidas.
1.º Por la tramitación o intervención en la modificación de medidas definitivas no 
pecuniarias, cada procurador devengará los mismos derechos que correspondan al 
procedimiento que se trate modificar.
2.º Por la modificación de medidas definitivas pecuniarias, cada procurador devengará 
sus derechos aplicando la escala del artículo 1, tomando como base la diferencia de la 
anualidad reconocida y la que se pretenda obtener.
3.º Por la solicitud de medidas de los progenitores no cónyuges, cada procurador 
percibirá la cantidad de 60 euros. Si además se formulara petición de alimentos, se 
percibirán los derechos conforme a lo establecido en el artículo 1, tomando como base para 
el cálculo una anualidad.
e) Ejecución de obligaciones.
1.º Por la solicitud de cumplimiento de obligaciones pecuniarias, cada procurador 
percibirá sus derechos aplicando el 50 por ciento de los derechos que resulten de aplicar la 
escala del artículo1, tomando como base la cantidad reclamada con un mínimo de 30 euros.
2.º Por la solicitud de cumplimiento de obligaciones no pecuniarias, cada procurador 
devengará la cantidad de 30 euros.
f) Ejecución de efectos civiles.
Por la ejecución de los efectos civiles de sentencias de separación, divorcio o nulidad de 
matrimonio, cada procurador percibirá la cantidad de 44,58 euros.
Artículo 8. División judicial de patrimonios.
1. En los juicios de abintestato y procedimiento para la división de la herencia, 
testamentaría y en la adjudicación de bienes a que estén llamadas varias personas sin 
designación de nombres, se devengará el 75 por ciento de los derechos que resulten de 
aplicar la escala del artículo 1, tomando como base la cuantía del caudal hereditario.
2. Si se plantease la inclusión o exclusión de bienes, se aplicará, además, la escala del 
artículo 1, tomando como base el valor de los bienes de que se trate.
Artículo 9. Procedimiento monitorio.
1. El procurador devengará por el conjunto de su intervención en el proceso monitorio la 
cantidad de 35 euros, salvo que sea de aplicación lo dispuesto en el apartado siguiente.
2. Si en esta fase se obtuviese el cobro de lo reclamado, se percibirá únicamente, el 25 
por ciento de los derechos fijados en el artículo1, con un mínimo de 35 euros.
3. Si hubiera oposición o ejecución, se aplicará lo dispuesto en los artículos 1 y 26, 
respectivamente.
Artículo 10. Juicio cambiario.
1. En los procedimientos cambiarios, cada procurador percibirá los derechos que 
correspondan en aplicación del artículo 1, y la cuantía se determinará por la suma del 
principal, intereses y costas, por las que se despache ejecución.
2. Si se denegare la ejecución, se devengará el 25 por ciento de los derechos que 
correspondan según la escala del artículo 1.
3. En los casos de oposición, cada procurador interviniente percibirá un 10 por ciento 
adicional de los derechos fijados en el artículo 1.
4. Si el deudor satisfaciese el importe de lo reclamado por principal, intereses y costas 
en el plazo de 10 días desde que se produzca el requerimiento de pago, el procurador 
percibirá únicamente el 70 por ciento de los derechos establecidos en el artículo 1.





En los procesos que versen sobre títulos nobiliarios o cualquier otro derecho de índole 
análoga, los derechos a percibir serán de 668,77 euros.
Artículo 12. Juicios hipotecarios.
1. En los procesos que se tramiten con arreglo a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley 
Hipotecaria, cada procurador devengará el 75 por ciento de los derechos que resulten de 
aplicar el artículo 1, tomando como base para calcular sus derechos el valor de los bienes 
objeto de ejecución.
2. En las acciones hipotecarias ejercitadas conforme a lo dispuesto en los artículos 129 y 
siguientes de la Ley Hipotecaria y en los de hipoteca naval, cada procurador percibirá los 
derechos conforme a lo establecido en este arancel para los procedimientos de ejecución 
dineraria de títulos no judiciales.
3. En los procesos sumarios de la Ley de hipoteca mobiliaria y prenda sin 
desplazamiento, se percibirán los derechos fijados en el artículo 1.
4. En los demás procesos de la Ley Hipotecaria, salvo el expediente de dominio, se 
percibirán 27,86 euros y, si hubiere oposición, 55,73 euros.
5. En los expedientes de dominio a que se refiere el artículo 201 de la Ley Hipotecaria, y 
en aquellos a que se refiere el artículo 313 de su reglamento, se devengarán, sobre el valor 
de los inmuebles o derechos reales, un tercio de los derechos que correspondan a la 
aplicación de la escala del artículo 1.
6. Lo establecido en este artículo se aplicará sin perjuicio de lo establecido en el artículo 
26.6.a) y b).
Artículo 13. Patentes, marcas, propiedad industrial, intelectual, publicidad y competencia 
desleal.
1. En los procesos por violación de patentes y en los que se pretenda la declaración de 
patentes, así como en los procesos de cese de la actividad ilícita y en los que se ejercite la 
acción de cesación en materia de propiedad intelectual, se devengará la suma de 297,24 
euros, con independencia de los derechos que correspondan por las acción de 
indemnización en su caso.
2. Por los procesos de rectificación en materia de publicidad y en los que se ejercite la 
acción de cesación, el procurador devengará la suma de 297,24 euros.
3. Por los restantes procesos en materia de publicidad ilícita, el procurador percibirá la 
suma de 371,54 euros.
4. Por los procesos que no tengan una cuantía determinada en materia de competencia 
desleal, el procurador devengará la suma de 334,38 euros.
Artículo 14. Sociedades mercantiles.
1. En los procesos de impugnación de acuerdos sociales de las sociedades anónimas y 
demás sociedades mercantiles y cooperativas, cada procurador devengará los derechos que 
le correspondan conforme al artículo 1. En los procesos de revisión de acuerdos de 
sociedades cooperativas la cantidad resultante se reducirá en un 25 por ciento.
2. Si se solicitase la suspensión del acuerdo impugnado, se devengará además la 
cantidad de 36 euros.
3. En la solicitud de convocatoria de junta general cada procurador percibirá la cantidad 
de 45 euros.
Artículo 15. Arbitraje.
1. En el procedimiento de formalización judicial de arbitraje seguido conforme a lo 
dispuesto en la legislación vigente sobre arbitraje, cada procurador devengará la suma de 
89,16 euros.
2. En los supuestos de auxilio jurisdiccional previstos en la legislación sobre arbitraje, los 
derechos ascenderán a 37,15 euros.




Artículo 16. Habilitación de fondos y reclamación de cuentas del artículo 34 de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.
Por la solicitud de habilitación de fondos y reclamación de cuentas el procurador 
percibirá la cantidad de 18,57 euros, sin perjuicio de los derechos que correspondan por la 
ejecución y la vía de apremio.
Artículo 17. Justicia gratuita.
Por la impugnación de la resolución por la que se concede o deniega la justicia gratuita, 
cada procurador interviniente devengará la cantidad de 30 euros.
Sección 3.ª Juicios concursales
Artículo 18. Base reguladora.
En los procedimientos sobre concurso servirán de base para regular los derechos que se 
devenguen, salvo que específicamente se disponga otra cosa, el pasivo resultante de la lista 
definitiva de acreedores presentada por la administración concursal.
Artículo 19. Cuantificación.
El procurador que inste el concurso, ya sea necesario o voluntario, devengará los 









Por cada 6.010,12 euros o fracción que exceda de 601.012,10 euros, el procurador 
devengará 16,52 euros.
Artículo 20. Percepción por secciones.
La percepción de los derechos se regirá por las reglas siguientes:
a) El 50 por ciento de los derechos asignados corresponderá a la sección primera.
b) El otro 50 por ciento de los derechos corresponderá a las cinco secciones restantes, a 
razón de un 10 por ciento por cada sección.
Artículo 21. Otros supuestos de devengo.
1. Si se denegase la admisión del concurso, el procurador que la instó percibirá el 25 por 
ciento de los derechos fijados en el artículo 19.
2. El procurador que represente a uno o a varios acreedores devengará, por cada uno de 
ellos, la mitad de los derechos establecidos en el artículo 19, tomando como base la cuantía 
de cada uno de los créditos que represente.
3. El procurador de la administración del concurso devengará el 25 por ciento de los 
derechos fijados en el artículo 19, tomando como base para el cálculo el total del pasivo. 
Iguales derechos percibirá el procurador del concursado, cuando no sea el que instó el 
concurso.
4. Por cada asistencia a las juntas que se celebren en el concurso, el procurador 
percibirá 33,44 euros.
5. Por los procedimientos que se tramiten durante el concurso conforme a las reglas 
establecidas para el incidente concursal y que tengan cuantía propia y claramente 




diferenciada de la masa pasiva del concurso, el procurador que intervenga devengará sus 
derechos con arreglo a la escala del artículo 1 del arancel. Si no fuese posible la 
determinación de la cuantía de estos incidentes o se confundiese con la de la masa pasiva, 
se estará a lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 1 del arancel para los juicios de cuantía 
indeterminada. En todo caso, los incidentes promovidos frente a la lista de acreedores se 
minutarán como de cuantía indeterminada.
Artículo 22. Administraciones.
(Sin contenido)
Artículo 23. Enajenaciones en procesos concursales.
(Sin contenido)
Sección 4.ª Incidencias y consignaciones
Artículo 24. Incidencias.
1. Por la solicitud de remoción de depósito, la presentación de documentos fuera del 
término de prueba, alzamiento y cancelación de embargo, determinación de cuantía, cesión 
de remate, subrogación de derechos y desistimiento, el procurador devengará la cantidad de 
22,29 euros por cada una de las incidencias.
2. Por la solicitud de las medidas que tiendan a asegurar el resultado del procedimiento, 
como actuaciones anticipadas de prueba, anotaciones preventivas de embargo en cualquier 
registro público, y sus prórrogas, oposición al embargo por tercero, retención de sueldos, 
saldos, ampliaciones de embargos y demandas, así como embargos en rebeldía, devengará 
el procurador la cantidad de 37,15 euros por cada una de las incidencias.
3. Por las actuaciones de investigación patrimonial que se hubieran realizado, el 
procurador devengará la cantidad de 30 euros.
Artículo 25. Consignaciones.
1. Por la consignación, constitución y retirada de avales, depósitos y mandamientos 
judiciales o de devolución, efectos públicos, acciones o valores, el procurador percibirá, por 







Por cada 6.010,12 euros o fracción, 1,25 euros.
2. Por la constitución y retirada de depósitos en efectivo se devengarán los derechos que 
correspondan conforme a la escala anterior reducidos en un 15 por ciento.
Sección 5.ª Ejecución forzosa y medidas cautelares
Artículo 26. Ejecución.
1. En los procedimientos de ejecución regulados en este capítulo la cuantía se 
determinará por la suma del principal más los intereses y costas por los que se despache la 
ejecución.
2. Por la solicitud o demanda ejecutiva y despacho de la ejecución forzosa de 
resoluciones firmes, percibirá el procurador los derechos que le correspondan conforme a lo 
dispuesto en el artículo 1.




Si se iniciase la vía de apremio percibirá el procurador el 50 por ciento de los derechos 
que resulten de aplicar el artículo 1 hasta su finalización.
3. Por la tramitación de la demanda ejecutiva de títulos no judiciales el procurador 
percibirá los derechos que le correspondan conforme el artículo 1, desde la presentación de 
la demanda hasta el inicio de la vía de apremio.
Una vez iniciada la vía de apremio, hasta su finalización, percibirá el 50 por ciento más 
de los derechos que resulten de aplicar el artículo 1.
Cuando se trate de bienes hipotecados o pignorados el procurador percibirá el 75 por 
ciento de los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1, tomando como base 
para el cálculo de los derechos la responsabilidad reclamada de cada finca independiente.
En caso de oposición se incrementarán los derechos en un 25 por ciento de los que 
resulten de aplicar la escala del artículo 1.
Si se denegase el despacho de la ejecución se percibirá un 15 por ciento de los 
derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1.
4. En las ejecuciones que tengan por objeto la entrega de cosa mueble, entrega de cosa 
genérica o indeterminada, así como en las obligaciones de hacer y no hacer, el procurador 
percibirá en los juicios verbales la suma de 18,57 euros, y en los juicios ordinarios la 
cantidad de 33,44 euros si se realizara voluntariamente.
Si hubiese oposición a cualquiera de ellas, el procurador percibirá además el 50 por 
ciento de los derechos resultantes de la aplicación del artículo 1.
5. Para la tramitación de la ejecución provisional, se estará a lo dispuesto en los 
apartados 2 y 4.
6. Por la solicitud de la posesión de bienes inmuebles, en cualquier clase de 
procedimiento, el procurador percibirá la cantidad de 30 euros por cada finca.
Por la petición y tramitación del lanzamiento, en cualquier clase de procedimiento, el 
procurador percibirá además el 25 por ciento de los derechos que le correspondan conforme 
al artículo 1.
Si hubiera oposición a cualquiera de ellas, los derechos del procurador se incrementarán 
con la cantidad que resulte de reducir en un 50 por ciento los derechos obtenidos al aplicar 
la escala del artículo 1.
7. En las ejecuciones que tengan por objeto la liquidación de daños y perjuicios, frutos y 
rentas y liquidación de rentas, el procurador percibirá la cantidad de 45 euros.
Si existiese oposición, se minutará conforme al procedimiento correspondiente, 
aplicando el artículo 1.
Artículo 26 bis. Administraciones.
1. A efectos de este arancel, las administraciones de bienes serán independientes de los 
juicios o asuntos de los que deriven.
2. Por la mera solicitud de la administración judicial el procurador percibirá 45 euros.
3. Los derechos del procurador en las administraciones comprenden incluso la rendición 







Por cada 6.001,12 euros más o fracción. 7,93
4. Si surgiese oposición para la aprobación de cuentas, se percibirán 37,15 euros.
Artículo 27. Medidas cautelares.
1. El procurador, por la solicitud de cualquier medida cautelar, incluidas las del capítulo I 
del título VI del libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil, devengará la cantidad de 30 euros.




2. Si se formalizara oposición a la medida, devengará el 25 por ciento de los derechos 
que correspondan conforme al artículo 1, atendiendo a la cuantía de la solicitud.
Sección 6.ª Actos de conciliación, jurisdicción voluntaria y registro civil
Artículo 28. Acto de conciliación.
1. Por la intervención en los actos de conciliación el procurador devengará la cantidad 
de 22,29 euros.
2. Por la ejecución de lo convenido en acto de conciliación se devengarán los derechos 
fijados para la ejecución de títulos judiciales.
Artículo 29. Declaración de herederos.
1. En el expediente sobre declaración de herederos que tenga por exclusivo objetivo 
obtener pensiones, el procurador devengará 22,29 euros.
2. En los mismos expedientes, cuando no formen parte del proceso universal y no 
tengan por exclusivo objeto el mencionado en el apartado anterior, el procurador devengará 
74,30 euros, si la cuantía del caudal hereditario no fuese conocida o fuese inferior a 12.020 
euros.






Por cada 6.010,12 euros o fracción de exceso, 6,61 euros.
3. Iguales cantidades se percibirán en la aprobación de las operaciones testamentarias y 
en los expedientes en que se trate de la aprobación de cuentas que los albaceas deban 
rendir ante el juzgado.
Artículo 30. Informaciones para perpetua memoria y dispensa de ley y otras actuaciones.
1. Devengará el procurador la cantidad de 37,15 euros para los siguientes expedientes:
a) En los expedientes de información para perpetua memoria y para dispensa de ley.
b) En las habilitaciones para comparecer en juicio.
c) En los expedientes de jurisdicción voluntaria derivados de lo dispuesto en los títulos IX 
y X del libro I del Código Civil.
d) En los expedientes de cesación judicial del acogimiento.
e) En los expedientes de dispensa de impedimentos matrimoniales.
f) En los expedientes de constitución de la tutela, incluidas la constitución de fianza y 
formación de inventario.
g) En los expedientes de autorización judicial de los apartados 1, 3 y 4 del artículo 271 
del Código Civil.
h) En los expedientes relativos al derecho de sucesiones que no tengan previsión 
específica en este capítulo.
2. Si en alguno de los expedientes del apartado anterior en juicio hubiera oposición, los 
procuradores intervinientes percibirán 74,30 euros.
Artículo 31. Declaración de ausencia y fallecimiento.
1. En los expedientes de fallecimiento y ausencia, incluido el nombramiento de defensor 
del artículo 181 del Código Civil, y otras instituciones análogas, percibirá el procurador 37,15 
euros.




2. El procurador que intervenga en la constitución de fianza, inventario de bienes y la 
entrega al administrador en los expedientes de declaración de ausencia o de fallecimiento, 
se devengarán los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 22.3, reducidos a la 
mitad.
3. Cuando se formalice oposición, se percibirán 37,15 euros.
4. En los expedientes de extinción de las situaciones de desaparición, ausencia y 
declaración de fallecimiento, se devengarán 26 euros.
Artículo 32. Autorizaciones judiciales.
En los expedientes para gravar o enajenar bienes de quienes están sujetos a patria 
potestad o tutela, ampliación de gravámenes de éstos y transacción de sus derechos, se 
aplicará la escala del artículo 29, sirviendo de base para regular los derechos el tipo a que se 
haga la venta, el importe del gravamen que se constituya, amplíe o cancele, o el valor del 
derecho objeto de la transacción. En el caso de que este derecho no sea valuable, se 
devengarán 74,30 euros.
Artículo 33. Deslinde y amojonamiento.
1. En los expedientes sobre deslinde y amojonamiento el procurador devengará un tercio 
de los derechos que correspondan a la aplicación de la escala del artículo 1.
2. Cuando el procurador comparezca al solo efecto de solicitar el sobreseimiento del 
expediente, devengará 26 euros.
3. Cuando se formalice oposición se incrementarán los derechos en un 50 por ciento.
Artículo 34. Subastas voluntarias.
En los expedientes sobre subastas judiciales voluntarias, se devengará el 15 por ciento 
de los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1, tomando como base para 
determinar la cuantía el valor del bien subastado. Por cada nueva solicitud de subasta se 
devengará el 50 por ciento de lo establecido anteriormente.
Artículo 35. Expedientes de consignación.
En los expedientes de consignación judicial o en pago, se aplicará lo dispuesto en el 
artículo 25, con una percepción mínima de 7,43 euros.
Artículo 36. Aceptación de herencia.
1. En los expedientes sobre aceptación y repudiación de herencia a beneficio de 
inventario y derecho a deliberar, se devengarán 59,44 euros.
2. En los expedientes sobre aceptación de herencia por los acreedores se devengará el 
40 por ciento de los derechos que resulten de aplicar la escala del artículo 1. La percepción 
mínima será de 22,29 euros.
Artículo 37. Depósito y reconocimiento de efectos.
En los expedientes de depósito y reconocimiento de efectos mercantiles, el procurador 
devengará 29,72 euros.
Artículo 38. Embargo y depósito del valor de letras de cambio.
En los expedientes de embargo y depósito provisional del valor de una letra de cambio, 
se devengará el 2 por ciento del valor de la letra, con un mínimo de 26 euros y un máximo de 
111,46 euros.
Artículo 39. Expedientes en materia de nombramiento de peritos y coadministradores.
El procurador que intervenga en los expedientes de nombramiento de peritos, o de 
coadministrador en las sociedades colectivas y comanditarias, devengará 29,72 euros.




Artículo 40. Exhibición de libros y documentos.
En los expedientes sobre exhibición o reconocimiento de libros, correspondencia y 
demás documentos de los empresarios, el procurador devengará 29,72 euros.
Artículo 41. Sustracción de documentos de crédito.
En los expedientes sobre denuncia de sustracción, extravío o destrucción de 
documentos de crédito y efectos al portador, se devengarán 37,15 euros, y se duplicará la 
percepción en caso de oposición a la denuncia.
Artículo 42. Otros procedimientos mercantiles.
1. En el expediente de calificación de averías y liquidación a la gruesa y contribución a 






Cuando exceda de 30.050,61 euros, 99,16 euros.
2. En los procedimientos de descarga, abandono e intervención de efectos mercantiles, 
el procurador devengará 26 euros, y se duplicará la percepción en caso de oposición.
Artículo 43. Enajenación y apoderamiento de efectos comerciales.
En este tipo de procedimiento, regulado en el artículo 2.161 de la Ley de Enjuiciamiento 








Por cada 6.010,12 euros más o fracción, 3,31 euros.
Iguales cantidades se percibirán en el expediente sobre venta de naves, y se regularán 
los derechos por el valor de la tasación de éstas.
En los expedientes de reparación de naves, se devengarán los derechos según el valor 
de reparación con arreglo a la escala de este artículo.
Artículo 44. Préstamo a la gruesa.
En el expediente sobre préstamo a la gruesa y en el de requerimiento al consignatario 
para el pago de fletes y en la información judicial a que se refiere la regla 10.ª del artículo 
2.161 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se devengarán 37,15 euros.
Artículo 45. Petición de segunda copia.
En los procedimientos de petición de segunda copia, el procurador devengará 11,14 
euros.




Artículo 46. Otros actos de jurisdicción voluntaria.
1. En los expedientes a que den lugar los casos de queja a que se refieren los artículos 
2.168 y 2.169 de la Ley de Enjuiciamiento Civil de 1.881, o sobre la información y constancia 
por avería, arribada forzosa, naufragio o cualquier otro hecho, se devengará la cantidad de 
29,72 euros.
2. En el expediente para hacer constar el siniestro, su cuantía y venta de efectos 
averiados, se devengará el dos por ciento de la tasación con un mínimo de 26 euros.
Artículo 47. Registro civil.
1. Por la tramitación de expedientes de inscripción fuera de plazo, cambio de nombre, de 
apellidos o de nacionalidad, el procurador percibirá 37,15 euros.
2. Por la tramitación de cualesquiera otros expedientes ante el Registro Civil, se 
devengarán 29,72 euros.
Sección 7.ª Recursos
Artículo 48. Recurso de reposición y aclaración.
El procurador percibirá por la formulación y por la impugnación del recurso de reposición 
y por el de aclaración la cantidad de 22,29 euros, para cada uno de ellos.
Artículo 49. Recurso de apelación.
1. Por la tramitación del recurso de apelación, devengará el procurador los derechos 
regulados en este arancel para la primera instancia, con un incremento del 20 por ciento. El 
devengo de estos derechos será:
a) Por la interposición de la apelación, la formalización y oposición o impugnación de la 
resolución, y su posterior traslado ante el Juzgado de Primera Instancia, el procurador 
devengará el 60 por ciento de los derechos del recurso.
b) Por la intervención del procurador ante la Audiencia Provincial en el trámite hasta 
sentencia, incluida la designación de domicilio o recepción de notificaciones, devengará el 
procurador el 40 por ciento restante.
2. La cantidad mínima a percibir por todo el recurso de apelación será de 55,73 euros.
Artículo 50. Recurso de queja.
En los recursos de queja, el procurador percibirá 26 euros.
Artículo 51. Recurso extraordinario de infracción procesal y recursos de casación foral y por 
infracción de normas.
1. Por la preparación e interposición del recurso extraordinario de infracción procesal, del 
recurso de casación foral ante el Tribunal Superior de Justicia y el recurso de casación por 
infracción de normas, ante la Sala de la Audiencia Provincial que dictó la sentencia recurrida, 
el procurador recurrente percibirá el 60 por ciento los derechos que le corresponde en esa 
instancia.
2. Por la tramitación de los recursos a que hace referencia el apartado anterior, 
incluyendo la formalización de la oposición, ante el Tribunal Superior de Justicia o el Tribunal 
Supremo, en cada caso, cada procurador personado percibirá el 40 por ciento restante.
3. Si el recurso de casación no se admitiera en el supuesto previsto en el apartado 2.3 
del artículo 483 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, se devengará el 50 por ciento del primer 
periodo.
Artículo 52. Recurso en interés de ley.
Por la tramitación de estos recursos el procurador devengará la cantidad señalada en el 
artículo 1.




Artículo 53. Rescisión y revisión de sentencias firmes.
Por la tramitación de estos recursos, el procurador devengará la cantidad señalada en el 
artículo 1.
CAPÍTULO II
Orden penal: juzgados de menores y de vigilancia penitenciaria
Sección 1.ª Orden penal
Artículo 54. Fase de instrucción.
Por la actuación del procurador en la fase de instrucción, cualquiera que sea el concepto 
en el que intervenga ante los Juzgados de Instrucción, percibirá la cantidad de 33,44 euros.
Si la denuncia se archivase o la querella no fuese admitida a trámite, devengará el 
procurador 11,14 euros.
Artículo 55. Juicio de faltas.
En los juicios de faltas percibirá el procurador por su intervención, cualquiera que sea el 
concepto en el que comparezca y sin perjuicio de lo que corresponda por el ejercicio de la 
acción civil, 23,78 euros.
Artículo 56. Procedimiento abreviado.
Por la actuación en la fase de procedimiento abreviado, cualquiera que sea el concepto 
en el que comparezca, percibirá el procurador 33,44 euros.
Artículo 57. Juicio oral.
Por la actuación en la fase de juicio oral ante los Juzgados de lo Penal, cualquiera que 
sea el concepto en el que comparezca y sin perjuicio de lo que corresponda por el ejercicio 
de la acción civil, percibirá el procurador 33,44 euros.
Artículo 58. Actuaciones ante órganos colegiados.
1. El procurador que intervenga en la fase del proceso ante órganos colegiados, 
cualquiera que sea el concepto en el que comparezca y sin perjuicio de lo que corresponda 
por el ejercicio de la acción civil, percibirá 33,44 euros.
2. En los procedimientos de la Ley del Jurado, cualquiera que sea el concepto en el que 
comparezca y con independencia de la acción civil, percibirá 66 euros.
Artículo 59. Recursos en el orden penal.
Cualquiera que sea el concepto en el que comparezca y con independencia de la acción 
civil, el procurador devengara:
a) Por las apelaciones de los juicios de faltas devengará 29,72 euros.
b) Por los demás recursos ante órganos colegiados, devengará 33,44 euros.
c) Por los recursos de queja, reforma y aclaración contra autos o cualquier otra 
resolución, cualquiera que sea la representación que ostente, el procurador devengará 14,86 
euros.
Artículo 60. Períodos de percepción.
1. Los derechos a percibir en los recursos de apelación, que se tramitan por escrito, haya 
o no acumulación de acciones, se devengarán en dos períodos:
a) Desde que se interpone el recurso hasta su remisión al órgano superior, el 50 por 
ciento, tanto del trámite como de la acción civil, en su caso.
b) Desde la llegada al órgano superior, hasta sentencia, el 50 por ciento tanto del trámite 
como de la acción civil, en su caso.




2. En los recursos penales con vista, los períodos se distribuirán:
a) El 70 por ciento desde la personación hasta el día de la vista.
b) El 30 por ciento restante, hasta la terminación del recurso.
Artículo 61. Recursos de casación y revisión.
Por la interposición de los recursos de casación y de revisión en el orden penal, el 
procurador devengará 148,62 euros. Si no fuera admitido a trámite, se devengarán 104,03 
euros.
Artículo 62. Inadmisión de recursos.
Si, presentado algún recurso, no fuera admitido a trámite o fuera declarado desierto, el 
procurador devengará el 50 por ciento de la cuantía que corresponda conforme a lo 
dispuesto en el artículo 59.
Artículo 63. Ejecutorias penales.
Por su intervención en el trámite de ejecutoria penal, cualquiera que sea el concepto en 
el que esté personado, el procurador percibirá 14,86 euros.
Artículo 64. Acción civil.
1. Cuando la acción civil se haya ejercitado en la forma determinada en el artículo 112 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y la sentencia condene al pago de cantidad líquida 
derivada de responsabilidad civil, se devengarán 29,72 euros.
2. Cuando la acción civil se ejercite en la forma determinada en el artículo 113 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y la sentencia condene al pago de cantidad líquida derivada de 
responsabilidad civil, se devengará el 50 por ciento de los derechos fijados por este arancel 
en materia civil, sin que en ningún caso resulte el devengo inferior a 29,72 euros.
3. Si se ejercitase la acción civil en la forma determinada por los artículos 112 ó 113 de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal y se acuerde en transacción el pago de cantidad líquida 
derivada de responsabilidad civil, el procurador devengará la cantidad de 29,72 euros.
Artículo 65. Tasación de costas, liquidación de intereses y demás incidencias.
Por la tasación de costas y liquidación de intereses en los procedimientos penales y 
demás incidencias, percibirá el procurador los mismos derechos que los regulados para los 
procedimientos civiles.
Sección 2.ª Juzgados de Menores
Artículo 66. Primera y segunda instancia.
1. Por su intervención ante los Juzgados de Menores, percibirá el procurador 29,72 
euros.
2. Por las apelaciones de las resoluciones de dichos juzgados, se percibirán 37,15 euros.
Sección 3.ª Juzgados de Vigilancia Penitenciaria
Artículo 67. Primera y segunda instancia.
1. Por la intervención del procurador, ante los Juzgados de Vigilancia Penitenciaria, 
percibirá la suma de 39 euros.
2. Por las apelaciones de las resoluciones de dichos juzgados, se percibirán 39 euros.





Orden contencioso-administrativo y de las Administraciones públicas
Sección 1.ª Orden Contencioso-Administrativo
Artículo 68. Procedimiento abreviado y ordinario y especiales.
1. Los procuradores de los tribunales, en toda clase de recursos o procesos contencioso­
-administrativos en los que intervengan ante los Juzgados de lo Contencioso o ante salas de 
esta jurisdicción, devengarán sus derechos con arreglo al artículo 1. La cuantía se 
determinará conforme a lo dispuesto a las reglas contenidas en la Ley reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa.
2. Si los recursos o procesos fueran de cuantía inestimable, percibirán:
a) Ante los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, 260,08 euros.
b) Ante los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, la Audiencia Nacional 
y los Tribunales Superiores de Justicia, 334,38 euros.
c) Ante el Tribunal Supremo, 297,24 euros.
Artículo 69. Inadmisión, caducidad y desistimiento del recurso.
1. Si el recurso no se admite o se desiste sin haber dado lugar a tramitación alguna, el 
procurador devengará el 10 por ciento de los derechos que resulten de la aplicación del 
artículo 1.
2. Si, admitido el recurso, no se formalizara la demanda, el procurador devengará el 15 
por ciento de los derechos que resulten de la aplicación del artículo 1.
Artículo 70. Medidas cautelares.
1. Por la tramitación de las medidas cautelares, en cualquier procedimiento, ante la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, devengará el procurador la cantidad de 37,15 euros.
2. Si se formalizase oposición a la medida, el procurador devengará el 25 por ciento de 
los derechos que resulten de la aplicación de la escala del artículo 1, correspondiente a la 
cuantía de la solicitud.
3. Se percibirá por la intervención en la petición de suspensión del acto recurrido la 
cantidad de 37,15 euros.
Artículo 71. Ampliaciones y acumulaciones.
Por la solicitud de acumulación y ampliación de expedientes se devengará la cantidad de 
54,24 euros.
Artículo 72. Recurso de súplica y revisión.
1. El procurador devengará, en los recursos de súplica contra providencias y autos, la 
suma de 26 euros.
2. Igual cantidad devengará por la revisión de diligencias de ordenación, proposiciones y 
similares.
Artículo 73. Recurso contra sentencias.
1. Por la tramitación del recurso de apelación contra sentencias en esta jurisdicción, el 
procurador devengará sus derechos conforme al artículo1 y con arreglo a las siguientes 
reglas:
a) El 60 por ciento corresponderá a la interposición del recurso ante el juzgado a quo.
b) El restante 40 por ciento por la tramitación ante el juzgado o tribunal ad quem.
2. Por la preparación, interposición y formalización de la oposición, en los recursos de 
casación, el procurador devengará sus derechos conforme a lo establecido en la primera 
instancia y siguiendo las siguientes reglas:




a) El 20 por ciento corresponderá a la preparación del recurso ante el tribunal que dicte 
la sentencia recurrida.
b) El 80 por ciento restante por la personación e interposición del recurso, así como la 
formalización de la oposición, en su caso.
Artículo 74. Recursos extraordinarios.
En cualquier otro recurso extraordinario que se interpusiese, el procurador devengará la 
cantidad de 40 euros.
Artículo 75. Ejecución de sentencias.
En los procedimientos de ejecución de sentencia, sea provisional o definitiva, se 
aplicarán las normas de ejecución de la jurisdicción civil, así como para las tasaciones de 
costas, liquidaciones de intereses y sus incidencias.
Sección 2.ª Actuaciones ante las Administraciones públicas
Artículo 76. Actuaciones ante las Administraciones públicas.
En todos aquellos recursos y reclamaciones que se formulen ante cualquier órgano de 
las Administraciones públicas, el procurador percibirá sus derechos con arreglo a lo 
dispuesto en el artículo 1, con una reducción del 50 por ciento.
CAPÍTULO IV
Orden social
Artículo 77. Actos de conciliación.
Por la personación en los actos de conciliación ante organismos administrativos y ante 
los Juzgados de lo Social, sean preceptivos o potestativos, percibirá el procurador 22,29 
euros.
Artículo 78. Procesos de orden social.
1. El procurador, por su intervención en la primera instancia de los procedimientos del 
orden social, en representación de cualquiera de las partes, devengará el 35 por ciento de la 
escala del artículo 1. Para la determinación de la cuantía, en procedimientos de despido, se 
tendrá como base para el cálculo de los derechos la indemnización de despido; para los 
procedimientos sobre invalidez, se tomará como base una anualidad de la remuneración que 
perciba.
2. En los de tutela de los derechos de libertad sindical, el procurador devengará 44,58 
euros.
3. Para el resto de procedimientos en que no pudiera determinarse la cuantía, el 
procurador devengará 200 euros.
Artículo 79. Recursos.
1. Por la interposición y tramitación del recurso de suplicación ante el Juzgado de lo 
Social, percibirá el procurador 33,44 euros. Por el trámite del recurso de suplicación ante la 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia, el procurador devengará 22,29 euros.
2. Por la intervención en los recursos de casación y revisión, el procurador devengará el 
75 por ciento de los derechos correspondientes a éstos en el orden civil.
3. En el caso de recursos contra autos y providencias y demás incidencias, así como por 
la ejecución, se percibirán los mismos derechos que los contemplados en los artículos 48, 
49, 24 y 26, respectivamente, para el orden civil.





Actuaciones ante el Tribunal Constitucional
Artículo 80. Procedimientos y medidas cautelares.
1. En toda clase de recursos y procedimientos que se formulen ante el Tribunal 
Constitucional, el procurador devengará sus derechos con aplicación de los principios 
retributivos que establece este arancel para los recursos de que conoce el Tribunal Supremo 
en materia civil.
2. Por la tramitación de las medidas cautelares se devengará la cantidad de 37,15 euros.
3. Si se formalizara oposición a la medida, devengará el 25 por ciento del artículo 1, 
correspondiente a la cuantía de la solicitud.
CAPÍTULO VI
Tribunales eclesiásticos
Artículo 81. Causas de separación y nulidad.
Los procuradores, por las actuaciones en los Tribunales Eclesiásticos, percibirán los 
siguientes derechos:
a) Por las causas de separación conyugal:
1.º En procedimiento sumario, 300 euros.
2.º En procedimiento plenario, 600 euros.
b) Por las causas de nulidad de matrimonio, 600 euros.
c) Por las actuaciones ante el Tribunal de la Rota, 800 euros.
CAPÍTULO VII
Disposiciones generales aplicables a todos los órdenes jurisdiccionales
Artículo 82. Reintegro de los gastos suplidos.
El procurador percibirá, además de los derechos que le correspondan, el reintegro de los 
gastos que hubiese suplido por la parte a la que represente. Si, por cualquier causa, durante 
la tramitación del procedimiento, cesa en la representación que ostente, sólo tendrá derecho 
al reintegro de los gastos suplidos y a la parte proporcional de los derechos 
correspondientes al momento en que cesó, que fijará de común acuerdo con el procurador 
que le sustituya. Si no llegaran a ponerse de acuerdo los procuradores en la distribución de 
los derechos correspondientes al período en que ocurra su sustitución, someterán la 
discrepancia a la junta del respectivo colegio, para que ésta resuelva lo procedente.
Artículo 83. Auxilio judicial.
1. Por la tramitación o intervención en exhortos, mandamientos, oficios y demás actos de 
comunicación con otros organismos públicos, entidades públicas, privadas o particulares, el 
procurador percibirá:
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b) Si no se expresa o deduce la cuantía, o ésta fuera inestimable, se devengarán 13 
euros.
2. El procurador que deba acompañar a la comisión judicial asistiendo por sí mismo o por 
otro procurador en quien haya delegado la intervención, en el cumplimiento de exhorto, 
despacho o diligencia, fuera del local del juzgado en la misma o distinta población, 
devengará la cantidad de 22,29 euros.
Artículo 84. Salidas del municipio.
Cuando el procurador tenga que salir fuera de la población de su residencia, pero dentro 
del partido judicial, por razón de cualquier asunto o diligencia o para el cumplimiento de 
exhortos, oficios o mandamientos, devengará 14,86 euros, percepción compatible con sus 
derechos en el asunto. En todo caso, serán de cuenta del cliente todos los gastos de salida 
que originen al procurador.
Artículo 85. Copias.
El procurador percibirá por la obtención y autorización de copias la cantidad de 0,16 
euros, por hoja, siendo por cuenta del procurador los gastos que originen aquéllas.
Artículo 86. Cuentas.
En las cuentas que para hacer efectivos sus derechos formulen los procuradores, se 
expresarán los artículos del arancel aplicables a cada uno de los extremos que aquéllas 
contengan o de las diligencias o gastos a que se refieran.
Artículo 87. Conservación de justificantes.
El procurador conservará los justificantes de los gastos y suplidos hechos y estará 
obligado a exhibirlos al cliente, entregándole, si éste lo reclama, copia de aquéllos.
Artículo 88. Desglose de documentos y otras actuaciones.
Por toda solicitud de desglose de documentos, de exhibición de autos, de expedición de 
testimonios u obtención de copia por cualquier otro medio de reproducción admitido por la 
ley, devengará el procurador 2,97 euros.
Artículo 89. Recepción de notificaciones.
El procurador que por excepción sea designado a los solos efectos de recibir 
notificaciones, percibirá la totalidad de los derechos del pleito o del período en que sea 
designado aun cuando no se hubiera personado en él.
Artículo 90. Cuestiones de competencia.
En los juicios en que intervengan dos procuradores en virtud de cuestión de 
competencia, percibirán por mitad los derechos que correspondan.
Artículo 91. Devengo de aranceles.
Los períodos de percepción fijados en este arancel se entenderán totalmente 
devengados desde el momento de su inicio.
Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
Más información en info@boe.es
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A todos los que la presente vieren y entendieren.




Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan su marco normativo básico en 
nuestra Carta Magna, la Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así como en la 
Ley General Presupuestaria y en la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.
El Tribunal Constitucional ha ido precisando el contenido posible de la ley anual de 
Presupuestos Generales del Estado y ha venido a manifestar que existe un contenido 
necesario, constituido por la determinación de la previsión de ingresos y la autorización de 
gastos que pueden realizar el Estado y los Entes a él vinculados o de él dependientes en el 
ejercicio de que se trate. Junto a este contenido necesario, cabe la posibilidad de que se 
añada un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a las materias o cuestiones que 
guarden directa relación con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de gasto o los 
criterios de política económica general, que sean complemento necesario para la más fácil 
interpretación y más eficaz ejecución de los Presupuestos Generales del Estado y de la 
política económica del Gobierno.
Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el criterio de temporalidad no resulta 
determinante de la constitucionalidad o no de una norma desde la perspectiva de su 
inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, si bien la Ley de Presupuestos puede 
calificarse como una norma esencialmente temporal, nada impide que accidentalmente 
puedan formar parte de la misma preceptos de carácter plurianual o indefinido.
De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del artículo 134 de la Constitución 
dispone que la Ley de Presupuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos cuando 




Las materias que queden al margen de estas previsiones son materias ajenas a la Ley 
de Presupuestos Generales del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado a diferencia de lo que sucede con las demás Leyes, cuyo 
contenido resulta, en principio, ilimitado dentro del ámbito competencial del Estado y con las 
exclusiones propias de la materia reservada a Ley Orgánica.
Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 2015 regula 
únicamente, junto a su contenido necesario, aquellas disposiciones que respetan la doctrina 
del Tribunal Constitucional sobre el contenido eventual.
Estos Presupuestos Generales del Estado para 2015, elaborados en el marco de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, persisten en el objetivo de 
conseguir una mayor racionalización del proceso presupuestario a través de la confluencia 
de las mejoras introducidas a nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
ordenación económica y financiera del sector público estatal, así como a definir sus normas 
de contabilidad y control, y a nivel de eficacia y eficiencia.
Tras la aprobación de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, que ha venido a desarrollar el mandato 
contenido en el artículo 135 de la Constitución Española, reformado el 27 de septiembre 
de 2011, y a dar cumplimiento al Tratado de Estabilidad, Coordinación y Gobernanza en la 
Unión Económica y Monetaria de 2 de marzo de 2012, garantizando una adaptación 
continua y automática a la normativa europea. Dentro de ese marco normativo, en los 
presentes Presupuestos Generales del Estado se persigue continuar con el mismo objetivo 
que en ejercicios anteriores de garantizar la sostenibilidad financiera de todas las 
Administraciones Públicas, fortalecer la confianza en la estabilidad de la economía española, 
y reforzar el compromiso de España con la Unión Europea en materia de estabilidad 
presupuestaria. El logro de estos tres objetivos permite consolidar el marco de una política 
económica orientada al crecimiento económico y la creación del empleo.
En esta línea, los Presupuestos Generales del Estado para 2015 persiguen el objetivo 
prioritario de reducir el déficit público y el cumplimiento de los compromisos de consolidación 
fiscal con la Unión Europea. Los objetivos de estabilidad presupuestaria y de deuda pública 
para el período 2015-2017, fijados por Acuerdo del Consejo de Ministros de 27 de junio 
de 2014, se aprobaron por el Pleno del Congreso el 8 de julio de 2014 y por el Pleno del 
Senado el 9 de julio siguiente. Este acuerdo establece el objetivo de déficit para el conjunto 
de las Administraciones Públicas en el 4,2 por ciento del PIB, desglosándose del siguiente 
modo: el Estado tendrá un déficit del 2,9 por ciento; la Seguridad Social del 0,6 por ciento; 
las Comunidades Autónomas del 0,7 por ciento; mientras que las Corporaciones Locales 
cerrarán el próximo año con déficit cero. El objetivo de deuda pública queda fijado para la 
Administración Central en un 76,3 por ciento del PIB en 2015. El límite de gasto no financiero 
se fija en 129.060 millones de euros, lo que supone una disminución del 3,2 por ciento 
respecto del Presupuesto de 2014. Además, en el presente ejercicio, tras la entrada en vigor 
de la Ley Orgánica 6/2013, de 14 de noviembre de creación de la Autoridad Independiente 
de Responsabilidad Fiscal, las previsiones sobre las que se sustentan estos Presupuestos 
Generales del Estado cuentan por primera vez con el aval de dicho organismo.
Dado el contexto actual de la economía, en el presente ejercicio se busca además 
efectuar una más eficiente asignación de los recursos públicos de suerte que, sin descuidar 
el objetivo prioritario de reducción del déficit público, se logre consolidar la senda de 
crecimiento económico y creación de empleo iniciada en el anterior ejercicio. Destacan en 
este sentido iniciativas que permiten multiplicar los esfuerzos financieros realizados por 
nuestro país, en colaboración con las diversas instituciones europeas y dirigidos a paliar 
aquellos desequilibrios que han sido diagnosticados en nuestra economía, como la Iniciativa 
PYME promovida por el Gobierno en colaboración con la Comisión Europea y el Banco 
Europeo de Inversiones, que permitirá movilizar un volumen de préstamos superior a 
los 3.200.000 miles de euros canalizados a través de dicha institución, o la instrumentación 
del Programa Operativo de Empleo Juvenil, enmarcado dentro de la Iniciativa de Empleo 
Juvenil propuesta por el Consejo Europeo y dirigida especialmente al sector de población 
comprendido entre los 15 y los 25 años.
II




La parte esencial de la Ley de Presupuestos se recoge en el Título I, «De la aprobación 
de los Presupuestos y de sus modificaciones», por cuanto que en su Capítulo I, bajo la 
rúbrica «Créditos iniciales y financiación de los mismos» se aprueban la totalidad de los 
estados de ingresos y gastos del sector público estatal y se consigna el importe de los 
beneficios fiscales que afectan a los tributos del Estado.
En este Capítulo I se define el ámbito de los Presupuestos Generales del Estado 
teniendo en cuenta la clasificación que de los Organismos Públicos realiza la Ley 6/1997, de 
Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado, así como la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, clasificación que se hace 
presente en el resto de la Ley. Igualmente se tiene presente la Ley 28/2006, de 18 de julio, 
de Agencias Estatales para la mejora de los Servicios Públicos. La distribución de los fondos 
atiende, en cambio, a la finalidad perseguida con la realización del gasto, distribuyéndose 
por funciones.
El ámbito de los Presupuestos Generales del Estado se completa con el presupuesto de 
gastos de funcionamiento e inversiones del Banco de España, que, de acuerdo con su 
legislación específica, no se consolida con los restantes presupuestos del sector público 
estatal, así como con los presupuestos de los consorcios a que se refiere la Disposición 
adicional novena de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, que se 
unen a estos Presupuestos Generales del Estado a los efectos previstos en dicha 
Disposición.
El Capítulo II contiene las normas de modificación y ejecución de créditos 
presupuestarios, las limitaciones presupuestarias y los créditos vinculantes que han de 
operar durante el ejercicio 2015, así como las ampliaciones e incorporaciones de crédito que 
se relacionan en los Anexos de la Ley.
El Capítulo III, «De la Seguridad Social», regula la financiación de la asistencia sanitaria, 
a través del Presupuesto del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y de las aportaciones del 
Estado al Instituto de Mayores y Servicios Sociales y al Instituto Social de la Marina, así 
como aquellas que se destinen a la Seguridad Social, para atender la financiación de los 
complementos para mínimos de pensiones.
Finalmente, el Capítulo IV reglamenta la información a las Cortes Generales en materia 
de inversión y gasto público, que se efectúa a través de su Oficina Presupuestaria.
III
El Título II de la Ley de Presupuestos, relativo a la «Gestión Presupuestaria», se 
estructura en tres capítulos.
El Capítulo I regula la gestión de los presupuestos docentes. En él se fija el módulo 
económico de distribución de fondos públicos para sostenimiento de centros concertados y 
el importe de la autorización de los costes de personal de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia (UNED).
En el Capítulo II relativo a la «Gestión presupuestaria de la Sanidad y de los Servicios 
Sociales», se recogen competencias específicas en materia de modificaciones 
presupuestarias en el ámbito del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de 
Mayores y Servicios Sociales y se incluyen normas sobre la aplicación de remanentes de 
tesorería en el presupuesto del Instituto de Mayores y Servicios Sociales.
El Capítulo III recoge «Otras normas de gestión presupuestaria» y en él se establece el 
porcentaje de participación de la Agencia Estatal de Administración Tributaria en la 
recaudación bruta obtenida en 2015 derivada de su actividad propia, fijándose dicho 
porcentaje en un 5 por ciento.
IV
El Título III de la Ley de Presupuestos Generales del Estado se rubrica como «De los 
gastos de personal», y se estructura en tres capítulos.
Como así ha sido en anteriores ejercicios, la repercusión que el mandato constitucional 
de estabilidad presupuestaria y la actual situación de nuestra economía tienen sobre el 
personal al servicio del sector público se refleja en el Capítulo I, relativo a los «Gastos del 
personal al servicio del sector público», que tras definir lo que constituye «sector público» a 




estos efectos, establece, con carácter general, que no habrá incremento de las retribuciones 
de este personal en 2015 respecto a las retribuciones vigentes a 31 de diciembre de 2014. 
Por lo tanto, en 2015 los empleados públicos tendrán dos pagas extraordinarias, en los 
meses de junio y de diciembre. Tampoco podrán realizarse aportaciones a planes de empleo 
ni contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de jubilación, 
con las excepciones que se prevén.
Asimismo se incluye en este Capítulo la regulación de la Oferta de Empleo Público. La 
presente Ley de Presupuestos Generales del Estado, al igual que la anterior, mantiene su 
regulación en un único artículo, y establece que a lo largo de 2015 no se procederá en el 
sector público a la incorporación de nuevo personal. Excepcionalmente en este ejercicio se 
aumenta hasta el 50 por ciento la tasa de reposición permitida a ciertos sectores y 
administraciones considerados prioritarios. Además se asegura la cobertura de las plazas de 
militares profesionales de tropa y marinería cuya plantilla máxima se establece a través de 
una Disposición adicional en la propia Ley. Se mantienen las restricciones a la contratación 
de personal laboral temporal y al nombramiento de funcionarios interinos, atribuyendo a ésta 
un carácter rigurosamente excepcional y vinculándolo a necesidades urgentes e 
inaplazables.
En el Capítulo II, bajo la rúbrica «De los regímenes retributivos», se establece que en el 
año 2015 las retribuciones de los altos cargos del Gobierno de la Nación y sus Órganos 
Consultivos no experimentarán incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre 
de 2014; dicha limitación afectará a las retribuciones de los altos cargos del Gobierno de la 
Nación y de la Administración General del Estado, las correspondientes a los altos cargos 
del Consejo de Estado, del Consejo Económico y Social, así como a los miembros del 
Tribunal de Cuentas, del Tribunal Constitucional y del Consejo General del Poder Judicial, y 
a los altos cargos de las Fuerzas Armadas, de la Policía y de la Guardia Civil, así como a 
determinados cargos del Poder Judicial y del Ministerio Fiscal. La necesidad de inclusión de 
estas previsiones en la Ley de Presupuestos Generales del Estado deriva de que la 
aprobación de los Presupuestos de estos Órganos y, por ende, de las referidas 
retribuciones, ha de hacerse por las Cortes Generales. Los principios de unidad y 
universalidad del presupuesto exigen que esa aprobación se realice en un documento único, 
comprensivo de todos los gastos del Estado, como es la Ley de Presupuestos Generales del 
Estado.
Este Capítulo se completa con las normas relativas a las retribuciones de los 
funcionarios del Estado, personal de las Fuerzas Armadas, Cuerpo de la Guardia Civil y 
Cuerpo Nacional de Policía, y del personal estatutario y del no estatutario de la Seguridad 
Social, así como las del personal laboral del sector público estatal.
Junto a las normas reguladoras del personal al servicio de la Administración de Justicia, 
mención específica merecen las relativas a la regulación de las retribuciones de los 
miembros de la Carrera Judicial y Fiscal de conformidad con lo dispuesto en la Ley 15/2003, 
de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal.
El Capítulo III de este Título contiene una norma de cierre, aplicable al personal cuyo 
sistema retributivo no tenga adecuado encaje en las normas contenidas en el Capítulo II. 
Junto a ella, recoge, como en Leyes de Presupuestos anteriores, otras disposiciones 
comunes en materia de régimen de personal activo, así como las relativas a la prohibición de 
ingresos atípicos y a la congelación de las cuantías a percibir por los conceptos de 
recompensas, cruces, medallas y pensiones de mutilación. Asimismo, se establecen los 
requisitos para la determinación o modificación de retribuciones del personal laboral y no 
funcionario que exigirán del informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas.
V
El Título IV de la Ley de Presupuestos Generales del Estado, bajo la rúbrica «De las 
pensiones públicas», se divide en seis capítulos.
El Capítulo I establece que las pensiones abonadas por el sistema de la Seguridad 
Social, así como de Clases Pasivas, se revalorizarán en 2015, con carácter general, un 0,25 
por ciento.




El Capítulo II está dedicado a regular la determinación inicial de las pensiones del 
Régimen de Clases Pasivas del Estado y especiales de guerra.
El Capítulo III contiene las limitaciones en el señalamiento inicial de las pensiones 
públicas, instrumentando un sistema de doble limitación al fijar un máximo a la cuantía 
íntegra mensual y un máximo a la cuantía íntegra anual.
El Capítulo IV regula la «Revalorización y modificación de los valores de las pensiones 
públicas», estableciendo que las pensiones contributivas abonadas por el sistema de la 
Seguridad Social, así como las de Clases Pasivas se revalorizarán en el año 2015 un 0,25 
por ciento. Asimismo se determinan las pensiones que no se revalorizan y la limitación del 
importe de la revalorización de las pensiones públicas.
El Capítulo V recoge el sistema de complementos para mínimos, que regula en dos 
artículos, relativos, respectivamente, a pensiones de Clases Pasivas y pensiones del sistema 
de la Seguridad Social.
El Capítulo VI contiene, de una parte, la determinación inicial y revalorización de las 
pensiones no contributivas de la Seguridad Social y, de otra, la fijación de la cuantía de las 
pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez.
VI
El Título V, «De las Operaciones Financieras», se estructura en tres capítulos, relativos, 
respectivamente, a deuda pública, avales públicos y otras garantías y relaciones del Estado 
con el Instituto de Crédito Oficial.
El objeto fundamental de este Título es autorizar la cuantía hasta la cual el Estado y los 
Organismos Públicos puedan realizar operaciones de endeudamiento, materia que se regula 
en el Capítulo I, bajo la rúbrica «Deuda Pública». Estas autorizaciones genéricas se 
completan con la determinación de la información que han de suministrar los Organismos 
Públicos y el propio Gobierno sobre evolución de la deuda pública y las cuentas abiertas por 
el Tesoro en el Banco de España y otras entidades financieras.
En materia de deuda del Estado, la autorización viene referida a la cuantía del 
incremento del saldo vivo de la deuda del Estado a 31 de diciembre. Así, para el ejercicio del 
año 2015 se autoriza al Ministro de Economía y Competitividad para que incremente la 
misma, con la limitación de que el saldo vivo de dicha Deuda a 31 de diciembre del año 2015 
no supere el correspondiente a 1 de enero de 2015 en más de 49.503.001,95 miles de 
euros, permitiendo que dicho límite sea sobrepasado durante el curso del ejercicio previa 
autorización del Ministerio de Economía y Competitividad y estableciendo los supuestos en 
que quedará automáticamente revisado.
Respecto de la deuda de los Organismos Públicos, se determina el importe autorizado a 
cada uno de ellos para el ejercicio en el Anexo III de la Ley. Conviene destacar igualmente el 
establecimiento del límite de la cuantía de los recursos ajenos del Fondo de 
Reestructuración Ordenada Bancaria en este ejercicio a 17.891.000 miles de euros.
En el Capítulo II, relativo a los «Avales Públicos y Otras Garantías», se fija el límite total 
de los avales a prestar por el Estado y los Organismos Públicos, que no podrá exceder 
de 3.500.000 miles de euros. Asimismo, merece especial mención la autorización de avales 
públicos para garantizar valores de renta fija emitidos por Fondos de Titulización de Activos, 
orientados a mejorar la financiación de la actividad productiva empresarial, para lo cual se 
establece una cuantía máxima durante el ejercicio 2015 de 3.000.000 miles de euros, 
señalando además la cuantía máxima del importe vivo acumulado a 31 de diciembre 
de 2015, que no podrá exceder de 7.600.000 miles de euros.
En relación con los avales a prestar por las entidades públicas empresariales y 
sociedades mercantiles estatales, la autorización se circunscribe a la Sociedad Estatal de 
Participaciones Industriales, que podrá otorgarlos a las sociedades mercantiles en cuyo 
capital participe hasta un límite máximo de 1.210.000 miles de euros.
Las relaciones del Estado con el Instituto de Crédito Oficial están recogidas en el 
Capítulo III, que aborda, en primer lugar, la dotación del Fondo para la Promoción del 
Desarrollo (FONPRODE), dotación que en 2015 ascenderá a 235.230 miles de euros. Con 
independencia de esta dotación anual, se fija también el volumen de las operaciones que el 
Consejo de Ministros puede autorizar durante el ejercicio con cargo a dicho Fondo, que en el 
presente ejercicio queda establecido en 375.000 miles de euros; además, solo podrán 




autorizarse con cargo al FONPRODE operaciones de carácter reembolsable, salvo las 
excepciones establecidas en la propia Ley.
También se establece la dotación al Fondo de Cooperación para Agua y Saneamiento, 
que ascenderá en el año 2015 a 15.000 miles de euros, y se fija en 238.087,60 miles de 
euros la dotación para el Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM).
Finalmente, se regulan los reembolsos del Estado al Instituto de Crédito Oficial y se 
establece para 2015 la prohibición de realizar operaciones de adquisición de acciones y 
participaciones de Organismos Financieros Multilaterales o de aportaciones a fondos 
constituidos en los mismos con impacto en el déficit público.
VII
En el ámbito tributario la Ley de Presupuestos incorpora diversas medidas.
En el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, se regula la compensación por la 
pérdida de beneficios fiscales que afecta a algunos contribuyentes con la vigente Ley 
reguladora del Impuesto, cuales son los perceptores de determinados rendimientos del 
capital mobiliario con período de generación superior a dos años en 2014 respecto a los 
establecidos en la normativa del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas vigente 
hasta 31 de diciembre de 2006.
En el Impuesto sobre el Patrimonio se procede a prorrogar durante 2015 la exigencia de 
su gravamen, lo que contribuirá a mantener la senda de consolidación de las finanzas 
públicas.
En el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados se 
actualiza la escala que grava la transmisión y rehabilitación de grandezas y títulos nobiliarios 
al 1 por ciento.
Además, para los fondos de capital riesgo se establece la exención de todas las 
operaciones sujetas a gravamen en la modalidad de operaciones societarias, para equiparar 
su tratamiento al de los fondos de titulización hipotecaria y los fondos de titulización de 
activos financieros.
Por lo que se refiere a las tasas, se actualizan, con carácter general, al 1 por ciento los 
tipos de cuantía fija de las tasas de la Hacienda estatal, excepto las que se hayan creado o 
actualizado específicamente por normas dictadas en el año 2014.
Las tasas exigibles por la Jefatura Central de Tráfico se ajustarán, una vez aplicado el 
coeficiente anteriormente indicado, al múltiplo de 10 céntimos de euro inmediato superior, 
excepto cuando el importe a ajustar sea múltiplo de 10 céntimos de euro.
Se mantienen la cuantía de la tasa de regularización catastral y los tipos y cuantías fijas 
establecidas para las tasas que gravan los juegos de suerte, envite o azar, en los importes 
exigibles durante 2014.
Se mantiene con carácter general la cuantificación de los parámetros necesarios para 
determinar el importe de la tasa por reserva del dominio público radioeléctrico.
De igual modo, se mantienen las cuantías de la tasa de aproximación y de las 
prestaciones patrimoniales de carácter público aeroportuarias, en los importes exigibles 
en 2014.
Se establecen las bonificaciones aplicables en los puertos de interés general a las tasas 
de ocupación, del buque, del pasaje y de la mercancía, así como los coeficientes correctores 
de aplicación a las mencionadas tasas del buque, del pasaje y de la mercancía, de acuerdo 
con lo dispuesto en el texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina 
Mercante, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre.
Por otra parte, se mantienen para 2015 las cuantías básicas de las tasas portuarias en 
los importes exigibles en 2014.
En materia catastral, la actualización de los valores, al alza o a la baja, para su 
adecuación con el mercado inmobiliario está directamente vinculada, a nivel municipal, con 
la fecha de aprobación de la correspondiente ponencia de valores. Con esta finalidad y a la 
vista de los estudios realizados al efecto, se establecen diferentes coeficientes en función del 
año de entrada en vigor de los valores catastrales resultantes de un procedimiento de 
valoración colectiva, que serán aplicados a aquellos municipios que han acreditado el 




cumplimiento de los requisitos legalmente establecidos y que están incluidos en la Orden 
Ministerial prevista en dicho precepto.
VIII
El Título VII se estructura en dos capítulos, dedicados, respectivamente, a Entidades 
Locales y Comunidades Autónomas.
Dentro del Capítulo I se contienen normas relativas a la financiación de las Entidades 
Locales, englobando en el mismo a los municipios, provincias, cabildos y consejos insulares, 
así como Comunidades Autónomas uniprovinciales.
El núcleo fundamental está constituido por la articulación de la participación de las 
Entidades Locales en los tributos del Estado, tanto en la determinación de su cuantía, como 
en la forma de hacerla efectiva. Cabe destacar como instrumento la participación, mediante 
cesión, en la recaudación de determinados impuestos como el IRPF, IVA y los impuestos 
especiales sobre fabricación de alcoholes, sobre hidrocarburos y sobre las labores del 
tabaco; la participación a través del Fondo Complementario de Financiación con atención 
específica a las compensaciones a las entidades locales por pérdidas de recaudación en el 
Impuesto sobre Actividades Económicas, que incluye tanto la inicialmente establecida por la 
Ley 51/2002, de 27 de diciembre, como la compensación adicional instrumentada a través 
de la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, así como a la participación en el Fondo de 
Aportación a la Asistencia Sanitaria para el mantenimiento de los centros sanitarios de 
carácter no psiquiátrico de las Diputaciones, Comunidades Autónomas insulares no 
provinciales, y Consejos y Cabildos insulares.
Asimismo, se recoge la regulación de los regímenes especiales de participación de 
Ceuta y Melilla, de las entidades locales de las Islas Canarias, así como al relativo a las 
entidades locales de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra.
No obstante, esta regulación se completa con otras transferencias, constituidas por 
subvenciones por servicios de transporte colectivo urbano, compensación a los 
ayuntamientos de los beneficios fiscales concedidos a las personas físicas o jurídicas en los 
tributos locales, dando cumplimiento a lo previsto en el artículo 9 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales.
Igualmente, se regulan las obligaciones de información a suministrar por las Entidades 
Locales, las normas de gestión presupuestaria, el otorgamiento de anticipos a los 
ayuntamientos para cubrir los desfases que puedan ocasionarse en la gestión recaudatoria 
de los tributos locales y la articulación del procedimiento para dar cumplimiento a las 
compensaciones de deudas firmes contraídas con el Estado por las Entidades Locales, 
incluyendo las que, en su caso, se deban aplicar como consecuencia de incumplimientos 
reiterados de los plazos de pago establecidos en la normativa de medidas de lucha contra la 
morosidad, en aplicación del artículo 18 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
El Capítulo II regula determinados aspectos de la financiación de las Comunidades 
Autónomas de régimen común y de las Ciudades con Estatuto de Autonomía.
El sistema de financiación vigente en el año 2015 fue aprobado por el Consejo de 
Política Fiscal y Financiera en su reunión de 15 de julio de 2009 e incorporado al 
ordenamiento jurídico mediante la modificación de la Ley Orgánica de Financiación de 
las CC.AA. y la aprobación de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el 
sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.
Los recursos financieros que el sistema asigna para la cobertura de las necesidades 
globales de financiación de cada Comunidad Autónoma están constituidos por el Fondo de 
Suficiencia Global, la Transferencia del Fondo de Garantía de Servicios Públicos 
Fundamentales y la Capacidad Tributaria. El Presupuesto de gastos del Estado recoge el 
Fondo de Suficiencia Global y la Aportación del Estado al Fondo de Garantía. La 
recaudación de los tributos que el Estado les ha cedido total o parcialmente, sin embargo, 
por su naturaleza, no tienen reflejo en los Presupuestos Generales del Estado.
Además, para favorecer la convergencia entre Comunidades Autónomas y el desarrollo 
de aquellas que tengan menor renta per cápita, la Ley 22/2009 regula dos Fondos de 




Convergencia Autonómica dotados con recursos adicionales del Estado: el Fondo de 
Competitividad y el Fondo de Cooperación.
Por otra parte, en el año 2015 se practicará la liquidación del sistema de financiación 
correspondiente a 2013, regulándose en el indicado Capítulo los aspectos necesarios para 
su cuantificación.
Se regula en el citado capítulo el régimen de transferencia en el año 2015 
correspondiente al coste efectivo de los servicios asumidos por las Comunidades 
Autónomas, así como el contenido mínimo de los Reales Decretos que aprueben las nuevas 
transferencias.
Por último, se recoge la regulación de los Fondos de Compensación Interterritorial, 
distinguiendo entre Fondo de Compensación y Fondo Complementario. Ambos Fondos 
tienen como destino la financiación de gastos de inversión por las Comunidades Autónomas. 
No obstante, el Fondo Complementario puede destinarse a la financiación de gastos de 
puesta en marcha o funcionamiento de las inversiones realizadas con cargo a la Sección 33 
de los Presupuestos Generales del Estado.
IX
La Ley de Presupuestos Generales del Estado contiene en el Título VIII, bajo la rúbrica 
«Cotizaciones Sociales», la normativa relativa a las bases y tipos de cotización de los 
distintos regímenes de la Seguridad Social, procediendo a su actualización.
El Título consta de dos artículos relativos, respectivamente, a «Bases y tipos de 
cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese de actividad, Fondo de 
Garantía Salarial y Formación Profesional durante el año 2015» y «Cotización a derechos 
pasivos y a las Mutualidades Generales de Funcionarios para el año 2015».
X
El contenido de la Ley de Presupuestos se completa con diversas disposiciones 
adicionales, transitorias, derogatorias y finales, en las que se recogen preceptos de índole 
muy variada. No obstante, para una mejor sistematización, se han agrupado por materias y 
por referencia a los Títulos de la Ley correspondientes.
Así, como normas complementarias en relación con la gestión presupuestaria, se 
mantiene la previsión de que la suscripción de convenios por parte del sector público estatal 
con Comunidades Autónomas que hubieran incumplido su objetivo de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto para los ejercicios 2013, 2014 
o 2015, exigirán informe favorable, preceptivo y vinculante del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas siempre que supongan transferencia de recursos estatales o 
conlleven un compromiso de realización de gasto.
Se incluyen disposiciones en materia de gestión presupuestaria relativas a los préstamos 
y anticipos financiados con cargo a los Presupuestos Generales del Estado con la finalidad 
de atender al cumplimiento de los objetivos de estabilidad presupuestaria y endeudamiento. 
Se autoriza la incorporación de remanentes de tesorería del organismo autónomo Instituto 
Nacional de Administración Pública hasta un límite máximo de 301,53 miles de euros, 
destinados a la ejecución de los Planes de formación para el Empleo asignados a dicho 
organismo.
Se regula además la financiación de las actuaciones a desarrollar por las Comunidades 
Autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria a través del oportuno convenio de 
colaboración para el control y seguimiento de la incapacidad temporal. Y se amplía el plazo 
para la cancelación de préstamos otorgados a la Seguridad Social.
Como es habitual, se establece también la subvención estatal anual para gastos de 
funcionamiento y seguridad de partidos políticos para 2015, de conformidad con lo dispuesto 
en la Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos. 
Además se incluyen normas de ejecución presupuestaria del Centro para el Desarrollo 
Tecnológico e Industrial, así como los préstamos y anticipos con cargo a créditos de la 
política de investigación, desarrollo e innovación. Asimismo se establece como régimen 
excepcional para los ejercicios 2015 y 2016 las normas para disponer de los activos del 




Fondo de Reserva de la Seguridad Social destinados al pago de las obligaciones relativas a 
las pensiones de carácter contributivo y demás gastos necesarios para su gestión.
Por lo que se refiere al ámbito de los gastos de personal, se introduce una disposición 
que permitirá al personal al servicio del sector público recuperar parte de la paga 
extraordinaria y adicional del mes de diciembre de 2012, que fue suprimida por aplicación del 
Real Decreto-Ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas para garantizar la estabilidad 
presupuestaria y el fomento de la competitividad.
Por otra parte, se fijan en las adicionales de la ley el límite máximo para la Oferta de 
Empleo Público para el acceso a las carreras judicial y fiscal, establecido en 100 plazas, así 
como las plantillas máximas de militares profesionales de tropa y marinería a alcanzar a 31 
de diciembre del año 2015, que no podrán superar los 79.000 efectivos.
Con el firme objetivo de profundizar en el proceso de consolidación fiscal, y siguiendo el 
criterio establecido en años anteriores, se prevé que en el año 2015 las sociedades 
mercantiles públicas, las fundaciones del sector público y los consorcios participados 
mayoritariamente por las administraciones y organismos que integran el sector público 
definido en el artículo 22, apartado Uno, de la Ley de Presupuestos no podrán proceder a la 
contratación de nuevo personal, salvo en casos excepcionales y para cubrir necesidades 
urgentes e inaplazables, en los cuales podrán llevar a cabo contrataciones temporales.
No obstante, se establece, como ya se hizo en el pasado ejercicio, que dicha prohibición 
no será de aplicación a las sociedades mercantiles públicas, fundaciones del sector público o 
consorcios participados mayoritariamente por el sector público cuando se trate de 
contratación de personal funcionario o laboral, con una relación preexistente fija e indefinida 
en el sector público estatal, autonómico o local en el que se integre la sociedad, fundación o 
consorcio de que se trate; además, en este ejercicio se permite una tasa de reposición 
del 50 por ciento en aquellas sociedades que hayan obtenido beneficios en los últimos tres 
ejercicios, así como en el caso de consorcios y fundaciones que tengan la condición de 
agentes de ejecución del Sistema español de Ciencia, Tecnología e Innovación con arreglo a 
la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación. Se regulan, por 
otro lado, las modalidades de contratación temporal docente que podrán efectuar los Centros 
Universitarios de la Defensa, de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades.
Asimismo, se suspende durante este ejercicio lo dispuesto en el artículo 26.3 del Real 
Decreto 462/2002, de 24 de mayo, de indemnizaciones por razón del servicio, relativas al 
personal destinado en el extranjero. También se establecen las limitaciones a las 
retribuciones a los cargos directivos y demás personal de las Mutuas de Accidentes de 
Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social y centros mancomunados, así 
como los módulos para la compensación económica por la actuación de Jueces de Paz y 
Secretarios de Juzgados de Paz.
Finalmente, por lo que se refiere a esta materia, se prevén una serie de normas dirigidas 
a lograr un mayor control en la gestión de los gastos de personal, en relación con los 
incentivos al rendimiento de las Agencias Estatales y las modificaciones de las plantillas de 
personal estatutario de los Centros y Servicios sanitarios de organismos dependientes de la 
Administración General del Estado. Por otro lado, se establece como norma de cierre que 
cualquier actuación que propongan los departamentos ministeriales durante el ejercicio no 
podrá suponer aumento neto de los gastos de personal al servicio de la Administración.
En relación con las pensiones públicas y prestaciones asistenciales, se introduce una 
disposición adicional dirigida a extender al Régimen de Clases Pasivas la regulación 
establecida en el apartado 2 del artículo 163 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, 
homogeneizando las normas aplicables a ambos regímenes en relación con el cálculo de la 
pensión de jubilación en los supuestos de prolongación del servicio activo.
Se establecen a continuación las cuantías de las prestaciones familiares de la Seguridad 
Social, de los subsidios económicos contemplados en el texto refundido de la Ley General 
de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre y las pensiones asistenciales y se fija la 
actualización de las prestaciones económicas reconocidas al amparo de la Ley 3/2005, 
de 18 de marzo, a las personas de origen español desplazadas al extranjero durante la 
guerra civil. Se aplaza la aplicación de la Disposición adicional trigésima de la Ley 27/2011, 




de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad 
Social. Asimismo se introducen normas relativas al incremento de las prestaciones por gran 
invalidez del Régimen especial de las Fuerzas Armadas y se fija la cuantía para el año 2015 
de las ayudas sociales a los afectados por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (VIH).
Las normas de índole económica se refieren, en primer lugar, al interés legal del dinero, 
que queda establecido para el año 2015 en un 3,5 por ciento, y al interés de demora, que se 
fija en un 4,375 por ciento. Se fija asimismo el interés de demora al que se refiere el 
artículo 38.2 de la Ley 38/2003 de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que será 
el 4,375 por ciento.
En relación con el Seguro de Crédito a la Exportación, se establece el límite máximo de 
cobertura para nueva contratación que puede asegurar y distribuir CESCE en el 
ejercicio 2015 en 9.000.000 miles de euros, excluidas las Pólizas Abiertas de Corto Plazo, 
salvo las de Créditos Documentarios.
De otra parte, tiene su oportuno reflejo en las disposiciones adicionales de la Ley el 
apoyo a la investigación científica y al desarrollo tecnológico, con una doble manifestación; 
de una parte, se establece el importe máximo de la línea de financiación destinada al apoyo 
a la capitalización de empresas de alto contenido tecnológico, creado por el apartado 
primero de la Disposición adicional segunda de la Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que 
se aprueban medidas de estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa, con 
una cuantía de 18.579,76 miles de euros y de otra, se fija el importe máximo de la línea de 
apoyo a proyectos empresariales de empresas de base tecnológica creada por el apartado 2 
de la Disposición adicional segunda de la misma Ley, que se fija en 20.446,76 miles de 
euros. Se reglamenta el apoyo financiero a pequeñas y medianas empresas con una 
dotación de 57.425,48 miles de euros a la línea de financiación prevista en la Disposición 
adicional vigésimo quinta de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado de 2005. Por otro lado, la línea de financiación destinada a favorecer la puesta en 
marcha de proyectos empresariales promovidos por emprendedores y empresas TIC-
Agenda digital, creada por la Ley 17/2012 de 27 de diciembre de Presupuestos Generales 
del Estado para 2013 se dota para este año con 15.000 miles de euros. Además, se regula 
también el apoyo a los jóvenes emprendedores, donde se prevé una aportación 
de 20.446,16 miles de euros a la línea de financiación creada en la Disposición adicional 
vigésima tercera de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2011.
Por otro lado, se mantiene el apoyo financiero a los préstamos universitarios firmados de 
conformidad con la Orden EDU/3248/2010, de 17 de diciembre y acogidos al Convenio de 
colaboración suscrito el 27 de diciembre de 2010 entre el Ministerio de Educación y el 
Instituto de Crédito Oficial para la instrumentación de la ampliación del periodo de carencia y 
amortización de préstamos suscritos en el marco de la Línea «ICO-Préstamos 
Universidad 2010/2011».
Por lo que se refiere al fomento de la inversión exterior, se establece una dotación para 
el Fondo para Inversiones en el Exterior de 40.000 miles de euros y una dotación al Fondo 
para Inversiones en el Exterior de la Pequeña y Mediana Empresa, de 10.000 miles de 
euros. El importe total máximo de las operaciones que pueden aprobar los respectivos 
Comités Ejecutivos, se fija en 300.000 miles de euros para el primero y en 35.000 miles de 
euros para el segundo. Asimismo, se prevé la dotación del Fondo de apoyo para la 
promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia, que en este ejercicio asciende a 5.000 miles de euros.
Se recogen a continuación los preceptos relativos a la Garantía del Estado para obras de 
interés cultural cedidas temporalmente para su exhibición en instituciones de competencia 
exclusiva del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y sus organismos adscritos. 
Además, se establecen normas para la autorización del endeudamiento de la entidad ADIF-
Alta Velocidad por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y se 
concede una moratoria a la sociedad estatal Navantia S.A. para el reintegro de la 
financiación comprometida conforme al vigente Convenio de colaboración entre dicha 
sociedad y el Ministerio de Industria, Energía y Turismo para el desarrollo tecnológico del 
programa de submarinos S-80.
En el ámbito tributario, se fija el porcentaje sobre el rendimiento de la tasa de reserva de 
dominio público radioeléctrico a percibir por la Corporación RTVE, y se establece la 




afectación de la recaudación de las tasas de expedición del Documento Nacional de 
Identidad y Pasaportes a las actividades desarrolladas por la Fábrica Nacional de Moneda y 
Timbre-Real Casa de la Moneda, en relación con la expedición de tales documentos. 
Asimismo, se recogen las disposiciones relativas a la asignación de cantidades a fines de 
interés social y a la financiación de la Iglesia Católica.
En cuanto a los Entes Territoriales, se mantiene la previsión ya incluida en ejercicios 
anteriores de que el importe de los gastos por la asistencia sanitaria a pacientes residentes 
en España derivados entre Comunidades Autónomas, así como los relativos a la asistencia 
sanitaria cubierta por el Fondo de Garantía Asistencial se satisfaga mediante compensación 
de los saldos positivos o negativos, resultantes de su liquidación, correspondientes a cada 
Comunidad Autónoma.
Se introduce mediante una Disposición adicional el límite de los gastos de gestión en los 
que puede incurrir el Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores 2, de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 3.4 de la Ley 13/2014, de 14 de julio, de 
transformación del Fondo para la Financiación de los Pagos a los Proveedores, que queda 
fijado para 2015 en 22.414 miles de euros. Asimismo, se autorizan los pagos a cuenta por 
los servicios de cercanías y regionales traspasados a la Generalitat de Cataluña.
Por otro lado, se suspende durante el ejercicio 2015 la aplicación de lo previsto en el 
artículo 2 ter 4 de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de 
los extranjeros en España y su integración social, así como la aplicación de determinados 
preceptos de la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y 
Atención a las personas en situación de dependencia y la aplicación de la Disposición 
adicional quinta de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, relativa al Plan Integral 
de Empleo de Canarias. Se regula igualmente la concesión de subvenciones nominativas 
destinadas a la financiación del transporte público regular de viajeros de Madrid, Barcelona y 
las Islas Canarias.
Por lo que se refiere a la financiación de los Entes Territoriales, quedan fijados los 
criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos tributarios del Estado a que 
se refiere el Capítulo I del Título VII de esta Ley de Presupuestos Generales del Estado. Se 
regula, por otra parte, la refinanciación de operaciones de crédito y el régimen de 
endeudamiento aplicable a entidades dependientes o vinculadas a entidades locales, así 
como la concertación de operaciones de créditos en los supuestos de disolución de 
mancomunidades y consorcios.
En este ejercicio se ha incluido una disposición adicional destinada a instrumentar el 
pago de las compensaciones establecidas en favor de algunas Comunidades Autónomas, en 
virtud del artículo 6.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 de septiembre, de Financiación de 
las Comunidades Autónomas, como consecuencia de la regulación estatal del Impuesto 
sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito, así como el pago de la recaudación de este 
impuesto a dichas Comunidades. También en este ejercicio se introduce por primera vez una 
disposición adicional que establece los criterios para la práctica de deducciones o 
retenciones de los recursos de los regímenes de financiación de las Comunidades 
Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía efectuadas de conformidad con la 
normativa vigente.
Se determina el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) para 2015, que 
se mantiene en los mismo términos del pasado ejercicio. Por otro lado, se mantiene, en los 
mismos términos previstos en ejercicios anteriores, la reducción del 50 por ciento en la 
cotización empresarial en los supuestos de cambio de puesto de trabajo por riesgo durante 
el embarazo o durante la lactancia natural, así como en los supuestos de enfermedad 
profesional.
Por lo que respecta al Servicio Público de Empleo Estatal, se contemplan las reglas 
relativas a la gestión por parte de éste de las acciones, medidas y programas previstos en la 
letra h) del artículo 13 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo. De otra parte, se 
prevé la aplicación de los fondos provenientes de la cuota de formación profesional a la 
financiación de la formación profesional para el desempleo, con el objeto de impulsar y 
extender entre las empresas y los trabajadores una formación que responda a sus 
necesidades y contribuya al desarrollo de una economía basada en el conocimiento, en 
términos similares a los recogidos para el ejercicio 2014 y se aplaza la aplicación de la 




Disposición adicional vigésima octava de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre 
actualización, adecuación y modernización del Sistema de Seguridad Social.
Se establece, por otra parte, la integración de los Registradores de la Propiedad, 
Mercantiles y de Bienes Muebles en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, habilitando al Gobierno para dictar cuantas 
disposiciones sean necesarias para su desarrollo reglamentario, dando así cumplimiento al 
mandato dispuesto en la Disposición adicional trigésima de la Ley 22/2013, de 23 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2014.
Finalmente, con el objeto de facilitar la integración de determinados Organismos 
Autónomos dependientes del Ministerio de Defensa, se regula el régimen presupuestario 
para este ejercicio aplicable al proceso de integración en el Instituto Nacional de Técnica 
Aeroespacial «Esteban Terradas» del Organismo Autónomo Canal de Experiencias 
Hidrodinámicas de El Pardo, del Instituto Tecnológico «La Marañosa» y del Laboratorio de 
Ingenieros del Ejército «General Marvá».
Además, se establece que durante 2015 no se crearán Agencias Estatales, a excepción 
de la Agencia Estatal para la Investigación, previéndose en todo caso que la creación de 
esta Agencia no podrá suponer aumento de gasto público. Por otro lado, se prorroga en un 
año el plazo previsto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, en relación con el Inventario de 
Bienes Muebles de la Iglesia y se recoge una norma especial en cuanto a funcionamiento de 
la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda.
Se contienen diversas disposiciones transitorias, relativas, por un lado a la 
indemnización por residencia del personal al servicio del sector público estatal y a los 
complementos personales y transitorios y otras retribuciones análogas. Por otro lado, en 
materia tributaria, se establece una compensación fiscal por percepción de determinados 
rendimientos de capital mobiliario con periodo de generación superior a dos años en 2014 y 
el plazo de solicitud de aplicación de coeficientes de actualización de valores catastrales, así 
como el de aprobación del tipo de gravamen del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y de las 
ponencias de valores.
En cuanto a las disposiciones derogatorias se recoge una única Disposición de 
derogación de la Disposición adicional quincuagésima octava del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio.
La Ley se cierra con un conjunto de disposiciones finales, en las que se recogen las 
modificaciones realizadas a varias normas legales. En particular la Ley acomete la 
modificación del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril, de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de 
Autonomía del Banco de España, del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, de la Ley 35/1995, 
de 11 de diciembre, de Ayudas y Asistencia a las víctimas de delitos violentos y contra la 
libertad sexual, de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de bienes 
decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados, de la Ley 21/2003, de 7 
de julio, de Seguridad Aérea, de la Ley 29/2003, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios, de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, del Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales, de la Ley 9/2009, de 6 de 
octubre, de ampliación de la duración del permiso de paternidad en los casos de nacimiento, 
adopción o acogida, del Real Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se adoptan 
medidas extraordinarias para la reducción del déficit público, de la Ley 39/2010, de 22 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2011, del texto refundido de la Ley 
de Auditoría de Cuentas, aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, 
de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 
sistema de Seguridad Social, del texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, del 
Real Decreto-Ley 21/2012, de 13 de julio, de medidas de liquidez de las Administraciones 
Públicas y en el ámbito financiero, de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2013, de la Ley 22/2013, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2014 y de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de 
racionalización del sector público y otras medidas de reforma administrativa.




La Ley finaliza con la tradicional disposición relativa a la gestión de créditos 
presupuestarios en materia de Clases Pasivas y habilitación al Gobierno para llevar a cabo 
el desarrollo reglamentario que requiera.
TÍTULO I
De la aprobación de los Presupuestos y de sus modificaciones
CAPÍTULO I
Créditos iniciales y financiación de los mismos
Artículo 1.  Ámbito de los Presupuestos Generales del Estado.
En los Presupuestos Generales del Estado para el ejercicio del año 2015 se integran:
a) El presupuesto del Estado.
b) Los presupuestos de los organismos autónomos de la Administración General del 
Estado.
c) El presupuesto de la Seguridad Social.
d) Los presupuestos de las agencias estatales.
e) Los presupuestos de los organismos públicos cuya normativa específica confiere 
carácter limitativo a los créditos de su presupuesto de gastos.
f) Los presupuestos de las restantes entidades del sector público administrativo estatal.
g) Los presupuestos de los fondos carentes de personalidad jurídica a que se refiere el 
artículo 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
h) Los presupuestos de las sociedades mercantiles estatales.
i) Los presupuestos de las fundaciones del sector público estatal.
j) Los presupuestos de las entidades públicas empresariales y restantes organismos 
públicos de esta naturaleza.
Artículo 2.  De la aprobación de los estados de gastos e ingresos de los Entes referidos en 
las letras a) a e) del artículo 1 de la presente Ley.
Uno. Para la ejecución de los programas integrados en los estados de gastos de los 
presupuestos de los Entes mencionados en los apartados a), b), c), d) y e) del artículo 
anterior, se aprueban créditos en los Capítulos económicos I a VIII por importe 
de 347.843.340,85 miles de euros, según la distribución por programas detallada en el 
Anexo I de esta Ley. La agrupación por políticas de los créditos de estos programas es la 
siguiente:
 Miles de euros
Justicia 1.508.154,45
Defensa 5.711.687,42
Seguridad ciudadana e instituciones penitenciarias 7.843.129,34
Política exterior 1.422.426,13
Pensiones 131.658.531,37
Otras prestaciones económicas 10.943.652,91
Servicios sociales y promoción social 1.944.287,35
Fomento del empleo 4.746.361,41
Desempleo 25.300.040,46
Acceso a la vivienda y fomento de la edificación 587.109,09




Agricultura, pesca y alimentación 8.579.917,72
Industria y energía 6.027.761,96




 Miles de euros
Comercio, turismo y PYMES 963.301,86
Subvenciones al transporte 1.340.469,26
Infraestructuras 6.150.015,23
Investigación, desarrollo e innovación 6.395.150,74
Otras actuaciones de carácter económico 927.489,59
Alta dirección 612.823,51
Servicios de carácter general 28.417.446,84
Administración financiera y tributaria 1.877.804,10
Transferencias a otras Administraciones Públicas 47.165.889,60
Deuda Pública 35.490.000,00
Dos. En los estados de ingresos de los Entes a que se refiere el apartado anterior, se 
recogen las estimaciones de los derechos económicos que se prevé liquidar durante el 
ejercicio presupuestario. La distribución de su importe consolidado, expresado en miles de 
euros, se recoge a continuación:
Entes
Capítulos económicos







Estado 133.049.327,24 7.704.500,32 140.753.827,56
Organismos autónomos 33.043.605,07 647.921,74 33.691.526,81
Seguridad Social 113.133.775,31 9.835.383,19 122.969.158,50
Agencias estatales 326.705,96 349.236,59 675.942,55
Organismos del artículo 1.e) de la presente Ley 188.729,70 40.065,51 228.795,21
Total 279.742.143,28 18.577.107,35 298.319.250,63
Tres. Para las transferencias internas entre los Entes a que se refiere el apartado Uno de 
este artículo, se aprueban créditos por importe de 36.924.401,73 miles de euros con el 




Estado Organismos Autónomos SeguridadSocial
Agencias
Estatales Organismos del Artículo 1.e) de la presente Ley Total
Estado 12.717.517,31 13.073.146,24 712.962,99 5.526.853,30 32.030.479,84
Organismos autónomos 241.702,11 62.770,24 72.562,92 1.793,38 378.828,65
Agencias estatales 260.366,00 1.167,14 261.533,14
Seguridad Social 160.271,15 1.590,80 4.091.698,15 4.253.560,10
Organismos del art. 1.e) de la presente Ley
Total 662.339,26 12.783.045,49 17.237.407,31 714.756,37 5.526.853,30 36.924.401,73
Cuatro. Los créditos incluidos en los programas y transferencias entre subsectores de los 
estados de gastos aprobados en este artículo, se distribuyen orgánica y económicamente, 
expresados en miles de euros, según se indica a continuación:
Entes
Capítulos económicos








Estado 161.992.252,38 28.926.914,39 190.919.166,77
Organismos autónomos 46.486.439,11 12.230,16 46.498.669,27
Seguridad Social 136.815.574,18 3.391.984,93 140.207.559,11
Agencias estatales 1.386.121,01 577,91 1.386.698,92














Organismos del artículo 1.e) de la presente Ley 5.754.252,35 1.396,16 5.755.648,51
Total 352.434.639,03 32.333.103,55 384.767.742,58
Cinco. Para la amortización de pasivos financieros, se aprueban créditos en el Capítulo 
IX de los estados de gastos de los Entes a que se refiere el apartado Uno, por importe de 
92.233.134,67 miles de euros cuya distribución por programas se detalla en el Anexo I de 
esta Ley.
Artículo 3.  De los beneficios fiscales.
Los beneficios fiscales que afectan a los tributos del Estado se estiman en 40.719.120 
miles de euros. Su ordenación sistemática se incorpora como Anexo al estado de ingresos 
del Estado.
Artículo 4.  De la financiación de los créditos aprobados en el artículo 2 de la presente Ley.
Los créditos aprobados en el apartado Uno del artículo 2 de esta Ley, que ascienden a 
347.843.340,85 miles de euros se financiarán:
a) Con los derechos económicos a liquidar durante el ejercicio, que se detallan en los 
estados de ingresos correspondientes y que se estiman en 298.319.250,63 miles de euros; y
b) Con el endeudamiento neto resultante de las operaciones que se regulan en el 
Capítulo I del Título V de esta Ley.
Artículo 5.  De los presupuestos de los Entes referidos en las letras f), g), h), i) y j) del 
artículo 1 de esta Ley.
Uno. Se aprueban los presupuestos de las restantes entidades del sector público 
administrativo estatal que se relacionan en el Anexo VIII, en los que se incluyen las 
estimaciones de gastos y previsiones de ingresos referidos a las mismas y a sus estados 
financieros, sin perjuicio de los mecanismos de control que, en su caso, pudieran, contener 
las disposiciones que les resulten de aplicación.
Dos. Se aprueban los presupuestos de las entidades públicas empresariales y de los 
organismos públicos que se especifican en el Anexo IX, en los que se incluyen las 
estimaciones de gastos y previsiones de ingresos referidos a los mismos y a sus estados 
financieros, sin perjuicio de los mecanismos de control que, en su caso, pudieran contener 
las disposiciones que les resulten de aplicación.
Tres. Se aprueban los presupuestos de las sociedades mercantiles estatales con 
mayoría de capital público, que recogen sus estimaciones de gastos y previsiones de 
ingresos, presentado de forma individualizada o consolidados con el grupo de empresas al 
que pertenecen, relacionándose en este último caso las sociedades objeto de presentación 
consolidada. Sin perjuicio de lo anterior, se incluyen, en cualquier caso, de forma separada 
los de las sociedades mercantiles estatales que reciben subvenciones con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado.
Cuatro. Se aprueban los presupuestos de las fundaciones del sector público estatal que 
recogen sus estimaciones de gastos y previsiones de ingresos que se relacionan en el 
Anexo X.
Cinco. Se aprueban los presupuestos de los fondos carentes de personalidad jurídica a 
que se refiere el artículo 2.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, que se relacionan en el Anexo XI, en los que se incluyen las estimaciones 
de gastos y previsiones de ingresos referidos a los mismos y a sus estados financieros, sin 
perjuicio de los mecanismos de control que, en su caso, pudieran contener las disposiciones 
que les resulten de aplicación.




Artículo 6.  Presupuesto del Banco de España.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 4.2 de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de 
Autonomía del Banco de España, se aprueba el presupuesto de gastos de funcionamiento e 
inversiones del Banco de España, que se une a esta Ley.
Artículo 7.  Presupuesto de los Consorcios de la Disposición adicional novena de la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
De conformidad con la Disposición adicional novena de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, se unen a esta Ley los presupuestos de explotación y 
capital de los Consorcios en los que el porcentaje de participación del Sector Público Estatal 
es igual o superior al de cada una de las restantes Administraciones Públicas consorciadas.
CAPÍTULO II
Normas de modificación y ejecución de créditos presupuestarios
Artículo 8.  Principios generales.
Con vigencia exclusiva para el año 2015, las modificaciones de los créditos 
presupuestarios autorizados en esta Ley se sujetarán a las siguientes reglas:
Primera. Las modificaciones de créditos presupuestarios se ajustaran a lo dispuesto en 
esta Ley, y a lo que al efecto se dispone en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, en los extremos que no resulten modificados por aquella.
Segunda. Con independencia de los niveles de vinculación establecidos en los 
artículos 43 y 44 de la Ley General Presupuestaria, todo acuerdo de modificación 
presupuestaria deberá indicar expresamente la Sección, Servicio u Órgano público a que se 
refiera así como el programa, artículo, concepto y subconcepto, en su caso, afectados por la 
misma.
Tercera. Las transferencias de crédito y los libramientos que se realicen entre o con 
cargo a los artículos 40 a 43 y 70 a 73 de la clasificación económica del gasto deberán de 
efectuarse a través el programa presupuestario 000X «Transferencias internas».
Artículo 9.  Créditos vinculantes.
Uno. Con vigencia exclusiva durante el año 2015, se considerarán vinculantes en el 
presupuesto del Estado, Organismos Autónomos, Agencias Estatales y otros Organismo 
Públicos los siguientes créditos:
1. Los créditos consignados para atender obligaciones de ejercicios anteriores, con el 
nivel de desagregación económica con que aparezcan en los estados de gastos.
2. Los créditos 162.00 «Formación y perfeccionamiento del personal» y 162.04 «Acción 
Social».
Dos. Con vigencia exclusiva durante el año 2015, se considerarán vinculantes en el 
presupuesto del Estado, Organismos Autónomos y otros Organismos Públicos el 
crédito 221.09 «Labores de la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre».
Tres. Con vigencia exclusiva durante el año 2015, se considerarán vinculantes los 
siguientes créditos:
1. El crédito 16.03.132A.221.10 «A la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre por 
afectación de las tasas del DNI y pasaportes».
2. En el Presupuesto de la Sección 20 «Ministerio de Industria, Energía y Turismo» 
vincularán a nivel de Capítulo, con excepción de las subvenciones nominativas, y sin 
perjuicio de su especificación a nivel de concepto en los estados de gasto, los créditos 
presupuestarios consignados en el Capítulo 7 «Transferencias de capital», para el 
Servicio 12 «Secretaría de Estado de Telecomunicaciones y para la Sociedad de la 
Información», programa 467 G «Investigación y Desarrollo de la Sociedad de la Información» 
y 467 I «Innovación tecnológica de las telecomunicaciones».




Los libramientos que proceda efectuar en el marco de las convocatorias públicas 
realizada al amparo de los niveles de vinculación establecidos en este artículo, cuando los 
destinatarios sean los organismos autónomos, agencias estatales y organismos públicos del 
artículo 1.e) de esta Ley, habrán de realizarse desde el programa 000X «Transferencia 
internas», tramitándose, si fuera necesario, las correspondientes transferencias de créditos.
3. El crédito 26.18.231A.227.11 «Para actividades de prevención, investigación, 
persecución y represión de los delitos relacionados con el tráfico de drogas y demás fines a 
que se refiere la Ley 17/2003, de 29 de mayo.
4. En el presupuesto de la Sección 27 «Ministerio de Economía y Competitividad» 
vincularán a nivel de Capítulo, con excepción de las subvenciones nominativas y sin perjuicio 
de su especificación a nivel de concepto en los estados de gasto, los créditos 
presupuestarios consignados en el Capítulo 7 «Transferencias de capital», para los 
siguientes servicios y programas: Servicio 13 «Dirección General de Investigación Científica 
y Técnica», programa 463B «Fomento y coordinación de la investigación científica y 
técnica», Servicio 14 «Dirección General de Innovación y Competitividad», programa 467C 
«Investigación y desarrollo tecnológico-industrial».
En el presupuesto del organismo 27.104 «Instituto Nacional de Investigación y 
Tecnología Agraria y Alimentaria» vinculará a nivel de Capítulo, con excepción de las 
subvenciones nominativas y sin perjuicio de su especificación a nivel de concepto en los 
estados de gasto, los créditos presupuestarios consignados en el Capítulo 7 «Transferencias 
de capital» para el programa 467D «Investigación y experimentación agraria».
En el presupuesto del organismo 27.107 «Instituto de Salud Carlos III» vinculará a nivel 
de capítulo, con excepción de las subvenciones nominativas y sin perjuicio de su 
especificación a nivel de concepto en los estados de gasto, los créditos presupuestarios 
consignados en el capítulo 7 «Transferencias de capital» para el programa 465 A 
«Investigación Sanitaria».
Los libramientos que proceda efectuar en el marco de las convocatorias públicas 
realizada al amparo de los niveles de vinculación establecidos en este artículo, cuando los 
destinatarios sean los organismos autónomos, agencias estatales y organismos públicos del 
artículo 1.e) de esta Ley, habrán de realizarse desde el programa 000X «Transferencias 
internas», tramitándose, si fuera necesario, las correspondientes transferencias de créditos 
al amparo de lo previsto en el artículo 10.Cinco de esta Ley.
Artículo 10.  Competencias específicas en materia de modificaciones presupuestarias.
Uno. Con vigencia exclusiva para el año 2015, corresponden al Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas las siguientes competencias específicas en materia de 
modificaciones presupuestarias:
1. Autorizar las transferencias que afecten a los créditos contemplados en el 
artículo 9.Dos de la presente Ley.
2. Autorizar las transferencias que se realicen con cargo al crédito 26.18.231A.227.11 
«Para actividades de prevención, investigación, persecución y represión de los delitos 
relacionados con el tráfico de drogas y demás fines a que se refiere la Ley 17/2003, de 29 de 
mayo», cuando se destinen a otros Departamentos ministeriales.
3. Autorizar las generaciones de crédito que impliquen la creación de conceptos nuevos 
en los capítulos 4 «Transferencias corrientes» y 7 «Transferencias de capital» o para el resto 
de capítulos cuando no se encuentren previamente contemplados en los códigos que 
definen la clasificación económica.
4. Autorizar las transferencias de crédito entre servicios u Organismos autónomos de 
distintos Departamentos ministeriales, cuando ello fuere necesario para la distribución de los 
créditos del Fondo Nacional para la Investigación Científica y Técnica y del Fondo 
Estratégico para Infraestructuras Científicas y Tecnológicas.
5. Autorizar transferencias de crédito entre servicios u Organismos autónomos de 
distintos Departamentos ministeriales, cuando ello fuere necesario para hacer efectiva la 
redistribución, reasignación o movilidad de los efectivos de personal o de los puestos de 
trabajo, en los casos previstos en el Capítulo IV del Título III del Reglamento General de 
Ingresos del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de Provisión de 
Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración 




General del Estado, aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo, así como para 
hacer efectiva la movilidad forzosa del personal laboral de la Administración General del 
Estado de acuerdo con la normativa que les sea de aplicación.
6. Autorizar las modificaciones de crédito a realizar en el presupuesto del Servicio 
Público de Empleo Estatal que afecten a los créditos que se especifican en los apartados b), 
c), d), e), f), g), h) e i) del Anexo II. Segundo. Ocho.
7. Autorizar en el presupuesto de los organismos autónomos las generaciones de crédito 
por ingresos del Estado legalmente afectados a financiar actuaciones del organismo 
autónomo de que se trate.
Dos. Con vigencia exclusiva para el año 2015, corresponden al Ministro de Defensa 
autorizar las generaciones de crédito contempladas en el artículo 53.2.b) de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, motivadas por ingresos procedentes de ventas 
de productos farmacéuticos o de prestación de servicios hospitalarios, así como por ingresos 
procedentes de suministros de víveres, combustibles o prestaciones alimentarias 
debidamente autorizadas, y prestaciones de servicios a ejércitos de países integrados en la 
OTAN y los procedentes de las prestaciones de servicios y ventas efectuadas por el servicio 
de cría caballar de las Fuerzas Armadas.
Tres. Con vigencia exclusiva para el año 2015, corresponden a la Ministra de Sanidad, 
Servicios Sociales e Igualdad autorizar las generaciones de crédito contempladas en el 
artículo 53.2.b) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, como 
consecuencia de los ingresos a que se refiere la Disposición adicional vigésima segunda del 
texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio.
Al objeto de reflejar las repercusiones que en el Presupuesto de gastos del Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria hubieran de tener las transferencias del Estado a la Seguridad 
Social, por la generación de crédito que se hubiera producido como consecuencia de lo 
dispuesto en el párrafo anterior, la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad podrá 
autorizar las ampliaciones de crédito que fueran necesarias en el Presupuesto de gastos de 
dicha Entidad.
En todo caso, una vez autorizadas las modificaciones presupuestarias a que se refiere el 
párrafo anterior, se remitirán al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
Dirección General de Presupuestos, para su conocimiento.
Cuatro. Con vigencia exclusiva para el año 2015 corresponden al Ministro de Economía 
y Competitividad las siguientes competencias específicas en materia de modificaciones 
presupuestarias:
Autorizar en el presupuesto de su departamento las transferencias de crédito que 
afecten a las transferencias corrientes y de capital internas, cuando estas sean 
consecuencia del otorgamiento de ayudas a organismos públicos en el marco de 
convocatorias públicas y se financien desde los programas de investigación 463B «Fomento 
y coordinación de la investigación científica y técnica» y 467C «Investigación y desarrollo 
tecnológico-industrial».
Cinco. Con vigencia exclusiva para el año 2015 corresponde al Director del Instituto de 
Salud Carlos III autorizar en el presupuesto del citado organismo las transferencias de 
crédito que afecten a las transferencias corrientes y de capital internas, cuanto estas sean 
consecuencia del otorgamiento de ayudas a organismos públicos en el marco de 
convocatorias públicas y se financien desde el programa 465A «Investigación Sanitaria».
Seis. Con vigencia exclusiva para el año 2015, en el caso de modificaciones de crédito 
en el presupuesto de los organismos públicos de la letra e) del artículo 1 de la presente Ley 
cuya financiación se realice con cargo al presupuesto de gastos del Estado, ambas 
modificaciones se acordarán mediante el procedimiento que le sea de aplicación a la del 
Estado.
Siete. El Gobierno remitirá a las Cortes Generales, a través de su Oficina 
Presupuestaria, información trimestral de todas las transferencias a que se refiere este 
artículo, identificando las partidas afectadas, su importe y finalidad de las mismas. La Oficina 
pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores y las Comisiones 
Parlamentarias.




Artículo 11.  De las limitaciones presupuestarias.
Uno. La limitación para realizar transferencias de crédito desde operaciones de capital a 
corrientes, a que se refiere el artículo 52.1.a) de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, no será de aplicación para las siguientes transferencias:
a) Las que sean necesarias para atender obligaciones de todo orden motivadas por 
siniestros, catástrofes u otros de reconocida urgencia declaradas por normas con rango de 
Ley.
b) Las que sean necesarias para distribuir los créditos del Fondo Nacional para el 
Desarrollo de la Investigación Científica y Técnica y del Fondo Estratégico de 
Infraestructuras Científicas y Tecnológicas.
c) Las que resulten procedentes en el presupuesto del Instituto de la Vivienda, 
Infraestructura y Equipamiento de la Defensa para posibilitar el ingreso en el Estado de 
fondos destinados a atender necesidades operativas y de inversión de las Fuerzas Armadas.
Dos. Las limitaciones contenidas en el artículo 52.1.b) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, no serán de aplicación cuando las transferencias se 
efectúen en uso de la autorización contenida en los apartados 2, 4 y 5 del artículo 10.Uno de 
la presente Ley.
Tres. Con vigencia exclusiva para el año 2015, las generaciones de crédito que 
supongan incrementos de los créditos para incentivos al rendimiento y cuya autorización no 
sea competencia del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, requerirán informe 
favorable previo de dicho Departamento.
Cuatro. Con vigencia exclusiva para el año 2015, no serán de aplicación las limitaciones 
contenidas en el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, 
respecto de la financiación de las ampliaciones de crédito que se realicen en la aplicación 
presupuestaria 27.04.923O.351 «Cobertura de riesgos en avales prestados por el Tesoro, 
incluidos los riesgos de ejercicios anteriores» y en la aplicación presupuestaria 27.04.923O.
355 «Compensaciones derivadas de la ejecución de avales frente al Tesoro», cuando sean 
consecuencia de las medidas financieras contenidas en el Real Decreto-Ley 7/2008, de 13 
de octubre, de Medidas Urgentes en materia Económico-Financiera en relación con el Plan 
de Acción Concertada de los Países de la Zona Euro, la Disposición adicional vigésima 
primera de la Ley 54/1997, de 27 de noviembre, del Sector Eléctrico, en la Disposición 
adicional segunda del Real Decreto-ley 9/2009, de 26 de junio, sobre reestructuración 
bancaria y reforzamiento de los recursos propios de las entidades de crédito, en el artículo 
único del Real Decreto-ley 9/2010, de 28 de mayo, por el que se autoriza a la Administración 
General del Estado al otorgamiento de avales a determinadas operaciones de financiación 
en el marco del mecanismo europeo de estabilización financiera, en el apartado Dos.b) del 
artículo 49 de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2011, en el apartado Dos.e) del artículo 52 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2012, y en el apartado Dos.b) del artículo 54 
de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2013.
Cinco. El Gobierno comunicará trimestralmente a las Cortes Generales, a través de su 
Oficina Presupuestaria, las operaciones de ejecución del Presupuesto del Estado, realizadas 
en dicho período de tiempo, a los efectos de informar del cumplimiento de lo previsto en este 
artículo. La Oficina pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores 
y las Comisiones parlamentarias.
Artículo 12.  De las ampliaciones e incorporaciones de crédito.
Uno. A efectos de lo dispuesto en el artículo 54 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria, tendrán la condición de ampliables los créditos que se relacionan 
en el Anexo II de esta Ley.
Dos. A efectos de lo dispuesto en el artículo 58.a) de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, podrán incorporarse a los créditos del ejercicio 2015 los 
remanentes que se recogen en el Anexo VII de esta Ley.





De la Seguridad Social
Artículo 13.  De la Seguridad Social.
Uno. La financiación de la asistencia sanitaria, a través del Presupuesto del Instituto 
Nacional de Gestión Sanitaria, se efectuará con dos aportaciones finalistas del Estado, una 
para operaciones corrientes, por un importe de 214.987,51 miles de euros, y otra para 
operaciones de capital, por un importe de 11.191,18 miles de euros, y con cualquier otro 
ingreso afectado a aquella Entidad, por importe estimado de 1.097,46 miles de euros.
Dos. El Estado aporta al sistema de la Seguridad Social 7.563.020,00 miles de euros 
para atender a la financiación de los complementos para mínimos de las pensiones de dicho 
sistema.
El ritmo de ejecución de este crédito para financiar los complementos para mínimos de 
las pensiones se adecuará a las necesidades financieras de la Tesorería General de la 
Seguridad Social y a las necesidades derivadas de la ejecución del Presupuesto del Estado, 
para lo cual será preceptivo el informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas para cada libramiento.
Tres. El presupuesto del Instituto de Mayores y Servicios Sociales se financiará en el 
ejercicio del año 2015 con aportaciones del Estado para operaciones corrientes por un 
importe de 3.723.490,05 miles de euros y para operaciones de capital por un importe 
de 6.125,00 miles de euros, así como por cualquier otro ingreso afectado a los servicios 
prestados por la entidad, por un importe estimado de 56.860,19 miles de euros.
Cuatro. La asistencia sanitaria no contributiva del Instituto Social de la Marina se 
financiará con dos aportaciones del Estado, una para operaciones corrientes por un importe 
de 2.855,00 miles de euros, y otra para operaciones de capital por un importe de 20,00 miles 
de euros. Asimismo, se financiarán por aportación del Estado los servicios sociales de dicho 
Instituto, a través de una transferencia corriente por un importe de 13.455,01 miles de euros 
y de una transferencia para operaciones de capital por importe de 1.200,00 miles de euros.
CAPÍTULO IV
Información a las Cortes Generales
Artículo 14.  Información a las Cortes Generales en materia de inversión y gasto público.
Sin perjuicio de la facultad de las Cortes Generales de solicitar del Gobierno la 
información que estimen oportuna, la Intervención General de la Administración del Estado, 
con periodicidad mensual, pondrá a disposición de las Cortes Generales, a través de su 
Oficina Presupuestaria, información sobre la ejecución de los Presupuestos. Con la misma 
periodicidad, procedimiento y destinatario, la Intervención General de la Seguridad Social 
remitirá información sobre la ejecución de los Presupuestos de las entidades que integran el 
sistema de la Seguridad Social. La Oficina pondrá dicha documentación a disposición de los 
Diputados, Senadores y las Comisiones parlamentarias.
Asimismo, la Intervención General de la Administración del Estado, con periodicidad 
semestral, pondrá a disposición de las Cortes Generales, a través de su Oficina 
Presupuestaria, información regionalizada sobre el grado de ejecución de la inversión real 
del Sector Público Estatal.





De la gestión presupuestaria
CAPÍTULO I
De la gestión de los presupuestos docentes
Artículo 15.  Módulo económico de distribución de fondos públicos para sostenimiento de 
centros concertados.
Uno. De acuerdo con lo establecido en los apartados segundo y tercero del artículo 117 
y de la Disposición adicional vigesimoséptima de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de 
Educación, el importe del módulo económico por unidad escolar, a efectos de distribución de 
la cuantía global de los fondos públicos destinados al sostenimiento de los centros 
concertados para el año 2015 es el fijado en el Anexo IV de esta Ley.
A fin de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 116.1 en relación con el artículo 15.2 
de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, las unidades que se concierten en 
las enseñanzas de Educación Infantil, se financiarán conforme a los módulos económicos 
establecidos en el Anexo IV.
Los Ciclos Formativos de Grado Medio y de Grado Superior se financiarán con arreglo a 
los módulos económicos establecidos en el Anexo IV. En la partida correspondiente a otros 
gastos de aquellas unidades concertadas de formación profesional que cuenten con 
autorización para una ratio inferior a 30 alumnos por unidad escolar, se aplicará un 
coeficiente reductor de 0,015 por cada alumno menos autorizado.
La financiación de la Formación en Centros de Trabajo (FCT) correspondiente a los 
ciclos formativos de grado medio y superior, en lo relativo a la participación de las empresas 
en el desarrollo de las prácticas de los alumnos, se realizará en términos análogos a los 
establecidos para los centros públicos.
Los Ciclos de Formación Profesional Básica se financiarán conforme al módulo 
económico establecido en el Anexo IV. Los conciertos de los Ciclos de Formación 
Profesional Básica, tendrán carácter general, conforme establece el artículo 116.6 de la Ley 
Orgánica 2/2006, de Educación, modificado por el apartado Setenta de la Ley Orgánica 
8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad educativa.
El primer curso de los Ciclos de Formación Profesional Básica se implantará en el curso 
escolar 2014/2015, curso en el que quedará suprimida la oferta de módulos obligatorios de 
los Programas de Cualificación Profesional Inicial, de acuerdo con la Disposición final quinta, 
punto 4, de la Ley Orgánica 8/2013, de 9 de diciembre, para la mejora de la calidad 
educativa.
Con carácter excepcional podrán concertarse enseñanzas correspondientes a 
Programas de Cualificación Profesional Inicial, siempre y cuando dichas enseñanzas se 
correspondan con el segundo curso de un programa de dos cursos académicos iniciados en 
el curso académico 2013/2014 e incluyan, además de los módulos voluntarios, módulos 
específicos asociados a una cualificación de nivel 1 del Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales.
Asimismo, las unidades concertadas en las que se impartan las enseñanzas de 
Bachillerato, se financiarán conforme al módulo económico establecido en el Anexo IV.
Las Comunidades Autónomas podrán adecuar los módulos establecidos en el citado 
Anexo a las exigencias derivadas del currículo establecido por cada una de las enseñanzas, 
siempre que ello no suponga una disminución de las cuantías de dichos módulos en ninguna 
de las cantidades en que se diferencian, fijadas en la presente Ley.
Las retribuciones del personal docente tendrán efectividad desde el 1 de enero de 2015, 
sin perjuicio de la fecha en que se firmen los respectivos Convenios colectivos de empresas 
de Enseñanza Privada sostenida total o parcialmente con fondos públicos, aplicables a cada 
nivel educativo en los centros concertados. La Administración podrá aceptar pagos a cuenta, 
previa solicitud expresa y coincidente de todas las organizaciones patronales y consulta con 
las sindicales negociadoras de los citados Convenios Colectivos, hasta el momento en que 
se produzca la firma del correspondiente Convenio, considerándose que estos pagos a 




cuenta tendrán efecto desde el 1 de enero de 2015. El componente del módulo destinado a 
«Otros Gastos» surtirá efecto a partir del 1 de enero de 2015.
Las cuantías señaladas para salarios del personal docente, incluidas cargas sociales, 
serán abonadas directamente por la Administración, sin perjuicio de la relación laboral entre 
el profesorado y el titular del centro respectivo. La distribución de los importes que integran 
los «Gastos Variables» se efectuará de acuerdo con lo establecido en las disposiciones 
reguladoras del régimen de conciertos.
La cuantía correspondiente a «Otros gastos» se abonará mensualmente; los centros 
podrán justificar su aplicación al finalizar el correspondiente ejercicio económico de forma 
conjunta para todas las enseñanzas concertadas del centro. En los ciclos formativos de 
grado medio y superior cuya duración sea de 1.300 o 1.400 horas, las Administraciones 
educativas podrán establecer el abono de la partida de otros gastos del segundo curso, 
fijada en el módulo contemplado en el Anexo IV, de forma conjunta con la correspondiente al 
primer curso; sin que ello suponga en ningún caso un incremento de la cuantía global 
resultante.
Dos. A los centros docentes que tengan unidades concertadas en todos los cursos de la 
Educación Secundaria Obligatoria, se les dotará de la financiación de los servicios de 
orientación educativa a que se refiere el artículo 22.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de 
mayo, de Educación. Esta dotación se realizará sobre la base de calcular el equivalente a 
una jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 25 unidades 
concertadas de Educación Secundaria Obligatoria. Por tanto, los centros concertados 
tendrán derecho a la jornada correspondiente del citado profesional, en función del número 
de unidades de Educación Secundaria Obligatoria que tengan concertadas. En el ámbito de 
sus competencias y de acuerdo con sus disponibilidades presupuestarias, las 
Administraciones educativas podrán incrementar la financiación de los servicios de 
orientación educativa.
Tres. En el ámbito de sus competencias, las Administraciones educativas podrán fijar las 
relaciones profesor/unidad concertada adecuadas para impartir el plan de estudios vigente 
en cada nivel objeto del concierto, calculadas en base a jornadas de profesor con veinticinco 
horas lectivas semanales.
La Administración no asumirá los incrementos retributivos, las reducciones horarias, o 
cualquier otra circunstancia que conduzca a superar lo previsto en los módulos económicos 
del Anexo IV.
Asimismo, la Administración no asumirá los incrementos retributivos, fijados en Convenio 
colectivo, que supongan un porcentaje superior al incremento establecido para el 
profesorado de la enseñanza pública en los distintos niveles de enseñanza salvo que, en 
aras a la consecución de la equiparación gradual a que hace referencia el artículo 117.4 de 
la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, se produzca su reconocimiento 
expreso por la Administración y la consiguiente consignación presupuestaria.
Cuatro. Las Administraciones educativas podrán, en el ámbito de sus competencias, 
incrementar las relaciones profesor/unidad de los centros concertados, en función del 
número total de profesores afectados por las medidas de recolocación que se hayan venido 
adoptando hasta la entrada en vigor de esta Ley y se encuentren en este momento incluidos 
en la nómina de pago delegado, así como de la progresiva potenciación de los equipos 
docentes. Todo ello, sin perjuicio de las modificaciones de unidades que se produzcan en los 
centros concertados, como consecuencia de la normativa vigente en materia de conciertos 
educativos.
Cinco. A los centros concertados se les dotará de las compensaciones económicas y 
profesionales para el ejercicio de la función directiva a que hace referencia el artículo 117.3 
de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación.
Seis. Las cantidades máximas a percibir de los alumnos en concepto de financiación 
complementaria a la proveniente de los fondos públicos que se asignen al régimen de 
conciertos singulares, suscritos para enseñanzas de niveles no obligatorios, y en concepto 
exclusivo de enseñanza reglada, son las que se establecen a continuación:
a) Ciclos formativos de grado superior: entre 18 y 36 euros alumno/mes durante diez 
meses, en el período comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015.




b) Bachillerato: entre 18 y 36 euros alumno/mes durante diez meses, en el período 
comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015.
La financiación obtenida por los centros, consecuencia del cobro a los alumnos de estas 
cantidades tendrá el carácter de complementaria a la abonada directamente por la 
Administración para la financiación de los «Otros gastos».
Los centros que en el año 2014 estuvieran autorizados para percibir cuotas superiores a 
las señaladas podrán mantenerlas para el ejercicio 2015.
La cantidad abonada por la Administración, no podrá ser inferior a la resultante de 
minorar en 3.606,08 euros el importe correspondiente al componente de «Otros gastos» de 
los módulos económicos establecidos en el Anexo IV, pudiendo las Administraciones 
educativas competentes establecer la regulación necesaria al respecto.
Siete. Financiación de la enseñanza concertada en las Ciudades de Ceuta y Melilla: al 
objeto de dotar a los centros de los equipos directivos en los términos establecidos en el 
artículo 117.3 de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, y de proceder al 
aumento de la dotación de la financiación de los servicios de orientación educativa a que se 
refiere el artículo 22.3 de la misma Ley, sobre la base de calcular el equivalente a una 
jornada completa del profesional adecuado a estas funciones, por cada 16 unidades 
concertadas de Educación Secundaria Obligatoria, el importe del módulo económico por 
unidad escolar para el ámbito territorial de las Ciudades de Ceuta y Melilla será el que se 
establece en el Anexo V.
Ocho. Lo establecido en este artículo será plenamente aplicable a la financiación de 
todos los centros concertados, incluidos los de educación diferenciada que escolarizan 
alumnos de un solo sexo, y ello con independencia del modelo de agrupamiento de alumnos 
que realicen los centros docentes en el ejercicio de sus competencias.
Artículo 16.  Autorización de los costes de personal de la Universidad Nacional de 
Educación a Distancia (UNED).
Al amparo de lo dispuesto en la Disposición adicional primera de la Ley Orgánica 6/2001, 
de 21 de diciembre, de Universidades, y con sujeción a lo establecido en el Título III de esta 
Ley, se autorizan los costes de personal docente (funcionario y contratado) y del personal de 
administración y servicios (funcionario y laboral fijo) de la Universidad Nacional de Educación 
a Distancia (UNED) para el año 2015 y por los importes consignados en el Anexo VI de esta 
Ley.
CAPÍTULO II
De la gestión presupuestaria de la Sanidad y de los Servicios Sociales
Artículo 17.  Competencias específicas en materia de modificaciones presupuestarias del 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y Servicios Sociales.
Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas autorizar respecto de 
los presupuestos del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y del Instituto de Mayores y 
Servicios Sociales las siguientes modificaciones presupuestarias:
1. Las transferencias de crédito que afecten a gastos de personal o a los demás créditos 
presupuestarios que enumera el apartado Dos del artículo 44 de la Ley General 
Presupuestaria.
2. Las incorporaciones de remanentes reguladas en el artículo 58 de la Ley General 
Presupuestaria.
Artículo 18.  Aplicación de remanentes de Tesorería en el Presupuesto del Instituto de 
Mayores y Servicios Sociales.
Los remanentes de tesorería, a favor del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, 
existentes en la Tesorería General de la Seguridad Social a 31 de diciembre de cada año se 
podrán destinar a financiar el presupuesto de gasto del Instituto de Mayores y Servicios 
Sociales. Así mismo, podrán ser utilizados para financiar posibles modificaciones en el 
ejercicio siguiente al que se produzcan.




No obstante, en 2015 el remanente de tesorería que se pudiera generar como 
consecuencia de los excedentes de financiación por parte del Estado de las pensiones no 
contributivas por invalidez y jubilación del año 2014, que se certifiquen por la Intervención 
General de la Seguridad Social, únicamente podrá ser aplicado a la financiación de 
insuficiencias que pudieran producirse en los créditos para atender pensiones no 
contributivas por invalidez y jubilación.
CAPÍTULO III
Otras normas de gestión presupuestaria
Artículo 19.  Agencia Estatal de Administración Tributaria.
Uno. El porcentaje de participación en la recaudación bruta obtenida en el 2015 derivada 
de los actos de liquidación y gestión recaudatoria o de otros actos administrativos acordados 
o dictados por la Agencia Estatal de Administración Tributaria será del cinco por 100.
Dos. A los efectos de lo dispuesto en el párrafo cuarto del punto Cinco.b) del artículo 103 
de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, la variación de recursos de la Agencia Estatal de 
Administración Tributaria derivada de la indicada participación, se instrumentará a través de 
una generación de crédito que será autorizada por el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, cuya cuantía será la resultante de aplicar el porcentaje señalado 
en el punto anterior.
Tres. La recaudación derivada de los actos de liquidación y gestión recaudatoria o de 
otros actos administrativos acordados o dictados por la Agencia Estatal de Administración 
Tributaria, aplicada al Presupuesto de Ingresos del Estado en el mes de diciembre de 2014 
podrá generar crédito en el mismo concepto, o equivalente, del Presupuesto del Estado para 
2015, en el porcentaje establecido en el apartado Uno de este artículo, según el 
procedimiento previsto en la Orden de 4 de marzo de 1993, que desarrolla el artículo 97 de 
la Ley 39/1992, de Presupuestos Generales del Estado para 1993.
TÍTULO III
De los gastos de personal
CAPÍTULO I
De los gastos del personal al servicio del sector público
Artículo 20.  Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica en 
materia de gastos de personal al servicio del sector público.
Uno. A efectos de lo establecido en el presente Capítulo, constituyen el sector público:
a) La Administración General del Estado, sus Organismos autónomos y Agencias 
estatales y las Universidades de su competencia.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas, los Organismos de ellas 
dependientes y las Universidades de su competencia.
c) Las Corporaciones locales y Organismos de ellas dependientes.
d) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
e) Los Órganos constitucionales del Estado, sin perjuicio de lo establecido en el 
artículo 72.1 de la Constitución.
f) Las sociedades mercantiles públicas, entendiendo por tales aquéllas en las que la 
participación, directa o indirecta, en su capital social de las Administraciones y entidades 
enumeradas en este artículo sea superior al 50 por ciento.
g) Las entidades públicas empresariales y el resto de los organismos públicos y entes 
del sector público estatal, autonómico y local.
h) Las fundaciones del sector público y los consorcios participados mayoritariamente por 
las Administraciones y Organismos que integran el sector público.




i) El Banco de España en los términos establecidos en la Ley 13/1994, de 1 de junio, de 
Autonomía del Banco de España.
Dos. En el año 2015, las retribuciones del personal al servicio del sector público no 
podrán experimentar ningún incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014, 
en términos de homogeneidad para los dos períodos de la comparación, tanto por lo que 
respecta a efectivos de personal como a la antigüedad del mismo.
Tres. Durante el ejercicio 2015, las Administraciones, entidades y sociedades a que se 
refiere el apartado Uno de este artículo no podrán realizar aportaciones a planes de 
pensiones, de empleo, o contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la 
contingencia de jubilación.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior y siempre que no se produzca incremento 
de la masa salarial de la Administración de referencia, en los términos que establece la 
presente Ley, las citadas Administraciones, entidades y sociedades podrán realizar contratos 
de seguro colectivo que incluyan la cobertura de contingencias distintas a la de jubilación. 
Asimismo, y siempre que no se produzca incremento de la masa salarial de dicha 
Administración, en los términos que establece la presente Ley, podrán realizar aportaciones 
a planes de pensiones de empleo o contratos de seguro colectivo que incluyan la cobertura 
de la contingencia de jubilación, siempre que los citados planes o contratos de seguro 
hubieran sido suscritos con anterioridad al 31 de diciembre de 2011.
Cuatro. La masa salarial del personal laboral, que no podrá incrementarse en 2015, está 
integrada por el conjunto de las retribuciones salariales y extrasalariales y los gastos de 
acción social devengados por dicho personal en 2014, en términos de homogeneidad para 
los dos períodos objeto de comparación, teniendo en cuenta lo dispuesto en el apartado Dos 
de este artículo.
Se exceptúan, en todo caso:
a) Las prestaciones e indemnizaciones de la Seguridad Social.
b) Las cotizaciones al sistema de la Seguridad Social a cargo del empleador.
c) Las indemnizaciones correspondientes a traslados, suspensiones o despidos.
d) Las indemnizaciones o suplidos por gastos que hubiera realizado el trabajador.
Cinco. 1. Los funcionarios a los que resulta de aplicación el artículo 76 del Estatuto 
Básico del Empleado Público e incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 
de agosto, en los términos de la Disposición final cuarta del citado Estatuto Básico o de las 
Leyes de Función Pública dictadas en desarrollo de aquél, percibirán, en concepto de sueldo 
y trienios, en las nóminas ordinarias de enero a diciembre de 2015, las cuantías referidas a 
doce mensualidades que se recogen a continuación:






E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (Ley 7/2007) 6.581,64 161,64
2. Los funcionarios a que se refiere el punto anterior percibirán, en cada una de las 
pagas extraordinarias de los meses de junio y diciembre en el año 2015, en concepto de 
sueldo y trienios, los importes que se recogen a continuación:










Grupo/Subgrupo Ley 7/2007 Sueldo euros Trienios euros
E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (Ley 7/2007) 548,47 13,47
Seis. A efectos de lo dispuesto en el apartado anterior, las retribuciones a percibir por los 
funcionarios públicos que hasta la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2007 han venido referenciadas a los grupos de titulación previstos en el artículo 25 de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, están 
referenciadas a los grupos y subgrupos de clasificación profesional establecidos en el 
artículo 76 y Disposición transitoria tercera de la Ley 7/2007, de 12 de abril, por la que se 
aprueba el Estatuto Básico del Empleado Público, sin experimentar otras variaciones que las 
derivadas de esta Ley. Las equivalencias entre ambos sistemas de clasificación son las 
siguientes:
Grupo A Ley 30/1984: Subgrupo A1 Ley 7/2007.
Grupo B Ley 30/1984: Subgrupo A2 Ley 7/2007.
Grupo C Ley 30/1984: Subgrupo C1 Ley 7/2007.
Grupo D Ley 30/1984: Subgrupo C2 Ley 7/2007.
Grupo E Ley 30/1984: Agrupaciones profesionales Ley 7/2007.
Siete. Lo dispuesto en los apartados anteriores debe entenderse sin perjuicio de las 
adecuaciones retributivas que, con carácter singular y excepcional, resulten imprescindibles 
por el contenido de los puestos de trabajo, por la variación del número de efectivos 
asignados a cada programa o por el grado de consecución de los objetivos fijados al mismo.
Ocho. Los acuerdos, convenios o pactos que impliquen crecimientos retributivos deberán 
experimentar la oportuna adecuación, deviniendo inaplicables las cláusulas que establezcan 
cualquier tipo de incremento.
Nueve. Las referencias relativas a retribuciones contenidas en esta Ley se entienden 
siempre hechas a retribuciones íntegras.
Diez. Los límites establecidos en este artículo serán de aplicación a las retribuciones de 
los contratos mercantiles del personal del sector público.
Once. Este artículo tiene carácter básico y se dicta al amparo de los artículos 149.1.13.ª 
y 156.1 de la Constitución. Además, el apartado Tres se dicta en aplicación de lo dispuesto 
en el artículo 29 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
Artículo 21.  Oferta de Empleo Público u otro instrumento similar de gestión de la provisión 
de necesidades de personal.
Uno. 1. A lo largo del ejercicio 2015 no se procederá, en el Sector Público delimitado en 
el artículo anterior, a excepción de las sociedades mercantiles públicas, fundaciones del 
sector público y consorcios participados mayoritariamente por las Administraciones y 
Organismos que integran el Sector Público, que se regirán por lo dispuesto en las 
disposiciones adicionales décima quinta, décima sexta y décima séptima, respectivamente, 
de esta Ley y de los Órganos Constitucionales del Estado, a la incorporación de nuevo 
personal, salvo la que pueda derivarse de la ejecución de procesos selectivos 
correspondientes a Ofertas de Empleo Público de ejercicios anteriores o de plazas de 
militares de Tropa y Marinería profesional necesarias para alcanzar los efectivos fijados en la 
Disposición adicional décima cuarta.
La limitación contenida en el párrafo anterior alcanza a las plazas incursas en los 
procesos de consolidación de empleo previstos en la Disposición transitoria cuarta del 
Estatuto Básico del Empleado Público.
2. Respetando, en todo caso, las disponibilidades presupuestarias del Capítulo I de los 
correspondientes presupuestos de gastos, la limitación contenida en el apartado anterior no 
será de aplicación a los siguientes sectores y administraciones en los que la tasa de 
reposición se fijará hasta un máximo del 50 por ciento:
A) A las Administraciones Públicas con competencias educativas para el desarrollo de la 
Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, en relación con la determinación del 
número de plazas para el acceso a los cuerpos de funcionarios docentes.




B) A las Administraciones Públicas con competencias sanitarias respecto de las plazas 
de hospitales y centros de salud del Sistema Nacional de Salud.
C) A las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, a aquellas Comunidades 
Autónomas que cuenten con Cuerpos de Policía Autónoma propios en su territorio, y en el 
ámbito de la Administración Local a las correspondientes al personal de la Policía Local, en 
relación con la cobertura de las correspondientes plazas.
En el supuesto de las plazas correspondientes al personal de la policía local, se podrá 
alcanzar el cien por cien de la tasa de reposición de efectivos siempre que se trate de 
Entidades Locales que cumplan o no superen los límites que fije la legislación reguladora de 
las Haciendas Locales o, en su caso, las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, en 
materia de autorización de operaciones de endeudamiento. Además deberán cumplir el 
principio de estabilidad al que se refiere el artículo 11.4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera tanto en la liquidación del 
presupuesto del ejercicio inmediato anterior como en el presupuesto vigente. En relación con 
este último, la Entidad deberá adoptar un Acuerdo del Pleno u órgano competente en el que 
se solicite la reposición de las plazas vacantes y en el que se ponga de manifiesto que 
aplicando esta medida no se pone en riesgo el cumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria. Lo indicado en el presente párrafo deberá ser acreditado por la 
correspondiente Entidad Local ante el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
previamente a la aprobación de la convocatoria de plazas.
En el supuesto de las plazas correspondientes al personal de la Policía Autónoma, se 
podrá alcanzar el cien por cien de la tasa de reposición de efectivos siempre que se trate, de 
Comunidades Autónomas que cumplan los objetivos de Estabilidad Presupuestaria y deuda 
pública establecidos de conformidad con la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera tanto en la liquidación del 
presupuesto del ejercicio inmediato anterior, como en el presupuesto vigente.
D) A las Fuerzas Armadas en relación con las plazas de militares de carrera y militares 
de complemento de acuerdo con lo previsto en la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de 
carrera militar.
E) A las Administraciones Públicas respecto del control y lucha contra el fraude fiscal, 
laboral, de subvenciones públicas y en materia de Seguridad Social, y del control de la 
asignación eficiente de los recursos públicos.
F) A las Administraciones Públicas respecto del asesoramiento jurídico y la gestión de 
los recursos públicos.
G) En la Administración de Justicia, atendiendo a las especiales circunstancias que 
concurren en la situación de cobertura de sus plazas, se computará el número máximo de 
plazas a autorizar en función del número total de plazas de la plantilla aprobadas dotadas 
presupuestariamente, y que hayan estado ocupadas por funcionarios interinos durante al 
menos los tres últimos años, autorizándose Oferta de Empleo Público en aquellos Cuerpos 
de funcionarios en el que el porcentaje de las plazas con este tipo de ocupación supere el 15 
% del total y en un número máximo que, acumulado para todos los Cuerpos, no podrá 
superar el 20 % de las vacantes.
H) A las Administraciones Públicas respecto de la cobertura de las plazas 
correspondientes al personal de los servicios de prevención y extinción de incendios.
En el supuesto de las plazas correspondientes al personal de los servicios de prevención 
y extinción de incendios y salvamento, se podrá alcanzar el cien por cien de la tasa de 
reposición de efectivos siempre que se trate de Entidades Locales que cumplan o no 
superen los límites que fije la legislación reguladora de las Haciendas Locales o, en su caso, 
las Leyes de Presupuestos Generales del Estado, en materia de autorización de operaciones 
de endeudamiento. Además deberán cumplir el principio de estabilidad al que se refiere el 
artículo 11.4 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera tanto en la liquidación del presupuesto del ejercicio inmediato 
anterior como en el presupuesto vigente. En relación con este último, la Entidad deberá 
adoptar un Acuerdo del Pleno u órgano competente en el que se solicite la reposición de las 
plazas vacantes y en el que se ponga de manifiesto que aplicando esta medida no se pone 
en riesgo el cumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria. Lo indicado en el 
presente párrafo deberá ser acreditado por la correspondiente Entidad Local ante el 




Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, previamente a la aprobación de la 
convocatoria de plazas.
I) A las Administraciones Públicas en relación con las plazas de personal investigador 
doctor de los Cuerpos y Escalas de los organismos públicos de investigación, definidos en la 
Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación.
Asimismo, se autorizan un total de 25 plazas en los Organismos Públicos de 
Investigación, para la contratación de personal investigador doctor, con certificado I3, en la 
modalidad de Investigador distinguido, como personal laboral fijo en dichos Organismos, 
previa acreditación de que la Oferta de Empleo Público de estas plazas no afecta a los 
límites fijados en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y 
Sostenibilidad Financiera.
Igualmente se autoriza a los organismos de investigación de otras Administraciones 
Públicas para la contratación de personal investigador doctor que haya superado una 
evaluación equivalente al certificado I3, en la modalidad de investigador distinguido, como 
personal laboral fijo en dichos organismos, previa acreditación de que la oferta de empleo 
público de estas plazas no afecta a los límites fijados en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
J) A las plazas de los Cuerpos de Catedráticos de Universidad y de Profesores Titulares 
de Universidad y a las plazas de personal de administración y servicios de las 
Universidades, siempre que por parte de las Administraciones Públicas de las que dependan 
se autoricen las correspondientes convocatorias, previa acreditación de que la oferta de 
empleo público de las citadas plazas no afecta al cumplimiento de los objetivos de 
estabilidad presupuestaria establecidos para la correspondiente Universidad, ni de los 
demás límites fijados en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Dentro del límite de la tasa de reposición correspondiente a los Cuerpos de Catedráticos 
de Universidad y de Profesores Titulares de Universidad, previsto en el párrafo anterior, cada 
Universidad estará obligada a destinar, como mínimo, un 15 por ciento del total de plazas 
que oferte, a la contratación, como personal laboral fijo, de personal investigador doctor que 
haya finalizado el Programa Ramón y Cajal y haya obtenido el certificado I3. De las restantes 
plazas que oferte, cada Universidad podrá destinar una parte de las mismas para el ingreso 
como profesor contratado doctor, en los términos previstos en el artículo 52 de la citada Ley 
Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades.
K) A las Administraciones Públicas respecto de la supervisión e inspección de los 
mercados de valores y de los que en ellos intervienen.
L) A las plazas correspondientes a la seguridad aérea, respecto del personal que realiza 
actuaciones de inspección y supervisión de la seguridad aérea y las operaciones de vuelo, y 
a las plazas de personal en relación con la seguridad marítima, que realiza tareas de 
salvamento marítimo y prevención y lucha contra la contaminación marina.
M) A la Administración Penitenciaria.
N) Al Consejo de Seguridad Nuclear en relación con las plazas de funcionario de la 
Escala Superior del Cuerpo de Seguridad Nuclear y Protección Radiológica que realizan 
funciones de dirección, estudio y evaluación, inspección y control de las instalaciones 
radiactivas y nucleares.
3. Para calcular la tasa de reposición de efectivos, el porcentaje máximo a que se refiere 
el apartado anterior se aplicará sobre la diferencia resultante entre el número de empleados 
fijos que, durante el ejercicio presupuestario de 2014, dejaron de prestar servicios en cada 
uno de los sectores, ámbitos, cuerpos o categorías, previstos en el apartado anterior y el 
número de empleados fijos que se hubieran incorporado en los mismos en el referido 
ejercicio, por cualquier causa, excepto los procedentes de ofertas de empleo público, o 
reingresado desde situaciones que no conlleven la reserva de puestos de trabajo. A estos 
efectos, se computarán los ceses en la prestación de servicios por jubilación, retiro, 
fallecimiento, renuncia, declaración en situación de excedencia sin reserva de puesto de 
trabajo, pérdida de la condición de funcionario de carrera o la extinción del contrato de 
trabajo o en cualquier otra situación administrativa que no suponga la reserva de puesto de 
trabajo o la percepción de retribuciones con cargo a la Administración en la que se cesa.




No computarán dentro del límite máximo de plazas derivado de la tasa de reposición de 
efectivos, aquellas plazas que se convoquen para su provisión mediante procesos de 
promoción interna.
Dos. Durante el año 2015 no se procederá a la contratación de personal temporal, ni al 
nombramiento de personal estatutario temporal o de funcionarios interinos salvo en casos 
excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables que se restringirán a los 
sectores, funciones y categorías profesionales que se consideren prioritarios o que afecten al 
funcionamiento de los servicios públicos esenciales.
Tres. La Oferta de Empleo Público de los sectores señalados en el apartado Uno.2 de 
este artículo que corresponda a la Administración General del Estado, sus organismos 
públicos y demás entes públicos estatales se aprobará por el Gobierno, a iniciativa de los 
Departamentos u Organismos competentes y a propuesta del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. En el caso de las Fuerzas Armadas la aprobación será previo 
informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y a propuesta del Ministro de 
Defensa. En todos los casos será necesaria la previa valoración e informe sobre su 
repercusión en los costes de personal.
Durante 2015 no se autorizarán convocatorias de puestos o plazas vacantes de personal 
laboral de las entidades públicas empresariales y entes del sector público estatal salvo en 
casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables que requerirán la 
previa y expresa autorización del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a 
través de las Secretarías de Estado de Presupuestos y Gastos y de Administraciones 
Públicas. Asimismo, con el objeto de posibilitar la adecuada optimización de los recursos 
humanos existentes en el sector público, ambas Secretarías de Estado podrán autorizar a 
los organismos autónomos y agencias estatales, a las entidades públicas empresariales y 
entes públicos, a contratar a personal funcionario o laboral fijo con destino en 
Departamentos u Organismos Públicos del sector público estatal. El Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas determinará el procedimiento por el cual se garantizará la 
publicidad y libre concurrencia en este tipo de contrataciones. Los contratos celebrados al 
amparo de lo establecido en este apartado generarán derecho, desde la fecha de su 
celebración, a seguir percibiendo el complemento de antigüedad en la misma cuantía que se 
viniera percibiendo en el Departamento Ministerial u Organismo Público de procedencia.
Cuatro. La contratación de personal laboral temporal y el nombramiento de funcionarios 
interinos y de personal estatutario temporal, en las condiciones establecidas en el apartado 
Dos de este artículo requerirá la previa autorización del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.
Asimismo, la celebración de contratos de puesta a disposición con empresas de trabajo 
temporal sólo podrá formalizarse en las condiciones del apartado Dos de este artículo y 
requerirá la previa autorización del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
La contratación de personal fijo o temporal en el extranjero con arreglo a la legislación 
local o, en su caso, legislación española, requerirá la previa autorización del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas.
Cinco. La validez de la autorización contenida en el apartado Uno.2 de este 
artículo estará condicionada a que las plazas resultantes de la aplicación de la tasa de 
reposición de efectivos definida en el apartado Uno.3, se incluyan en una Oferta de Empleo 
Público que, de conformidad con lo establecido en el apartado 2 del artículo 70 de la Ley 
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público deberá ser aprobada por 
los respectivos órganos de Gobierno de las Administraciones Públicas y publicarse en el 
Boletín oficial de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del Estado, antes de la finalización 
del año 2015.
La validez de la autorización contenida en el apartado Uno.2 de este artículo estará 
igualmente condicionada a que la convocatoria de las plazas se efectúe, mediante 
publicación de la misma en el Diario oficial de la Comunidad Autónoma o, en su caso, del 
Estado, en el plazo improrrogable de tres años, a contar desde la fecha de la publicación de 
la Oferta de Empleo Público en la que se incluyan las citadas plazas, con los requisitos 
establecidos en el párrafo anterior, de conformidad con lo dispuesto en el apartado 1 del 
artículo 70 de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.




Seis. La tasa de reposición de efectivos correspondiente a uno o varios de los sectores 
prioritarios definidos en el artículo 21.Uno, podrá acumularse en otro u otros de los sectores 
contemplados en el citado precepto o en aquellos Cuerpos, Escalas o categorías 
profesionales de alguno o algunos de los mencionados sectores, cuya cobertura se 
considere prioritaria o que afecten al funcionamiento de los servicios públicos esenciales.
Siete. Los apartados Uno, Dos, Cinco y Seis de este artículo tienen carácter básico y se 
dictan al amparo de los artículos 149.1.13.ª y 156.1 de la Constitución.
CAPÍTULO II
De los regímenes retributivos
Artículo 22.  Retribuciones de los Altos Cargos del Gobierno de la Nación, de sus Órganos 
consultivos, de la Administración General del Estado y otro personal directivo.
Uno. En el año 2015 las retribuciones de los Altos Cargos del Gobierno de la Nación y 
sus Órganos Consultivos no experimentarán incremento respecto de las vigentes a 31 de 
diciembre de 2014, quedando, por lo tanto, establecidas en las siguientes cuantías, referidas 
a doce mensualidades, sin derecho a pagas extraordinarias, y sin perjuicio de la retribución 
por antigüedad que pudiera corresponderles de acuerdo con la normativa vigente:
 Euros
Presidente del Gobierno 78.185,04
Vicepresidente del Gobierno 73.486,32
Ministro del Gobierno 68.981,88
Presidente del Consejo de Estado 77.808,96
Presidente del Consejo Económico y Social 85.004,28
Dos. En el año 2015 las retribuciones de los Secretarios de Estado, Subsecretarios, 
Directores Generales y asimilados no experimentarán incremento respecto de las vigentes 
a 31 de diciembre de 2014, quedando, por lo tanto, establecidas en las siguientes cuantías 
de sueldo y complemento de destino, referidas a doce mensualidades, y complemento 
específico anual que se devengará de acuerdo con lo establecido en el artículo 26.Dos de la 
Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2008.
 Secretario de Estado y asimilados(Euros)
Subsecretario y asimilados
(Euros)
Director General y asimilados
(Euros)
Sueldo 12.990,72 13.054,68 13.117,44
Complemento de destino 21.115,92 17.080,44 13.814,76
Complemento específico 32.948,67 29.316,27 23.900,13
Las pagas extraordinarias de los meses de junio y de diciembre incluirán, cada una de 
ellas, además de la cuantía del complemento de destino mensual que se perciba de acuerdo 
con lo dispuesto en el párrafo y cuadro anterior, el importe en concepto de sueldo que se 
recoge en el cuadro siguiente:
 Secretario de Estado y asimilados(Euros)
Subsecretario y asimilados
(Euros)
Director General y asimilados
(Euros)
Sueldo 655,84 703,38 751,45
Dichos Altos Cargos percibirán el complemento de productividad que, en su caso, y de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 24.Uno.E) de la presente Ley, les asigne el titular del 
Departamento, dentro de los créditos previstos para tal fin. La cuantía destinada a los Altos 
Cargos no experimentará incremento, en términos anuales y homogéneos de número y tipo 
de cargos, en relación con la asignada a 31 de diciembre de 2014, y sin perjuicio de que las 




cantidades individuales que se abonen puedan ser diferentes de acuerdo con la normativa 
reguladora de este complemento.
Tres. En 2015 no experimentarán ningún incremento respecto a las vigentes a 31 de 
diciembre de 2014 las retribuciones de los siguientes cargos: los Presidentes de las 
Agencias estatales; los Presidentes y Vicepresidentes de las entidades públicas 
empresariales y demás entes públicos o, en su caso, los Directores Generales y Directores 
de los citados organismos, cuando les corresponda el ejercicio de las funciones ejecutivas 
de máximo nivel. Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas la 
fijación de dichas retribuciones, sin que puedan superarse los límites máximos previstos en 
el Real Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de los 
máximos responsables y directivos en el sector público empresarial y otras entidades y en 
las órdenes dictadas en aplicación del mismo.
Las retribuciones de los máximos responsables de las fundaciones del sector público 
estatal y de los consorcios participados mayoritariamente por la Administración General del 
Estado y sus Organismos se fijarán de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 451/2012, 
de 5 de marzo, y en las órdenes dictadas en aplicación del mismo, sin que puedan 
experimentar ningún incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014.
Cuatro. Lo dispuesto en los apartados Dos y Tres de este artículo no afectará a la 
percepción, en catorce mensualidades, de la retribución por antigüedad que pudiera 
corresponder de acuerdo con la normativa vigente.
Cinco. 1. En el año 2015 las retribuciones de los Consejeros Permanentes y del 
Secretario General del Consejo de Estado no experimentarán incremento respecto de las 
vigentes a 31 de diciembre de 2014, quedando establecidas en las siguientes cuantías de 
sueldo y complemento de destino referidas a doce mensualidades y de complemento 
específico anual que se devengará de acuerdo con lo establecido en el artículo 26.Cuatro.1 
de la Ley 51/2007, de 26 de diciembre.
 Euros
Sueldo 13.054,68
Complemento de Destino 22.817,28
Complemento Específico 35.521,60
Las pagas extraordinarias de junio y de diciembre incluirán, cada una de ellas, además 
de la cuantía del complemento de destino mensual que se perciba de acuerdo con lo 




2. El Presidente del Consejo de Estado podrá asignar complemento de productividad a 
los Consejeros Permanentes y Secretario General del mismo, de acuerdo con lo previsto en 
el artículo 24.Uno.E) de la presente Ley. La cuantía destinada a los citados cargos no 
experimentará incremento, en términos anuales y homogéneos de número y tipo de cargos 
en relación con la asignada a 31 de diciembre de 2014.
3. Además, dichos Altos Cargos percibirán, en su caso, las retribuciones fijadas en los 
Acuerdos aprobados por el propio Órgano en materia de adecuación por el concepto de 
antigüedad, y si hubieran tenido la condición previa de funcionarios públicos, con 
independencia de su situación de actividad, jubilación o retiro como funcionarios, tendrán 
derecho a seguir perfeccionando los trienios reconocidos bajo dicha condición según la 
normativa en cada caso aplicable y a percibir, en catorce mensualidades, la diferencia 
resultante por este concepto cuando la cuantía derivada de dicha normativa fuera superior a 
la aprobada en los referidos Acuerdos.




Artículo 23.  Retribuciones de los miembros del Consejo General del Poder Judicial, del 
Tribunal Constitucional y del Tribunal de Cuentas.
Uno. En el año 2015 las retribuciones de los miembros del Consejo General del Poder 
Judicial, del Tribunal Constitucional y del Tribunal de Cuentas no experimentarán incremento 
respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014. A tales efectos en el siguiente cuadro 
se reflejan, en términos anuales, las citadas cuantías:
1. Consejo General del Poder Judicial.
1.1 Aquellos que desempeñen su cargo con carácter exclusivo:
1.1.1 Presidente del Tribunal Supremo y del Consejo General del Poder Judicial:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 26.448,38 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 103.704,24 €
Total 130.152,62 €
1.1.2 Vocal del Consejo General del Poder Judicial:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 28.004,20 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 84.245,40 €
Total 112.249,60 €
1.1.3 Secretario General del Consejo General del Poder Judicial:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 26.825,40 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 82.836,60 €
Total 109.662,00 €
1.2 Aquellos vocales que no desempeñan su cargo con carácter exclusivo percibirán las 
dietas por asistencia al Pleno o a las Comisiones sin tener derecho a ninguna otra clase de 
remuneración por el cargo de Vocal, salvo las indemnizaciones que por razón del servicio les 
puedan corresponder.
La cuantía global máxima por ese concepto será de 310.000 euros.
2. Tribunal Constitucional.
2.1 Presidente del Tribunal Constitucional:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 41.428,10 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 87.843,36 €
Total 129.271,46 €
2.2 Vicepresidente del Tribunal Constitucional:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 41.428,10 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 80.437,68 €
Total 121.865,78 €
2.3 Presidente de Sección del Tribunal Constitucional:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 41.428,10 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 74.764,80 €





2.4 Magistrado del Tribunal Constitucional:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 41.428,10 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 69.091,92 €
Total 110.520,02 €
2.5 Secretario General del Tribunal Constitucional:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 34.620,04 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 62.023,56 €
Total 96.643,60 €
3. Tribunal de Cuentas.
3.1 Presidente del Tribunal de Cuentas:
Remuneraciones anuales (a percibir en 14 mensualidades): 112.578,34 €.
3.2 Presidente de Sección del Tribunal de Cuentas:
Remuneraciones anuales (a percibir en 14 mensualidades): 112.578,34 €.
3.3 Consejero de Cuentas del Tribunal de Cuentas:
Remuneraciones anuales (a percibir en 14 mensualidades): 112.578,34 €.
3.4 Secretario General del Tribunal de Cuentas:
Remuneraciones anuales (a percibir en 14 mensualidades): 96.921,72 €.
Dos. Además de las cantidades derivadas de lo dispuesto en el apartado anterior dichos 
cargos, excepto los incluidos en el punto 1.2 del mismo, percibirán, en su caso, las 
retribuciones fijadas en los Acuerdos aprobados por el propio Órgano en materia de 
adecuación por el concepto de antigüedad, y si hubieran tenido la condición previa de 
funcionarios públicos, con independencia de su situación de actividad, jubilación o retiro 
como funcionarios, tendrán derecho a seguir perfeccionando los trienios reconocidos bajo 
dicha condición según la normativa en cada caso aplicable y a percibir, en catorce 
mensualidades, la diferencia resultante por este concepto cuando la cuantía derivada de 
dicha normativa fuera superior a la aprobada en los referidos Acuerdos.
Artículo 24.  Retribuciones de los funcionarios del Estado incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función 
Pública, en los términos de la Disposición final cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del 
Estatuto Básico del Empleado Público.
Uno. En el año 2015 las retribuciones de los funcionarios serán las siguientes:
A) El sueldo y los trienios que correspondan al Grupo o Subgrupo en que se halle 
clasificado el Cuerpo o Escala a que pertenezca el funcionario, en las cuantías reflejadas en 
el artículo 20.Cinco.1 de esta Ley.
B) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, una en el mes de junio y otra en el 
mes de diciembre, y que se devengarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 33 de la 
Ley 33/1987, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1988. Cada 
una de dichas pagas incluirá las cuantías de sueldo y trienios fijadas en el artículo 20.Cinco.
2 de esta Ley y del complemento de destino mensual que se perciba.
Cuando los funcionarios hubieran prestado una jornada de trabajo reducida durante los 
seis meses inmediatos anteriores a los meses de junio o diciembre, el importe de la paga 
extraordinaria experimentará la correspondiente reducción proporcional.




C) El complemento de destino correspondiente al nivel del puesto de trabajo que se 



































En el ámbito de la docencia universitaria, la cuantía del complemento de destino fijada 
en la escala anterior podrá ser modificada, en los casos en que así proceda de acuerdo con 
la normativa vigente, sin que ello implique variación del nivel de complemento de destino 
asignado al puesto de trabajo.
D) El complemento específico que, en su caso, esté asignado al puesto que se 
desempeñe, cuya cuantía anual no experimentará incremento respecto de la vigente a 31 de 
diciembre de 2014, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20.Siete de la presente Ley.
El complemento específico anual se percibirá en catorce pagas iguales de las que doce 
serán de percibo mensual y dos adicionales, del mismo importe que una mensual, en los 
meses de junio y diciembre, respectivamente.
Las retribuciones que en concepto de complemento de destino y complemento 
específico perciban los funcionarios públicos serán, en todo caso, las correspondientes al 
puesto de trabajo que ocupen en virtud de los procedimientos de provisión previstos en la 
normativa vigente, sin que las tareas concretas que se realicen puedan amparar que se 
incumpla lo anterior, con excepción de los supuestos en que dicha normativa les reconoce 
otras cuantías y, en todo caso, la garantía del nivel del puesto de trabajo regulada en el 




artículo 21.2 de la Ley 30/1984 y el derecho a percibir las cantidades que correspondan en 
aplicación del artículo 33.Dos de la Ley 31/1990, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1991.
E) El complemento de productividad, que retribuirá el especial rendimiento, la actividad y 
dedicación extraordinarias y el interés o iniciativa con que se desempeñen los puestos de 
trabajo.
Cada Departamento ministerial determinará, dentro del crédito total disponible, que no 
experimentará ningún incremento, en términos anuales, respecto al establecido a 31 de 
diciembre de 2014, las cuantías parciales asignadas a sus distintos ámbitos orgánicos, 
territoriales, funcionales o de tipo de puesto. Así mismo, determinará los criterios de 
distribución y de fijación de las cuantías individuales del complemento de productividad, de 
acuerdo con las siguientes normas:
1.ª La valoración de la productividad deberá realizarse en función de circunstancias 
objetivas relacionadas con el tipo de puesto de trabajo y el desempeño del mismo y, en su 
caso, con el grado de participación en la consecución de los resultados u objetivos 
asignados al correspondiente programa.
2.ª En ningún caso las cuantías asignadas por complemento de productividad durante un 
período de tiempo originarán derechos individuales respecto de las valoraciones o 
apreciaciones correspondientes a períodos sucesivos.
F) Las gratificaciones por servicios extraordinarios, que se concederán por los 
Departamentos ministeriales u Organismos públicos dentro de los créditos asignados a tal fin 
que no experimentarán aumento respecto a los asignados a 31 de diciembre de 2014.
Estas gratificaciones tendrán carácter excepcional y solamente podrán ser reconocidas 
por servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo sin que, en 
ningún caso, puedan ser fijas en su cuantía ni periódicas en su devengo, ni originar derechos 
individuales en períodos sucesivos.
G) Se mantienen a título personal las retribuciones, en los importes vigentes a 31 de 
diciembre de 2014, del personal del grupo E/agrupaciones profesionales de la Ley 7/2007, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 24.Uno.B).b) de la Ley 26/2009.
Dos. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá modificar la cuantía de 
los créditos globales destinados a atender el complemento de productividad, las 
gratificaciones por servicios extraordinarios y otros incentivos al rendimiento, para adecuarla 
al número de efectivos asignados a cada programa y al grado de consecución de los 
objetivos fijados al mismo. Los Departamentos ministeriales, a su vez, darán cuenta de los 
criterios de asignación y las cuantías individuales de dichos incentivos al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, especificando los criterios de concesión aplicados.
Tres. Los funcionarios interinos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 7/2007, de 
12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público percibirán las retribuciones básicas, 
incluidos trienios, correspondientes al grupo o subgrupo en el que esté clasificado el Cuerpo 
o Escala, en el que hayan sido nombrados como interinos y las retribuciones 
complementarias que correspondan al puesto de trabajo que desempeñen, excluidas las que 
estén vinculadas a la condición de funcionario de carrera, o bien las aprobadas por el 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en el caso de los funcionarios interinos 
que no ocupan puesto, siendo de aplicación a este colectivo lo dispuesto en el párrafo B) del 
apartado Uno de este artículo.
Cuatro. El personal eventual percibirá las retribuciones por sueldo y pagas 
extraordinarias correspondientes al grupo o subgrupo de clasificación al que el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas asimile sus funciones y las retribuciones 
complementarias que correspondan al puesto de trabajo, reservado a personal eventual, que 
desempeñe, siendo de aplicación a este colectivo lo dispuesto en el párrafo B) del apartado 
Uno de este artículo.
Los funcionarios de carrera que, en situación de activo o de servicios especiales, ocupen 
puestos de trabajo reservados a personal eventual percibirán las retribuciones básicas 
correspondientes a su grupo o subgrupo de clasificación, incluidos trienios, en su caso, y las 
retribuciones complementarias que correspondan al puesto de trabajo que desempeñen.




Cinco. El complemento de productividad podrá asignarse, en su caso, a los funcionarios 
interinos, al personal estatutario temporal y al personal eventual, así como a los funcionarios 
en prácticas, cuando las mismas se realicen desempeñando un puesto de trabajo, siempre 
que esté autorizada su aplicación a los funcionarios de carrera que desempeñen análogos 
puestos de trabajo, salvo que dicho complemento esté vinculado a la condición de 
funcionario de carrera.
Seis. Cuando el nombramiento de funcionarios en prácticas recaiga en funcionarios de 
carrera de otro Cuerpo o Escala de grupos y/o subgrupos de titulación inferior a aquél en que 
se aspira a ingresar, durante el tiempo correspondiente al período de prácticas o el curso 
selectivo, éstos seguirán percibiendo los trienios en cada momento perfeccionados 
computándose dicho tiempo, a efectos de consolidación de trienios y de derechos pasivos, 
como servido en el nuevo Cuerpo o Escala en el caso de que, de manera efectiva, se 
adquiera la condición de funcionario de carrera en estos últimos.
Siete. Lo previsto en la presente Ley se aplicará, asimismo, a las retribuciones fijadas en 
euros que corresponderían en territorio nacional a los funcionarios destinados en el 
extranjero, sin perjuicio de la sucesiva aplicación de los módulos que procedan en virtud de 
la normativa vigente.
Artículo 25.  Personal laboral del sector público estatal.
Uno. A los efectos de la presente Ley, la masa salarial del personal laboral del sector 
público estatal será la definida en su artículo 20.Cuatro, con el límite de las cuantías 
informadas favorablemente por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para 
cada ejercicio presupuestario.
Dos. Con efectos de 1 de enero de 2015 la masa salarial del personal laboral del sector 
público estatal, de acuerdo con lo establecido en el artículo 20.Dos de la presente Ley, no 
podrá experimentar ningún crecimiento, sin perjuicio de lo que pudiera derivarse de la 
consecución de los objetivos asignados a cada Departamento ministerial, Organismo 
público, resto de entes públicos, sociedades mercantiles estatales, fundaciones del sector 
público estatal y consorcios participados mayoritariamente por las Administraciones y 
Organismos que integran el sector público estatal, mediante el incremento de la 
productividad o modificación de los sistemas de organización del trabajo o clasificación 
profesional, previo el informe señalado en el apartado anterior.
Tampoco experimentarán incremento alguno las retribuciones de cualquier otro personal 
vinculado mediante una relación de carácter laboral no acogido a convenio con 
independencia de su tipología, modalidad o naturaleza, incluido el personal directivo del 
sector público.
Tres. Durante 2015 el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas autorizará la 
masa salarial de los Departamentos ministeriales, Organismos, Agencias estatales, 
entidades públicas empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles 
estatales, así como la de las fundaciones del sector público estatal y la de los consorcios 
participados mayoritariamente por las Administraciones y Organismos que integran el sector 
público estatal.
La masa salarial autorizada se tendrá en cuenta para determinar, en términos de 
homogeneidad, los créditos correspondientes a las retribuciones del personal laboral 
afectado. La autorización de la masa salarial será requisito previo para el comienzo de las 
negociaciones de convenios o acuerdos colectivos que se celebren en el año 2015.
Las variaciones de la masa salarial bruta se calcularán en términos anualizados y de 
homogeneidad para los dos períodos objeto de comparación, tanto en lo que respecta a 
efectivos de personal y antigüedad del mismo, como al régimen privativo de trabajo, jornada, 
horas extraordinarias efectuadas y otras condiciones laborales, computándose por separado 
las cantidades que correspondan a las variaciones en tales conceptos.
Lo previsto en los párrafos anteriores representa el límite máximo de la masa salarial, 
cuya distribución y aplicación individual se producirá, en su caso, a través de la negociación 
colectiva.
Corresponde al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta de la 
Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, para las sociedades mercantiles estatales, 
para las fundaciones del sector público estatal y los consorcios participados 




mayoritariamente por las Administraciones y Organismos que integran el sector público 
estatal, la determinación de la forma, el alcance y los efectos del procedimiento de 
autorización regulado en este apartado.
Cuatro. Cuando se trate de personal no sujeto a convenio colectivo, cuyas retribuciones 
vengan determinadas en todo o en parte mediante contrato individual, deberán comunicarse 
al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la Secretaría de Estado 
de Presupuestos y Gastos, las retribuciones anualizadas, satisfechas y devengadas durante 
2014.
Cinco. Las indemnizaciones o suplidos del personal laboral, que se regirán por su 
normativa específica, no podrán experimentar ningún crecimiento respecto a 2014.
Seis. Los Departamentos ministeriales, Organismos, Agencias estatales, entidades 
públicas empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles estatales, así como 
las fundaciones del sector público estatal y los consorcios participados mayoritariamente por 
las Administraciones y Organismos que integran el sector público estatal, remitirán a la 
Dirección General de la Función Pública, para su autorización previa, el reconocimiento de 
créditos horarios y otros derechos sindicales que puedan establecerse en relación con lo 
previsto en el artículo 10 del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio. Los acuerdos que 
hubieran sido adoptados con anterioridad requerirán de dicha aprobación para su aplicación 
durante el año 2015.
El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas determinará la forma, el alcance y 
efectos del procedimiento de autorización regulado en este apartado.
Artículo 26.  Retribuciones del personal de las Fuerzas Armadas.
Uno. En el año 2015 las retribuciones y otras remuneraciones del personal de las 
Fuerzas Armadas cuyas retribuciones básicas se imputen al artículo 10 de la estructura 
económica del gasto de los Presupuestos Generales del Estado y de sus organismos 
públicos, no experimentarán incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014, 
sin perjuicio de la retribución por antigüedad que pudiera corresponderles. Asimismo, 
percibirán el complemento de dedicación especial o de productividad que, en su caso, se 
atribuya a los mismos por el titular del Departamento, dentro de los créditos previstos para 
tal fin. La cuantía de tales créditos destinada al personal citado no experimentará incremento 
respecto de la asignada a 31 de diciembre de 2014 en términos anuales y homogéneos de 
número y tipo de cargos.
Dos. En el año 2015 las retribuciones a percibir por los militares profesionales 
contemplados en la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar, no incluidos en el 
apartado anterior, serán las siguientes:
A) El sueldo y los trienios, excluidos éstos en los casos en que la normativa así lo 
prevea, que correspondan al grupo o subgrupo de equivalencia en que se halle clasificado el 
empleo correspondiente, en la cuantía establecida en el artículo 20.Cinco.1.
B) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, incorporarán, cada una de ellas, las 
cuantías de sueldo y trienios fijadas en el artículo 20.Cinco.2 de esta Ley, en función del 
grupo o subgrupo en el que esté clasificado el empleo correspondiente, y el complemento de 
empleo mensual que se perciba.
La valoración y devengo de los trienios, en su caso, y de las pagas extraordinarias se 
efectuará de acuerdo con la normativa específica aplicable a este personal y, 
supletoriamente, con la normativa de los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de 
la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública, en los 
términos de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
C) El complemento de empleo, el complemento específico y restantes retribuciones que 
pudieran corresponder, que no experimentarán ningún incremento respecto de los vigentes a 
31 de diciembre de 2014, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20.Siete de esta Ley.
D) El complemento de dedicación especial, incluido el concepto de atención continuada, 
y la gratificación por servicios extraordinarios, cuyas cuantías serán determinadas por el 
Ministro de Defensa dentro de los créditos que se asignen para cada una de estas 
finalidades; estos créditos no experimentarán incremento respecto a los establecidos a 31 de 
diciembre de 2014 en términos anuales.




El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá modificar la cuantía de los 
créditos destinados a atender la dedicación especial y la gratificación por servicios 
extraordinarios, para adecuarla al número de efectivos asignados a cada programa y al 
grado de consecución de los objetivos fijados al mismo.
En ningún caso, las cuantías asignadas por complemento de dedicación especial o por 
gratificación por servicios extraordinarios originarán derechos individuales respecto de 
valoraciones o apreciaciones correspondientes a períodos sucesivos.
E) El incentivo por años de servicio, cuyas cuantías y requisitos, para su percepción, 
serán fijadas por el Ministro de Defensa, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas a través de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos.
Tres. Cuando el Ministerio de Defensa haya suscrito conciertos con las Universidades 
para la utilización de las Instituciones sanitarias del Departamento según las bases 
establecidas para el régimen de los mismos en el Real Decreto 1652/1991, de 11 de octubre, 
el personal militar médico y sanitario que ocupe puestos de trabajo, en dichos centros, con la 
condición de plazas vinculadas percibirá, en el año 2015, las retribuciones básicas que le 
corresponda y, en concepto de retribuciones complementarias, los complementos de 
destino, específico y de productividad en las cuantías establecidas en aplicación de la base 
decimotercera.ocho, 4, 5 y 6.a) y b) del citado Real Decreto.
Dicho personal podrá percibir, asimismo, la ayuda para vestuario, y el complemento de 
dedicación especial en concepto de atención continuada, según lo establecido en el 
apartado D) del número anterior, así como las pensiones por recompensas y las 
prestaciones familiares que pudieran corresponderles.
Cuatro. Los miembros de las Fuerzas Armadas que ocupen puestos de trabajo incluidos 
en las relaciones de puestos de trabajo del Ministerio o sus Organismos autónomos, 
percibirán en el año 2015 las retribuciones básicas correspondientes a su empleo militar y 
las complementarias asignadas al puesto que desempeñen, de acuerdo con las cuantías 
establecidas en la presente Ley para los funcionarios del Estado incluidos en el ámbito de 
aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en los términos de la Disposición final cuarta 
de la Ley 7/2007, de 12 de abril, sin perjuicio de continuar percibiendo las pensiones y 
gratificaciones que sean consecuencia de recompensas militares así como la ayuda para 
vestuario en la misma cuantía y condiciones que el resto del personal de las Fuerzas 
Armadas.
Lo dispuesto en el presente artículo debe entenderse sin perjuicio de la regulación 
específica que para determinados conceptos y personal de las Fuerzas Armadas se 
establece en la normativa vigente.
Artículo 27.  Retribuciones del personal del Cuerpo de la Guardia Civil.
Uno. En el año 2015 las retribuciones y otras remuneraciones del personal del Cuerpo 
de la Guardia Civil cuyas retribuciones básicas se imputen al artículo 10 de la estructura 
económica del gasto de los Presupuestos Generales del Estado no experimentarán 
incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin perjuicio de la retribución 
por antigüedad que pudiera corresponderles. Asimismo, percibirán el complemento de 
productividad que, en su caso, se atribuya a los mismos por el titular del Departamento, 
dentro de los créditos previstos para este fin. La cuantía de tales créditos destinada al 
personal citado no experimentará incremento respecto de la asignada a 31 de diciembre 
de 2014 en términos anuales y homogéneos de número y tipo de cargos.
Dos. En el año 2015 las retribuciones a percibir por el personal del Cuerpo de la Guardia 
Civil no incluido en el apartado anterior serán las siguientes:
A) El sueldo y los trienios que correspondan al Grupo o Subgrupo de equivalencia en 
que se halle clasificado el empleo correspondiente, en la cuantía establecida en el 
artículo 20.Cinco.1 de esta Ley.
B) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, incorporarán, cada una de ellas, las 
cuantías de sueldo y trienios fijadas en el artículo 20.Cinco.2 de esta Ley, en función del 
Grupo o Subgrupo que corresponda al empleo que se ostente y el complemento de destino 
mensual que se perciba.




La valoración y devengo de los trienios y de las pagas extraordinarias se efectuará de 
acuerdo con la normativa aplicable a este personal y, supletoriamente, con la normativa de 
los funcionarios públicos incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la reforma de la Función Pública, en los términos de la Ley 7/2007, 
de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
C) Las retribuciones complementarias de carácter fijo y periódico, que no experimentarán 
ningún incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin perjuicio, en su 
caso, de lo previsto en el artículo 20.Siete de esta Ley.
D) El complemento de productividad y las gratificaciones por servicios extraordinarios se 
regirán por las normas establecidas para los funcionarios del Estado incluidos en el ámbito 
de aplicación del artículo 24 de esta Ley determinándose sus cuantías por el Ministerio del 
Interior dentro de los créditos que se asignen para cada una de estas finalidades. Dichos 
créditos no experimentarán incremento respecto del asignado a 31 de diciembre de 2014, en 
términos anuales.
Artículo 28.  Retribuciones del personal del Cuerpo Nacional de Policía.
Uno. En el año 2015 las retribuciones y otras remuneraciones del personal del Cuerpo 
Nacional de Policía cuyas retribuciones básicas se imputen al artículo 10 de la estructura 
económica del gasto de los Presupuestos Generales del Estado y de sus organismos 
públicos no experimentarán incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014, 
sin perjuicio de la retribución por antigüedad que pudiera corresponderles. Asimismo, 
percibirán el complemento de productividad que, en su caso, se atribuya a los mismos por el 
titular del Departamento, dentro de los créditos previstos para tal fin. La cuantía de tales 
créditos destinada a este personal no experimentará incremento respecto de la asignada a 
31 de diciembre de 2014 en términos anuales y homogéneos de número y tipo de cargos.
Dos. En el año 2015 las retribuciones de los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía 
no incluidos en el apartado anterior serán las siguientes:
A) El sueldo y los trienios que correspondan al Grupo o Subgrupo de equivalencia en 
que se halle clasificada, a efectos económicos, la categoría correspondiente, en la cuantía 
establecida en el artículo 20.Cinco.1 de esta Ley.
B) Las pagas extraordinarias, que serán dos al año, incorporarán, cada una de ellas, las 
cuantías de sueldo y trienios fijadas en el artículo 20.Cinco.2 de esta Ley, en función del 
Grupo o Subgrupo que corresponda a la categoría que se ostente, y el complemento de 
destino mensual que se perciba.
La valoración y devengo de los trienios y de las pagas extraordinarias se efectuará de 
acuerdo con la normativa aplicable a este personal y, supletoriamente, con la normativa de 
los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de 
Medidas para la reforma de la Función Pública, en los términos de la Ley 7/2007, de 12 de 
abril, del Estatuto Básico del Empleado Público.
C) Las retribuciones complementarias de carácter fijo y periódico, que no experimentarán 
ningún incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 20.Siete de esta Ley.
D) El complemento de productividad y las gratificaciones por servicios extraordinarios se 
regirán por las normas establecidas para los funcionarios del Estado incluidos en el 
artículo 24 de esta Ley determinándose sus cuantías por el Ministerio del Interior dentro de 
los créditos que se asignen para cada una de estas finalidades. Dichos créditos no 
experimentarán incremento respecto de los asignados a 31 de diciembre de 2014, en 
términos anuales.
Artículo 29.  Retribuciones de los miembros de las Carreras Judicial y Fiscal, de los del 
Cuerpo de Secretarios Judiciales y del personal al servicio de la Administración de Justicia.
Uno. En el año 2015, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.Dos de esta Ley, las 
retribuciones de los miembros de las carreras judicial y fiscal, que no experimentarán ningún 
incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014, serán las siguientes:




1. El sueldo, a que se refieren los Anexos I y IV, respectivamente, de la Ley 15/2003, de 
26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, queda 
establecido para el año 2015, en las siguientes cuantías, referidas a doce mensualidades:
 Euros
Carrera Judicial
Presidente de la Audiencia Nacional (no magistrado del Tribunal Supremo) 23.937,24
Presidente de Sala de la Audiencia Nacional (no magistrado del Tribunal Supremo) 22.676,88




Fiscal Superior de la Comunidad Autónoma 23.108,76
Fiscal 20.541,84
Abogado Fiscal 17.973,60
2. La retribución por antigüedad o trienios que, en su caso, corresponda.
3. Las pagas extraordinarias, que se devengarán de acuerdo con la normativa aplicable 
a los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en 
los términos de la Disposición final cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, serán dos al año por un importe, cada una de ellas, de una 
mensualidad del sueldo, antigüedad o trienios, según el caso, y la cuantía que se señala en 
el Anexo X de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2011.
4. Las retribuciones complementarias y las variables y especiales de los miembros de las 
carreras judicial y fiscal que no experimentarán ningún incremento respecto de las vigentes a 
31 de diciembre de 2014.
El crédito total destinado a las retribuciones variables por objetivos de los miembros de 
las carreras judicial y fiscal señaladas en el Capítulo III del Título I y en el Título II de la Ley 
15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen retributivo de las carreras judicial y fiscal, 
no podrá exceder del 5 por ciento de la cuantía global de las retribuciones fijas de los 
miembros de las carreras judicial y fiscal, respectivamente.
5. Lo establecido en este apartado se entiende sin perjuicio de lo previsto en el 
artículo 9.2 de la precitada Ley 15/2003.
Dos. Los Fiscales que, en desarrollo de la Ley 24/2007, de 9 de octubre, por la que se 
modifica la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio 
Fiscal, sean nombrados Fiscales Jefes de una Fiscalía de Área creada donde exista una 
sección de la Audiencia Provincial en sede distinta de la capital de provincia, percibirán el 
complemento de destino por el criterio de grupo de población correspondiente a los Fiscales 
destinados en la Sede de la Fiscalía Provincial y el complemento de destino en concepto de 
representación, el complemento específico y la cuantía a incluir en pagas extraordinarias que 
corresponden a un destino de Teniente Fiscal de Fiscalía Provincial.
Los restantes Fiscales Jefes de una Fiscalía de Área percibirán el complemento 
específico correspondiente a un destino de Teniente Fiscal de Fiscalía Provincial.
Los Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de la Fiscalía Provincial percibirán las 
retribuciones complementarias y la cuantía a incluir en pagas extraordinarias que hubieran 
correspondido a los Fiscales Jefe y Tenientes Fiscales de la Audiencia Provincial, 
respectivamente.
El Teniente Fiscal de la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado percibirá 
las retribuciones complementarias y la cuantía a incluir en pagas extraordinarias que 
corresponden al Teniente Fiscal Inspector de la Fiscalía General del Estado.
Los Fiscales adscritos a Fiscales de Sala de la Fiscalía General del Estado y los Fiscales 
de la Unidad de Apoyo de la Fiscalía General del Estado percibirán en concepto de 
complemento específico el correspondiente a los Fiscales de la Secretaría Técnica de la 
Fiscalía General del Estado.




Los Fiscales Decanos de secciones territoriales de Fiscalía Provincial percibirán, en 
concepto de complemento específico, el correspondiente a los Fiscales Coordinadores.
Los Fiscales Decanos de secciones especializadas percibirán las retribuciones 
complementarias y paga extraordinaria correspondientes a los Fiscales Decanos de 
secciones territoriales.
Los Fiscales de la categoría segunda, no coordinadores, de las Fiscalías de Comunidad 
Autónoma, incluidos los de las secciones territoriales de dichas fiscalías, percibirán el 
complemento de destino y la cuantía a incluir en la paga extraordinaria correspondientes a 
los Tenientes Fiscales de Fiscalía de Comunidad Autónoma, salvo en aquellas Comunidades 
Autónomas en que la Fiscalía no esté disgregada orgánicamente en Fiscalía de la 
Comunidad Autónoma y Fiscalía Provincial de la provincia donde tenga su sede.
Tres. En el año 2015, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 20.Dos de esta Ley, las 
retribuciones de los miembros del Cuerpo de Secretarios Judiciales y de los Cuerpos al 
servicio de la Administración de Justicia, que no experimentarán ningún incremento respecto 
de las vigentes a 31 de diciembre de 2014, serán las siguientes:
1. El sueldo, de acuerdo con el detalle que a continuación se refleja, y la retribución por 
antigüedad o trienios que, en su caso, les corresponda.
a) El sueldo de los miembros del Cuerpo de Secretarios Judiciales queda establecido 
para el año 2015 en las siguientes cuantías, referidas a doce mensualidades:
 Euros
Secretarios Judiciales de primera categoría 17.973,60
Secretarios Judiciales de segunda categoría 17.083,44
Secretarios Judiciales de tercera categoría 15.872,16
b) El sueldo de los funcionarios de los Cuerpos al servicio de la Administración de 
Justicia queda establecido para el año 2015 en las siguientes cuantías, referidas a doce 
mensualidades:
 Euros
Médicos Forenses y Facultativos del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses 15.406,20
Gestión Procesal y Administrativa 13.303,32
Tramitación Procesal y Administrativa 10.934,16
Auxilio Judicial 9.917,88
Técnicos Especialistas del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses 13.303,32
Ayudantes Laboratorio del Instituto Nacional de Toxicología y Ciencias Forenses 10.934,16
c) Los trienios perfeccionados con anterioridad a 1 de enero de 2004, en los Cuerpos al 
servicio de la Administración de Justicia declarados a extinguir por la Ley Orgánica 19/2003, 
de 23 de diciembre, por la que se modifica la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder 
Judicial, quedan establecidos para el año 2015, en las siguientes cuantías referidas a doce 
mensualidades:
 Euros
Cuerpo de Oficiales 532,56
Cuerpo de Auxiliares 410,52
Cuerpo de Agentes Judiciales 354,48
Cuerpo de Técnicos Especialistas 532,56
Cuerpo de Auxiliares de Laboratorio 410,52
Cuerpo de Agentes de Laboratorio a extinguir 354,48
Cuerpo de Secretarios de Juzgados de Paz de municipios con más de 7.000 habitantes a extinguir 599,16




Los trienios perfeccionados con anterioridad a 1 de enero de 1995 por el personal 
encuadrado en los Cuerpos de Médicos Forenses y Técnicos Facultativos, quedan 
establecidos para el año 2015 en 642,12 euros anuales, referidos a doce mensualidades.
2. Las pagas extraordinarias, que se devengarán de acuerdo con la normativa aplicable 
a los funcionarios incluidos en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, en 
los términos de la Disposición final cuarta de la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto 
Básico del Empleado Público, serán dos al año por un importe, cada una de ellas, de una 
mensualidad del sueldo, antigüedad o trienios, según el caso, y la cuantía complementaria 
que se señala en el Anexo XI de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2011.
3.a) El complemento general de puesto para los puestos adscritos a los funcionarios del 
Cuerpo de Secretarios Judiciales, cuando les resulte de aplicación el Real Decreto 
2033/2009, de 30 de diciembre, queda establecido para el año 2015 en las siguientes 
cuantías, referidas a doce mensualidades:
 Euros
Puestos de tipo I 16.107,48
Puestos de tipo II 13.758,36
Puestos de tipo III 13.136,16
Puestos de tipo IV 13.036,92
Puestos de tipo V 9.427,20
Las restantes retribuciones complementarias, variables y especiales de los funcionarios 
del párrafo anterior, no experimentarán ningún incremento respecto de las vigentes a 31 de 
diciembre de 2014, sin perjuicio, en su caso, de lo previsto en el artículo 20.Siete de esta 
Ley.
Los miembros del Cuerpo de Secretarios Judiciales que ocupen puestos distintos de los 
señalados en el primer párrafo de este número 3.a) percibirán las retribuciones 
complementarias, variables y especiales establecidas en el Real Decreto 1130/2003, de 5 de 
septiembre, que no experimentarán incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre 
de 2014.
3.b) El complemento general de puesto para los puestos adscritos a los funcionarios de 
los Cuerpos al servicio de la Administración de Justicia, a que se refiere el apartado Tres.
1.b) de este mismo artículo, de conformidad con lo previsto en el Real Decreto 1033/2007, 
de 20 de julio, queda establecido para el año 2015 en las cuantías siguientes, referidas a 
doce mensualidades:
 Tipo Subtipo Euros


































Escala a extinguir de Gestión Procesal y Administrativa, procedentes del Cuerpo de Secretarios de Juzgados de Municipios de más de 7.000 habitantes 5.085,96
Las restantes retribuciones complementarias, variables y especiales de los funcionarios 
a que se refiere el párrafo anterior no experimentarán ningún incremento respecto de las 
vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20.Siete de 
esta Ley.
4. En las retribuciones complementarias a que se hace referencia en los números 3.a) y 
3.b) anteriores, se entenderán incluidas las cantidades que, en cada caso, se reconocen, en 
concepto de paga adicional complementaria en el apartado Segundo del Acuerdo del 
Consejo de Ministros de 8 de mayo de 2009, publicado por Orden 1230/2009, de 18 de 
mayo, del Ministerio de la Presidencia.
Cuatro. En el año 2015 las retribuciones básicas y complementarias correspondientes a 
los funcionarios a que se refiere el artículo 145.1 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, 
del Poder Judicial, según redacción dada por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, 
no experimentarán ningún incremento respecto a las vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 20.Siete de esta Ley.
Cinco. En el año 2015 las retribuciones de los miembros del Poder Judicial y del 
Ministerio Fiscal a que se refieren los números siguientes, no experimentarán variación 
respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014. Se percibirán según las cuantías que se 
reflejan a continuación para cada uno de ellos:
1. Las del Vicepresidente del Tribunal Supremo en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 29.801,36 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 86.659,86 €
Total 116.461,22 €
Las de los Presidentes de Sala del Tribunal Supremo y del Presidente de la Audiencia 
Nacional (Magistrados del Tribunal Supremo) en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 27.518,12 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 82.261,44 €
Total 109.779,56 €
Las de los Magistrados del Tribunal Supremo y de los Presidentes de Sala de la 
Audiencia Nacional (Magistrados del Tribunal Supremo), en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 26.069,96 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 80.853,00 €
Total 106.922,96 €




2. Las del Fiscal General del Estado, en la cuantía de 113.838,96 euros a percibir en 
doce mensualidades sin derecho a pagas extraordinarias.
Las del Teniente Fiscal del Tribunal Supremo, en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 27.518,12 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 82.261,44 €
Total 109.779,56 €
Las del Fiscal Jefe Inspector, del Fiscal Jefe de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional 
y del Fiscal Jefe de la Fiscalía de la Audiencia Nacional, en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 26.069,96 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 82.261,44 €
Total 108.331,40 €
Las de los Fiscales Jefes de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas, de la Secretaría Técnica 
y de la Unidad de Apoyo del Fiscal General del Estado y de las Fiscalías especiales 
Antidroga y contra la corrupción y la criminalidad organizada y las de los Fiscales de Sala del 
Tribunal Supremo en las siguientes cuantías:
Sueldo (a percibir en 14 mensualidades) 26.069,96 €
Otras remuneraciones (a percibir en 12 mensualidades) 80.853,00 €
Total 106.922,96 €
3. Los miembros del Poder Judicial y del Ministerio Fiscal a que se refieren los números 
anteriores de este apartado, a excepción del Fiscal General del Estado que se regula en el 
párrafo siguiente, percibirán 14 mensualidades de la retribución por antigüedad o trienios, en 
su caso, que les corresponda. Asimismo, percibirán dos pagas al año por la cuantía que se 
detalla, para cada uno de los cargos, en el Anexo X de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2011. Dichas cuantías se devengarán de 
acuerdo con la normativa sobre pagas extraordinarias aplicable a los funcionarios incluidos 
en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.
El Fiscal General del Estado percibirá, además de la cuantía señalada en el número 2 de 
este apartado, 14 mensualidades de la retribución por antigüedad o trienios, en su caso, que 
le corresponda y las derivadas de la aplicación del artículo 32.Cuatro, número 3, párrafo 
segundo, de la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2008, en las cuantías previstas en el número 3, segundo párrafo, del 
artículo 32.Cinco.B), de la Ley 26/2009, de Presupuestos Generales del Estado para 2010.
4. El sueldo y las retribuciones complementarias de los miembros del Poder Judicial y del 
Ministerio Fiscal a los que se refieren los puntos 1 y 2 del presente apartado, serán las 
establecidas en los mismos y en el punto 3 del mismo apartado, quedando excluidos, a estos 
efectos, del ámbito de aplicación de la Ley 15/2003, de 26 de mayo, reguladora del régimen 
retributivo de las carreras judicial y fiscal, sin perjuicio del derecho al devengo de las 
retribuciones especiales que les correspondan en las cuantías previstas en el número 4 del 
artículo 32.Cinco.B), de la citada Ley 26/2009.
Seis. Cuando el personal comprendido en este artículo tenga reconocidos trienios en 
Cuerpos o Escalas a los que resulte de aplicación lo establecido en el artículo 20, apartado 
Cinco de esta Ley, con objeto de posibilitar, si procede, la percepción de las pagas 
extraordinarias de trienios o antigüedad en la cuantía de una mensualidad ordinaria de 
dichos conceptos, se podrá distribuir en catorce pagos de igual cuantía el importe anual total 
por los trienios (y/o antigüedad) reconocidos en los citados Cuerpos o Escalas, constituido 
por los trienios (y/o antigüedad) referidos a doce mensualidades más las pagas 




extraordinarias por trienios (y/o antigüedad). En este caso, las cuantías anuales referidas a 
doce mensualidades ordinarias más dos extraordinarias se recogen a continuación:














Artículo 30.  Retribuciones del personal estatutario y del personal de la Seguridad Social no 
estatutario.
Uno. En el año 2015 las retribuciones del personal funcionario de la Administración de la 
Seguridad Social, ya homologado con el resto del personal de la Administración General del 
Estado, serán las establecidas en el artículo 24 de esta Ley.
Dos. En el año 2015 el personal incluido en el ámbito de aplicación del Real Decreto-ley 
3/1987, de 11 de septiembre, sobre retribuciones del personal estatutario del Instituto 
Nacional de la Salud, percibirá las retribuciones básicas y el complemento de destino, en las 
cuantías señaladas para dichos conceptos retributivos en el artículo 24.Uno.A), B) y C) de 
esta Ley, sin perjuicio de lo establecido en la Disposición transitoria segunda, Dos, de dicho 
Real Decreto-ley y de que la cuantía anual del complemento de destino, fijado en la letra C) 
del citado artículo 24.Uno se satisfaga en catorce mensualidades.
A los efectos de la aplicación, para el citado personal estatutario, de lo dispuesto en el 
artículo 24.Uno.B) de la presente Ley, la cuantía del complemento de destino 
correspondiente a cada una de las pagas extraordinarias se hará efectiva también en catorce 
mensualidades, calculándose dicha cuantía en una doceava parte de los correspondientes 
importes por niveles señalados en el artículo 24.Uno.C).
El importe de las retribuciones correspondientes a los complementos específico y de 
atención continuada que, en su caso, estén fijados al referido personal, no experimentará 
ningún incremento respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014, sin perjuicio de lo 
previsto en el artículo 20.Siete de esta Ley.
La cuantía individual del complemento de productividad se determinará conforme a los 
criterios señalados en el artículo 2.Tres.c) y Disposición transitoria tercera del Real Decreto-
ley 3/1987, y en las demás normas dictadas en su desarrollo.
Tres. En el año 2015 las retribuciones del restante personal funcionario y estatutario del 
ámbito de aplicación de este artículo no experimentarán incremento respecto de las vigentes 
a 31 de diciembre de 2014.
CAPÍTULO III
Otras disposiciones en materia de régimen del personal activo
Artículo 31.  Prohibición de ingresos atípicos.
Los empleados públicos comprendidos dentro del ámbito de aplicación de la presente 
Ley, con excepción de aquéllos sometidos al régimen de arancel, no podrán percibir 
participación alguna de los tributos, comisiones u otros ingresos de cualquier naturaleza, que 
correspondan a la Administración o a cualquier poder público como contraprestación de 
cualquier servicio o jurisdicción, ni participación o premio en multas impuestas aun cuando 
estuviesen normativamente atribuidas a los mismos, debiendo percibir únicamente las 
remuneraciones del correspondiente régimen retributivo, y sin perjuicio de lo que resulte de 




la aplicación del sistema de incompatibilidades y de lo dispuesto en la normativa específica 
sobre disfrute de vivienda por razón del trabajo o cargo desempeñado.
Artículo 32.  Recompensas, cruces, medallas y pensiones de mutilación.
Uno. En el año 2015 las cuantías a percibir por los conceptos de recompensas, cruces, 
medallas y pensiones de mutilación, no experimentarán incremento respecto de las 
reconocidas a 31 de diciembre de 2014.
Dos. La Cruz Laureada de San Fernando y la Medalla Militar individual se regirán por su 
legislación especial.
Tres. La Cruz a la Constancia y las diferentes categorías de la Real y Militar Orden de 
San Hermenegildo se regirán por lo establecido en el Real Decreto 1189/2000, de 23 de 
junio, por el que se aprueba el Reglamento de la Real y Militar Orden de San Hermenegildo.
Artículo 33.  Otras normas comunes.
Uno. El personal contratado administrativo y los funcionarios de Cuerpos de Sanitarios 
Locales, así como el personal cuyas retribuciones en 2014 no correspondieran a las 
establecidas con carácter general en el Título III de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2014, y no les fueran de aplicación las 
establecidas expresamente en el mismo Título de la presente Ley, continuarán percibiendo, 
durante el año 2015, las retribuciones vigentes a 31 de diciembre de 2014.
Dos. En la Administración General del Estado, sus Organismos autónomos y Agencias 
estatales, en los casos de adscripción durante el año 2015 de un funcionario sujeto a un 
régimen retributivo distinto del correspondiente al puesto de trabajo al que se le adscribe, 
dicho funcionario percibirá las retribuciones que correspondan al puesto de trabajo que 
desempeñe, previa la oportuna asimilación de las retribuciones básicas que se autorice por 
el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta de los Departamentos 
ministeriales interesados.
A los solos efectos de la asimilación a que se refiere el párrafo anterior, se podrá 
autorizar que la cuantía de la retribución por antigüedad sea la que proceda de acuerdo con 
el régimen retributivo de origen del funcionario.
Tres. Las indemnizaciones por razón del servicio seguirán percibiéndose en las cuantías 
vigentes en 2014.
Artículo 34.  Requisitos para la determinación o modificación de retribuciones del personal 
laboral y no funcionario.
Uno. Durante el año 2015 será preciso informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas para proceder a determinar o modificar las condiciones 
retributivas del personal laboral y no funcionario al servicio de:
a) La Administración General del Estado y sus Organismos autónomos.
b) Las Entidades Gestoras y Servicios Comunes de la Seguridad Social.
c) Las Agencias estatales, de conformidad con su normativa específica.
d) Las restantes entidades públicas empresariales y el resto de los organismos y entes 
públicos, en las condiciones y por los procedimientos que al efecto se establezcan por la 
Comisión Interministerial de Retribuciones, atendiendo a las características específicas de 
aquéllas.
Dos. Se entenderá por determinación o modificación de condiciones retributivas del 
personal no funcionario, las siguientes actuaciones:
a) Determinación de las retribuciones de puestos de nueva creación.
b) Firma de convenios colectivos, acuerdos o instrumentos similares suscritos por los 
organismos citados en el apartado Uno anterior, así como sus revisiones y las adhesiones o 
extensiones a los mismos.
c) Aplicación del Convenio único para el personal laboral de la Administración del Estado 
y de los convenios colectivos de ámbito sectorial, así como sus revisiones y las adhesiones o 
extensiones a los mismos.




d) Fijación de retribuciones mediante contrato individual, ya se trate de personal fijo o 
contratado por tiempo determinado, cuando no vengan reguladas en todo o en parte 
mediante convenio colectivo, con excepción del personal temporal sujeto a la relación laboral 
de carácter especial regulada en el artículo 2, apartado 1, letra e), del Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores. No obstante, se deberá facilitar información de las 
retribuciones de este último personal al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. 
Se exceptúa, igualmente, la fijación de las retribuciones del personal al que se refiere el Real 
Decreto 451/2012, de 5 de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de los máximos 
responsables y directivos en el sector público empresarial y otras entidades, que se atendrá 
a lo dispuesto en dicha norma.
e) Otorgamiento de cualquier clase de mejoras salariales de tipo unilateral, con carácter 
individual o colectivo, aunque se deriven de la aplicación extensiva del régimen retributivo de 
los funcionarios públicos.
f) Determinación de las retribuciones correspondientes al personal contratado en el 
exterior.
Tres. El informe citado en el apartado Uno de este artículo afectará a todos los 
Organismos, Entidades y Agencias señalados en las letras a), b), c) y, para los del apartado 
d) en los términos en que se determine por la Comisión Interministerial de Retribuciones, y 
será emitido por el procedimiento y con el alcance previsto en los puntos siguientes:
1. Los organismos afectados remitirán al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas el correspondiente proyecto, con carácter previo a su acuerdo o firma en el caso de 
los convenios colectivos o contratos individuales, acompañando la valoración de todos sus 
aspectos económicos.
2. El informe, que en el supuesto de proyectos de convenios colectivos, acuerdos o 
instrumentos similares, será evacuado en el plazo máximo de quince días a contar desde la 
fecha de recepción del proyecto y de su valoración, versará sobre todos aquellos extremos 
de los que se deriven consecuencias directas o indirectas en materia de gasto público, tanto 
para el año 2015 como para ejercicios futuros y, especialmente, en lo que se refiere a la 
determinación de la masa salarial correspondiente y al control de su crecimiento, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el artículo 25 de esta Ley.
Cuatro. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas determinará y, en su caso, 
actualizará las retribuciones del personal laboral en el exterior de acuerdo con las 
circunstancias específicas de cada país.
Cinco. Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados en esta materia con 
omisión del trámite de informe o en contra de un informe desfavorable, así como los pactos 
que impliquen crecimientos salariales para ejercicios sucesivos contrarios a los que 
determinen las futuras Leyes de Presupuestos.
No podrán autorizarse gastos derivados de la aplicación de las retribuciones para el año 
2015 sin el cumplimiento de los requisitos establecidos en el presente artículo.
Seis. Sin perjuicio de lo establecido en los apartados anteriores, en el caso de las 
sociedades mercantiles estatales, las entidades públicas empresariales, las fundaciones del 
sector público estatal, los consorcios que, de acuerdo con lo establecido en la Disposición 
adicional vigésima de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se encuentran 
adscritos al sector público estatal, las mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales de la Seguridad Social y sus centros mancomunados, y otras entidades 
estatales de derecho público, será preceptivo informe de la Comisión de Seguimiento de la 
Negociación Colectiva de las Empresas Públicas, presidida por la Secretaria de Estado de 
Presupuestos y Gastos, de conformidad con lo que establezca la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.
Serán nulos de pleno derecho los acuerdos adoptados en esta materia con omisión del 
trámite de informe o en contra del informe de la Comisión de Seguimiento de la Negociación 
Colectiva de las Empresas Públicas.
Igualmente, el Banco de España informará a la Comisión de Seguimiento de la 
Negociación Colectiva de las Empresas Públicas, con carácter previo, tanto del inicio de la 




negociación de un convenio o acuerdo colectivo, como de cualquier propuesta de acuerdo 
que vaya a ser remitida a la representación de los trabajadores, así como de los convenios o 
acuerdos alcanzados.
Artículo 35.  Contratación de personal laboral con cargo a los créditos de inversiones.
Uno. Los Departamentos ministeriales, Organismos autónomos, Agencias estatales, 
Entidades Gestoras de la Seguridad Social y la Tesorería General de la Seguridad Social 
podrán formalizar durante el año 2015, con cargo a los respectivos créditos de inversiones, 
contrataciones de personal de carácter temporal para la realización de obras o servicios, 
siempre que se dé la concurrencia de los siguientes requisitos:
a) Que la contratación tenga por objeto la ejecución de obras por administración directa y 
con aplicación de la legislación de contratos del Estado, o la realización de servicios que 
tengan la naturaleza de inversiones.
b) Que tales obras o servicios correspondan a inversiones previstas y aprobadas en los 
Presupuestos Generales del Estado.
c) Que las obras o servicios no puedan ser ejecutados con el personal fijo de plantilla y 
no exista disponibilidad suficiente en el crédito presupuestario destinado a la contratación de 
personal.
Dos. La contratación podrá exceder del ejercicio presupuestario cuando se trate de obras 
o servicios que hayan de exceder de dicho ejercicio y correspondan a proyectos de inversión 
de carácter plurianual que cumplan los requisitos que para éstos se prevé en el artículo 47 
de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o en esta propia Ley de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2015.
Tres. Los contratos habrán de ser informados, con carácter previo a su formalización, por 
la Abogacía del Estado en el Departamento, organismo o entidad, o en su caso por el 
Letrado de la Administración de la Seguridad Social, que, en especial, se pronunciará sobre 
la modalidad de contratación utilizada y la observancia en las cláusulas del contrato de los 
requisitos y formalidades exigidos por la legislación laboral.
Cuatro. Los contratos regulados en el presente artículo serán objeto de fiscalización 
previa en los casos en que la misma resulte preceptiva, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 152 a 156 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria. A 
estos efectos, los créditos de inversiones se entenderán adecuados para la contratación de 
personal eventual si no existe crédito suficiente para ello en el concepto presupuestario 
destinado específicamente a dicha finalidad.
En los Organismos públicos del Estado que no estén sujetos a la función interventora, 
esta contratación requerirá informe favorable del correspondiente Interventor Delegado, que 
versará sobre la no disponibilidad de crédito en el concepto presupuestario destinado a la 
contratación de personal eventual en el capítulo correspondiente. En caso de disconformidad 
con el informe emitido, el Organismo autónomo o la Entidad pública empresarial podrán 
elevar el expediente al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas para su 
resolución.
Artículo 36.  Competencia del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas en 
materia de costes del personal al servicio del sector público.
Todos los acuerdos, convenios, pactos o instrumentos similares, así como las medidas 
que se adopten en su cumplimiento o desarrollo, adoptados en el ámbito de los 
Departamentos ministeriales, Organismos, Agencias Estatales, Entidades públicas 
empresariales, y demás entes públicos del sector público estatal, sociedades mercantiles 
estatales, fundaciones del sector público estatal y consorcios participados mayoritariamente 
por el sector público estatal requerirán, para su plena efectividad, el informe previo y 
favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a través de la Secretaría 
de Estado de Presupuestos y Gastos, siendo nulos de pleno derecho los que se alcancen sin 
dicho informe, sin que de los mismos pueda en ningún caso derivarse, directa o 
indirectamente, incremento del gasto público en materia de costes de personal y/o 
incremento de retribuciones.





De las pensiones públicas
CAPÍTULO I
Revalorización de pensiones
Artículo 37.  Índice de revalorización de pensiones.
Las pensiones abonadas por el sistema de la Seguridad Social, así como de Clases 
Pasivas del Estado, experimentarán en 2015 con carácter general un incremento del 0,25 
por ciento, en los términos que se indican en los artículos correspondientes de esta Ley.
CAPÍTULO II
Determinación inicial de las pensiones del Régimen de Clases Pasivas del 
Estado y de las especiales de guerra
Artículo 38.  Determinación inicial de las pensiones del Régimen de Clases Pasivas del 
Estado.
Uno. Lo dispuesto en este artículo se aplicará a las pensiones ordinarias y 
extraordinarias que, en propio favor o en el de sus familiares, cause el personal incluido en el 
ámbito de cobertura del Régimen de Clases Pasivas del Estado que se relaciona a 
continuación agrupado de acuerdo con su legislación reguladora:
1. Personal al que se aplica el Título I del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del 
Estado, aprobado por Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril:
a) Los funcionarios de carrera de carácter civil de la Administración del Estado, de la 
Administración de Justicia, de las Cortes Generales y de otros órganos constitucionales o 
estatales cuya legislación reguladora así lo prevea, los transferidos a las Comunidades 
Autónomas, así como el personal militar de carrera, el personal militar de complemento y el 
de las Escalas de tropa y marinería profesional que tuviera adquirido el derecho a 
permanecer en las Fuerzas Armadas hasta la edad de retiro, que, con posterioridad a 31 de 
diciembre de 1984, se encuentre en cualquier situación administrativa y no haya sido 
declarado jubilado o retirado antes de dicha fecha.
b) El personal que, a partir de 1 de enero de 1986, se encontrara como funcionario en 
prácticas y el que, a partir de 1 de enero 1985, fuera alumno de alguna Escuela o Academia 
Militar y hubiera sido promovido a Caballero Alférez Cadete, Alférez-alumno, Sargento-
alumno o Guardiamarina.
c) Los funcionarios interinos nombrados antes de 1 de enero de 1965 y que hayan 
percibido sueldo detallado en los Presupuestos Generales del Estado con cargo a personal, 
cuando el hecho causante de los derechos pasivos se haya producido con posterioridad a 31 
de diciembre de 1985.
2. Personal al que se aplica la legislación vigente a 31 de diciembre de 1984, con las 
modificaciones que se recogen en el Título II del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas 
del Estado:
a) Los funcionarios de carrera de carácter civil de la Administración del Estado, de la 
Administración de Justicia, de las Cortes Generales y de otros órganos constitucionales o 
estatales cuya legislación reguladora así lo prevea, los transferidos a las Comunidades 
Autónomas, así como el personal militar de carrera, el personal militar de complemento y el 
de las Escalas de tropa y marinería profesional que tuviera adquirido el derecho a 
permanecer en las Fuerzas Armadas hasta la edad de retiro, que, con anterioridad a 1 de 
enero de 1985, haya fallecido o haya sido declarado jubilado o retirado.
b) Los funcionarios interinos nombrados antes de 1 de enero de 1965 y que hayan 
percibido sueldo detallado en los Presupuestos Generales del Estado con cargo a personal, 
cuando el hecho causante de los derechos pasivos se haya producido con anterioridad al 1 
de enero de 1986.




Dos. Para la determinación inicial de las pensiones causadas por el personal 
mencionado en el apartado Uno.1 de este artículo, se tendrán en cuenta para 2015 los 
haberes reguladores que se indican a continuación:
a) Haberes reguladores para el personal ingresado en algún cuerpo, escala, plaza, 










E (Ley 30/1984) y Agrupaciones Profesionales (Ley 7/2007) 16.414,24
b) Haberes reguladores para el personal ingresado con anterioridad a 1 de enero de 
1985:
ADMINISTRACIÓN CIVIL Y MILITAR DEL ESTADO




































De Asesores Facultativos 40.258,62




Tres. Para la determinación inicial de las pensiones causadas por el personal 
mencionado en el apartado Uno.2 de este artículo, que surtan efectos económicos a partir de 
1 de enero de 2015, se tendrán en cuenta las bases reguladoras que resulten de aplicar las 
siguientes reglas:
a) Se tomará el importe que corresponda al causante por los conceptos de sueldo y, en 
su caso, grado, en función del cuerpo o de los índices multiplicador o de proporcionalidad y 
grado de carrera administrativa que tuviera asignado a 31 de diciembre de 1984 el cuerpo, 
carrera, escala, plaza, empleo o categoría al que perteneciese aquél, y que se recogen a 
continuación:
ADMINISTRACIÓN CIVIL Y MILITAR DEL ESTADO
Índice de
proporcionalidad Grado Grado especial
Importe por concepto




10 (5,5) 8  26.988,38
10 (5,5) 7  26.246,64
10 (5,5) 6  25.504,95
10 (5,5) 3  23.279,76
10 5  22.901,03
10 4  22.159,34
10 3  21.417,64
10 2  20.675,86
10 1  19.934,14
8 6  19.257,98
8 5  18.664,73
8 4  18.071,44
8 3  17.478,15
8 2  16.884,89
8 1  16.291,59
6 5  14.671,05
6 4  14.226,23
6 3  13.781,47
6 2  13.336,61





proporcionalidad Grado Grado especial
Importe por concepto




6 1 (12 por 100) 14.385,43
6 1  12.891,77
4 3  10.855,86
4 2 (24 por 100) 12.953,73
4 2  10.559,25
4 1 (12 por 100) 11.460,94
4 1  10.262,60
3 3  9.373,30
3 2  9.150,85

















































De Asesores Facultativos 24.288,78




b) A la cantidad resultante de lo establecido en la letra anterior, se sumará la cuantía que 
se obtenga de multiplicar el número de trienios acreditados por el valor unitario de cada 
trienio en función del cuerpo, carrera, escala, plaza, empleo o categoría en los que hubiera 
prestado servicios el causante, atendiendo, en su caso, a los índices de proporcionalidad o 
multiplicadores asignados a los mismos en los cuadros siguientes:
ADMINISTRACIÓN CIVIL Y MILITAR DEL ESTADO
Índice de
proporcionalidad















































De Asesores Facultativos 993,12




Cuatro. El importe mensual de las pensiones a que se refiere este artículo se obtendrá 
dividiendo por 14 la cuantía anual calculada según lo dispuesto en las reglas contenidas en 
los apartados precedentes y de acuerdo con la legislación que resulte aplicable.
Artículo 39.  Determinación inicial de las pensiones especiales de guerra.
Uno. El importe de las pensiones reconocidas al amparo de la Ley 5/1979, de 18 de 
septiembre, en favor de familiares de fallecidos como consecuencia de la guerra civil, no 
podrá ser inferior, para 2015, a la cuantía mínima de las pensiones de viudedad de mayores 
de 65 años en el sistema de la Seguridad Social, excepto para las pensiones causadas por 
el personal no funcionario en favor de huérfanos no incapacitados, cuya cuantía será de 
1.828,93 euros anuales.
Dos. 1. Las pensiones reconocidas al amparo de la Ley 35/1980, de 26 de junio, de 
mutilados de guerra excombatientes de la zona republicana, cuyos causantes no tuvieran la 
condición de militar profesional de las Fuerzas e Institutos Armados, se fijan para 2015 en 
las siguientes cuantías:
a) La pensión de mutilación será la que resulte de aplicar los porcentajes establecidos 
para cada grado de incapacidad a la cantidad de 4.974,71 euros anuales.
b) La suma de la remuneración básica, la remuneración sustitutoria de trienios y las 
remuneraciones suplementarias en compensación por retribuciones no percibidas será de 
13.416,68 euros anuales.
c) Las pensiones en favor de familiares serán iguales a la cuantía mínima de las 
pensiones de viudedad de mayores de 65 años en el sistema de la Seguridad Social, 
excepto para las pensiones en favor de huérfanos no incapacitados, cuya cuantía será de 
1.828,93 euros anuales.
2. El importe de las pensiones en favor de familiares de excombatientes que tuvieran la 
condición de militar profesional, reconocidas al amparo de la Ley 35/1980, no podrá ser 
inferior, para 2015, a la cuantía mínima de las pensiones de viudedad de mayores de 65 
años en el sistema de la Seguridad Social.
Tres. Las pensiones reconocidas al amparo de la Ley 6/1982, de 29 de marzo, sobre 
retribución básica a mutilados civiles de guerra, se fijan, para 2015, en las siguientes 
cuantías:
a) La retribución básica para quienes tengan reconocida una incapacidad de segundo, 
tercero o cuarto grado, en 9.391,67 euros anuales.
b) Las pensiones en favor de familiares, en la cuantía mínima de las pensiones de 
viudedad de mayores de 65 años en el sistema de la Seguridad Social.




Cuatro. Las pensiones reconocidas al amparo del Decreto 670/1976, de 5 de marzo, en 
favor de mutilados de guerra que no pudieron integrarse en el Cuerpo de Caballeros 
Mutilados de Guerra por la Patria, se establecerán, para 2015, en el importe que resulte de 
aplicar los porcentajes establecidos para cada grado de incapacidad a la cuantía de 5.960,33 
euros anuales.
Cinco. La cuantía para 2015 de las pensiones causadas al amparo del Título II de la Ley 
37/1984, de 22 de octubre, sobre reconocimiento de derechos y servicios prestados a 
quienes durante la guerra civil formaron parte de las Fuerzas Armadas y de Orden Público y 
Cuerpo de Carabineros de la República, se fijará aplicando el importe por los conceptos de 
sueldo y grado que proceda de entre los contenidos en el precedente artículo 38.Tres.a).
Las cuantías de estas pensiones no podrán ser inferiores a las siguientes:
a) En las pensiones en favor de causantes, a la cuantía mínima de las pensiones de 
jubilación, con cónyuge a cargo, de mayores de 65 años en el sistema de la Seguridad 
Social.
b) En las pensiones de viudedad, a la cuantía mínima de las pensiones de viudedad de 
mayores de 65 años en el sistema de la Seguridad Social.
Seis. El importe mensual de las pensiones a que se refiere este artículo se obtendrá 
dividiendo por 12 la cuantía anual establecida según lo dispuesto en los apartados 
precedentes y de acuerdo con la legislación que resulte aplicable.
Junto a las doce mensualidades ordinarias se abonarán dos mensualidades 
extraordinarias del mismo importe, excepto en las pensiones de mutilación reconocidas al 
amparo de la Ley 35/1980, de 26 de junio.
No obstante lo establecido en el último inciso del párrafo anterior, cuando el mutilado 
fuera clasificado como útil conforme a lo dispuesto en la citada Ley, tendrá derecho a las 
referidas mensualidades extraordinarias.
CAPÍTULO III
Limitaciones en el señalamiento inicial de las pensiones públicas
Artículo 40.  Limitación del señalamiento inicial de las pensiones públicas.
Uno. El importe a percibir como consecuencia del señalamiento inicial de las pensiones 
públicas enumeradas en el artículo 42 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 1989, no podrá superar, durante el año 2015, la 
cuantía íntegra de 2.560,88 euros mensuales, sin perjuicio de las pagas extraordinarias que 
pudieran corresponder a su titular, cuya cuantía también estará afectada por el citado límite.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, si el pensionista tuviera derecho a 
percibir menos o más de 14 pagas al año, incluidas las extraordinarias, dicho límite mensual 
deberá ser adecuado, a efectos de que se alcance o no supere la cuantía íntegra anual de 
35.852,32 euros.
Dos. Cuando un mismo titular cause simultáneamente derecho a dos o más pensiones 
públicas, el importe conjunto a percibir como consecuencia del señalamiento inicial de todas 
ellas estará sujeto a los mismos límites que se establecen en el apartado anterior.
A tal efecto se determinará, en primer lugar, el importe íntegro de cada una de las 
pensiones públicas de que se trate y, si la suma de todas ellas excediera de 2.560,88 euros 
mensuales, se reducirán proporcionalmente hasta absorber dicho exceso.
No obstante, si alguna de las pensiones que se causen estuviera a cargo del Fondo 
Especial de una de las Mutualidades de Funcionarios incluidas en el artículo 42.1.c) de la 
Ley 37/1988, de 28 de diciembre, la minoración o supresión se efectuará preferentemente 
sobre el importe íntegro de esta pensión y, de ser posible, en el momento de su 
reconocimiento, procediéndose con posterioridad, si fuera necesario, a reducir 
proporcionalmente las restantes pensiones para que la suma de todas ellas no supere el 
indicado límite máximo.
Tres. Cuando se efectúe el señalamiento inicial de una pensión pública en favor de quien 
ya estuviera percibiendo otra u otras pensiones públicas, si la suma conjunta del importe 
íntegro de todas ellas superase los límites establecidos en el apartado Uno de este artículo, 




se minorará o suprimirá del importe íntegro de la nueva pensión la cuantía que exceda del 
referido límite.
No obstante, si la nueva pensión, en el presente o en anteriores ejercicios económicos, 
tuviera la consideración de renta exenta de acuerdo con lo dispuesto en la legislación 
reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, a solicitud de su titular, se 
minorará o suprimirá la pensión o pensiones públicas que el interesado hubiera causado 
anteriormente. En tales supuestos, los efectos de la regularización se retrotraerán al día 1 de 
enero del año en que se solicite o a la fecha inicial de abono de la nueva pensión, si ésta 
fuese posterior.
Cuatro. Si en el momento del señalamiento inicial a que se refieren los apartados 
anteriores, los organismos o entidades competentes no pudieran conocer la cuantía y 
naturaleza de las otras pensiones que correspondan al beneficiario, dicho señalamiento 
inicial se realizará con carácter provisional hasta que se practiquen las oportunas 
comprobaciones.
La regularización definitiva de los señalamientos provisionales supondrá, en su caso, la 
exigencia del reintegro de lo percibido indebidamente por el titular de la pensión. Este 
reintegro podrá practicarse con cargo a las sucesivas mensualidades de pensión.
Cinco. Si con posterioridad a la minoración o supresión del importe del señalamiento 
inicial a que se refieren los apartados Dos y Tres de este artículo, se modificase, por 
cualquier circunstancia, la cuantía o composición de las otras pensiones públicas percibidas 
por el titular, se revisarán de oficio o a instancia de parte las limitaciones que se hubieran 
efectuado, con efectos del primer día del mes siguiente al de la variación.
En todo caso, los señalamientos iniciales realizados en supuestos de concurrencia de 
pensiones públicas estarán sujetos a revisión periódica.
Seis. La minoración o supresión del importe de los señalamientos iniciales de pensiones 
públicas que pudieran efectuarse por aplicación de las normas limitativas no significará 
merma o perjuicio de otros derechos anejos al reconocimiento de la pensión.
Siete. El límite máximo de percepción establecido en este artículo no se aplicará a las 
siguientes pensiones públicas que se causen durante el año 2015:
a) Pensiones extraordinarias del sistema de la Seguridad Social y del Régimen de 
Clases Pasivas del Estado originadas por actos terroristas.
b) Pensiones extraordinarias reconocidas al amparo de la Disposición adicional 
cuadragésima tercera de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social.
c) Pensiones excepcionales derivadas de atentados terroristas reconocidas al amparo 
del Real Decreto-ley 6/2006, de 23 de junio.
Ocho. Cuando en el momento del señalamiento inicial de las pensiones públicas 
concurran en un mismo titular alguna o algunas de las pensiones mencionadas en el 
apartado anterior, o de las reconocidas por actos terroristas en favor de quienes no tengan 
derecho a pensión en cualquier régimen público de Seguridad Social al amparo del Título II 
del Real Decreto 851/1992, de 10 de julio, por el que se regulan determinadas pensiones 
extraordinarias causadas por actos de terrorismo, con otra u otras pensiones públicas, las 
normas limitativas de este artículo sólo se aplicarán respecto de las no procedentes de actos 
terroristas.
CAPÍTULO IV
Revalorización y modificación de los valores de las pensiones públicas
Artículo 41.  Revalorización y modificación de los valores de las pensiones públicas.
Uno. Las pensiones abonadas por el sistema de la Seguridad Social, en su modalidad 
contributiva, así como las pensiones de Clases Pasivas del Estado, experimentarán en el 
año 2015 un incremento del 0,25 por ciento, de conformidad con lo previsto en el artículo 37 
de esta Ley, sin perjuicio de las excepciones contenidas en los artículos siguientes de este 
capítulo y de los importes de garantía que figuran en el precedente artículo 39, respecto de 
las pensiones reconocidas al amparo de la legislación especial de la guerra civil.




La cuantía inicial de las pensiones de jubilación o retiro y de viudedad de Clases Pasivas 
del Estado causadas durante 2015 al amparo de la legislación vigente a 31 de diciembre de 
1984, calculada de acuerdo con las bases reguladoras establecidas para esta clase de 
pensiones en el presente ejercicio económico, se corregirá mediante la aplicación del 
porcentaje del 1 y 2 por ciento según corresponda, establecido para los años 2004, 2006, 
2007 y 2008 en el apartado Cuatro de las Disposiciones adicionales quinta y sexta, así como 
en la Disposición adicional décima de las Leyes 61/2003, de 30 de diciembre; 30/2005, de 29 
de diciembre; 42/2006, de 28 de diciembre; y 51/2007, de 26 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para los años 2004, 2006, 2007 y 2008, respectivamente.
Dos. De acuerdo con lo establecido en la Disposición adicional sexta, punto Uno, del 
Texto Refundido de la Ley sobre Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 4/2000, de 23 de junio, las pensiones de las 
Mutualidades integradas en el Fondo Especial de la Mutualidad General de Funcionarios 
Civiles del Estado, causadas con posterioridad a 31 de diciembre de 2009, experimentarán 
el 1 de enero del año 2015 una reducción, respecto de los importes percibidos a 31 de 
diciembre de 2014, del 20 por ciento de la diferencia entre la cuantía correspondiente a 31 
de diciembre de 1978 o de 1977, si se tratase del Montepío de Funcionarios de la 
Organización Sindical y la de 31 de diciembre de 1973.
Tres. Las pensiones abonadas con cargo a los regímenes o sistemas de previsión 
enumerados en el artículo 42 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, y no indicadas en los 
apartados anteriores de este artículo, experimentarán en el año 2015 el incremento que en 
su caso proceda, según su normativa reguladora, sobre las cuantías percibidas a 31 de 
diciembre de 2014, salvo las excepciones contenidas en los siguientes artículos de este 
capítulo.
Artículo 42.  Pensiones no revalorizables.
Uno. En el año 2015 no se revalorizarán las pensiones públicas siguientes:
a) Las pensiones abonadas con cargo a cualquiera de los regímenes o sistemas de 
previsión enumerados en el artículo 42 de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, cuyo importe 
íntegro mensual, sumado, en su caso, al importe íntegro mensual de las otras pensiones 
públicas percibidas por su titular, exceda de 2.560,88 euros íntegros en cómputo mensual, 
entendiéndose esta cantidad en los términos expuestos en el precedente artículo 40.
Lo dispuesto en el párrafo anterior no será aplicable a las pensiones extraordinarias del 
Régimen de Clases Pasivas del Estado y del sistema de la Seguridad Social originadas por 
actos terroristas, ni a las pensiones excepcionales derivadas de atentados terroristas, 
reconocidas al amparo del Real Decreto-ley 6/2006, de 23 de junio, ni a las pensiones 
reconocidas en virtud de la Disposición adicional cuadragésima tercera de la Ley 62/2003, 
de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
b) Las pensiones de Clases Pasivas reconocidas a favor de los Camineros del Estado 
causadas antes del 1 de enero de 1985, con excepción de aquellas cuyo titular sólo 
percibiera esta pensión como tal caminero.
c) Las pensiones de las Mutualidades integradas en el Fondo Especial de la Mutualidad 
General de Funcionarios Civiles del Estado que, a 31 de diciembre de 2014, hubieran ya 
alcanzado las cuantías correspondientes al 31 de diciembre de 1973.
Dos. En el caso de Mutualidades, Montepíos o Entidades de Previsión Social de 
cualquier tipo que integren a personal de empresas o sociedades con participación 
mayoritaria del Estado, Comunidades Autónomas, Corporaciones Locales u Organismos 
autónomos y se financien con fondos procedentes de dichos órganos o entidades públicas, o 
en el caso de que éstos estén abonando directamente al personal incluido en la acción 
protectora de aquellas pensiones complementarias por cualquier concepto sobre las que les 
correspondería abonar a los regímenes generales que sean de aplicación, las 
revalorizaciones a que se refiere el artículo 41 serán consideradas como límite máximo, 
pudiendo aplicarse coeficientes menores e, incluso, inferiores a la unidad, a dichas 
pensiones complementarias, de acuerdo con sus regulaciones propias o con los pactos que 
se produzcan.




Artículo 43.  Limitación del importe de la revalorización de las pensiones públicas.
Uno. Para el año 2015 el importe de la revalorización de las pensiones públicas no podrá 
suponer un valor íntegro anual superior a 35.852,32 euros.
Dos. Cuando un mismo titular perciba dos o más pensiones públicas, la suma del 
importe anual íntegro de todas ellas, una vez revalorizadas las que procedan, no podrá 
superar el límite máximo señalado. Si lo superase, se minorará proporcionalmente la cuantía 
de la revalorización hasta absorber el exceso sobre dicho límite.
A tal efecto, cada entidad u organismo competente para revalorizar las pensiones 
determinará el límite máximo de percepción anual para las pensiones a su cargo. Este límite 
consistirá en una cifra que guarde con la cuantía íntegra de 35.852,32 euros anuales la 
misma proporción que mantenga la pensión o pensiones con la suma de todas las pensiones 
públicas percibidas por el titular.
El referido límite (L) se obtendrá mediante la aplicación de la siguiente fórmula:
L = P × 35.852,32 euros anualesT
siendo «P» el valor íntegro teórico anual alcanzado a 31 de diciembre de 2014 por la 
pensión o pensiones a cargo del organismo o entidad competente, y «T» el resultado de 
añadir a la cifra anterior el valor íntegro anual de las restantes pensiones concurrentes del 
mismo titular en la misma fecha.
No obstante lo anterior, si alguna de las pensiones públicas que percibiese el interesado 
estuviera a cargo del Fondo Especial de una de las Mutualidades de Funcionarios incluidas 
en el artículo 42.1.c) de la Ley 37/1988, de 28 de diciembre, o se tratase de las pensiones no 
revalorizables a cargo de alguna de las Entidades a que se refiere el artículo 42.Dos de esta 
Ley, la aplicación de las reglas recogidas en los párrafos anteriores se adaptará 
reglamentariamente para alcanzar el límite máximo de percepción.
Tres. Lo dispuesto en los apartados Cuatro a Ocho, ambos inclusive, del precedente 




Artículo 44.  Reconocimiento de complementos para mínimos en las pensiones de Clases 
Pasivas.
Uno. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 27.2 del texto refundido de la Ley de 
Clases Pasivas del Estado, tendrán derecho a percibir los complementos económicos 
necesarios para alcanzar la cuantía mínima los pensionistas de Clases Pasivas del Estado 
que no perciban, durante 2015, ingresos de trabajo o de capital o que, percibiéndolos, no 
excedan de 7.098,43 euros al año. A tal efecto, se computarán entre tales ingresos las 
plusvalías o ganancias patrimoniales.
Para acreditar los ingresos de trabajo o de capital, se podrá exigir al pensionista una 
declaración de los mismos y, en su caso, la aportación de las declaraciones tributarias 
presentadas.
No obstante, los pensionistas de Clases Pasivas del Estado que perciban ingresos por 
los conceptos indicados en cuantía superior a la cifra señalada en el párrafo primero de este 
apartado, tendrán derecho a un complemento por mínimos cuando la suma en cómputo 
anual de tales ingresos y de los correspondientes a la pensión ya revalorizada resulte inferior 
a la suma de 7.098,43 euros más el importe, en cómputo anual, de la cuantía mínima fijada 
para la clase de pensión de que se trate. En este caso, el complemento para mínimos 
consistirá en la diferencia entre los importes de ambas sumas, siempre que esta diferencia 
no determine para el interesado una percepción mensual conjunta de pensión y 
complemento por importe superior al de la cuantía mínima de pensión que corresponda en 
términos mensuales.




Se presumirá que concurren los requisitos establecidos en los párrafos anteriores 
cuando el interesado hubiera percibido durante 2014 ingresos por cuantía igual o inferior a 
7.080,73 euros anuales. Esta presunción se podrá destruir, en su caso, por las pruebas 
obtenidas por la Administración.
A los solos efectos de garantía de complementos para mínimos, se equipararán a 
ingresos de trabajo las pensiones públicas que no estén a cargo de cualquiera de los 
regímenes públicos básicos de previsión social.
Cuando, de conformidad con las previsiones legales, se tenga reconocida una parte 
proporcional de la pensión de viudedad, el complemento para mínimos se aplicará, en su 
caso, en la misma proporción que se tuvo en cuenta para el reconocimiento de la pensión.
Los efectos económicos del reconocimiento de los complementos se retrotraerán al día 1 
de enero del año en que se soliciten o a la fecha de inicio de la pensión, si ésta fuese 
posterior al 1 de enero.
No obstante, si la solicitud de tal reconocimiento se efectuara con ocasión de ejercitar el 
derecho al cobro de una pensión cuyo hecho causante se produjo en el ejercicio anterior, los 
efectos económicos podrán ser los de la fecha de inicio de la misma, con una retroactividad 
máxima de un año desde la solicitud.
Dos. Los reconocimientos de complementos económicos que se efectúen en 2015 por 
declaraciones del interesado tendrán carácter provisional hasta que se compruebe la 
realidad o efectividad de lo declarado.
La Administración podrá revisar periódicamente, de oficio o a instancia del interesado, 
las resoluciones de reconocimiento de complementos económicos, pudiendo suponer, en su 
caso, la exigencia del reintegro de lo percibido indebidamente por el titular de la pensión. 
Este reintegro podrá practicarse con cargo a las sucesivas mensualidades de pensión.
Tres. Con respecto a las pensiones causadas a partir de 1 de enero de 2015, para tener 
derecho al complemento para alcanzar la cuantía mínima de las pensiones, será necesario 
residir en territorio español. Para las pensiones causadas a partir de la indicada fecha, el 
importe de dichos complementos en ningún caso podrá superar la cuantía de 5.136,60 euros 
anuales, fijada para las pensiones de jubilación e invalidez en su modalidad no contributiva 
en el artículo 46.Uno de esta Ley.
Cuatro. Durante 2015 las cuantías mínimas de las pensiones de Clases Pasivas quedan 
fijadas, en cómputo anual, en los importes siguientes:
Clase de pensión
Importe
Con cónyuge a cargo
Euros/año
Sin cónyuge: unidad económica 
unipersonal
Euros/año
Con cónyuge no a cargo
Euros/año
Pensión de jubilación o retiro. 10.960,60 8.883,00 8.426,60
Pensión de viudedad. 8.883,00




Cinco. Los complementos económicos regulados en los apartados precedentes de este 
artículo no se aplicarán a las pensiones reconocidas al amparo de la legislación especial 
derivada de la guerra civil, cuyas cuantías se fijan en el artículo 39 de esta Ley, excepto a las 
pensiones de orfandad reconocidas al amparo del Título II de la Ley 37/1984, de 22 de 
octubre, así como a las reconocidas a favor de huérfanos no incapacitados mayores de 21 
años, causadas por personal no funcionario al amparo de las Leyes 5/1979, de 18 de 
septiembre, y 35/1980, de 26 de junio.
Artículo 45.  Reconocimiento de los complementos para mínimos en las pensiones de la 
Seguridad Social.
Uno. En los términos que reglamentariamente se determinen, tendrán derecho a percibir 
los complementos necesarios para alcanzar la cuantía mínima de pensiones los pensionistas 
del sistema de la Seguridad Social, en su modalidad contributiva, que no perciban durante 
2015 rendimientos del trabajo, del capital o de actividades económicas y ganancias 
patrimoniales, de acuerdo con el concepto establecido para dichas rentas en el Impuesto 




sobre la Renta de las Personas Físicas y computados conforme al artículo 50 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio, o que, percibiéndolos, no excedan de 7.098,43 euros al año.
Para acreditar las rentas e ingresos, la Entidad Gestora podrá exigir al pensionista una 
declaración de los mismos y, en su caso, la aportación de las declaraciones tributarias 
presentadas.
No obstante, los pensionistas del sistema de la Seguridad Social en su modalidad 
contributiva, que perciban ingresos por los conceptos indicados en cuantía superior a la cifra 
señalada en el párrafo primero de este apartado, tendrán derecho a un complemento por 
mínimos cuando la suma en cómputo anual de tales ingresos y de los correspondientes a la 
pensión ya revalorizada resulte inferior a la suma de 7.098,43 euros más el importe, en 
cómputo anual, de la cuantía mínima fijada para la clase de pensión de que se trate. En este 
caso, el complemento para mínimos consistirá en la diferencia entre los importes de ambas 
sumas, siempre que esta diferencia no determine para el interesado una percepción mensual 
conjunta de pensión y complemento por importe superior al de la cuantía mínima de pensión 
que corresponda en términos mensuales. A los solos efectos de garantía de complementos 
para mínimos, se equipararán a ingresos de trabajo las pensiones públicas que no estén a 
cargo de cualquiera de los regímenes públicos básicos de previsión social.
Las cantidades a tanto alzado y los pagos periódicos abonados, con carácter 
compensatorio, a los pensionistas españoles, al amparo del Acuerdo celebrado entre 
España y el Reino Unido, el 18 de septiembre de 2006, no se computarán a ningún efecto 
para el reconocimiento de los complementos para alcanzar la cuantía mínima de las 
pensiones.
Dos. Se entenderá que concurren los requisitos indicados en el apartado anterior cuando 
el interesado manifieste que va a percibir durante 2015 rendimientos computados en la 
forma señalada en el apartado Uno, por cuantía igual o inferior a 7.098,43 euros.
Los pensionistas de la Seguridad Social en su modalidad contributiva que a lo largo del 
ejercicio 2015 perciban rentas acumuladas superiores al límite a que se refiere el párrafo 
anterior, están obligados a comunicar tal circunstancia a las entidades gestoras en el plazo 
de un mes desde que se produzca.
Para acreditar las rentas e ingresos las entidades gestoras de la Seguridad Social 
podrán en todo momento requerir a los perceptores de complementos por mínimos una 
declaración de éstos, así como de sus bienes patrimoniales y, en su caso, la aportación de 
las declaraciones tributarias presentadas.
Tres. A efectos de lo previsto en este artículo, se considerará que existe cónyuge a 
cargo del titular de una pensión cuando aquél se halle conviviendo con el pensionista y 
dependa económicamente de él.
Se entenderá que existe dependencia económica cuando concurran las circunstancias 
siguientes:
a) Que el cónyuge del pensionista no sea, a su vez, titular de una pensión a cargo de un 
régimen básico público de previsión social, entendiendo comprendidos en dicho concepto las 
pensiones reconocidas por otro Estado así como los subsidios de garantía de ingresos 
mínimos y por ayuda de tercera persona, ambos previstos en el texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y las pensiones asistenciales 
reguladas en la Ley 45/1960, de 21 de julio, por la que se crean determinados Fondos 
Nacionales para la aplicación social del Impuesto y del Ahorro.
b) Que los rendimientos por cualquier naturaleza del pensionista y de su cónyuge, 
computados en la forma señalada en el apartado Uno de este artículo, resulten inferiores a 
8.280,40 euros anuales.
Cuando la suma, en cómputo anual, de los rendimientos referidos en el párrafo anterior y 
del importe, también en cómputo anual, de la pensión que se vaya a complementar resulte 
inferior a la suma de 8.280,40 euros y de la cuantía anual de la pensión mínima con cónyuge 
a cargo de que se trate, se reconocerá un complemento igual a la diferencia, distribuido 
entre el número de mensualidades que corresponda.
Cuatro. Con respecto a las pensiones causadas a partir de 1 de enero de 2013, para 
tener derecho al complemento para alcanzar la cuantía mínima de las pensiones, será 




necesario residir en territorio español. Para las pensiones causadas a partir de la indicada 
fecha, el importe de dichos complementos en ningún caso podrá superar la cuantía a que se 
refiere el apartado 2 del artículo 50 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.
Cinco. Durante el año 2015 las cuantías mínimas de las pensiones del sistema de la 
Seguridad Social, en su modalidad contributiva, quedan fijadas, en cómputo anual, clase de 
pensión y requisitos concurrentes en el titular, en los importes siguientes:
Clase de pensión
Titulares
Con cónyuge a cargo
Euros/año
Sin cónyuge: unidad económica 
unipersonal
Euros/año
Con cónyuge no a cargo
Euros/año
Jubilación
Titular con sesenta y cinco años 10.960,60 8.883,00 8.426,60
Titular menor de sesenta y cinco años 10.273,20 8.309,00 7.851,20
Titular con sesenta y cinco años procedente de gran invalidez 16.441,60 13.325,20 12.640,60
Incapacidad Permanente
Gran invalidez 16.441,60 13.325,20 12.640,60
Absoluta 10.960,60 8.883,00 8.426,60
Total: Titular con sesenta y cinco años 10.960,60 8.883,00 8.426,60
Total: Titular con edad entre sesenta y sesenta y cuatro años 10.273,20 8.309,00 7.851,20
Total: Derivada de enfermedad común menor de sesenta años 5.524,40 5.524,40 55 % Base mínima de cotización del Régimen General
Parcial del régimen de accidentes de trabajo: Titular con sesenta y cinco años 10.960,60 8.883,00 8.426,60
Viudedad
Titular con cargas familiares  10.273,20  
Titular con sesenta y cinco años o con discapacidad en grado igual o superior al 65 por 100  8.883,00  
Titular con edad entre sesenta y sesenta y cuatro años  8.309,00  
Titular con menos de sesenta años  6.724,20  
Clase de pensión Euros/año
Orfandad
Por beneficiario 2.713,20
En la orfandad absoluta el mínimo se incrementará en 6.724,20 euros/año distribuidos, en su caso, 
entre los beneficiarios.  
Por beneficiario discapacitado menor de 18 años con una discapacidad en grado igual o superior 
al 65 por 100 5.339,60
En favor de familiares
Por beneficiario 2.713,20
Si no existe viudo ni huérfano pensionistas:  
– Un solo beneficiario con sesenta y cinco años 6.559,00
– Un solo beneficiario menor de sesenta y cinco años 6.178,20
Varios beneficiarios: El mínimo asignado a cada uno de ellos se incrementará en el importe que 
resulte de prorratear 4.011,00 euros/año entre el número de beneficiarios.  
CAPÍTULO VI
Otras disposiciones en materia de pensiones públicas
Artículo 46.  Determinación inicial y revalorización de las pensiones no contributivas de la 
Seguridad Social.
Uno. Para el año 2015, la cuantía de las pensiones de jubilación e invalidez del sistema 
de la Seguridad Social, en su modalidad no contributiva, se fijará en 5.136,60 euros íntegros 
anuales.




Dos. Para el año 2015, se establece un complemento de pensión, fijado en 525,00 euros 
anuales, para el pensionista que acredite fehacientemente carecer de vivienda en propiedad 
y tener, como residencia habitual, una vivienda alquilada al pensionista cuyo propietario no 
tenga con él relación de parentesco hasta tercer grado, ni sea cónyuge o persona con la que 
constituya una unión estable y conviva con análoga relación de afectividad a la conyugal. En 
el caso de unidades familiares en las que convivan varios perceptores de pensiones no 
contributivas, sólo podrá percibir el complemento el titular del contrato de alquiler o, de ser 
varios, el primero de ellos.
Las normas para el reconocimiento de este complemento serán las establecidas en el 
Real Decreto 1191/2012, de 3 de agosto, por el que se establecen normas para el 
reconocimiento del complemento de pensión para el alquiler de vivienda a favor de los 
pensionistas de la Seguridad Social en su modalidad no contributiva, entendiéndose que las 
referencias hechas al año 2012, deben considerarse realizadas al año 2015.
Artículo 47.  Pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez.
Uno. A partir del 1 de enero del año 2015, la cuantía de las pensiones del extinguido 
Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez, no concurrentes con otras pensiones públicas, 
queda fijada en cómputo anual en 5.682,60 euros.
A dichos efectos no se considerarán pensiones concurrentes la prestación económica 
reconocida al amparo de la Ley 3/2005, de 18 de marzo, a los ciudadanos de origen español 
desplazados al extranjero, durante su minoría de edad, como consecuencia de la guerra 
civil, ni la pensión percibida por los mutilados útiles o incapacitados de primer grado por 
causa de la pasada guerra civil española, cualquiera que fuese la legislación reguladora, ni 
el subsidio por ayuda de tercera persona previsto en el texto refundido de la Ley General de 
derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, ni las pensiones extraordinarias derivadas 
de actos de terrorismo.
Dos. El importe de las pensiones de vejez o invalidez del extinguido Seguro Obligatorio 
de Vejez e Invalidez será, en cómputo anual, de 5.518,80 euros cuando concurran con 
pensiones de viudedad de alguno de los regímenes del sistema de la Seguridad Social, o 
con alguna de estas pensiones y, además, con cualquier otra pensión pública de viudedad, 
sin perjuicio de la aplicación, a la suma de los importes de todas ellas, del límite establecido 
en la Disposición transitoria séptima del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, salvo que los interesados tuvieran reconocidos importes superiores con anterioridad 
a 1 de septiembre de 2005, en cuyo caso se aplicarán las normas generales sobre 
revalorización, siempre que, por efecto de estas normas, la suma de las cuantías de las 
pensiones concurrentes siga siendo superior al mencionado límite.
Tres. Las pensiones del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez no 
experimentarán revalorización en 2015 cuando entren en concurrencia con otras pensiones 
públicas diferentes a las mencionadas en el precedente apartado.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, cuando la suma en cómputo anual de 
todas las pensiones concurrentes, una vez revalorizadas, y las del referido Seguro 
Obligatorio de Vejez e Invalidez sea inferior a la cuantía fijada para la pensión de tal Seguro 
en el apartado Dos de este artículo, la pensión del Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez 
se revalorizará en un importe igual a la diferencia resultante entre ambas cantidades. Esta 
diferencia no tiene carácter consolidable, siendo absorbible con cualquier incremento que 
puedan experimentar las percepciones del interesado, ya sea en concepto de revalorización 
o por reconocimiento de nuevas prestaciones de carácter periódico.
Cuatro. Cuando, para el reconocimiento de una pensión del extinguido Seguro 
Obligatorio de Vejez e Invalidez, se hayan totalizado períodos de seguro o de residencia 
cumplidos en otros países vinculados a España por norma internacional de Seguridad Social 
que prevea dicha totalización, el importe de la pensión prorrateada a cargo de España no 
podrá ser inferior al 50 por ciento de la cuantía de la pensión del Seguro Obligatorio de Vejez 
e Invalidez que en cada momento corresponda.
Esta misma garantía se aplicará en relación con los titulares de otras pensiones distintas 
de las del extinguido Seguro Obligatorio de Vejez e Invalidez que opten por alguna de estas 




pensiones, siempre que en la fecha del hecho causante de la pensión que se venga 
percibiendo hubieran reunido todos los requisitos exigidos por dicho Seguro.
TÍTULO V
De las operaciones financieras
CAPÍTULO I
Deuda Pública
Artículo 48.  Deuda Pública.
Uno. Se autoriza al Ministro de Economía y Competitividad para que incremente la 
Deuda del Estado, con la limitación de que el saldo vivo de la misma en términos efectivos 
a 31 de diciembre de 2015 no supere el correspondiente saldo a 1 de enero de 2015 en más 
de 49.502.999,95 miles de euros.
Dos. Este límite será efectivo al término del ejercicio, pudiendo ser sobrepasado en el 
curso del mismo, y quedará automáticamente revisado:
a) Por el importe de las modificaciones netas de créditos presupuestarios 
correspondientes a los Capítulos I a VIII.
b) Por las desviaciones entre las previsiones de ingresos contenidas en la presente Ley y 
la evolución real de los mismos.
c) Por la diferencia entre los créditos presupuestarios totales de los Capítulos I a VIII y el 
importe global de las obligaciones reconocidas de los citados capítulos en el ejercicio.
d) Por los anticipos de tesorería y la variación neta de las operaciones no 
presupuestarias previstas legalmente.
e) Por la variación neta en los derechos y las obligaciones del Estado reconocidos y 
pendientes de ingreso y pago.
Las citadas revisiones incrementarán o reducirán el límite señalado en el apartado 
anterior según supongan un aumento o una disminución, respectivamente, de la necesidad 
de financiación del Estado.
Artículo 49.  Operaciones de crédito autorizadas a organismos y entidades del Sector 
Público estatal.
Uno. Se autoriza a los Organismos públicos que figuran en el Anexo III de esta Ley a 
concertar operaciones de crédito durante el año 2015 por los importes que, para cada uno, 
figuran en el Anexo citado.
Asimismo, se autoriza a las entidades públicas empresariales que figuran en ese mismo 
Anexo III a concertar operaciones de crédito durante el año 2015 por los importes que, para 
cada una, figuran en dicho anexo. La autorización se refiere, en este caso, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 111.4 de la Ley General Presupuestaria, a las operaciones de 
crédito que no se concierten y cancelen dentro del año.
Dos. Los Organismos Públicos de Investigación dependientes del Ministerio de 
Economía y Competitividad (Instituto Nacional de Investigación y Tecnología Agraria y 
Alimentaria; Agencia Estatal Consejo Superior de Investigaciones Científicas; Instituto 
Geológico y Minero de España; Instituto de Salud Carlos III; Instituto de Astrofísica de 
Canarias; Instituto Español de Oceanografía; y Centro de Investigaciones Energéticas, 
Medioambientales y Tecnológicas), el Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial Esteban 
Terradas, dependiente del Ministerio de Defensa, y la Universidad Nacional de Educación a 
Distancia, podrán concertar operaciones de crédito como consecuencia de los anticipos 
reembolsables que se les conceden con cargo al capítulo 8 del presupuesto del Ministerio de 
Economía y Competitividad.
Esta autorización será aplicable únicamente a los anticipos que se concedan con el fin 
de facilitar la disponibilidad de fondos para el pago de la parte de los gastos que, una vez 
justificados, se financien con cargo al Fondo Europeo de Desarrollo Regional.




Tres. Los organismos dependientes del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente que figuran en el citado Anexo III, con carácter previo a la concertación de las 
operaciones correspondientes y a fin de verificar el destino del endeudamiento, deberán 
solicitar autorización de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, aportando un 
plan económico financiero justificativo de la operación, incluidos los supuestos en que el 
endeudamiento se solicite para cubrir déficits de tesorería que se produzcan por desfase 
entre los pagos que realice el organismo en actuaciones cofinanciadas con Fondos 
Europeos y los retornos comunitarios correspondientes a dichos pagos.
Artículo 50.  Información de la evolución de la Deuda del Estado al Ministerio de Economía 
y Competitividad y al Congreso de los Diputados y al Senado; y de las cuentas abiertas por 
el Tesoro en el Banco de España o en otras entidades financieras al Congreso de los 
Diputados y al Senado.
Los Organismos públicos que tienen a su cargo la gestión de Deuda del Estado o 
asumida por éste, aun cuando lo asumido sea únicamente la carga financiera, remitirán a la 
Secretaría General del Tesoro y Política Financiera del Ministerio de Economía y 
Competitividad la siguiente información: trimestralmente, sobre los pagos efectuados y sobre 
la situación de la Deuda el día último del trimestre, y al comienzo de cada año, sobre la 
previsión de gastos financieros y amortizaciones para el ejercicio.
El Gobierno comunicará trimestralmente a las Cortes Generales, a través de su Oficina 
Presupuestaria, el saldo detallado de las operaciones financieras concertadas por el estado 
y los Organismos Autónomos y el número de cuentas abiertas por el Tesoro en el Banco de 
España o en otras entidades financieras, así como los importes y la evolución de los saldos. 
La Oficina pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores y las 
Comisiones Parlamentarias.
Artículo 51.  Recursos ajenos del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 53.2 de la Ley 9/2012, de 14 de noviembre, de 
reestructuración y resolución de entidades de crédito, durante el ejercicio presupuestario 
de 2015 los recursos ajenos del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria no 
superarán el importe de 22.000.000 miles de euros.
CAPÍTULO II
Avales Públicos y Otras Garantías
Artículo 52.  Importe de los Avales del Estado.
Uno. El importe máximo de los avales a otorgar por la Administración General del Estado 
durante el ejercicio del año 2015 no podrá exceder de 3.500.000 miles de euros.
Dos. Dentro del total señalado en el apartado anterior, se reservan los siguientes 
importes:
a) 3.000.000 miles de euros para los avales destinados a garantizar valores de renta fija 
emitidos por fondos de titulización de activos que se regulan en el artículo siguiente.
b) Dentro del importe de 500.000 miles de euros no reservados en los apartados 
anteriores, se establece un límite máximo de 40.000 miles de euros para garantizar las 
obligaciones derivadas de operaciones de crédito concertadas por empresas navieras 
domiciliadas en España destinadas a la renovación y modernización de la flota mercante 
española mediante la adquisición por compra, por arrendamiento con opción a compra o por 
arrendamiento financiero con opción a compra, de buques mercantes nuevos, en 
construcción o usados cuya antigüedad máxima sea de cinco años.
Las solicitudes de aval que se presenten transcurridos seis meses desde la fecha de 
formalización de la adquisición del buque no podrán ser tenidas en cuenta.
La efectividad del aval que sea otorgado con anterioridad a la formalización de la 
adquisición del buque quedará condicionada a que dicha formalización se produzca dentro 
de los seis meses siguientes a la fecha de notificación del otorgamiento del aval.




El importe avalado no podrá superar el 35 por ciento del precio total del buque 
financiado.
Las condiciones de los préstamos asegurables bajo este sistema serán, como máximo, 
las establecidas en el Real Decreto 442/1994, de 11 de marzo, sobre primas y financiación a 
la construcción naval o disposiciones posteriores que lo modifiquen.
En todo caso, la autorización de avales se basará en una evaluación de la viabilidad 
económico-financiera de la operación y del riesgo.
Las solicitudes, otorgamiento y condiciones de estos avales se regirán conforme a lo 
establecido en la presente Ley y en la Orden PRE/2986/2008, de 14 de octubre, por la que 
se publica el Acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos por 
el que se establece el procedimiento para la concesión de avales del Estado para la 
financiación de operaciones de crédito destinadas a la renovación y modernización de la 
flota mercante española, o en las disposiciones posteriores que la modifiquen.
Tres. Se autoriza a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera para que, en la 
ejecución de los avales del Estado a los que se refieren el apartado Dos.b) del artículo 49 de 
la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2011, el 
apartado Dos.e) del artículo 52 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2012, el apartado Dos.b) del artículo 54 de la Ley 17/2012, de 27 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 2013, y el artículo 1 del Real 
Decreto-ley 7/2008, de 13 de octubre, de Medidas Urgentes en Materia Económico-
Financiera en relación con el Plan de Acción Concertada de los Países de la Zona Euro, 
pueda efectuar los pagos correspondientes a las obligaciones garantizadas mediante 
operaciones de tesorería con cargo al concepto específico establecido a tal fin.
Con posterioridad a su realización, la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera 
procederá a la aplicación definitiva al presupuesto de gastos de los pagos realizados en el 
ejercicio, salvo los efectuados en el mes de diciembre de cada año, que se aplicarán al 
presupuesto en el año siguiente.
Artículo 53.  Avales para garantizar valores de renta fija emitidos por Fondos de Titulización 
de activos.
Uno. El Estado podrá otorgar avales hasta una cuantía máxima, durante el ejercicio 
de 2015, de 3.000.000 miles de euros, con el objeto de garantizar valores de renta fija 
emitidos por fondos de titulización de activos constituidos al amparo de los convenios que 
suscriban la Administración General del Estado y las sociedades gestoras de fondos de 
titulización de activos inscritas en la Comisión Nacional del Mercado de Valores, con el fin de 
mejorar la financiación de la actividad productiva empresarial. Se podrá avalar hasta un 80 
por ciento del valor nominal de los bonos de cada serie o clase de valores de renta fija que 
se emita por los fondos de titulización de activos con calificación crediticia efectuada sin 
tomar en consideración la concesión del aval que, como mínimo, sea de A1, A+ o 
asimilados.
Los activos cedidos al fondo de titulización serán préstamos o créditos concedidos a todo 
tipo de empresas no financieras domiciliadas en España. No obstante, el activo cedido 
correspondiente a un mismo sector, de acuerdo con el nivel de división de la Clasificación 
Nacional de Actividades Económicas 2009, no podrá superar el 25 por ciento del total del 
activo cedido al fondo de titulización. A estos efectos se considerarán también préstamos o 
créditos los activos derivados de operaciones de leasing.
Los fondos de titulización de activos se podrán constituir con carácter abierto, en el 
sentido del artículo 4 del Real Decreto 926/1998, de 14 de mayo, por el que se regula los 
fondos de titulización de activos y las sociedades gestoras de fondos de titulización, por un 
período máximo de dos años desde su constitución, siempre y cuando los activos cedidos al 
fondo de titulización sean préstamos o créditos concedidos a partir del 1 de enero de 2008.
Para la constitución de un fondo de titulización, las entidades de crédito interesadas 
deberán ceder préstamos y créditos concedidos a todo tipo de empresas no financieras 
domiciliadas en España. Al menos, el 50 por ciento de los préstamos y créditos cedidos 
deberán haberse concedido a pequeñas y medianas empresas y, al menos, el 25 por ciento 
del saldo vivo de los préstamos y créditos deberán tener un plazo de amortización inicial no 
inferior a un año.




La entidad que ceda los préstamos y créditos deberá reinvertir la liquidez obtenida como 
consecuencia del proceso de titulización en préstamos o créditos concedidos a todo tipo de 
empresas no financieras domiciliadas en España, de las que, al menos, el 80 por ciento sean 
pequeñas y medianas empresas. La reinversión deberá realizarse, al menos, el 50 por 
ciento, en el plazo de un año a contar desde la efectiva disposición de la liquidez, y el resto 
en el plazo de dos años. A estos efectos, se entenderá por liquidez obtenida, el importe de 
los activos que la entidad cede al fondo de titulización en el momento de su constitución así 
como, en su caso, en las posteriores cesiones que se realicen como consecuencia del 
carácter abierto del fondo, durante el período anteriormente indicado de dos años.
Dos. El importe vivo acumulado de todos los avales otorgados por el Estado a valores de 
renta fija emitidos por los fondos de titulización de activos señalados en el apartado anterior 
no podrá exceder de 7.600.000 miles de euros a 31 de diciembre de 2015.
Tres. El otorgamiento de los avales señalados en el apartado 1 de este artículo deberá 
ser acordado por el Ministerio de Economía y Competitividad, con ocasión de la constitución 
del fondo y previa tramitación del preceptivo expediente.
Cuatro. Las Sociedades Gestoras de fondos de titulización de activos deberán remitir a 
la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera la información necesaria para el 
control del riesgo asumido por parte del Estado en virtud de los avales, en particular la 
referente al volumen total del principal pendiente de amortización de los valores de renta fija 
emitidos por los fondos de titulización de activos y a la tasa de activos impagados o fallidos 
de la cartera titulizada.
Cinco. La constitución de los fondos de titulización de activos a que se refieren los 
apartados anteriores estará exenta de todo arancel notarial y, en su caso, registral.
Seis. Se autoriza a la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera para que, en la 
ejecución de los avales del Estado a los que se refiere el presente artículo y los otorgados en 
ejercicios anteriores, pueda efectuar los pagos correspondientes a las obligaciones 
garantizadas mediante operaciones no presupuestarias con cargo al concepto específico 
que cree a tal fin.
Con posterioridad a su realización, la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera 
procederá a la aplicación definitiva al presupuesto de gastos de los pagos realizados en el 
ejercicio, salvo los efectuados al final del ejercicio, que se aplicarán al presupuesto en el año 
siguiente.
Siete. Se faculta al titular del Ministerio de Economía y Competitividad para que 
establezca las normas y requisitos a los que se ajustarán los convenios a que hace mención 
el apartado Uno de este artículo.
Ocho. Se autoriza al titular de la Dirección General de Industria y de la Pequeña y 
Mediana Empresa para que, previo acuerdo con la Secretaría General del Tesoro y Política 
Financiera, se reabra el plazo de solicitudes en el caso de que en los procesos anteriores no 
se hubiera agotado la dotación presupuestaria prevista en el apartado Uno de este artículo.
Artículo 54.  Avales de las entidades públicas empresariales y sociedades mercantiles 
estatales.
Se autoriza a la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales a prestar avales en el 
ejercicio del año 2015, en relación con las operaciones de crédito que concierten y con las 
obligaciones derivadas de concursos de adjudicación en que participen durante el citado 
ejercicio las sociedades mercantiles en cuyo capital participe directa o indirectamente, hasta 
un límite máximo de 1.210.000 miles de euros.
Artículo 55.  Información sobre avales públicos otorgados.
El Gobierno comunicará trimestralmente a las Cortes Generales, a través de su Oficina 
Presupuestaria, el importe y características principales de los avales públicos otorgados. La 
Oficina pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores y las 
Comisiones parlamentarias.





Relaciones del Estado con el Instituto de Crédito Oficial
Artículo 56.  Fondo de Cooperación para la Promoción del Desarrollo (FONPRODE).
Uno. La dotación al Fondo para la Promoción del Desarrollo ascenderá en el año 2015 
a 235.230 miles de euros, con cargo a la aplicación presupuestaria 12.03.143A.874 «Fondo 
para la Promoción del Desarrollo (FONPRODE) que se destinarán a los fines previstos en el 
artículo 2 de la Ley 36/2010, de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción del Desarrollo.
Dos. El Consejo de Ministros podrá autorizar operaciones con cargo al FONPRODE por 
un importe de hasta 375.000 miles de euros a lo largo del año 2015.
Tres. Durante el año 2015 sólo se podrán autorizar con cargo al FONPRODE 
operaciones de carácter reembolsable, así como aquellas operaciones necesarias para 
hacer frente a los gastos derivados de la gestión del fondo o de otros gastos asociados a las 
operaciones formalizadas por el Fondo.
Podrán autorizarse igualmente las operaciones de refinanciación de créditos concedidos 
con anterioridad con cargo al Fondo que se lleven a cabo en cumplimiento de los oportunos 
acuerdos bilaterales o multilaterales de renegociación de la deuda exterior de los países 
prestatarios, en los que España sea parte.
Cuatro. Serán recursos adicionales a la dotación prevista para el FONPRODE todos los 
retornos procedentes de sus activos y que tengan su origen en operaciones aprobadas a 
iniciativa del Ministerio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Serán igualmente recursos del 
Fondo, los importes depositados en las cuentas corrientes del FONPRODE, así como 
aquellos importes fiscalizados y depositados en Tesoro a nombre de FONPRODE con cargo 
a dotaciones presupuestarias de anteriores ejercicios, con independencia de su origen. 
Estos recursos podrán ser utilizados para atender cualquier compromiso, cuya aprobación 
con cargo al FONPRODE haya sido realizada de acuerdo con los procedimientos previstos 
en la normativa aplicable al Fondo.
Cinco. La compensación anual al ICO establecida en el artículo 14 de la Ley 13/2010, 
de 22 de octubre, del Fondo para la Promoción del Desarrollo, será efectuada con cargo a 
los recursos del propio FONPRODE, previa autorización por acuerdo del Consejo de 
Ministros, por los gastos en los que incurra en el desarrollo y ejecución de la función que se 
le encomienda.
Artículo 57.  Fondo de Cooperación para Agua y Saneamiento (FCAS).
La dotación al Fondo de Cooperación para Agua y Saneamiento a que se refiere la 
Disposición adicional sexagésima primera de la Ley 51/2007, de 26 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para 2008, ascenderá, en el año 2015 a 15.000 miles de 
euros y se destinará a los fines previstos en el apartado Tres de dicha Disposición adicional.
El Consejo de Ministros podrá autorizar operaciones con cargo al Fondo por un importe 
de hasta 28.000 miles de euros a lo largo del año 2015. Sólo se podrán autorizar 
operaciones de carácter no reembolsable con los fondos provenientes de reintegros, y en la 
medida en que dichos importes sean retornados por las contrapartes del Fondo. En el resto 
de los casos, sólo se podrán autorizar operaciones de carácter reembolsable, así como 
aquellas operaciones necesarias para hacer frente a los gastos derivados de la gestión del 
Fondo, o de otros gastos asociados a las operaciones formalizadas por el Fondo.
Serán recursos adicionales a la dotación prevista para el FCAS los retornos procedentes 
de sus activos y que tengan su origen en operaciones aprobadas a iniciativa del Ministerio 
de Asuntos Exteriores y de Cooperación. Serán igualmente recursos del FCAS, los importes 
depositados en las cuentas corrientes del Fondo. Estos recursos podrán ser utilizados para 
atender cualquier compromiso, cuya aprobación con cargo al FCAS haya sido realizada de 
acuerdo con los procedimientos previstos en la normativa aplicable al Fondo.
El Gobierno informará a las Cortes Generales, a través de su Oficina Presupuestaria, 
durante el primer semestre del año, de las operaciones autorizadas por el Consejo de 
Ministros con cargo a este Fondo del año anterior. La Oficina pondrá dicha documentación a 
disposición de los Diputados, Senadores y las Comisiones parlamentarias.




Artículo 58.  Fondo para la Internacionalización de la empresa (FIEM).
Uno. La dotación al Fondo para la Internacionalización de la Empresa ascenderá en el 
año 2015 a 238.087,60 miles de euros con cargo a la aplicación presupuestaria 27.09.431A.
871 «Al Fondo para la Internacionalización de la Empresa (FIEM)», que se destinarán a los 
fines previstos en el artículo 4 de la Ley 11/2010, de 28 de junio, de reforma del sistema de 
apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española.
Dos. Se podrán autorizar operaciones con cargo al FIEM por un importe de 
hasta 500.000 miles de euros a lo largo del año 2015.
Quedan expresamente excluidas de esta limitación las operaciones de refinanciación de 
créditos concedidos con anterioridad con cargo al Fondo que se lleven a cabo en 
cumplimiento de los oportunos acuerdos bilaterales o multilaterales de renegociación de la 
deuda exterior de los países prestatarios, en los que España sea parte.
El Consejo de Ministros podrá autorizar proyectos individuales de especial relevancia 
para la internacionalización atendiendo a su importe, acordando en su caso la imputación de 
parte del proyecto dentro del límite previsto en el párrafo primero, quedando los sucesivos 
importes del proyecto para imputación en ejercicios posteriores, dentro de los límites 
previstos en las correspondientes leyes de presupuestos anuales.
Durante el año 2015 no se podrán autorizar con cargo al FIEM operaciones de carácter 
no reembolsable, quedando excluidas de esta limitación las operaciones necesarias para 
hacer frente a los gastos derivados de la gestión del Fondo, que en cualquier caso ajustará 
su actividad de forma que no presente necesidad de financiación medida según el Sistema 
Europeo de Cuentas Nacionales.
Tres. Serán recursos adicionales a la dotación prevista para el FIEM, los retornos que 
tengan lugar durante el ejercicio económico 2015 y que tengan su origen en operaciones del 
FIEM o en operaciones aprobadas con cargo al Fondo de Ayuda al Desarrollo, a iniciativa 
del Ministerio de Economía y Competitividad.
Cuatro. La compensación anual al ICO establecida en el artículo 11.4 de la Ley 11/2010, 
de 28 de junio, de reforma del sistema de apoyo financiero a la internacionalización de la 
empresa española, será efectuada con cargo a los recursos del propio FIEM, previa 
autorización por acuerdo del Consejo de Ministros, por los gastos en los que incurra en el 
desarrollo y ejecución de la función que se le encomienda.
Cinco. El Gobierno informará anualmente a las Cortes Generales, a través de su Oficina 
Presupuestaria, y al Consejo Económico y Social, de las operaciones, proyectos y 
actividades autorizadas con cargo al FIEM, de sus objetivos y beneficiarios de la 
financiación, condiciones financieras y evaluaciones, así como sobre el desarrollo de las 
operaciones en curso a lo largo del período contemplado. La Oficina Presupuestaria de las 
Cortes Generales pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores y 
las Comisiones parlamentarias.
Artículo 59.  Reembolsos del Estado al Instituto de Crédito Oficial.
Uno. Reembolsos del Estado al Instituto de Crédito Oficial como consecuencia de la 
gestión de sistema CARI. El Estado reembolsará durante el año 2015 al Instituto de Crédito 
Oficial tanto las cantidades que éste hubiera satisfecho a las instituciones financieras en 
pago de las operaciones de ajuste de intereses previstas en la Ley 14/2013, de 27 de 
septiembre, de Apoyo a los Emprendedores y su Internacionalización, como los costes de 
gestión de dichas operaciones en que aquél haya incurrido.
Para este propósito, la dotación para el año 2015 al sistema CARI (Convenio de Ajuste 
Recíproco de Intereses), será la que figure en la aplicación presupuestaria 27.09.431A.444.
En el caso de que existan saldos positivos del sistema a favor del Instituto de Crédito 
Oficial a 31 de diciembre del año 2015, una vez deducidos los costes de gestión en los que 
haya incurrido el ICO, éstos se ingresarán en Tesoro.
Dentro del conjunto de operaciones de ajuste de intereses aprobadas a lo largo del 
ejercicio 2015, el importe de los créditos a la exportación a que se refiere el artículo 4.2 del 
Reglamento aprobado por el Real Decreto 677/1993, de 7 de mayo, que podrán ser 
aprobados durante el año 2015, asciende a 480.000 miles de euros.
Con la finalidad de optimizar la gestión financiera de las operaciones de ajuste recíproco 
de intereses, el Instituto de Crédito Oficial podrá, con cargo a los mismos ingresos y 




dotaciones señaladas en el párrafo anterior y conforme a sus Estatutos y normas de 
actuación, concertar por sí o a través de agentes financieros de intermediación, operaciones 
de intercambio financiero que tengan por objeto cubrir el riesgo que para el Tesoro pueda 
suponer la evolución de los tipos de interés, previo informe favorable de la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera y autorización de la Dirección General de Comercio 
Internacional e Inversiones del Ministerio de Economía y Competitividad.
Dos. Reembolsos del Estado al Instituto de Crédito Oficial como consecuencia de otras 
actividades:
En los supuestos de intereses subvencionados por el Estado, en operaciones financieras 
instrumentadas a través del Instituto de Crédito Oficial, los acuerdos del Consejo de 
Ministros o de la Comisión Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos incluirán 
información acerca de la reserva de créditos o de la forma de financiar el gasto que de ellos 
se derive.
Artículo 60.  Adquisición de acciones y participaciones de Organismos Financieros 
Multilaterales.
Uno. Durante el año 2015 no se podrán realizar operaciones de adquisición de acciones 
y participaciones de Organismos Financieros Multilaterales o de aportaciones a fondos 
constituidos en los mismos con impacto en déficit público y financiadas con cargo a las 
aplicaciones presupuestarias 27.04.923O.895 y 27.06.923P.895 «De Organismos 
Financieros Multilaterales».
Dos. A efectos del cumplimiento de lo previsto en el apartado anterior la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera y la Dirección General de Análisis Macroeconómico 
y Economía Internacional acompañarán a las propuestas de financiación con cargo a dichas 
aplicaciones presupuestarias un informe sobre su impacto en el déficit público, que será 






Sección 1.ª Impuesto sobre el Patrimonio
Artículo 61.  Impuesto sobre el Patrimonio durante 2015.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 
segundo del artículo único del Real Decreto-ley 13/2011, de 16 de septiembre, por el que se 
restablece el Impuesto sobre el Patrimonio, con carácter temporal, que queda redactado de 
la siguiente forma:
«Segundo.  Con efectos desde 1 de enero de 2016, se introducen las siguientes 
modificaciones en la Ley 19/1991, de 6 de junio, del Impuesto sobre el Patrimonio:
Uno. Se modifica el artículo 33, que queda redactado de la siguiente forma:
«Artículo 33.  Bonificación general de la cuota íntegra.
Sobre la cuota íntegra del impuesto se aplicará una bonificación del 100 por 
ciento a los sujetos pasivos por obligación personal o real de contribuir.»
Dos. Se derogan los artículos 6, 36, 37 y 38.»




Sección 2.ª Impuestos locales
Artículo 62.  Coeficientes de actualización de valores catastrales del artículo 32.2 del texto 
refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario.
Uno. Los coeficientes de actualización de valores catastrales a que se refiere el 
apartado 2 del artículo 32 del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, quedan fijados para 2015 con arreglo al 
siguiente cuadro:
Año de entrada en vigor ponencia valores Coeficiente de actualización
1984, 1985, 1986 y 1987 1,13
1988 1,12
1989 1,11






Dos. Los coeficientes previstos en el apartado anterior se aplicarán en los siguientes 
términos:
a) Cuando se trate de bienes inmuebles valorados conforme a los datos obrantes en el 
Catastro Inmobiliario, se aplicará sobre el valor asignado a dichos bienes para 2014.
b) Cuando se trate de valores catastrales notificados en el ejercicio 2014, obtenidos de la 
aplicación de Ponencias de valores parciales aprobadas en el mencionado ejercicio, se 
aplicará sobre dichos valores.
c) Cuando se trate de bienes inmuebles que hubieran sufrido alteraciones de sus 
características conforme a los datos obrantes en el Catastro Inmobiliario, sin que dichas 
variaciones hubieran tenido efectividad, el coeficiente se aplicará sobre el valor asignado a 
tales inmuebles, en virtud de las nuevas circunstancias, por la Dirección General del 
Catastro, con aplicación de los módulos que hubieran servido de base para la fijación de los 
valores catastrales del resto de los bienes inmuebles del municipio.
CAPÍTULO II
Impuestos Indirectos
Sección única. Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos 
Documentados
Artículo 63.  Escala por transmisiones y rehabilitaciones de grandezas y títulos nobiliarios.
Con efectos de 1 de enero de 2015, la escala a que hace referencia el párrafo primero 
del artículo 43 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales 
y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1993, de 24 de 








Rehabilitaciones y reconocimiento de títulos extranjeros
–
Euros
1.º Por cada título con grandeza 2.699 6.766 16.222
2.º Por cada grandeza sin título 1.930 4.837 11.581
3.º Por cada título sin grandeza 769 1.930 4.643




Artículo 64.  Exención para los fondos de capital riesgo.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, el apartado 20.4 de la letra B 
del apartado I del artículo 45 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre Transmisiones 
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 1/1993, de 24 de septiembre, queda redactado de la siguiente forma:
«4. Los fondos de titulización hipotecaria, los fondos de titulización de activos 
financieros, y los fondos de capital riesgo estarán exentos de todas las operaciones 
sujetas a la modalidad de operaciones societarias.»
CAPÍTULO III
Otros Tributos
Artículo 65.  Tasas.
Uno. Se elevan, a partir del 1 de enero de 2015, los tipos de cuantía fija de las tasas de 
la Hacienda estatal hasta la cuantía que resulte de la aplicación del coeficiente 1,01 al 
importe exigible durante el año 2014, teniendo en cuenta lo dispuesto por el artículo 82 de la 
Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2014.
Se exceptúan de lo previsto en el párrafo anterior las tasas que hubieran sido creadas u 
objeto de actualización específica por normas dictadas en el año 2014.
Igualmente, se exceptúa de lo previsto en el primer párrafo la cuantía de la tasa de 
regularización catastral prevista en la Disposición adicional tercera, apartado Ocho, letra d) 
del texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.
Las tasas exigibles por la Jefatura Central de Tráfico se ajustarán, una vez aplicado el 
coeficiente anteriormente indicado, al múltiplo de 10 céntimos de euro inmediato superior, 
excepto cuando el importe a ajustar sea múltiplo de 10 céntimos de euro.
Dos. Se consideran tipos de cuantía fija aquellos que no se determinen por un porcentaje 
de la base o cuya base no se valore en unidades monetarias.
Tres. Se mantienen para el año 2015 los tipos y cuantías fijas establecidos en el 
apartado 4 del artículo 3 del Real Decreto-ley 16/1977, de 25 de febrero, por el que se 
regulan los aspectos penales, administrativos y fiscales de los juegos de suerte, envite o 
azar, en el importe exigible durante el año 2014, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 82.Cuatro de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2014.
Artículo 66.  Tasa por reserva del dominio público radioeléctrico.
Uno. La tasa por reserva de dominio público radioeléctrico establecida en el apartado 3 
del Anexo I de la Ley 9/2014, de 9 de mayo, General de Telecomunicaciones (en adelante 
Ley General de Telecomunicaciones), ha de calcularse mediante la expresión:
T = [N x V] / 166,386= [S (km2) x B (kHz) x F (C1, C2, C3, C4, C5)] / 166,386
en donde:
T =importe de la tasa anual en euros.
N =número de unidades de reserva radioeléctrica (URR) calculado como el producto de 
S x B, es decir, superficie en kilómetros cuadrados de la zona de servicio, por ancho de 
banda reservado expresado en kHz.
V =valor de la URR, determinado en función de los cinco coeficientes C, establecidos en 
la Ley General de Telecomunicaciones, y cuya cuantificación, de conformidad con dicha Ley, 
será establecida en la Ley de Presupuestos Generales del Estado.
F (C1, C2, C3, C4, C5) = esta función es el producto de los cinco coeficientes indicados 
anteriormente.




En los casos de reservas de dominio público radioeléctrico afectando a todo el territorio 
nacional, el valor de la superficie S a considerar para el cálculo de la tasa, es el de 505.990 
kilómetros cuadrados.
En los servicios de radiocomunicaciones que proceda, la superficie S a considerar podrá 
incluir, en su caso, la correspondiente al mar territorial español o espacio aéreo bajo 
jurisdicción española.
El importe mínimo a ingresar en concepto de tasa por reserva del dominio público 
radioeléctrico se mantiene en 100 euros.
Para fijar el valor de los coeficientes C1 a C5 en cada servicio de radiocomunicaciones, 
se ha tenido en cuenta el significado que les atribuye la Ley General de Telecomunicaciones 
y las normas reglamentarias que la desarrollan, a saber:
1.º Coeficiente C1: Grado de utilización y congestión de las distintas bandas y en las 
distintas zonas geográficas. Se valoran los siguientes conceptos:
Número de frecuencias por concesión o autorización.
Zona urbana o rural.
Zona de servicio.
2.º Coeficiente C2: Tipo de servicio para el que se pretende utilizar y, en particular, si 
éste lleva aparejado para quien lo preste las obligaciones de servicio público recogidas en el 
Título III de la Ley General de Telecomunicaciones. Se valoran los siguientes conceptos:
Soporte a otras redes (infraestructura).
Prestación a terceros.
Autoprestación.
Servicios de telefonía con derechos exclusivos.
Servicios de radiodifusión.
3.º Coeficiente C3: Banda o subbanda del espectro. Se valoran los siguientes conceptos:
Características radioeléctricas de la banda (idoneidad de la banda para el servicio 
solicitado).
Previsiones de uso de la banda.
Uso exclusivo o compartido de la subbanda.
4.º Coeficiente C4: Equipos y tecnología que se emplean. Se valoran los siguientes 
conceptos:
Redes convencionales.
Redes de asignación aleatoria.
Modulación en radioenlaces.
Diagrama de radiación.
5.º Coeficiente C5: Valor económico derivado del uso o aprovechamiento del dominio 
público reservado. Se valoran los siguientes conceptos:
Experiencias no comerciales.
Rentabilidad económica del servicio.
Interés social de la banda.
Usos derivados de la demanda de mercado.
Densidad de población.
Considerando los distintos factores que afectan a la determinación de la tasa, se han 
establecido diversas modalidades para cada servicio a cada una de las cuales se le asigna 
un código identificativo.
A continuación se indican cuáles son los factores de ponderación de los distintos 
coeficientes, así como su posible margen de valoración respecto al valor de referencia. El 
valor de referencia se toma por defecto, y se aplica en aquellos casos en los que, por la 
naturaleza del servicio o de la reserva efectuada, el coeficiente correspondiente no es de 
aplicación.




Coeficiente C1: Mediante este coeficiente se tiene en cuenta el grado de ocupación de 
las distintas bandas de frecuencia para un determinado servicio. A estos efectos se ha hecho 
una tabulación en márgenes de frecuencia cuyos extremos inferiores y superior comprenden 
las bandas típicamente utilizadas en los respectivos servicios. También contempla este 
coeficiente la zona geográfica de utilización, distinguiendo generalmente entre zonas de 
elevado interés y alta utilización, las cuales se asimilan a los grandes municipios y zonas de 
bajo interés y escasa utilización como puedan ser los pequeños municipios y los entornos 
rurales. Se parte de un valor unitario o de referencia para las bandas menos congestionadas 
y en las zonas geográficas de escasa utilización, subiendo el coste relativo hasta un máximo 
de dos por estos conceptos para las bandas de frecuencia más demandadas y en zonas de 
alto interés o utilización.
Concepto Escala de valores Observaciones
Valor de referencia. 1 De aplicación en una o varias modalidades en cada servicio.
Margen de valores. 1 a 2
Zona alta/baja utilización. + 25 %
De aplicación según criterios específicos por servicios y bandas de frecuencias en las modalidades y conceptos afectados.Demanda de la banda. Hasta + 20 %
Concesiones y usuarios. Hasta + 30 %
Coeficiente C2: Mediante este coeficiente se hace una distinción entre las redes de 
autoprestación y las que tienen por finalidad la prestación a terceros de un servicio de 
radiocomunicaciones con contraprestación económica. Dentro de estos últimos se ha tenido 
en cuenta, en su caso, la consideración de servicio público, tomándose en consideración en 
el valor de este coeficiente la bonificación por servicio público que se establece en el Anexo I 
de la Ley General de Telecomunicaciones, que queda incluida en el valor que se establece 
para este parámetro.
Concepto Escala de valores Observaciones
Valor de referencia. 1 De aplicación en una o varias modalidades en cada servicio.
Margen de valores. 1 a 2
Prestación a terceros/ autoprestación. Hasta + 10 % De aplicación según criterios específicos por servicios y bandas de frecuencias en las modalidades y conceptos afectados.
Coeficiente C3: Con el coeficiente C3 se consideran las posibles modalidades de 
otorgamiento de la reserva de dominio público radioeléctrico de una determinada frecuencia 
o subbanda de frecuencias, con carácter exclusivo o compartido con otros usuarios en una 
determinada zona geográfica. Estas posibilidades son de aplicación en el caso del servicio 
móvil. Para otros servicios la reserva de dominio público radioeléctrico ha de ser con 
carácter exclusivo por la naturaleza del mismo. Aquellas reservas solicitadas en bandas no 
adecuadas al servicio, en función de las tendencias de utilización y previsiones del Cuadro 
Nacional de Atribución de Frecuencias (CNAF), se penalizan con una tasa más elevada, con 
el fin de favorecer la tendencia hacia la armonización de las utilizaciones radioeléctricas, lo 
cual se refleja en la valoración de este coeficiente.
Concepto Escala de valores Observaciones
Valor de referencia. 1 De aplicación en una o varias modalidades en cada servicio.
Margen de valores. 1 a 2
Frecuencia exclusiva/compartida. Hasta + 75 % De aplicación según criterios específicos por servicios y bandas de frecuencias en las modalidades y conceptos afectados.Idoneidad de la banda de frecuencia. Hasta + 60 %
Coeficiente C4: Con este coeficiente es posible ponderar de una manera distinta las 
diferentes tecnologías o sistemas empleados, favoreciendo aquellas que hacen un uso más 
eficiente del espectro radioeléctrico. Así, por ejemplo, en redes móviles, se favorece la 
utilización de sistemas de asignación aleatoria de canal frente a los tradicionales de 
asignación fija. En el caso de radioenlaces, el tipo de modulación utilizado es un factor 




determinante a la hora de valorar la capacidad de transmisión de información por unidad de 
anchura de banda y esto se ha tenido en cuenta de manera general, considerando las 
tecnologías disponibles según la banda de frecuencias. En radiodifusión se han contemplado 
los nuevos sistemas de radiodifusión sonora, además de los clásicos analógicos.
Concepto Escala de valores Observaciones
Valor de referencia. 2 De aplicación en una o varias modalidades en cada servicio.
Margen de valores. 1 a 2
Tecnología utilizada / tecnología de referencia. Hasta + 50 % De aplicación según criterios específicos por servicios y bandas de frecuencias en las modalidades y conceptos afectados.
Coeficiente C5: Este coeficiente considera los aspectos de relevancia social de un 
determinado servicio frente a otros servicios de similar naturaleza desde el punto de vista 
radioeléctrico. También contempla el relativo interés económico o rentabilidad del servicio 
prestado, gravando más por unidad de anchura de banda aquellos servicios de alto interés y 
rentabilidad frente a otros que, aun siendo similares desde el punto de vista radioeléctrico, 
ofrezcan una rentabilidad muy distinta y tengan diferente consideración desde el punto de 
vista de relevancia social.
En radiodifusión, dadas las peculiaridades del servicio, se ha considerado un factor 
determinante para fijar la tasa de una determinada reserva de dominio público radioeléctrico, 
la densidad de población dentro de la zona de servicio de la emisora considerada.
Cuando la reserva de frecuencias se destine a la realización de emisiones de carácter 
experimental y sin contraprestación económica para el titular de la misma, ni otra finalidad 
que la investigación y desarrollo de nuevas tecnologías durante un período de tiempo 
limitado y definido, el valor del coeficiente C5 en estos casos será el 15 % del valor general.
Concepto Escala de valores Observaciones
Valor de referencia. 1 De aplicación en una o varias modalidades en cada servicio.
Margen de valores. > 0
Rentabilidad económica. Hasta + 30 %
De aplicación según criterios específicos por servicios y bandas de frecuencias en las modalidades y conceptos afectados.Interés social servicio. Hasta −20 %Población. Hasta + 100 %
Experiencias no comerciales. − 85 %
Cálculo de la tasa por reserva de dominio público radioeléctrico
Servicios radioeléctricos y modalidades consideradas
Se consideran los siguientes grupos o clasificaciones:
1. Servicios móviles.
1.1 Servicio móvil terrestre y servicios asociados.
1.2 Servicio móvil terrestre con cobertura nacional.
1.3 Servicios de comunicaciones electrónicas (prestación a terceros).
1.4 Servicio móvil marítimo.
1.5 Servicio móvil aeronáutico.
1.6 Servicio móvil por satélite.
1.7 Sistemas de comunicaciones móviles terrestres de banda ancha.
1.8 Sistema europeo de comunicaciones en ferrocarriles (GSM-R).
2. Servicio fijo.
2.1 Servicio fijo punto a punto.
2.2 Servicio fijo punto a multipunto.
2.3 Servicio fijo por satélite.
3. Servicio de radiodifusión.











4.4 Servicios por satélite, tales como de investigación espacial, de operaciones 
espaciales y otros.
4.5 Servicios no contemplados en apartados anteriores.
Teniendo en cuenta estos grupos de servicios radioeléctricos, las posibles bandas de 
frecuencias para la prestación del servicio y los cinco coeficientes con sus correspondientes 
conceptos o factores a considerar para calcular la tasa de diferentes reservas de dominio 
público radioeléctrico de un servicio dado, se obtienen las modalidades que se indican a 
continuación.
1. Servicios móviles.
1.1 Servicio móvil terrestre y servicios asociados.
Se incluyen en esta clasificación las reservas de dominio público radioeléctrico para 
redes del servicio móvil terrestre y otras modalidades como operaciones portuarias y de 
movimiento de barcos y los enlaces monocanales de banda estrecha.
Los cinco coeficientes establecidos en el apartado 3.1 del Anexo I de la Ley General de 
Telecomunicaciones obligan a distinguir en redes del servicio móvil terrestre, diversas 
modalidades, y evaluar diferenciadamente los criterios para fijar la tasa de una determinada 
reserva.
En cada modalidad se han tabulado los márgenes de frecuencia que es preciso distinguir 
a efectos de calcular la tasa para tener en cuenta la ocupación relativa de las distintas 
bandas de frecuencia y otros aspectos contemplados en la Ley General de 
Telecomunicaciones, como por ejemplo la idoneidad o no de una determinada banda de 
frecuencias para el servicio considerado.
Dentro de estos márgenes de frecuencia, únicamente se otorgarán reservas de dominio 
público radioeléctrico en las bandas de frecuencias reservadas en el CNAF al servicio 
considerado.
Con carácter general, para redes del servicio móvil se aplica, a efectos de calcular la 
tasa, la modalidad de zona geográfica de alta utilización, siempre que la cobertura de la red 
comprenda, total o parcialmente, municipios con más de 50.000 habitantes. Para redes con 
frecuencias en diferentes bandas el concepto de zona geográfica se aplicará de forma 
independiente para cada una de ellas.
Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 1.1.9, para las modalidades incluidas en 
este epígrafe, el ancho de banda B a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor 
de la canalización por el número de frecuencias utilizadas.
1.1.1 Servicio móvil asignación fija/frecuencia compartida/zona de baja utilización/
autoprestación.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,2 1,25 1 1,3 0,4707 1111
100-200 MHz 1,7 1,25 1 1,3 0,5395 1112
200-400 MHz 1,6 1,25 1,1 1,3 0,4937 1113
400-1.000 MHz 1,5 1,25 1,2 1,3 0,5049 1114




Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
1.000-3.000 MHz 1,1 1,25 1,1 1,3 0,4590 1115
> 3.000 MHz 1 1,25 1,2 1,3 0,4590 1116
1.1.2 Servicio móvil asignación fija/frecuencia compartida/zona de alta utilización/
autoprestación.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,4 1,25 1 1,3 0,4707 1121
100-200 MHz 2 1,25 1 1,3 0,5395 1122
200-400 MHz 1,8 1,25 1,1 1,3 0,4937 1123
400-1.000 MHz 1,7 1,25 1,2 1,3 0,5049 1124
1.000-3.000 MHz 1,25 1,25 1,1 1,3 0,4590 1125
> 3.000 MHz 1,15 1,25 1,2 1,3 0,4590 1126
1.1.3 Servicio móvil asignación fija/frecuencia exclusiva/zona de baja utilización/
autoprestación.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,2 1,25 1,5 1,3 0,4707 1131
100-200 MHz 1,7 1,25 1,5 1,3 0,5395 1132
200-400 MHz 1,6 1,25 1,65 1,3 0,4937 1133
400-1.000 MHz 1,5 1,25 1,8 1,3 0,5049 1134
1.000-3.000 MHz 1,1 1,25 1,65 1,3 0,4590 1135
> 3.000 MHz 1 1,25 1,8 1,3 0,4590 1136
1.1.4 Servicio móvil asignación fija/frecuencia exclusiva/zona de alta utilización/
autoprestación.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,4 1,25 1,5 1,3 0,4707 1141
100-200 MHz 2 1,25 1,5 1,3 0,5395 1142
200-400 MHz 1,8 1,25 1,65 1,3 0,4937 1143
400-1.000 MHz 1,7 1,25 1,8 1,3 0,5049 1144
1.000-3.000 MHz 1,25 1,25 1,65 1,3 0,4590 1145
> 3.000 MHz 1,15 1,25 1,8 1,3 0,4590 1146




1.1.5 Servicio móvil asignación fija/frecuencia exclusiva/cualquier zona/prestación a 
terceros.
La superficie S a considerar es la que figura en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,4 1,375 1,5 1,3 0,4707 1151
100-200 MHz 2 1,375 1,5 1,3 0,5395 1152
200-400 MHz 1,8 1,375 1,65 1,3 0,4937 1153
400-1.000 MHz 1,7 1,375 1,8 1,3 0,5049 1154
1.000-3.000 MHz 1,25 1,375 1,65 1,3 0,4590 1155
> 3.000 MHz 1,15 1,375 1,8 1,3 0,4590 1156
1.1.6 Servicio móvil asignación aleatoria/frecuencia exclusiva/cualquier zona/
autoprestación.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,1 1,25 2 1 0,1491 1161
100-200 MHz 1,6 1,25 2 1 0,21468 1162
200-400 MHz 1,7 1,25 2 1 0,1491 1163
400-1.000 MHz 1,4 1,25 2 1 0,1640 1164
1.000-3.000 MHz 1,1 1,25 2 1 0,1491 1165
> 3.000 MHz 1 1,25 2 1 0,1491 1166
1.1.7 Servicio móvil asignación aleatoria/frecuencia exclusiva/cualquier zona/prestación a 
terceros.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 1.000 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,1 1,375 2 1 0,1491 1171
100-200 MHz 1,6 1,375 2 1 0,1491 1172
200-400 MHz 1,7 1,375 2 1 0,1097 1173
400-1.000 MHz 1,4 1,375 2 1 0,1491 1174
1.000-3.000 MHz 1,1 1,375 2 1 0,1491 1175
> 3.000 MHz 1 1,375 2 1 0,1491 1176
1.1.8 Radiobúsqueda (frecuencia exclusiva/cualquier zona/prestación a terceros).
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico.




Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 50 MHz 1 2 1 2 19,5147 1181
50 - 174 MHz 1 2 1 1,5 0,3444 1182
> 174 MHz 1 2 1,3 1 0,3444 1183
1.1.9 Dispositivos de corto alcance: Telemandos, alarmas, datos, etc./cualquier zona.
Se incluyen en este apartado los sistemas de corto alcance siempre que el radio de 
servicio de la red no sea mayor que 3 kilómetros. La superficie S a considerar será la 
correspondiente a la zona de servicio.
Para redes de mayor cobertura se aplicará la modalidad correspondiente entre el resto 
de servicios móviles o servicio fijo en función de la naturaleza del servicio y características 
propias de la red.
El ancho de banda B a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor de la 
canalización en los casos que sea de aplicación por el número de frecuencias utilizadas. Si 
en virtud de las características técnicas de la emisión no es aplicable ninguna canalización 
entre las indicadas se tomará el ancho de banda de la denominación de la emisión o, en su 
defecto, se aplicará la totalidad de la correspondiente banda de frecuencias destinada en el 
CNAF para estas aplicaciones.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 50 MHz 1,7 1,25 1,5 1 19,5147 1191
50-174 MHz 2 1,25 1,5 1 19,5147 1192
406-470 MHz 2 1,25 1,5 1 19,5147 1193
862-870 MHz 1,7 1,25 1,5 1 19,5147 1194
> 1.000 MHz 1,7 1,25 1,5 1 19,5147 1195
1.2 Servicio móvil terrestre de cobertura nacional.
El ancho de banda B a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor de la 
canalización por el número de frecuencias utilizadas.
1.2.1 Servicio móvil asignación fija/redes de cobertura nacional.
La superficie S a considerar es la correspondiente a todo el territorio nacional.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,4 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1211
100-200 MHz 1,6 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1212
200-400 MHz 1,44 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1213
400-1.000 MHz 1,36 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1214
1.000-3.000 MHz 1,25 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1215
> 3.000 MHz 1,15 1,375 2 1,25 14,09 10 -3 1216
1.2.2 Servicio móvil asignación aleatoria/redes de cobertura nacional.
La superficie S a considerar es la correspondiente a todo el territorio nacional.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,1 1,375 2 1 0,164010 1221




Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
100-200 MHz 1,6 1,375 2 1 0,236148 1222
200-400 MHz 1,7 1,375 2 1 0,164010 1223
400-1.000 MHz 1,4 1,375 2 1 0,164010 1224
1.000-3.000 MHz 1,1 1,375 2 1 0,164010 1225
> 3.000 MHz 1 1,375 2 1 0,164010 1226
1.3 Servicios de comunicaciones electrónicas (prestación a terceros).
1.3.1 Sistemas terrestres de comunicaciones electrónicas (prestación a terceros).
La superficie S y el ancho de banda B a considerar serán los que figuren en la 
correspondiente reserva de dominio público radioeléctrico.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
Bandas 790 a 821 MHz, 832 a 862 MHz, 880 a 915 MHz y 925 a 960 MHz 2 2 1 1,8 3,543 10 -2 1321
Bandas 1710 a 1785 MHz y1805 a 1880 MHz 2 2 1 1,6 3,190 10 -2 1331
Bandas 1900 a 1980, 2010 a 2025 y 2110 a 2170 MHz 2 2 1 1,5 4,251 10 -2 1351
Banda de 2500 a 2690 MHz 2 2 1 1,5 9,182 10 -3 K 1381
En la banda de 2500 a 2690 MHz, para las concesiones de ámbito autonómico 
otorgadas por un procedimiento de licitación, en aquellas Comunidades Autónomas con 
bajos niveles de población, el coeficiente C5 se pondera con un factor K función de la 
población. Los valores puntuales del coeficiente K y las Comunidades Autónomas afectadas 
son las siguientes: Castilla-La Mancha, K=0,284; Extremadura, K=0,286; Castilla y León, 
K=0,293; Aragón, K=0,304; Navarra, K=0,66 y La Rioja, K=0,688.
1.3.2 Servicios de comunicaciones móviles a bordo de aeronaves (prestación a terceros).
La superficie S a considerar será de 1 kilómetro cuadrado por cada 200 aeronaves o 
fracción.
El ancho de banda B a tener en cuenta será el total reservado en función de la 
tecnología utilizada.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1,4 2 1 1 1,20 1371
1.3.3 Servicios de comunicaciones móviles a bordo de buques (prestación a terceros).
La superficie S a considerar será de 1 kilómetro cuadrado por cada 200 buques o 
fracción.
El ancho de banda B a tener en cuenta será el total reservado en función de la 
tecnología utilizada.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1,4 2 1 1 1,40 1391
1.4 Servicio móvil marítimo.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico.




El ancho de banda B a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor de la 
canalización por el número de frecuencias utilizadas.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 30 MHz 1 1,25 1,25 1 0,1318 1411
f ≥ 30 MHz 1,3 1,25 1,25 1 0,9730 1412
1.5 Servicio móvil aeronáutico.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico.
El ancho de banda a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor de la 
canalización por el número de frecuencias utilizadas.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 30 MHz 1 1,25 1,25 1 0,1146 1511
f ≥ 30 MHz 1,3 1,25 1,25 1 0,1146 1512
1.6 Servicio móvil por satélite.
La superficie S a considerar será la correspondiente al área de la zona de servicio 
autorizada del sistema o de la estación de que se trate, estableciéndose una superficie 
mínima, a efectos de cálculo, de 100.000 kilómetros cuadrados.
El ancho de banda B a tener en cuenta será la suma de la anchura de banda reservada 
al sistema para cada frecuencia, computándose tanto el enlace ascendente como el 
descendente.
1.6.1 Servicio móvil terrestre por satélite.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1 1,25 1 1 1,950 10 -3 1611
1.6.2 Servicio móvil aeronáutico por satélite.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
Banda 10-15 GHz 1 1 1 1 0,865 10 -5 1621
Banda 1500-1700 MHz 1 1 1 1 7,852 10 -5 1622
1.6.3 Servicio móvil marítimo por satélite.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
Banda 1500-1700 MHz 1 1 1 1 2,453 10 -4 1631
1.6.4 Sistemas de comunicaciones electrónicas por satélite incluyendo, en su caso, 
componente terrenal subordinada (prestación a terceros).




Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro para sistemas integrados de 
móvil por satélite incluyendo, en su caso, una red terrenal subordinada que utiliza las 
mismas frecuencias acordes con la Decisión 2008/626/CE.
La superficie S a considerar es la correspondiente a todo el territorio nacional.
El ancho de banda B a considerar será el que figure en la correspondiente reserva de 
dominio público radioeléctrico.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
Bandas 1980 a 2010 MHz y 2170 a 2200 MHz 1 1,25 1 1 0,65 10 -3 1641
1.7 Sistemas de comunicaciones móviles terrestres de banda ancha.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro para sistemas terrenales de 
comunicaciones móviles, que funcionen en bandas de frecuencia distintas de las 
especificadas en el epígrafe 1.3.1 y que utilicen canales radioeléctricos con anchos de banda 
de transmisión superiores a 1 MHz y radios de la zona de servicio superiores a 3 kilómetros.
La superficie S a considerar es la que figura en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 100 
kilómetros cuadrados.
El ancho de banda B a tener en cuenta es el resultante de multiplicar el valor de la 
canalización por el número de frecuencias utilizadas.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 100 MHz 1,4 1,375 1,5 1 9,6 1711
100-200 MHz 2 1,375 1,5 1 11 1712
200-400 MHz 1,8 1,375 1,6 1 11 1713
400-1.000 MHz 1,7 1,375 1,8 1 9,2 1714
1.000-3.000 MHz 1,25 1,375 1,6 1 9 1715
> 3.000 MHz 1,15 1,375 1,6 1 9 1716
1.8 Sistema europeo de comunicaciones en ferrocarriles (GSM-R).
La superficie S a considerar es la que resulte de multiplicar la suma de las longitudes de 
todos los trayectos viarios para los que se efectúa la reserva de las frecuencias, expresados 
en kilómetros, por una anchura de diez kilómetros.
El ancho de banda B a tener en cuenta será el ancho de banda total que figure en la 
correspondiente reserva de dominio público radioeléctrico.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
CNAF UN 40 2 2 1 1,8 0,02812 1361
2. Servicio fijo.
Se incluyen en este apartado, además de las reservas puntuales de frecuencias para las 
diferentes modalidades del servicio, las denominadas reservas de banda en las que la 
reserva alcanza a porciones de espectro que permiten la utilización de diversos canales 
radioeléctricos de forma simultánea por el operador en una misma zona geográfica.
Las reservas de banda están justificadas, exclusivamente, en casos de despliegues 
masivos de infraestructuras radioeléctricas por un operador, para redes de comunicaciones 
electrónicas de prestación de servicios a terceros o, transportes de señal de servicios 
audiovisuales, en aquellas zonas geográficas en las que por necesidades de concentración 




de tráfico se precise disponer de grupos de canales radioeléctricamente compatibles entre 
sí.
2.1 Servicio fijo punto a punto.
Con carácter general, se aplicará la modalidad de zona geográfica de alta utilización en 
aquellos vanos, individuales o que forman parte de una red radioeléctrica extensa, en los 
que alguna de las estaciones extremo del vano se encuentra ubicada en algún municipio de 
más de 250.000 habitantes o el haz principal del radioenlace del vano atraviese la vertical de 
dicha zona.
Para cada frecuencia utilizada se tomará su valor nominal con independencia de que los 
extremos del canal pudieran comprender dos de los márgenes de frecuencias tabulados, y si 
este valor nominal coincide con uno de dichos extremos, se tomará el margen para el que 
resulte una menor cuantía de la tasa.
2.1.1 Servicio fijo punto a punto/frecuencia exclusiva/zona de baja utilización/
autoprestación.
El importe total de la tasa se obtendrá como el sumatorio de la tasa individual de cada 
uno de los vanos radioeléctricos que componen la red, calculada en función de las 
características de dicho vano.
La superficie S a considerar para cada vano es la que resulte de multiplicar su longitud 
en kilómetros por una anchura de un kilómetro.
El ancho de banda B a considerar en cada vano es el resultante de multiplicar el valor de 
la canalización utilizada o, en su defecto, el ancho de banda según la denominación de la 
emisión, por el número de frecuencias usadas en ambos sentidos de transmisión. Para 
aquellos vanos radioeléctricos donde se reserven frecuencias con doble polarización se 
considerará, a efectos del cálculo de la tasa, como si se tratara de la reserva de un doble 
número de frecuencias, aplicándose no obstante una reducción del 25 % al valor de la tasa 
individual.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,3 1 1,3 1,25 0,29938 2111
1.000-3.000 MHz 1,25 1 1,45 1,2 0,23429 2112
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 0,21971 2113
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 0,19770 2114
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,1 0,19770 2115
> 39,5 GHz 1 1 1 1 0,04483 2116
2.1.2 Servicio fijo punto a punto/frecuencia exclusiva/zona de alta utilización/
autoprestación.
El importe total de la tasa se obtendrá como el sumatorio de la tasa individual de cada 
uno de los vanos radioeléctricos que componen la red, calculada en función de las 
características de dicho vano.
La superficie S a considerar para cada vano es la que resulte de multiplicar su longitud 
en kilómetros por una anchura de un kilómetro.
El ancho de banda B a considerar en cada vano es el resultante de multiplicar el valor de 
la canalización utilizada o, en su defecto, el ancho de banda según la denominación de la 
emisión, por el número de frecuencias usadas en ambos sentidos de transmisión. Para 
aquellos vanos radioeléctricos donde se reserven frecuencias con doble polarización se 
considerará, a efectos del cálculo de la tasa, como si se tratara de la reserva de un doble 
número de frecuencias, aplicándose no obstante una reducción del 25 % al valor de la tasa 
individual.




Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,6 1 1,3 1,25 0,24731 2121
1.000-3.000 MHz 1,55 1 1,45 1,2 0,24731 2122
3.000-10.000 MHz 1,55 1 1,15 1,15 0,23192 2123
10-24 GHz 1,5 1 1,1 1,15 0,20868 2124
24-39,5 GHz 1,3 1 1,05 1,1 0,20868 2125
> 39,5 GHz 1,2 1 1 1 0,04732 2126
2.1.3 Servicio fijo punto a punto/frecuencia exclusiva/prestación a terceros.
El importe total de la tasa se obtendrá como el sumatorio de la tasa individual de cada 
uno de los vanos radioeléctricos que componen la red, calculada en función de las 
características de dicho vano.
La superficie S a considerar para cada vano es la que resulte de multiplicar su longitud 
en kilómetros por una anchura de un kilómetro.
El ancho de banda B a considerar en cada vano es el resultante de multiplicar el valor de 
la canalización utilizada o, en su defecto, el ancho de banda según la denominación de la 
emisión, por el número de frecuencias usadas en ambos sentidos de transmisión. Para 
aquellos vanos radioeléctricos donde se reserven frecuencias con doble polarización se 
considerará, a efectos del cálculo de la tasa, como si se tratara de la reserva de un doble 
número de frecuencias, aplicándose no obstante una reducción del 25 % al valor de la tasa 
individual.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,3 1,03 1,3 1,25 0,21222 2151
1.000-3.000 MHz 1,25 1,03 1,7 1,2 0,21222 2152
3.000-10.000 MHz 1,25 1,03 1,15 1,15 0,19908 2153
10-24 GHz 1,2 1,03 1,1 1,15 0,17912 2154
24-39,5 GHz 1,1 1,03 1,05 1,1 0,17912 2155
> 39,5 GHz 1 1,03 1 1 0,04076 2156
2.1.4 Servicio fijo punto a punto/reservas de banda en todo el territorio nacional.
A efectos de calcular la correspondiente tasa, se considerará el ancho de banda 
reservado, sobre la superficie correspondiente a todo el territorio nacional, con total 
independencia de la reutilización efectuada de toda o parte de la banda asignada.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,3 1 1,3 1,25 2,430 10 -3 2161
1.000-3.000 MHz 1,25 1 1,2 1,2 2,430 10 -3 2162
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 2,430 10 -3 2163
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 2,430 10 -3 2164
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,05 2,430 10 -3 2165
> 39,5 GHz 1 1 1 1 0,595 10 -3 2166
2.1.5 Servicio fijo punto a punto/reservas de banda de ámbito provincial o multiprovincial.
Este apartado es de aplicación a las reservas de banda para una o más provincias con 
un límite máximo de zona de cobertura de 250.000 kilómetros cuadrados.




A efectos de calcular la correspondiente tasa, se considerará el ancho de banda 
reservado, sobre la superficie de la zona de servicio, independientemente de la reutilización 
efectuada de toda o parte de las frecuencias asignadas.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
F < 1.000 MHz 1,3 1 1,3 1,25 4,627 10 -3 2181
1.000-3.000 MHz 1,25 1 1,2 1,2 4,627 10 -3 2182
3-10 GHz 1,25 1 1,15 1,15 4,627 10 -3 2183
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 4,627 10 -3 2184
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,05 4,627 10 -3 2185
> 39,5 GHz 1 1 1 1 1,157 10 -3 2186
2.2 Servicio fijo punto a multipunto.
Para cada frecuencia utilizada se tomará su valor nominal con independencia de que los 
extremos del canal pudieran comprender dos de los márgenes de frecuencias tabulados, y, 
si este valor nominal coincidiera con uno de dichos extremos, se tomará el margen para el 
que resulte una menor cuantía de la tasa.
2.2.1 Servicio fijo punto a multipunto/frecuencia exclusiva/cualquier zona/autoprestación.
La superficie S a considerar será la zona de servicio indicada en la correspondiente 
reserva de dominio público radioeléctrico.
El ancho de banda B a tener en cuenta se obtendrá de las características técnicas de la 
emisión.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,5 1 1,3 1,25 0,07971 2211
1.000-3.000 MHz 1,35 1 1,25 1,2 0,05540 2212
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 0,03264 2213
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 0,04896 2214
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,1 0,04896 2215
> 39,5 GHz 1 1 1 1 0,00799 2216
2.2.2 Servicio fijo punto a multipunto/frecuencia exclusiva/cualquier zona/prestación a 
terceros.
La superficie S a considerar es la zona de servicio indicada en la correspondiente 
reserva de dominio público radioeléctrico, con la excepción de las reservas código de 
modalidad 2235 para las que se establece una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 80 
kilómetros cuadrados.
El ancho de banda B a tener en cuenta se obtendrá de las características técnicas de la 
emisión.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,5 1 1,3 1,25 0,0505 2231
1.000-3.000 MHz 1,35 1 1,25 1,2 0,0428 2232
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 0,0253 2233
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 0,0377 2234
24-39,5 GHz 1,38 1 1,05 1,1 0,0377 2235
> 39,5-105 GHz 1 1 1 1 0,0062 2236




2.2.3 Servicio fijo punto a multipunto/reservas de banda en todo el territorio nacional.
El ancho de banda B a considerar será el indicado en la correspondiente reserva de 
dominio público radioeléctrico sobre la superficie S correspondiente a todo el territorio 
nacional, con total independencia de la reutilización efectuada de toda o parte de la banda 
asignada.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,3 1 1,3 1,25 2,649 10 -3 2241
1.000-3.000 MHz 1,35 1 1,25 1,2 2,649 10 -3 2242
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 2,649 10 -3 2243
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 2,649 10 -3 2244
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,05 2,649 10 -3 2245
> 39,5 GHz 1 1 1 1 0,649 10 -3 2246
2.2.4 Servicio fijo punto a multipunto/reservas de banda de ámbito provincial o 
multiprovincial.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro para una o más provincias con 
un límite máximo de zona de servicio de 250.000 kilómetros cuadrados.
El ancho de banda B a considerar será el indicado en la correspondiente reserva de 
dominio público radioeléctrico sobre la superficie cubierta, independientemente de la 
reutilización efectuada de toda o parte de la banda asignada.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 1.000 MHz 1,3 1 1,3 1,25 0,27243 2251
1.000-3.000 MHz 1,35 1 1,25 1,2 0,27243 2252
3.000-10.000 MHz 1,25 1 1,15 1,15 0,27243 2253
10-24 GHz 1,2 1 1,1 1,15 0,27243 2254
24-39,5 GHz 1,1 1 1,05 1,05 0,27243 2255
> 39,5 GHz 1 1 1 1 0,06809 2256
2.3 Servicio fijo por satélite.
La superficie S a considerar será la correspondiente a la de la zona de servicio que, en 
general o en caso de no especificarse otra, corresponderá con la superficie de todo el 
territorio nacional. En cualquier caso, a efectos de cálculo, serán de aplicación las superficies 
mínimas que a continuación se especifican para los distintos epígrafes.
El ancho de banda a considerar para cada frecuencia será el especificado en la 
denominación de la emisión, computándose tanto el ancho de banda del enlace ascendente 
como el ancho de banda del enlace descendente, cada uno con sus superficies respectivas; 
se exceptúan los enlaces de conexión de radiodifusión que, por tratarse de un enlace 
únicamente ascendente, solo se computará el ancho de banda del mismo.
2.3.1 Servicio fijo por satélite punto a punto, incluyendo enlaces de conexión del servicio 
móvil por satélite y enlaces de contribución de radiodifusión vía satélite (punto a multipunto).
En los enlaces punto a punto, tanto para el enlace ascendente como para el 
descendente, se considerará una superficie S de 31.416 kilómetros cuadrados. En esta 
categoría se consideran incluidos los enlaces de contribución de radiodifusión punto a punto. 
En los enlaces de contribución punto a multipunto se considerará una superficie S de 31.416 
kilómetros cuadrados para el enlace ascendente y para el enlace descendente se 
considerará el área de la zona de servicio que, en general, corresponderá con la superficie 




de todo el territorio nacional, estableciéndose en cualquier caso una superficie mínima, a 
efectos de cálculo, de 100.000 kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 3.000 MHz 1,50 1,25 1,50 1,20 1,950 10 -4 2311
3-17 GHz 1,25 1,25 1,15 1,15 1,950 10 -4 2312
> 17 GHz 1,0 1,25 1,0 1,20 0,360 10 -4 2315
2.3.2 Enlaces de conexión del servicio de radiodifusión (sonora y de televisión) por 
satélite.
Para los enlaces de conexión (enlace ascendente) del servicio de radiodifusión (sonora y 
de televisión) por satélite, se considerará una superficie S, a efectos de cálculo, de 31.416 
kilómetros cuadrados.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 3.000 MHz 1,50 1,25 1,50 1,20 1,7207 10 -4 2321
3-30 GHz 1,25 1,25 1,50 1,20 1,7207 10 -4 2322
> 30 GHz 1,0 1,25 1,0 1,20 1,7207 10 -4 2324
2.3.3 Servicios tipo VSAT (redes de datos por satélite) y SNG (enlaces transportables de 
reportajes por satélite).
Se considerará la superficie de la zona de servicio, estableciéndose una superficie 
mínima a efectos de cálculo, de 10.000 kilómetros cuadrados. En el caso de los enlaces 
SNG se considerará una superficie de 20.000 kilómetros cuadrados. En todos los casos 
anteriores, la superficie se tomará tanto en transmisión como en recepción y todo ello 
independientemente del número de estaciones transmisoras y receptoras.
Este apartado también es de aplicación a los casos de utilización de frecuencias del 
servicio fijo por satélite por estaciones móviles a bordo de buques y aeronaves, en espacios 
bajo jurisdicción española. A estos efectos se considerará una superficie máxima de 120.000 
km2 y el coeficiente C5 que corresponda se multiplicará por 0,35.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
f < 3.000 MHz 1,50 1,25 1,50 1,20 1,7207 10 -4 2331
3-17 GHz 1,25 1,25 1,50 1,20 1,7207 10 -4 2332
> 17 GHz 1,0 1,25 1,0 1,20 4,21 10 -4 2334
3. Servicio de radiodifusión.
Las consideraciones siguientes son de aplicación al servicio de radiodifusión, tanto en su 
modalidad de radiodifusión sonora como de televisión.
La superficie S a considerar será la correspondiente a la zona de servicio. Por lo tanto, 
en los servicios de radiodifusión que tienen por objeto la cobertura nacional, la superficie de 
la zona de servicio será la superficie del territorio nacional y no se evaluará la tasa 
individualmente por cada una de las estaciones necesarias para alcanzar dicha cobertura. 
Igualmente, en los servicios de radiodifusión (sonora y de televisión) que tienen por objeto la 
cobertura autonómica, la superficie de la zona de servicio será la superficie del territorio 
autonómico correspondiente y no se evaluará la tasa individualmente por cada una de las 
estaciones necesarias para alcanzar dicha cobertura.




En los servicios de radiodifusión que tienen por objeto la cobertura nacional o cualquiera 
de las coberturas autonómicas, la anchura de banda B a aplicar será la correspondiente al 
tipo de servicio de que se trate e igual a la que se aplicaría a una estación del servicio 
considerada individualmente.
En las modalidades de servicio para las que se califica la zona geográfica, se considera 
que se trata de una zona de alto interés y rentabilidad cuando la zona de servicio incluya 
alguna capital de provincia o autonómica u otras localidades con más de 50.000 habitantes.
En el servicio de radiodifusión, el coeficiente C5 se pondera con un factor k, función de la 
densidad de población, obtenida en base al censo de población en vigor, en la zona de 
servicio, de acuerdo con la siguiente tabla:
Densidad de población Factor k
Hasta 100 habitantes/km2 0,015
Superior a 100 hb/km2 y hasta 250 hb/km2 0,05
Superior a 250 hb/ km2 y hasta 500 hb/km2 0,085
Superior a 500 hb/ km2 y hasta 1.000 hb/km2 0,12
Superior a 1.000 hb/ km2 y hasta 2.000 hb/km2 0,155
Superior a 2.000 hb/ km2 y hasta 4.000 hb/km2 0,19
Superior a 4.000 hb/ km2 y hasta 6.000 hb/km2 0,225
Superior a 6.000 hb/ km2 y hasta 8.000 hb/km2 0,45
Superior a 8.000 hb/ km2 y hasta 10.000 hb/km2 0,675
Superior a 10.000 hb/ km2 y hasta 12.000 hb/km2 0,9
Superior a 12.000 hb/km2 1,125
Las bandas de frecuencias para prestar servicios de radiodifusión serán, en cualquier 
caso, las especificadas en el CNAF; sin embargo, el Secretario de Estado de 
Telecomunicaciones y para la Sociedad de la Información podrá autorizar usos de carácter 
temporal o experimental diferentes a los señalados en dicho cuadro que no causen 
perturbaciones a estaciones radioeléctricas legalmente autorizadas. Dichos usos, de 
carácter temporal o experimental, estarán igualmente gravados con una tasa por reserva de 
dominio público radioeléctrico, cuyo importe se evaluará siguiendo los criterios generales del 
servicio al que se pueda asimilar o, en su caso, los criterios que correspondan a la banda de 
frecuencias reservada.
Para el servicio de radiodifusión por satélite se considerarán únicamente los enlaces 
ascendentes desde el territorio nacional, que están tipificados como enlaces de conexión 
dentro del apartado 2.3.2 del servicio fijo por satélite.
Los enlaces de contribución de radiodifusión vía satélite, están igualmente tipificados 
como tales dentro del apartado 2.3.1 del servicio fijo por satélite.
3.1 Radiodifusión sonora.
3.1.1 Radiodifusión sonora de onda larga y de onda media:
La superficie S será la correspondiente a la zona de servicio.
La anchura de banda B a considerar será de 9 kHz en los sistemas de modulación con 
doble banda lateral y de 4,5 kHz en los sistemas de modulación con banda lateral única.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
148,5 a 283,5 kHz 1 1 1 1,25 650,912 k 3111
526,5 a 1.606,5 kHz 1 1 1,5 1,25 650,912 k 3112
3.1.2 Radiodifusión sonora de onda corta.
Se considerará la superficie S correspondiente a la superficie del territorio nacional y la 
densidad de población correspondiente a la densidad de población nacional.




La anchura de banda B a considerar será de 9 kHz en los sistemas de modulación con 
doble banda lateral y de 4,5 kHz en los sistemas de modulación con banda lateral única.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
3 a 30 MHz según CNAF. 1 1 1 1,25 325,453 k 3121
3.1.3 Radiodifusión sonora con modulación de frecuencias en zonas de alto interés y 
rentabilidad.
La superficie S será la correspondiente a la zona de servicio.
La anchura de banda B a considerar será de 180 kHz en los sistemas monofónicos, de 
256 kHz en los sistemas estereofónicos y 300 kHz en los sistemas con subportadoras 
suplementarias.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
87,5 a 108 MHz 1,25 1 1,5 1,25 13,066 k 3131
3.1.4 Radiodifusión sonora con modulación de frecuencia en otras zonas.
La superficie S será la correspondiente a la zona de servicio.
La anchura de banda B a considerar será de 180 kHz en los sistemas monofónicos, de 
256 kHz en los sistemas estereofónicos y de 300 kHz en los sistemas con subportadoras 
suplementarias.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
87,5 a 108 MHz 1 1 1,5 1,25 13,066 k 3141
3.1.5 Radiodifusión sonora digital terrenal en zonas de alto interés y rentabilidad.
La superficie S será la correspondiente a la zona de servicio.
La anchura de banda B a considerar será de 1.536 kHz en los sistemas con norma UNE 
ETS 300 401.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
195 a 223 MHz 1,25 1 1,5 1 0,3756 k 3151
1.452 a 1.492 MHz 1,25 1 1 1 0,3756 k 3152
3.1.6 Radiodifusión sonora digital terrenal en otras zonas.
La superficie S será la correspondiente a la zona de servicio.
La anchura de banda B a considerar será de 1.536 kHz en los sistemas con norma UNE 
ETS 300 401.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
195 a 223 MHz 1 1 1,5 1 0,3756 k 3161
1.452 a 1.492 MHz 1 1 1 1 0,3756 k 3162
3.2 Televisión.




La superficie S será en todos los casos la correspondiente a la zona de servicio.
3.2.1 Televisión digital terrenal en zonas de alto interés y rentabilidad.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro de ámbito nacional y 
autonómico.
La anchura de banda B a considerar será de 8.000 kHz en los sistemas con la norma 
UNE ETS 300 744.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
470 a 862 MHz 1,25 1 1,3 1 0,7023 k 3231
3.2.2 Televisión digital terrenal en otras zonas.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro de ámbito nacional y 
autonómico.
La anchura de banda B a considerar será de 8.000 kHz en los sistemas con la norma 
UNE ETS 300 744.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
470 a 862 MHz 1 1 1,3 1 0,7023 k 3241
3.2.3 Televisión digital terrenal de ámbito local en zonas de alto interés y rentabilidad.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro de ámbito local.
La anchura de banda B a considerar será de 8.000 kHz en los sistemas con la norma 
UNE ETS 300 744.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
470 a 862 MHz 1,25 1 1,3 1 0,3512 k 3251
3.2.4 Televisión digital terrenal de ámbito local en otras zonas.
Este apartado es de aplicación a las reservas de espectro de ámbito local.
La anchura de banda B a considerar será de 8.000 kHz en los sistemas con la norma 
UNE ETS 300 744.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
470 a 862 MHz 1 1 1,3 1 0,3512 k 3261
3.3 Servicios auxiliares a la radiodifusión.
3.3.1 Enlaces móviles de fonía para reportajes y transmisión de eventos radiofónicos.
La superficie S a considerar es la que figure en la correspondiente reserva de dominio 
público radioeléctrico, estableciéndose una superficie mínima de 100 kilómetros cuadrados.
La anchura de banda B computable es la correspondiente al canal utilizado.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1 1 1 2 0,8017 3311




3.3.2 Enlaces de transporte de programas de radiodifusión sonora entre estudios y 
emisoras.
La superficie S a considerar es la que resulte de multiplicar la suma de las longitudes de 
todos los vanos por una anchura de un kilómetro, estableciéndose una superficie mínima de 
10 kilómetros cuadrados.
La anchura de banda B es la correspondiente al canal utilizado.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
CNAF UN 111 1,25 1 1,25 2 5,72 3321
CNAF UN 47 1,15 1 1,10 1,90 5,72 3322
CNAF UN 88 1,05 1 0,75 1,60 5,72 3323
CNAF UNs 105 y 106 1,5 1 1,3 2 5,72 3324
3.3.3 Enlaces móviles de televisión (ENG).
Se establece, a efectos de cálculo, una superficie de 10 kilómetros cuadrados por cada 
reserva de frecuencias, independientemente del número de equipos funcionando en la 
misma frecuencia y uso en cualquier punto del territorio nacional.
La anchura de banda B a considerar será la correspondiente al canal utilizado.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1,25 1 1,25 2 0,7177 3331
4. Otros Servicios.
4.1 Servicio de radionavegación.
La superficie S a considerar será la del círculo que tiene como radio el de servicio 
autorizado.
El ancho de banda B se obtendrá directamente de la denominación de la emisión.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1 1 1 1 0,0100 4111
4.2 Servicio de radiodeterminación.
La superficie S a considerar será la del círculo que tiene como radio el de servicio 
autorizado.
El ancho de banda B se obtendrá directamente de la denominación de la emisión.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1 1 1 1 0,0602 4211
4.3 Servicio de radiolocalización.
La superficie S a considerar en este servicio será la del círculo que tiene como radio el 
de servicio autorizado.
El ancho de banda B se obtendrá directamente de la denominación de la emisión.




Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
En las bandas previstas en el CNAF 1 1 1 1 0,03090 4311
4.4 Servicios por satélite, tales como operaciones espaciales, exploración de la tierra por 
satélite y otros.
La superficie S a considerar será la correspondiente a la zona de servicio, 
estableciéndose una superficie mínima, a efectos de cálculo, de 31.416 kilómetros 
cuadrados, tanto en transmisión como en recepción.
El ancho de banda B a considerar, tanto en transmisión como en recepción, será el 
exigido por el sistema solicitado en cada caso.
Frecuencias Coeficientes Código de modalidadC1 C2 C3 C4 C5
Operaciones espaciales (Telemando, telemedida y 
seguimiento) 1 1 1 1 1,977 10 -4 4412
Exploración de la Tierra por satélite 1 1 1 1 0,7973 10 -4 4413
Otros servicios espaciales 1 1 1 1 3,904 10 -4 4411
5. Servicios no contemplados en apartados anteriores.
Para los servicios y sistemas que puedan presentarse y no sean contemplados en los 
apartados anteriores o a los que razonablemente no se les puedan aplicar las reglas 
anteriores, se fijará la tasa en cada caso en función de los siguientes criterios:
– Comparación con alguno de los servicios citados anteriormente con características 
técnicas parecidas.
– Cantidad de dominio radioeléctrico técnicamente necesaria.
– Superficie cubierta por la reserva efectuada.
– Importe de la tasa devengada por sistemas que, bajo tecnologías diferentes, resulten 
similares en cuanto a los servicios que prestan.
Dos. Las disposiciones reglamentarias reguladoras de la tasa por reserva de dominio 
público radioeléctrico conservarán su vigencia en todo lo que no se oponga a lo previsto en 
el presente artículo.
Artículo 67.  Tasa de aproximación.
Con efectos 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifican los apartados cinco, 
seis y siete, del artículo 22 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, por el que se regula la tasa de aproximación, que 
pasarán a tener la siguiente redacción:
«Cinco. El importe de la presente tasa de aproximación exigible a una aeronave 
en un aeropuerto será igual al producto de la tasa unitaria establecida para dicho 
aeropuerto por las unidades de servicio de aproximación de dicha aeronave.
A estos efectos y sin perjuicio de la posibilidad de financiar parte de los costes de 
los servicios de navegación aérea con cargo a otras fuentes de financiación, la tasa 
unitaria se calculará dividiendo los costes de los servicios de navegación aérea de 
aproximación previstos y el número de unidades de servicio de aproximación para el 
año correspondiente. Los costes previstos incluirán el saldo resultante de la 
recuperación por exceso o defecto de los años anteriores.
Las unidades de servicio de aproximación serán igual al factor «peso» de la 
aeronave considerada.
El factor «peso», expresado en una cifra con dos decimales, será igual al 
cociente obtenido dividiendo por cincuenta la cifra correspondiente al peso máximo 




certificado de despegue más elevado de la aeronave, expresado en toneladas 
métricas, elevado al exponente 0,7.
El peso máximo certificado de despegue de la aeronave, expresado en toneladas 
métricas, será el que figura en el certificado de aeronavegabilidad o en otro 
documento oficial equivalente proporcionado por el operador de la aeronave. Cuando 
no se conozca el peso, se utilizará el peso de la aeronave más pesada que se 
conozca del mismo tipo. Si una aeronave cuenta con varios pesos máximos 
certificados de despegue, se escogerá el máximo. Si un operador de aeronaves 
trabaja con dos o más aeronaves que son diferentes versiones del mismo tipo, se 
utilizará para todas ellas el promedio de los pesos máximos certificados de despegue 
de todas las aeronaves del mismo tipo. El cálculo del factor peso por tipo de 
aeronave y por operador se efectuará, al menos, una vez al año.
El cálculo e imputación de costes se realizará conforme establece el Reglamento 
de la Comisión n.º 391/2013, de 3 de mayo, por el que se establece un sistema 
común de tarificación de los servicios de navegación aérea.»
«Seis. La tasa unitaria por zona de tarificación se fijará anualmente por el 
Ministerio de Fomento para cada aeropuerto.
Con carácter previo a la determinación de la tasa, el prestador de los servicios de 
aproximación llevará a cabo el trámite de consulta previsto en el artículo 9 del 
Reglamento (CE) 391/2013, de la Comisión, de 3 de mayo.»
«Siete. Las tasas aplicables a partir del 1 de enero de 2015 serán:
Los aeropuertos de Alicante, Barcelona, Bilbao, Fuerteventura, Gran Canaria, 
Ibiza, Lanzarote, Madrid/Barajas, Málaga, Menorca, Palma de Mallorca, Sevilla, 
Tenerife/Norte, Tenerife/Sur y Valencia: 18,72 euros.
Los aeropuertos de Santiago, Almería, Asturias, Girona, Granada, Jerez, A 
Coruña, La Palma, Reus y Vigo: 16,84 euros.
Los aeropuertos de Santander, Zaragoza, Madrid/Cuatro Vientos, Melilla, 
Pamplona, San Sebastián, Vitoria, Badajoz, Murcia/San Javier, Valladolid, 
Salamanca, Sabadell y el resto de los aeropuertos a los que AENA preste servicios 
de navegación aérea de aproximación: 14,04 euros.
La presente clasificación podrá ser modificada por el Ministerio de Fomento en 
función del tráfico que los mismos soporten.»
Artículo 68.  Bonificaciones aplicables en los puertos de interés general a las tasas de 
ocupación, del buque, del pasaje y de la mercancía.
Las bonificaciones previstas en los artículos 182 y 245 del Texto Refundido de la Ley de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, a aplicar en 2015 por las Autoridades Portuarias a las tasas de 
ocupación, del buque, de la mercancía y del pasaje y, en su caso, sus condiciones de 
aplicación, serán las indicadas en el Anexo XII de esta Ley.
Artículo 69.  Coeficientes correctores de aplicación a las tasas del buque, del pasaje y de la 
mercancía en los puertos de interés general.
Los coeficientes correctores previstos en el artículo 166 del Texto Refundido de la Ley de 
Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, a aplicar por las Autoridades Portuarias a las tasas del buque, de la 
mercancía y del pasaje, serán los indicados en el siguiente cuadro:
AUTORIDAD PORTUARIA Tasa Buque Tasa Mercancía Tasa Pasaje
A Coruña 1,30 1,30 1,00
Alicante 1,20 1,25 1,10
Almería 1,26 1,24 1,26
Avilés 1,25 1,05 1,00




AUTORIDAD PORTUARIA Tasa Buque Tasa Mercancía Tasa Pasaje
Bahía de Algeciras 0,95 0,95 0,95
Bahía de Cádiz 1,18 1,18 1,10
Baleares 1,00 0,90 0,70
Barcelona 1,00 1,00 1,00
Bilbao 1,05 1,05 1,05
Cartagena 0,95 0,96 0,80
Castellón 1,05 1,15 1,05
Ceuta 1,30 1,30 1,30
Ferrol-San Cibrao 1,10 0,95 0,80
Gijón 1,25 1,20 1,10
Huelva 1,00 0,95 0,70
Las Palmas 1,20 1,30 1,30
Málaga 1,20 1,25 1,25
Marín y Ría de Pontevedra 1,10 1,15 1,00
Melilla 1,30 1,30 1,30
Motril 1,30 1,30 1,15
Pasajes 1,25 1,15 0,95
Santa Cruz de Tenerife 1,20 1,30 1,30
Santander 1,05 1,05 1,05
Sevilla 1,18 1,18 1,10
Tarragona 1,00 1,00 0,70
Valencia 1,20 1,20 1,00
Vigo 1,10 1,20 1,00
Vilagarcía 1,25 1,15 1,00
Artículo 70.  Revisión de las tasas aplicables al sistema portuario de interés general.
De acuerdo con lo previsto en la Disposición adicional vigésima segunda del Texto 
Refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la Marina Mercante, aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre, las cuantías básicas de las tasas del buque, 
del pasaje, de la mercancía, de las embarcaciones deportivas y de recreo, de la tasa por 
utilización de la zona de tránsito y de la tarifa fija por los servicios de recepción de desechos 
generados por buques, establecidas en la citada norma, no son objeto de revisión.
Asimismo, no se varían los valores de los terrenos y las aguas de los puertos, las cuotas 
íntegras de la tasa de ocupación, los tipos de gravamen de la tasa de actividad y las 
cuantías básicas de la tasa de ayudas a la navegación, de conformidad con lo establecido en 
los artículos 177, 178, 190 y 240, respectivamente, de la citada norma.
Artículo 71.  Prestaciones patrimoniales de carácter público.
Con efectos 1 de marzo de 2015 y vigencia indefinida la cuantía de las prestaciones 
patrimoniales de carácter público de Aena, S.A. establecidas en el Título VI, Capítulos I y II 
de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, se mantendrán en los mismos niveles 
que las exigibles el 28 de febrero de 2015.





De los Entes Territoriales
CAPÍTULO I
Entidades Locales
Sección 1.ª Liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado 
correspondiente al año 2013
Artículo 72.  Régimen jurídico y saldos deudores.
Uno. Una vez conocida la variación de los ingresos tributarios del Estado del año 2013 
respecto de 2004, y los demás datos necesarios, se procederá al cálculo de la liquidación 
definitiva de la participación en tributos del Estado, correspondiente al ejercicio 2013, en los 
términos de los artículos 111 a 124 y 135 a 146 del texto refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, 
teniendo además en cuenta las normas recogidas en los artículos 98 a 101, 103 y 104 y 106 
a 109 de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el 
año 2014.
Dos. Los saldos deudores que se pudieran derivar de la liquidación a la que se refiere el 
apartado anterior, en el componente de financiación que no corresponda a cesión de 
rendimientos recaudatorios en impuestos estatales, serán reembolsados por las Entidades 
Locales afectadas mediante compensación con cargo a las entregas a cuenta que, en 
concepto de participación en los tributos del Estado definida en la Sección 3.ª y en la 
Subsección 1.ª de la Sección 5.ª de este Capítulo, se perciban con posterioridad a la 
mencionada liquidación, en un periodo máximo de tres años, mediante retenciones 
trimestrales equivalentes al 25 por ciento de una entrega mensual, salvo que, aplicando este 
criterio, se exceda el plazo señalado, en cuyo caso se ajustará la frecuencia y la cuantía de 
las retenciones correspondientes al objeto de que no se produzca esta situación.
Tres. Los saldos deudores que se pudieran derivar de la liquidación a la que se refiere el 
apartado Uno anterior, en el componente de financiación que corresponda a cesión de 
rendimientos recaudatorios en impuestos estatales, serán reembolsados por las Entidades 
Locales afectadas mediante compensación con cargo a los posibles saldos acreedores que 
se deriven de la liquidación del componente correspondiente al concepto de participación en 
los tributos del Estado definida en la Sección 3.ª y en la Subsección 1.ª de la Sección 5.ª de 
este Capítulo. Los saldos deudores restantes después de aplicar la compensación 
anteriormente citada, serán reembolsados por las Entidades Locales mediante 
compensación en las entregas a cuenta que, por cada impuesto estatal incluido en aquella 
cesión, perciban, sin las limitaciones de porcentajes y plazos establecidos en el apartado 
anterior.
Cuatro. Si el importe de las liquidaciones definitivas a que se refiere el apartado Dos de 
este artículo fuera a favor del Estado, se reflejará como derecho en el Capítulo IV del 
Presupuesto de Ingresos del Estado.
Cinco. El importe de la liquidación definitiva de las compensaciones derivadas de la 
reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas a favor de las Comunidades 
Autónomas uniprovinciales de Cantabria, Madrid y la Rioja podrán ser objeto de integración 
en las cuantías que les correspondan en aplicación del sistema de financiación de las 
Comunidades Autónomas de régimen común y de las Ciudades con Estatuto de Autonomía, 
por acuerdo de la respectiva Comisión Mixta, previo informe de la Subcomisión de Régimen 
Económico, Financiero y Fiscal de la Comisión Nacional de Administración Local, mediante 
las modificaciones y ajustes que procedan en los respectivos créditos presupuestarios.
Seis. Cuando las retenciones citadas en este artículo concurran con las reguladas en el 
artículo 98 tendrán carácter preferente frente a aquellas y no computarán para el cálculo de 
los porcentajes establecidos en el apartado Dos del citado artículo.




Sección 2.ª Cesión a favor de los municipios de la recaudación de impuestos 
estatales en el año 2015
Artículo 73.  Cesión de rendimientos recaudatorios del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas: Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Los municipios incluidos en el ámbito subjetivo del artículo 111 del texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, participarán en la recaudación líquida que se obtenga en 2015 
mediante doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación definitiva. El importe total de 
estas entregas a cuenta se efectuará mediante la siguiente operación:
ECIRPFm = 0,012561 x CL2012m x IA2015/2012 x 0,95
Siendo:
– ECIRPFm: Importe anual de entregas a cuenta por cesión de rendimientos 
recaudatorios del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del municipio m.
– CL2012m: Cuota líquida estatal del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas 
en el municipio m en el año 2012, último conocido.
– IA2015/2012: Índice de actualización de la cuota líquida estatal entre el año 2012, 
último conocido, y el año 2015. Este índice es el resultado de dividir el importe de la 
previsión presupuestaria, para 2015, por retenciones, pagos a cuenta y pagos fraccionados, 
entre el importe de los derechos liquidados por estos conceptos, correspondientes al año 
2012, último del que se conocen las cuotas líquidas de los municipios.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada municipio, tramitándose como devoluciones de ingresos en el 
concepto del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la cuota líquida correspondiente a cada 
municipio, determinada en los términos del artículo 115 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión recogido en el apartado 
anterior, conforme a lo establecido en la Disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 29 de 
junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.
Artículo 74.  Cesión de la recaudación líquida del Impuesto sobre el Valor Añadido: 
Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Los municipios a los que se refiere el artículo precedente participarán en la 
recaudación líquida que se obtenga, por el Impuesto sobre el Valor Añadido, mediante la 
determinación de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación definitiva.
La determinación para cada municipio del importe total de estas entregas a cuenta se 
efectuará mediante la siguiente operación:
ECIVAm = PCIVA* x RPIVA x ICPi x (Pm / Pi) x 0,95
Siendo:
– PCIVA*: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios del Impuesto sobre el 
Valor Añadido a favor de los municipios, que, para estas entregas a cuenta, será del 2,3266 
por ciento.
– ECIVAm: Importe anual de las entregas a cuenta del municipio m, en concepto de 
cesión de la recaudación de Impuesto sobre el Valor Añadido prevista para el año 2015.
– RPIVA: Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida que 
corresponde al Estado del Impuesto sobre el Valor Añadido para el año 2015.
– ICPi: Índice provisional de consumo de la Comunidad Autónoma i para el año 2015. A 
estos efectos se tendrá en cuenta el último dato disponible, que corresponde al utilizado para 
el cálculo de la liquidación definitiva del año 2012.




– Pm y Pi: Poblaciones del municipio m y de la Comunidad Autónoma i respectiva. A 
estos efectos, se considerará la población de derecho según el Padrón de la población 
municipal vigente a 1 de enero de 2015 y aprobado oficialmente por el Gobierno.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada municipio, tramitándose como devoluciones de ingresos en el 
concepto del Impuesto sobre el Valor Añadido.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida por IVA que resulte de la 
aplicación de lo dispuesto en el artículo 116 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se 
aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión recogido en el apartado anterior, conforme 
a lo establecido en la Disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.
Artículo 75.  Cesión de la recaudación líquida por Impuestos Especiales sobre el alcohol y 
bebidas alcohólicas: Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Los municipios a los que se refiere el artículo 73, participarán en la recaudación 
líquida que se obtenga, por los Impuestos sobre la Cerveza, sobre el Vino y Bebidas 
Fermentadas, sobre Productos Intermedios y sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, 
mediante la determinación de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación definitiva.
La determinación para cada municipio del importe total de estas entregas a cuenta se 
efectuará mediante la siguiente operación:
ECIIEE(h)m = PCIIEE* x RPIIEE(h) x ICPi(h) x (Pm / Pi) x 0,95
Siendo:
– PCIIEE*: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios de los Impuestos 
Especiales sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, que, para estas entregas a cuenta, será 
del 2,9220 por ciento.
– ECIIEE(h)m: Importe anual de las entregas a cuenta del municipio m, en concepto de 
cesión de la recaudación del Impuesto Especial h de los señalados en el primer párrafo de 
este apartado prevista en el año 2015.
– RPIIEE(h): Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida que 
corresponde al Estado del Impuesto Especial h de los señalados en el primer párrafo de este 
apartado para el año 2015.
– ICPi(h): Índice provisional de consumo de la Comunidad Autónoma i a la que pertenece 
el municipio m, elaborado, para el año 2015, a efectos de la asignación del Impuesto 
Especial h de los señalados en el primer párrafo de este apartado. A estos efectos se 
tendrán en cuenta los últimos datos disponibles, que corresponden a los utilizados para el 
cálculo de la liquidación definitiva del año 2012.
– Pm y Pi: Poblaciones del municipio m y de la Comunidad Autónoma i respectiva. A 
estos efectos, se considerará la población de derecho según el Padrón de la población 
municipal vigente a 1 de enero de 2015 y aprobado oficialmente por el Gobierno.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada municipio, tramitándose como devoluciones de ingresos en el 
concepto relativo a cada uno de los Impuestos Especiales señalados en el primer párrafo de 
este apartado.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida por los Impuestos 
Especiales señalados en el primer párrafo del apartado anterior que resulte de la aplicación 
de lo dispuesto en los apartados 1 y 2 del artículo 117 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión recogido en el apartado 
anterior, conforme a lo establecido en la Disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 29 de 
junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.




Artículo 76.  Cesión de la recaudación líquida por Impuestos Especiales sobre 
Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco: Determinación de las entregas a cuenta y de 
la liquidación definitiva.
Uno. Los municipios a los que se refiere el artículo 73 participarán en la recaudación 
líquida que se obtenga, por los Impuestos sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del 
Tabaco, mediante la determinación de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación 
definitiva.
El cálculo para cada municipio del importe total de estas entregas a cuenta se efectuará 
mediante la siguiente operación:
ECIIEE(k)m = PCIIEE* x RPIIEE(k) x IPm(k) x 0,95
Siendo:
– PCIIEE*: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios de los Impuestos 
Especiales sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco, que, para estas entregas a 
cuenta, será del 2,9220 por ciento.
– ECIIEE(k)m: Importe anual de las entregas a cuenta del municipio m, en concepto de 
cesión de la recaudación del Impuesto Especial k de los señalados en el primer párrafo de 
este apartado prevista en el año 2015.
– RPIIEE(k): Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida que 
corresponde al Estado del Impuesto Especial k de los señalados en el primer párrafo de este 
apartado para el año 2015.
– IPm(k): Índice provisional, para el año 2015, referido al municipio m, de entregas de 
gasolinas, gasóleos y fuelóleos, y el de ventas a expendedurías de tabaco, ponderadas 
ambas por los correspondientes tipos impositivos. A estos efectos se considerará índice 
provisional el que corresponda al último año disponible.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada municipio, tramitándose como devoluciones de ingresos en el 
concepto relativo a cada uno de los Impuestos Especiales señalados en el primer párrafo de 
este apartado.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida por los Impuestos 
Especiales señalados en el primer párrafo del apartado anterior que resulte de la aplicación 
de lo dispuesto en el artículo 117 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se aplicará, a estos 
efectos, el porcentaje de cesión recogido en el apartado anterior, conforme a lo establecido 
en la Disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2012.
Sección 3.ª Participación de los municipios en los tributos del Estado
Subsección 1.ª Participación de los municipios en el Fondo Complementario de 
Financiación
Artículo 77.  Determinación de las entregas a cuenta.
Uno. El importe total de las entregas a cuenta de la participación de cada municipio 
incluido en el ámbito subjetivo del artículo 111 del texto refundido de la Ley Reguladora de 
las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en el 
Fondo Complementario de Financiación correspondiente a 2015, se reconocerá con cargo al 
crédito específico consignado en la Sección 36, Servicio 21, Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942M. Transferencias a 
Entidades Locales por participación en los ingresos del Estado.
Dos. El citado importe será el 95 por ciento del Fondo Complementario de Financiación 
del año base 2004 multiplicado por el índice de evolución correspondiente según el artículo 
121 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 




Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y teniendo en cuenta la Disposición adicional 
septuagésima sexta de la presente norma.
Tres. A la cuantía calculada según el apartado anterior para cada municipio, se le 
añadirá el 95 por ciento de las compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la 
reforma del Impuesto sobre Actividades Económicas siguientes:
a) Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
b) Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
Cuatro. Las entregas a cuenta de la participación en el Fondo Complementario de 
Financiación para el ejercicio 2015 serán abonadas mediante pagos mensuales equivalentes 
a la doceava parte del importe total que resulte de la aplicación de las normas recogidas en 
los apartados anteriores.
Artículo 78.  Liquidación definitiva.
Uno. La práctica de la liquidación definitiva del Fondo Complementario de Financiación 
del año 2015 a favor de los municipios, se realizará con cargo al crédito que se dote en la 
Sección 36, Servicio 21, Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades 
Locales, Programa 942M, Transferencias a Entidades Locales por participación en los 
ingresos del Estado, Concepto 468, relativo a la liquidación definitiva de años anteriores y 
compensaciones derivadas del nuevo sistema de financiación, con arreglo a las reglas 
contenidas en los artículos 119 y 121 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Dos. A la cuantía calculada para cada municipio en los términos del apartado anterior, se 
le añadirán las compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la reforma del 
Impuesto sobre Actividades Económicas siguientes:
a) Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
b) Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
Tres. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre los importes de las 
entregas a cuenta calculadas con arreglo a lo dispuesto en el artículo anterior y de la 
participación definitiva calculada en los términos de los apartados anteriores.
Subsección 2.ª Participación del resto de municipios
Artículo 79.  Participación de los municipios en los tributos del Estado para el ejercicio 2015.
Uno. El importe total destinado a pagar las entregas a cuenta a los municipios incluidos 
en el ámbito subjetivo del artículo 122 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, será el 
equivalente al 95 por ciento de su participación total en los tributos del Estado para el año 
base 2004, multiplicado por el índice de evolución correspondiente según el artículo 123 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y teniendo en cuenta la Disposición adicional 
septuagésima sexta de la presente norma. Se reconocerá con cargo al crédito específico 
consignado en la Sección 36, Servicio 21, Secretaría General de Coordinación Autonómica y 
Local. Entidades Locales, Programa 942M, Transferencias a Entidades Locales por 
participación en los ingresos del Estado.
Dos. La práctica de la liquidación definitiva correspondiente al año 2015 a favor de los 
municipios antes citados se realizará con arreglo a las reglas contenidas en los artículos 123 
y 124 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 




Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y con cargo al crédito que se dote en el Concepto 
468, relativo a la liquidación definitiva de años anteriores y compensaciones derivadas del 
nuevo sistema de financiación, incluido en la Sección, Servicio y Programa citados en el 
apartado anterior.
Tres. El importe total que resulte de la aplicación de las reglas contenidas en los 
apartados anteriores, se distribuirá de acuerdo con los siguientes criterios:
a) Como regla general, cada ayuntamiento percibirá una cantidad igual a la resultante de 
la liquidación definitiva de la participación en los tributos del Estado del año 2003, calculada 
con arreglo a lo dispuesto en los apartados Dos, Tres, Cuatro y Cinco del artículo 65 de la 
Ley 52/2002, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2003.
b) El resto se distribuirá proporcionalmente a las diferencias positivas entre la cantidad 
que cada ayuntamiento obtendría de un reparto en función de las variables y porcentajes 
que a continuación se mencionan y las cantidades previstas en el párrafo anterior. A estos 
efectos, las variables y porcentajes a aplicar serán los siguientes:
1. El 75 por ciento en función del número de habitantes de derecho de cada municipio, 
según el Padrón de la población municipal vigente a 31 de diciembre de 2015 y aprobado 
oficialmente por el Gobierno, ponderado por los siguientes coeficientes, según estratos de 
población:
Estrato Número de habitantes Coeficientes
1 De más de 50.000 1,4
2 De 20.001 a 50.000 1,3
3 De 5.001 a 20.000 1,17
4 Hasta 5.000. 1
2. El 12,5 por ciento en función del esfuerzo fiscal medio de cada municipio en el 
ejercicio 2013 ponderado por el número de habitantes de derecho de cada municipio, según 
el Padrón municipal vigente a 31 de diciembre de 2015 y oficialmente aprobado por el 
Gobierno.
A estos efectos, se considera esfuerzo fiscal municipal en el año 2013 el resultante de la 
aplicación de la fórmula siguiente:
Efm = [∑ a(RcO/RPm)] x Pi
En el desarrollo de esta fórmula se tendrán en cuenta los siguientes criterios:
A) El factor a representa el peso medio relativo de cada tributo en relación con la 
recaudación líquida total obtenida en el ejercicio económico de 2013, durante el período 
voluntario, por el Impuesto sobre Bienes Inmuebles, por el Impuesto sobre Actividades 
Económicas, excluidas las cantidades percibidas como consecuencia de la distribución de 
las cuotas nacionales y provinciales del Impuesto sobre Actividades Económicas y el recargo 
provincial atribuible a las respectivas Diputaciones Provinciales, y por el Impuesto sobre 
Vehículos de Tracción Mecánica, para todos los municipios integrados en esta forma de 
financiación.
B) La relación RcO/RPm se calculará, para cada uno de los tributos citados en el párrafo 
precedente y en relación a cada municipio, de la siguiente manera:
i.En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles urbanos o rústicos, multiplicando el factor a por 
el tipo impositivo real fijado por el Pleno de la Corporación para el período de referencia, 
dividido por 0,4 ó 0,3, respectivamente, que representan los tipos mínimos exigibles en cada 
caso y dividiéndolo a su vez por el tipo máximo potencialmente exigible en cada municipio. A 
estos efectos, se aplicarán los tipos de gravamen real y máximo, según lo dispuesto en los 
apartados 1 y 3 del artículo 72 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
El resultado así obtenido en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles urbanos se ponderará 
por la razón entre la base imponible media por habitante de cada Ayuntamiento y la base 
imponible media por habitante del estrato en el que se encuadre, incluyendo, en su caso, la 




que corresponda a los bienes inmuebles de características especiales. A estos efectos, se 
deberá tener en cuenta lo dispuesto en la Disposición adicional novena del texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, y que, además, los tramos de población se identificarán con los 
utilizados para la distribución del 75 por ciento asignado a la variable población.
ii.En el Impuesto sobre Actividades Económicas, multiplicando el factor a por el importe 
del Padrón municipal del impuesto incluida la incidencia de la aplicación del coeficiente de 
situación a que se refiere el artículo 87 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, vigente 
en el período impositivo de 2013 y dividiéndolo por la suma de las cuotas mínimas fijadas en 
las tarifas del impuesto, en relación con cada supuesto de sujeción al mismo, y ponderadas 
por los coeficientes recogidos en el artículo 86 de la misma norma.
iii.En el Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, multiplicando el factor a por 1.
iv.La suma ∑a(RcO/RPm) se multiplicará por el factor Pi, siendo éste su población de 
derecho deducida del Padrón municipal vigente a 31 de diciembre de 2015 y aprobado 
oficialmente por el Gobierno.
C) El coeficiente de esfuerzo fiscal medio por habitante, para cada municipio, en ningún 
caso podrá ser superior al quíntuplo del menor valor calculado del coeficiente de esfuerzo 
fiscal medio por habitante de los ayuntamientos incluidos en el estrato de población superior 
a 50.000 habitantes.
3. El 12,5 por ciento en función del inverso de la capacidad tributaria. Se entenderá como 
capacidad tributaria la resultante de la relación existente entre las bases imponibles medias 
del Impuesto sobre Bienes Inmuebles urbanos por habitante de cada Ayuntamiento y la del 
estrato en el que este se encuadre, ponderada por la relación entre la población de derecho 
de cada municipio y la población total de los incluidos en esta modalidad de participación, 
deducidas del Padrón municipal vigente a 31 de diciembre de 2015 y aprobado oficialmente 
por el Gobierno. A estos efectos, los tramos de población se identificarán con los utilizados 
para la distribución del 75 por ciento asignado a la variable población.
Para el cálculo de esta variable se tendrán en cuenta los datos relativos a las bases 
imponibles del Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urbana y de características 
especiales, de las entidades locales, correspondientes al ejercicio 2013.
Cuatro. En la cuantía que resulte de la aplicación de las normas del apartado anterior, se 
le añadirán las compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la reforma del 
Impuesto sobre Actividades Económicas siguientes:
a) Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
b) Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
Cinco. La participación de los municipios turísticos se determinará con arreglo al 
apartado 4 del artículo 125 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y a lo dispuesto en 
los apartados Tres y Cuatro anteriores. A estos efectos se tendrán en cuenta los porcentajes 
de cesión recogidos en el artículo 76 de la presente norma. El importe de la cesión así 
calculada no podrá suponer, en ningún caso, minoración de la participación que resulte de la 
aplicación de los apartados Tres y Cuatro del presente artículo. Se considerarán municipios 
turísticos los que cumplan las condiciones recogidas en el apartado 1 del mencionado 
artículo 125, referidas a 1 de enero de 2015.
Seis. Para los municipios turísticos resultantes de la revisión efectuada a 1 de enero de 
2013, la cesión de la recaudación de los Impuestos sobre Hidrocarburos y sobre las Labores 
del Tabaco calculada para el año base 2004, a que hace referencia el artículo 125.4 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, será el resultado de dividir la cesión de la recaudación 
líquida de los Impuestos sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco 




correspondiente a cada municipio en el ejercicio 2015 por la evolución de los ingresos 
tributarios del Estado en este último respecto de 2004.
Artículo 80.  Entregas a cuenta.
Uno. Las entregas a cuenta de la participación en los tributos del Estado para el ejercicio 
de 2015 a que se refiere el artículo anterior serán abonadas a los ayuntamientos mediante 
pagos mensuales equivalentes a la doceava parte del respectivo crédito.
Dos. La participación individual de cada municipio se determinará de acuerdo con los 
criterios establecidos para la distribución de la liquidación definitiva, con las siguientes 
variaciones:
a) Se empleará la población del Padrón municipal vigente y oficialmente aprobado por el 
Gobierno a 1 de enero del año 2015. Las variables esfuerzo fiscal e inverso de la capacidad 
tributaria se referirán a los datos de la última liquidación definitiva practicada. En todo caso, 
se considerará como entrega mínima a cuenta de la participación en los tributos del Estado 
para cada municipio una cantidad igual al 95 por ciento de la participación total definitiva 
correspondiente al año 2003, calculada con arreglo a lo dispuesto en los apartados Dos, 
Tres, Cuatro y Cinco del artículo 65 de la Ley 52/2002, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2003.
b) A la cuantía calculada según el párrafo anterior para cada municipio, se le añadirá el 
95 por ciento de las compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la reforma del 
Impuesto sobre Actividades Económicas siguientes:
1. Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
2. Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
Tres. La participación individual de cada municipio turístico se determinará de acuerdo 
con el apartado anterior. El importe resultante se reducirá en la cuantía de la cesión de la 
recaudación de los Impuestos sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco calculada 
en el año base 2004, incrementada en los mismos términos que la previsión de crecimiento 
de los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto de 2004, sumándose al resultado 
anterior la cesión que, por aquellos impuestos, les correspondiese, en concepto de entregas 
a cuenta en 2015, aplicando las normas del apartado Uno del artículo 76 de esta Ley, sin 
que, en ningún caso, la cuantía a transferir sea inferior a la calculada con arreglo a lo 
dispuesto en el apartado anterior.
Sección 4.ª Cesión a favor de las provincias, Comunidades Autónomas 
uniprovinciales, Cabildos y Consejos insulares, de la recaudación de 
impuestos estatales
Artículo 81.  Cesión de rendimientos recaudatorios del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas: Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Las provincias y entes asimilados incluidos en el ámbito subjetivo del artículo 135 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, participarán en la recaudación líquida que se 
obtenga en 2015 mediante el pago de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación 
definitiva.
El cálculo global de la cuantía de estas entregas a cuenta se efectuará mediante la 
siguiente operación:
ECIRPFp = 0,012561 x CL2012p x IA2015/2012 x 0,95
Siendo:




– ECIRPFp: Importe anual de entregas a cuenta por cesión de rendimientos 
recaudatorios del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas de la entidad provincial o 
asimilada p.
– CL2012p: Cuota líquida estatal del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en 
el ámbito de la entidad provincial o asimilada p en el año 2012, último conocido.
– IA2015/2012: Índice de actualización de la cuota líquida estatal entre el año 2012, 
último conocido, y el año 2015. Este índice es el resultado de dividir el importe de la 
previsión presupuestaria, para 2015, por retenciones, pagos a cuenta y pagos fraccionados, 
entre el importe de los derechos liquidados por estos conceptos, correspondientes al año 
2012, último del que se conocen las cuotas líquidas en el ámbito de la entidad provincial o 
asimilada.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada provincia o entidad asimilada mediante transferencia por doceavas 
partes mensuales, tramitándose como devoluciones de ingresos en el concepto del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la cuota líquida correspondiente a cada 
provincia o ente asimilado, determinada en los términos del artículo 137 del texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión recogido en el 
apartado anterior, conforme a lo establecido en la Disposición final sexta de la Ley 2/2012, 
de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.
Artículo 82.  Cesión de la recaudación líquida del Impuesto sobre el Valor Añadido: 
Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Las provincias y entes asimilados a los que se refiere el artículo precedente 
participarán en la recaudación líquida que se obtenga, por el Impuesto sobre el Valor 
Añadido, mediante la determinación de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación 
definitiva.
La determinación, para cada una de aquellas entidades, de la cuantía global de estas 
entregas a cuenta se efectuará mediante la siguiente operación:
ECIVAp = PCIVA** x RPIVA x ICPi x (Pp/Pi) x 0,95
Siendo:
– PCIVA**: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios del Impuesto sobre el 
Valor Añadido a favor de las provincias y entes asimilados, que, para estas entregas a 
cuenta, será del 1,3699 por ciento.
– ECIVAp: Importe anual de las entregas a cuenta de la provincia o entidad asimilada p, 
en concepto de cesión de la recaudación de Impuesto sobre el Valor Añadido prevista en el 
año 2015.
– RPIVA: Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida 
correspondiente al Estado del Impuesto sobre el Valor Añadido para el año 2015.
– ICPi: Índice provisional de consumo de la Comunidad Autónoma i para el año 2015. A 
estos efectos se tendrán en cuenta los últimos datos disponibles, que corresponden a los 
utilizados para el cálculo de la liquidación definitiva del año 2012.
– Pp y Pi: Poblaciones de la provincia o ente asimilado p y de la Comunidad Autónoma i 
respectiva. A estos efectos, se considerará la población de derecho según el Padrón de la 
población municipal vigente a 1 de enero de 2015 y aprobado oficialmente por el Gobierno.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada provincia o entidad asimilada, tramitándose como devoluciones de 
ingresos en el concepto de Impuesto sobre el Valor Añadido.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida del Impuesto sobre el 
Valor Añadido que resulte de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 138 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 




Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión 
recogido en el apartado anterior, conforme a lo establecido en la Disposición final sexta de la 
Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.
Artículo 83.  Cesión de la recaudación líquida por Impuestos Especiales sobre el alcohol y 
bebidas alcohólicas: Determinación de las entregas a cuenta y de la liquidación definitiva.
Uno. Las entidades incluidas en el ámbito subjetivo del artículo 135 del texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, participarán en la recaudación líquida que se obtenga, por los 
Impuestos sobre la Cerveza, sobre el Vino y Bebidas Fermentadas, sobre Productos 
Intermedios y sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas, mediante la determinación de doce 
entregas mensuales a cuenta de la liquidación definitiva.
El cálculo, para cada provincia o ente asimilado, de la cuantía global de estas entregas a 
cuenta se efectuará mediante la siguiente operación:
ECIIEE(h)p = PCIIEE** x RPIIEE(h) x ICPi (h) x (Pp / Pi) x 0,95
Siendo:
– PCIIEE**: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios de los Impuestos 
Especiales sobre el Alcohol y Bebidas Derivadas a favor de las provincias y entes 
asimilados, que, para estas entregas a cuenta, será del 1,7206 por ciento.
– ECIIEE(h)p: Importe anual de las entregas a cuenta de la provincia o ente asimilado p, 
en concepto de cesión de la recaudación del Impuesto Especial h de los señalados en el 
primer párrafo de este apartado prevista en el año 2015.
– RPIIEE(h): Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida 
correspondiente al Estado del Impuesto Especial h de los señalados en el primer párrafo de 
este apartado para el año 2015.
– ICPi(h): Índice provisional de consumo de la Comunidad Autónoma i a la que pertenece 
la provincia o entidad asimilada p, elaborado, para el año 2015 a efectos de la asignación del 
Impuesto Especial h de los señalados en el primer párrafo de este apartado. A estos efectos 
se tendrán en cuenta los últimos datos disponibles, que corresponden a los utilizados para el 
cálculo de la liquidación definitiva del año 2012.
– Pp y Pi: Poblaciones de la provincia o entidad asimilada p y de la Comunidad 
Autónoma i respectiva. A estos efectos, se considerará la población de derecho según el 
Padrón de la población municipal vigente a 1 de enero de 2015 y aprobado oficialmente por 
el Gobierno.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada provincia o entidad asimilada, tramitándose como devoluciones de 
ingresos en el concepto relativo a cada uno de los Impuestos Especiales señalados en el 
primer párrafo de este apartado.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida por los Impuestos 
Especiales señalados en el primer párrafo del apartado anterior que resulte de la aplicación 
del artículo 139 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el 
porcentaje de cesión recogido en el apartado anterior, conforme a lo establecido en la 
Disposición final sexta de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2012.
Artículo 84.  Cesión de la recaudación líquida por Impuestos Especiales sobre 
Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco: Determinación de las entregas a cuenta y de 
la liquidación definitiva.
Uno. Las provincias y entes asimilados incluidos en el ámbito subjetivo del artículo 135 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, participarán en la recaudación líquida que se 




obtenga, por los Impuestos sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco, mediante la 
determinación de doce entregas mensuales a cuenta de la liquidación definitiva.
El cálculo, para cada provincia o entidad asimilada, del importe total de estas entregas a 
cuenta se efectuará mediante la siguiente operación:
ECIIEE(k)p = PCIIEE** x RPIIEE(k) x IPp(k) x 0,95
Siendo:
– PCIIEE**: Porcentaje de cesión de rendimientos recaudatorios de los Impuestos 
Especiales sobre Hidrocarburos y sobre las Labores del Tabaco a favor de las provincias y 
entes asimilados, que, para estas entregas a cuenta, será del 1,7206 por ciento.
– ECIIEE(k)p: Importe anual de las entregas a cuenta de la provincia o ente asimilado p, 
en concepto de cesión de la recaudación del Impuesto Especial k de los señalados en el 
primer párrafo de este apartado prevista en el año 2015.
– RPIIEE(k): Importe de la previsión presupuestaria de la recaudación líquida 
correspondiente al Estado del Impuesto Especial k de los señalados en el primer párrafo de 
este apartado para el año 2015.
– IPp(k): Índice provisional, para el año 2015, referido a la provincia o ente asimilado p, 
de entregas de gasolinas, gasóleos y fuelóleos, y el de ventas a expendedurías de tabaco, 
ponderadas ambas por los correspondientes tipos impositivos. A estos efectos se tendrán en 
cuenta datos correspondientes al último año disponible.
El importe que se obtenga en concepto de entregas a cuenta, según la fórmula anterior, 
se hará efectivo a cada entidad, tramitándose como devoluciones de ingresos en el concepto 
relativo a cada uno de los Impuestos Especiales señalados en el primer párrafo de este 
apartado.
Dos. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre las entregas a cuenta 
percibidas y el valor definitivo de la cesión de la recaudación líquida por los Impuestos 
Especiales señalados en el artículo anterior, que resulte de la aplicación del artículo 139 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y se aplicará, a estos efectos, el porcentaje de cesión 
recogido en el apartado anterior, conforme a lo establecido en la disposición final sexta de la 
Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2012.
Sección 5.ª Participación de las provincias, comunidades autónomas 
uniprovinciales y consejos y cabildos insulares en los tributos del Estado
Subsección 1.ª Participación en el Fondo Complementario de Financiación
Artículo 85.  Determinación de las entregas a cuenta.
Uno. El importe total de las entregas a cuenta de la participación de cada provincia y 
entidad asimilada incluida en el ámbito subjetivo del vigente artículo 135 del texto refundido 
de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 
2/2004, de 5 de marzo, en el Fondo Complementario de Financiación correspondiente a 
2015, y teniendo en cuenta la Disposición adicional septuagésima sexta de la presente 
norma. Se reconocerá con cargo al crédito Transferencias a las Diputaciones y Cabildos 
Insulares. Entregas a cuenta a las Diputaciones y Cabildos Insulares, por su participación en 
los ingresos de los Capítulos I y II del Presupuesto del Estado, por recursos no susceptibles 
de cesión a las Comunidades Autónomas, consignado en la Sección 36, Servicio 21, 
Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 
942M, Transferencias a Entidades Locales por participación en los ingresos del Estado.
Dos. El citado importe será el 95 por ciento del Fondo Complementario de Financiación 
del año 2004 aplicando el índice de evolución correspondiente según el artículo 121 del texto 
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.




Tres. A la cuantía calculada según el apartado anterior, se le añadirá el 95 por ciento de 
las compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la reforma del Impuesto sobre 
Actividades Económicas siguientes:
a) Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, incrementada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
b) Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, incrementada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
Cuatro. Las entregas a cuenta de la participación en el Fondo Complementario de 
Financiación para el ejercicio 2015 serán abonadas a las entidades locales a las que se 
refiere este artículo, mediante pagos mensuales equivalentes a la doceava parte del importe 
total que resulte de la aplicación de las normas recogidas en los apartados anteriores.
Artículo 86.  Liquidación definitiva.
Uno. La práctica de la liquidación definitiva del Fondo Complementario de Financiación 
del año 2015 a favor de las provincias y entidades asimiladas, se realizará con cargo al 
crédito que se dote en la Sección 36, Servicio 21, «Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local. Entidades Locales», Programa 942M, Transferencias a Entidades 
Locales por participación en los ingresos del Estado, Concepto 468, relativo a la liquidación 
definitiva de años anteriores y compensaciones derivadas del nuevo sistema de financiación, 
con arreglo a las reglas contenidas en los artículos 141 y 143 del texto refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.
Dos. La cuantía anterior se incrementará, en su caso, en el importe de las 
compensaciones por mermas de ingresos derivadas de la reforma del Impuesto sobre 
Actividades Económicas siguientes:
a) Definitiva, de la Disposición adicional décima de la Ley 51/2002, de 27 de diciembre, 
de Reforma de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, actualizada en los mismos 
términos que los ingresos tributarios del Estado en 2015 respecto a 2004.
b) Adicional, regulada en la Disposición adicional segunda de la Ley 22/2005, de 18 de 
noviembre, actualizada en los mismos términos que los ingresos tributarios del Estado en 
2015 respecto a 2006.
El importe de la liquidación definitiva de las compensaciones anteriores a favor de las 
Comunidades Autónomas uniprovinciales de Cantabria, Madrid y La Rioja, podrán ser objeto 
de integración en las cuantías que les corresponden en aplicación del sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y de las Ciudades con 
Estatuto de Autonomía, por acuerdo de la respectiva Comisión Mixta, previo informe de la 
Subcomisión de Régimen Económico, Financiero y Fiscal de la Comisión Nacional de 
Administración Local, mediante las modificaciones y ajustes que procedan en los respectivos 
créditos presupuestarios.
Tres. La liquidación definitiva se determinará por la diferencia entre la suma de los 
importes de las entregas a cuenta calculadas con arreglo a lo dispuesto en el artículo 
anterior y de la participación definitiva calculada en los términos de los apartados anteriores.
Subsección 2.ª Participación en el Fondo de Aportación a la Asistencia Sanitaria
Artículo 87.  Determinación de las entregas a cuenta.
Uno. Para el mantenimiento de los centros sanitarios de carácter no psiquiátrico de las 
Diputaciones, Comunidades Autónomas uniprovinciales no insulares y Consejos y Cabildos 
Insulares se asigna, con cargo al crédito Transferencias a las Diputaciones y Cabildos 
Insulares. Entregas a cuenta a las Diputaciones y Cabildos Insulares por su participación en 
los ingresos de los Capítulos I y II del Presupuesto del Estado por recursos no susceptibles 
de cesión a las Comunidades Autónomas consignado en la Sección 36, Servicio 21, 
Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 




942M, Transferencias a Entidades Locales por participación en los ingresos del Estado, la 
cantidad de 693,12 millones de euros en concepto de entregas a cuenta. Las entregas a 
cuenta de la participación en este fondo para el año 2015 serán abonadas a las Diputaciones 
Provinciales, Comunidades Autónomas uniprovinciales no insulares, Cabildos y Consejos 
Insulares mediante pagos mensuales equivalentes a la doceava parte del crédito. La 
asignación para el mantenimiento de los centros sanitarios se realizará en proporción a las 
cuantías percibidas por este concepto en la liquidación definitiva de la participación en 
tributos del Estado del año 2004, y se librará simultáneamente con las entregas a cuenta de 
la participación en el Fondo Complementario de Financiación regulado en la Subsección 
anterior.
Dos. Cuando la gestión económica y financiera de los centros hospitalarios, en los 
términos previstos en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, se transfiera a las 
correspondientes Comunidades Autónomas, se asignará a dichas entidades las entregas a 
cuenta de la participación del ente transferidor del servicio, pudiendo ser objeto de 
integración en su participación en los tributos del Estado por acuerdo de la respectiva 
Comisión Mixta, previo informe de la Subcomisión de Régimen Económico, Financiero y 
Fiscal de la Comisión Nacional de Administración Local, mediante las modificaciones y 
ajustes que procedan en los respectivos créditos presupuestarios.
Artículo 88.  Liquidación definitiva.
Uno. La práctica de la liquidación definitiva de la asignación del fondo de aportación a la 
asistencia sanitaria del año 2015, correspondiente a las Provincias, Comunidades 
Autónomas uniprovinciales no insulares e Islas, se realizará con cargo al crédito que se dote 
en la Sección 36, Servicio 21, Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. 
Entidades Locales, Programa 942M, Transferencias a Entidades Locales por participación en 
los ingresos del Estado, Concepto 468, relativo a la liquidación definitiva de años anteriores y 
compensaciones derivadas del nuevo sistema de financiación, con arreglo a las reglas 
contenidas en los artículos 143 y 144 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, tomando 
como base de cálculo las cuantías que, por este concepto, resultaron de la liquidación 
definitiva de la participación en tributos del Estado del año 2004.
Dos. Cuando la gestión económica y financiera de los centros hospitalarios, en los 
términos previstos en la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, se transfiera a las 
correspondientes Comunidades Autónomas, se procederá en la misma medida a asignar a 
dichas entidades la participación del ente transferidor del servicio en el citado fondo.
Sección 6.ª Regímenes especiales
Artículo 89.  Participación de los Territorios Históricos del País Vasco y Navarra en los 
tributos del Estado.
Uno. La participación de los municipios del País Vasco y de Navarra en los tributos del 
Estado se fijará con arreglo a las normas contenidas en la Subsección 2.ª, de la Sección 3.ª 
de este Capítulo, en el marco del Concierto y Convenio Económico, respectivamente.
Dos. La participación de las Diputaciones Forales del País Vasco y de la Comunidad 
Foral de Navarra en los tributos del Estado se determinará según lo establecido en el artículo 
146 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, en el marco del Concierto y Convenio 
Económico, respectivamente.
Artículo 90.  Participación de las entidades locales de las Islas Canarias en los tributos del 
Estado.
Uno. La cesión de rendimientos recaudatorios en impuestos estatales a favor de los 
municipios de las Islas Canarias incluidos en el ámbito subjetivo de aplicación del 
artículo 111 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como de los Cabildos Insulares, se 
ajustará a lo dispuesto en el artículo 158 de esta última norma.




Dos. La participación en el Fondo Complementario de Financiación de las entidades 
locales citadas en el apartado anterior se determinará con arreglo a lo dispuesto en la 
Subsección 1.ª, de la Sección 3.ª, y en la Subsección 1.ª, de la Sección 5.ª, de este Capítulo, 
teniendo en consideración lo dispuesto en el mencionado artículo 158 de aquella norma.
Tres. La participación del resto de municipios de las Islas Canarias en los tributos del 
Estado se determinará mediante la aplicación de las normas contenidas en la Subsección 
2.ª, de la Sección 3.ª, de este Capítulo y con arreglo a la misma proporción que los 
municipios de régimen común.
Artículo 91.  Participación de las Ciudades de Ceuta y de Melilla en los tributos del Estado.
Uno. Las Ciudades de Ceuta y de Melilla, en cuanto entidades asimiladas a los 
municipios, participarán en los tributos del Estado con arreglo a las normas generales 
contenidas en este Capítulo.
Dos. Las Ciudades de Ceuta y de Melilla, en cuanto entidades asimiladas a las 
provincias, participarán en los tributos del Estado según lo establecido en el artículo 146 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Sección 7.ª Compensaciones, subvenciones y ayudas
Artículo 92.  Subvenciones a las Entidades locales por servicios de transporte colectivo 
urbano.
Uno. Para dar cumplimiento a lo previsto en la Disposición adicional quinta del texto 
refundido de la Ley reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, con cargo a los créditos de la Sección 32, Servicio 02, 
Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 
942N, Concepto 462 figura un crédito por importe de 51,05 millones de euros destinado a 
subvencionar el servicio de transporte colectivo urbano prestado por las Entidades locales 
que reúnan los requisitos que se especifican en el siguiente apartado.
Dos. En la distribución del crédito podrán participar las Entidades locales que dispongan 
de un servicio de transporte público colectivo urbano interior, cualquiera que sea la forma de 
gestión, que cumplan los siguientes requisitos:
a) Disponer de un Plan de Movilidad Sostenible, coherente con la Estrategia Española de 
Movilidad Sostenible, según lo establecido en el artículo 102, «Fomento de los Planes de 
Movilidad Sostenible», de la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, en su 
redacción dada por la Disposición final trigésima primera de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2012, que dice lo siguiente:
«A partir del 1 de enero de 2014, la concesión de cualquier ayuda o subvención a 
las Administraciones autonómicas o Entidades locales incluida en la Ley de 
Presupuestos Generales del Estado y destinada al transporte público urbano o 
metropolitano, se condicionará a que la entidad beneficiaria disponga del 
correspondiente Plan de Movilidad Sostenible, y a su coherencia con la Estrategia 
Española de Movilidad Sostenible.»
b) Tener más de 50.000 habitantes de derecho, según el Padrón municipal vigente a 1 
de enero de 2014 y aprobado oficialmente por el Gobierno.
c) Tener más de 20.000 habitantes de derecho, según las cifras de población del Padrón 
municipal vigente a 1 de enero de 2014 y aprobado oficialmente por el Gobierno, en los que 
concurran simultáneamente que el número de unidades urbanas censadas en el catastro 
inmobiliario urbano sea superior a 36.000 en la fecha señalada.
d) Los municipios que, aun no reuniendo alguna de las condiciones recogidas en las 
letras b) y c) anteriores, sean capitales de provincia.
e) Se exceptúan los municipios que, cumpliendo los requisitos anteriores, participen en 
un sistema de financiación alternativo del servicio de transporte público urbano interior, en el 
que aporte financiación la Administración General del Estado. Esta excepción será, en todo 




caso, de aplicación al ámbito territorial de las Islas Canarias, Consorcio Regional de 
Transportes de Madrid y la Autoridad del Transporte Metropolitano de Barcelona.
Tres. La dotación presupuestaria, una vez satisfechas las obligaciones de pago 
correspondientes a sentencias judiciales firmes del mismo concepto, se distribuirá conforme 
a los siguientes criterios, que se aplicarán con arreglo a los datos de gestión económica y 
financiera que se deduzcan del modelo al que se refiere el apartado Seis del presente 
artículo:
A) El 5 por ciento del crédito en función de la longitud de la red municipal en trayecto de 
ida y expresada en kilómetros. Las líneas circulares que no tengan trayecto de ida y vuelta 
se computarán por la mitad.
B) El 5 por ciento del crédito en función de la relación viajeros/habitantes de derecho de 
cada municipio ponderada por la razón del número de habitantes citado dividido por 50.000. 
La cifra de habitantes de derecho será la de población del Padrón municipal vigente a 1 de 
enero de 2014 y oficialmente aprobado por el Gobierno.
C) El 5 por ciento del crédito en función de criterios medioambientales, para dar 
cumplimiento a lo previsto en el Plan de Medidas Urgentes para la Estrategia Española de 
cambio climático y energía limpia, que contempla la incorporación de criterios de eficiencia 
energética para la concesión de subvenciones al transporte público urbano. Esta medida, 
definida en el Plan de Activación de Ahorro y Eficiencia Energética ejecutado por el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo a través del IDAE, consiste en establecer un 
mecanismo de valoración de la eficiencia energética aplicada a los sistemas de transporte 
público, que permita evaluar de forma homogénea los avances producidos, y tenerlos en 
cuenta para la distribución de estas ayudas.
El porcentaje antes mencionado, se distribuirá en función de la puntuación obtenida en el 
cumplimiento de criterios medioambientales, referidos al ejercicio 2014, que serán los que 
figuran en el cuadro siguiente:
Municipios gran población Resto de municipios Puntuación
máximaCriterios Ratio cumplimiento Criterios Ratio cumplimiento
Porcentaje autobuses urbanos GNC/GLP/BIOCOMBUSTIBLES > 20 % Porcentaje autobuses urbanos GNC/GLP/BIOCOMBUSTIBLES > 5 % 20
Incremento en el n.º total de viajeros respecto al año anterior. > 1 % Incremento en el n.º total de viajeros respecto al año anterior. SI/NO 15
Plazas-km ofertadas en transporte público: incremento con respecto 
a la media de los tres años anteriores > 1 %
Plazas-km ofertadas en transporte público: incremento con 
respecto al año anterior SI/NO 15
Existencia de vehículos eléctricos o híbridos en la flota de autobuses SI/NO Existencia de vehículos eléctricos o híbridos en la flota de autobuses SI/NO 10
% Autobuses con accesibilidad a PMR >50 % % Autobuses con accesibilidad a PMR >20 % 10
Densidad de las líneas de autobús urbano (km/1000 hab.) > 2 Densidad de las líneas de autobús urbano (km/1000 hab.) > 1 10
Incremento en n.º de viajes de TP respecto a la media de los tres 
años anteriores > 1 % Incremento en n.º de viajes de TP respecto al año anterior SI/NO 5
Red de carriles bici: n.º de habitantes por km de carril bici < 8.000 Red de carriles bici: n.º de habitantes por km de carril bici < 6.000 3
Longitud carriles bus (% s/longitud total de la red) > 2 % Existen carriles bus SI/NO 3
Porcentaje de conductores Bus Urbano con formación en conducción 
eficiente (%) > 20 %
Porcentaje de conductores Bus Urbano con formación en 
conducción eficiente (%) > 15 % 3
Paradas con información en tiempo real de llegada de autobuses (%/ 
sobre total de paradas) > 3 %
Paradas con información en tiempo real de llegada de 
autobuses (%/ sobre total de paradas) > 3 % 3
Personas con capacitación en Gestión de flotas con criterios de 
eficiencia energética (n.º personas formadas/100 vehículos) > 1
Personas con capacitación en Gestión de flotas con criterios de 
eficiencia energética (n.º personas formadas/100 vehículos) SI/NO 3
TOTAL 100
D) El 85 por ciento del crédito en función del déficit medio por título de transporte 
emitido, con arreglo al siguiente procedimiento:
a) El importe a subvencionar a cada municipio vendrá dado por el resultado de 
multiplicar el número de títulos de transporte por la subvención correspondiente a cada uno 
de dichos títulos.
b) La subvención correspondiente a cada título se obtendrá aplicando a su déficit medio 
las cuantías y porcentajes definidos en la escala siguiente:




1.ertramo: el importe del déficit medio por título de transporte, de cada municipio, que no 
supere el 12,5 por ciento del déficit medio global se subvencionará al 100 por cien.
2.ºtramo: el importe del déficit medio por título de transporte, de cada municipio, que 
exceda del tramo anterior y no supere el 25 por ciento del déficit medio global se 
subvencionará al 55 por ciento.
3.ertramo: el importe del déficit medio por título de transporte, de cada municipio, que 
exceda del tramo anterior y no supere el 50 por ciento del déficit medio global se 
subvencionará al 27 por ciento.
4.ºtramo: el importe del déficit medio por título de transporte, de cada municipio, que 
exceda del tramo anterior y no supere el 100 por ciento del déficit medio global se 
subvencionará con el porcentaje de financiación que resulte de dividir el resto del crédito no 
atribuido a los tramos anteriores entre el total del déficit incluido en este tramo, considerando 
todos los municipios que tengan derecho a subvención.
5.ºtramo: el importe del déficit medio por título de transporte, de cada municipio, que 
exceda del déficit medio global no será objeto de subvención.
El porcentaje de financiación del 4.º tramo de la escala no podrá exceder del 27 por 
ciento. El exceso de crédito que pudiera resultar de la aplicación de esta restricción se 
distribuirá proporcionalmente a la financiación obtenida por cada municipio, correspondiente 
a los tramos 2.º y 3.º.
En ningún caso, de la aplicación de estas normas se podrá reconocer una subvención 
que, en términos globales, exceda del 85 por ciento del crédito disponible. Si se produjera 
esta circunstancia se ajustará de forma sucesiva, en la proporción necesaria el porcentaje 
correspondiente a los tramos 3.º, 2.º y, en su caso, 1.º, en la forma dispuesta en el tramo 4.º, 
hasta agotar el citado crédito.
c) El déficit medio de cada municipio será el resultado de dividir el déficit de explotación 
entre el número de títulos de transporte. El déficit medio global será el resultado de dividir la 
suma de los déficits de todos los municipios que tengan derecho a la subvención entre el 
total de títulos de transporte de dichos municipios.
d) El importe de la subvención por título vendrá dado por la suma de la cuantía a 
subvencionar en cada tramo, que se obtendrá multiplicando la parte del déficit medio incluida 
en cada tramo por el porcentaje de financiación aplicable en dicho tramo.
El déficit de explotación estará determinado por el importe de las pérdidas de explotación 
que se deduzca de las cuentas de pérdidas y ganancias de las empresas o entidades que 
presten el servicio de transporte público, elaboradas con arreglo al Plan de Contabilidad y a 
las normas y principios contables generalmente aceptados que, en cada caso, resulten de 
aplicación, con los siguientes ajustes:
a) En cuanto a los gastos de explotación se excluirán aquellos que se refieran a tributos, 
con independencia del sujeto activo de la relación jurídico-tributaria.
b) En cuanto a los gastos e ingresos de explotación se excluirán aquellos que tengan su 
origen en la prestación de servicios o realización de actividades ajenas a la del transporte 
público urbano por la que se solicita la subvención. Asimismo, se excluirán cualesquiera 
subvenciones y aportaciones que reconozca, a favor de la empresa o entidad que preste el 
servicio de transporte público urbano, el Ayuntamiento en cuyo término municipal se realice 
la prestación.
c) En todo caso se deducirán del déficit para el cálculo de la financiación correspondiente 
a este apartado los importes atribuidos como subvención por los criterios de longitud de la 
red, relación viajeros/habitantes de derecho y por los criterios medioambientales.
Cuatro. Las subvenciones deberán destinarse a financiar la prestación de este servicio.
Cinco. Para los Ayuntamientos del País Vasco y Navarra, la subvención que les 
corresponda se corregirá en la misma proporción aplicable a su participación en tributos del 
Estado.
Seis. Las Entidades Locales, en el plazo comprendido entre el 1 de mayo y el 30 de junio 
del año 2015, y con el fin de distribuir el crédito destinado a subvencionar la prestación de 
los servicios de transporte público colectivo urbano, deberán presentar, en la forma que se 
determine por los órganos competentes del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, la siguiente documentación:




1. En todos los casos, el número de kilómetros de calzada de la red en trayecto de ida, el 
número de viajeros al año, el número de plazas ofertadas al año, recaudación y precios 
medios referidos al ejercicio 2014, según el modelo definido por la Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local.
2. Tratándose de servicios realizados por la propia entidad u organismo autónomo 
dependiente en régimen de gestión directa, documento detallado de las partidas de ingresos 
y gastos imputables al servicio de transporte y del déficit o resultado real producido en el 
ejercicio 2014, según el modelo definido por la Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local.
3. Tratándose de servicios realizados en régimen de gestión directa por una sociedad 
mercantil municipal o de empresas o particulares que presten el servicio en régimen de 
concesión o cualquier otra modalidad de gestión indirecta, se adjuntarán las cuentas anuales 
con su correspondiente informe de auditoría.
Asimismo, los administradores deberán elaborar un documento en el que se detallen las 
partidas de ingresos y gastos del servicio de transporte y del déficit o resultado real 
producido en el ejercicio 2014, y los criterios de imputación de los referidos ingresos y 
gastos, según el modelo definido por la Secretaría General de Coordinación Autonómica y 
Local.
Deberá ser objeto de revisión por un auditor el documento con las partidas de ingresos y 
gastos imputables al servicio y del déficit o resultado real producido en el ejercicio 2014 y los 
criterios de imputación de los ingresos y gastos, entendiendo que está auditado cuando 
dicha información esté incluida en la Memoria de las Cuentas Anuales y éstas hayan sido 
auditadas.
4. En cualquier caso, el documento oficial en el que se recojan, actualizados, los 
acuerdos reguladores de las condiciones financieras en que la actividad se realiza.
5. En todos los casos, justificación de encontrarse el ayuntamiento solicitante de la 
subvención y la empresa, organismo o entidad que preste el servicio, al corriente en el 
cumplimiento de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad Social.
6. Certificación del Interventor de la aplicación del importe recibido como subvención al 
transporte colectivo urbano en el ejercicio inmediato anterior a la finalidad prevista en el 
apartado Cuatro del artículo 117 de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2014.
7. Certificación del Secretario municipal sobre el cumplimiento de los criterios 
medioambientales.
8. Certificación del Secretario municipal sobre la existencia de un Plan de Movilidad 
Sostenible, y su coherencia con la Estrategia Española de Movilidad Sostenible, haciendo 
constar expresamente la fecha de aprobación definitiva del mismo que, en cualquier caso, 
deberá ser anterior a la fecha de finalización del plazo para la presentación de la solicitud.
A los Ayuntamientos que no cumplieran con el envío de la documentación en la forma 
prevista en este artículo no se les reconocerá el derecho a percibir la ayuda destinada a 
financiar el servicio de transporte público colectivo de viajeros por causa de interés general y 
con el fin de evitar perjuicios financieros a los demás perceptores.
Artículo 93.  Compensación a los Ayuntamientos de los beneficios fiscales concedidos a las 
personas físicas o jurídicas en los tributos locales.
Para dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 9 del texto refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de 
marzo, se dota en la Sección 32, Servicio 02, Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942N, Concepto 461.00 del vigente 
Presupuesto de Gastos del Estado un crédito con la finalidad de compensar los beneficios 
fiscales en tributos locales de exacción obligatoria que se puedan conceder por el Estado 
mediante Ley y en los términos previstos en el apartado Dos del citado artículo 9.
Las solicitudes de compensación serán objeto de comprobación previa a su pago, en el 
caso del Impuesto sobre Actividades Económicas con la información existente en las bases 
de datos de la matrícula de dicho impuesto, y en el caso del Impuesto sobre Bienes 
Inmuebles en las bases de datos del Catastro Inmobiliario.




A dichos efectos, la Agencia Estatal de Administración Tributaria del Estado y la 
Dirección General del Catastro del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
facilitarán la intercomunicación informática con la Secretaría General de Coordinación 
Autonómica y Local.
Se autoriza al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a dictar las normas 
necesarias para el establecimiento del procedimiento a seguir en cada caso, con el fin de 
proceder a la compensación, en favor de los municipios, de las deudas tributarias 
efectivamente condonadas y de las exenciones legalmente concedidas.
Artículo 94.  Otras compensaciones y subvenciones a las Entidades locales.
Uno. Con cargo a los créditos consignados en la Sección 32, Servicio 02, Secretaría 
General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942N, concepto 
461.01, se hará efectiva la compensación de las cuotas del Impuesto sobre Vehículos de 
Tracción Mecánica objeto de condonación en el año 2015, como consecuencia de la 
aplicación de los beneficios fiscales establecidos en el vigente Convenio de Cooperación 
para la Defensa con los Estados Unidos, de fecha 1 de diciembre de 1988.
El cálculo de la cantidad a compensar se realizará con arreglo a los Convenios suscritos 
con los ayuntamientos afectados.
Dos. Con cargo a los créditos de la Sección 32, Servicio 02, Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942N, Otras aportaciones a 
Entidades Locales, concepto 463, se concede una ayuda de 8 millones de euros para su 
asignación a las Ciudades de Ceuta y de Melilla, destinada a los costes de funcionamiento 
de las plantas desalinizadoras instaladas para el abastecimiento de agua.
Las ayudas a las que se refiere el párrafo anterior, se harán efectivas en la forma que se 
establezca en el instrumento regulador correspondiente, que para el otorgamiento de 
subvenciones nominativas establece el artículo 28 de la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, 
General de Subvenciones, y el Real Decreto 887/2006, de 21 de julio, por el que se aprueba 
su Reglamento de desarrollo.
La anterior cuantía se repartirá entre las Ciudades de Ceuta y Melilla en función del 
número de habitantes de derecho de cada municipio, según el Padrón de la población 
municipal vigente a 1 de enero del ejercicio inmediatamente anterior. A la Ciudad de Ceuta le 
corresponden 4,01 millones de euros y a la de Melilla 3,99 millones de euros.
Tres. Con cargo al crédito consignado en la Sección 32, Servicio 02, Secretaría General 
de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942N, Concepto 461.01, 
también se hará efectiva la compensación a las Ciudades de Ceuta y Melilla, por pérdidas de 
recaudación del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación (IPSI), 
correspondiente a las importaciones y al gravamen complementario sobre las labores del 
tabaco, regulada en el artículo 11 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de Medidas 
Fiscales, Administrativas y del Orden Social.
Con periodicidad mensual se tramitará un pago a cada una de aquellas Ciudades por 
importe equivalente a la doceava parte de la compensación definitiva reconocida en el 
ejercicio inmediato anterior, en concepto de anticipo a cuenta de la cantidad que resulte a 
pagar en el ejercicio 2015.
Una vez aportada toda la documentación necesaria para efectuar los cálculos 
establecidos en el artículo 11 de la Ley 53/2002 antes mencionada, se procederá a realizar 
la liquidación correspondiente, abonándose la diferencia entre el importe de la compensación 
definitiva que resulte y el de las entregas a cuenta realizadas.
Cuatro. Con cargo al crédito consignado en la Sección 32, Servicio 02, Secretaría 
General de Coordinación Autonómica y Local. Entidades Locales, Programa 942N, Concepto 
461.01, se hará efectiva la compensación a las Ciudades de Ceuta y Melilla, por pérdidas de 
recaudación del Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación (IPSI), 
correspondiente al gravamen complementario sobre hidrocarburos, tomando como base lo 
recaudado en el ejercicio 2010.
La cuantía de la compensación se obtendrá por la diferencia, siempre que sea negativa, 
entre la recaudación líquida obtenida por tal concepto en el ejercicio 2014 y la producida en 
el año 2010. Para ello, deberá aportarse un certificado del Interventor de la respectiva 
Ciudad Autónoma acreditativo de la recaudación líquida en dichos ejercicios. Una vez 




aportada la documentación necesaria, se procederá a realizar la correspondiente liquidación 
para su abono.
Artículo 95.  Anticipos a favor de los Ayuntamientos por desfases en la gestión recaudatoria 
de los tributos locales.
Uno. Cuando por circunstancias relativas a la emisión de los padrones no se pueda 
liquidar el Impuesto sobre Bienes Inmuebles antes del 1 de agosto del año 2015, los 
ayuntamientos afectados podrán percibir del Tesoro Público anticipos a cuenta del 
mencionado impuesto, a fin de salvaguardar sus necesidades mínimas de tesorería, previa 
autorización del Pleno de la respectiva corporación.
Tales anticipos serán concedidos a solicitud de los respectivos municipios, previo 
informe de la Dirección General del Catastro y serán tramitados y resueltos por la Secretaría 
General de Coordinación Autonómica y Local.
En la tramitación de los expedientes se tendrán en cuenta los siguientes 
condicionamientos:
a) Los anticipos no podrán exceder del 75 por ciento del importe de la recaudación 
previsible como imputable a cada padrón.
b) El importe anual a anticipar a cada corporación mediante esta fórmula no excederá del 
doble de la última anualidad percibida por la misma en concepto de participación en los 
tributos del Estado.
c) En ningún caso podrán solicitarse anticipos correspondientes a más de dos períodos 
impositivos sucesivos con referencia a un mismo tributo.
d) Las Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos Insulares y Comunidades 
Autónomas uniprovinciales y otros organismos públicos recaudadores que, a su vez, hayan 
realizado anticipos a los Ayuntamientos de referencia, en la forma prevista en el artículo 
149.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, podrán ser perceptores de la cuantía que 
corresponda del anticipo, hasta el importe de lo efectivamente anticipado y con el fin de 
poder cancelar en todo o en parte las correspondientes operaciones de tesorería, previa la 
oportuna justificación.
e) Una vez dictada la correspondiente resolución definitiva, los anticipos se librarán por 
su importe neto a favor de los Ayuntamientos o entidades a que se refiere la letra d) anterior 
por cuartas partes mensuales, a partir del día 1 de septiembre de cada año, y se 
suspenderán las correlativas entregas en el mes siguiente a aquel en que se subsanen las 
deficiencias señaladas en el párrafo primero de este apartado.
Los anticipos concedidos con arreglo a lo dispuesto en este apartado, estarán 
sometidos, en su caso, a las mismas retenciones previstas en la Disposición adicional cuarta 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y serán reintegrados por las respectivas 
entidades locales una vez recibido informe de la Dirección General del Catastro 
comunicando la rectificación de los mencionados padrones.
Dos. Mediante resolución de la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local 
se podrán conceder a los Ayuntamientos, en caso de urgente y extraordinaria necesidad de 
tesorería, anticipos a reintegrar dentro del ejercicio corriente con cargo a su participación en 
los tributos del Estado. Para la concesión de estos anticipos se deberán cumplir los 
siguientes requisitos:
a) Acuerdo del Pleno de la Corporación, autorizando a su Presidente la solicitud del 
anticipo y fijando los términos de tal solicitud.
b) Informe de la Intervención municipal en el que se concrete la situación económico-
financiera de la Entidad Local que justifique con precisión la causa extraordinaria que hace 
necesario el anticipo.
c) Informe de la Tesorería municipal de la previsión de ingresos y los gastos del ejercicio 
correspondiente.




Sección 8.ª Normas instrumentales en relación con las disposiciones incluidas 
en este Capítulo
Artículo 96.  Normas de gestión presupuestaria de determinados créditos a favor de las 
Entidades locales.
Uno. Se autoriza al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas a comprometer 
gastos con cargo al ejercicio de 2016, hasta un importe máximo equivalente a la doceava 
parte de los créditos consignados en el Presupuesto para 2015, destinados a satisfacer las 
entregas a cuenta de la participación en tributos del Estado a favor de los Ayuntamientos y 
Diputaciones Provinciales o entes asimilados, del mes de enero de 2016. Las diferencias 
que pudieran surgir en relación con la determinación de las entregas a cuenta definitivas 
imputables al mencionado ejercicio serán objeto de ajuste en las entregas a cuenta del mes 
de febrero del ejercicio citado.
Dos. Los expedientes de gasto y las órdenes de pago conjuntas que se expidan a 
efectos de cumplir los compromisos que se establecen en los artículos precedentes del 
presente Capítulo se tramitarán, simultáneamente, a favor de las Corporaciones Locales 
afectadas, y su cumplimiento, en cuanto a la disposición efectiva de fondos, podrá realizarse 
con cargo a las cuentas de acreedores no presupuestarios que, a estos fines, están 
habilitadas en la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera, de forma que se 
produzca el pago conjunto y simultáneo de las respectivas obligaciones a todos los 
perceptores en razón de la fecha de las correspondientes resoluciones y en igualdad de 
condiciones.
Se declaran de urgente tramitación:
Los expedientes de modificación de crédito con relación a los compromisos señalados.
Los expedientes de gasto, vinculados a los compromisos de referencia, a que se refiere 
la Orden de 27 de diciembre de 1995.
A estos efectos, deberán ser objeto de acumulación las distintas fases del procedimiento 
de gestión presupuestaria, adoptándose en igual medida procedimientos especiales de 
registro contable de las respectivas operaciones.
Tres. En los supuestos previstos en el apartado anterior, cuando proceda la tramitación 
de expedientes de ampliación de crédito y a los efectos previstos en el artículo 54 de la Ley 
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, las solicitudes de incrementos de 
crédito se justificarán, en todo caso, en base a las peticiones adicionales formuladas por las 
Entidades Locales afectadas.
Cuatro. Los créditos incluidos en el Presupuesto de Gastos a los fines señalados en el 
apartado Uno anterior se podrán transferir con la periodicidad necesaria a la cuenta 
extrapresupuestaria correspondiente, habilitada a estos efectos en la Secretaría General del 
Tesoro y Política Financiera. Este procedimiento se podrá aplicar al objeto de materializar el 
pago simultáneo de las obligaciones que se deriven de la participación de las Entidades 
Locales en los tributos del Estado, tanto en concepto de entregas a cuenta como de 
liquidación definitiva, así como para proceder al pago simultáneo de las obligaciones que 
traigan causa de las solicitudes presentadas por las Corporaciones locales, una vez se 
dicten las resoluciones pertinentes que den origen al reconocimiento de dichas obligaciones 
por parte del Estado.
Artículo 97.  Información a suministrar por las Corporaciones Locales.
Uno. Con el fin de proceder a la liquidación definitiva de la participación de los 
Ayuntamientos en los tributos del Estado, correspondiente a 2015 las respectivas 
Corporaciones locales deberán facilitar, antes del 30 de junio del año 2015, en la forma que 
se determine por los órganos competentes del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, la siguiente documentación:
1. Una certificación comprensiva de la recaudación líquida obtenida en 2013 por el 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, por el Impuesto sobre Actividades Económicas y por el 
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica. En el Impuesto sobre Bienes Inmuebles se 
especificará la recaudación correspondiente a los bienes inmuebles de características 
especiales.




2. Una certificación comprensiva de las bases imponibles deducidas de los padrones del 
año 2013, así como de las altas producidas en los mismos, correspondientes al Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles, urbanos, y de los tipos exigibles en el municipio en los tributos que 
se citan en el párrafo precedente. En relación con el Impuesto sobre Bienes Inmuebles se 
especificará la información tributaria correspondiente a los bienes inmuebles de 
características especiales. Además, se especificarán las reducciones que se hubieren 
aplicado en 2013, a las que se refiere la Disposición adicional novena del texto refundido de 
la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo.
3. Una certificación de las cuotas exigibles en el Impuesto sobre Actividades Económicas 
en 2013, incluida la incidencia de la aplicación del coeficiente a que se refiere el artículo 86 
del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real 
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, vigentes en aquel período impositivo.
Dos. El procedimiento de remisión de la documentación en papel podrá sustituirse por la 
transmisión electrónica de la información en los modelos habilitados para tal fin, siempre que 
el soporte utilizado para el envío incorpore la firma electrónica del Interventor o, en su caso, 
del titular del órgano de la Corporación local que tenga atribuida la función de contabilidad.
La firma electrónica reconocida, entendida en los términos previstos por la Ley 59/2003, 
de 19 de diciembre, de firma electrónica, tendrá respecto de los datos transmitidos por la 
Entidad local el mismo valor que la firma manuscrita en relación con los consignados en 
papel, por lo que su aplicación en la transmisión electrónica de la información eximirá de la 
obligación de remitir la citada documentación en soporte papel.
Tres. Por la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local se procederá a 
dictar la correspondiente resolución estableciendo los modelos que contengan el detalle de 
la información necesaria, así como la regulación del procedimiento para la presentación 
telemática de la documentación y la firma electrónica de la misma.
Cuatro. A los municipios que, estando en el ámbito de aplicación de la Subsección 2.ª de 
la Sección 3.ª de este Capítulo, no aportaran la documentación que se determina en las 
condiciones señaladas anteriormente se les aplicará, en su caso, un módulo de ponderación 
equivalente al 60 por ciento del esfuerzo fiscal medio aplicable al municipio con menor 
coeficiente por este concepto, dentro del tramo de población en que se encuadre, a efectos 
de practicar la liquidación definitiva de su participación en los tributos del Estado para el 
año 2015.
Artículo 98.  Retenciones a practicar a las Entidades Locales en aplicación de la Disposición 
adicional cuarta del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Uno. Previa solicitud del órgano competente que tenga atribuida legalmente la gestión 
recaudatoria, de acuerdo con la normativa específica aplicable, la Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local aplicará las retenciones que deban practicarse en la 
participación de los municipios y provincias en los tributos del Estado.
Si concurrieran en la retención deudas derivadas de tributos del Estado y deudas por 
cuotas de la Seguridad Social y conceptos de recaudación conjunta con las mismas, y la 
cuantía de todas ellas superase la cantidad retenida, aquella se prorrateará en función de los 
importes de éstas.
Dos. El importe de la retención será el 50 por ciento de la cuantía asignada a la 
respectiva entidad local, tanto en cada entrega a cuenta como en la liquidación definitiva 
anual correspondiente a la participación en los tributos del Estado, excepto cuando la 
cuantía de la deuda sea inferior a esa cantidad.
Cuando se trate de deudas derivadas de tributos del Estado que hayan sido legalmente 
repercutidos, de ingresos a cuenta correspondientes a retribuciones en especie, de 
cantidades retenidas o que se hubieran debido retener a cuenta de cualquier impuesto, o de 
cotizaciones sociales que hayan sido o hubieran debido ser objeto de retención, la retención 
a practicar será del 100 por ciento de la cuantía asignada a la respectiva entidad local, tanto 
en cada entrega a cuenta como en la liquidación definitiva anual correspondiente a la 
participación en los tributos del Estado, excepto cuando la cuantía de la deuda sea inferior a 
esa cantidad.




Tres. La cuantía a retener en el conjunto del ejercicio podrá reducirse cuando se 
justifique la existencia de graves desfases de tesorería generados por la prestación de 
aquellas obligaciones relativas:
a) al cumplimiento regular de las obligaciones de personal;
b) a la prestación de los servicios públicos obligatorios en función del número de 
habitantes del municipio;
c) a la prestación de servicios sociales, protección civil y extinción de incendios, para 
cuya realización no se exija contraprestación alguna en forma de precio público o tasa 
equivalente al coste del servicio realizado.
En ningún caso podrá establecerse un porcentaje de retención inferior al 25 por ciento de 
la entrega a cuenta.
No será aplicable la reducción de retenciones a aquellas entidades locales que se hayan 
integrado en consorcios de saneamiento financiero del que formen parte instituciones de 
otras administraciones públicas.
En los procedimientos de reducción del porcentaje de retención, la Secretaría General de 
Coordinación Autonómica y Local dictará la resolución correspondiente, teniendo en cuenta 
la situación financiera de la entidad y la necesidad de garantizar la prestación de los 
servicios públicos obligatorios. Para ello, la entidad local deberá aportar, con carácter 
imprescindible y no exclusivo:
– Certificado expedido por los órganos de recaudación de las Entidades acreedoras por 
el que se acredite haber atendido el pago de las obligaciones corrientes en los doce meses 
precedentes al mes inmediato anterior a la fecha de solicitud de la certificación;
– Informe de la situación financiera actual suscrito por el Interventor local que incluya el 
cálculo del remanente de tesorería a la fecha de solicitud de la reducción del porcentaje de 
retención y ponga de manifiesto los términos en los que dicha situación afecta al 
cumplimiento de las obligaciones recogidas en el párrafo primero del presente apartado;
– Plan de Saneamiento, aprobado por el Pleno, que incluya el ejercicio en curso.
En la resolución se fijará el período de tiempo en que el porcentaje de retención habrá de 
ser reducido, sin que quepa la extensión de este más allá de la finalización del ejercicio 
económico. En todo caso, tal reducción estará condicionada a la aprobación por la entidad 
local de un plan de saneamiento, o a la verificación del cumplimento de otro en curso.
Cuatro. Cuando la deuda nazca como consecuencia del reintegro de anticipos de 
financiación a cargo del Tesoro Público, la retención habrá de adecuarse a las condiciones 
fijadas en la resolución de concesión del correspondiente anticipo, ya sea mediante la 
cancelación total del débito en forma singular, o en retenciones sucesivas hasta la definitiva 
extinción de éste.
Cinco. Las resoluciones declarando la extinción de las deudas con cargo a las 
cantidades que se hayan retenido corresponderán, en cada caso, al órgano legalmente 
competente que tenga atribuida la gestión recaudatoria, de acuerdo con la normativa 
específica aplicable, produciendo sus efectos, en la parte concurrente de la deuda, desde el 
momento en que se efectuó la retención.
Seis. Las normas contenidas en este artículo serán de aplicación en los supuestos de 
deudas firmes contraídas por las Entidades Locales con el Instituto de Crédito Oficial, por la 
línea de crédito instruida por este último a las que se refiere la Sección Segunda del Capítulo 
II del Real Decreto-Ley 8/2011, de 1 de julio. Asimismo, serán de aplicación las normas de 
este precepto en los supuestos de deudas firmes contraídas con el Fondo para la 
financiación de los pagos a proveedores, que pudieran derivarse de la aplicación del artículo 
8 del Real Decreto-Ley 7/2012, de 9 de marzo, por el que se crea el Fondo para la 
financiación de los pagos a proveedores.
Siete. En el caso de que resulte de aplicación la medida contenida en el artículo 18.5 de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, el porcentaje de retención aplicable será, como máximo, el fijado en el primer 
párrafo del apartado Dos de este artículo, siempre que las deudas con proveedores a las 
que se refiere aquel precepto no concurran con otras de las entidades locales con 
acreedores públicos, a las que resulte de aplicación este precepto.




En el caso de que exista la mencionada concurrencia de deudas la retención aplicable 
será, como máximo y con carácter general, del 70 por ciento sin que pueda reducirse por 
aplicación del apartado Tres, correspondiendo el 50 por ciento, como máximo, a los 
acreedores públicos y el 20 por ciento, como máximo, a los proveedores de las entidades 
locales a las que resulte de aplicación el artículo 18.5 de la Ley Orgánica 2/2012. El primer 
tramo citado se asignará a los acreedores públicos de acuerdo con el criterio recogido en los 
apartados Uno y Dos de este artículo.
En el caso de que exista concurrencia de deudas con proveedores y deudas derivadas 
de tributos del Estado que hayan sido legalmente repercutidos, de ingresos a cuenta 
correspondientes a retribuciones en especie, de cantidades retenidas o que se hubieran 
debido retener a cuenta de cualquier impuesto, o de cotizaciones sociales que hayan sido o 
hubieran debido ser objeto de retención, la retención a practicar será del 100 por ciento de la 
cuantía asignada a la respectiva entidad local, de acuerdo con lo dispuesto en el segundo 
párrafo del apartado Tres anterior, sin que el importe que se asigne para el pago a 
proveedores de las entidades locales pueda exceder del 20 por ciento de la cuantía que, en 




Artículo 99.  Entregas a cuenta del Fondo de Suficiencia Global.
Los créditos presupuestarios destinados a hacer efectivas las entregas a cuenta del 
Fondo de Suficiencia Global establecidas en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas 
de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas 
normas tributarias, una vez tenidas en cuenta las revisiones y demás preceptos aplicables a 
las mismas son, para cada Comunidad Autónoma y Ciudad con Estatuto de Autonomía, los 
que se incluyen en los correspondientes Servicios de la Sección 36 «Sistemas de 
financiación de Entes Territoriales», Programa 941M «Transferencias a Comunidades 
Autónomas por participación en los ingresos del Estado», Concepto 451 «Fondo de 
Suficiencia Global».
Artículo 100.  Liquidación definitiva de los recursos del Sistema de Financiación de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía y participación en los 
Fondos de Convergencia.
Uno. De conformidad con lo que establece el apartado 2 del artículo 11 de la 
Ley 22/2009, de 18 de diciembre, cuando se conozcan los valores definitivos en el año 2015 
de todos los recursos correspondientes al año 2013 regulados en el Título I de la citada Ley, 
se practicará la liquidación de dicho ejercicio. De acuerdo con lo previsto en el apartado 3 del 
citado artículo 11, en ese momento se determinará, según lo establecido en los artículos 23 
y 24, en el párrafo tercero del apartado Siete de la Disposición transitoria primera y en la 
Disposición adicional primera de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, la participación de cada 
Comunidad o Ciudad con Estatuto de Autonomía en los Fondos de Convergencia 
Autonómica regulados en el Título II de la citada Ley correspondientes a 2013.
Dos. En el supuesto de que el saldo global de la liquidación correspondiente al año 2013 
fuera a favor de la Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de Autonomía, se realizarán 
los pagos de las liquidaciones positivas descontando de ellos, mediante compensación, el 
importe de las liquidaciones a favor del Estado.
Tres. En el supuesto de que el saldo global de la liquidación fuera a favor del Estado, se 
realizarán, de acuerdo a lo establecido en el artículo 11.3 de la Ley 22/2009, de 18 de 
diciembre, los pagos de las liquidaciones a favor de la Comunidad descontando en ellos, por 
este mismo orden de prelación, el saldo a favor del Estado de la Transferencia del Fondo de 
Garantía, el saldo de los tributos cedidos y el saldo del Fondo de Suficiencia Global.




Los saldos restantes de la liquidación que no hubieran podido ser objeto de 
compensación se compensarán conforme a lo previsto en el artículo 11.3 de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre.
Cuatro. En cumplimiento de lo previsto en la Disposición adicional tercera de la 
Ley 22/2009, de 18 de diciembre, el Estado compensará, en el supuesto legalmente previsto, 
a las Comunidades Autónomas cuyos importes, tanto de la transferencia del Fondo de 
Garantía de Servicios Públicos Fundamentales como del Fondo de Suficiencia Global, 
correspondientes a 2013, sean negativos, a través del crédito presupuestario señalado en el 
apartado Cinco. El importe de esta compensación, que tendrá signo positivo, para cada 
Comunidad Autónoma acreedora de la misma, será aquel que permita que, después de 
haberse repartido la totalidad de los recursos del Fondo de Competitividad, el índice de 
financiación descrito en el apartado 5 del artículo 23 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, 
alcance la unidad, con el límite del importe del valor definitivo de su Fondo de Suficiencia 
Global negativo.
A los efectos de lo previsto en los apartados anteriores de este artículo, el importe de 
esta compensación se incluirá en la liquidación definitiva de la participación de la Comunidad 
en el Fondo de Competitividad.
Cinco. A los créditos de los subconceptos que corresponda dotados en la Sección 36, 
Servicio 20 - «Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local. Varias CCAA», 
Programa 941M «Transferencias a Comunidades Autónomas por participación en los 
ingresos del Estado», Concepto 452 «Liquidación definitiva de la financiación de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía de ejercicios anteriores», 
se aplicarán según su naturaleza:
1) El importe de las liquidaciones definitivas del año 2013 del Fondo de Suficiencia 
Global, regulado en el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, así como de la 
aportación del Estado al Fondo de Garantía de Servicios Públicos Fundamentales, que 
resulten a favor de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía.
Si el importe de las liquidaciones definitivas a que se refiere el párrafo anterior fuera a 
favor del Estado, se reflejará como derecho en el Capítulo IV del Presupuesto de Ingresos 
del Estado.
2) El importe de las liquidaciones definitivas del año 2013 de las participaciones de las 
Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía en los Fondos de 
Convergencia Autonómica, regulados en los artículos 23, 24, en el párrafo tercero del 
apartado Siete de la Disposición transitoria primera y en la Disposición adicional primera de 
la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, determinadas conforme el apartado Uno de este 
artículo.
3) La compensación prevista en la Disposición adicional tercera de la Ley 22/2009, de 18 
de diciembre, si resultara esta compensación aplicable, determinada conforme el apartado 
Cuatro de este artículo.
Artículo 101.  Transferencias a Comunidades Autónomas correspondientes al coste de los 
nuevos servicios traspasados.
Si a partir de 1 de enero de 2015 se efectuaran nuevas transferencias de servicios a las 
Comunidades Autónomas, se dotarán en los conceptos específicos de la Sección 36 que, en 
su momento, determine la Dirección General de Presupuestos, los créditos que se precisen 
para transferir a las Comunidades Autónomas el coste efectivo de los servicios asumidos.
A estos efectos, los Reales Decretos que aprueben las nuevas transferencias de 
servicios contendrán como mínimo los siguientes extremos:
a) Fecha en que la Comunidad Autónoma debe asumir efectivamente la gestión del 
servicio transferido.
b) La financiación anual, en euros del ejercicio 2015, desglosada en los diferentes 
capítulos de gasto que comprenda.
c) La valoración referida al año base 2007, correspondiente al coste efectivo anual del 
mismo, a efectos de la revisión del valor del Fondo de Suficiencia Global de la Comunidad 
Autónoma que corresponde prevista en el artículo 21.1 de la Ley 22/2009.




Artículo 102.  Fondos de Compensación Interterritorial.
Uno. En la Sección 33 de los Presupuestos Generales del Estado se dotan dos Fondos 
de Compensación Interterritorial ascendiendo la suma de ambos a 432.430,00 miles de 
euros, en cumplimiento de lo dispuesto en la Ley 22/2001, de 27 de diciembre, reguladora de 
los Fondos de Compensación Interterritorial modificada por la Ley 23/2009, de 18 de 
diciembre.
Dos. El Fondo de Compensación, dotado con 324.330,61 miles de euros, se destinará a 
financiar gastos de inversión de acuerdo con lo previsto en el artículo 2 de la Ley 22/2001.
Tres. El Fondo Complementario, dotado con 108.099,39 miles de euros, podrá aplicarse 
por las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía propio a la 
financiación de los gastos de puesta en marcha o funcionamiento de las inversiones 
realizadas con cargo a la Sección 33 de los Presupuestos Generales del Estado en los 
términos previstos en el artículo 6.2 de la Ley 22/2001.
Cuatro. El porcentaje que representa el Fondo de Compensación destinado a las 
Comunidades Autónomas sobre la base de cálculo constituida por la inversión pública es del 
29,23 por 100, de acuerdo al artículo 2.1.a) de la Ley 22/2001. Además, en cumplimiento de 
la Disposición adicional única de dicha Ley, el porcentaje que representa la suma del Fondo 
de Compensación y el Fondo Complementario destinado a las Comunidades Autónomas es 
del 38,98 por ciento elevándose al 39,59 por ciento si se incluyen las Ciudades con Estatuto 
de Autonomía de Ceuta y Melilla y alcanzando el 39,98 por ciento si se tiene en cuenta la 
variable «región ultraperiférica» definida en la Ley 23/2009 de modificación de la Ley 
22/2001.
Cinco. Los proyectos de inversión que pueden financiarse con cargo a los Fondos 
anteriores son los que se detallan en el Anexo a la Sección 33.
Seis. En el ejercicio 2015 serán beneficiarias de estos Fondos las Comunidades 
Autónomas de: Galicia, Andalucía, Principado de Asturias, Cantabria, Región de Murcia, 
Comunidad Valenciana, Castilla-La Mancha, Canarias, Extremadura, Castilla y León y las 
Ciudades de Ceuta y Melilla de acuerdo con la Disposición adicional única de la 
Ley 22/2001, de 27 de diciembre.
Siete. Los remanentes de crédito de los Fondos de Compensación Interterritorial de 
ejercicios anteriores se incorporarán automáticamente al Presupuesto del año 2015 a 
disposición de la misma Administración a la que correspondía la ejecución de los proyectos 
en 31 de diciembre de 2014.
Para la financiación de las incorporaciones a que se refiere el párrafo anterior se dota un 
crédito en la Sección 33 «Fondos de Compensación Interterritorial», Servicio 20 «Secretaría 
General de Coordinación Autonómica y Local. Varias CC.AA.», Programa 941N 
«Transferencias a Comunidades Autónomas por los Fondos de Compensación 
Interterritorial», Concepto 759 «Para financiar la incorporación de remanentes de crédito de 
los Fondos de Compensación Interterritorial».
En el supuesto de que los remanentes a 31 de diciembre de 2014 fueran superiores a la 
dotación del indicado crédito, la diferencia se financiará mediante baja en el Fondo de 
Contingencia conforme a lo previsto en el artículo 50 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria.
Ocho. En tanto los remanentes de créditos presupuestarios de ejercicios anteriores se 
incorporan al vigente, el Tesoro Público podrá efectuar anticipos de tesorería a las 
Comunidades Autónomas por igual importe a las peticiones de fondos efectuadas por las 
mismas «a cuenta» de los recursos que hayan de percibir una vez que se efectúe la 
antedicha incorporación.






Artículo 103.  Bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por 
cese de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional durante el año 2015.
Las bases y tipos de cotización a la Seguridad Social, Desempleo, Protección por cese 
de actividad, Fondo de Garantía Salarial y Formación Profesional, a partir de 1 de enero de 
2015, serán los siguientes:
Uno. Topes máximo y mínimo de las bases de cotización a la Seguridad Social.
1. El tope máximo de la base de cotización en cada uno de los Regímenes de la 
Seguridad Social que lo tengan establecido, queda fijado, a partir de 1 de enero de 2015, en 
la cuantía de 3.606,00 euros mensuales.
2. De acuerdo con lo establecido en el número 2 del artículo 16 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio, durante el año 2015, las bases de cotización en los Regímenes de la Seguridad Social 
y respecto de las contingencias que se determinan en este artículo, tendrán como tope 
mínimo las cuantías del salario mínimo interprofesional vigente en cada momento, 
incrementadas en un sexto, salvo disposición expresa en contrario.
Dos. Bases y tipos de cotización en el Régimen General de la Seguridad Social.
1. Las bases mensuales de cotización para todas las contingencias y situaciones 
protegidas por el Régimen General de la Seguridad Social, exceptuadas las de accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales, estarán limitadas, para cada grupo de categorías 
profesionales, por las bases mínimas y máximas siguientes:
a) Las bases mínimas de cotización, según categorías profesionales y grupos de 
cotización, se incrementarán, desde el 1 de enero de 2015 y respecto de las vigentes en 31 
de diciembre de 2014, en el mismo porcentaje en que aumente el salario mínimo 
interprofesional.
Las bases mínimas de cotización aplicables a los trabajadores con contrato a tiempo 
parcial se adecuarán en orden a que la cotización en esta modalidad de contratación sea 
equivalente a la cotización a tiempo completo por la misma unidad de tiempo y similares 
retribuciones.
b) Las bases máximas, cualquiera que sea la categoría profesional y grupo de 
cotización, durante el año 2015, serán de 3.606,00 euros mensuales o de 120,20 euros 
diarios.
2. Los tipos de cotización en el Régimen General de la Seguridad Social serán, durante 
el año 2015, los siguientes:
a) Para las contingencias comunes el 28,30 por ciento, siendo el 23,60 por ciento a 
cargo de la empresa y el 4,70 por ciento a cargo del trabajador.
b) Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se 
aplicarán los porcentajes de la tarifa de primas incluida en la Disposición adicional cuarta de 
la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2007, siendo las primas resultantes a cargo exclusivo de la empresa.
3. Durante el año 2015, para la cotización adicional por horas extraordinarias establecida 
en el artículo 111 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, se aplicarán 
los siguientes tipos de cotización:
a) Cuando se trate de las horas extraordinarias motivadas por fuerza mayor, el 14,00 por 
ciento, del que el 12,00 por ciento será a cargo de la empresa y el 2,00 por ciento a cargo 
del trabajador.
b) Cuando se trate de las horas extraordinarias no comprendidas en el párrafo anterior, 
el 28,30 por ciento, del que el 23,60 por ciento será a cargo de la empresa y el 4,70 por 
ciento a cargo del trabajador.




4. A partir de 1 de enero de 2015, la base máxima de cotización por contingencias 
comunes aplicable a los representantes de comercio será la prevista con carácter general en 
el apartado Dos.1.b).
5. A efectos de determinar, durante el año 2015, la base máxima de cotización por 
contingencias comunes de los artistas, se aplicará lo siguiente:
a) La base máxima de cotización para todos los grupos correspondientes a las distintas 
categorías profesionales será de 3.606,00 euros mensuales.
No obstante, el límite máximo de las bases de cotización en razón de las actividades 
realizadas por un artista, para una o varias empresas, tendrá carácter anual y se determinará 
por la elevación a cómputo anual de la base mensual máxima señalada.
b) El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, teniendo en cuenta la base y el límite 
máximos establecidos en el apartado anterior, fijará las bases de cotización para determinar 
las liquidaciones provisionales de los artistas, a que se refiere el artículo 32.5.b) del 
Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto 2064/1995, de 22 de diciembre.
6. A efectos de determinar, durante el año 2015, la base máxima de cotización por 
contingencias comunes de los profesionales taurinos, se aplicará lo siguiente:
a) La base máxima de cotización para todos los grupos correspondientes a las distintas 
categorías profesionales será de 3.606,00 euros mensuales. No obstante, el límite máximo 
de las bases de cotización para los profesionales taurinos tendrá carácter anual y se 
determinará por la elevación a cómputo anual de la base mensual máxima señalada.
b) El Ministerio de Empleo y Seguridad Social, teniendo en cuenta la base y el límite 
máximos establecidos en el apartado anterior, fijará las bases de cotización para determinar 
las liquidaciones provisionales de los profesionales taurinos, a que se refiere el artículo 
33.5.b) del Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros Derechos de la 
Seguridad Social.
Tres. Cotización en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 
establecido en el Régimen General de la Seguridad Social.
1. Durante el año 2015, los importes de las bases mensuales de cotización tanto por 
contingencias comunes como profesionales de los trabajadores incluidos en este Sistema 
Especial, que presten servicios durante todo el mes, se determinarán conforme a lo 
establecido en el artículo 109 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
con aplicación de las siguientes bases máximas y mínimas:
a) Las bases mínimas de cotización, según categorías profesionales y grupos de 
cotización, se incrementarán, desde el 1 de enero de 2015 y respecto de las vigentes en 31 
de diciembre de 2014, en el mismo porcentaje en que aumente el salario mínimo 
interprofesional.
b) Las bases máximas, cualquiera que sea la categoría profesional y grupo de 
cotización, durante el año 2015, serán de 3.063,30 euros mensuales.
Cuando los trabajadores inicien o finalicen su actividad sin coincidir con el principio o fin 
de un mes natural, siempre que dicha actividad tenga una duración de al menos 30 días 
naturales consecutivos, esta modalidad de cotización se realizará con carácter proporcional 
a los días en que figuren en alta en este Sistema Especial durante el mes.
2. Durante el año 2015, los importes de las bases diarias de cotización tanto por 
contingencias comunes como profesionales por jornadas reales correspondientes a cada 
uno de los grupos de trabajadores que realicen labores agrarias por cuenta ajena y respecto 
a los cuales no se hubiera optado por la modalidad de cotización prevista en el apartado 
anterior, se determinarán conforme a lo establecido en el artículo 109 del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, dividiendo a tal efecto, entre 23, los importes de las 
bases máximas y mínimas establecidos en el apartado Tres.1.
Independientemente del número de horas realizadas en cada jornada, la base de 
cotización no podrá tener una cuantía inferior a la base mínima diaria del grupo 10 de 
cotización.




Cuando se realicen en el mes natural 23 o más jornadas reales, la base de cotización 
correspondiente a las mismas será la establecida en el apartado Tres.1.
3. Durante el año 2015, el importe de la base mensual de cotización de los trabajadores 
agrarios por cuenta ajena incluidos en este Sistema Especial será, durante los períodos de 
inactividad dentro del mes natural, el establecido para la base mínima por contingencias 
comunes correspondiente al grupo 7 de la escala de grupos de cotización del Régimen 
General de la Seguridad Social.
A estos efectos, se entenderá que existen períodos de inactividad dentro de un mes 
natural cuando el número de jornadas reales realizadas durante el mismo sea inferior al 
76,67 por ciento de los días naturales en que el trabajador figure de alta en el Sistema 
Especial en dicho mes.
La cotización respecto a estos períodos de inactividad se determinará aplicando la 
siguiente fórmula:
C = [(n/N) – (jr x 1,304/N)] bc x tc
En la que:
C = Cuantía de la cotización.
n = Número de días en el Sistema Especial sin cotización por bases mensuales de 
cotización.
N = Número de días de alta en el Sistema Especial en el mes natural.
jr = Número de días en el mes natural en los que se han realizado jornadas reales.
bc = Base de cotización mensual.
tc = Tipo de cotización aplicable, conforme a lo indicado en el apartado Tres.4.b).
En ningún caso, la aplicación de la fórmula anterior podrá dar lugar a que C alcance un 
valor inferior a cero.
A efectos de la aplicación de esta fórmula, cuando los trabajadores no figuren en alta en 
el Sistema Especial durante un mes natural completo, la cotización respecto de los períodos 
de inactividad se realizará con carácter proporcional a los días en alta en dicho mes.
4. Los tipos aplicables a la cotización de los trabajadores por cuenta ajena incluidos en 
este Sistema Especial serán los siguientes:
a) Durante los períodos de actividad:
Para la cotización por contingencias comunes respecto a los trabajadores encuadrados 
en el grupo de cotización 1, el 28,30 por ciento, siendo el 23,60 por ciento a cargo de la 
empresa y el 4,70 por ciento a cargo del trabajador.
Respecto a los trabajadores encuadrados en los grupos de cotización 2 a 11, el 22,00 
por ciento, siendo el 17,30 por ciento a cargo de la empresa y el 4,70 por ciento a cargo del 
trabajador.
Para la cotización por contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, se aplicarán los tipos de cotización de la tarifa de primas aprobada por la 
Disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2007, siendo las primas resultantes a cargo exclusivo de la 
empresa.
b) Durante los períodos de inactividad, el tipo de cotización será el 11,50 por ciento, 
siendo la cotización resultante a cargo exclusivo del trabajador.
5. Durante el año 2015 se aplicarán las siguientes reducciones en las aportaciones 
empresariales a la cotización a este Sistema Especial durante los períodos de actividad con 
prestación de servicios:
a) En la cotización respecto a los trabajadores encuadrados en el grupo de cotización 1, 
se aplicará una reducción de 8,10 puntos porcentuales de la base de cotización, resultando 
un tipo efectivo de cotización por contingencias comunes del 15,50 por ciento. En ningún 
caso la cuota empresarial resultante será superior a 279,00 euros al mes o 12,13 euros por 
jornada real trabajada.




b) En la cotización respecto a los trabajadores encuadrados en los grupos de cotización 
2 al 11, la reducción se ajustará a las siguientes reglas:
1.ª Para bases de cotización iguales o inferiores a 986,70 euros mensuales o a 42,90 
euros por jornada realizada, se aplicará una reducción de 6,68 puntos porcentuales de la 
base de cotización, resultando un tipo efectivo de cotización por contingencias comunes del 
10,62 por ciento.
2.ª Para bases de cotización superiores a las cuantías indicadas en el apartado anterior, 
y hasta 3.063,30 euros mensuales o 133,19 euros por jornada realizada, les será de 
aplicación el porcentaje resultante de aplicar las siguientes fórmulas:
Para bases mensuales de cotización la fórmula a aplicar será:
Para bases de cotización por jornadas reales la fórmula a aplicar será:
No obstante, la cuota empresarial resultante no podrá ser inferior a 65,11 euros 
mensuales o 2,83 euros por jornada real trabajada.
6. Durante las situaciones de incapacidad temporal, riesgo durante el embarazo y riesgo 
durante la lactancia natural, así como de maternidad y paternidad causadas durante la 
situación de actividad, la cotización se efectuará en función de la modalidad de contratación 
de los trabajadores:
a) Respecto de los trabajadores agrarios con contrato indefinido, la cotización durante 
las referidas situaciones se regirá por las normas aplicables con carácter general en el 
Régimen General de la Seguridad Social. El tipo resultante a aplicar será:
1.º Para los trabajadores encuadrados en el grupo de cotización 1, el tipo del 15,50 por 
ciento, aplicable a la base de cotización por contingencias comunes.
2.º Para los trabajadores encuadrados en los grupos de cotización 2 a 11, el tipo del 2,75 
por ciento, aplicable a la base de cotización por contingencias comunes.
Para todos los trabajadores, cualquiera que sea su grupo de cotización, en la cotización 
por desempleo se aplicará una reducción en la cuota equivalente a 2,75 puntos porcentuales 
de la base de cotización.
b) Respecto de los trabajadores agrarios con contrato temporal y fijo discontinuo, 
resultará de aplicación lo establecido en la letra a) en relación a los días contratados en los 
que no hayan podido prestar sus servicios por encontrarse en alguna de las situaciones 
antes indicadas.
En cuanto a los días en los que no esté prevista la prestación de servicios, estos 
trabajadores estarán obligados a ingresar la cotización correspondiente a los períodos de 
inactividad, excepto en los supuestos de percepción de los subsidios por maternidad y 
paternidad, que tendrán la consideración de períodos de cotización efectiva a efectos de las 
correspondientes prestaciones por jubilación, incapacidad permanente y muerte y 
supervivencia.
7. Durante la percepción de la prestación por desempleo de nivel contributivo, si 
corresponde cotizar en este Sistema Especial, el tipo de cotización será el 11,50 por ciento.
8. Con relación a los trabajadores incluidos en este Sistema Especial no resultará de 
aplicación la cotización adicional por horas extraordinarias a que se refiere el apartado Dos.
3.
9. Se autoriza al Ministerio de Empleo y Seguridad Social a regular los procedimientos y 
adaptaciones normativas necesarios para articular la armonización de la cotización en 




situación de actividad e inactividad, así como la comprobación de los requisitos necesarios 
para la aplicación de las reducciones previstas y la regularización de la cotización resultante 
de ellas.
Cuatro. Cotización en el Sistema Especial para Empleados de Hogar establecido en el 
Régimen General de la Seguridad Social.
En este Sistema Especial, las bases y los tipos de cotización serán, a partir de 1 de 
enero de 2015, los siguientes:
1. Las bases de cotización por contingencias comunes y profesionales para el año 2015 
se determinarán actualizando las retribuciones mensuales y las bases de cotización de la 
escala vigente en el año 2014, en idéntica proporción al incremento que experimente el 
salario mínimo interprofesional.
2. Durante el año 2015, el tipo de cotización por contingencias comunes, sobre la base 
de cotización que corresponda según lo indicado en el apartado anterior, será el 24,70 por 
ciento, siendo el 20,60 por ciento a cargo del empleador y el 4,10 por ciento a cargo del 
empleado.
3. Para la cotización por las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, sobre la base de cotización que corresponda, según lo indicado en el 
apartado Cuatro.1, se aplicará el tipo de cotización previsto al efecto en la tarifa de primas 
incluida en la Disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2007, siendo lo resultante a cargo exclusivo 
del empleador.
Cinco. Cotización en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos.
En el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, las bases 
máxima y mínima y los tipos de cotización serán, desde el 1 de enero de 2015, los 
siguientes:
1. La base máxima de cotización será de 3.606,00 euros mensuales. La base mínima de 
cotización será de 884,40 euros mensuales.
2. La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2015, 
tengan una edad inferior a 47 años, será la elegida por ellos dentro de las bases máxima y 
mínima fijadas en el apartado anterior. Igual elección podrán efectuar aquellos trabajadores 
autónomos que en esa fecha tengan una edad de 47 años y su base de cotización en el mes 
de diciembre de 2014 haya sido igual o superior a 1.926,60 euros mensuales, o que causen 
alta en este Régimen Especial con posterioridad a la citada fecha.
Los trabajadores autónomos que a 1 de enero de 2015 tengan 47 años de edad, si su 
base de cotización fuera inferior a 1.926,60 euros mensuales, no podrán elegir una base de 
cuantía superior a 1.945,80 euros mensuales, salvo que ejerciten su opción en tal sentido 
antes del 30 de junio de 2015, lo que producirá efectos a partir de 1 de julio del mismo año, o 
que se trate del cónyuge supérstite del titular del negocio que, como consecuencia del 
fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse al frente del mismo y darse de alta en este 
Régimen Especial con 47 años de edad, en cuyo caso no existirá esta limitación.
3. La base de cotización de los trabajadores autónomos que, a 1 de enero de 2015, 
tuvieran 48 o más años cumplidos, estará comprendida entre las cuantías de 953,70 
y 1.945,80 euros mensuales, salvo que se trate del cónyuge supérstite del titular del negocio 
que, como consecuencia del fallecimiento de éste, haya tenido que ponerse al frente del 
mismo y darse de alta en este Régimen Especial con 45 o más años de edad, en cuyo caso, 
la elección de bases estará comprendida entre las cuantías de 884,40 y 1.945,80 euros 
mensuales.
No obstante, los trabajadores autónomos que con anterioridad a los 50 años hubieran 
cotizado en cualquiera de los Regímenes del sistema de la Seguridad Social por espacio de 
cinco o más años, se regirán por las siguientes reglas:
a) Si la última base de cotización acreditada hubiera sido igual o inferior a 1.926,60 euros 
mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 884,40 euros mensuales y 
1.945,80 euros mensuales.




b) Si la última base de cotización acreditada hubiera sido superior a 1.926,60 euros 
mensuales, habrán de cotizar por una base comprendida entre 884,40 euros mensuales y el 
importe de aquélla, incrementado en un 0,25 por ciento, pudiendo optar, en caso de no 
alcanzarse, por una base de hasta 1.945,80 euros mensuales.
Lo previsto en el apartado Cinco.3.b) será asimismo de aplicación con respecto a los 
trabajadores autónomos que con 48 ó 49 años de edad hubieran ejercitado la opción 
prevista en el párrafo segundo del apartado Cuatro.2 del artículo 132 de la Ley 39/2010, de 
22 de diciembre.
4. Los trabajadores autónomos dedicados a la venta ambulante o a domicilio (CNAE 
4781 Comercio al por menor de productos alimenticios, bebidas y tabaco en puestos de 
venta y mercadillos; 4782 Comercio al por menor de productos textiles, prendas de vestir y 
calzado en puestos de venta y mercadillos; 4789 Comercio al por menor de otros productos 
en puestos de venta y mercadillos y 4799 Otro comercio al por menor no realizado ni en 
establecimientos, ni en puestos de venta ni en mercadillos) podrán elegir como base mínima 
de cotización durante el año 2015 la establecida con carácter general en el apartado Cinco.
1, o la base mínima de cotización vigente para el Régimen General.
Los trabajadores autónomos dedicados a la venta a domicilio (CNAE 4799) podrán elegir 
como base mínima de cotización durante el año 2015 la establecida con carácter general en 
el apartado Cinco.1, o una base de cotización equivalente al 55 por ciento de esta última.
5. El tipo de cotización en este Régimen Especial de la Seguridad Social será el 29,80 
por ciento o el 29,30 por ciento si el interesado está acogido a la protección por 
contingencias profesionales. Cuando el interesado no tenga cubierta la protección por 
incapacidad temporal, el tipo de cotización será el 26,50 por ciento.
Los trabajadores incluidos en este Régimen Especial que no tengan cubierta la 
protección dispensada a las contingencias derivadas de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales, efectuarán una cotización adicional equivalente al 0,10 por 
ciento, aplicado sobre la base de cotización elegida, para la financiación de las prestaciones 
previstas en los Capítulos IV quáter y IV quinquies del Título II de la Ley General de la 
Seguridad Social.
6. Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se 
aplicarán los porcentajes de la tarifa de primas incluida en la disposición adicional cuarta de 
la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2007.
7. Los trabajadores autónomos que, en razón de su trabajo por cuenta ajena 
desarrollado simultáneamente, coticen, respecto de las contingencias comunes, en régimen 
de pluriactividad y lo hagan en el año 2015, teniendo en cuenta tanto las aportaciones 
empresariales como las correspondientes al trabajador en el Régimen General, así como las 
efectuadas en el Régimen Especial, por una cuantía igual o superior a 12.245,98 euros, 
tendrán derecho a una devolución del 50 por ciento del exceso en que sus cotizaciones 
superen la mencionada cuantía, con el tope del 50 por ciento de las cuotas ingresadas en el 
citado Régimen Especial, en razón de su cotización por las contingencias comunes de 
cobertura obligatoria.
La devolución se efectuará a instancias del interesado, que habrá de formularla en los 
cuatro primeros meses del ejercicio siguiente.
8. Los socios trabajadores de las Cooperativas de Trabajo Asociado dedicados a la 
venta ambulante, que perciban ingresos directamente de los compradores, quedarán 
incluidos, a efectos de la Seguridad Social, en el Régimen Especial de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos, siéndoles de aplicación, a efectos de la cotización, lo previsto 
en el apartado Cinco.4, párrafo primero.
En los supuestos en que se acredite que la venta ambulante se lleva a cabo en 
mercados tradicionales o «mercadillos», con horario de venta inferior a ocho horas al día, se 
podrá elegir entre cotizar por la base mínima establecida en el apartado Cinco.1 o una base 
equivalente al 55 por ciento de esta última. En cualquier caso, se deberá cotizar 
obligatoriamente por las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales, aplicando, sobre la base de cotización elegida, la tarifa de primas contenida 
en la Disposición adicional cuarta de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2007.




9. Los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado dedicados a la venta 
ambulante que hayan quedado incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos en aplicación de lo establecido en el artículo 120.Cuatro.8 de la 
Ley 2/2008, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2009, 
tendrán derecho, durante 2015, a una reducción del 50 por ciento de la cuota a ingresar.
También tendrán derecho a esa reducción los socios trabajadores de Cooperativas de 
Trabajo Asociado dedicados a la venta ambulante que hayan iniciado su actividad y quedado 
incluidos en el citado Régimen Especial a partir del 1 de enero de 2009.
La reducción se aplicará sobre la cuota que resulte de aplicar sobre la base mínima 
elegida, de conformidad con lo previsto en el apartado Cinco.8, el tipo de cotización vigente 
en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.
10. Lo dispuesto en el segundo párrafo del apartado Cinco.8, será de aplicación a las 
personas que se dediquen, de forma individual, a la venta ambulante en mercados 
tradicionales o «mercadillos» con horario de venta inferior a ocho horas al día, siempre que 
no dispongan de establecimiento fijo propio, ni produzcan los artículos o productos que 
vendan.
Seis. Cotización en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, 
establecido en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.
1. Desde el 1 de enero de 2015, los tipos de cotización de los trabajadores incluidos en 
el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Propia Agrarios, establecido en el 
Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos, serán los 
siguientes:
a) Respecto de las contingencias de cobertura obligatoria, cuando el trabajador haya 
optado por elegir como base de cotización una base comprendida entre 884,40 euros 
mensuales y 1.061,40 euros mensuales, el tipo de cotización aplicable será el 18,75 por 
ciento.
Si el trabajador hubiera optado por una base de cotización superior a 1.061,40 euros 
mensuales, a la cuantía que exceda de esta última le será de aplicación el tipo de cotización 
del 26,50 por ciento.
b) Respecto a la mejora voluntaria de la incapacidad temporal por contingencias 
comunes, el tipo de cotización a aplicar a la cuantía completa de la base de cotización del 
interesado será del 3,30 por ciento, o del 2,80 por ciento si el interesado está acogido a la 
protección por contingencias profesionales.
2. Para las contingencias de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales se 
estará a lo dispuesto en el apartado Cinco.6. En el supuesto de que los interesados no 
hubiesen optado por la cobertura de la totalidad de las contingencias profesionales, se 
seguirá abonando en concepto de cobertura de las contingencias de incapacidad 
permanente y muerte y supervivencia, una cuota resultante de aplicar a la base de cotización 
indicada en el apartado Seis.1.a) el tipo del 1,00 por ciento.
3. Los trabajadores incluidos en este Sistema Especial que no hayan optado por dar 
cobertura, en el ámbito de protección dispensada, a la totalidad de las contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, efectuarán una cotización adicional 
equivalente al 0,10 por ciento, aplicado sobre la base de cotización elegida, para la 
financiación de las prestaciones previstas en los Capítulos IV quáter y IV quinquies del Título 
II de la Ley General de la Seguridad Social.
Siete. Cotización en el Régimen Especial de los Trabajadores del Mar.
1. Lo establecido en los apartados Uno y Dos será de aplicación en el Régimen Especial 
de los Trabajadores del Mar, sin perjuicio, en su caso, y para la cotización por contingencias 
comunes, de lo dispuesto en el artículo 19.6 del texto refundido de las Leyes 116/1969, de 
30 de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, aprobado por el Decreto 2864/1974, de 30 de 
agosto, de lo que se establece en el apartado 2 siguiente, y con excepción del tipo de 
cotización por contingencias comunes de los trabajadores por cuenta propia, que será del 
29,30 por ciento al estar acogidos a la protección por contingencias profesionales.
2. La cotización para todas las contingencias y situaciones protegidas en este Régimen 
Especial de los trabajadores incluidos en los grupos segundo y tercero a que se refiere el 




artículo 19.5 del texto refundido aprobado por el Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, se 
efectuará sobre las remuneraciones que se determinen anualmente mediante Orden del 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a propuesta del Instituto Social de la Marina, oídas 
las organizaciones representativas del sector. Tal determinación se efectuará por provincias, 
modalidades de pesca y categorías profesionales, sobre la base de los valores medios de 
remuneración percibida en el año precedente.
Las bases que se determinen serán únicas, sin que puedan ser inferiores ni superiores a 
las que se establezcan para las distintas categorías profesionales, de conformidad con lo 
dispuesto en el párrafo 1 del apartado Dos.
Ocho. Cotización en el Régimen Especial para la Minería del Carbón.
1. A partir de 1 de enero de 2015, la cotización en el Régimen Especial de la Seguridad 
Social para la Minería del Carbón se determinará mediante la aplicación de lo previsto en el 
apartado Dos, sin perjuicio de que, a efectos de la cotización por contingencias comunes, las 
bases de cotización se normalicen de acuerdo con las siguientes reglas:
Primera. Se tendrá en cuenta el importe de las remuneraciones percibidas o que 
hubieran tenido derecho a percibir los trabajadores, computables a efectos de cotización por 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, durante el período comprendido entre 1 
de enero y 31 de diciembre de 2014, ambos inclusive.
Segunda. Dichas remuneraciones se totalizarán agrupándolas por categorías, grupos 
profesionales y especialidades profesionales y zonas mineras, teniendo en cuenta lo 
dispuesto en el artículo 57 del Reglamento General sobre Cotización y Liquidación de otros 
Derechos de la Seguridad Social. Los importes obtenidos, así totalizados, se dividirán por la 
suma de los días a que correspondan.
Tercera. Este resultado constituirá la base normalizada diaria de cotización por 
contingencias comunes, cuyo importe no podrá ser inferior al fijado para el ejercicio 
inmediatamente anterior para esa categoría profesional, incrementado en el mismo 
porcentaje experimentado en el presente ejercicio por el tope máximo de cotización a que se 
refiere el apartado Uno.1, ni superior a la cantidad resultante de elevar a cuantía anual el 
citado tope máximo y dividirlo por los días naturales del año 2014.
2. El Ministerio de Empleo y Seguridad Social fijará la cuantía de las bases 
normalizadas, mediante la aplicación de las reglas previstas en el número anterior.
Nueve. Base de cotización a la Seguridad Social durante la percepción de la prestación 
por desempleo de nivel contributivo y durante la percepción de la prestación por cese de 
actividad de los trabajadores autónomos.
1. Durante la percepción de la prestación por desempleo por extinción de la relación 
laboral la base de cotización a la Seguridad Social de aquellos trabajadores por los que 
exista obligación legal de cotizar, será la base reguladora de la prestación por desempleo, 
determinada según lo establecido en el apartado 1 del artículo 211 del texto refundido de la 
Ley General de la Seguridad Social, con respeto, en todo caso, del importe de la base 
mínima por contingencias comunes prevista para cada categoría profesional y, a efectos de 
las prestaciones de Seguridad Social, dicha base tendrá consideración de base de 
contingencias comunes.
Durante la percepción de la prestación por desempleo por suspensión temporal de la 
relación laboral o por reducción temporal de jornada, ya sea por decisión del empresario al 
amparo de lo establecido en el artículo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores o en virtud de resolución judicial adoptada en el seno de un procedimiento 
concursal, la base de cotización a la Seguridad Social de aquellos trabajadores por los que 
exista obligación legal de cotizar, será equivalente al promedio de las bases de los últimos 
seis meses de ocupación cotizada, por contingencias comunes y por contingencias de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, anteriores a la situación legal de 
desempleo o al momento en que cesó la obligación legal de cotizar.
La reanudación de la prestación por desempleo, en los supuestos de suspensión del 
derecho, supondrá la reanudación de la obligación de cotizar por la base de cotización 
indicada en los párrafos anteriores correspondiente al momento del nacimiento del derecho.




Cuando se hubiese extinguido el derecho a la prestación por desempleo y, en aplicación 
del apartado 3 del artículo 210 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
el trabajador opte por reabrir el derecho inicial, la base de cotización a la Seguridad Social 
será la base reguladora de la prestación por desempleo correspondiente al momento del 
nacimiento del derecho inicial por el que se opta.
Durante la percepción de la prestación sólo se actualizará la base de cotización indicada 
en los párrafos anteriores, cuando resulte inferior a la base mínima de cotización a la 
Seguridad Social vigente en cada momento que corresponda al grupo de cotización del 
trabajador en el momento de producirse la situación legal de desempleo y hasta dicho tope.
2. Durante la percepción de la prestación por desempleo de nivel contributivo, si 
corresponde cotizar en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios 
establecido en el Régimen General de la Seguridad Social, la base de cotización será la 
fijada con carácter general en el apartado Nueve.1.
3. Durante la percepción de la prestación por desempleo, si corresponde cotizar en el 
Régimen Especial para la Minería del Carbón, la base de cotización será la normalizada 
vigente que corresponda a la categoría o especialidad profesional del trabajador en el 
momento de producirse la situación legal de desempleo.
La base de cotización se actualizará conforme a la base vigente en cada momento que 
corresponda al grupo de cotización o categoría o especialidad profesional del trabajador en 
el momento de producirse la situación legal de desempleo.
4. Durante la percepción de la prestación económica por cese de actividad de los 
trabajadores autónomos, la base de cotización a la Seguridad Social por contingencias 
comunes, al régimen correspondiente, será la base reguladora de dicha prestación, 
determinada según lo establecido en el artículo 9.1 de la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la 
que se establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los 
trabajadores autónomos, con respeto, en todo caso, del importe de la base mínima o base 
única de cotización prevista en el correspondiente régimen.
Aquellos colectivos que, conforme a la normativa reguladora de la cotización a la 
Seguridad Social, durante la actividad coticen por una base inferior a la base mínima 
ordinaria de cotización para los trabajadores por cuenta propia o autónomos, cotizarán por 
una base de cotización reducida durante la percepción de la prestación por cese de 
actividad.
Diez. Cotización por Desempleo, Fondo de Garantía Salarial, Formación Profesional y 
Cese de Actividad de los Trabajadores Autónomos.
La cotización por las contingencias de Desempleo, Fondo de Garantía Salarial, 
Formación Profesional y por Cese de Actividad se llevará a cabo, a partir de 1 de enero de 
2015, de acuerdo con lo que a continuación se señala:
1. La base de cotización para Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación 
Profesional en todos los Regímenes de la Seguridad Social que tengan cubiertas las 
mismas, será la correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales.
A las bases de cotización para Desempleo en el Régimen Especial de los Trabajadores 
del Mar será también de aplicación lo dispuesto en el artículo 19.6 del texto refundido 
aprobado por Decreto 2864/1974, de 30 de agosto, y en las normas de desarrollo de dicho 
precepto, sin perjuicio de lo señalado en el apartado Siete.
Las bases de cotización por Desempleo, Fondo de Garantía Salarial y Formación 
Profesional de los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por 
Cuenta Ajena Agrarios establecido en el Régimen General de la Seguridad Social serán las 
fijadas en el apartado Tres.1 y 2, según la modalidad de cotización por contingencias 
profesionales que corresponda a cada trabajador.
La base de cotización por desempleo de los contratos para la formación y el aprendizaje 
será la base mínima correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales.
La base de cotización correspondiente a la protección por cese de actividad de los 
trabajadores incluidos en el Régimen Especial de los Trabajadores por Cuenta Propia o 
Autónomos y de los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por 




Cuenta Propia Agrarios establecido en el citado Régimen Especial, será aquella por la que 
hayan optado los trabajadores incluidos en tales Régimen y Sistema Especiales.
En el Régimen Especial de los Trabajadores del Mar, la base de cotización por cese de 
actividad será la que corresponda al trabajador por cuenta propia incluido en el mismo, 
siéndole de aplicación los coeficientes correctores a los que se refieren el texto refundido de 
las Leyes 116/1969, de 30 de diciembre, y 24/1972, de 21 de junio, aprobado por Decreto 
2864/1974, de 30 de agosto, por el que se regula el Régimen Especial de la Seguridad 
Social de los Trabajadores del Mar, y la Orden de 22 de noviembre de 1974.
Lo dispuesto en el párrafo anterior también será de aplicación a los armadores de 
embarcaciones a que se refiere la Disposición adicional sexta del Real Decreto 1541/2011, 
de 31 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que se 
establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los trabajadores 
autónomos, excepto para los incluidos en el grupo primero de dicho régimen especial, cuya 
base de cotización será la correspondiente a las contingencias de accidentes de trabajo y 
enfermedades profesionales.
2. A partir de 1 de enero de 2015, los tipos de cotización serán los siguientes:
A) Para la contingencia de desempleo:
a) Contratación indefinida, incluidos los contratos indefinidos a tiempo parcial y fijos 
discontinuos, así como la contratación de duración determinada en las modalidades de 
contratos formativos en prácticas y para la formación y el aprendizaje, de relevo, interinidad y 
contratos, cualquiera que sea la modalidad utilizada, realizados con trabajadores 
discapacitados: el 7,05 por ciento, del que el 5,50 por ciento será a cargo del empresario y el 
1,55 por ciento a cargo del trabajador.
b) Contratación de duración determinada:
1.º Contratación de duración determinada a tiempo completo: el 8,30 por ciento, del que 
el 6,70 por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador.
2.º Contratación de duración determinada a tiempo parcial: el 8,30 por ciento, del que el 
6,70 por ciento será a cargo del empresario y el 1,60 por ciento a cargo del trabajador.
El tipo de cotización para los trabajadores por cuenta ajena de carácter eventual, 
incluidos en el Sistema Especial para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido 
en el Régimen General de la Seguridad Social, será el fijado en el inciso 1º, de la letra b) 
anterior, para la contratación de duración determinada a tiempo completo, salvo cuando sea 
de aplicación el tipo de cotización previsto en la letra a) anterior, para contratos concretos de 
duración determinada o para trabajadores discapacitados.
B) Para la cotización al Fondo de Garantía Salarial, el 0,20 por ciento a cargo exclusivo 
de la empresa.
El tipo aplicable para la cotización al Fondo de Garantía Salarial en el Sistema Especial 
para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido en el Régimen General de la 
Seguridad Social será el 0,10 por ciento, que será a cargo exclusivo de la empresa.
C) Para la cotización por Formación Profesional, el 0,70 por ciento, siendo el 0,60 por 
ciento a cargo de la empresa y el 0,10 por ciento a cargo del trabajador.
El tipo aplicable para la cotización por Formación Profesional en el Sistema Especial 
para Trabajadores por Cuenta Ajena Agrarios establecido en el Régimen General de la 
Seguridad Social será el 0,18 por ciento, del que el 0,15 por ciento será a cargo de la 
empresa, y el 0,03 por ciento a cargo del trabajador.
D) Para la protección por cese de actividad el tipo será del 2,20 por ciento.
Once. Cotización en los contratos para la formación y el aprendizaje.
Las cuotas por contingencias comunes a cargo del empresario y a cargo del trabajador, 
por contingencias profesionales, por desempleo, al Fondo de Garantía Salarial y por 
Formación Profesional de los contratos para la formación y el aprendizaje se incrementarán, 
desde el 1 de enero de 2015 y respecto de las cuantías vigentes a 31 de diciembre de 2014, 
en el mismo porcentaje que aumente la base mínima del Régimen General.
Doce. Cotización del personal investigador en formación.




La cotización del personal investigador en formación incluido en el campo de aplicación 
del Real Decreto 63/2006, de 27 de enero, durante los dos primeros años se llevará a cabo 
aplicando las reglas contenidas en el apartado anterior, respecto de la cotización en los 
contratos para la formación y el aprendizaje, en lo que se refiere a la cotización por 
contingencias comunes y profesionales.
El sistema de cotización previsto en este apartado no afectará a la determinación de la 
cuantía de las prestaciones económicas a que se tenga derecho, respecto de la cual se 
seguirá aplicando el importe de la base mínima correspondiente al grupo 1 de cotización del 
Régimen General.
Trece. Especialidades en materia de cotización en relación con el anticipo de la edad de 
jubilación de los bomberos.
En relación con los bomberos a que se refiere el Real Decreto 383/2008, de 14 de 
marzo, por el que se establece el coeficiente reductor de la edad de jubilación en favor de los 
bomberos al servicio de las administraciones y organismos públicos, procederá aplicar un 
tipo de cotización adicional sobre la base de cotización por contingencias comunes, tanto 
para la empresa como para el trabajador.
Durante el año 2015 el tipo de cotización adicional a que se refiere el párrafo anterior 
será del 8,60 por ciento, del que el 7,17 por ciento será a cargo de la empresa y el 1,43 por 
ciento a cargo del trabajador.
Catorce. Especialidades en materia de cotización en relación con el anticipo de la edad 
de jubilación de los miembros del Cuerpo de la Ertzaintza.
En relación con los miembros del Cuerpo de la Ertzaintza a que se refiere la Disposición 
adicional cuadragésima séptima del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, procederá aplicar un tipo de cotización adicional sobre la base de cotización por 
contingencias comunes, tanto para la empresa como para el trabajador.
Durante el año 2015, el tipo de cotización adicional a que se refiere el párrafo anterior 
será del 7,30 por ciento, del que el 6,09 por ciento será a cargo de la empresa y el 1,21 por 
ciento a cargo del trabajador.
Quince. Salvo lo establecido en los apartados anteriores, en ningún caso y por aplicación 
del artículo 16 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, las bases 
mínimas o únicas de cualquiera de los Regímenes que integran el sistema de la Seguridad 
Social podrán ser inferiores a la base mínima del Régimen General.
Dieciséis. Durante el año 2015, la base de cotización por todas las contingencias de los 
empleados públicos encuadrados en el Régimen General de la Seguridad Social a quienes 
hubiera sido de aplicación lo establecido en la Disposición adicional séptima del Real 
Decreto-Ley 8/2010, de 20 de mayo, en tanto permanezca su relación laboral o de servicio, 
será coincidente con la habida en el mes de diciembre de 2010, salvo que por razón de las 
retribuciones que percibieran pudiera corresponder una de mayor cuantía, en cuyo caso será 
ésta por la que se efectuará la cotización mensual.
A efectos de lo indicado en el párrafo anterior, de la base de cotización correspondiente 
al mes de diciembre de 2010 se deducirán, en su caso, los importes de los conceptos 
retributivos que tengan una periodicidad en su devengo superior a la mensual o que no 
tengan carácter periódico y que hubieran integrado dicha base sin haber sido objeto de 
prorrateo.
Diecisiete. Se faculta a la Ministra de Empleo y Seguridad Social para dictar las normas 
necesarias para la aplicación y desarrollo de lo previsto en este artículo.
Artículo 104.  Cotización a derechos pasivos y a las Mutualidades Generales de 
Funcionarios para el año 2015.
Uno. Con efectos de 1 de enero de 2015, los tipos de cotización y de aportación del 
Estado al Régimen Especial de Seguridad Social de los Funcionarios Civiles del Estado, 
gestionado por la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado (MUFACE) a que 
se refiere el Real Decreto Legislativo 4/2000, de 23 de junio, para la financiación de las 




prestaciones a que se refiere el artículo 12, salvo la indicada en la letra h), de la citada 
disposición, serán los siguientes:
1. El porcentaje de cotización de los funcionarios en activo y asimilados integrados en 
MUFACE, se fija en el 1,69 por ciento sobre los haberes reguladores establecidos para el 
año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados en un 0,25 por 
ciento.
2. La cuantía de la aportación del Estado, regulada en el artículo 35 del Real Decreto 
Legislativo 4/2000, representará el 6,36 por ciento de los haberes reguladores establecidos 
para el año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados en un 0,25 
por ciento. De dicho tipo del 6,36, el 4,10 corresponde a la aportación del Estado por activo y 
el 2,26 a la aportación por pensionista exento de cotización.
Dos. Con efectos de 1 de enero de 2015, los tipos de cotización y de aportación del 
Estado al Régimen Especial de Seguridad Social de las Fuerzas Armadas, gestionado por el 
Instituto Social de las Fuerzas Armadas (ISFAS), a que se refiere el Real Decreto Legislativo 
1/2000, de 9 de junio, para la financiación de las prestaciones a que se refiere el artículo 9, 
salvo la indicada en la letra f), de la citada disposición, serán los siguientes:
1. El porcentaje de cotización y de aportación del personal militar en activo y asimilado 
integrado en ISFAS, se fija en el 1,69 por ciento sobre los haberes reguladores establecidos 
para el año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados en un 0,25 
por ciento.
2. La cuantía de la aportación del Estado regulada en el artículo 30 del Real Decreto 
Legislativo 1/2000, representará el 10,37 por ciento de los haberes reguladores establecidos 
para el año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados en un 0,25 
por ciento. De dicho tipo del 10,37, el 4,10 corresponde a la aportación del Estado por activo 
y el 6,27 a la aportación por pensionista exento de cotización.
Tres. Con efectos de 1 de enero de 2015, los tipos de cotización y de aportación del 
Estado al Régimen Especial de la Seguridad Social de los Funcionarios de la Administración 
de Justicia, gestionado por la Mutualidad General Judicial (MUGEJU), a que se refiere el 
Real Decreto Legislativo 3/2000, de 23 de junio, para la financiación de las prestaciones a 
que se refiere el artículo 12, salvo la indicada en la letra f), de la citada disposición, serán los 
siguientes:
1. El porcentaje de cotización del personal de la Administración de Justicia en activo y 
asimilado, integrado en MUGEJU, se fija en el 1,69 por ciento sobre los haberes reguladores 
establecidos para el año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados 
en un 0,25 por ciento.
2. La cuantía de la aportación del Estado, regulada en el artículo 23 del Real Decreto 
Legislativo 3/2000, representará el 5,09 por ciento de los haberes reguladores establecidos 
para el año 2014 a efectos de cotización de Derechos Pasivos, incrementados en un 0,25 
por ciento. De dicho tipo del 5,09, el 4,10 corresponde a la aportación del Estado por activo y 
el 0,99 a la aportación por pensionista exento de cotización.
Cuatro. Durante el año 2015, de acuerdo con las previsiones establecidas en los 
apartados anteriores, el importe de la cuota de derechos pasivos y de la correspondiente a 
las mutualidades generales de funcionarios, respecto del personal incluido en el ámbito de 
cobertura del Régimen de Clases Pasivas del Estado y de los Regímenes Especiales de 
Funcionarios, se determinará mediante la aplicación del tipo porcentual del 3,86 por ciento y 
del 1,69 por ciento, respectivamente, sobre los haberes reguladores establecidos para el año 
2014 a efectos de cotización de derechos pasivos, incrementados en un 0,25 por ciento, y 
que se consignan a continuación:
CUOTAS MENSUALES DE DERECHOS PASIVOS DE LOS FUNCIONARIOS CIVILES DEL 
ESTADO, DEL PERSONAL DE LAS FUERZAS ARMADAS, DE LOS MIEMBROS DE LAS 
CARRERAS JUDICIAL Y FISCAL, DE LOS DEL CUERPO DE SECRETARIOS JUDICIALES 
Y DE LOS CUERPOS AL SERVICIO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA










E (Ley 30/1984) y Agrup. Profesionales (Ley 7/2007) 44,68
CUOTAS MENSUALES DE COTIZACIÓN A LA MUTUALIDAD GENERAL DE 
FUNCIONARIOS CIVILES DEL ESTADO, AL INSTITUTO SOCIAL DE LAS FUERZAS 
ARMADAS Y A LA MUTUALIDAD GENERAL JUDICIAL






E (Ley 30/1984) y Agrup. Profesionales (Ley 7/2007) 19,56
Las citadas cuantías mensuales se abonarán doblemente en los meses de junio y 
diciembre.
Con la excepción establecida en el último inciso del párrafo primero del artículo 23.1 del 
Texto Refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, y de acuerdo con lo dispuesto en 
el mismo, el personal militar profesional que no sea de carrera y el personal militar de las 
Escalas de Complemento y Reserva Naval abonará las cuotas mensuales de derechos 
pasivos minoradas al cincuenta por ciento.
DISPOSICIONES ADICIONALES
I
Primera.  Concesión de subvenciones o suscripción de convenios con Comunidades 
Autónomas que incumplan su objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de 
la regla de gasto.
Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, a partir de la 
entrada en vigor de esta Ley y hasta el 31 de diciembre de 2015, la concesión de 
subvenciones o la suscripción de convenios por parte de cualquiera de los sujetos que 
integran el subsector Administración central o el subsector Administraciones de Seguridad 
Social, a los que se refiere el artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, con la administración de una 
Comunidad Autónoma, definida en los términos del citado artículo, que hubiera incumplido 
su objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto, en su 
caso, para los ejercicios 2013, 2014 o 2015, cuando conlleven una transferencia de recursos 
de los subsectores de la Administración Central o Administraciones de Seguridad Social a la 
Comunidad Autónoma incumplidora, impliquen un compromiso de realización de gastos de 
esta última, o se den ambas circunstancias simultáneamente, precisarán con carácter previo 
a su autorización informe favorable, preceptivo y vinculante, del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.
Respecto de la ejecución de los presupuestos de 2013 se entiende que se ha producido 
el incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria o de deuda pública cuando así 
haya resultado del informe presentado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas al Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, en 




aplicación de lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 17.4 de la Ley Orgánica 2/2012, 
de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Respecto de la ejecución de los presupuestos de 2014, en tanto no se emita el informe al 
que se refiere el párrafo anterior, se entenderá, a los efectos que se derivan de esta 
disposición adicional, que se produce el incumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto cuando así resulte del informe 
previsto en el artículo 17.3 de la citada Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. Cuando, respecto de la ejecución de los 
presupuestos de 2014, se verifique el cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y de deuda pública y de la regla de gasto, no será necesaria la emisión del 
informe regulado en este apartado con independencia de que se pudiera haber producido 
incumplimiento respecto de la ejecución de los presupuestos de 2013.
Respecto de los presupuestos de 2015 se entiende que se ha producido el 
incumplimiento del objetivo de estabilidad presupuestaria, de deuda pública o de la regla de 
gasto cuando así haya resultado de los informes a los que se refiere el artículo 17 de la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 
La verificación en este informe del cumplimiento por una Comunidad Autónoma en los 
presupuestos de 2015 no eximirá de la autorización prevista en este artículo, en el caso en 
que ésta hubiera incumplido en 2013 o 2014 de conformidad con lo establecido en los 
párrafos anteriores.
Dos. La misma exigencia respecto de la concesión de subvenciones o suscripción de 
convenios resultará de aplicación si, de conformidad con lo establecido en el artículo 19 de la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, el Gobierno de la Nación formula una advertencia a una Comunidad Autónoma 
en el caso de que aprecie un riesgo de incumplimiento del objetivo de estabilidad 
presupuestaria, de deuda pública o de la regla de gasto. Esta limitación se aplicará desde el 
momento en que se formule la advertencia.
Tres. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas comunicará el 
incumplimiento o la advertencia a los que se refieren los apartados anteriores a los distintos 
departamentos ministeriales, que a su vez lo comunicarán a las entidades adscritas o 
vinculadas a ellos.
Cuatro. En los supuestos previstos en los apartados anteriores y respecto de los 
convenios suscritos y en ejecución, no procederá su prórroga o modificación sin el previo 
informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
Así mismo, la modificación de la concesión de subvenciones, en los casos en que así 
estuviera previsto en su normativa reguladora, no procederá sin el previo informe favorable 
del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
Cinco. El informe del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas al que se hace 
referencia en los apartados anteriores será emitido por la Secretaria de Estado de 
Presupuestos y Gastos, que tendrá en cuenta, entre otros criterios:
a) La adecuada aplicación, en su caso, de las medidas contenidas en los planes 
económico-financieros.
b) La amplitud de la desviación que se hubiera producido respecto del objetivo de 
estabilidad, de deuda pública o de la regla de gasto establecido. En el caso del apartado 
Dos, la desviación se referirá a la estimación que motivó la advertencia respecto del objetivo.
c) Las causas de dicha desviación.
d) Las medidas que se hubieran adoptado para corregirla.
e) El efecto respecto del déficit o la deuda pública que se pudiera derivar de la 
subvención o del convenio, así como su objeto.
f) La forma de financiación del gasto que se propone.
g) En el caso de subvenciones, o de convenios que se suscriban con la Administración 
de una Comunidad Autónoma para dar cauce a la colaboración entre Administraciones en el 
curso de la tramitación o ejecución de una subvención, el procedimiento de su concesión.
El informe regulado en este artículo será emitido una vez consultada la Secretaría de 
Estado de Administraciones Públicas, que se pronunciará al menos en relación con los 
criterios a), c) y d) establecidos en este apartado, sin perjuicio de que incluya cualquier otra 
consideración que estime pertinente.




Seis. Con carácter previo al acuerdo del Consejo de Ministros sobre distribución de 
créditos regulado en el artículo 86.2 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General 
Presupuestaria, en el caso en que el mismo incluya a Comunidades Autónomas que se 
encuentren en la situación de incumplimiento regulada en el apartado Uno de esta 
disposición, la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos emitirá informe preceptivo y 
vinculante, previa consulta a la Secretaría de Estado de Administraciones Públicas, en el que 
valorará, para dichas Comunidades Autónomas, los criterios previstos en el apartado Cinco 
de esta disposición. La emisión de este informe igualmente producirá efectos, de 
conformidad con lo previsto en el artículo 20.3 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 
Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, respecto de los convenios a través 
de los cuales se formalicen los compromisos financieros.
Segunda.  Préstamos y anticipos financiados con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado.
Con la finalidad de atender al cumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y sostenibilidad financiera, la concesión de préstamos y anticipos financiados 
directa o indirectamente con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos Generales del Estado 
se ajustará, durante 2015, a las siguientes normas:
a) Salvo autorización expresa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas no 
podrán concederse préstamos y anticipos al tipo de interés inferior al de la Deuda emitida 
por el Estado en instrumentos con vencimiento similar.
En el supuesto de préstamos y anticipos a conceder a través de procedimientos de 
concurrencia competitiva, el citado requisito deberá cumplirse en el momento anterior a la 
aprobación de la convocatoria.
La determinación del tipo de interés deberá quedar justificada en el expediente por el 
correspondiente órgano gestor. En los supuestos en que no fuera posible una relación 
directa con la referencia indicada, se acompañará informe de la Secretaría General de 
Tesoro y Política Financiera.
Esta norma no será de aplicación a los siguientes casos:
– Anticipos que se concedan al personal.
– Anticipos reembolsables con fondos comunitarios.
– Préstamos o anticipos cuyo tipo de interés se regule en normas de rango legal.
b) Los beneficiarios de los préstamos o anticipos deberán acreditar que se encuentran al 
corriente del pago de las obligaciones de reembolso de cualesquiera otros préstamos o 
anticipos concedidos anteriormente con cargo a los Presupuestos Generales del Estado. 
Corresponde al centro gestor del gasto comprobar el cumplimiento de tales condiciones con 
anterioridad al pago, exigiendo, cuando no pueda acreditarse de otro modo, una declaración 
responsable del beneficiario o certificación del órgano competente si éste fuere una 
administración pública.
Tercera.  Incorporación de remanentes de tesorería del organismo autónomo Instituto 
Nacional de Administración Pública.
Se autoriza al organismo autónomo Instituto Nacional de Administración Pública, 
dependiente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a incorporar al 
remanente de tesorería propio del organismo los importes no utilizados a final del 
ejercicio 2014, hasta un límite máximo de 301.530,00 euros, de los fondos destinados a 
ejecución de los Planes de Formación para el Empleo asignados al INAP como promotor, y 
de los destinados a las actividades complementarias que tengan relación con el programa de 
Formación para el Empleo en las Administraciones Públicas.
Cuarta.  Adelanto de tesorería de carácter extrapresupuestario para la Mutualidad General 
de Funcionarios Civiles del Estado.
Con carácter excepcional, durante el mes de enero de 2015 podrá anticiparse a la 
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, mediante una operación 
extrapresupuestaria, un importe máximo de 90 millones de euros con cargo a la aportación 




mensual del Estado a la Mutualidad. El anticipo deberá cancelarse mediante aplicación al 
presupuesto en el primer trimestre de 2015.
Quinta.  Convenios de colaboración entre las Entidades Gestoras de la Seguridad Social, las 
Comunidades Autónomas y el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria para el control y 
seguimiento de la incapacidad temporal.
En los convenios de colaboración que formalicen las Entidades Gestoras de la Seguridad 
Social con las Comunidades Autónomas y con el Instituto Nacional de Gestión Sanitaria para 
el control y seguimiento de la incapacidad temporal podrá preverse el anticipo de hasta la 
cuantía total del importe previsto en el respectivo convenio para la financiación de las 
actuaciones a desarrollar por las Comunidades Autónomas y por el Instituto Nacional de 
Gestión Sanitaria.
A estos efectos, con carácter previo a la formalización de los convenios a que se refiere 
el párrafo anterior, se requerirá la autorización del Consejo de Ministros. Con esta finalidad, 
el titular del Ministerio de Empleo y Seguridad Social, previo informe del Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas, elevará la oportuna propuesta al Consejo de 
Ministros.
Sexta.  Ampliación del plazo de cancelación de préstamo otorgado a la Seguridad Social.
Se amplía en 10 años, a partir de 2015, el plazo para la cancelación del préstamo 
otorgado a la Seguridad Social por el Estado, por importe de 444.344.000.000 pesetas 
(2.670.561.225,10 euros), en virtud del artículo 12.Tres de la Ley 41/1994, de 30 de 
diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1995.
Séptima.  Subvenciones estatales anuales para gastos de funcionamiento y de seguridad de 
partidos políticos para 2015.
Conforme con lo dispuesto en la Disposición adicional sexta de la Ley Orgánica 8/2007, 
de 4 de julio, sobre financiación de los partidos políticos, durante el año 2015 la subvención 
estatal para gastos de funcionamiento a partidos políticos (aplicación 
presupuestaria 16.01.924M.485.01) ascenderá a 52.704.14 miles de euros y la asignación 
anual a partidos políticos para gastos de seguridad (aplicación presupuestaria 16.01.924M.
484) ascenderá a 2.706,20 miles de euros.
Octava.  Normas de ejecución presupuestaria del Centro para el Desarrollo Tecnológico 
Industrial (CDTI).
Uno. Durante el ejercicio 2015 la concesión de préstamos y anticipos por parte del CDTI 
se ajustará a las normas previstas en la Disposición adicional segunda de esta Ley para los 
préstamos y anticipos que se financien con cargo al Capítulo 8 de los Presupuestos 
Generales del Estado.
Dos. No se requerirá la autorización prevista en la letra a) de la citada Disposición 
adicional cuando el tipo de interés aplicable a los préstamos y anticipos sea igual o superior 
al tipo de interés euríbor a un año publicado por el Banco de España correspondiente al mes 
anterior a la aprobación de su convocatoria o, en su caso, al mes anterior a su concesión.
Tres. El CDTI ajustará su actividad de forma que no presente necesidad de financiación 
medida según el Sistema Europeo de Cuentas Nacionales.
Cuatro. Trimestralmente el CDTI informará al Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas sobre la ejecución de las operaciones realizadas a efectos de verificar el 
cumplimiento de los límites regulados en los apartados anteriores.
Novena.  Préstamos y anticipos de la política de investigación, desarrollo e innovación.
Durante el ejercicio 2015 la concesión de préstamos y anticipos con cargo a créditos de 
la política 46 «Investigación, desarrollo e innovación» no requerirá de la autorización prevista 
en la letra a) de la Disposición adicional segunda de esta Ley, cuando el tipo de interés 
aplicable a los préstamos y anticipos sea igual o superior al tipo de interés euríbor a un año 
publicado por el Banco de España correspondiente al mes anterior a la aprobación de su 
convocatoria o, en su caso, al mes anterior a su concesión.




Décima.  Régimen excepcional de disposición de los activos del Fondo de Reserva de la 
Seguridad Social.
1. Durante los ejercicios 2015 y 2016 no resultará de aplicación el límite del tres por 
ciento fijado con carácter general en el artículo 4 de la Ley 28/2003, de 29 de septiembre, 
reguladora del Fondo de Reserva de la Seguridad Social.
2. Durante los citados ejercicios, 2015 y 2016, se autoriza la disposición del Fondo de 
Reserva de la Seguridad Social a medida que surjan las necesidades, hasta un importe 
equivalente al importe del déficit por operaciones no financieras que pongan de manifiesto 
las previsiones de liquidación de los presupuestos de las entidades gestoras y servicios 
comunes de la Seguridad Social, que al efecto elabore la Intervención General de la 
Seguridad Social, con arreglo a los criterios establecidos en la normativa reguladora de dicho 
Fondo.
3. El importe de esta disposición del Fondo de Reserva de la Seguridad Social se 
destinará al pago de las obligaciones relativas a las pensiones de carácter contributivo y 
demás gastos necesarios para su gestión.
4. Con carácter trimestral se dará cuenta al Consejo de Ministros de los importes 
dispuestos del Fondo de Reserva de la Seguridad Social.
5. La disposición del importe del Fondo de Reserva de la Seguridad Social, en los 
términos establecidos en los apartados anteriores, se efectuará por la Tesorería General de 
la Seguridad Social en su función de caja pagadora del sistema y competente para la 
distribución en el tiempo y en el territorio de las disponibilidades dinerarias para satisfacer 
puntualmente las obligaciones de la Seguridad Social y evitar los desajustes financieros.
6. Se autoriza a los Ministros de Empleo y Seguridad Social, de Economía y 
Competitividad y de Hacienda y Administraciones Públicas a dictar las instrucciones que 
fuesen precisas para el desarrollo de lo establecido en esta Disposición adicional.
Décima primera.  Centralización de créditos.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, respecto a aquellos contratos 
centralizados cuyos gastos deban imputarse al Programa presupuestario 923R 
«Contratación Centralizada», en cuyo objeto se contemplen obras, bienes o servicios 
destinados a organismos, deberá establecerse el coste asumido a satisfacer por el 
destinatario del bien o servicio para la tramitación de la correspondiente transferencia de 
crédito desde el presupuesto del órgano destinatario a la Sección 31, o cuando no fuera 
posible esta transferencia de acuerdo con el régimen presupuestario aplicable, mediante 
generación de crédito en el Servicio Presupuestario 05 «Dirección General de 
Racionalización y Centralización de la Contratación» de la Sección 31 «Gastos de Diversos 
Ministerios» por el ingreso que efectúe el destinatario del objeto del contrato centralizado.
Las anteriores modificaciones de crédito serán aprobadas por el Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas, a iniciativa de la Dirección General de Racionalización y 
Centralización de la Contratación y a propuesta de la Subsecretaría de Hacienda y 
Administraciones Públicas.
Los expedientes de modificación se iniciarán una vez concluido el proceso informático 
presupuestario de atribución de créditos aprobados en los Presupuestos Generales del 
Estado aprobados por las Cortes.
A partir del ejercicio 2015, dicho sistema de asignación de crédito se simultaneará con la 
dotación inicial que se asigne al citado Servicio Presupuestario, en consonancia con los 
nuevos contratos centralizados tramitados y aquéllos que ya se encuentren formalizados.
II
Décima segunda.  Recuperación de la paga extraordinaria y adicional del mes de diciembre 
de 2012.
Uno. Recuperación de la paga extraordinaria y adicional del mes de diciembre de 2012 
del personal del sector público.
1. Cada Administración Pública, en su ámbito, podrá aprobar el abono de cantidades en 
concepto de recuperación de los importes efectivamente dejados de percibir como 




consecuencia de la supresión de la paga extraordinaria, así como de la paga adicional de 
complemento específico o pagas adicionales equivalentes, correspondientes al mes de 
diciembre de 2012, por aplicación del Real Decreto-ley 20/2012, de 13 de julio, de medidas 
para garantizar la estabilidad presupuestaria y de fomento de la competitividad, con el 
alcance y límites establecidos en la presente disposición.
2. Las cantidades que podrán abonarse por este concepto, sobre el importe dejado de 
percibir por cada empleado en aplicación del artículo 2 del Real Decreto-ley 20/2012, serán 
las equivalentes a la parte proporcional correspondiente a los primeros 44 días de la paga 
extraordinaria, paga adicional de complemento específico y pagas adicionales del mes de 
diciembre. En aquellos casos en los que no hubiera procedido el reconocimiento de la 
totalidad de la paga extraordinaria y adicional de diciembre de 2012, los primeros 44 días se 
reducirán proporcionalmente al cómputo de días que hubiera correspondido.
A los efectos previstos en el párrafo anterior, el cómputo de la parte de la paga 
extraordinaria y pagas adicionales que corresponde a los primeros 44 días, o cifra inferior, se 
realizará, en el caso del personal funcionario o estatutario, conforme a las normas de función 
pública aplicables en cada Administración, o, en el caso del personal laboral, a las normas 
laborales y convencionales, vigentes en el momento en que se dejaron de percibir dichas 
pagas.
Las cantidades que se reconozcan por este concepto al personal a que se refiere el 
apartado 5 del artículo 2 del Real Decreto-ley 20/2012, por no contemplarse en su régimen 
retributivo la percepción de pagas extraordinarias o por percibir más de dos al año, serán las 
equivalentes a un 24,04 por ciento del importe dejado de percibir por aplicación del 
mencionado precepto.
3. La aprobación por cada Administración Pública de las medidas previstas en este 
artículo estarán condicionadas al cumplimiento de los criterios y procedimientos establecidos 
en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Estabilidad 
Financiera.
4. Las cuantías satisfechas por aplicación de lo establecido en esta disposición 
minorarán el alcance de las previsiones contenidas en el apartado 4 del artículo 2 del Real 
Decreto-ley 20/2012.
Dos. Recuperación de la paga extraordinaria y adicional del mes de diciembre de 2012 
del personal del sector público estatal.
1. Durante el año 2015, el personal del sector público estatal definido en las letras a), d) 
y e) del apartado Uno del artículo 22 de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2012, así como el personal de las sociedades, entidades y 
resto de organismos de los apartados f) y g) de dicho precepto que pertenezcan al sector 
público estatal, percibirá las cantidades previstas en el apartado Uno.2 de esta disposición.
2. La recuperación de la paga extraordinaria y pagas adicionales a que se refiere el 
número anterior se efectuará con arreglo a las siguientes reglas:
a) El personal incluido en los puntos 1 y 2 del artículo 3 del Real Decreto-ley 20/2012 
percibirá la parte proporcional correspondiente a los primeros 44 días de la paga 
extraordinaria y pagas adicionales o equivalentes del mes de diciembre de 2012 que fueron 
suprimidas. En aquellos casos en los que no hubiera procedido el reconocimiento de la 
totalidad de la paga extraordinaria y pagas adicionales o equivalentes del mes de diciembre 
de 2012 que fueron suprimidas, los primeros 44 días se reducirán proporcionalmente al 
cómputo de días que hubiera correspondido.
A los efectos previstos en el párrafo anterior, para el cálculo de las cantidades 
correspondientes a los primeros 44 días, en relación con el número de días totales que 
comprenden la paga extraordinaria y pagas adicionales o equivalentes del mes de diciembre 
de 2012 que fueron suprimidas, se utilizarán las reglas de cómputo aplicables a cada tipo de 
personal de acuerdo con su régimen jurídico en vigor en el momento en que se produjo la 
supresión.
Siempre que la normativa aplicable no disponga otra cosa, el número de días totales a 
que se hace referencia en el párrafo anterior será de 183.
b) Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 519 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de 
julio, del Poder Judicial, el personal incluido en los puntos 3, 3 bis, 3 ter y 4 del artículo 3 del 




Real Decreto-ley 20/2012, percibirá un 24,04 por ciento de los importes dejados de percibir 
por aplicación de dichos preceptos.
c) Lo previsto en la letra a) será de aplicación a los Secretarios de Estado, 
Subsecretarios, Directores Generales y asimilados, así como a los Consejeros Permanentes 
y Secretario General del Consejo de Estado, en los mismos términos que al personal 
funcionario.
Al personal a que se refiere el artículo 24.Tres de la Ley 2/2012 se le aplicará igualmente 
lo previsto en la letra a). En caso de no haber tenido derecho a la percepción de paga 
extraordinaria, percibirán un 24,04 por ciento del importe dejado de percibir por aplicación 
del artículo 4 del Real Decreto-ley 20/2012.
d) Los Altos Cargos incluidos en los puntos 1 y 3 del artículo 4 del Real Decreto-
ley 20/2012 percibirán un 24,04 por ciento del importe dejado de percibir por aplicación del 
artículo 4 del Real Decreto-ley 20/2012.
e) Al personal que hubiera cambiado de destino, las cantidades a que se refiere el 
presente apartado le serán abonadas por el ministerio, organismo o entidad en la que se 
encuentre prestando servicios en la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, previa 
petición dirigida al órgano de gestión de personal acompañada de certificación de la 
habilitación de origen de los conceptos e importes efectivamente dejados de percibir como 
consecuencia de la supresión de la paga extraordinaria, así como de la paga adicional de 
complemento específico o pagas adicionales equivalentes, correspondientes al mes de 
diciembre de 2012.
Al personal que hubiera pasado a prestar servicios en una Administración Pública 
distinta, las cantidades a que se refiere el presente apartado le serán abonadas por el 
ministerio, organismo o entidad al que hubiera correspondido abonar la paga extraordinaria, 
previa petición dirigida al órgano de gestión de personal.
Al personal que no se encontrara en situación de servicio activo o asimilada en la fecha 
de entrada en vigor de esta Ley o que hubiera perdido la condición de empleado público, las 
cantidades a que se refiere la presente disposición le serán abonadas por el ministerio, 
organismo o entidad al que hubiera correspondido abonar la paga extraordinaria, previa 
petición dirigida al órgano de gestión de personal, acompañada de certificación de la 
habilitación de origen de los importes efectivamente dejados de percibir como consecuencia 
de la supresión de la paga extraordinaria así como de la paga adicional de complemento 
específico o pagas adicionales equivalentes correspondientes al mes de diciembre de 2012.
En caso de que el personal de que se trate hubiera fallecido a la entrada en vigor de la 
presente disposición, la petición a que se refiere el párrafo anterior deberá formularse por 
sus herederos conforme a Derecho civil.
f) Lo previsto en los apartados anteriores será de aplicación, asimismo, al personal de 
las fundaciones del sector público estatal, de los consorcios participados mayoritariamente 
por la Administración General del Estado o por los organismos o entidades dependientes de 
la misma, así como al del Banco de España y al personal directivo y resto de personal de las 
mutuas de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social y de 
sus entidades y centros mancomunados.
Tres. Aplicación del artículo 24 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la 
Reforma de la Función Pública.
Se suspende y deja sin efecto la aplicación del artículo 24 de la Ley 30/1984, de 2 de 
agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, en lo que resulte estrictamente 
necesario para la aplicación de la presente disposición.
Cuatro. Los apartados Uno y Tres de la presente disposición tienen carácter básico y se 
dictan al amparo de los artículos 149.1.18.ª, 149.1.13.ª y 156.1 de la Constitución.
Décima tercera.  Oferta de Empleo Público para el acceso a las carreras judicial y fiscal.
Con el fin de dar cumplimiento a las previsiones establecidas en la Ley Orgánica 6/1985, 
de 1 de julio, del Poder Judicial, la Oferta de Empleo Público para el acceso a las carreras 
judicial y fiscal que pueda derivarse de la acumulación de plazas prevista en el 
artículo 21.Tres de esta Ley, no podrá superar, en el año 2015, el límite máximo de 100 
plazas, que se destinarán a la sustitución paulatina de empleo temporal.




Décima cuarta.  Militares de tropa y marinería.
Las plantillas máximas de militares de tropa y marinería a alcanzar el 31 de diciembre del 
año 2015 no podrán superar los 79.000 efectivos.
Se autoriza al Ministerio de Defensa a iniciar los procesos de selección y reclutamiento a 
partir de la aprobación de la presente Ley.
Décima quinta.  Contratación de personal de las sociedades mercantiles públicas en 2015.
Uno. En el año 2015, las sociedades mercantiles públicas a que se refiere el artículo 20 
apartado Uno de esta Ley, no podrán proceder a la contratación de nuevo personal.
Esta limitación no será de aplicación cuando se trate de contratación de personal, 
funcionario o laboral, con una relación preexistente de carácter fija e indefinida en el sector 
público estatal, autonómico o local en el que, respectivamente esté incluida la 
correspondiente sociedad mercantil. Los contratos celebrados al amparo de lo establecido 
en este apartado generarán derecho a seguir percibiendo, desde la fecha de su celebración, 
el complemento de antigüedad en la misma cuantía que se viniera percibiendo en el 
Departamento Ministerial, Organismo Público, sociedad, fundación o consorcio de 
procedencia.
Solo en casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables, podrán 
llevar a cabo contrataciones temporales.
Además, las sociedades mercantiles públicas que hayan tenido beneficios en los últimos 
tres ejercicios podrán realizar contratos indefinidos con un límite del 50 por ciento de su tasa 
de reposición, calculada conforme a las reglas del artículo 21.Uno.3 de esta Ley.
Dos. En el caso de las sociedades mercantiles estatales, la contratación indefinida de 
personal requerirá, en todo caso, además de lo establecido en el apartado Uno, informe 
favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas y del accionista 
mayoritario.
Asimismo, la contratación temporal en las citadas sociedades, teniendo en cuenta lo 
indicado en el apartado anterior, se hará de conformidad con los criterios e instrucciones 
que, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, se 
dicten por el accionista mayoritario de las respectivas sociedades.
Las sociedades mercantiles estatales deberán remitir al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, junto con la solicitud de autorización de la masa salarial, 
información relativa a la contratación temporal realizada en el ejercicio anterior, detallando el 
número de jornadas anualizadas y el coste de las mismas.
Tres. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta Disposición adicional tiene carácter 
básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 de la 
Constitución.
Décima sexta.  Contratación de personal de las fundaciones del sector público en 2015.
Uno. En el año 2015, las fundaciones del sector público no podrán contratar nuevo 
personal.
Esta limitación no será de aplicación cuando se trate de contrataciones de personal, 
funcionario o laboral, con una relación preexistente de carácter fija e indefinida en el sector 
público estatal, autonómico o local en el que, respectivamente esté incluida la 
correspondiente fundación del sector público. Los contratos celebrados al amparo de lo 
establecido en este apartado generarán derecho, desde la fecha de su celebración, a seguir 
percibiendo el complemento de antigüedad en la misma cuantía que se viniera percibiendo 
en el Departamento Ministerial, Organismo Público, sociedad, fundación o consorcio de 
procedencia.
Solo en casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables, podrán 
llevar a cabo contrataciones temporales.
Además, las fundaciones que tengan la condición de agentes de ejecución del Sistema 
español de Ciencia, Tecnología e Innovación con arreglo a la Ley 14/2011, de 1 de junio, de 
la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, podrán realizar contratos indefinidos con un límite 
del 50 por ciento de su tasa de reposición, calculada conforme a las reglas del 
artículo 21.Uno.3 de esta Ley.




Dos. En las fundaciones del sector público estatal la contratación indefinida de personal 
requerirá, en todo caso, además de lo establecido en el apartado Uno, informe favorable del 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas. La contratación temporal teniendo en 
cuenta lo indicado en el apartado anterior, se hará de conformidad con los criterios e 
instrucciones que, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, se dicten por los departamentos u organismos de tutela.
Las fundaciones del sector público estatal deberán remitir al Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, junto con la solicitud de autorización de la masa salarial, 
información relativa a la contratación temporal realizada en el ejercicio anterior, detallando el 
número de jornadas anualizadas y el coste de las mismas.
Tres. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta Disposición adicional tiene carácter 
básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 de la 
Constitución.
Décima séptima.  Contratación de personal de los consorcios del sector público en 2015.
Uno. No obstante lo dispuesto en la Disposición adicional vigésima de la Ley 30/1992, 
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común, excepcionalmente, en el año 2015, los consorcios 
participados mayoritariamente por las administraciones y organismos que integran el sector 
público, definido en el artículo 20, apartado Uno de esta Ley, que tengan la condición de 
agentes de ejecución del Sistema Español de Ciencia, Tecnología e Innovación con arreglo 
a la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, podrán realizar 
contratos indefinidos con un límite del 50 por ciento de su tasa de reposición, calculada 
conforme a las reglas del artículo 21.Uno.3 de esta Ley.
Solo en casos excepcionales y para cubrir necesidades urgentes e inaplazables, podrán 
llevar a cabo contrataciones temporales.
Dos. En los consorcios señalados en el apartado Uno con participación mayoritaria del 
sector público estatal, la contratación indefinida de personal requerirá, en todo caso, además 
de lo establecido en el apartado Uno, informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. La contratación temporal, teniendo en cuenta lo indicado en el 
apartado anterior, se hará de conformidad con los criterios e instrucciones que, previo 
informe favorable del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, se dicten por los 
departamentos u organismos con participación mayoritaria en los mismos.
Los consorcios deberán remitir al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, 
junto con la solicitud de autorización de la masa salarial, información relativa a la 
contratación temporal realizada en el ejercicio anterior, detallando el número de jornadas 
anualizadas y el coste de las mismas.
Tres. Tanto los consorcios contemplados en el apartado Dos como los restantes 
consorcios participados mayoritariamente por el sector público estatal, deberán remitir al 
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, junto con la solicitud de autorización de 
la masa salarial, información relativa a la contratación temporal realizada durante el ejercicio 
anterior, detallando el número de jornadas anualizadas y el coste de las mismas.
Cuatro. Lo dispuesto en el apartado Uno de esta Disposición adicional tiene carácter 
básico y se dicta al amparo de lo dispuesto en los artículos 149.1.13.ª y 156.1 de la 
Constitución.
Décima octava.  Modalidades de contratación temporal de personal docente de los Centros 
Universitarios de la Defensa.
Los Centros Universitarios de la Defensa podrán proceder a la contratación temporal de 
personal docente, conforme a las modalidades previstas en los artículos 49, 50, 53 y 54, de 
la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, de Universidades, con respeto a las previsiones 
que se contengan, tanto en esta Ley como en las sucesivas Leyes de Presupuestos 
Generales del Estado sobre la contratación de personal temporal.




Décima novena.  Indemnizaciones por razón del servicio del personal destinado en el 
extranjero.
Durante el próximo ejercicio presupuestario 2015, queda suspendida la eficacia del 
artículo 26.3 del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones por razón 
del servicio.
Vigésima.  Retribuciones de los cargos directivos y restante personal de las Mutuas de 
Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social y de sus 
centros mancomunados.
Uno. Las retribuciones que perciban las personas que a la entrada en vigor de esta ley 
ostenten cargos directivos en las Mutuas de Accidentes de Trabajo y Enfermedades 
Profesionales de la Seguridad Social y en sus centros mancomunados, integrantes del 
sector público estatal de conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, que sean abonadas con cargo al concepto 130 
«Laboral fijo», subconceptos 0 «Altos cargos» y 1 «Otros directivos», del presupuesto de 
gastos de la correspondiente entidad, no podrán exceder del importe más alto de los que 
correspondan a los altos cargos del Gobierno de la Nación, de sus Órganos consultivos, de 
la Administración General del Estado, de los miembros del Consejo General del Poder 
Judicial, del Tribunal Constitucional y del Tribunal de Cuentas. No obstante la limitación 
anterior, los citados cargos directivos podrán percibir retribuciones complementarias por 
encima de la cantidad que resulte de aplicar la misma, en cuyo caso dichas retribuciones 
tendrán la naturaleza de absorbibles por las retribuciones básicas, y quedará determinada la 
exclusiva dedicación de aquéllos y, por consiguiente, su incompatibilidad para el desempeño 
de cualquier otra actividad retribuida.
En ningún supuesto, las retribuciones que, por cualquier concepto, perciban las personas 
a que se refiere el párrafo anterior, podrán experimentar incremento en el ejercicio 2015 
respecto a las cuantías percibidas en el ejercicio 2014.
Dos. En aquéllos supuestos en los que la prestación de los servicios de los cargos 
directivos de las Mutuas y de sus centros mancomunados se inicie a partir de 1 de enero 
de 2010, las retribuciones básicas por cualquier concepto a percibir por los mismos con 
cargo al concepto 130 «Laboral fijo», subconceptos 0 «Altos cargos» y 1 «Otros directivos», 
del presupuesto de gastos de la correspondiente entidad, no podrán exceder las cuantías 
establecidas en el régimen retributivo de los directores generales de las entidades gestoras y 
servicios comunes de la Seguridad Social.
Asimismo, en ningún supuesto las retribuciones que, por cualquier concepto, perciban 
las personas a que se refiere el párrafo anterior, podrán experimentar incremento en el 
ejercicio 2015 respecto a las cuantías percibidas en el ejercicio 2014.
Tres. Las retribuciones del resto del personal al servicio de las Mutuas y de sus centros 
mancomunados quedarán sometidas a lo dispuesto en relación con el personal laboral del 
sector público estatal y, concretamente, a lo establecido en el artículo 25 de esta ley, a 
excepción de lo estipulado sobre el requerimiento de autorización de la masa salarial por 
parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, que no será de aplicación.
Cuatro. A efectos de aplicación de las limitaciones previstas en los apartados Uno y Dos, 
serán computables igualmente las retribuciones que provengan del patrimonio histórico de 
las Mutuas o de las entidades vinculadas a dicho patrimonio.
Vigésima primera.  Módulos para la compensación económica por la actuación de Jueces 
de Paz y Secretarios de Juzgados de Paz.
Uno. Los Jueces de Paz, nombrados con arreglo a lo dispuesto en el artículo 101 de la 
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, percibirán, de acuerdo con el número 
de habitantes de derecho del municipio, las retribuciones anuales que se indican a 
continuación, que no varían respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014:
 Anual
De 1 a 1.999 habitantes 1.072,78
De 2.000 a 4.999 habitantes 1.609,11





De 5.000 a 6.999 habitantes 2.145,45
De 7.000 a 14.999 habitantes 3.218,15
De 15.000 o más habitantes 4.290,85
Dos. El personal, excluido el perteneciente a los cuerpos al servicio de la Administración 
de Justicia, que desempeñe funciones de Secretario de un Juzgado de Paz, con 
nombramiento expedido al efecto, percibirá, de acuerdo con el número de habitantes de 
derecho del municipio, las cuantías anuales que se indican a continuación, que no varían 
respecto de las vigentes a 31 de diciembre de 2014.
 Anual
De 1 a 499 habitantes 531,28
De 500 a 999 habitantes 789,11
De 1.000 a 1.999 habitantes 945,37
De 2.000 a 2.999 habitantes 1.101,55
De 3.000 a 4.999 habitantes 1.414,02
De 5.000 a 6.999 habitantes 1.726,50
Tres. Las cuantías anteriores se financiarán con cargo a las correspondientes 
aplicaciones presupuestarias, y se devengarán por periodos trimestrales en los meses de 
marzo, junio, septiembre y diciembre.
Vigésima segunda.  Incentivos al Rendimiento de las Agencias Estatales.
Los importes globales de incentivos al rendimiento que resulten de la ejecución de los 
contratos de gestión de las Agencias Estatales que dispongan de estos, tendrán como límite 
máximo los importes que por esos mismos conceptos les haya autorizado el Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas en el año 2014.
Vigésima tercera.  Modificaciones de las plantillas de personal estatutario de los Centros y 
Servicios sanitarios de organismos dependientes de la Administración General del Estado.
Las modificaciones de las plantillas de personal estatutario de los Centros y Servicios 
Sanitarios de organismos dependientes de la Administración General del Estado, que 
supongan incrementos netos del número de plazas o del coste de las mismas, o la 
transformación de plazas de personal sanitario en plazas de personal de gestión y servicios 
o viceversa, serán aprobadas previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas.
Vigésima cuarta.  Limitación del gasto en la Administración General del Estado.
Durante el año 2015, cualquier nueva actuación que propongan los departamentos 
ministeriales no podrá suponer aumento neto de los gastos de personal al servicio de la 
Administración.
III
Vigésima quinta.  Extensión al Régimen de Clases Pasivas del Estado de la regulación 
establecida en el apartado 2 del artículo 163 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social.
A las pensiones del Régimen de Clases Pasivas del Estado que se causen a partir de 1 
de enero de 2015, les será aplicable lo establecido en el apartado 2 del artículo 163 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio.




A los efectos de lo establecido en esta disposición, las referencias hechas en el artículo 
mencionado en el párrafo anterior a las letras a) y b) del apartado 1 del artículo 161, al 
apartado 1 del artículo 163 y al artículo 47 del texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, se entenderá que se corresponden, respectivamente, con los 
artículos 28.2.a), 29, 31 y 27.3 del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril. Asimismo, se entenderá por 
período de cotización o años de cotización o cotizados, los años de servicios efectivos al 
Estado según lo previsto en el artículo 32 de dicho texto refundido. Por su parte, las 
referencias a la base reguladora y al tope máximo de la base de cotización vigente en cada 
momento, en cómputo anual, deben entenderse hechas, respectivamente, a los haberes 
reguladores contemplados en el artículo 30 del citado texto refundido y al haber regulador 
del grupo/subgrupo A1 establecido en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para 
cada ejercicio económico, en cómputo anual.
Lo establecido en esta disposición únicamente será de aplicación en los supuestos 
contemplados en el artículo 31 del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado.
Vigésima sexta.  Prestaciones familiares de la Seguridad Social.
A partir de 1 de enero de 2015, la cuantía de las prestaciones familiares de la Seguridad 
Social, en su modalidad no contributiva, así como el importe del límite de ingresos para el 
acceso a las mismas, regulados en la Sección Segunda del Capítulo IX del Título II del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, serán los siguientes:
Uno. La cuantía de la asignación económica establecida en el artículo 182 bis.1 será en 
cómputo anual de 291 euros.
Dos. La cuantía de las asignaciones establecidas en el artículo 182 bis.2 para los casos 
en que el hijo o menor acogido a cargo tenga la condición de discapacitado será:
a) 1.000 euros cuando el hijo o menor acogido a cargo tenga un grado de discapacidad 
igual o superior al 33 por ciento.
b) 4.402,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años y esté afectado por una 
discapacidad en un grado igual o superior al 65 por ciento.
c) 6.604,80 euros cuando el hijo a cargo sea mayor de 18 años, esté afectado por una 
discapacidad en un grado igual o superior al 75 por ciento y, como consecuencia de pérdidas 
anatómicas o funcionales, necesite el concurso de otra persona para realizar los actos más 
esenciales de la vida, tales como vestirse, desplazarse, comer o análogos.
Tres. La cuantía de la prestación por nacimiento o adopción de hijo establecida en el 
artículo 186.1, en supuestos de familias numerosas, monoparentales y en los casos de 
madres discapacitadas, será de 1.000 euros.
Cuatro. Los límites de ingresos para tener derecho a la asignación económica por hijo o 
menor acogido a cargo, a que se refieren los párrafos primero y segundo del 
artículo 182.1.c), quedan fijados en 11.547,96 euros anuales y, si se trata de familias 
numerosas, en 17.380,39 euros, incrementándose en 2.815,14 euros por cada hijo a cargo a 
partir del cuarto, éste incluido.
Vigésima séptima.  Subsidios económicos contemplados en el texto refundido de la Ley 
General de derechos de las personas con discapacidad y de su inclusión social, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, y pensiones asistenciales.
Uno. A partir del 1 de enero del año 2015, los subsidios económicos a que se refiere el 
texto refundido de la Ley General de derechos de las personas con discapacidad y de su 
inclusión social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2013, de 29 de noviembre, se 
fijarán, según la clase de subsidio, en las siguientes cuantías:
 Euros/mes
Subsidio de garantía de ingresos mínimos 149,86
Subsidio por ayuda de tercera persona 58,45
Subsidio de movilidad y compensación por gastos de transporte 63,10




Dos. A partir del 1 de enero del año 2015, las pensiones asistenciales reconocidas en 
virtud de lo dispuesto en la Ley 45/1960, de 21 de julio de 1960 y en el Real 
Decreto 2620/1981, de 24 de julio, se fijarán en la cuantía de 149,86 euros íntegros 
mensuales, abonándose dos pagas extraordinarias del mismo importe que se devengarán en 
los meses de junio y diciembre.
Tres. Las pensiones asistenciales serán objeto de revisión periódica, a fin de comprobar 
que los beneficiarios mantienen los requisitos exigidos para su reconocimiento y, en caso 
contrario, declarar la extinción del derecho y exigir el reintegro de las cantidades 
indebidamente percibidas. El Ministerio de Empleo y Seguridad Social podrá instar la 
incoación de los procedimientos de revisión, a efectos de practicar el ajuste económico y 
presupuestario del gasto generado. Los resultados que ofrezcan aquellos procedimientos 
serán comunicados al citado Departamento ministerial.
Vigésima octava.  Actualización de la cuantía de la prestación económica establecida por la 
Ley 3/2005, de 18 de marzo.
A partir del 1 de enero de 2015, la cuantía de las prestaciones económicas reconocidas 
al amparo de la Ley 3/2005, de 18 de marzo, a los ciudadanos de origen español 
desplazados al extranjero, durante su minoría de edad, como consecuencia de la Guerra 
Civil, y que desarrollaron la mayor parte de su vida fuera del territorio nacional ascenderá, en 
cómputo anual, a la diferencia entre 7.165,38 euros y el importe anual que perciba cada 
beneficiario por las pensiones a que se refieren los apartados a), b) y c) del artículo 2 de la 
Ley 3/2005, o a la diferencia entre 7.165,38 euros y las rentas o ingresos anuales que 
perciban los beneficiarios a que se refiere el apartado d) del artículo 2 de la Ley 3/2005.
Vigésima novena.  Aplazamiento de la aplicación de la Disposición adicional trigésima de la 
Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema 
de Seguridad Social.
Se aplaza la aplicación de lo establecido en la Disposición adicional trigésima de la 
Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema 
de Seguridad Social.
Trigésima.  Incremento para el año 2015 de las prestaciones de gran invalidez del Régimen 
Especial de la Seguridad Social de las Fuerzas Armadas.
Las prestaciones de gran invalidez del Régimen Especial de la Seguridad Social de las 
Fuerzas Armadas, causadas hasta el 31 de diciembre de 2014, experimentarán en 2015 un 
incremento del 0,25 por ciento.
Trigésima primera.  Ayudas sociales a los afectados por el Virus de Inmunodeficiencia 
Humana (V.I.H.).
Durante el año 2015 las cuantías mensuales reconocidas a favor de las personas 
contaminadas por el Virus de Inmunodeficiencia Humana (V.I.H.), establecidas en las letras 
b), c) y d) del artículo 2.1 del Real Decreto-ley 9/1993, de 28 de mayo, se determinarán 
mediante la aplicación de las proporciones reguladas en las letras citadas sobre el importe 
de 610,17 euros.
IV
Trigésima segunda.  Interés legal del dinero.
Uno. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 de la Ley 24/1984, de 29 de junio, 
sobre modificación del tipo de interés legal del dinero, éste queda establecido en el 3,50 por 
ciento hasta el 31 de diciembre del año 2015.
Dos. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere al artículo 26.6 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, será del 4,375 por ciento.
Tres. Durante el mismo periodo, el interés de demora a que se refiere el artículo 38.2 de 
la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, será el 4,375 por ciento.




Trigésima tercera.  Pagos por remuneración negativa de fondos del Tesoro Público.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se autoriza a la Secretaría 
General del Tesoro y Política Financiera a efectuar, mediante operaciones no 
presupuestarias, los pagos correspondientes a las obligaciones económicas que se deriven 
de la aplicación de tipos de interés negativos por el Banco de España o en las operaciones 
de gestión de liquidez a que se refiere el artículo 108.2 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria.
Con posterioridad a su realización, la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera 
procederá a la aplicación al Presupuesto de los pagos realizados en el ejercicio, salvo los 
efectuados en el último trimestre el mismo, que se aplicarán al Presupuesto en el año 
siguiente.
Trigésima cuarta.  Seguro de Crédito a la Exportación.
El límite máximo de cobertura para nueva contratación, excluidas las Pólizas Abiertas de 
Corto Plazo, salvo las de Créditos Documentarios, que podrá asegurar y distribuir la 
Compañía Española de Seguros de Crédito a la Exportación, Sociedad Anónima (CESCE) 
será, para el ejercicio del año 2015, de 9.000.000 miles de euros.
Trigésima quinta.  Apoyo financiero a empresas de base tecnológica, capitalización.
El importe total máximo que podrá aprobarse durante el año 2015 para las operaciones a 
las que se refiere el apartado 1 de la Disposición adicional segunda de la Ley 6/2000, de 13 
de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales urgentes de estímulo al ahorro 
familiar y a la pequeña y mediana empresa, será de 18.579,76 miles de euros, cantidad que 
se financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 27.14.467C.831.15.
La aprobación de cualquier convenio o convocatoria de ayudas o préstamos (incluidas 
las órdenes de bases y demás normativa que las regule) a realizar para disponer del crédito 
previsto en el párrafo anterior, necesitará del informe favorable de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para hacer 
posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos.
Trigésima sexta.  Apoyo financiero a empresas de base tecnológica, Préstamos 
participativos.
El importe total máximo que podrá aprobarse durante el año 2015 para las operaciones 
de la línea de financiación creada en el apartado 2 de la Disposición adicional segunda de la 
Ley 6/2000, de 13 de diciembre, por la que se aprueban medidas fiscales urgentes de 
estímulo al ahorro familiar y a la pequeña y mediana empresa, será de 20.446,76 miles de 
euros, cantidad que se financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 20.16.433M.
821.11.
La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer del crédito 
previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para hacer 
posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos.
Trigésima séptima.  Apoyo financiero a las pequeñas y medianas empresas.
El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación creada en la Disposición 
adicional vigésimo quinta de la Ley 2/2004, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2005, será de 57.425,48 miles de euros, cantidad que se financiará 
con cargo a la aplicación presupuestaria 20.16.433M.821.10.
La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer del crédito 
previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para hacer 
posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos.




Trigésima octava.  Apoyo financiero a emprendedores y empresas TIC-Agenda Digital.
Uno. La dotación máxima para el ejercicio 2015 de la línea de financiación establecida 
en la Disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, 
de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, será de 15.000 miles de euros y se 
financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 20.12.467I.821.11.
Dos. La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer del 
crédito previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la Secretaría de 
Estado de Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para 
hacer posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos.
Tres. El importe de los fallidos que podrá ser objeto de compensación como 
consecuencia de la aplicación en 2015 de dicha línea de financiación, tendrá un máximo 
de 3.015 miles de euros, que se financiarán conforme a lo previsto en el apartado Dos de la 
Disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2013.
Trigésima novena.  Apoyo financiero a jóvenes emprendedores.
El importe de la aportación del Estado a la línea de financiación creada en la Disposición 
adicional vigésima tercera de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2011, será de 20.446,76 miles de euros, cantidad que se 
financiará con cargo a la aplicación presupuestaria 20.16.433M.821.12.
La aprobación de cualquier acto o negocio jurídico a realizar para disponer del crédito 
previsto en el párrafo anterior necesitará del informe favorable de la Secretaría de Estado de 
Presupuestos y Gastos sobre el cumplimiento de los requisitos necesarios para hacer 
posible su financiación mediante Fondos Estructurales Europeos.
Cuadragésima.  Apoyo financiero a los préstamos universitarios firmados de conformidad 
con la Orden EDU/3248/2010, de 17 de diciembre y acogidos al Convenio de colaboración 
suscrito el 27 de diciembre de 2010 entre el Ministerio de Educación y el Instituto de Crédito 
Oficial para la instrumentación de la ampliación del periodo de carencia y amortización de 
préstamos suscritos en el marco de la Línea «ICO- Préstamos Universidad 2010/2011».
Uno. Conforme a lo previsto en el artículo 7.2 de la Ley 47/2003, General 
Presupuestaria, los estudiantes universitarios que tengan suscrito un préstamo con una 
entidad financiera adherida a la línea de préstamos universitarios publicada en la Orden 
EDU/3248/2010, de 17 de diciembre, para realizar estudios de máster y de doctorado que 
acrediten encontrarse en una situación que les impida cumplir con las correspondientes 
obligaciones de pago y cuyo plazo de carencia no haya vencido, podrán solicitar la 
ampliación del periodo de carencia y de amortización.
La ampliación del periodo de carencia y de amortización se concederá mediante la 
solicitud a la entidad financiera de forma automática para todas las operaciones que se 
soliciten, mediante la firma de un nuevo préstamo o novación de la operación inicial en el 
marco de la Línea «ICO-Préstamos Universidad 2010/2011».
Dos. Los prestatarios deberán cumplir las siguientes condiciones:
a) Que no concurra alguna de las circunstancias contempladas en el artículo 13.2 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones.
b) Que se garantice el cumplimiento del objeto por el que se autorizó el préstamo, 
mediante la acreditación del título de máster o de doctorado para el que se concedió el 
préstamo. En el caso de las enseñanzas de doctorado para las que el artículo 10.2.c) de la 
Orden EDU/3248/2010, de 17 de diciembre, fijaba un plazo máximo de cinco años, se 
deberá acreditar la formalización de la matrícula y el registro del proyecto de la tesis en la 
universidad.
c) Que los ingresos en el ejercicio anterior al de inicio de la amortización fijada en el 
contrato inicial no superaron el umbral de 22.000 euros/año de la base general y del ahorro/
IRPF, o que en esa fecha, los ingresos hayan sido inferiores a las cuantías que determinan 
la obligación de presentar declaración por IRPF conforme a la normativa en vigor.
Tres. La ampliación de periodo de carencia y de amortización y el plazo para solicitarla 
se aplicará a los préstamos para estudios de máster o doctorado de 120 créditos o 




equivalentes a dos cursos académicos cuya carencia finaliza en el año 2015 y que podrán 
ampliar de cuatro años a seis años la carencia y el período de amortización pasará de seis a 
diez años.
El plazo para solicitar la ampliación del plazo comenzará 2 meses antes de finalizar el 
período de carencia y finalizará al cierre del mismo.
Cuatro. La aplicación de las medidas y modificaciones propuestas conllevará la firma de 
Adenda al Convenio entre el Ministerio y el ICO, así como la suscripción de la 
correspondiente Adenda a los Contratos de Financiación del ICO con las Entidades de 
Crédito, donde se regulen las condiciones y plazos para acogerse a las medidas.
Cinco. El Ministerio de Educación, Cultura y Deporte dictará las resoluciones precisas 
para el cumplimiento de lo dispuesto en esta disposición.
Cuadragésima primera.  Apoyo financiero a las actuaciones en Parques Científicos y 
Tecnológicos.
Uno. El Ministerio de Economía y Competitividad, previo informe preceptivo y vinculante 
de la Secretaría de Estado de Presupuestos y Gastos, a solicitud de las entidades 
promotoras de parques científicos y tecnológicos cuya titularidad ostenten las 
Administraciones Públicas o instituciones públicas sin ánimo de lucro que se hubieran 
acogido a alguno de los aplazamientos previstos en la disposición adicional cuadragésima 
octava de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2011, en la disposición adicional trigésima quinta de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2012, y en la disposición adicional 
cuadragésima tercera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2013, podrá conceder una moratoria, para las cuotas aplazadas en 
virtud de las disposiciones adicionales citadas con vencimiento en el año 2015, más sus 
intereses. A tal efecto se constituirá un nuevo crédito por la totalidad del importe de las 
cuotas a aplazar, más sus intereses, con vencimiento a 1 de enero de 2017 y plazo de 
amortización de hasta veinte años, con amortizaciones anuales constantes.
Dos. Lo previsto en el apartado anterior también será de aplicación a aquellas entidades 
que en su día solicitaron acogerse a los citados aplazamientos pero no obtuvieron una 
resolución definitiva favorable de concesión a causa de no haber podido aportar, en aquel 
momento, las garantías adicionales exigidas, o no se llegó a emitir resolución. En este caso, 
junto a la solicitud de moratoria, se deberán aportar las citadas garantías adicionales 
exigidas. Si el Ministerio de Economía y Competitividad hubiera llegado a emitir en su día 
una propuesta de resolución provisional favorable, el importe de las cuotas a aplazar será el 
que figure como pagos 2015 en dicha propuesta de resolución provisional. Si no se llegó a 
emitir la propuesta de resolución provisional, el importe de las cuotas a aplazar será el que 
hubiera correspondido que figurara como pago 2015 en la citada propuesta.
Tres. El Ministerio de Economía y Competitividad concederá la moratoria una vez 
comprobada la viabilidad económica y financiera de la entidad solicitante o, en su caso, 
constatada la asunción solidaria de la deuda por la Administración pública de dependencia, 
con arreglo a las siguientes condiciones:
1. Se respetarán los límites de intensidad de ayuda permitidos por la normativa 
comunitaria en materia de ayudas de Estado.
2. El nuevo crédito devengará el tipo de interés de la deuda emitida por el Estado en 
instrumentos con vencimiento similar.
3. Deberán aportarse las garantías adicionales que en cada caso se determinen.
4. En el caso de entidades del sector público, la operación deberá contar con la 
autorización de la Administración a la que la entidad pertenezca y adicionalmente dicha 
Administración deberá asumir solidariamente el pago de la deuda cuya moratoria se solicita. 
Así mismo, las cuotas del nuevo crédito podrán ser objeto de compensación con cualquier 
pago que debiera realizarse desde el Estado a la citada Administración.
Cuatro. Se habilita a la titular de la Secretaría de Estado de Investigación, Desarrollo e 
Innovación para dictar las resoluciones e instrucciones que, en su caso, sean precisas para 
el cumplimiento de esta disposición.




Cuadragésima segunda.  Dotación de los fondos de fomento a la inversión española con 
interés español en el exterior.
Uno. La dotación del Fondo para Inversiones en el Exterior se establece en 40.000 miles 
de euros en el año 2015. El Comité Ejecutivo del Fondo para Inversiones en el Exterior 
podrá aprobar durante el año 2015 operaciones por un importe total máximo equivalente 
a 300.000 miles de euros.
Dos. La dotación del Fondo de Operaciones de Inversión en el Exterior de la Pequeña y 
Mediana Empresa se establece en 10.000 miles de euros en el año 2015. El Comité 
Ejecutivo del Fondo de Operaciones de Inversión en el Exterior de la Pequeña y Mediana 
Empresa podrá aprobar durante el año 2015 operaciones por un importe total máximo 
equivalente a 35.000 miles de euros.
Cuadragésima tercera.  Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras 
y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia.
Uno. El Fondo de apoyo para la promoción y desarrollo de infraestructuras y servicios del 
Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia, creado en la Disposición Adicional 
sexagésima primera de la Ley 2/2008, de Presupuestos Generales del Estado para 2009 y 
que tiene por objeto prestar apoyo financiero a las empresas que lleven a cabo dicha 
actividad, tendrá una dotación para el ejercicio 2015 de 5.000 miles de euros, aportados por 
el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. Dicha dotación será desembolsada y 
transferida a la Sociedad Estatal de Participaciones Industriales (SEPI) con cargo a los 
Presupuestos Generales del Estado de 2015.
Dos. El procedimiento y condiciones aplicables a la gestión del Fondo, así como los 
criterios y procedimientos de selección, concesión y control de la financiación a otorgar por el 
mismo, serán los establecidos en el convenio firmado para el ejercicio 2009 entre el 
Ministerio de Economía y Hacienda, el Ministerio de Sanidad y Política Social y la Sociedad 
Estatal de Participaciones Industriales (SEPI), salvo que por las Instituciones firmantes se 
considere necesario efectuar alguna modificación para su mejor funcionamiento.
Tres. El Fondo podrá utilizar remanentes de convocatorias anteriores en la financiación a 
conceder a empresas en convocatorias posteriores. El Fondo podrá utilizar los recursos 
procedentes de las amortizaciones y los rendimientos financieros de financiaciones 
concedidas en la financiación a conceder empresas en nuevas convocatorias.
Cuatro. El Fondo podrá dedicar parte de sus recursos a la constitución de Fondos que 
tendrían el mismo fin pero limitarían su ámbito de actuación a una Comunidad Autónoma, 
previa decisión por unanimidad de la Comisión de Inversiones y Seguimiento prevista en el 
citado Convenio. Estos nuevos Fondos, constituidos a través de un Convenio de las partes, 
contarían con los recursos aportados por el Fondo del Ministerio de Sanidad, Servicios 
Sociales e Igualdad, la Comunidad Autónoma correspondiente y las entidades económico-
financieras que pudieran estar interesadas.
Cinco. A la liquidación del Fondo, que se producirá a los diez años a contar desde la 
primera aportación del Ministerio de Educación, Política Social y Deporte, SEPI ingresará en 
el Tesoro Público la dotación percibida con cargo a los Presupuestos Generales del Estado, 
menos el importe correspondiente a las operaciones de financiación fallidas, si las hubiere, y 
los gastos derivados de la gestión del Fondo desde su creación, más los rendimientos 
financieros que puedan generar las cantidades aportadas al mismo.
Seis. Este Fondo carece de personalidad jurídica. Las responsabilidades del Fondo se 
limitarán exclusivamente a aquéllas que la entidad gestora haya contraído por cuenta del 
mismo. Igualmente, los posibles acreedores del Fondo no podrán hacer efectivos sus 
créditos contra el patrimonio de la entidad gestora.
Cuadragésima cuarta.  Ayudas derivadas del Programa Operativo del Fondo de Ayuda a 
los más Desfavorecidos (FEAD).
Excepcionalmente y con vigencia hasta el año 2020, debido a su especial finalidad, las 
ayudas derivadas del Programa Operativo del Fondo de Ayuda a los más Desfavorecidos 
(FEAD) tendrán el mismo régimen de anticipos por parte del Tesoro que el establecido en el 
artículo 82 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria para las 
operaciones financiadas por fondos FEAGA y FEADER.




La cantidad máxima anual a anticipar será de 100 millones de euros. La cancelación de 
los sucesivos anticipos deberá producirse en un plazo inferior a seis meses desde la efectiva 
disposición de los mismos.
Cuadragésima quinta.  Garantía del Estado para obras de interés cultural.
Uno. De acuerdo con lo establecido en el apartado 3 de la disposición adicional novena 
de la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, durante el 
ejercicio 2015, el importe total acumulado, en todo momento, de los compromisos otorgados 
por el Estado respecto a todas las obras o conjuntos de obras cedidas temporalmente para 
su exhibición en instituciones de competencia exclusiva del Ministerio de Educación, Cultura 
y Deporte, y sus Organismos públicos adscritos no podrá exceder de 2.250.000 miles de 
euros. Se excluirá del cómputo de dicho importe máximo la cuantía contemplada en el punto 
dos de esta disposición adicional.
El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen por primera vez en el 
año 2015 para obras o conjuntos de obras destinadas a su exhibición en una misma 
exposición será de 231.000 miles de euros. Una vez devueltas las obras a los cedentes y 
acreditado por los responsables de las exposiciones el término de la Garantía otorgada sin 
incidencia alguna, las cantidades comprometidas dejarán de estarlo y podrán ser de nuevo 
otorgadas a una nueva exposición.
Excepcionalmente este límite máximo podrá elevarse por encima de los 231.000 miles 
de euros por acuerdo del Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Economía y 
Competitividad, por iniciativa del Ministerio de Educación, Cultura y Deporte.
El importe máximo comprometido en una obra, a efectos de su cobertura por la Garantía 
del Estado, no podrá superar los 150.000 miles de euros.
Dos. El límite máximo de los compromisos específicos que se otorguen a la Fundación 
Colección Thyssen-Bornemisza respecto a las obras destinadas a su exhibición en las sedes 
de la Fundación ubicadas en España en relación con el «Contrato de Préstamo de Obras de 
arte entre de una parte la Fundación Colección Thyssen-Bornemisza y de otra Omicron 
Collections Limited, Nautilus Trustees Limited, Coraldale Navigation Incorporated, Imiberia 
Anstalt, y la Baronesa Carmen Thyssen-Bornemisza», para el año 2015 será de 400.000 
miles de euros.
Tres. En el año 2015 también será de aplicación la Garantía del Estado a las 
exposiciones organizadas por el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, por el Consejo 
de Administración de Patrimonio Nacional, y por la «Sociedad Estatal de Acción Cultural S.A. 
(AC/E)» siempre y cuando se celebren en instituciones de las que la Administración General 
del Estado sea titular. Asimismo la Garantía del Estado será de aplicación a las exposiciones 
organizadas por la Fundación Lázaro Galdiano en la sede de su Museo y a la Fundación 
Carlos de Amberes en la sede de su fundación en Madrid.
Cuatro. Con carácter excepcional, en el año 2015, el límite máximo de los compromisos 
otorgados por el Estado para el aseguramiento de los préstamos incluidos en las dos 
exposiciones que el Museo Nacional Centro de Arte Reina Sofía celebrará bajo los títulos 
«Im Obersteg Collection» y «Kunstmuseum Basel», no podrá exceder de 1.500.000 miles de 
euros. Esta cantidad se computará de forma independiente a los límites previstos en los 
apartados anteriores.
Cuadragésima sexta.  Endeudamiento de la entidad pública empresarial ADIF-Alta 
Velocidad.
Con el fin de garantizar la adecuación a la nueva normativa reguladora del Sistema 
Europeo de Cuentas Nacionales así como el cumplimiento de los objetivos y compromisos 
adquiridos en materia de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera, la Entidad 
Pública ADIF-Alta Velocidad precisará la autorización del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas para llevar a cabo las operaciones de endeudamiento, cualquiera 
que sea la forma en la que estas se formalicen, incluidas en el límite máximo de 
endeudamiento de la entidad contemplado en la presente Ley.
Las autorizaciones se instrumentarán de acuerdo con las siguientes reglas, atendiendo 
al tipo de operaciones:




1. En cualquier caso, las operaciones deberán estar previstas en los planes y programas 
de actuación y/o inversión de la Entidad.
2. El saldo vivo de la deuda a corto plazo no podrá variar desde la entrada en vigor de 
esta Ley hasta el 31 de diciembre de 2015 en una cuantía superior a la que se determine por 
el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
3. Cada una de las operaciones de endeudamiento con un plazo de vencimiento superior 
a un año, precisará la autorización del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas.
4. El expediente de autorización será remitido por ADIF-Alta Velocidad al Ministerio de 
Hacienda y Administraciones Públicas con toda la documentación precisa y descriptiva de 
las operaciones a efectuar y con indicación de las consecuencias que de las mismas puedan 
resultar para los planes y programas de actuación y/o inversión de la Entidad, así como para 
la absorción de fondos comunitarios o el cumplimiento de otras obligaciones financieras 
asumidas por ADIF-Alta Velocidad.
Cuadragésima séptima.  Concesión de moratoria a la sociedad estatal Navantia, S.A.
Se concede a la sociedad estatal Navantia, S. A. una moratoria de tres años para el 
reintegro de la financiación comprometida conforme al vigente Convenio de colaboración 
entre el Ministerio de Industria, Energía y Turismo y la empresa Navantia, S. A. para el 
desarrollo tecnológico del programa de submarinos S-80.
Las cantidades afectadas por la moratoria prevista en esta Disposición adicional 
devengarán interés de demora durante el tiempo que medie entre las fechas de pago 
actualmente previstas en el vigente Convenio de colaboración entre el Ministerio de 
Industria, Energía y Turismo y la empresa Navantia, S. A. para el desarrollo tecnológico del 
programa de submarinos S-80 y la fecha definitiva de cada uno de los pagos tras la 
moratoria. Los intereses de demora devengados como consecuencia de la moratoria, que se 
calcularán al tipo de interés legal del dinero, serán abonados por Navantia, S. A. 
separadamente para cada una de las anualidades al tiempo de realizar el pago de cada una 
de ellas.
En todo lo no previsto de modo expreso en esta Disposición adicional, subsiste sin 
ninguna modificación lo establecido en el vigente Convenio de colaboración entre el 
Ministerio Industria, Energía y Turismo y la empresa Navantia, S. A. para el desarrollo 
tecnológico del programa de submarinos S-80.
V
Cuadragésima octava.  Financiación de Corporación RTVE.
Con efectos 1 de enero de 2015, el porcentaje sobre el rendimiento de la tasa sobre 
reserva de dominio público radioeléctrico a percibir por la Corporación RTVE, según el 
artículo 4.2 de la Ley 8/2009, de 28 de agosto, de financiación de la Corporación de Radio y 
Televisión Española, queda fijado en el 100 %, con un importe máximo de 330 millones de 
euros.
Téngase en cuenta que esta disposición se deroga, con efectos de 1 de enero de 2015, por la 
disposición derogatoria única del Real Decreto-ley 17/2014, de 26 de diciembre. Ref. BOE-
A-2014-13613.
Cuadragésima novena.  Afectación de la recaudación de las tasas de expedición del 
Documento Nacional de Identidad y Pasaportes.
Se afecta la recaudación de las tasas de expedición del Documento Nacional de 
Identidad y pasaportes con vigencia indefinida a la financiación de las actividades 
desarrolladas por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda, en 
cumplimiento de las encomiendas de gestión realizadas por los centros del Ministerio del 
Interior para la expedición de los indicados documentos, en los porcentajes que se recogen a 
continuación:




Tasa Porcentaje de afectación
Tasa de expedición del DNI 82 %
Tasa de expedición del pasaporte 59 %
Quincuagésima.  Asignación de cantidades a actividades de interés general consideradas 
de interés social.
El Estado destinará a subvencionar actividades de interés general consideradas de 
interés social, en la forma que reglamentariamente se establezca, el 0,7 por ciento de la 
cuota íntegra del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas del ejercicio 2015 
correspondiente a los contribuyentes que manifiesten expresamente su voluntad en tal 
sentido.
A estos efectos, se entenderá por cuota íntegra del impuesto la formada por la suma de 
la cuota íntegra estatal y de la cuota íntegra autonómica en los términos previstos en la Ley 
reguladora del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas.
La liquidación definitiva de la asignación correspondiente al ejercicio de 2015 se llevará a 
cabo antes del 30 de abril de 2017, efectuándose una liquidación provisional el 30 de 
noviembre de 2016 que posibilite la iniciación anticipada del procedimiento para la concesión 
de las subvenciones.
La cuantía total asignada en los presupuestos de 2015 para actividades de interés 
general consideradas de interés social se distribuirá aplicando los siguientes porcentajes: 
El 77,72 por 100 al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, el 19,43 por 100 al 
Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación y el 2,85 por 100 al Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. Estos porcentajes serán de aplicación sobre la 
liquidación definitiva practicada en el propio ejercicio 2015.
Quincuagésima primera.  Financiación a la Iglesia Católica.
Durante el año 2015 el Estado entregará, mensualmente, a la Iglesia 
Católica 13.266.216,12 euros, a cuenta de la cantidad que deba asignar a la Iglesia por 
aplicación de lo dispuesto en los apartados Uno y Dos de la Disposición adicional 
decimoctava de la Ley 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado 
para el año 2007.
Antes del 30 de noviembre de 2016, se efectuará una liquidación provisional de la 
asignación correspondiente a 2015, practicándose la liquidación definitiva antes del 30 de 
abril de 2017. En ambas liquidaciones, una vez efectuadas, se procederá por las dos partes 
a regularizar, en un sentido o en otro, el saldo existente.
Quincuagésima segunda.  Actividades prioritarias de mecenazgo.
Uno. De acuerdo con lo establecido en el artículo 22 de la Ley 49/2002, de 23 de 
diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales 
al mecenazgo, durante el año 2015 se considerarán actividades prioritarias de mecenazgo 
las siguientes:
1.ªLas llevadas a cabo por el Instituto Cervantes para la promoción y la difusión de la 
lengua española y de la cultura mediante redes telemáticas, nuevas tecnologías y otros 
medios.
2.ªLa promoción y la difusión de las lenguas oficiales de los diferentes territorios del 
Estado español llevadas a cabo por las correspondientes instituciones de las Comunidades 
Autónomas con lengua oficial propia.
3.ªLa conservación, restauración o rehabilitación de los bienes del Patrimonio Histórico 
Español que se relacionan en el Anexo XIII de esta Ley, así como las actividades y bienes 
que se incluyan, previo acuerdo entre el Ministerio de Educación, Cultura y Deporte y el 
Ministerio de Industria, Energía y Turismo, en el programa de digitalización, conservación, 
catalogación, difusión y explotación de los elementos del Patrimonio Histórico Español 
«patrimonio.es» al que se refiere el artículo 75 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, de 
Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social.




4.ªLos programas de formación del voluntariado que hayan sido objeto de subvención 
por parte de las Administraciones Públicas.
5.ªLos proyectos y actuaciones de las Administraciones Públicas dedicadas a la 
promoción de la Sociedad de la Información y, en particular, aquellos que tengan por objeto 
la prestación de los servicios públicos por medio de los servicios informáticos y telemáticos a 
través de Internet.
6.ªLa investigación, desarrollo e innovación en las Infraestructuras Científicas que, a este 
efecto, se relacionan en el Anexo XIV de esta Ley.
7.ªLa investigación, el desarrollo y la innovación orientados a resolver los retos de la 
sociedad identificados en la Estrategia Española de Ciencia y Tecnología y de Innovación 
para el período 2013-2020 y realizados por las entidades que, a estos efectos, se 
reconozcan por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, a propuesta del 
Ministerio de Economía y Competitividad.
8.ªEl fomento de la difusión, divulgación y comunicación de la cultura científica y de la 
innovación llevadas a cabo por la Fundación Española para la Ciencia y la Tecnología.
9.ªLos programas dirigidos a la erradicación de la violencia de género que hayan sido 
objeto de subvención por parte de las Administraciones Públicas o se realicen en 
colaboración con éstas.
10.ªLas actividades de fomento, promoción y difusión de las artes escénicas y musicales 
llevadas a cabo por las Administraciones Públicas o con el apoyo de éstas.
11.ªLas llevadas a cabo por la Biblioteca Nacional de España en cumplimiento de los 
fines y funciones de carácter cultural y de investigación científica establecidos por el Real 
Decreto 1638/2009, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Estatuto de la Biblioteca 
Nacional de España.
12.ªLas llevadas a cabo por la Fundación CEOE en colaboración con el Consejo 
Superior de Deportes y la Asociación de Deportistas en el marco del proyecto «España 
Compite: en la Empresa como en el Deporte» con la finalidad de contribuir al impulso y 
proyección de las PYMES españolas en el ámbito interno e internacional, la potenciación de 
jóvenes talentos deportivos y la promoción del empresario como motor de crecimiento 
asociado a los valores del deporte.
Los donativos, donaciones y aportaciones a las actividades señaladas en el párrafo 
anterior que, de conformidad con el apartado Dos de esta disposición adicional, pueden 
beneficiarse de la elevación de cinco puntos porcentuales de los porcentajes y límites de las 
deducciones establecidas en los artículos 19, 20 y 21 de la citada Ley 49/2002 tendrán el 
límite de 50.000 euros anuales para cada aportante.
13.ªLas llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo para la lucha contra la pobreza y la consecución de un desarrollo humano 
sostenible en los países en desarrollo.
14.ªLas llevadas a cabo por la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo para la promoción y el desarrollo de las relaciones culturales y científicas con 
otros países, así como para la promoción de la cultura española en el exterior.
15.ªLas llevadas a cabo por la Fundación ONCE en el marco del Programa de Becas 
«Oportunidad al Talento», así como las actividades culturales desarrolladas por esta entidad 
en el marco de la Bienal de Arte Contemporáneo, el Espacio Cultural «Cambio de Sentido» y 
la Exposición itinerante «El Mundo Fluye».
Dos. Los porcentajes y los límites de las deducciones establecidas en los artículos 19, 20 
y 21 de la citada Ley 49/2002, se elevarán en cinco puntos porcentuales en relación con las 
actividades incluidas en el apartado anterior.
Quincuagésima tercera.  Beneficios fiscales aplicables a la celebración del «200 
Aniversario del Teatro Real y el Vigésimo Aniversario de la reapertura del Teatro Real».
Uno. La celebración del «200 Aniversario del Teatro Real y el Vigésimo Aniversario de la 
reapertura del Teatro Real», que se celebrará en la temporada artística 2017/2018, tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.




Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
julio de 2015 al 30 de junio de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Quincuagésima cuarta.  Beneficios fiscales aplicables al «IV Centenario de la muerte de 
Miguel de Cervantes».
Uno. La celebración del «IV Centenario de la muerte de Miguel de Cervantes» tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 30 de junio de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Quincuagésima quinta.  Beneficios fiscales aplicables al «VIII Centenario de la Universidad 
de Salamanca».
Uno. La celebración del «VIII Centenario de la Universidad de Salamanca» tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 
en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
noviembre de 2015 hasta el 31 de octubre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Quincuagésima sexta.  Beneficios fiscales aplicables al «Programa Jerez, Capital mundial 
del Motociclismo».
Uno. El «Programa Jerez, Capital mundial del Motociclismo» tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos 
y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 




se realizará por el órgano competente de conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Quincuagésima séptima.  Beneficios fiscales aplicables a «Cantabria 2017, Liébana Año 
Jubilar».
Uno. La celebración de «Cantabria 2017, Liébana Año Jubilar» tendrá la consideración 
de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el 
artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin 
fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 16 de 
abril de 2015 al 15 de abril de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la citada Ley 49/2002.
Quincuagésima octava.  Beneficios fiscales aplicables al «Programa Universo Mujer».
Uno. El «Programa Universo Mujer» tendrá la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente de conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Quincuagésima novena.  Beneficios fiscales aplicables al «60 Aniversario de la Fundación 
de la Escuela de Organización Industrial».
Uno. El «60 Aniversario de la Fundación de la Escuela de Organización Industrial», 
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2016.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.




Sexagésima.  Beneficios fiscales aplicables al «Encuentro Mundial en Las Estrellas (EME) 
2017».
Uno. La celebración del «Encuentro Mundial en Las Estrellas (EME) 2017» a celebrar en 
las islas de La Palma, Tenerife y El Hierro, tendrá la consideración de acontecimiento de 
excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, 
de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos 
fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Sexagésima primera.  Beneficios fiscales aplicables a la celebración de «Barcelona Mobile 
World Capital».
Uno. La celebración de «Barcelona Mobile World Capital» tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos 
y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde 1 de 
enero de 2015 a 31 de diciembre de 2017.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la citada Ley 49/2002.
Sexagésima segunda.  Beneficios fiscales aplicables al «Año internacional de la luz y de las 
tecnologías basadas en la luz».
Uno. La celebración del «Año internacional de la luz y de las tecnologías basadas en la 
luz» tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de 
las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2015.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
Sexagésima tercera.  Beneficios fiscales aplicables a la celebración de «ORC Barcelona 
World Championship 2015».
Uno. La celebración de «ORC Barcelona World Championship 2015» tendrá la 
consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto 




en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades 
sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2015.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la citada Ley 49/2002.
Sexagésima cuarta.  Beneficios fiscales aplicables al «Barcelona Equestrian Challenge».
Uno. La celebración del «Barcelona Equestrian Challenge» tendrá la consideración de 
acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo dispuesto en el artículo 27 
de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos 
y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
noviembre de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la citada Ley 49/2002.
Sexagésima quinta.  Beneficios fiscales aplicables al «Womens Hockey World League 
Round 3 Events 2015».
Uno. La celebración del «Womens Hockey World League Round 3 Events 2015» tendrá 
la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde el 1 de 
enero de 2015 hasta el 31 de diciembre de 2018.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizarán por el órgano competente en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la citada Ley 49/2002.
Sexagésima sexta.  Bonificación en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles para Lorca, 
Murcia.
Uno. Se concede una bonificación del 50 por ciento de las cuotas del Impuesto sobre 
Bienes Inmuebles correspondientes al ejercicio 2015, con los mismos requisitos establecidos 
para la exención regulada en este Impuesto en el artículo 12 del Real Decreto-ley 6/2011, de 
13 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para reparar los daños causados por 
los movimientos sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 2011 en Lorca, Murcia.
Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, el resto de 
bonificaciones legalmente previstas.
Tres. La disminución de ingresos que lo establecido en esta disposición produzca en el 
Ayuntamiento de Lorca será compensada con cargo a los Presupuestos Generales del 




Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 9 del Texto Refundido de la Ley 
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.
Sexagésima séptima.  Bonificación en el Impuesto sobre el Incremento de Valor de los 
Terrenos de Naturaleza Urbana para Lorca, Murcia.
Uno. Excepcionalmente durante 2015 se concede una bonificación del 50 por ciento de 
las cuotas del Impuesto sobre el Incremento de Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana 
para las transmisiones de los bienes inmuebles a que se refiere el apartado 1 del artículo 12 
del Real Decreto-ley 6/2011, de 13 de mayo, por el que se adoptan medidas urgentes para 
reparar los daños causados por los movimientos sísmicos acaecidos el 11 de mayo de 2011 
en Lorca, Murcia, que se lleven a cabo para la reconstrucción de la zona afectada por dichos 
seísmos.
Dos. La bonificación se aplicará a la cuota resultante de aplicar, en su caso, el resto de 
bonificaciones legalmente previstas.
Tres. La disminución de ingresos que lo previsto en esta disposición produzca en el 
Ayuntamiento de Lorca será compensada con cargo a los Presupuestos Generales del 
Estado, de conformidad con lo establecido en el artículo 9 del Texto Refundido de la Ley 
reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo.
Sexagésima octava.  Beneficios fiscales aplicables al «Centenario de la Real Federación 
Andaluza de Fútbol 2015».
Uno. La celebración del «Centenario de la Real Federación Andaluza de Futbol 2015» 
tendrá la consideración de acontecimiento de excepcional interés público a los efectos de lo 
dispuesto en el artículo 27 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las 
entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.
Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento será de 1 de enero de 
2015 hasta el 31 de diciembre de 2015.
Tres. La certificación de la adecuación de los gastos realizados a los objetivos y planes 
del programa se efectuará en conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 49/2002.
Cuatro. Las actuaciones a realizar serán las que aseguren el adecuado desarrollo del 
acontecimiento. El desarrollo y concreción en planes y programas de actividades específicas 
se realizará por el órgano competente de conformidad con lo dispuesto en la citada Ley 
49/2002.
Cinco. Los beneficios fiscales de este programa serán los máximos establecidos en el 
artículo 27.3 de la Ley 49/2002.
VI
Sexagésima novena.  Fondo de Cohesión Sanitaria.
Uno. Se suspende la aplicación de los apartados a, b, c y d del artículo 2.1 del Real 
Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, por el que se regula el Fondo de Cohesión Sanitaria.
Dos. 1. A partir del 1 de enero de 2015, el importe de los gastos por la asistencia 
sanitaria prestada a pacientes residentes en España derivados entre Comunidades 
Autónomas e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria y a asegurados desplazados a España 
en estancia temporal, con derecho a asistencia a cargo de otro Estado, prestada al amparo 
de la normativa internacional en esta materia, contemplada en el artículo 2.1.a), b), c) y d) 
del Real Decreto 1207/2006, de 20 de octubre, así como los relativos a la asistencia sanitaria 
cubierta por el Fondo de Garantía Asistencial creado por el artículo 3 del Real Decreto-
ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del 
Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, se satisfará 
en base a la compensación de los saldos positivos o negativos resultantes de las 
liquidaciones realizadas por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y el 
Ministerio de Empleo y Seguridad Social, a través del Instituto Nacional de la Seguridad 




Social, relativos a cada Comunidad Autónoma e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria 
tomando como período de referencia la actividad realizada en el año anterior.
El Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad comunicará al Instituto Nacional 
de la Seguridad Social durante el segundo trimestre del ejercicio los saldos negativos 
resultantes de la asistencia sanitaria prestada a pacientes residentes en España derivados 
entre Comunidades Autónomas y del Fondo de Garantía Asistencial.
A tal efecto, el Fondo de Cohesión Sanitaria tendrá la misma naturaleza 
extrapresupuestaria que el Fondo de Garantía Asistencial.
2. A fin de abonar a las Comunidades Autónomas y al Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria los saldos positivos resultantes de estas liquidaciones, se procederá en primer 
lugar a deducir los saldos negativos resultantes de facturación por gasto real de los pagos 
que el Instituto Nacional de la Seguridad Social deba efectuar a las Comunidades 
Autónomas o al Instituto Nacional de Gestión Sanitaria en concepto de saldo neto positivo 
por cuota global por la cobertura de la asistencia sanitaria a que se refiere la Disposición 
adicional quincuagésima octava de la Ley 30/2005, de 29 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2006.
A continuación, los saldos netos positivos resultantes por cuota global o gasto real se 
pagarán por el Instituto Nacional de la Seguridad Social a las Comunidades Autónomas o al 
Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, una vez se hayan deducido los saldos negativos 
resultantes de la asistencia sanitaria prestada a pacientes residentes en España derivados 
entre Comunidades Autónomas y del Fondo de Garantía Asistencial.
Una vez realizadas estas deducciones, el Instituto Nacional de la Seguridad Social lo 
comunicará al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, durante el tercer 
trimestre de cada ejercicio. También comunicará al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales 
e Igualdad los saldos netos negativos por gasto real que no han podido ser deducidos de los 
saldos netos positivos por cuota global.
La transferencia del importe de estos saldos netos positivos, tanto en concepto de gasto 
real como de cuota global, a las Comunidades Autónomas o al Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria se realizará por la Tesorería General de la Seguridad Social, a propuesta del 
Instituto Nacional de la Seguridad Social, durante el tercer trimestre de cada ejercicio.
El importe deducido a las Comunidades Autónomas o al Instituto Nacional de Gestión 
Sanitaria de los saldos negativos en concepto de gasto real, de asistencia sanitaria prestada 
a pacientes residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo de 
Garantía Asistencial, se ingresará en la Secretaría General del Tesoro y Política Financiera 
con aplicación a una cuenta extrapresupuestaria, que será gestionada por el Ministerio de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad, para compensación entre Comunidades Autónomas 
e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, por la atención prestada a personas con derecho a 
la asistencia sanitaria del Sistema Nacional de Salud.
Este importe será distribuido por el Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad 
entre las Comunidades Autónomas e Instituto Nacional de Gestión Sanitaria que presenten 
saldos netos positivos por asistencia sanitaria prestada a pacientes residentes en España 
derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo de Garantía Asistencial, una vez 
descontados los saldos netos negativos por gasto real que no han podido ser deducidos de 
los saldos netos positivos por cuota global, y de forma proporcional a dichos saldos netos 
positivos.
Por último, los saldos netos negativos por asistencia sanitaria prestada a pacientes 
residentes en España derivados entre Comunidades Autónomas y del Fondo de Garantía 
Asistencial y por gasto real que resten, serán compensados, deducidos o retenidos, según 
proceda, de los pagos por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas de los 
recursos del sistema de financiación cuando se cumplan las condiciones previstas para ello.
Septuagésima.  Límite de los gastos de gestión en los que puede incurrir el Fondo para la 
Financiación de los Pagos a los Proveedores 2 en 2015.
A los efectos de lo dispuesto en el artículo 3.4 de la Ley 13/2014, de 14 de julio, de 
transformación del Fondo para la Financiación de los Pagos a Proveedores, el importe 
máximo de gastos de gestión en los que puede incurrir el Fondo para la Financiación de los 
Pagos a los Proveedores 2 en el ejercicio 2015 asciende a 22.414 miles de euros.




Septuagésima primera.  Autorización de pagos a cuenta por los servicios de cercanías y 
regionales traspasados a la Generalitat de Cataluña.
Uno. Lo establecido en el apartado Uno de la Disposición adicional septuagésima 
segunda de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 
el año 2014, será de aplicación al coste neto de los servicios de transporte de viajeros por 
ferrocarril de cercanías y regionales cuyas funciones fueron traspasadas a la Generalitat de 
Cataluña, prestados en 2014 por Renfe Viajeros, S.A.
Dos. El libramiento se efectuará una vez la Intervención General de la Administración del 
Estado emita el correspondiente informe de control financiero sobre la propuesta de 
liquidación elaborada por Renfe-Operadora, en el que verificará especialmente que los 
criterios de imputación de ingresos y gastos sean análogos a los que se deriven del 
«Contrato entre la Administración General del Estado y la Entidad Pública Empresarial 
Renfe-Operadora para la prestación de los servicios públicos de transporte ferroviario de 
viajeros por ferrocarril de «cercanías», «media distancia» y «ancho métrico», competencia 
de la Administración General del Estado, sujetos a obligaciones de servicio público en el 
periodo 2013-2015». El informe deberá emitirse antes del 30 de septiembre de 2015.
No será objeto de compensación el mayor déficit de explotación que pudiera haberse 
originado a Renfe Viajeros, S.A., como consecuencia de decisiones de la Generalitat de 
Cataluña, en uso de sus competencias, en cuanto a política tarifaria o estándares de calidad, 
compromisos y condiciones, distintos de los considerados a efectos del contrato que se cita 
en el párrafo anterior.
Tres. El libramiento se efectuará, tras tener en cuenta el informe de control financiero a 
que se refiere el apartado Dos, con cargo a la siguiente aplicación presupuestaria e importe 
de los Presupuestos Generales del Estado para 2015: 17.39.441M.446 «Renfe Viajeros, 
S.A., para compensar los servicios de transporte de cercanías y regionales traspasados a 
Cataluña, correspondientes al ejercicio 2014, pendientes de liquidación», por importe 
de 107.260,00 miles de euros.
Cuatro. La transferencia a que se refiere el apartado anterior tendrá carácter de cantidad 
a cuenta de la liquidación definitiva que se acuerde en el marco de la metodología aprobada 
por Acuerdos de 22 de diciembre de 2009, de la Comisión Mixta de Asuntos Económicos y 
Fiscales Estado-Generalitat de Cataluña, de valoración de los servicios de transporte de 
viajeros por ferrocarril de cercanías prestados por Renfe-Operadora en Barcelona y de 17 de 
noviembre de 2010 de la misma Comisión Mixta sobre valoración de los servicios regionales.
Cinco. Efectuada la liquidación definitiva, la diferencia positiva o negativa que resulte 
respecto de la cantidad a cuenta abonada en virtud de lo dispuesto en el apartado anterior, 
podrá destinarse por la Administración General del Estado a incrementar o minorar las 
transferencias a efectuar por los servicios prestados en los ejercicios siguientes.
Septuagésima segunda.  Suspensión normativa.
Queda sin efecto para el ejercicio 2015 lo previsto en el artículo 2 ter 4 de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los extranjeros en España 
y su integración social.
Septuagésima tercera.  Suspensión de la aplicación de determinados preceptos de la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.
Durante 2015 se suspende la aplicación del artículo 7.2, del artículo 8.2.a), del 
artículo 10, del artículo 32.3, párrafo primero y de la Disposición transitoria primera de la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las 
personas en situación de dependencia.
Septuagésima cuarta.  Plan Integral de Empleo de Canarias.
Durante el año 2015 queda en suspenso la aplicación de la Disposición adicional quinta 
de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.




Septuagésima quinta.  Regulación de la concesión de subvenciones nominativas 
destinadas a la financiación del transporte público regular de viajeros de Madrid, Barcelona y 
las Islas Canarias.
Uno. Para el ejercicio 2015, al amparo de lo dispuesto en el artículo 22.2.a) y 28 de la 
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, las subvenciones nominativas 
destinadas al Consorcio Regional de Transportes de Madrid, a la Autoridad del Transporte 
Metropolitano de Barcelona-Autoritat del Transport Metropolità y a la Administración Pública 
de la Comunidad Autónoma de Canarias, a otorgar por parte de la Administración General 
del Estado (AGE), se concederán mediante resolución del Secretario de Estado de 
Administraciones Públicas.
Dos. Las subvenciones se destinan a la financiación por parte de la AGE de las 
necesidades del sistema del transporte terrestre público regular de viajeros en los siguientes 
ámbitos de actuación:
– Madrid: Ámbito definido en la Ley 5/1985, de 16 de mayo, de creación del Consorcio 
Regional de Transportes Públicos Regulares de Madrid (CRTM).
– Barcelona: Ámbito definido en el artículo 1 de los estatutos de la Autoridad del 
Transporte Metropolitano de Barcelona-Autoritat del Transport Metropolità (ATM), aprobados 
por el Decreto 151/2002, de 28 de mayo, de la Generalidad de Cataluña-Generalitat de 
Catalunya.
– Islas Canarias: Ámbito de la Comunidad Autónoma de las Islas Canarias.
Tres. Los libramientos se efectuarán con cargo a las siguientes aplicaciones 
presupuestarias e importes:
– Madrid: 32.01.441M.454 «Al Consorcio Regional de Transportes de Madrid, para la 
financiación del transporte regular de viajeros» por importe de 128.154,26 miles de euros. En 
esta cantidad está incluido el saldo a favor del Consorcio Regional de Transportes de Madrid 
por importe de 700 miles de euros tras tener en cuenta el informe definitivo de control 
financiero, de fecha 25 de abril de 2014, del Contrato-Programa entre la AGE y el CRTM 
correspondiente a los ejercicios 2011-2012 de la Intervención General de la Administración 
del Estado.
– Barcelona: 32.01.441M.451 «A la Autoridad del Transporte Metropolitano de 
Barcelona, para la financiación del transporte regular de viajeros» por importe de 98.918,74 
miles de euros.
– Islas Canarias: 32.01.441M.453 «A la Comunidad Autónoma de Canarias para la 
financiación de las necesidades correspondientes al transporte regular de viajeros de las 
distintas Islas Canarias» por importe de 25.000,00 miles de euros.
Cuatro. El pago de la subvención, desde el mes de enero hasta el mes de junio de 2015, 
se realizará mediante pagos anticipados mensuales por un importe equivalente a la doceava 
parte de la consignación presupuestaria.
A partir del mes de julio de 2015, el pago de la subvención se realizará tras tener en 
cuenta la liquidación señalada en el apartado cinco y las cantidades entregadas como pagos 
anticipados correspondientes al primer semestre de 2015, mediante libramientos mensuales 
por sextas partes.
Cinco. Antes del 15 de julio de 2015, los destinatarios señalados en el apartado tres 
remitirán a la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local las siguientes 
certificaciones:
– Madrid:
A) Certificación de la Comunidad Autónoma de Madrid de las obligaciones reconocidas y 
los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2015, al CRTM con cargo a los 
Presupuestos correspondientes al ejercicio 2014.
B) Certificación del Ayuntamiento de Madrid de las obligaciones reconocidas y los pagos 
materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2015, al CRTM con cargo a los Presupuestos 
correspondientes al ejercicio 2014.
Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera igual a las 
obligaciones reconocidas, la aportación consignada en los PGE del ejercicio 2015 se elevará 




a definitiva y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro.
Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera inferior a las 
obligaciones reconocidas, la aportación definitiva de la AGE se calculará como el producto 
de la consignada en los PGE del ejercicio 2015 por el factor resultante de dividir los pagos 
efectuados entre las obligaciones reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos 
de 2014, y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro, siempre que la cifra resultante sea superior a los pagos anticipados 
efectuados. En caso contrario, se determinará la cantidad y se instará el reintegro.
– Barcelona:
A) Certificación de la Generalidad de Cataluña-Generalitat de Catalunya de las 
obligaciones reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2015, a 
la ATM con cargo a los Presupuestos correspondientes al ejercicio 2014.
B) Certificación del Ayuntamiento de Barcelona de las obligaciones reconocidas y los 
pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2015, a la ATM con cargo a los 
Presupuestos correspondientes al ejercicio 2014.
Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera igual a las 
obligaciones reconocidas, la aportación consignada en los PGE del ejercicio 2015 se elevará 
a definitiva y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro.
Si la suma de los pagos efectuados por ambas Administraciones fuera inferior a las 
obligaciones reconocidas, la aportación definitiva de la AGE se calculará como el producto 
de la consignada en los PGE del ejercicio 2015 por el factor resultante de dividir los pagos 
efectuados entre las obligaciones reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos 
de 2014, y se procederá a su libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del 
apartado cuatro, siempre que la cifra resultante sea superior a los pagos anticipados 
efectuados. En caso contrario, se determinará la cantidad y se instará el reintegro.
– Islas Canarias:
Certificación de la Intervención General de la Comunidad Autónoma de Canarias de las 
obligaciones reconocidas y los pagos materiales efectuados, hasta el 30 de junio de 2015, a 
los Cabildos Insulares, para atender la finalidad prevista en la base primera, con cargo a los 
Presupuestos correspondientes al ejercicio 2014.
Si los pagos efectuados fueran iguales a las obligaciones reconocidas, la aportación 
consignada en los PGE del ejercicio 2015 se elevará a definitiva y se procederá a su 
libramiento conforme a lo indicado en el segundo párrafo del apartado cuatro.
Si los pagos efectuados fueran inferiores a las obligaciones reconocidas, la aportación 
definitiva de la AGE se calculará como el producto de la consignada en los PGE del 
ejercicio 2015 por el factor resultante de dividir los pagos efectuados entre las obligaciones 
reconocidas, ambos con cargo a los presupuestos de 2014, y se procederá a su libramiento 
conforme a lo indicado en el segundo párrafo del apartado cuatro, siempre que la cifra 
resultante sea superior a los pagos anticipados efectuados. En caso contrario, se 
determinará la cantidad y se instará el reintegro.
Seis. El otorgamiento de estas subvenciones por parte de la AGE es compatible con 
otras subvenciones, ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, procedentes de 
cualesquiera Administraciones o entes públicos o privados, nacionales, de la Unión Europea 
o de organismos internacionales.
Siete. No será necesaria la presentación de garantía, aval o caución para el 
aseguramiento de los pagos anticipados a librar por la AGE.
Ocho. En todo lo no previsto en los apartados anteriores será de aplicación lo dispuesto 
en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, y su normativa de 
desarrollo.
Nueve. Por la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local se adoptarán las 
medidas oportunas para el cumplimiento de lo señalado en la presente disposición en 
relación a la gestión de los créditos correspondientes a estas subvenciones.




Septuagésima sexta.  Criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos 
tributarios del Estado mencionado en el Capítulo I, del Título VII de la presente Ley, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 121 del texto refundido de la Ley Reguladora de las 
Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
A los efectos del cálculo de las entregas a cuenta de la participación de las Entidades 
locales en los tributos del Estado del artículo 121 del texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el 
índice provisional de evolución de los ingresos tributarios del Estado entre el año 2004 y el 
año 2015, se determinará con los criterios establecidos en el artículo 20 de la Ley 22/2009, 
de 18 de diciembre, que consisten en:
1. Los ingresos tributarios del Estado del año 2015 están constituidos por la recaudación 
estatal en el ejercicio excluidos los recursos tributarios cedidos a las Comunidades 
Autónomas por IRPF, IVA e IIEE, en los términos previstos en el artículo 20 de la 
Ley 22/2009.
2. Por lo que se refiere al cálculo de los ingresos tributarios del Estado del año 2004, se 
utilizarán los criterios de homogeneización establecidos en el artículo 20 de la Ley 22/2009. 
Esto es, se procederá a simular la entrega a cuenta del año 2004 de las Comunidades 
Autónomas en los términos de cesión correspondientes al año 2015. Por lo que respecta a la 
liquidación del 2002 se calculará por diferencia entre el rendimiento definitivo de las 
Comunidades Autónomas en los términos de cesión del año 2015 y las entregas que se 
hubieran efectuado de acuerdo con dichos términos de cesión.
Igualmente para la determinación del resto de los índices de evolución regulados en el 
Capítulo I del Título VII de la presente Ley, distintos del anterior, se aplicará lo dispuesto en 
el artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, sustituyendo, si procede, el año 
base 2007 por el que corresponda.
Septuagésima séptima.  Refinanciación de operaciones de crédito y régimen de 
endeudamiento aplicable a entidades dependientes o vinculadas a entidades locales.
Uno. Como excepción a lo dispuesto en la Disposición final trigésima primera de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
se autoriza la formalización de operaciones de refinanciación de operaciones de crédito a 
largo plazo concertadas con anterioridad a la entrada en vigor del Real Decreto-ley 4/2012, 
de 24 de febrero, por el que se determinan obligaciones de información y procedimientos 
necesarios para establecer un mecanismo de financiación para el pago a los proveedores de 
las entidades locales, siempre que tengan por finalidad la disminución de la carga financiera, 
la ampliación del período de amortización o el riesgo de aquellas operaciones, respecto a las 
obligaciones derivadas de las pendientes de vencimiento.
En las anteriores operaciones se podrán incluir las formalizadas en aplicación del Real 
Decreto-ley 5/2009, de 24 de abril, de medidas extraordinarias y urgentes para facilitar a las 
Entidades Locales el saneamiento de deudas pendientes de pago con empresas y 
autónomos. No se podrán incluir en la citada refinanciación las operaciones formalizadas en 
aplicación de los artículos 177 y 193 del texto refundido de la Ley reguladora de las 
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Para la formalización de las operaciones de refinanciación citadas será preciso la 
adopción de un acuerdo del órgano competente de la corporación local, con los requisitos de 
quórum y votaciones establecidos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases 
del Régimen Local.
Además, en el caso de que las entidades locales presenten ahorro neto negativo o 
endeudamiento superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el ejercicio 
inmediato anterior en los términos definidos en la Disposición final trigésima primera de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
las corporaciones locales, mediante acuerdo de sus respectivos Plenos, deberán aprobar un 
plan de saneamiento financiero o de reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo 
de cinco años, el signo del ahorro neto o el volumen de endeudamiento, respectivamente. 
Por lo que se refiere a este último deberá corregirse hasta el límite antes citado, en el caso 
de que dicho volumen se encuentre comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el 




artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. En los restantes supuestos de 
endeudamiento excesivo, el plan de reducción de deuda deberá corregir el nivel de deuda, 
como máximo, al porcentaje fijado en el último precepto citado.
Los citados planes deberán comunicarse, para su aprobación, por las entidades locales 
al órgano competente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, salvo que la 
Comunidad Autónoma correspondiente tenga atribuida en el Estatuto de Autonomía la tutela 
financiera de dichas entidades, en cuyo caso se comunicará a ésta.
La aprobación anterior implicará, a cualquier efecto, que la entidad local está cumpliendo 
con los límites que fija la legislación reguladora de las haciendas locales en materia de 
autorización de operaciones de endeudamiento. Este mismo efecto se derivará de los planes 
de saneamiento financiero o de reducción de deuda que se hubieren aprobado por el órgano 
competente que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales, y a los que esté 
dando cumplimiento, en aplicación de la Disposición adicional septuagésima tercera de la 
Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013.
El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento de 
estos planes, y presentarlo al Pleno de la corporación local para su conocimiento, y el 
correspondiente al último año de aquellos planes deberá, además, remitirlo al órgano 
competente de la Administración Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las 
entidades locales.
En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad local 
no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para financiar cualquier 
modalidad de inversión. Además, por parte del órgano competente de la Administración 
Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales se podrán proponer 
medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades locales afectadas. En el caso de 
que por éstas no se adopten dichas medidas se podrán aplicar las medidas coercitivas y de 
cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Dos. En cuanto al régimen de endeudamiento de las entidades dependientes o 
vinculadas a entidades locales será aplicable, en 2015, la Disposición adicional primera del 
Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de junio, de medidas urgentes de naturaleza tributaria, 
presupuestaria y de fomento de la investigación, el desarrollo y la innovación.
Septuagésima octava.  Concertación de operaciones de crédito en los supuestos de 
disolución de mancomunidades y consorcios.
Uno. En los supuestos de disolución de mancomunidades y consorcios, las entidades 
locales que las hubieren integrado, en tanto se subroguen en todos sus derechos y 
obligaciones, podrán formalizar operaciones de crédito a largo plazo para dar cumplimiento a 
dichas obligaciones en la parte que les corresponda de acuerdo con su porcentaje de 
participación en aquellas entidades.
Dos. Para la formalización de las nuevas operaciones de endeudamiento citadas se 
requerirá el acuerdo del órgano competente de la corporación local que integrase la 
mancomunidad o consorcio, con los requisitos de quórum y votaciones establecidos en la 
Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, así como 
certificación del órgano liquidador relativa a:
– la correspondencia de la deuda asumida con el porcentaje de participación 
mencionado en el apartado 1 anterior,
– que se han ejecutado los derechos económicos de la mancomunidad o consorcio y que 
se han aplicado al cumplimiento de las obligaciones a cargo de la mancomunidad.
Tres. En todo caso, se precisará autorización del órgano competente de la 
administración pública que tenga la tutela financiera de las entidades locales, que deberá 
verificar que el procedimiento de disolución y de liquidación se desarrolla con arreglo a lo 
que, en estos supuestos, establece la legislación aplicable.
Cuatro. En el caso de que las entidades locales presenten ahorro neto negativo o 
endeudamiento superior al 75 por ciento de sus ingresos corrientes liquidados en el ejercicio 
inmediato anterior en los términos definidos en la Disposición final trigésima primera de la 




Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2013, 
las corporaciones locales, mediante acuerdo de sus respectivos Plenos, deberán aprobar un 
plan de saneamiento financiero o de reducción de deuda para corregir, en un plazo máximo 
de cinco años, el signo del ahorro neto o el volumen de endeudamiento, respectivamente. 
Por lo que se refiere a este último deberá corregirse hasta el límite antes citado, en el caso 
de que dicho volumen se encuentre comprendido entre aquel porcentaje y el fijado en el 
artículo 53 del Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. En los restantes supuestos de 
endeudamiento excesivo, el plan de reducción de deuda deberá corregir el nivel de deuda, 
como máximo, al porcentaje fijado en el último precepto citado.
El interventor de la entidad local deberá emitir un informe anual del cumplimiento de 
estos planes, y presentarlo al Pleno de la corporación local para su conocimiento, y deberá, 
además, remitirlo al órgano competente de la Administración Pública que tenga atribuida la 
tutela financiera de las entidades locales.
En el caso de que se produzca un incumplimiento de los citados planes, la entidad local 
no podrá concertar operaciones de endeudamiento a largo plazo para financiar cualquier 
modalidad de inversión. Además, por parte del órgano competente de la Administración 
Pública que tenga atribuida la tutela financiera de las entidades locales se podrán proponer 
medidas extraordinarias que deberán adoptar las entidades locales afectadas. En el caso de 
que por éstas no se adopten dichas medidas se podrán aplicar las medidas coercitivas y de 
cumplimiento forzoso establecidas en los artículos 25 y 26 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 
de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Cinco. La nueva operación de endeudamiento que se suscriba, de acuerdo con lo 
previsto en los apartados anteriores, en el plazo de treinta días a contar desde la fecha de su 
formalización, en la Central de Información de Riesgos de las entidades locales, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 55 del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas 
Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, y en el artículo 17 
de la Orden HAP/2105/2012, de 1 de octubre, por la que se desarrollan las obligaciones de 
suministro de información previstas en la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
Septuagésima novena.  Criterios para el cálculo del índice de evolución de los ingresos 
tributarios del Estado para la liquidación de la participación de las entidades locales en 
tributos del Estado del año 2013.
A los efectos de la liquidación definitiva de la participación de las Entidades locales en 
los tributos del Estado correspondiente al año 2013 y de la aplicación del artículo 121 del 
Texto Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, el índice de evolución de los ingresos tributarios del 
Estado entre el año 2004 y el año 2013, se determinará con los criterios establecidos en el 
artículo 20 de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de 
financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de 
Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias que consisten en:
1. Los ingresos tributarios del Estado del año 2013 están constituidos por la recaudación 
estatal en el ejercicio excluidos los recursos tributarios cedidos a las Comunidades 
Autónomas por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, Impuesto sobre el Valor 
Añadido y por los Impuestos Especiales, en los términos previstos en el artículo 20 de la 
Ley 22/2009.
2. Por lo que se refiere al cálculo de los ingresos tributarios del Estado del año 2004 
o 2006, se utilizarán los criterios establecidos en la letra e) de la Disposición transitoria 
cuarta de la Ley 22/2009, considerando como año base el año 2004 o 2006, según proceda.
Octogésima.  Subvención al transporte público que puede reconocerse a los municipios.
Con carácter excepcional y exclusivo para 2015, con cargo al crédito citado en el 
artículo 92.Uno de esta Ley, se podrá reconocer la subvención al transporte colectivo urbano 
a los municipios que reúnan los siguientes requisitos:




a) Tengan una población de derecho a 1 de enero de 2013 superior a 30.000 habitantes 
e inferior a 50.000 habitantes, de acuerdo con las cifras de población resultantes de la 
revisión del Padrón municipal referidas a aquella fecha declaradas oficiales por Real 
Decreto 1016/2013, de 20 de diciembre.
b) Hubiesen presentado, a 31 de diciembre de 2013, saldos a reintegrar a la Hacienda 
del Estado en las liquidaciones definitivas de la participación en tributos del Estado de los 
años 2008 y 2011, estando motivado el saldo de este último año por la diferencia del valor 
del esfuerzo fiscal municipal considerado en las entregas a cuenta y en la citada liquidación.
c) La razón entre la base imponible del Impuesto sobre Bienes Inmuebles incluida en la 
certificación de esfuerzo fiscal que se consideró en la entrega a cuenta de aquella 
participación correspondiente a 2011 y la que se consideró en la liquidación definitiva de este 
ejercicio fuese superior a 1,35.
El importe de la subvención que se pueda reconocer a los municipios que reúnan los 
requisitos anteriores será equivalente al del saldo pendiente de reintegrar a 31 de diciembre 
de 2013, correspondiente a la liquidación definitiva de la participación en tributos del Estado 
del año 2011.
En todo caso, deberán presentar la solicitud correspondiente y la documentación 
recogida en el artículo 92.Seis de esta Ley.
Octogésima primera.  Instrumentación de las compensaciones establecidas en favor de 
algunas Comunidades Autónomas en virtud del artículo 6.2 de la Ley Orgánica 8/1980, de 22 
de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, como consecuencia de la 
regulación estatal del Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito, así como 
del pago de la recaudación de este impuesto a dichas Comunidades.
Uno. Los pagos de las compensaciones previstas en el apartado trece del artículo 19 de 
la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, por la que se adoptan diversas medidas tributarias 
dirigidas a la consolidación de las finanzas públicas y al impulso de la actividad económica, 
que se establecen en favor de algunas Comunidades Autónomas como consecuencia de la 
regulación estatal del Impuesto sobre los Depósitos en las Entidades de Crédito, se 
efectuarán con cargo al concepto de operaciones no presupuestarias del Estado que al 
efecto se determine.
Los pagos de las recaudaciones previstos en el apartado catorce del artículo 19 de la 
Ley 16/2012, de 27 de diciembre, que se efectúen a favor de las Comunidades Autónomas 
que tengan derecho a estas compensaciones, se realizarán en formalización y se aplicarán 
como ingresos al concepto de operaciones no presupuestarias mencionado en el párrafo 
anterior.
Dos. Al finalizar cada ejercicio, el saldo a 30 de noviembre de dicho año del concepto de 
operaciones no presupuestarias derivado de las operaciones anteriores se cancelará de 
manera que, si la compensación a cada Comunidad es mayor que los pagos en 
formalización realizados a la misma por el impuesto, se aplicará la diferencia al crédito del 
presupuesto de gastos dotado en la Sección 32 «Otras relaciones financieras con Entes 
Territoriales», Servicio 01 «Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local», 
Programa 941O «Otras transferencias a Comunidades Autónomas», Concepto 456 
«Compensaciones a Comunidades Autónomas. Artículo 6.2 de la Ley Orgánica de 
Financiación de las Comunidades Autónomas».
Si los pagos en formalización realizados a alguna Comunidad por el impuesto son 
mayores que la compensación en su favor, se realizará un pago no presupuestario a la 
Comunidad por la diferencia.
Octogésima segunda.  Criterios para la práctica de deducciones o retenciones de los 
recursos de los regímenes de financiación de las Comunidades Autónomas y Ciudades con 
Estatuto de Autonomía.
Uno. Cuando concurran en la deducción o retención de los recursos de los regímenes de 
financiación de las Comunidades Autónomas y Ciudades con Estatuto de Autonomía varias 
deudas que afecten a una misma Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de 
Autonomía, la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local aplicará en primer 




lugar las deducciones o retenciones por deudas líquidas, vencidas y exigibles contraídas con 
la Hacienda Pública del Estado por las Comunidades Autónomas o las Ciudades con 
Estatuto de Autonomía afectadas así como por las entidades de derecho público de ellas 
dependientes, por razón de los tributos cuya aplicación corresponde al Estado y por razón de 
las cotizaciones a la Seguridad Social.
Dos. Tras la aplicación de los acuerdos previstos en el apartado anterior, el orden por el 
que se practicarán el resto de deducciones o retenciones será el siguiente:
1.º) Las correspondientes a deudas líquidas, vencidas y exigibles con el sector público 
estatal.
2.º) El resto de deducciones o retenciones cuyos acuerdos se hayan recibido en la 
Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local.
Tres. Las deducciones o retenciones previstas en el apartado 1 se imputarán a prorrata 
del importe de las deudas por razón de los tributos y del importe de las deudas por razón de 
las cotizaciones a la Seguridad Social que concurran en la deducción o retención. Dentro de 
cada una de estas dos categorías así como en las previstas en el apartado 2 de esta 
disposición, las deducciones o retenciones se practicarán en función de la fecha de entrada 
de los mismos en la Secretaría General de Coordinación Autonómica y Local, siendo 
aquellos que tengan una fecha anterior los primeros que serán objeto de aplicación, sin 
perjuicio del cumplimiento de los límites legalmente establecidos.
Cuatro. A los efectos establecidos en los apartados anteriores, se considerarán los 
acuerdos de deducción o retención dictados por los órganos gestores correspondientes cuya 
entrada se haya producido en la Secretaria General de Coordinación Autonómica y Local 
antes del día quince del mes anterior a aquel en que se vayan a realizar los pagos a los que 
afecten.
Cinco. Si como consecuencia de la aplicación de esta disposición, no pudiesen 
deducirse o retenerse recursos suficientes para satisfacer todos los acuerdos de retención 
que deban ser considerados, el importe pendiente será objeto de deducción o retención en el 
siguiente pago que se efectúe a la Comunidad Autónoma o Ciudad con Estatuto de 
Autonomía por aplicación de sus regímenes de financiación, según las reglas señaladas en 
la presente disposición.
Seis. El importe efectivo objeto de retención al que se refiere el artículo 10.1 del Real 
Decreto 635/2014, de 25 de julio, por el que se desarrolla la metodología de cálculo del 
periodo medio de pago a proveedores de las Administraciones Públicas y las condiciones y 
el procedimiento de retención de recursos de los regímenes de financiación, previstos en la 
Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad 
Financiera, será el que resulte de aplicar los criterios para la práctica de deducciones o 
retenciones contenidos en esta Disposición al importe objeto de retención al que se refiere el 
artículo 8.2 del citado Real Decreto.
Octogésima tercera.  Aplicación durante el año 2015 del artículo 2 del Real Decreto-ley 
14/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes de racionalización del gasto público en el 
ámbito educativo.
Cuando una Comunidad Autónoma hubiera incumplido los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y de deuda pública y de la regla de gasto del ejercicio 2014, se mantendrá 
durante el año 2015 respecto de dicha Comunidad Autónoma la posibilidad establecida en el 
artículo 2 del Real Decreto-ley 14/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes de 
racionalización del gasto público en el ámbito educativo, de ampliación coyuntural del 
número máximo de alumnos establecido en el artículo 157.1.a) de la Ley Orgánica 2/2006, 
de 3 de mayo, de Educación, para la educación primaria y secundaria obligatoria.
Se entenderá que se ha producido el incumplimiento de los objetivos de estabilidad 
presupuestaria y de deuda pública y de la regla de gasto del ejercicio 2014 cuando así haya 
resultado del informe presentado por el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas 
al Consejo de Política Fiscal y Financiera de las Comunidades Autónomas, en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 17 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.




En tanto no se emita el informe al que se refiere el párrafo anterior, se entenderá a los 
efectos que se derivan de esta disposición que se produce el incumplimiento de los objetivos 
de estabilidad presupuestaria y de deuda pública y de la regla de gasto del ejercicio 2014 
cuando así resulte del informe previsto en el artículo 17 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de 
abril.
VII
Octogésima cuarta.  Determinación del indicador público de renta de efectos múltiples 
(IPREM) para 2015.
De conformidad con lo establecido en el artículo 2.2 del Real Decreto-ley 3/2004, de 25 
de junio, para la racionalización de la regulación del salario mínimo interprofesional y para el 
incremento de su cuantía, el indicador público de renta de efectos múltiples (IPREM) tendrá 
las siguientes cuantías durante 2015:
a) EL IPREM diario, 17,75 euros.
b) El IPREM mensual, 532,51 euros.
c) El IPREM anual, 6.390,13 euros.
d) En los supuestos en que la referencia al salario mínimo interprofesional ha sido 
sustituida por la referencia al IPREM en aplicación de lo establecido en el Real Decreto-
ley 3/2004, de 25 de junio, la cuantía anual del IPREM será de 7.455,14 euros cuando las 
correspondientes normas se refieran al salario mínimo interprofesional en cómputo anual, 
salvo que expresamente excluyeran las pagas extraordinarias; en este caso, la cuantía será 
de 6.390,13 euros.
Octogésima quinta.  Reducción en la cotización a la Seguridad Social en los supuestos de 
cambio de puesto de trabajo por riesgo durante el embarazo o durante la lactancia natural, 
así como en los supuestos de enfermedad profesional.
En los supuestos en que, por razón de riesgo durante el embarazo o riesgo durante la 
lactancia natural, la trabajadora, en virtud de lo previsto en el artículo 26 de la Ley 31/1995, 
de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, sea destinada a un puesto de 
trabajo o función diferente y compatible con su estado, se aplicará, con respecto a las cuotas 
devengadas durante el período de permanencia en el nuevo puesto de trabajo o función, una 
reducción, soportada por el presupuesto de ingresos de la Seguridad Social, del 50 por 
ciento de la aportación empresarial en la cotización a la Seguridad Social por contingencias 
comunes.
Esa misma reducción será aplicable, en los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen, en aquellos casos en que, por razón de enfermedad 
profesional, se produzca un cambio de puesto de trabajo en la misma empresa o el 
desempeño, en otra distinta, de un puesto de trabajo compatible con el estado del 
trabajador.
Octogésima sexta.  Reducción de cotizaciones en las personas que prestan servicios en el 
hogar familiar.
Se prorrogan durante el ejercicio 2015 los beneficios en la cotización a la Seguridad 
Social reconocidos en la Disposición transitoria única de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, 
sobre actualización, adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.
Octogésima séptima.  Medidas de apoyo a la prolongación del periodo de actividad de los 
trabajadores con contratos fijos discontinuos en los sectores de turismo, comercio vinculado 
al mismo y hostelería.
1. Las empresas, excluidas las pertenecientes al sector público, dedicadas a actividades 
encuadradas en los sectores de turismo, comercio vinculado al mismo y hostelería que 
generen actividad productiva en los meses de marzo y de noviembre de cada año y que 
inicien y/o mantengan en alta durante dichos meses la ocupación de los trabajadores con 
contratos de carácter fijo discontinuo, podrán aplicar una bonificación en dichos meses del 




50 por ciento de las cuotas empresariales a la Seguridad Social por contingencias comunes, 
así como por los conceptos de recaudación conjunta de Desempleo, FOGASA y Formación 
Profesional de dichos trabajadores.
2. Lo dispuesto en esta disposición adicional será de aplicación desde la entrada en 
vigor de esta Ley hasta el día 31 de diciembre de 2015.
Octogésima octava.  Gestión de las acciones, medidas y programas establecidos en la letra 
h) del artículo 13 de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo.
El Servicio Público de Empleo Estatal, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 13.h) de la Ley 56/2003, de 16 de diciembre, de Empleo, realizará la gestión de las 
acciones, medidas y programas financiados con cargo a la reserva de crédito de su 
presupuesto de gastos, que comprenderá las aplicaciones 19.101.000-X.400, 19.101.000-X.
401, 19.101.000-X.402, 19.101.000-X.410, 19.101.000-X.411, 19.101.000-X.431, 
19.101.241-A.441, 19.101.241-A.442 y 19.101.241-A.482, desagregadas a través de varios 
subconceptos, según los diferentes ámbitos funcionales de las políticas activas de empleo, 
para financiar las siguientes actuaciones:
a) Acciones y medidas cuya ejecución afecte a un ámbito geográfico superior al de una 
Comunidad Autónoma, cuando éstas exijan la movilidad geográfica de las personas 
desempleadas o trabajadoras participantes en las mismas a otra Comunidad Autónoma 
distinta a la suya, o a otro país y precisen de una coordinación unificada.
b) Acciones y medidas dirigidas tanto a las personas demandantes de empleo como a 
las personas ocupadas, para la mejora de su ocupación mediante la colaboración del 
Servicio Público de Empleo Estatal con órganos de la Administración General del Estado o 
sus organismos autónomos, para la realización de acciones formativas, entre otras aquellas, 
que tengan como objetivo la generación de empleo de calidad y la mejora de oportunidades 
de las personas trabajadoras, en particular cuando se desarrollen en el marco de planes, 
estrategias o programas de ámbito estatal, y ejecución de obras y servicios de interés 
general y social relativas a competencias exclusivas del Estado.
c) Acciones y medidas de intermediación y políticas activas de empleo cuyo objetivo sea 
la integración laboral de trabajadores inmigrantes, realizadas en sus países de origen, 
facilitando la ordenación de los flujos migratorios.
d) Programas que se establezcan con carácter excepcional y duración determinada, 
cuya ejecución afecte a todo el territorio nacional, siendo imprescindible su gestión 
centralizada a los efectos de garantizar la efectividad de las mismas, así como idénticas 
posibilidades de obtención y disfrute a todos los potenciales beneficiarios.
Dicha reserva presupuestaria opera como reserva de gestión de políticas activas de 
empleo en los supuestos anteriormente señalados en favor del Servicio Público de Empleo 
Estatal, no obstante las competencias asumidas por las Comunidades Autónomas en el 
ámbito del trabajo, el empleo y la formación.
De acuerdo con lo previsto en el artículo 14.4 de la citada Ley 56/2003, de 16 de 
diciembre, los fondos que integran la reserva de crédito no estarán sujetos a distribución 
territorial entre las Comunidades Autónomas con competencias de gestión asumidas.
Octogésima novena.  Financiación de la formación profesional para el empleo.
Uno. Sin perjuicio de otras fuentes de financiación, los fondos provenientes de la cuota 
de formación profesional se destinarán a financiar el subsistema de formación profesional 
para el empleo regulado por el Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, incluyendo los 
programas públicos de empleo y formación establecidos en su artículo 28, todo ello con el 
objeto de impulsar y extender entre las empresas y los trabajadores ocupados y 
desempleados una formación que responda a sus necesidades y contribuya al desarrollo de 
una economía basada en el conocimiento.
En el ejercicio inmediato al que se cierre el presupuesto, se efectuará una liquidación en 
razón de las cuotas de formación profesional efectivamente percibidas, cuyo importe se 
incorporará al presupuesto del ejercicio siguiente, en caso de existir signo positivo respecto a 
las inicialmente previstas para dicho ejercicio.




Dos. El 50 por ciento, como mínimo, de los fondos previstos en el apartado anterior se 
destinará inicialmente a la financiación de las siguientes iniciativas y conceptos:
– Formación de demanda, que abarca las acciones formativas de las empresas y los 
permisos individuales de formación.
– Formación de oferta dirigida prioritariamente a trabajadores ocupados.
– Acciones de apoyo y acompañamiento a la formación.
– Formación en las Administraciones Públicas.
– Gastos de funcionamiento e inversión de la Fundación Tripartita para la Formación en 
el Empleo.
A la financiación de la formación en las Administraciones Públicas se destinará un 6,165 
por 100 de la cuantía indicada en el párrafo primero de este apartado.
Esta cuantía, previamente minorada en el porcentaje correspondiente al índice de 
imputación utilizado para el cálculo del cupo de acuerdo con la Ley 12/2002, de 23 de mayo, 
se incluirá como dotación diferenciada en el presupuesto de gastos del Servicio Público de 
Empleo Estatal para su aportación dineraria al Instituto Nacional de Administración Pública, 
adscrito al Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en tres libramientos en los 
meses de febrero, abril y junio. En el presupuesto del Instituto Nacional de Administración 
Pública figurarán territorializados los fondos correspondientes a las Comunidades 
Autónomas y Ciudades de Ceuta y Melilla para la financiación de la formación continua de 
sus empleados públicos. El abono de dichos fondos se realizará desde el Instituto Nacional 
de Administración Pública mediante transferencia nominativa a cada Comunidad y Ciudad 
Autónoma, con excepción de la Comunidad Autónoma del País Vasco.
El Servicio Público de Empleo Estatal librará a la Fundación Tripartita para la Formación 
en el Empleo los fondos para la financiación de sus gastos de funcionamiento e inversión. El 
citado libramiento se efectuará por cuartas partes, en la segunda quincena natural de cada 
trimestre. La Fundación deberá presentar anualmente y antes del 30 de abril del ejercicio 
siguiente ante el Servicio Público de Empleo Estatal, la justificación contable de los gastos 
realizados con cargo a los fondos asignados para su funcionamiento.
El 50 por ciento restante se destinará inicialmente a financiar las acciones formativas 
dirigidas prioritariamente a trabajadores desempleados, así como los programas públicos de 
empleo formación. No obstante, previo informe del Servicio Público de Empleo competente, 
se podrá destinar, con carácter excepcional en el ejercicio 2015, hasta un máximo del 20 por 
cien de estos fondos para la realización de acciones de fomento del empleo siempre que 
estén incluidas en el Plan Anual de Política de Empleo y que en las mismas participen 
personas desempleadas inscritas como demandantes de empleo.
La financiación de la formación teórica del contrato para la formación y el aprendizaje se 
realizará de conformidad con lo establecido en la normativa reglamentaria que regula la 
impartición y las características de la formación recibida por los trabajadores.
Tres. Las Comunidades Autónomas con competencias estatutariamente asumidas en 
materia de políticas activas de empleo recibirán del Servicio Público de Empleo Estatal las 
transferencias de fondos para la financiación de las subvenciones en el ámbito de la 
formación profesional para el empleo gestionadas por dichas Comunidades, en la cuantía 
que resulte de acuerdo con lo previsto en la normativa aplicable.
Cuatro. Las empresas que cotizan por la contingencia de formación profesional 
dispondrán de un crédito para la formación de sus trabajadores de acuerdo con lo 
establecido en el Capítulo II del Real Decreto 395/2007, de 23 de marzo, por el que se 
regula el subsistema de formación profesional para el empleo, que resultará de aplicar a la 
cuantía ingresada por la empresa en concepto de formación profesional durante el año 2014 
el porcentaje de bonificación que, en función del tamaño de las empresas, se establece a 
continuación:
a) Empresas de 6 a 9 trabajadores: 100 por ciento.
b) De 10 a 49 trabajadores: 75 por ciento.
c) De 50 a 249 trabajadores: 60 por ciento.
d) De 250 o más trabajadores: 50 por ciento.
Las empresas de 1 a 5 trabajadores dispondrán de un crédito de bonificación por 
empresa de 420 euros, en lugar de un porcentaje. Asimismo, podrán beneficiarse de un 




crédito de formación, en los términos establecidos en la citada normativa, las empresas que 
durante el año 2015 abran nuevos centros de trabajo, así como las empresas de nueva 
creación, cuando incorporen a su plantilla nuevos trabajadores. En estos supuestos las 
empresas dispondrán de un crédito de bonificaciones cuyo importe resultará de aplicar al 
número de trabajadores de nueva incorporación la cuantía de 65 euros.
Las empresas que durante el año 2015 concedan permisos individuales de formación a 
sus trabajadores dispondrán de un crédito de bonificaciones para formación adicional al 
crédito anual que les correspondería de conformidad con lo establecido en el párrafo primero 
de este apartado, por el importe que resulte de aplicar los criterios determinados por Orden 
del Ministerio de Empleo y Seguridad Social. El crédito adicional asignado al conjunto de las 
empresas que concedan los citados permisos no podrá superar el 5 por ciento del crédito 
establecido en el presupuesto del Servicio Público de Empleo Estatal para la financiación de 
las bonificaciones en las cotizaciones de la Seguridad Social por formación profesional para 
el empleo.
Nonagésima.  Aplazamiento de la aplicación de la Disposición adicional vigésima octava de 
la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del sistema 
de Seguridad Social.
Se aplaza la aplicación de lo establecido en la Disposición adicional vigésima octava de 
la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, adecuación y modernización del 
sistema de Seguridad Social.
Nonagésima primera.  Integración de los Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de 
Bienes Muebles en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por 
Cuenta Propia o Autónomos.
Los miembros del Cuerpo de Registradores de la Propiedad, Mercantiles y de Bienes 
Muebles, así como los del Cuerpo de Aspirantes, que ingresen en tales Cuerpos a partir de 1 
de enero de 2015, quedarán integrados en el Régimen Especial de la Seguridad Social de 
los Trabajadores por Cuenta Propia o Autónomos.
Dicha integración se producirá en los términos y condiciones establecidos en dicho 
Régimen Especial.
Se autoriza al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para efectuar 
el desarrollo reglamentario de esta disposición.
VIII
Nonagésima segunda.  Régimen presupuestario para el ejercicio 2015 aplicable al proceso 
de integración en el Instituto Nacional de Técnica Aeroespacial «Esteban Terradas» del 
Organismo Autónomo Canal de Experiencias Hidrodinámicas de El Pardo, del Instituto 
Tecnológico «la Marañosa» y del Laboratorio de Ingenieros del Ejército «General Marvá».
Sin perjuicio de que la integración efectiva en el Instituto Nacional de Técnica 
Aeroespacial «Esteban Terradas» (INTA) del Canal de Experiencias Hidrodinámicas de El 
Pardo (CEHIPAR), del Instituto Tecnológico «la Marañosa» y del Laboratorio de Ingenieros 
del Ejército «General Marvá» se produzca con ocasión de la aprobación de los nuevos 
estatutos del INTA, en los términos que se establecen en la Ley 15/2014, de 16 de 
septiembre, de racionalización del sector público y otras medidas de reforma administrativa, 
todos los gastos e ingresos relativos a la actividad y funcionamiento de los órganos que se 
integran, incluido el pago de retribuciones al personal, se imputarán en 2015 al presupuesto 
integrado del INTA aprobado en virtud de la presente Ley.
Nonagésima tercera.  Creación de Agencias Estatales.
Uno. Durante el ejercicio 2015 no se crearán Agencias Estatales de las previstas en la 
Ley 28/2006, de 18 de julio, de Agencias estatales para la mejora de los servicios públicos.
Dos. Se exceptúa de lo dispuesto en el apartado anterior la creación de la Agencia 
Estatal para la Investigación, según lo previsto en la Disposición adicional duodécima de la 




Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación, que se realizará sin 
aumento de gasto público, no se financiará con créditos del presupuesto financiero del 
Estado y cuyo régimen de vinculación se establecerá en Ley de presupuestos.
La creación de esta Agencia no podrá suponer, en ningún caso, incremento neto de 
estructura o de personal, dotándose, exclusivamente, mediante la correspondiente 
redistribución de efectivos, y su funcionamiento tendrá que realizarse con los medios 
materiales de que dispone actualmente la Administración.
Nonagésima cuarta.  Modificación del plazo previsto en la Ley 16/1985, de 25 de junio, del 
Patrimonio Histórico Español, en relación con el Inventario de Bienes Muebles de la Iglesia.
Se prorroga por un año, a partir de la entrada en vigor de esta Ley, el plazo a que se 
refiere la Disposición adicional quinta de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado para el año 2014, en relación con la Disposición 
adicional segunda de la Ley 4/2004, de 29 de diciembre, de modificación de tasas y de 
beneficios fiscales de acontecimientos de excepcional interés público y, a su vez, en relación 
con la Disposición transitoria primera de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre, de medidas 
fiscales, administrativas y del orden social, y con la Disposición transitoria quinta de la 
Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
Nonagésima quinta.  Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda.
Hasta el 31 de diciembre de 2017, la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre - Real Casa 
de la Moneda podrá mantener una participación de hasta el 20 % en la sociedad mercantil 
de capital público a la que se refiere la Disposición adicional octava de la Ley 13/1994, de 1 
de junio, de Autonomía del Banco de España, que deberá contar con los recursos 
personales y materiales para ejercer sus funciones. Durante dicho periodo, las dos entidades 
podrán compartir los servicios comunes necesarios para el desarrollo de sus actividades.
La Fábrica Nacional de Moneda y Timbre - Real Casa de la Moneda además podrá 
fabricar billetes distintos del euro y podrá prestar a la citada sociedad, conforme a lo previsto 
en la normativa vigente de contratación, los servicios accesorios a la fabricación de billetes 
euro que dicha sociedad pueda demandar.
Nonagésima sexta.  Autorización para la provisión de plazas docentes vacantes en las 
Universidades públicas.
Durante el ejercicio 2015, las Universidades podrán convocar concursos para la 
provisión de plazas docentes vacantes dotadas en el estado de gastos de sus presupuestos, 
de conformidad con las siguientes reglas:
1. La convocatoria se publicará en el «Boletín Oficial del Estado» y en el de la 
Comunidad Autónoma, y deberá contener, como mínimo, los siguientes aspectos:
a) La identificación de cada una de las plazas vacantes convocadas, que deberán figurar 
en la relación de puestos de trabajo de la Universidad, señalando, en todo caso, su 
denominación, características físicas, cuerpo al que corresponde la vacante y el área de 
conocimiento.
b) Los criterios de valoración para la adjudicación de las plazas vacantes que deberán 
ser de carácter curricular e incluir el historial docente e investigador del candidato y su 
proyecto en la correspondiente materia o especialidad y la capacidad de exposición oral.
2. Podrán participar en los concursos de provisión de vacantes quienes tengan una 
antigüedad de al menos dos años de servicio activo en el puesto y sean:
a) Para puestos de Catedráticos:
1.º Los funcionarios del Cuerpo de Catedrático de Universidad de las distintas 
Universidades del territorio nacional.
2.º Los funcionarios de la Escala de Profesores de Investigación de Organismos Públicos 
de Investigación del área de conocimiento al que corresponda la vacante, que dispongan de 
acreditación para Catedráticos de Universidad.
b) Para puestos de Profesor Titular:




1.ºLos funcionarios del Cuerpo de Profesores Titulares de Universidad de las distintas 
Universidades del territorio nacional.
2.ºLos funcionarios de las Escalas de Investigadores Científicos de Organismos Públicos 
de Investigación y de Científicos Titulares de Organismos Públicos de Investigación, del área 
de conocimiento a la que corresponda la vacante, que dispongan de acreditación para 
Profesores Titulares de Universidad.
Serán de aplicación a los concursos las normas previstas en los artículos 64, 65 y 66 de 
la Ley Orgánica 6/2001, de 21 de diciembre, referidas a los concursos de acceso.
3. Todos los requisitos de participación así como los méritos alegados habrán de 
reunirse en la fecha de finalización del plazo de presentación de instancias, acreditándose 
en la forma que se establezca en las respectivas convocatorias.
4. La plaza obtenida tras el concurso de provisión de puestos deberá desempeñarse 
durante dos años, al menos, antes de poder participar en un nuevo concurso para obtener 
una plaza en otra universidad.
5. Las plazas vacantes cubiertas en estos concursos, en tanto no suponen ingreso de 
nuevo personal, no computarán a los efectos de la oferta de empleo público.
Nonagésima séptima.  Pago de deudas con la Seguridad Social de instituciones sanitarias 
cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o instituciones sin ánimo de lucro.
Las instituciones sanitarias cuya titularidad ostenten las Administraciones Públicas o 
instituciones públicas o privadas sin ánimo de lucro, acogidas a la moratoria prevista en la 
disposición adicional trigésima de la Ley 41/1994, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1995, podrán solicitar a la Tesorería General de la Seguridad 
Social la ampliación de la carencia concedida a veintiún años, junto con la ampliación de la 
moratoria concedida hasta un máximo de diez años con amortizaciones anuales.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.  Indemnización por residencia del personal al servicio del sector público estatal.
Durante el año 2015, la indemnización por residencia del personal en activo del sector 
público estatal continuará devengándose en las áreas del territorio nacional que la tienen 
reconocida, en las mismas cuantías vigentes a 31 de diciembre de 2014.
No obstante, quienes vinieran percibiendo la indemnización por residencia en cuantías 
superiores a las establecidas para el personal del sector público estatal continuarán 
devengándola sin incremento alguno en el año 2015.
Segunda.  Complementos personales y transitorios.
Uno. Los complementos personales y transitorios y demás retribuciones que tengan 
análogo carácter, se regirán por su normativa específica y por lo dispuesto en esta Ley.
Dos. Los complementos personales y transitorios reconocidos en cumplimiento de lo 
dispuesto en el artículo 13 de la Ley 50/1984, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 1985, al personal incluido en el ámbito de aplicación de la 
Ley 30/1984, de 2 de agosto, se mantendrán en las mismas cuantías que a 31 de diciembre 
de 2014 siendo absorbidos por las mejoras que puedan derivarse del cambio de puesto de 
trabajo.
Incluso en el caso de que el cambio de puesto de trabajo determine una disminución de 
retribuciones, se mantendrá el complemento personal transitorio fijado al producirse la 
aplicación del nuevo sistema, a cuya absorción se imputarán las mejoras que puedan 
derivarse del cambio de puesto de trabajo.
En ningún caso se considerarán los trienios, el complemento de productividad, ni las 
gratificaciones por servicios extraordinarios.
Tres. Los complementos personales y transitorios reconocidos al personal de las 
Fuerzas Armadas y de los cuerpos de la Guardia Civil y Nacional de Policía, así como al 
personal funcionario de la Administración de la Seguridad Social y al estatutario del Instituto 




Nacional de Gestión Sanitaria, y restante personal con derecho a percibir dichos 
complementos, se regirán por las mismas normas establecidas en el apartado Dos anterior.
Cuatro. Los complementos personales y transitorios reconocidos al personal destinado 
en el extranjero se absorberán aplicando las mismas normas establecidas para el que preste 
servicios en territorio nacional, sin perjuicio de su supresión cuando el funcionario afectado 
cambie de país de destino.
Tercera.  Compensación fiscal por percepción de determinados rendimientos del capital 
mobiliario con período de generación superior a dos años en 2014.
Uno. Tendrán derecho a la deducción regulada en esta disposición los contribuyentes 
que en el período impositivo 2014 integren en la base imponible del ahorro cualquiera de los 
siguientes rendimientos del capital mobiliario:
a) Rendimientos obtenidos por la cesión a terceros de capitales propios a que se refiere 
el artículo 25.2 de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, 
sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, procedentes de instrumentos 
financieros contratados con anterioridad a 20 de enero de 2006 y a los que les hubiera 
resultado de aplicación el porcentaje de reducción del 40 por ciento previsto en el 
artículo 24.2.a) del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 3/2004, de 5 de marzo, por tener un 
período de generación superior a dos años.
b) Rendimientos derivados de percepciones en forma de capital diferido a que se refiere 
el artículo 25.3.a) 1.º de la Ley 35/2006 procedentes de seguros de vida o invalidez 
contratados con anterioridad a 20 de enero de 2006 y a los que les hubiera resultado de 
aplicación los porcentajes de reducción del 40 o 75 por ciento previstos en los 
artículos 24.2.b) y 94 del texto refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas.
Dos. La cuantía de esta deducción será la diferencia positiva entre la cantidad resultante 
de aplicar los tipos de gravamen del ahorro previstos en el apartado 2 del artículo 66 de la 
Ley 35/2006 al saldo positivo resultante de integrar y compensar entre sí el importe total de 
los rendimientos netos previstos en el apartado anterior, y el importe teórico de la cuota 
íntegra que hubiera resultado de haber integrado dichos rendimientos en la base liquidable 
general con aplicación de los porcentajes indicados en el apartado anterior.
Tres. El importe teórico de la cuota íntegra a que se refiere el apartado anterior será el 
siguiente:
a) Cuando el saldo resultante de integrar y compensar entre sí los rendimientos a que se 
refiere el apartado Uno anterior, aplicando los porcentajes de reducción previstos en los 
artículos 24.2, 94 y Disposición transitoria sexta del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2006, 
sea cero o negativo, el importe teórico de la cuota íntegra será cero.
b) Cuando el saldo resultante de integrar y compensar entre sí los rendimientos previstos 
en el apartado Uno anterior, aplicando los porcentajes de reducción previstos en los 
artículos 24.2, 94 y Disposición transitoria sexta del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas en su redacción vigente a 31 de diciembre de 2006, 
sea positivo, el importe teórico de la cuota íntegra será la diferencia positiva entre la cuota 
resultante de aplicar a la suma de la base liquidable general y del saldo positivo 
anteriormente señalado lo dispuesto en los artículos 63.1.1.º, 74.1.1.º así como la escala 
prevista en la letra a) del apartado 1 de la Disposición adicional trigésima quinta de la 
Ley 35/2006, y la cuota correspondiente de aplicar lo señalado en dichos preceptos a la base 
liquidable general.
Cuatro. Para la determinación del saldo a que se refiere el apartado tres anterior, 
solamente se aplicarán las reducciones previstas en los artículos 24.2.b) y 94 del texto 
refundido de la Ley del Impuesto a la parte del rendimiento neto que corresponda a primas 
satisfechas hasta el 19 de enero de 2006, y las posteriores cuando se trate de primas 
ordinarias previstas en la póliza original del contrato de seguro.




A efectos de determinar la parte del rendimiento total obtenido que corresponde a cada 
prima del contrato de seguro de capital diferido, se multiplicará dicho rendimiento total por el 
coeficiente de ponderación que resulte del siguiente cociente:
En el numerador, el resultado de multiplicar la prima correspondiente por el número de 
años transcurridos desde que fue satisfecha hasta el cobro de la percepción.
En el denominador, la suma de los productos resultantes de multiplicar cada prima por el 
número de años transcurridos desde que fue satisfecha hasta el cobro de la percepción.
Cinco. La entidad aseguradora comunicará al contribuyente el importe de los 
rendimientos netos derivados de percepciones en forma de capital diferido procedentes de 
seguros de vida e invalidez correspondientes a cada prima, calculados según lo dispuesto en 
el apartado anterior y con la aplicación de los porcentajes de reducción previstos en los 
artículos 24.2, 94 y Disposición transitoria sexta del texto refundido de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas.
Seis. La cuantía de la deducción así calculada se restará de la cuota líquida total, 
después de la deducción por obtención de rendimientos del trabajo o de actividades 
económicas a que se refiere el artículo 80 bis de la Ley 35/2006.
Siete. Las referencias realizadas en esta Disposición transitoria a la Ley 35/2006 se 
entenderán referidas a la redacción en vigor de la citada Ley a 31 de diciembre de 2014.
Cuarta.  Plazo de solicitud de aplicación de coeficientes de actualización de valores 
catastrales.
Con vigencia exclusiva para el ejercicio 2015, el plazo previsto en el artículo 32.2.c) del 
texto refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/2004, de 5 de marzo, de solicitud a la Dirección General del Catastro de 
aplicación de los coeficientes en función del año de entrada en vigor de la correspondiente 
ponencia de valores del municipio se amplía hasta el 31 de julio de 2015. De los 
correspondientes acuerdos se dará traslado al citado Centro Directivo dentro de dicho plazo.
Quinta.  Plazo de aprobación del tipo de gravamen del Impuesto sobre Bienes Inmuebles y 
de las ponencias de valores.
Con vigencia exclusiva para el ejercicio 2015, el plazo previsto en el artículo 72.6 del 
texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, para aprobar los nuevos tipos de gravamen del Impuesto 
sobre Bienes Inmuebles por los Ayuntamientos afectados por procedimientos de valoración 
colectiva de carácter general que deban surtir efectos el 1 de enero de 2016 se amplía hasta 
el 31 de julio de 2015. De los correspondientes acuerdos se dará traslado a la Dirección 
General del Catastro dentro de dicho plazo.
Igualmente, se amplía hasta el 31 de julio de 2015 el plazo para la aprobación y 
publicación de las ponencias de valores totales.
Sexta.  Régimen transitorio de la centralización de créditos.
Respecto a aquellos contratos centralizados, cuyos gastos deban imputarse al Programa 
presupuestario 923R «Contratación Centralizada», en tanto no se proceda a la centralización 
de los créditos correspondientes, la aprobación de las órdenes ministeriales de 
centralización dictadas por el Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, en 
aplicación del artículo 206.1 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público 
aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, determinarán, en su 
caso, la obligación por parte de los diferentes entes mencionados en los apartados a), b), c), 
d), e) y f) del artículo 1 de esta Ley, de emitir las correspondientes retenciones de crédito 
respecto a los contratos que se tramiten al amparo de la misma.
Con carácter previo al inicio de cada contrato, la Dirección General de Racionalización y 
Centralización de la Contratación comunicará a cada ente el importe por el que deberá 
efectuar la retención de crédito, de acuerdo con la distribución del objeto del contrato.




Séptima.  Extinción de la Fundación para la Proyección Internacional de las Universidades 
Españolas (Universidad.es).
A partir del 31 de diciembre de 2014 quedará extinguida la Fundación para la Proyección 
Internacional de las Universidades Españolas (Universidad.es), y su actividad quedará 
integrada en el Servicio Español para la Internacionalización de la Educación, anterior 
organismo público Programas Educativos Europeos, de acuerdo con lo señalado en los 
artículos 4 y 5 de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del sector público 
y otras medidas de reforma administrativa.
DISPOSICIÓN DEROGATORIA
Única.  Derogación de la Disposición adicional quincuagésima octava del texto refundido de 
la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 
20 de junio.
Se deroga la Disposición adicional quincuagésima octava del texto refundido de la Ley 
General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de 
junio.
DISPOSICIONES FINALES
Primera.  Modificación del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 670/1987, de 30 de abril.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica el texto refundido de 
la Ley de Clases Pasivas del Estado, aprobado por el Real Decreto Legislativo 670/1987, de 
30 de abril, en los siguientes términos:
Uno. El artículo 9 del texto refundido de la Ley de Clases Pasivas del Estado queda 
redactado como sigue:
«Artículo 9.  Derecho de opción por razón de incompatibilidad.
En los casos en que asista a una persona derecho al cobro de más de una 
prestación de Clases Pasivas o de éstas con otra prestación del sistema público de 
protección social que, de acuerdo con las normas de este texto o con la legislación 
vigente en cada momento, sean incompatibles en su percibo simultáneo o en el de 
que, estando en el disfrute de una prestación, adquiriese derecho a otra u otras 
incompatibles con ella, el interesado podrá ejercer el derecho de opción por el cobro 
de la prestación que estime más conveniente.»
Dos. Se suprime el último párrafo del apartado cuarto del artículo 38 del texto refundido 
de la Ley de Clases Pasivas del Estado.
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Tres. Se modifica el apartado 2 del artículo 43 del texto refundido de la Ley de Clases 
Pasivas del Estado, que queda redactado en los siguientes términos:
«2. Lo establecido en los números 4 y 5 del precedente artículo 33 será de 
aplicación igualmente en los supuestos de orfandad.»
Segunda.  Modificación de la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de 
España.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se añade una nueva 
Disposición adicional, la octava, a la Ley 13/1994, de 1 de junio, de Autonomía del Banco de 
España, con la siguiente redacción:
«Disposición adicional octava.  Entidades instrumentales.
1. El Banco de España, de acuerdo con la normativa del Banco Central Europeo, 
podrá encomendar la producción de billetes en euros que le corresponda a una 




sociedad mercantil de capital público en la que ostente una mayoría de control, cuyo 
objeto social exclusivo será la producción de billetes en euros en el ámbito del 
Sistema Europeo de Bancos Centrales.
Con independencia de su sujeción al Derecho privado, resultará de aplicación a 
esta sociedad el régimen patrimonial, presupuestario y de contratación de personal y 
bienes y servicios del Banco de España. Su presupuesto se incluirá como anexo al 
presupuesto del Banco de España.
2. Sin perjuicio de su sujeción a la Ley 50/2002, de 26 de diciembre de 
Fundaciones, le será de aplicación a la Fundación Centro de Estudios Monetarios y 
Financieros (CEMFI) el régimen patrimonial presupuestario y de contratación de 
personal y bienes y servicios del Banco de España. El presupuesto de esta fundación 
se incluirá como anexo a presupuesto del Banco de España.»
Tercera.  Modificación del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se añaden dos nuevos párrafos 
a la letra a) de la regla tercera del apartado 1 de la disposición adicional séptima del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/1994, de 20 de junio, que pasa a tener la siguiente redacción:
«a) La base reguladora de las prestaciones de jubilación e incapacidad 
permanente se calculará conforme a la regla general. Para las prestaciones por 
maternidad y por paternidad, la base reguladora diaria será el resultado de dividir la 
suma de las bases de cotización acreditadas en la empresa durante el año anterior a 
la fecha del hecho causante entre 365.
Para la prestación por incapacidad temporal, la base reguladora diaria será el 
resultado de dividir la suma de las bases de cotización a tiempo parcial acreditadas 
desde la última alta laboral, con un máximo de tres meses inmediatamente anteriores 
al del hecho causante, entre el número de días naturales comprendidos en el 
periodo.
La prestación económica se abonará durante todos los días naturales en que el 
interesado se encuentre en la situación de incapacidad temporal.»
Cuarta.  Modificación de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las 
víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se da nueva redacción al 
apartado 4 del artículo 9 de la Ley 35/1995, de 11 de diciembre, de ayudas y asistencia a las 
víctimas de delitos violentos y contra la libertad sexual, mediante la supresión del segundo 
párrafo del mismo, que queda redactado como sigue:
«Artículo 9.  Procedimiento.
(...)
4. El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas podrá también recabar 
de cualquier persona física o jurídica, entidad o Administración pública, la aportación 
de informes sobre la situación profesional, financiera, social o fiscal del autor del 
hecho delictivo y de la víctima, siempre que tal información resulte necesaria para la 
tramitación y resolución de los expedientes de concesión de ayudas, o el ejercicio de 
las acciones de subrogación o repetición. Podrá igualmente ordenar las 
investigaciones periciales precisas con vistas a la determinación de la duración y 
gravedad de las lesiones o daños a la salud producidas a la víctima. La información 
así obtenida no podrá ser utilizada para otros fines que los de la instrucción del 
expediente de solicitud de ayuda, quedando prohibida su divulgación.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.




Quinta.  Modificación de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, por la que se regula el Fondo de 
bienes decomisados por tráfico ilícito de drogas y otros delitos relacionados.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica la Ley 17/2003, de 
29 de mayo, por la que se regula el Fondo de bienes decomisados por tráfico ilícito de 
drogas y otros delitos relacionados en los siguientes términos:
Uno. Se modifica el apartado 2 del artículo 1 de la Ley 17/2003, de 29 de mayo, que 
queda redactado como sigue:
«2. La creación de un fondo, de titularidad estatal, que se nutrirá con los bienes, 
efectos e instrumentos contemplados en el párrafo anterior, con las rentas e 
intereses de dichos bienes y con el producto que se obtenga de éstos cuando no 
sean líquidos y se enajenen y liquiden según las previsiones de esta ley y de sus 
normas reglamentarias de desarrollo.
Los recursos obtenidos se aplicarán al presupuesto de ingresos del Estado para 
su ulterior distribución en los términos previstos en esta ley y en sus normas 
reglamentarias de desarrollo.
No serán objeto de integración aquellos bienes en los que no sea posible su 
inscripción registral o su localización, ni aquellos inmuebles cuyas circunstancias no 
permitan asegurar la rentabilidad del comiso.»
El resto de este artículo mantiene la misma redacción.
Dos. Se da nueva redacción a la letra g) del apartado 1 del artículo 3 de la Ley 17/2003, 
de 29 de mayo, que queda redactado como sigue:
«1. Podrán ser destinatarios y beneficiarios de los recursos del fondo a los que 
se alude en el artículo 1.2 de esta ley los organismos, instituciones y personas 
jurídicas siguientes:
()
g) Cualquier otro órgano, organismo o centro directivo de naturaleza pública que 
esté integrado o vinculado o sea dependiente de la Administración General del 
Estado, para el desarrollo de programas o acciones relacionados con el control de la 
oferta de drogas.
()»
El resto de este artículo mantiene la misma redacción.
Tres. Se da nueva redacción al apartado 5 del artículo 4 de la Ley 17/2003, de 29 de 
mayo, que queda redactado como sigue:
«5. Los recursos a que se refiere el apartado 2 del artículo 1 generarán crédito en 
el concepto que, para la aplicación del fondo, figure dotado en el presupuesto de la 
Delegación del Gobierno para el Plan Nacional sobre Drogas, de acuerdo con lo 
establecido en la Ley General Presupuestaria.»
El resto de este artículo mantiene la misma redacción.
Cuatro. Se da nueva redacción a la Disposición adicional cuarta de la Ley 17/2003, de 29 
de mayo, que queda redactada como sigue:
«Disposición adicional cuarta.  Incorporación de créditos.
El importe de crédito no utilizado al fin de cada ejercicio en la aplicación 
presupuestaría correspondiente al fondo a que se refiere el artículo 1.2 y la 
disposición adicional primera de esta ley se incorporará al presupuesto de gastos del 
ejercicio inmediato siguiente por acuerdo del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas.»




Sexta.  Modificación de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea.
Con efectos de 1 de marzo de 2015 y vigencia indefinida, se modifica la Ley 21/2003, de 
7 de julio, de Seguridad Aérea, en los siguientes términos:
Uno. Se añade un nuevo apartado al artículo 77 de la Ley 21/2003, de 7 de julio, de 
Seguridad Aérea, con la siguiente redacción:
«Estas prestaciones no serán de aplicación a los pasajeros transportados a título 
privado, en aeronaves cuyo peso máximo al despegue sea inferior a 5 Tm.»
Dos. Se da nueva redacción al párrafo final del apartado 1 del artículo 78 de la 
Ley 21/2003, de 7 de julio, de Seguridad Aérea, que quedará redactado como sigue:
«Las cuantías unitarias de las prestaciones públicas por salida de pasajeros y por 
seguridad para los pasajeros en conexión se reducirán en un 35 por 100.»
Séptima.  Modificación de la Ley 29/2006, de 26 de julio, de garantías y uso racional de los 
medicamentos y productos sanitarios.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el artículo 111, 
apartado 1, Grupo IX «Medicamentos veterinarios» Tasas 9.11 y 9.12, de la Ley 29/2006, de 
26 de julio, de garantías y uso racional de los medicamentos y productos sanitarios, 
modificada por la Ley 10/2013, de 24 de julio, por la que se incorporan al ordenamiento 
jurídico español las Directivas 2010/84/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre 
farmacovigilancia y 2011/62/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, sobre prevención en 
la entrada de medicamentos falsificados en la cadena de suministro legal (tasa por 
prestación de servicios y realización de actividades de la Administración General del Estado 
en materia de medicamentos, productos sanitarios, productos cosméticos y productos de 
cuidado personal) que queda redactado como sigue:
«Artículo 111.  Apartado 1, Grupo IX. Medicamentos Veterinarios, tasas 9.11 y 9.12.
9.11
Tasa por evaluación de informe periódico de seguridad anual de un medicamento 
veterinario, esté o no registrado el medicamento en España 757,84
9.12
Tasa por evaluación de informe periódico de seguridad trienal o superior a tres 
años de un medicamento veterinario, esté o no registrado el medicamento en 
España2.273,52»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Octava.  Modificación de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica la Ley 47/2003, de 
26 de noviembre, General Presupuestaria, de la siguiente forma:
Uno. Se modifica el apartado 1.h) del artículo 2 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«Artículo 2.  Sector público estatal.
A los efectos de esta ley forman parte del sector público estatal:
h) Los consorcios adscritos a la Administración Pública estatal conforme a lo 
establecido en la disposición adicional vigésima de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común.
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Dos. Se da nueva redacción a los apartados 3 y 5 del artículo 34 de la Ley General 
Presupuestaria, que queda redactado como sigue:




«3. Podrán aplicarse a créditos del ejercicio corriente obligaciones contraídas en 
ejercicios anteriores, de conformidad con el ordenamiento jurídico, para las que se 
anulara crédito en el ejercicio de procedencia.
Asimismo, podrán atenderse con cargo a créditos del presupuesto del ejercicio 
corriente obligaciones pendientes de ejercicios anteriores, en los casos en que figure 
dotado un crédito específico destinado a dar cobertura a dichas obligaciones, con 
independencia de la existencia de saldo de crédito anulado en el ejercicio de 
procedencia.»
«5. Los créditos iniciales dotados en los Presupuestos Generales del Estado para 
atender obligaciones de ejercicios anteriores solo podrán modificarse mediante el 
procedimiento previsto en los artículos 55, 56 y 57 de esta ley.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Tres. Se modifica el artículo 54, punto 3 párrafo segundo de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, que queda redactado de la siguiente forma:
«La financiación de las ampliaciones de crédito en el presupuesto de los 
organismos autónomos podrá realizarse con cargo a la parte del remanente de 
tesorería al fin del ejercicio anterior que no haya sido aplicada en el presupuesto del 
organismo, con mayores ingresos sobre los previstos inicialmente o con baja en otros 
créditos del presupuesto no financiero del organismo.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Cuatro. Se modifica el número 5 del artículo 57 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«5. En el supuesto de que el crédito extraordinario o el suplemento de crédito se 
destinara a atender obligaciones de ejercicios anteriores, para las que no se anulara 
crédito en el ejercicio de procedencia que afecte al presupuesto del Instituto Nacional 
de Gestión Sanitaria o al del Instituto de Mayores y Servicios Sociales, la Ministra de 
Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad propondrá al Consejo de Ministros la remisión 
de un proyecto de ley a las Cortes Generales, previo informe de la Dirección General 
de Presupuestos y dictamen del Consejo de Estado. Este mismo procedimiento se 
aplicará a propuesta de la Ministra de Empleo y Seguridad Social cuando se trate de 
créditos para atender gastos del resto de entidades de la Seguridad Social.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Cinco. Se da nueva redacción al artículo 111 de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, 
General Presupuestaria:
«Artículo 111.  Emisiones de deuda y operaciones de endeudamiento de los 
organismos y entidades integrantes del sector público estatal.
1. Los organismos autónomos no podrán concertar operaciones de 
endeudamiento, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado, ante la 
especial naturaleza de las condiciones y actividad a realizar por el organismo 
autorice la suscripción de dichas operaciones, que se efectuarán en los términos y 
con el límite que en dicha ley se establezcan.
A efectos del cumplimiento de dicho límite, no se deducirán las posiciones 
activas de tesorería constituidas por el organismo.
Las operaciones de endeudamiento concertadas por organismos autónomos se 
regularán por lo dispuesto en el Capítulo II de este Título en lo que les resulte de 
aplicación, salvo que la Ley de Presupuestos Generales del Estado que autorice las 
operaciones establezca expresamente otra cosa.
2. Del mismo modo, los demás organismos del sector público estatal sólo podrán 
concertar operaciones de endeudamiento si así lo autoriza de forma expresa la 
correspondiente Ley de Presupuestos Generales del Estado y dentro de los límites 




que dicha Ley establezca, salvo que se trate de operaciones de crédito que se 
concierten y cancelen dentro del mismo ejercicio presupuestario.
3. Los organismos y entidades integrantes del sector público estatal se 
someterán a los principios de prudencia financiera que se fijen por la Comisión 
Delegada del Gobierno para Asuntos Económicos y que, al menos, se referirán a los 
límites máximos del coste financiero al que podrán suscribirse las citadas 
operaciones de crédito, así como a las limitaciones al uso de derivados financieros.
4. Las competencias señaladas en el artículo 98 de esta Ley se entenderán 
referidas, en su caso, al presidente o director del organismo público correspondiente.
En el caso de operaciones a realizar por fundaciones, dichas competencias se 
entenderán referidas al patronato de la correspondiente fundación.
En el caso de sociedades mercantiles, las competencias serán ejercidas por la 
Junta General de Accionistas.»
Seis. Se da nueva redacción al artículo 135 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«Artículo 135.  Información a remitir a las Cortes Generales.
Sin perjuicio de la facultad de las Cortes Generales de solicitar del Gobierno la 
información que estimen oportuna, la Intervención General de la Administración del 
Estado, con periodicidad mensual, pondrá a disposición de las Cortes Generales, a 
través de su Oficina presupuestaria, información sobre la ejecución de los 
presupuestos. Con la misma periodicidad, procedimiento y destinatario, la 
Intervención General de la Seguridad Social remitirá información sobre la ejecución 
de los presupuestos de las entidades que integran el sistema de la Seguridad Social. 
La oficina pondrá dicha documentación a disposición de los Diputados, Senadores y 
las Comisiones parlamentarias.
Asimismo, la Intervención General de la Administración del Estado, con 
periodicidad semestral, pondrá a disposición de las Cortes Generales, a través de su 
Oficina Presupuestaria, información regionalizada sobre el grado de ejecución de la 
inversión real del Sector Público Estatal.»
Siete. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 142 de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, que queda redactado como sigue:
«2. El control se realizará mediante el ejercicio de la función interventora, el 
control financiero permanente y la auditoría pública, a que se refieren los capítulos II, 
III y IV de este título.
No obstante, cuando de acuerdo con la normativa aplicable, los procedimientos 
objeto de control se instrumenten y formalicen en resoluciones o actos a través de 
actuaciones administrativas automatizadas, definidas en el Anexo de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, la 
Intervención General de la Administración del Estado podrá aprobar las normas 
necesarias para adaptar los distintos controles previstos en este título a las 
especialidades derivadas de este tipo de actuaciones, mediante Resolución 
publicada en el Boletín Oficial del Estado.
En todo caso, con carácter previo a la aprobación de las normas reguladoras de 
los citados procedimientos de gestión, se requerirá la realización de una auditoría 
previa de la Intervención General de la Administración del Estado, en los términos y 
forma que determine dicho centro directivo, para verificar que el nuevo procedimiento 
de gestión incorpora los controles automatizados de gestión necesarios a la 
naturaleza del mismo, satisface, a efectos de la función interventora, los 
requerimientos de seguridad que correspondan a la categoría del respectivo sistema 
de información, de acuerdo con el Esquema Nacional de Seguridad vigente en cada 
momento, y se ajusta a los términos establecidos en el artículo 39 de la Ley 11/2007, 
de 22 de junio, de acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos.
Cuando del informe de auditoría se derive el incumplimiento de las 
especificaciones del sistema de información o la detección de deficiencias graves, 
estos incumplimientos o deficiencias deberán ser solventados por el órgano u 




órganos competentes antes de la aprobación de la norma por la que se establezca la 
actuación automatizada.
Se efectuarán revisiones de la auditoría inicial, de acuerdo con lo que se prevea 
al respecto en los planes anuales de auditorías de la Intervención General de la 
Administración del Estado. Cuando del resultado de la auditoría se deduzca el 
incumplimiento de las especificaciones aprobadas o la detección de deficiencias 
graves, el Interventor General concederá un plazo para su adaptación que, en el 
caso de no ser atendido, suspenderá la utilización de la aplicación. No obstante, el 
Interventor General, a la vista de la naturaleza del defecto y de las circunstancias 
concurrentes, podrá acordar la suspensión inmediata de la utilización de la aplicación 
a los efectos señalados. Todo ello, sin perjuicio de las actuaciones de revisión de los 
sistemas informáticos de gestión económico-financiera a desarrollar en el ámbito del 
control financiero permanente y la auditoría pública.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Ocho. Se da nueva redacción al artículo 146 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«Artículo 146.  Informes generales de control.
1. La Intervención General de la Administración del Estado presentará 
anualmente al Consejo de Ministros a través del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas un informe general con los resultados más significativos 
de la ejecución del Plan anual de Control Financiero Permanente y del Plan anual de 
Auditorías de cada ejercicio.
El informe general incluirá información sobre la situación de la corrección de las 
debilidades puestas de manifiesto en los informes de control financiero permanente y 
auditoría pública, a través de la elaboración de los planes de acción a que hacen 
referencia los artículos 161 y 166 de esta Ley.
El contenido del informe podrá incorporar también información sobre los 
principales resultados obtenidos en otras actuaciones de control, distintas del control 
financiero permanente y la auditoría pública, llevadas a cabo por la Intervención 
General de la Administración del Estado.
2. Los informes generales de control, una vez presentados al Consejo de 
Ministros, serán objeto de publicación en la página web de la Intervención General de 
la Administración del Estado.
3. La Intervención General de la Administración del Estado podrá elevar a la 
consideración del Consejo de Ministros a través del Ministro de Hacienda y 
Administraciones Públicas los informes de control financiero permanente y de 
auditoría que, por razón de sus resultados, estime conveniente anticipar su 
conocimiento.»
Nueve. Se añade un apartado 3 nuevo al artículo 150 de la Ley General Presupuestaria, 
con la siguiente redacción:
«3. En la intervención material se comprobará la real y efectiva aplicación de los 
fondos públicos.
La intervención de la comprobación material de la inversión se realizará, en todo 
caso, concurriendo el representante de la Intervención General y, en su caso, el 
asesor designado, al acto de comprobación de la inversión de que se trate.
La responsabilidad del representante de la Intervención General y, en su caso, 
asesor designados se valorará de forma proporcional a los medios personales y 
materiales disponibles para efectuar el acto de comprobación. Dicha responsabilidad 
no alcanzará a aquellos defectos o faltas de adecuación de la inversión realizada que 
no den lugar a resultado tangible, susceptible de comprobación, o aquellos vicios o 
elementos ocultos, imposibles de detectar en el momento de efectuar la 
comprobación material de la inversión.
En los supuestos en los que no se haya designado asesor técnico, por no 
considerarlo necesario o resultar imposible, la responsabilidad exigible al 




representante designado quedará limitada a los aspectos y deficiencias que se 
puedan detectar atendiendo a la diligencia media exigida a los profesionales de la 
Administración que no requieren una cualificación técnica en un sector específico 
objeto de la inversión para el desempeño de las funciones asignadas a su puesto de 
trabajo.»
Diez. Se da nueva redacción al artículo 161 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«Artículo 161.  Planes de acción y seguimiento de medidas correctoras.
1. Cada departamento ministerial elaborará un Plan de Acción que determine las 
medidas concretas a adoptar para subsanar las debilidades, deficiencias, errores e 
incumplimientos relevantes que se pongan de manifiesto en los informes de control 
financiero permanente elaborados por la Intervención General de la Administración 
del Estado, relativos tanto a la gestión del propio departamento como a la de los 
organismos y entidades públicas adscritas o dependientes y de las que ejerza la 
tutela.
2. El Plan de Acción se elaborará en el plazo de 3 meses desde que el titular del 
departamento ministerial reciba la remisión semestral de los informes de control 
financiero permanente y contendrá las medidas adoptadas por el departamento, en el 
ámbito de sus competencias, para corregir las debilidades, deficiencias, errores e 
incumplimientos que se hayan puesto de manifiesto en los informes remitidos por la 
Intervención General de la Administración del Estado y, en su caso, el calendario de 
actuaciones pendientes de realizar para completar las medidas adoptadas. El 
departamento deberá realizar el seguimiento de la puesta en marcha de estas 
actuaciones pendientes e informar a la Intervención General de la Administración del 
Estado de su efectiva implantación.
3. El Plan de Acción será remitido a la Intervención General de la Administración 
del Estado, que valorará su adecuación para solventar las deficiencias señaladas y 
en su caso los resultados obtenidos, e informará al Consejo de Ministros en el 
siguiente informe general que se emita en ejecución de lo señalado en el artículo 
146.1 de la presente Ley.»
Once. Se da nueva redacción al artículo 166 de la Ley General Presupuestaria, que 
queda redactado como sigue:
«Artículo 166.  Informes de auditoría.
1. Los resultados de cada actuación de auditoría pública se reflejarán en 
informes escritos y se desarrollarán de acuerdo con las normas que la Intervención 
General de la Administración del Estado apruebe, las cuales establecerán el 
contenido, destinatarios, y el procedimiento para la elaboración de dichos informes.
2. En todo caso, los informes se remitirán al titular del organismo o entidad 
controlada, al Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas y al del 
departamento del que dependa o al que esté adscrito el órgano o entidad controlada. 
Los presidentes de los organismos públicos, sociedades mercantiles estatales, 
fundaciones del sector público estatal y resto de entes públicos estatales, que 
cuenten con Consejo de Administración u otro órgano de dirección colegiado similar 
o con comité de auditoría, deberán remitir a los mismos los informes de auditoría 
relativos a la entidad.
No obstante, cuando los informes se refieran a las Mutuas de Accidentes del 
Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad Social, los informes se 
remitirán al titular de la misma y al órgano de dirección y tutela.
3. Lo establecido en el artículo 161 sobre la elaboración de planes de acción 
derivados de las actuaciones de control financiero permanente, será asimismo 
aplicable a los informes de auditoría pública.
4. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado anterior respecto a la 
determinación de los destinatarios de los informes, los de auditoría de cuentas 




anuales se rendirán en todo caso al Tribunal de Cuentas junto con las cuentas 
anuales, de acuerdo con lo establecido en el artículo 139 de esta ley.
5. Anualmente la Intervención General de la Administración del Estado remitirá al 
Consejo de Ministros, de acuerdo con el procedimiento reglamentariamente 
establecido, un informe resumen de las auditorías de cuentas anuales realizadas, en 
los que se reflejarán las salvedades contenidas en dichos informes, y se dará 
información sobre las medidas adoptadas por los órganos gestores para solventar las 
salvedades puestas de manifiesto en ejercicios anteriores.»
Doce. Se da nueva redacción a la Disposición adicional segunda de la Ley 47/2003, de 
26 de noviembre, General Presupuestaria, que queda redactada como sigue:
«Segunda.  Colaboración en la realización del Plan Anual de Auditorías.
Para la ejecución del Plan Anual de Auditorías referido en el artículo 165 de esta 
ley, la Intervención General de la Administración del Estado podrá, en caso de 
insuficiencia de medios propios disponibles, recabar la colaboración de empresas 
privadas de auditoría, que deberán ajustarse a las normas e instrucciones que 
determine aquélla. La contratación de la colaboración en los trabajos de auditoría 
que en cada caso se señale, será realizada por el Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas. Excepcionalmente, la contratación podrá ser realizada y 
asumida por la propia entidad a auditar, a solicitud motivada de la misma y previa 
autorización de la Intervención General de la Administración del Estado, quien 
establecerá los criterios de solvencia, condiciones de compatibilidad de los 
contratistas, criterios de valoración para la selección de los contratistas y condiciones 
técnicas de ejecución del trabajo que deberán ser incluidos en los documentos de 
contratación.
Toda contratación de empresas privadas de auditoría, en el ámbito señalado 
anteriormente, deberá ir precedida de la publicación, con carácter anual, de una 
orden por parte del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, en la que se 
especificará la insuficiencia de los servicios de la Intervención General de la 
Administración del Estado que justifique dicha contratación.
Los auditores serán contratados por un plazo máximo de dos años, prorrogable 
por otros dos, no pudiendo superarse los ocho años de realización de trabajos sobre 
una misma entidad a través de contrataciones sucesivas, incluidas sus 
correspondientes prórrogas, ni pudiendo a dichos efectos ser contratados para la 
realización de trabajos sobre una misma entidad hasta transcurridos dos años desde 
la finalización del período de ocho años antes referido.
Las sociedades de auditoría o auditores de cuentas individuales concurrentes en 
relación con cada trabajo a adjudicar no podrán ser contratados cuando, en el año 
anterior a aquel en que van a desarrollar su trabajo o en ese mismo año, hayan 
realizado o realicen otros trabajos para la entidad, sobre áreas o materias respecto 
de las cuales deba pronunciarse el auditor en su informe.»
Trece. Se modifica la Disposición adicional novena de la Ley 47/2003, de 26 de 
noviembre, General Presupuestaria, que queda redactada como sigue:
«Disposición adicional novena.  Sociedades mercantiles y otros entes controlados 
por el sector público.
El Estado promoverá la celebración de convenios con las comunidades 
autónomas o las entidades locales, con el objeto de coordinar el régimen 
presupuestario, financiero, contable y de control de las sociedades mercantiles en las 
que participen, de forma minoritaria, las entidades que integran el sector público 
estatal, la Administración de las comunidades autónomas o las entidades locales, o 
los entes a ellas vinculados o dependientes, cuando la participación en los mismos 
considerada conjuntamente fuera mayoritaria o conllevara su control político.
Lo anterior será de aplicación a los consorcios adscritos a la Administración 
Pública estatal que no cumplan los requisitos previstos en el párrafo h) del apartado 
1 del artículo 2 de la presente ley y a los consorcios que, no quedando adscritos a 




ninguna administración pública por cumplirse las condiciones establecidas por la 
disposición adicional decimocuarta de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, sean 
financiados mayoritariamente con recursos procedentes del Estado, las comunidades 
autónomas o corporaciones locales, en las que las Administraciones anteriores 
hayan aportado mayoritariamente a los mismos dinero, bienes o industria o se hayan 
comprometido, en el momento de su constitución, a financiar mayoritariamente dicho 
ente y siempre que sus actos estén sujetos directa o indirectamente al poder de 
decisión conjunto de dichas Administraciones. Los Presupuestos de esos consorcios, 
en los términos que se determine por el Ministerio de Hacienda y Administraciones 
Públicas, acompañarán, a efectos informativos, a los Presupuestos Generales del 
Estado cuando el porcentaje de participación del Sector Público Estatal sea igual o 
superior al de cada una de las restantes Administraciones Públicas consorciadas.
Estas sociedades mercantiles y consorcios quedarán obligados a rendir sus 
cuentas anuales al Tribunal de Cuentas, por conducto de la Intervención General de 
la Administración del Estado, cuando la participación del sector público estatal sea 
igual o superior al de cada una de las restantes Administraciones Públicas, sin 
perjuicio de lo establecido en la normativa propia de cada Comunidad Autónoma. 
Será de aplicación el procedimiento de rendición previsto en esta Ley.
Los consorcios adscritos a la Administración Pública estatal según lo previsto en 
la disposición adicional vigésima de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, estarán sujetos al régimen presupuestario, financiero, 
contable y de control regulado en la presente ley y su normativa de desarrollo.
Los presupuestos de los consorcios adscritos a la administración pública estatal 
no sujetos a su poder de decisión por no concurrir ninguna de las circunstancias 
previstas en las letras a) a e) del punto 2 de la citada disposición adicional vigésima 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, formarán parte de los Presupuestos 
Generales del Estado en los términos que se determine por el Ministerio de Hacienda 
y Administraciones Públicas.»
Catorce. Se añade una nueva Disposición adicional, la vigésima segunda, a la 
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, con la siguiente redacción:
«Vigésima segunda.  Prestación de servicios comunes en el ámbito de la 
Administración General del Estado y entidades y organismos dependientes o 
vinculados con presupuesto limitativo.
Los órganos superiores o directivos de la Administración General del Estado, así 
como sus entidades y organismos dependientes o vinculados con presupuesto 
limitativo, podrán asumir, en los términos previstos en la norma correspondiente o 
mediante la formalización del oportuno convenio de colaboración, la realización de 
actuaciones encaminadas a la prestación de servicios comunes a otros órganos de la 
Administración General del Estado, así como a sus entidades y organismos 
dependientes o vinculados con presupuesto limitativo, cuando dichos servicios 
deriven o tengan carácter complementario del ejercicio de sus funciones. En todo 
caso, la prestación centralizada de dichos servicios deberá incrementar la eficiencia 
de la gestión pública y deberá valorarse la disponibilidad de medios para el ejercicio 
adecuado de las funciones que se atribuyen. Lo señalado en este apartado se 
entiende sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 20 y 21 de la Ley 6/1997, de 14 
de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.
La norma o convenio de colaboración a los que se refiere el apartado anterior, 
deberá establecer la contraprestación económica que habrá de satisfacer el órgano 
destinatario del servicio para la tramitación de la correspondiente transferencia de 
crédito desde el presupuesto del órgano destinatario al presupuesto del órgano 
prestador del servicio, o, cuando no fuera posible esta transferencia de acuerdo con 
el régimen presupuestario aplicable, mediante generación de crédito en el 
presupuesto del órgano prestador del servicio por el ingreso que efectúe el 
destinatario del mismo.»




Novena.  Modificación del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica la Disposición 
transitoria duodécima del texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, 
aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, que queda redactada en los 
siguientes términos:
«Disposición transitoria duodécima.  Determinación de la base liquidable del 
Impuesto sobre Bienes Inmuebles.
La determinación de la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, 
atribuida a los ayuntamientos en el apartado 3 del artículo 77 de esta ley, se realizará 
por la Dirección General del Catastro, salvo que el ayuntamiento comunique a dicho 
centro directivo que la indicada competencia será ejercida por él. Esta comunicación 
deberá realizarse antes de que finalice el mes de febrero del año en el que asuma el 
ejercicio de la mencionada competencia.»
Décima.  Modificación de la Ley 9/2009, de 6 de octubre, de ampliación de la duración del 
permiso de paternidad en los casos de nacimiento, adopción o acogida.
Se da nueva redacción a la disposición final segunda de la Ley 9/2009, de 6 de octubre, 
de ampliación de la duración del permiso de paternidad en los casos de nacimiento, 
adopción o acogida, que queda redactada como sigue:
«Disposición final segunda.  
La presente Ley entrará en vigor a partir del 1 de enero de 2016.»
Décima primera.  Modificación del Real Decreto-ley 8/2010, de 20 de mayo, por el que se 
adoptan medidas extraordinarias para la reducción del déficit público.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se da nueva redacción a la 
disposición adicional cuarta del Real Decreto-ley 8/2010, que queda redactada como sigue:
«Cuarta.  Registro de personal directivo del sector público estatal.
Se crea, dependiente del Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, el 
registro de personal directivo del sector público estatal que incluirá al personal que 
tenga tal condición de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 451/2012, de 5 
de marzo, por el que se regula el régimen retributivo de los máximos responsables y 
directivos en el sector público empresarial y otras entidades, de las agencias 
estatales, de los organismos autónomos, de los entes públicos, de las entidades 
públicas empresariales, de las fundaciones del sector público estatal, de los 
consorcios participados mayoritariamente por la Administración General del Estado y 
sus Organismos y de las sociedades mercantiles estatales definidas en la Ley de 
Patrimonio de las Administraciones Públicas.»
Décima segunda.  Modificación de la Ley 11/2010, de 29 de junio, de Reforma del sistema 
de apoyo financiero a la internacionalización de la empresa española.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 1 del 
artículo 9, que queda redactado como sigue:
«1. El Gobierno remitirá una Memoria anual a las Cortes Generales, a través de 
su Oficina Presupuestaria, y al Consejo Económico y Social, de las operaciones, 
proyectos y actividades autorizadas con cargo al Fondo de Internacionalización de la 
Empresa, de sus objetivos y beneficiarios de la financiación, condiciones financieras 
y evaluaciones, así como información sobre el desarrollo de las operaciones en curso 
a lo largo del período contemplado. La Oficina pondrá dicha documentación a 
disposición de los Diputados, Senadores y las Comisiones parlamentarias.»




Décima tercera.  Modificación de la Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para 2011.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica el Anexo X de la 
Ley 39/2010, de 22 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado, de la siguiente 
forma:
«Cuantía a incluir en la paga extraordinaria de determinados miembros del Poder 
Judicial y de la Carrera Fiscal del artículo 31.Cinco de esta Ley».
 
Cuantía en euros a incluir en 
pagas extraordinarias
Junio-Diciembre
Miembros del Poder Judicial
Vicepresidente del Tribunal Supremo 2.702,28
Presidentes de Sala del Tribunal Supremo (no incluye al Presidente del mismo) 2.603,36
Presidente de la Audiencia Nacional (Magistrado del Tribunal Supremo) 2.603,36
Presidente de Sala de la Audiencia Nacional (Magistrados del Tribunal 
Supremo) 2.504,44
Magistrados del Tribunal Supremo (no incluidos en apartados anteriores) 2.504,44
Miembros del Ministerio Fiscal
Teniente Fiscal del Tribunal Supremo 2.603,36
Fiscal Inspector 2.515,48
Fiscal Jefe de la Fiscalía ante el Tribunal Constitucional 2.515,48
Fiscal Jefe de la Fiscalía de la Audiencia Nacional 2.515,48
Fiscal Jefe de la Fiscalía del Tribunal de Cuentas 2.504,44
Fiscal Jefe de la Secretaría Técnica de la Fiscalía General del Estado 2.504,44
Fiscal Jefe de la Unidad de Apoyo de la Fiscalía General del Estado 2.504,44
Fiscal Jefe de la Fiscalía Especial Antidroga 2.504,44
Fiscal Jefe de la Fiscalía Esp. contra la corrupción y la criminalidad organizada 2.504,44
Fiscales de Sala del Tribunal Supremo 2.504,44
Décima cuarta.  Modificación del Real Decreto-ley 21/2012, de 13 de julio, de medidas de 
liquidez de las Administraciones públicas y en el ámbito financiero.
Se añade una nueva letra, la e) al apartado 2 del artículo 4 del Real Decreto-ley 21/2012, 
de 13 de julio, de medidas de liquidez de las Administraciones públicas y en el ámbito 
financiero, con la siguiente redacción:
«e) aquellas operaciones financieras que acuerde la Comisión Delegada del 
Gobierno para Asuntos Económicos.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Décima quinta.  Modificación del texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas, 
aprobado mediante Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el apartado 4 del 
artículo 44 del texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas aprobado mediante Real 
Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, que queda redactado como sigue:
«Artículo 44.  Tasa del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas por emisión 
de informes de auditoría de cuentas.




4. La cuota tributaria de esta tasa consistirá en una cantidad fija de 115,37 euros 
por cada informe de auditoría emitido y 230,74 euros por cada informe de auditoría 
sobre una Entidad de Interés Público en el caso de que el importe de los honorarios 
facturados por el informe de auditoría sea inferior o igual a 30.000 euros.
Dicha cuantía fija será de 230,74 euros por cada informe de auditoría emitido y 
461,48 euros por cada informe de auditoría sobre una Entidad de Interés Público, en 
el caso de que el importe de los honorarios facturados por el informe de auditoría sea 
superior a 30.000 euros.
A estos efectos, se entiende por Entidad de Interés Público lo establecido en el 
artículo 2.5 del texto refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas aprobado por Real 
Decreto Legislativo 1/2011 de 1 de julio.»
El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Décima sexta.  Modificación de la Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre actualización, 
adecuación y modernización del sistema de Seguridad Social.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se da nueva redacción a la 
Disposición final duodécima de la Ley 27/2011, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad Social, en su apartado 1, letra d), en los siguientes 
términos:
«d) La disposición final décima, que entrará en vigor el 1 de enero de 2016.»
El resto de la disposición permanece con la misma redacción.
Décima séptima.  Modificación del texto refundido de la Ley de Puertos del Estado y de la 
Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, de 5 de septiembre.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida se modifica el texto refundido de 
la Ley de Puertos y de la Marina Mercante, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2011, 
de 5 de septiembre, en los siguientes términos:
Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 197, en el sentido de incluir una nueva letra j), 
con el siguiente contenido:
«j) A los buques que utilicen como combustible gas natural licuado para su 
propulsión en alta mar, así como a los buques que durante su estancia en puerto 
utilicen gas natural licuado o electricidad suministrada desde muelle para la 
alimentación de sus motores auxiliares: 0,5.
Este coeficiente no se aplicará a los buques que se dediquen al transporte de 
gas natural licuado, salvo que durante su estancia en puerto utilicen electricidad 
suministrada desde muelle para la alimentación de sus motores auxiliares.
Este coeficiente será compatible con los coeficientes de las letras anteriores.»
Dos. Se modifica el artículo 199, en el siguiente sentido:
«En el supuesto de buques fondeados en la Zona II o exterior de las aguas 
portuarias, la cuota íntegra será el producto de la centésima parte del arqueo bruto 
del buque (GT), con un mínimo de 100 GT, por cada día natural de estancia o 
fracción y por la cantidad resultante de aplicar a la cuantía básica B, o S en el caso 
de transporte marítimo de corta distancia, el coeficiente corrector de la tasa del 
buque que corresponda con arreglo a lo dispuesto en el artículo 166 y los siguientes 
coeficientes, según corresponda:
a) Buques fondeados en aguas no otorgadas en concesión:
1.º Con carácter general: 0,80.
2.º Buques en reparación, siendo las reparaciones realizadas por personal ajeno 
a la tripulación del buque y buques que realizan operaciones de avituallamiento y 
aprovisionamiento: 0,48.




3.º Buques que utilicen como combustible gas natural licuado, excluidos los que 
se dediquen al transporte de este combustible: 0,5.
b) Buques fondeados en aguas otorgadas en concesión:
1.º Con carácter general: 0,40.
2.º Buques en reparación, siendo las reparaciones realizadas por personal ajeno 
a la tripulación del buque y buques que realizan operaciones de avituallamiento y 
aprovisionamiento: 0,24.
3.º Buques que utilicen como combustible gas natural licuado, excluidos los que 
se dediquen al transporte de este combustible: 0,5.
En estos supuestos, la tasa se devengará desde el cuarto día de estancia, salvo 
que se hayan realizado con anterioridad operaciones comerciales distintas a las 
incluidas en los supuestos de las letras a) y b), en cuyo caso se devengará a partir 
del día de inicio de dichas operaciones.»
Tres. El ordinal 2.º de las letras b) y c) del apartado 1 del artículo 240, tendrá la siguiente 
redacción:
«2.º En el caso de buques y embarcaciones que no tengan la base en un puerto 
español, la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del 
ordinal 1.º anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el 
número de días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer el 
buque o la embarcación en aguas jurisdiccionales españolas.»
Cuatro. El ordinal 2.º de las letras d) y e) del apartado 1 del artículo 240, tendrá la 
siguiente redacción:
«2.º En el caso de embarcaciones que no tengan la base en un puerto español, 
la cuota de la tasa será la que se derive de dividir la cuota resultante del ordinal 1.º 
anterior entre el número de días de cada año natural, multiplicado por el número de 
días de estancia, completos o por fracción, que vaya a permanecer la embarcación 
en aguas jurisdiccionales españolas.»
Cinco. El ordinal 2.º de la letra b) del artículo 241, tendrá la siguiente redacción:
«En el caso de buques y embarcaciones que no tengan su base en un puerto 
español: por día de estancia, completo o por fracción, en aguas jurisdiccionales 
españolas, debiendo abonarse el importe de la tasa en la Autoridad Portuaria que 
tenga asignada, a efectos de señalización marítima, la zona geográfica en la que se 
encuentre ubicado el puerto español en el que realice cada escala. El pago será 
exigible cada vez que el buque o la embarcación entre en aguas jurisdiccionales 
españolas y se efectuará por el periodo que vaya a permanecer en las mismas 
durante cada escala.»
Seis. El ordinal 2.º de la letra c) del artículo 241, tendrá la siguiente redacción:
«En el caso de embarcaciones que no tengan su base en un puerto español: por 
día de estancia, completo o por fracción, en aguas jurisdiccionales españolas, 
debiendo abonarse el importe de la tasa en la Autoridad Portuaria que tenga 
asignada, a efectos de señalización marítima, la zona geográfica en la que se 
encuentre ubicado el puerto español en el que realice cada escala. El pago será 
exigible cada vez que el buque o la embarcación entre en aguas jurisdiccionales 
españolas y se efectuará por el periodo que vaya a permanecer en las mismas 
durante cada escala.»
Décima octava.  Modificación de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales 
del Estado para 2012.
Se modifica la redacción del apartado Dos de la Disposición Adicional quincuagésima 
séptima. Beneficios fiscales aplicables al programa «Universiada de Invierno de 




Granada 2015», de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del Estado 
para 2012, que queda redactado en los siguientes términos:
«Dos. La duración del programa de apoyo a este acontecimiento abarcará desde 
el 1 de julio de 2012 al 30 de junio de 2016.»
Décima novena.  Modificación de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2013.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica el apartado Dos de 
la Disposición adicional quincuagésima primera de la Ley 17/2012, de 27 de diciembre, que 
queda redactado como sigue:
«Dos. Para la aplicación de esta línea, la Empresa Nacional de Innovación, S.A. 
(ENISA), recibirá préstamos del Ministerio de Industria, Energía y Turismo previstos 
para esta línea de financiación, los cuales tendrán un período máximo de 
amortización de diez años, a tipo de interés cero y sin necesidad de garantías.
El Ministerio de Industria, Energía y Turismo regulará, mediante convenio con 
ENISA, las condiciones, criterios, y procedimientos de control que ésta deberá 
establecer para la concesión de los préstamos participativos.
Los posibles fallidos que se generen por la aplicación de esta línea de préstamos 
podrán ser compensados en el ejercicio en el que ENISA deba hacer efectiva la 
amortización de cada uno de los préstamos recibidos, hasta un máximo del 60 por 
ciento del importe de cada uno de dichos fallidos, con cargo a las partidas del 
Presupuesto no financiero del Ministerio de Industria, Energía y Turismo.
En el convenio a suscribir por ENISA y el Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo se determinará el momento y la forma en la que, anualmente o con la 
periodicidad que se establezca, dicha entidad deberá justificar ante el Ministerio los 
fallidos que se hubieran producido hasta la fecha, a efectos de que por éste se pueda 
llevar el seguimiento de los mismos.
La Ley de Presupuestos Generales del Estado fijará cada año, en su caso, el 
importe de la aportación del Estado a la línea de financiación que se crea en virtud 
de la presente disposición y el importe máximo de los fallidos que podrán 
compensarse de acuerdo con lo establecido en los párrafos anteriores.»
El resto de la disposición permanece con la misma redacción.
Vigésima.  Modificación de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales 
del Estado para el año 2014.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, se modifica la Disposición 
adicional novena de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, que queda redactada como sigue:
«Durante el año 2015, la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado, S.A. 
podrá financiar acuerdos de colaboración y patrocinio con la Cruz Roja Española y la 
Asociación Española de Lucha contra el Cáncer suscritos con anterioridad a 31 de 
diciembre de 2014, en las condiciones que en los mismos se hayan establecido, 
garantizando para cada una de las anteriores una aportación económica equivalente 
a la media de los ingresos percibidos de forma individual, como resultado de los 
sorteos finalistas de Lotería Nacional en beneficio de las respectivas instituciones, de 
los cuatro últimos ejercicios en que se celebraron estos sorteos.
Adicionalmente, previo informe favorable del Ministerio de Hacienda y 
Administraciones Públicas, la Sociedad Estatal Loterías y Apuestas del Estado, S.A. 
podrá suscribir y financiar acuerdos en 2015 para el fomento de actividades, entre 
otras, de carácter social, cultural y deportivo, con otras entidades. Asimismo, podrá 
financiar acuerdos de esta naturaleza ya suscritos antes del 31 de diciembre de 
2014.
Las aportaciones contempladas en los dos párrafos anteriores no podrán superar 
en su conjunto el 2 por ciento del beneficio después de impuestos de la Sociedad 
Estatal correspondiente al ejercicio 2014.»




Vigésima primera.  Modificación de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto 
sobre Sociedades.
Con efectos de 1 de enero de 2015 y vigencia indefinida, la disposición transitoria 
trigésima sexta de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades, 
queda redactada de la siguiente forma:
«Disposición transitoria trigésima sexta.  Límite en la compensación de bases 
imponibles negativas y activos por impuesto diferido para el año 2016.
Con efectos para los períodos impositivos que se inicien en el año 2016, los 
límites establecidos en el apartado 12 del artículo 11, en el primer párrafo del 
apartado 1 del artículo 26, en la letra e) del apartado 1 del artículo 62 y en las letras 
d) y e) del artículo 67, de esta Ley serán del 60 por ciento, en los términos 
establecidos, respectivamente, en los citados preceptos.»
Vigésima segunda.  Incentivo por crecimiento de pasajeros en las rutas operadas en la red 
de Aena, S.A.
Se aprueba para 2015 la continuidad del incentivo por crecimiento de pasajeros en las 
rutas operadas en la red Aena, S.A regulada en la Disposición adicional Sexagésima sexta 
de la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 
2014, que quedará redactado en los siguientes términos:
«Uno. Las compañías aéreas que operen en los aeropuertos españoles 
gestionados por Aena, S.A. tendrán derecho en 2015 a un incentivo por su 
aportación al crecimiento en número de pasajeros de las rutas que se operan desde 
los aeropuertos de la red, con respecto a 2014.
Dos. Para cada compañía que incremente el número de pasajeros transportados, 
tanto en el aeropuerto origen de la ruta como en la red de Aena, S.A., el incentivo se 
cifrará en un importe equivalente al 50 por ciento de la cuantía media de la 
prestación pública por salida de pasajeros de la ruta, y se aplicará exclusivamente al 
número de pasajeros de salida adicionales de dicha ruta en 2015 con respecto a 
2014. El incentivo a que tendrá derecho cada compañía aérea que opere la ruta en 
cuestión será proporcional a su contribución al crecimiento generado en dicha ruta 
por el conjunto de las compañías aéreas que operan en la misma.
Si además, en 2016, dicha compañía mantiene el número de pasajeros de salida 
operados en 2015 en dicha ruta, se le abonará un 25 por ciento adicional de la 
cuantía de la prestación pública por salida de pasajeros correspondiente al mismo 
número de pasajeros incentivado en 2015 en la ruta en cuestión.
En el caso de las rutas a destinos no operados en 2014 desde un aeropuerto de 
la red, el incentivo en 2015 alcanzará el 75 por ciento de la cuantía media de la 
prestación pública por pasajeros de salida de la ruta, y se abonará un 25 por ciento 
adicional en 2016 si la compañía mantiene, al menos, el 90 por ciento de los 
pasajeros de salida transportados en 2015 en dicha ruta.
Tres. Para cada compañía, si la suma de pasajeros de las rutas de un aeropuerto 
que darían derecho a incentivo es superior al número de pasajeros que la compañía 
crece en el aeropuerto, el número de pasajeros a computar para el incentivo será 
este último.
En este caso, la distribución por ruta del número de pasajeros con derecho a 
incentivo se realizará de forma proporcional a la contribución de la compañía al 
crecimiento de cada ruta.
Cuatro. Para cada compañía, si la suma de pasajeros imputados por ruta del 
apartado anterior es superior al número de pasajeros que la compañía crece en la 
red de Aena, S.A. el número de pasajeros a computar para el incentivo será este 
último.
En este caso, la distribución por ruta del número de pasajeros que darán derecho 
a incentivo se realizará de forma proporcional a los pasajeros por ruta resultantes en 
el apartado anterior.




Cinco. En el caso de los aeropuertos canarios, el incentivo se aplicará sobre el 
importe de la prestación pública por salida de pasajero resultante una vez aplicadas 
las bonificaciones correspondientes a prestaciones patrimoniales de carácter público 
en Aeropuertos de las Islas Canarias establecida en la Disposición adicional 
octogésima tercera de la Ley 2/2012, de 29 de junio, de Presupuestos Generales del 
Estado para el año 2012.
Seis. El crecimiento de cada compañía no podrá ser debido a la mera 
transferencia de pasajeros entre compañías de un mismo grupo, o a acuerdos entre 
compañías que puedan compartir su programa o alinear estrategias con el fin de 
acceder al incentivo. A estos efectos, Aena, S.A. evaluará si el aumento de pasajeros 
de una compañía se debe a algunas de las condiciones anteriores, y tendrá la 
potestad de anular el incentivo si fuera así.
Siete. A los efectos de este incentivo, se define ruta como el conjunto de 
operaciones comerciales de transporte aéreo de pasajeros con origen en un 
aeropuerto de Aena, S.A. y destino en otro aeropuerto. Se considerará una misma 
ruta a un mismo destino a aquella que, aunque sea operada a distintos aeropuertos, 
éstos formen parte del mismo área de captación del destino.
Ocho. A los efectos de este incentivo, se considerará que una ruta a un destino 
no ha sido operada en 2014 si no superó los 2.500 pasajeros comerciales de salida 
en el conjunto de dicho año. En este mismo sentido, para considerarse ruta operada 
en 2015, la ruta a un destino determinado debe superar los 2.500 pasajeros 
comerciales de salida en el conjunto de dicho año.
Nueve. Los incentivos deberán solicitarse durante el mes de enero de 2016 y se 
satisfará por Aena, S.A compensando su importe con cualesquiera cantidades que le 
adeuden los beneficiarios y, no siendo ello posible en todo o en parte, mediante su 
abono en dinero antes de que finalice el mes de mayo de 2016, y, en su caso, la 
parte a la que se hace referencia a los pasajeros de 2016, antes de que finalice el 
mes de mayo del 2017.
Diez. Para percibir el incentivo, la compañía aérea debe estar al corriente de 
pago con Aena, S.A.
Once. A los efectos de este incentivo se considerará que los aeropuertos 
siguientes, definidos por su código IATA, están incluidos en una misma área de 
captación del destino:
Basilea: BSL, MLH; Belfast: BFS, BHD; Berlín: BER, SXF,TXL; Bruselas: BRU, 
CRL; Bucarest: BBU, OTP; Dusseldorf: NRN, DUS; Glasgow: GLA, PIK; Estambul: 
SAW, IST; Estocolmo: ARN, VST, NYO; Frankfurt: HHN, FRA; Goteborg: GOT, GSE; 
Hamburgo: HAM, LBC; Kiev: IEV, KBP; Londres: LCY, LGW, LHR, LTN, SEN, STN; 
Milán: BGY, LIN, MXP; Moscú: DME, SVO, VKO; Oslo: OSL, RYG, TRF; París: BVA, 
CDG, ORY; Roma: CIA, FCO; Stuttgart: STR, FKB; Varsovia: WAW, WMI; Venecia: 
TSF, VCE; Verona: VRN, VBS; Viena: VIE, BTS y Nueva York: EWR, JFK, LGA.»
Vigésima tercera.  Proceso de integración en el Instituto de Vivienda, Infraestructura y 
Equipamiento de la Defensa (INVIED), del Servicio Militar de Construcciones (SMC).
Uno. Con efectos de 1 de enero de 2015, se modifican los apartados 3, 4 y 6 del artículo 
1 de la Ley 15/2014, de 16 de septiembre, de racionalización del sector público y otras 
medidas de reforma administrativa, que quedan redactados como sigue:
«3. En el plazo de seis meses a partir de la publicación de esta ley se procederá, 
a iniciativa del Ministerio de Defensa, a adaptar el Estatuto del INVIED y su Plan 
Inicial de actuación a lo dispuesto en esta norma.
4. Desde la entrada en vigor de esta ley, el SMC dependerá orgánica y 
funcionalmente del INVIED. El personal funcionario, militar y laboral que estuviera 
prestando servicio en el SMC será adscrito al INVIED en la forma que determine el 
Estatuto y continuará prestando servicios en las mismas condiciones existentes a la 
entrada en vigor de esta ley.




6. El INVIED incorporará los recursos económicos del SMC así como sus fuentes 
de financiación en las condiciones que se establezcan en el Estatuto que se indica 
en el apartado 3. No obstante, los efectos de tal incorporación se retrotraerán a 1 de 
enero de 2015.»
Dos. El resto del artículo permanece con la misma redacción.
Tres. Todos los gastos e ingresos relativos a la actividad y funcionamiento de los 
órganos que se integran, incluido el pago de retribuciones al personal, se imputarán en 2015 
al presupuesto integrado del INVIED aprobado en virtud de la presente Ley.
Cuatro. Las facultades que en materia de Contratación y Gastos corresponden al 
Director Gerente del SMC, de acuerdo con lo establecido en el Real Decreto 1143/2012, de 
27 de julio, por el que se aprueba el Estatuto del organismo autónomo SMC, continuarán 
vigentes para los expedientes derivados de la ejecución de las obras encomendadas; así 
como las delegaciones de facultades realizadas por el Director Gerente del SMC que se 
entenderán efectuadas por el Director Gerente del INVIED, hasta que se dicten otras 
nuevas.
Vigésima cuarta.  Desarrollo reglamentario.
Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la 
ejecución y desarrollo de la presente ley.
Vigésima quinta.  Gestión de créditos presupuestarios en materia de Clases Pasivas.
Se prorroga durante el año 2015 la facultad conferida en la Disposición final tercera de la 
Ley 39/1992, de 29 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para 1993.
Por tanto,
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades, que guarden y hagan guardar 
esta ley.
Madrid, 26 de diciembre de 2014.
FELIPE R.
El Presidente del Gobierno,
MARIANO RAJOY BREY
ANEXO I
Distribución de los créditos por programas
Clasif. por programas Explicación Cap. 1 a 8 Cap. 9 Total
111M Gobierno del Poder Judicial. 31.185,46  31.185,46
111N Dirección y Servicios Generales de Justicia. 46.691,81  46.691,81
1110 Selección y formación de jueces. 15.372,41  15.372,41
111P Documentación y publicaciones judiciales. 8.325,69  8.325,69
111Q Formación del Personal de la Administración de Justicia. 6.812,31  6.812,31
111R Formación de la Carrera Fiscal. 3.684,12  3.684,12
112A Tribunales de Justicia y Ministerio Fiscal. 1.371.626,90  1.371.626,90
113M Registros vinculados con la Fe Pública. 24.455,75  24.455,75
121M Administración y Servicios Generales de Defensa. 1.133.983,12  1.133.983,12
121N Formación del Personal de las Fuerzas Armadas. 374.176,70  374.176,70
1210 Personal en reserva. 513.423,05  513.423,05
122A Modernización de las Fuerzas Armadas. 192.539,00  192.539,00
122B Programas especiales de modernización. 6.842,50  6.842,50
122M Gastos Operativos de las Fuerzas Armadas. 2.190.086,49  2.190.086,49
122N Apoyo Logístico. 1.300.636,56 1,02 1.300.637,58
131M Dirección y Servicios Generales de Seguridad y Protección Civil. 70.412,04  70.412,04




Clasif. por programas Explicación Cap. 1 a 8 Cap. 9 Total
131N Formación de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado. 79.170,90  79.170,90
1310 Fuerzas y Cuerpos en reserva. 448.826,43  448.826,43
131P Derecho de asilo y apátridas. 3.020,71  3.020,71
132A Seguridad ciudadana. 5.275.689,99 72,60 5.275.762,59
132B Seguridad vial. 734.076,96  734.076,96
132C Actuaciones policiales en materia de droga. 79.062,11  79.062,11
133A Centros e Instituciones Penitenciarias. 1.124.663,95  1.124.663,95
134M Protección Civil. 14.115,48  14.115,48
135M Protección de datos de carácter personal. 14.090,77  14.090,77
141M Dirección y Servicios Generales de Asuntos Exteriores. 67.708,49  67.708,49
142A Acción del Estado en el exterior. 676.505,65  676.505,65
142B Acción diplomática ante la Unión Europea. 21.301,36  21.301,36
143A Cooperación para el desarrollo. 519.343,04  519.343,04
144A Cooperación, promoción y difusión cultural en el exterior. 134.997,22  134.997,22
144B Cooperación, promoción y difusión educativa en el exterior. 2.570,37  2.570,37
211M Pensiones contributivas de la Seguridad Social. 108.265.205,72  108.265.205,72
211N Pensiones de Clases Pasivas. 12.928.006,48  12.928.006,48
2110 Otras pensiones y prestaciones de Clases Pasivas. 41.992,68  41.992,68
212M Pensiones no contributivas y prestaciones asistenciales. 2.253.840,50  2.253.840,50
212N Pensiones de guerra. 214.886,70  214.886,70
2120 Gestión y control de los complementos a mínimos de pensiones. 7.563.020,00  7.563.020,00
219M Gestión de las prestaciones económicas de Seguridad Social. 384.921,51  384.921,51
219N Gestión de pensiones de Clases Pasivas. 6.657,78  6.657,78
221M Subsidios de incapacidad temporal y otras prestaciones económicas de la Seguridad Social. 9.495.762,85  9.495.762,85
222M Prestaciones económicas del Mutualismo Administrativo. 352.934,85 2,00 352.936,85
223M Prestaciones de garantía salarial. 1.064.051,93  1.064.051,93
224M Prestaciones económicas por cese de actividad. 30.903,28  30.903,28
231A Plan Nacional sobre Drogas. 14.681,32  14.681,32
231B Acciones en favor de los emigrantes. 70.471,95  70.471,95
231C Servicios Sociales de la Seguridad Social a personas con discapacidad. 58.773,11  58.773,11
231D Servicios Sociales de la Seguridad Social a personas mayores. 117.628,32  117.628,32
231E Otros servicios sociales de la Seguridad Social. 40.642,83  40.642,83
231F Otros servicios sociales del Estado. 290.542,28  290.542,28
231G Atención a la infancia y a las familias. 7.688,38  7.688,38
231H Acciones en favor de los inmigrantes. 66.383,61  66.383,61
231I Autonomía personal y Atención a la Dependencia. 1.177.037,78  1.177.037,78
232A Promoción y servicios a la juventud. 27.948,75  27.948,75
232B Igualdad de oportunidades entre mujeres y hombres. 20.829,24  20.829,24
232C Actuaciones para la prevención integral de la violencia de género. 23.728,18  23.728,18
239M Gestión de los servicios sociales de la Seguridad Social. 27.931,60  27.931,60
241A Fomento de la inserción y estabilidad laboral. 4.712.114,39  4.712.114,39
241N Desarrollo del trabajo autónomo, de la economía social y de la responsabilidad social de las empresas. 34.247,02  34.247,02
251M Prestaciones a los desempleados. 25.300.040,46  25.300.040,46
261N Promoción, administración y ayudas para rehabilitación y acceso a vivienda. 556.049,94 300,00 556.349,94
2610 Ordenación y fomento de la edificación. 29.604,64  29.604,64
261P Urbanismo y política del suelo. 1.454,51  1.454,51
291A Inspección y control de Seguridad y Protección Social. 122.872,53  122.872,53
291M Dirección y Servicios Generales de Seguridad Social y Protección Social. 5.221.265,61 643,65 5.221.909,26
311M Dirección y Servicios Generales de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad. 69.699,42  69.699,42
3110 Políticas de Salud y Ordenación Profesional. 8.805,42  8.805,42
312A Asistencia hospitalaria en las Fuerzas Armadas. 129.182,45  129.182,45
312B Atención primaria de salud. Instituto Nacional de Gestión Sanitaria. 58.299,63  58.299,63
312C Atención especializada de salud. Instituto Nacional de Gestión Sanitaria. 149.679,85  149.679,85
312D Medicina marítima. 31.373,77  31.373,77




Clasif. por programas Explicación Cap. 1 a 8 Cap. 9 Total
312E Asistencia sanitaria del Mutualismo Administrativo. 2.091.293,31  2.091.293,31
312F Atención primaria de salud de Mutuas de Accidentes de Trabajo y E.P e I.S.M. 823.158,52  823.158,52
312G Atención especializada de salud de Mutuas de Accidentes de Trabajo y E.P e I.S.M. 395.829,34  395.829,34
313A Prestaciones sanitarias y farmacia. 53.018,58  53.018,58
313B Salud pública, sanidad exterior y calidad. 33.806,51  33.806,51
313C Seguridad alimentaria y nutrición. 15.733,14  15.733,14
313D Donación y trasplante de órganos, tejidos y células. 3.952,04  3.952,04
321M Dirección y Servicios Generales de Educación, Cultura y Deporte. 89.632,55  89.632,55
321N Formación permanente del profesorado de Educación. 3.390,51  3.390,51
322A Educación infantil y primaria. 158.894,02  158.894,02
322B Educación secundaria, formación profesional y Escuelas Oficiales de Idiomas. 237.348,65  237.348,65
322C Enseñanzas universitarias. 118.141,38  118.141,38
322E Enseñanzas artísticas. 4.790,74  4.790,74
322F Educación en el exterior. 95.872,31  95.872,31
322G Educación compensatoria. 5.247,14  5.247,14
3221 Enseñanzas especiales. 2.491,02  2.491,02
322K Deporte en edad escolar y en la Universidad. 2.400,00  2.400,00
322L Otras enseñanzas y actividades educativas. 77.659,23  77.659,23
323M Becas y ayudas a estudiantes. 1.469.595,59  1.469.595,59
324M Servicios complementarios de la enseñanza. 7.399,74  7.399,74
332A Archivos. 25.552,82  25.552,82
332B Bibliotecas. 42.638,99  42.638,99
333A Museos. 142.719,12  142.719,12
333B Exposiciones. 2.009,69  2.009,69
334A Promoción y cooperación cultural. 9.621,87  9.621,87
334B Promoción del libro y publicaciones culturales. 7.395,68  7.395,68
334C Fomento de las industrias culturales. 13.932,90  13.932,90
335A Música y danza. 92.068,05  92.068,05
335B Teatro. 53.159,78  53.159,78
335C Cinematografía. 50.694,50  50.694,50
336A Fomento y apoyo de las actividades deportivas. 153.973,10  153.973,10
337A Administración del Patrimonio Histórico-Nacional. 124.693,13 100,00 124.793,13
337B Conservación y restauración de bienes culturales. 26.349,01  26.349,01
337C Protección del Patrimonio Histórico. 4.248,87  4.248,87
412C Competitividad y calidad de la producción y los mercados agrarios. 29.403,21  29.403,21
412D Competitividad y calidad de la sanidad agraria. 40.770,48  40.770,48
412M Regulación de los mercados agrarios. 5.797.111,61  5.797.111,61
413A Competitividad industria agroalimentaria y calidad alimentaria. 25.125,70  25.125,70
414A Gestión de recursos hídricos para el regadío. 46.291,39  46.291,39
414B Desarrollo del medio rural. 2.346.994,82  2.346.994,82
414C Programa de Desarrollo Rural Sostenible. 19.639,00  19.639,00
415A Protección de los recursos pesqueros y desarrollo sostenible. 18.247,97  18.247,97
415B Mejora de estructuras y mercados pesqueros. 51.901,48  51.901,48
416A Previsión de riesgos en las producciones agrarias y pesqueras. 204.432,06  204.432,06
421M Dirección y Servicios Generales de Industria y Energía. 67.725,22  67.725,22
421N Regulación y protección de la propiedad industrial. 46.849,75  46.849,75
4210 Calidad y seguridad industrial. 3.028,65  3.028,65
422A Incentivos regionales a la localización industrial. 81.545,61  81.545,61
422B Desarrollo industrial. 375.589,84  375.589,84
422M Reconversión y reindustrialización. 525.398,10  525.398,10
423M Desarrollo alternativo de las comarcas mineras del carbón. 50.000,00  50.000,00
423N Explotación minera. 345.700,18  345.700,18
424M Seguridad nuclear y protección radiológica. 46.507,13  46.507,13
425A Normativa y desarrollo energético. 4.485.417,48  4.485.417,48




Clasif. por programas Explicación Cap. 1 a 8 Cap. 9 Total
431A Promoción comercial e internacionalización de la empresa. 456.911,59  456.911,59
431N Ordenación del comercio exterior. 9.337,93  9.337,93
4310 Ordenación y modernización de las estructuras comerciales. 14.511,72  14.511,72
432A Coordinación y promoción del turismo. 323.022,24  323.022,24
433M Apoyo a la pequeña y mediana empresa. 159.518,38  159.518,38
441M Subvenciones y apoyo al transporte terrestre. 903.882,06  903.882,06
441N Subvenciones y apoyo al transporte marítimo. 82.249,65  82.249,65
4410 Subvenciones y apoyo al transporte aéreo. 324.558,17  324.558,17
441P Subvenciones al transporte extrapeninsular de mercancías. 29.779,38  29.779,38
451M Estudios y servicios de asistencia técnica en Obras Públicas y Urbanismo. 30.591,20  30.591,20
451N Dirección y Servicios Generales de Fomento. 1.143.073,22  1.143.073,22
4510 Dirección y Servicios Generales de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente. 142.503,08  142.503,08
452A Gestión e infraestructuras del agua. 1.170.113,76 215.357,79 1.385.471,55
452M Normativa y ordenación territorial de los recursos hídricos. 118.466,20  118.466,20
453A Infraestructura del transporte ferroviario. 863.316,74  863.316,74
453B Creación de infraestructura de carreteras. 1.011.866,66  1.011.866,66
453C Conservación y explotación de carreteras. 909.507,18  909.507,18
453M Ordenación e inspección del transporte terrestre. 24.470,18  24.470,18
454M Regulación y seguridad del tráfico marítimo. 43.168,22  43.168,22
455M Regulación y supervisión de la aviación civil. 75.460,82  75.460,82
456A Calidad del agua. 243.090,20 7.241,36 250.331,56
456B Protección y mejora del medio ambiente. 24.529,99  24.529,99
456C Protección y mejora del medio natural. 154.641,82  154.641,82
456D Actuación en la costa. 89.766,27  89.766,27
456M Actuaciones para la prevención de la contaminación y el cambio climático. 55.449,69  55.449,69
457M Infraestructuras en comarcas mineras del carbón. 50.000,00  50.000,00
462M Investigación y estudios sociológicos y constitucionales. 12.239,87  12.239,87
462N Investigación y estudios estadísticos y económicos. 6.373,22  6.373,22
463A Investigación científica. 689.003,87 4.000,00 693.003,87
463B Fomento y coordinación de la investigación científica y técnica. 1.443.093,13  1.443.093,13
464A Investigación y estudios de las Fuerzas Armadas. 162.832,34 177,00 163.009,34
464B Apoyo a la innovación tecnológica en el sector de la defensa. 563.925,76  563.925,76
465A Investigación sanitaria. 273.820,83  273.820,83
467B Investigación, desarrollo y experimentación en transporte e infraestructuras. 340,00  340,00
467C Investigación y desarrollo tecnológico-industrial. 2.203.517,08  2.203.517,08
467D Investigación y experimentación agraria. 77.895,48  77.895,48
467E Investigación oceanográfica y pesquera. 60.576,58 7.170,00 67.746,58
467F Investigación geológico-minera y medioambiental. 24.607,32  24.607,32
467G Investigación y desarrollo de la Sociedad de la Información. 125.663,66  125.663,66
467H Investigación energética, medioambiental y tecnológica. 92.855,59  92.855,59
467I Innovación tecnológica de las telecomunicaciones. 658.406,01  658.406,01
491M Ordenación y promoción de las telecomunicaciones y de la Sociedad de la Información. 304.983,51  304.983,51
491N Servicio postal universal. 180.710,00  180.710,00
492M Defensa de la competencia en los mercados y regulación de sectores productivos. 59.708,89  59.708,89
492N Regulación y vigilancia de la competencia en el Mercado de Tabacos. 8.358,94  8.358,94
4920 Protección y promoción de los derechos de los consumidores y usuarios. 12.816,23  12.816,23
493M Dirección, control y gestión de seguros. 13.733,37  13.733,37
4930 Regulación contable y de auditorías. 8.759,37  8.759,37
494M Administración de las relaciones laborales y condiciones de trabajo. 33.709,87  33.709,87
495A Desarrollo y aplicación de la información geográfica española. 30.850,80  30.850,80
495B Meteorología. 120.124,13  120.124,13




Clasif. por programas Explicación Cap. 1 a 8 Cap. 9 Total
495C Metrología. 7.060,78  7.060,78
496M Regulación del juego. 6.673,70  6.673,70
497M Salvamento y lucha contra la contaminación en la mar. 140.000,00  140.000,00
911M Jefatura del Estado. 7.775,04  7.775,04
911N Actividad legislativa. 202.128,84 20,00 202.148,84
9110 Control externo del Sector Público. 60.989,23  60.989,23
911P Control Constitucional. 23.084,44  23.084,44
911Q Apoyo a la gestión administrativa de la Jefatura del Estado. 6.028,63  6.028,63
912M Presidencia del Gobierno. 37.323,84  37.323,84
912N Alto asesoramiento del Estado. 9.941,69  9.941,69
9120 Relaciones con las Cortes Generales, Secretariado del Gobierno y apoyo a la Alta Dirección. 33.998,62  33.998,62
912P Asesoramiento del Gobierno en materia social, económica y laboral. 7.866,00  7.866,00
912Q Asesoramiento para la protección de los intereses nacionales. 223.687,18  223.687,18
921N Dirección y organización de la Administración Pública. 49.704,92  49.704,92
9210 Formación del personal de las Administraciones Públicas. 69.139,76  69.139,76
921P Administración periférica del Estado. 266.986,52  266.986,52
921Q Cobertura informativa. 54.528,54  54.528,54
921R Publicidad de las normas legales. 31.619,06  31.619,06
921S Asesoramiento y defensa intereses del Estado. 31.493,34  31.493,34
921T Servicios de transportes de Ministerios. 38.943,67  38.943,67
921U Publicaciones. 162,64  162,64
921V Evaluación de políticas y programas públicos, calidad de los servicios e impacto normativo. 3.802,35  3.802,35
921X Evaluación de la transparencia de la actividad pública. 2.580,20  2.580,20
922M Organización territorial del Estado y desarrollo de sus sistemas de colaboración. 2.622,11  2.622,11
922N Coordinación y relaciones financieras con los Entes Territoriales. 21.007.490,41  21.007.490,41
923A Gestión del Patrimonio del Estado. 185.575,88  185.575,88
923C Elaboración y difusión estadística. 179.819,71  179.819,71
923M Dirección y Servicios Generales de Hacienda y Administraciones Públicas. 539.707,99  539.707,99
923N Formación del personal de Economía y Hacienda. 9.435,06  9.435,06
9230 Gestión de la Deuda y de la Tesorería del Estado. 274.769,00 1,00 274.770,00
923P Relaciones con los Organismos Financieros Multilaterales. 231.648,38  231.648,38
923Q Dirección y Servicios Generales de Economía y Competitividad. 79.206,54  79.206,54
923R Contratación centralizada. 80.334,46  80.334,46
924M Elecciones y Partidos Políticos. 345.382,62  345.382,62
929M Imprevistos y funciones no clasificadas. 2.351.293,68  2.351.293,68
929N Fondo de contingencia de ejecución presupuestaria. 2.581.200,00  2.581.200,00
931M Previsión y política económica. 575.807,59  575.807,59
931N Política presupuestaria. 61.233,86  61.233,86
9310 Política tributaria. 5.659,07  5.659,07
931P Control interno y Contabilidad Pública. 74.181,45  74.181,45
931Q Control y Supervisión de la Política Fiscal. 4.484,42  4.484,42
932A Aplicación del sistema tributario estatal. 996.639,85  996.639,85
932M Gestión del catastro inmobiliario. 131.441,08  131.441,08
932N Resolución de reclamaciones económico-administrativas. 28.356,78  28.356,78
941M Transferencias a Comunidades Autónomas por participación en los ingresos del Estado. 17.081.699,23  17.081.699,23
941N Transferencias a Comunidades Autónomas por los Fondos de Compensación Interterritorial. 582.430,00  582.430,00
9410 Otras transferencias a Comunidades Autónomas. 492.300,00  492.300,00
942A Cooperación económica local del Estado. 8.818,43  8.818,43
942M Transferencias a Entidades Locales por participación en los ingresos del Estado. 15.850.980,37  15.850.980,37
942N Otras aportaciones a Entidades Locales. 227.701,57  227.701,57
943M Transferencias al Presupuesto General de la Unión Europea. 12.639.360,00  12.639.360,00
943N Cooperación al desarrollo a través del Fondo Europeo de Desarrollo. 282.600,00  282.600,00
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Se considerarán ampliables hasta una suma igual a las obligaciones que se reconozcan, 
previo el cumplimiento de las formalidades legalmente establecidas o de las que se 
establezcan, los créditos que, incluidos en el Presupuesto del Estado, en los de los 
Organismos autónomos y en los de los otros Organismos públicos aprobados por esta Ley, 
se detallan a continuación:
Primero. Aplicables a todas las Secciones y Programas.
Uno. Los destinados a satisfacer:
a) Las cuotas de la Seguridad Social, de acuerdo con los preceptos en vigor, y la 
aportación del Estado al régimen de previsión social de los funcionarios públicos, civiles o 
militares, establecida por los Reales Decretos Legislativos 1/2000, de 9 de junio, 3/2000 y 
4/2000, de 23 de junio.
b) Los créditos de transferencias a favor del Estado que figuren en los presupuestos de 
gastos de los Organismos autónomos, hasta el importe de los remanentes que resulten 
como consecuencia de la gestión de los mismos.
Segundo. Aplicables a las Secciones y Programas que se indican.
Uno. En la Sección 07, «Clases Pasivas»:
Los créditos relativos a atender obligaciones de pensiones e indemnizaciones.
Dos. En la Sección 12, «Ministerio de Asuntos Exteriores y de Cooperación»:
El crédito 12.000X.03.431 «A la Agencia Española de Cooperación Internacional para el 
Desarrollo, para actividades de interés general consideradas de interés social reguladas por 
el artículo 2 del Real Decreto Ley 7/2013, de 28 de junio».
Tres. En la Sección 13, «Ministerio de Justicia»:
a) El crédito 13.112A.02.830.10 «Anticipos reintegrables a trabajadores con sentencia 
judicial favorable».
b) El crédito 13.112A.02.226.18 «Para la atención de las reclamaciones derivadas del 
artículo 116 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social, 
incluidas obligaciones de ejercicios anteriores».
Cuatro. En la Sección 14, «Ministerio de Defensa»:
a) El crédito 14.121M.01.489 «Indemnizaciones derivadas de la aplicación del Real 
Decreto-Ley 8/2004, de 5 de noviembre, sobre indemnizaciones a los participantes en 
operaciones internacionales de paz y seguridad».
b) Los créditos 14.122M.03.128, 14.122M.03.228 y 14.122M.03.668 para gastos 
originados por participación de las Fuerzas Armadas en operaciones de mantenimiento de la 
paz.
Cinco. En la Sección 15, «Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas»:
a) El crédito 15.231G.13.875, «Fondo de Garantía del Pago de Alimentos».
b) El crédito 15.921P.28.830.10 «Anticipos a jurados de expropiación forzosa».
Seis. En la Sección 16, «Ministerio del Interior»:




a) El crédito 16.131M.01.483, «Indemnizaciones, ayudas y subvenciones derivadas de la 
Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas 
del Terrorismo» y artículo 11 del Real Decreto 671/2013, de 6 de septiembre, por el que se 
aprueba el Reglamento de la Ley 29/2011».
b) El crédito 16.131M.01.487, «Indemnizaciones en aplicación de los artículos 139 a 144 
de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y la Ley 52/1984, de 26 de diciembre, 
de Protección de medios de transporte que se hallen en territorio español realizando viajes 
de carácter internacional».
c) Los créditos 16.134M.01.461, 16.134M.01.471, 16.134M.01.472, 16.134M.01.482, 
16.134M.01.761, 16.134M.01.771 y 16.134M.01.782, destinados a la cobertura de 
necesidades de todo orden motivadas por siniestros, catástrofes u otras de reconocida 
urgencia.
d) El crédito 16.924M.01.227.05, «Procesos electorales y consultas populares».
e) El crédito 16.924M.01.485.02, «Subvención gastos electorales de los partidos políticos 
(Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General)».
Siete. En la Sección 18, «Ministerio de Educación, Cultura y Deporte»:
a) Los créditos 18.337B.11.631 y 18.337C.11.621, por la diferencia entre la consignación 
inicial para inversiones producto del «1 por 100 cultural» (artículo 68, Ley 16/1985 del 
Patrimonio Histórico Español y artículo 58 del Real Decreto 111/1986, de 10 de enero, de 
desarrollo parcial de la Ley 16/1985, de 25 de junio, en la redacción dada por el artículo 
único del Real Decreto 162/2002, de 8 de febrero) y las retenciones de crédito no anuladas a 
que se refiere el apartado tres del artículo 20 de la Ley 33/1987, de Presupuestos Generales 
del Estado para 1988.
b) El crédito 18.322L.04.487.05 «Compensación de los gastos de escolarización de 
conformidad con lo dispuesto en el apartado 4 de la Disposición adicional trigésima octava 
de la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo, de Educación, introducida por la Ley Orgánica 
8/2013, de 9 de diciembre, para la Mejora de la Calidad Educativa (LOMCE)».
Ocho. En la Sección 19, «Ministerio de Empleo y Seguridad Social»:
a) El crédito 19.231B.07.483.01, «Pensión asistencial por ancianidad para españoles de 
origen retornados».
b) El crédito 19.241A.101.487.03, «Financiación de las bonificaciones en las cotizaciones 
de la Seguridad Social acogidas a medidas de fomento de empleo por contratación laboral, 
incluso obligaciones de ejercicios anteriores (EJE 3)».
c) El crédito 19.251M.101.480.00, «Contributivas, incluso obligaciones de ejercicios 
anteriores».
d) El crédito 19.251M.101.480.01, «Subsidio por desempleo, incluso obligaciones de 
ejercicios anteriores».
e) El crédito 19.251M.101.480.02, «Subsidio por desempleo para eventuales del SEASS, 
incluso obligaciones de ejercicios anteriores».
f) El crédito 19.251M.101.487.00, «Cuotas de beneficiarios de prestaciones contributivas 
por desempleo, incluso obligaciones de ejercicios anteriores».
g) El crédito 19.251M.101.487.01, «Cuotas de beneficiarios del subsidio por desempleo, 
incluso obligaciones de ejercicios anteriores».
h) El crédito 19.251M.101.487.05, «Cuotas de beneficiarios del subsidio por desempleo 
para eventuales SEASS, incluso obligaciones de ejercicios anteriores».
i) El crédito 19.251M.101.488 «Renta Activa de Inserción, incluso obligaciones de 
ejercicios anteriores».
Nueve. En la Sección 23, «Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente»:
a) El crédito 23.416A.01.440, «Al Consorcio de Compensación de Seguros para la 
cobertura de pérdidas del Seguro Agrario Combinado».
b) El crédito 23.451O.01.485, «Para actividades de interés general consideradas de 
interés social reguladas por el artículo 2 del Real Decreto Ley 7/2013, de 28 de junio».
Diez. En la Sección 26, «Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad»:




a) El crédito 26.231F.16.484, «Para actividades de interés general consideradas de 
interés social reguladas por el artículo 2 del Real Decreto-ley 7/2013, de 28 de junio».
b) El crédito 26.232C.22.480 «Ayudas Sociales para mujeres (artículo 27 de la L.O.
1/2004, de 28 de diciembre)».
Once. En la Sección 27, «Ministerio de Economía y Competitividad»:
a) El crédito 27.431A.09.444, «Para cobertura de las diferencia producidas por 
operaciones autorizadas al amparo de la Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los 
emprendedores y su internacionalización, a librar a través del Instituto de Crédito Oficial 
(ICO)».
b) El crédito 27.431A.09.874, «Aportación patrimonial al Fondo de Reserva de los 
Riesgos de la Internacionalización».
c) El crédito 27.931M.03.892, «Aportación al Mecanismo Europeo de Estabilidad 
(MEDE)», en función de los desembolsos requeridos por su Consejo de Gobernadores, su 
Consejo de Administración o su Director Ejecutivo, de conformidad con lo previsto en el 
Tratado Constitutivo del MEDE.
d) El crédito 27.923O.04.351, «Cobertura de riesgos en avales prestados por el Tesoro, 
incluidos los riesgos de ejercicios anteriores».
e) El crédito 27.923O.04.355, «Compensaciones derivadas de la ejecución de avales 
frente al Tesoro Público».
f) El crédito 27.923O.04.358 «Remuneración negativa de fondos del Tesoro Público».
g) El crédito 27.923O.04.951 «Puesta en circulación negativa de la moneda metálica».
Doce. En la Sección 32, «Otras relaciones financieras con Entes Territoriales»:
a) Los créditos 32.942N.02.461.00 y 32.942N.02.461.01, por razón de otros derechos 
legalmente establecidos o que se establezcan a favor de las Corporaciones Locales.
b) El crédito 32.941O.01.450, «Compensación financiera al País Vasco derivada del 
Impuesto Especial sobre las labores de tabaco, incluso liquidación definitiva del ejercicio 
anterior».
c) El crédito 32.941O.01.455, «Financiación del Estado del coste de la jubilación 
anticipada de la policía autónoma vasca».
d) El crédito 32.941O.01.456, «Compensaciones a Comunidades Autónomas. Artículo 
6.2 de la Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas».
Trece. Los créditos de la Sección 34, «Relaciones Financieras con la Unión Europea», 
ampliables tanto en función de los compromisos que haya adquirido o que pueda adquirir el 
Estado Español con la Unión Europea o que se deriven de las disposiciones financieras de 
las mismas, como en función de la recaudación efectiva de las exacciones agrarias, 
derechos de aduanas por la parte sujeta al arancel exterior comunitario, y cotizaciones del 
azúcar e isoglucosa.
Catorce. En la Sección 36,«Sistemas de financiación de Entes Territoriales»:
a) Los créditos 36.941M.20.452.00, «Fondo de Competitividad», 36.941M.20.452.01 
«Fondo de Cooperación» y 36.941M.20.452.02, «Otros conceptos de liquidación del sistema 
de financiación».
b) El crédito 36.942M.21.468, «Liquidación definitiva de la participación en los ingresos 
del Estado de las Corporaciones Locales, correspondiente a ejercicios anteriores y 
compensaciones derivadas del Nuevo Modelo de Financiación Local», en la medida que lo 
exija dicha liquidación definitiva.
c) Los créditos que se habiliten para hacer frente a las transferencias a las Comunidades 
Autónomas por el coste de los servicios asumidos.
Tercero.  
Todos los créditos de este presupuesto en función de los compromisos de financiación 
exclusiva o de cofinanciación que puedan contraerse con las Comunidades Europeas.





En el presupuesto de la Seguridad Social, los créditos que sean necesarios en los 
programas de gastos del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria para reflejar las 
repercusiones que en los mismos tengan las modificaciones de los créditos, que figuran en 
el estado de transferencias entre Subsectores de los Presupuestos Generales del Estado y 
en el Instituto de Mayores y Servicios Sociales para la cobertura del mínimo garantizado en 
dependencia.
ANEXO III
Operaciones de crédito autorizadas a Organismos Públicos
 Miles de euros
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas:  
SEPI (1) 500.000,00
Ministerio de Fomento:  
Puertos del Estado y Autoridades Portuarias (2) 140.269,00
ADIF-Alta Velocidad (3) 2.624.891,00
RENFE-Operadora (4) 380.129,00
Ministerio de Agrigultura, Alimentación y Medio Ambiente:  
Confederación Hidrográfica del Guadalquivir 118.792,00
Confederación Hidrográfica del Júcar 45.000,00
Confederación Hidrográfica del Miño-Sil 6.335,34
Confederación Hidrográfica del Cantábrico 11.500,00
Confederación Hidrográfica del Tajo 8.000,00
Mancomunidad de los Canales del Taibilla 64.348,80
Ministerio de Economía y Competitividad:  
Instituto de Crédito Oficial (ICO) (5) 18.000.000,00
(1) Esta cifra se entenderá como incremento neto máximo de las deudas a corto y largo plazo con entidades de 
crédito y por emisiones de valores de renta fija, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015.
(2) Importe máximo a contraer con entidades de crédito durante el ejercicio 2015, si bien el importe de la deuda 
viva con entidades de crédito a 31 de diciembre no podrá exceder de 2.203.131 miles de euros.
(3) Esta cifra se entenderá como incremento neto máximo de las deudas a largo plazo con entidades 
financieras, proveedores y por emisiones de valores de renta fija entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015.
(4) Esta cifra se entenderá como incremento neto máximo de las deudas a corto y largo plazo con entidades de 
crédito, entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2015.
(5) Este límite no afectará a las operaciones de tesorería que se concierten y amorticen dentro del año, ni a la 
refinanciación de la deuda contratada a corto y largo plazo.
ANEXO IV
Módulos económicos de distribución de Fondos Públicos para sostenimiento 
de Centros Concertados
Conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de esta Ley, los importes anuales y desglose 
de los módulos económicos por unidad escolar en los Centros concertados de los distintos 
niveles y modalidades educativas quedan establecidos con efectos de 1 de enero, y hasta el 
31 de diciembre de 2015 de la siguiente forma:
 Euros
EDUCACIÓN INFANTIL Y PRIMARIA  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 27.480,35
Gastos variables. 3.740,29






IMPORTE TOTAL ANUAL 37.077,30
EDUCACIÓN ESPECIAL (*) (niveles obligatorios y gratuitos)  
I. Educación Básica/Primaria.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 27.480,35
Gastos variables. 3.740,29
Otros gastos. 6.247,14
IMPORTE TOTAL ANUAL. 37.467,78
Personal Complementario (logopedas, fisioterapeutas, ayudantes técnicos educativos, psicólogo-
pedagogo y trabajador social), según deficiencias:  
– Psíquicos. 19.914,76
– Autistas o problemas graves de personalidad. 16.153,95
– Auditivos. 18.529,92
– Plurideficientes. 22.998,27
II. Programas de formación para la transición a la vida adulta.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 54.960,68
Gastos variables. 4.907,57
Otros gastos. 8.899,87
IMPORTE TOTAL ANUAL. 68.768,12
Personal Complementario (logopedas, fisioterapeutas, ayudantes técnicos educativos, psicólogo-
pedagogo y trabajador social), según deficiencias:  
– Psíquicos. 31.796,69
– Autistas o problemas graves de personalidad. 28.440,12
– Auditivos. 24.636,12
– Plurideficientes. 35.357,53
EDUCACIÓN SECUNDARIA OBLIGATORIA  
I. Primer y segundo curso (1).  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 32.976,40
Gastos variables. 4.400,15
Otros gastos. 7.613,71
IMPORTE TOTAL ANUAL. 44.990,26
I. Primer y segundo curso (2).  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 38.724,47
Gastos variables. 7.435,56
Otros gastos. 7.613,71
IMPORTE TOTAL ANUAL. 53.773,74
II. Tercer y cuarto curso.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 43.887,73
Gastos variables. 8.426,97
Otros gastos. 8.403,58
IMPORTE TOTAL ANUAL. 60.718,28
BACHILLERATO  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 52.923,46
Gastos variables. 10.161,93
Otros gastos. 9.264,21
IMPORTE TOTAL ANUAL. 72.349,60
CICLOS FORMATIVOS  
I. Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales.  
Grupo 1. Ciclos formativos de grado medio de 1.300 a 1.700 horas.  
Primer curso. 49.144,09






Grupo 2. Ciclos formativos de grado medio de 2.000 horas.  
Primer curso. 49.144,09
Segundo curso. 49.144,09
Grupo 3. Ciclos formativos de grado superior de 1.300 a 1.700 horas.  
Primer curso. 45.363,78
Segundo curso. 0,00
Grupo 4. Ciclos formativos de grado superior de 2.000 horas.  
Primer curso. 45.363,78
Segundo curso. 45.363,78
II. Gastos variables.  
Grupo 1. Ciclos formativos de grado medio de 1.300 a 1.700 horas.  
Primer curso. 6.636,31
Segundo curso. 0,00
Grupo 2. Ciclos formativos de grado medio de 2.000 horas.  
Primer curso. 6.636,31
Segundo curso. 6.636,31
Grupo 3. Ciclos formativos de grado superior de 1.300 a 1.700 horas.  
Primer curso. 6.593,36
Segundo curso. 0,00
Grupo 4. Ciclos formativos de grado superior de 2.000 horas.  
Primer curso. 6.593,36
Segundo curso. 6.593,36
III. Otros gastos.  
Grupo 1. Ciclos formativos de:  
– Conducción de Actividades Físico Deportivas en el Medio Natural.  
– Animación Turística.  
– Estética Personal Decorativa.  
– Química Ambiental.  
– Higiene Bucodental.  
Primer curso. 10.178,78
Segundo curso. 2.380,58
Grupo 2. Ciclos formativos de:  
– Secretariado.  
– Buceo a Media Profundidad.  
– Laboratorio de Imagen.  
– Comercio.  
– Gestión Comercial y Marketing.  
– Servicios al Consumidor.  
– Molinería e Industrias Cerealistas.  
– Laboratorio.  
– Fabricación de Productos Farmacéuticos y Afines.  
– Cuidados Auxiliares de Enfermería.  
– Documentación Sanitaria.  
– Curtidos.  
– Procesos de Ennoblecimiento Textil.  
Primer curso. 12.376,05
Segundo curso. 2.380,58
Grupo 3. Ciclos formativos de:  





– Transformación de Madera y Corcho.  
– Operaciones de Fabricación de Productos Farmacéuticos.  
– Operaciones de Transformación de Plásticos y Caucho.  
– Industrias de Proceso de Pasta y Papel.  
– Plástico y Caucho.  
– Operaciones de Ennoblecimiento Textil.  
Primer curso. 14.729,24
Segundo curso. 2.380,58
Grupo 4. Ciclos formativos de:  
– Encuadernados y Manipulados de Papel y Cartón.  
– Impresión en Artes Gráficas.  
– Fundición.  
– Tratamientos superficiales térmicos.  
– Calzado y Marroquinería.  
– Producción de Hilatura y Tejeduría de Calada.  
– Producción de Tejidos de Punto.  
– Procesos Textiles de Hilatura y Tejeduría de Calada.  
– Procesos Textiles de Tejeduría de Punto.  
– Operaciones de Fabricación de Vidrio y Transformados.  
– Fabricación y Transformación de Productos de Vidrio.  
Primer curso. 17.041,30
Segundo curso. 2.380,58
Grupo 5. Ciclos formativos de:  
– Realización y Planes de Obra.  
– Asesoría de Imagen Personal.  
– Radioterapia.  
– Animación Sociocultural.  
– Integración Social.  
Primer curso. 10.178,78
Segundo curso. 3.849,67
Grupo 6. Ciclos formativos de:  
– Aceites de oliva y vinos.  
– Actividades Comerciales.  
– Gestión Administrativa.  
– Jardinería y Floristería.  
– Ganadería y Asistencia en Sanidad Animal.  
– Aprovechamiento y Conservación del Medio Natural.  
– Trabajos Forestales y de Conservación de Medio Natural.  
– Paisajismo y Medio Rural.  
– Gestión Forestal y del Medio Natural.  
– Animación Sociocultural y Turística.  
– Marketing y Publicidad.  
– Gestión y Organización de Empresas Agropecuarias.  
– Gestión y Organización de Recursos Naturales y Paisajísticos.  
– Administración y Finanzas.  
– Asistencia a la Dirección.  
– Pesca y Transporte Marítimo.  
– Navegación y Pesca de Litoral.  
– Transporte Marítimo y Pesca de Altura.  





– Navegación, Pesca y Transporte Marítimo.  
– Producción de Audiovisuales y Espectáculos.  
– Producción de Audiovisuales, Radio y Espectáculos.  
– Gestión de Ventas y Espacios Comerciales.  
– Comercio Internacional.  
– Gestión del Transporte.  
– Conducción de Vehículos de Transporte por Carretera.  
– Transporte y Logística.  
– Obras de Albañilería.  
– Obras de Hormigón.  
– Construcción.  
– Operación y Mantenimiento de Maquinaria de Construcción.  
– Proyectos de Obra Civil.  
– Desarrollo de Proyectos Urbanísticos y Operaciones Topográficas.  
– Óptica de Anteojería.  
– Gestión de alojamientos turísticos.  
– Servicios en restauración.  
– Caracterización y Maquillaje Profesional.  
– Caracterización.  
– Peluquería Estética y Capilar.  
– Peluquería.  
– Estética Integral y Bienestar.  
– Estética.  
– Estética y Belleza.  
– Estilismo y Dirección de Peluquería.  
– Caracterización y Maquillaje Profesional.  
– Asesoría de Imagen Personal y Corporativa.  
– Elaboración de Productos Alimenticios.  
– Panadería, repostería y confitería.  
– Operaciones de Laboratorio.  
– Administración de Sistemas Informáticos en Red.  
– Administración de Aplicaciones Multiplataforma.  
– Desarrollo de Productos de Carpintería y Mueble.  
– Prevención de riesgos profesionales.  
– Anatomía Patológica y Citología.  
– Salud Ambiental.  
– Laboratorio de análisis y de control de calidad.  
– Química industrial.  
– Planta química.  
– Dietética.  
– Imagen para el Diagnóstico.  
– Laboratorio de Diagnóstico Clínico.  
– Ortoprotésica.  
– Ortoprótesis y productos de apoyo.  
– Audiología protésica.  
– Coordinación de emergencias y protección civil.  
– Emergencias y protección civil.  
– Emergencias Sanitarias.  
– Farmacia y Parafarmacia.  





– Interpretación de la Lengua de Signos.  
– Integración Social.  
– Promoción de igualdad de género.  
– Atención a Personas en Situación de Dependencia.  
– Atención Sociosanitaria.  
– Educación Infantil.  
– Desarrollo de Aplicaciones Web.  
– Dirección de Cocina.  
– Guía de Información y Asistencia Turísticas.  
– Agencias de Viajes y Gestión de Eventos.  
– Dirección de Servicios de Restauración.  
– Fabricación y Ennoblecimiento de Productos Textiles.  
– Vestuario a Medida y de Espectáculos.  
– Calzado y Complementos de Moda.  
– Diseño Técnico en Textil y Piel.  
– Diseño y Producción de Calzado y Complementos.  
– Proyectos de Edificación.  
Primer curso. 9.167,25
Segundo curso. 11.074,12
Grupo 7. Ciclos formativos de:  
– Producción Agroecológica.  
– Producción Agropecuaria.  
– Organización y Mantenimiento de Maquinaria de Buques y Embarcaciones.  
– Operación, Control y Mantenimiento de Maquinaria e Instalaciones del Buque.  
– Operaciones Subacuáticas e Hiperbáricas.  
– Mantenimiento y Control de la Maquinaria de Buques y Embarcaciones.  
– Supervisión y Control de Máquinas e Instalaciones del Buque.  
– Equipos Electrónicos de Consumo.  
– Desarrollo de Productos Electrónicos.  
– Mantenimiento Electrónico.  
– Sistemas Electrotécnicos y Automatizados.  
– Sistemas de Regulación y Control Automáticos.  
– Automatización y Robótica Industrial.  
– Instalaciones de Telecomunicaciones.  
– Instalaciones eléctricas y automáticas.  
– Sistemas microinformático y redes.  
– Obras de Interior, Decoración y Rehabilitación.  
– Acabados de Construcción.  
– Cocina y Gastronomía.  
– Mantenimiento de Aviónica.  
– Educación y Control Ambiental.  
– Prótesis Dentales.  
– Confección y Moda.  
– Patronaje y Moda.  
– Energías Renovables.  
– Centrales Eléctricas.  
Primer curso. 11.290,71
Segundo curso. 12.887,91
Grupo 8. Ciclos formativos de:  





– Animación de Actividades Físicas y Deportivas.  
– Artista Fallero y Construcción de Escenografías.  
– Diseño y edición de publicaciones impresas y multimedia.  
– Diseño y Producción Editorial.  
– Diseño y Gestión de la Producción Gráfica.  
– Producción en Industrias de Artes Gráficas.  
– Imagen.  
– Iluminación, Captación y Tratamiento de la Imagen.  
– Realización de Proyectos de Audiovisuales y Espectáculos.  
– Realización de Audiovisuales y Espectáculos.  
– Video Disc Jockey y Sonido.  
– Sonido en Audiovisuales y Espectáculos.  
– Sonido.  
– Animaciones 3D, Juegos y Entornos Interactivos.  
– Sistemas de Telecomunicaciones e Informáticos.  
– Sistemas de Telecomunicación e Informáticos.  
– Conformado por Moldeo de Metales y Polímeros.  
– Programación de la Producción en Moldeo de Metales y Polímeros.  
– Producción por Fundición y Pulvimetalurgia.  
– Programación de la producción en fabricación mecánica.  
– Diseño en fabricación mecánica.  
– Instalación y Amueblamiento.  
– Fabricación a medida e instalación de Madera y Mueble.  
– Diseño y Amueblamiento.  
– Carpintería y Mueble.  
– Producción de Madera y Mueble.  
– Instalaciones Frigoríficas y de Climatización.  
– Instalaciones de Producción de Calor.  
– Desarrollo de Proyectos de Instalaciones Térmicas y Fluidos.  
– Mantenimiento de Instalaciones Térmicas y de Fluidos.  
– Carrocería.  
– Electromecánica de maquinaria.  
– Electromecánica de vehículos automóviles.  
– Automoción.  
– Piedra Natural.  
– Excavaciones y Sondeos.  
– Mantenimiento Aeromecánico.  
– Eficiencia Energética y Energía Solar Térmica.  
Primer curso. 13.279,90
Segundo curso. 14.733,80
Grupo 9. Ciclos formativos de:  
– Cultivos Acuícolas.  
– Acuicultura.  
– Producción Acuícola.  
– Vitivinicultura.  
– Preimpresión Digital.  
– Preimpresión en Artes Gráficas.  
– Postimpresión y Acabados Gráficos.  
– Impresión Gráfica.  





– Joyería.  
– Mecanizado.  
– Soldadura y Calderería.  
– Construcciones Metálicas.  
– Procesos de Calidad en la Industria Alimentaria.  
– Instalación y Mantenim. Electromecánico de Maquinaria y Conducción de Líneas.  
– Mantenimiento Electromecánico.  
– Mantenimiento de Material Rodante Ferroviario.  
– Mantenimiento Ferroviario.  
– Mecatrónica Industrial.  
– Mantenimiento de Equipo Industrial.  
– Fabricación de Productos Cerámicos.  
– Desarrollo y Fabricación de Productos Cerámicos.  
Primer curso. 15.361,16
Segundo curso. 16.471,77
FORMACIÓN PROFESIONAL BÁSICA  
I. Salarios personal docente, incluidas cargas sociales (primer y segundo cursos). 49.144,09
II. Gastos variables (primer y segundo curso). 6.636,31
III. OTROS GASTOS (primer y segundo cursos):  
– Servicios administrativos. 9.108,62
– Agrojardinería y composiciones florales. 9.671,45
– Actividades agropecuarias. 9.671,45
– Aprovechamientos forestales. 9.671,45
– Artes gráficas. 11.141,53
– Servicios comerciales. 9.108,62
– Reforma y mantenimiento de edificios. 9.671,45
– Electricidad y electrónica. 9.671,45
– Fabricación y montaje. 11.937,35
– Cocina y restauración. 9.671,45
– Alojamiento y lavandería. 9.066,98
– Peluquería y estética. 8.602,58
– Industrias alimentarias. 8.602,58
– Informática y comunicaciones. 10.880,38
– Informática de oficinas. 10.880,38
– Carpintería y mueble. 10.505,14
– Actividades pesqueras. 11.937,35
– Arreglo y reparación de artículos textiles y de piel. 8.602,58
– Tapicería y cortinaje. 8.602,58
– Mantenimiento de vehículos. 10.505,14
– Vidriería y alfarería. 11.937,35
PROGRAMAS DE CUALIFICACIÓN PROFESIONAL INICIAL (3)  
I. Salarios personal docente, incluidas cargas sociales. 49.144,09
II. Gastos variables. 6.636,31
III. Otros Gastos. 7.820,00
IMPORTE TOTAL ANUAL. 63.600,40
(1) A los maestros que imparten 1.º y 2.º cursos de Educación Secundaria Obligatoria las Administraciones 
Educativas abonarán en 2015 la misma cuantía del complemento que para esta finalidad se les abona a los 
maestros de la enseñanza pública.




(2) A los licenciados que impartan 1.º y 2.º cursos de Educación Secundaria Obligatoria se les aplicará el 
módulo indicado.
(3) Con carácter excepcional podrán concertarse enseñanzas correspondientes a Programas de Cualificación 
Profesional Inicial, siempre y cuando dichas enseñanzas se correspondan con el segundo curso de un programa de 
dos cursos académicos iniciados en el curso académico 2013/2014 e incluyan, además de los módulos voluntarios, 
módulos específicos asociados a una cualificación de nivel 1 del Catálogo Nacional de Cualificaciones 
Profesionales.
(*) Las Comunidades Autónomas podrán adecuar los módulos de Personal Complementario de Educación 
Especial a las exigencias derivadas de la normativa aplicable en cada una de ellas.
ANEXO V
Módulos económicos de distribución de Fondos Públicos para sostenimiento 
de Centros Concertados ubicados en las ciudades autónomas de Ceuta y 
Melilla
Conforme a lo dispuesto en el artículo 15 de esta Ley, los importes anuales y desglose 
de los módulos económicos por unidad escolar en los centros concertados de los distintos 
niveles y modalidades educativas ubicados en las Ciudades de Ceuta y Melilla, quedan 
establecidos, con efectos de 1 de enero y hasta el 31 de diciembre de 2015, de la siguiente 
forma:
 Euros
EDUCACIÓN INFANTIL  
Relación profesor / unidad: 1,17:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 33.669,73
Gastos variables. 3.740,29
Otros gastos. 6.587,97
IMPORTE TOTAL ANUAL. 43.997,99
EDUCACIÓN PRIMARIA  
Relación profesor / unidad: 1,17:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 33.669,73
Gastos variables. 3.740,29
Otros gastos. 6.587,97
IMPORTE TOTAL ANUAL. 43.997,99
EDUCACIÓN SECUNDARIA OBLIGATORIA  
I. Primer y segundo curso:  
Relación profesor / unidad: 1,49:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 43.027,48
Gastos variables. 4.400,15
Otros gastos. 8.564,39
IMPORTE TOTAL ANUAL. 55.992,02
I. Primer y segundo curso:  
Relación profesor / unidad: 1,49:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 48.540,33
Gastos variables. 7.609,82
Otros gastos. 8.564,39
IMPORTE TOTAL ANUAL. 64.714,54
II. Tercer y cuarto curso.  
Relación profesor / unidad: 1,65:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 53.752,72
Gastos variables. 8.426,98
Otros gastos. 9.452,85
IMPORTE TOTAL ANUAL. 71.632,55





FORMACIÓN PROFESIONAL BÁSICA  
Servicios Comerciales  
Primer y segundo curso:  
Relación profesor / unidad: 1,20:1.  
Salarios de personal docente, incluidas cargas sociales. 49.144,09
Gastos variables. 8.426,98
Otros gastos. 9.452,85
IMPORTE TOTAL ANUAL. 67.023,92
La cuantía del componente del módulo de «Otros gastos» para las unidades concertadas en las enseñanzas de 
Educación Infantil, Educación Primaria, Educación Secundaria Obligatoria y Formación Profesional Básica será 
incrementada en 1.181,09 euros en los centros ubicados en Ceuta y Melilla, en razón del mayor coste originado por 
el plus de residencia del Personal de Administración y Servicios.
Al personal docente de los Centros concertados ubicados en Ceuta y Melilla se le abonará la cantidad 
correspondiente al plus de residencia establecido en el correspondiente Convenio Colectivo, si bien la 
Administración Educativa no asumirá incrementos superiores al porcentaje de incremento global fijado en la 
presente Ley de Presupuestos Generales del Estado.
A los maestros que imparten 1.º y 2.º cursos de Educación Secundaria Obligatoria, se les abonará en el año 
2015 la misma cuantía que se establezca para los maestros de los mismos cursos en los centros públicos.
A los licenciados que impartan 1.º y 2.º cursos de Educación Secundaria Obligatoria se les aplicará este 
módulo.
ANEXO VI
Costes de personal de la Universidad Nacional de Educación a Distancia 
(UNED)
Conforme a lo dispuesto en el artículo 16 de esta Ley, el coste del personal docente 
(funcionario y contratado) y del personal de administración y servicios (funcionario y laboral 
fijo) tiene el siguiente detalle, en miles de euros, sin incluir trienios ni Seguridad Social. 
(151.41).
Personal docente (funcionario y contratado)
–
Miles de euros





Remanentes de crédito incorporables en el ejercicio 2015
Podrán incorporarse a los créditos del ejercicio, los remanentes que se recogen a 
continuación:
a) El del crédito 15.27.942A.761 «Para paliar daños producidos por incendios forestales 
y otras catástrofes naturales en varias CC.AA.»
b) Los de los créditos 19.291M.01.628 y 19.291M.01.638 «Patrimonio Sindical 
Acumulado».
c) Los de los créditos 20.423M.101.771 y 20.457M.101.751 para reactivación económica 
de las comarcas mineras del carbón.
d) Los remanentes de crédito que pudieran producirse al final del ejercicio 2014 en el 
suplemento de crédito concedido en el artículo 3 del Real Decreto Ley 14/2014, de 7 de 
noviembre, por el que se conceden créditos extraordinarios y suplementos de crédito para 
financiar actuaciones de distintos Departamentos Ministeriales, correspondientes a la 
aplicación presupuestaria 23.01.451O.227.06 con un límite máximo de 700.000 euros.
e) Los de los créditos 23.04.456M.772 «Plan PIMA Transportes».




f) Los de los créditos 23.08.456B.770 «Plan de Impulso al Medio Ambiente PIMA Aire, 3 
R.D. 128/2014».
g) Los de los créditos 23.08.456B.771 «Plan de Impulso al Medio Ambiente PIMA Aire 
4».
h) Se autoriza la incorporación al presupuesto del Instituto Nacional de Gestión Sanitaria, 
con la finalidad de atender las necesidades derivadas del brote de Ébola en España, de los 
remanentes de crédito de dicha entidad gestora consignados en 2014 para la financiación de 
los gastos a realizar con este propósito, a través del Real Decreto-Ley 14/2014, de 7 de 
noviembre, por el que se conceden créditos extraordinarios y suplementos de crédito para 
financiar actuaciones de distintos Departamentos Ministeriales.
i) En la Sección 33, los procedentes de los Fondos de Compensación Interterritorial, en 
los términos establecidos en la Ley 22/2001, de 27 de diciembre.
j) Los de la Sección 36, procedentes de las transferencias realizadas como consecuencia 
de los Reales Decretos de traspasos de servicios.
ANEXO VIII
Entidades del sector público administrativo
Consorcio Centro Sefarad-Israel.
Consorcio Casa Árabe y su Instituto Internacional de Estudios Árabes y del Mundo 
Musulmán.
Consorcio Casa del Mediterráneo.
Consorcio Casa África.
Obra Pía de los Santos Lugares.
Centro Universitario de la Defensa en la Academia General del Aire de San Javier.
Centro Universitario de la Defensa en la Academia General Militar de Zaragoza.
Centro Universitario de la Defensa en la Escuela Naval Militar de Marín.
Centro Universitario de la Defensa en el Grupo de Escuelas de la Defensa de Madrid.
Consorcio de Actividades Logísticas, Empresariales, Tecnológicas, Ambientales y de 
Servicios de la Bahía de Cádiz, Consorcio Aletas.
Consorcio de la Zona Especial Canaria (CZEC).
Centro Universitario de la Guardia Civil.
Trabajo Penitenciario y Formación para el Empleo.
Consorcio Instituto de Investigación sobre Cambio Climático de Zaragoza.
Consorcio para el Equipamiento y Explotación del Laboratorio Subterráneo de Canfranc.
Consorcio para la Creación, Construcción, Equipamiento y Explotación del Barcelona. 
Supercomputing Center-Centro Nacional de Supercomputación.
Consorcio CIBER para el Área Temática de Enfermedades Neurodegenerativas.
Centro de Investigación Biomédica en Red (CIBER).
Consorcio Instituto de Astrofísica de Canarias.
Comisión Nacional del Mercado de Valores (CNMV).
ANEXO IX
Entidades Públicas Empresariales y otros organismos públicos
ADIF-Alta Velocidad.
Administrador de Infraestructuras Ferroviarias (ADIF).
Centro para el Desarrollo Tecnológico e Industrial (CDTI).
Consorcio de Compensación de Seguros (CCS).
Consorcio de la Zona Franca de Cádiz.
Consorcio de la Zona Franca de Gran Canaria.
Consorcio de la Zona Franca de Santa Cruz de Tenerife.
Consorcio de la Zona Franca de Vigo.
ENAIRE.
Ente Público RTVE en liquidación.
Entidad Pública Empresarial Red.es (RED.ES).




Fábrica Nacional de Moneda y Timbre-Real Casa de la Moneda (FNMT-RCM).
Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria (FROB).
Instituto de Crédito Oficial (ICO).
ICEX España Exportación e Inversiones (ICEX).
Instituto para la Diversificación y Ahorro de la Energía (IDAE).
Puertos del Estado y Autoridades Portuarias.
RENFE-Operadora.
SEPES Entidad Pública Empresarial de Suelo (EPE SUELO).
Sociedad de Salvamento y Seguridad Marítima (SASEMAR).




Fundación Agencia Nacional de Evaluación de la Calidad y Acreditación (ANECA).
Fundación Biodiversidad.
Fundación Centro de Estudios Económicos y Comerciales (CECO).
Fundación Centro de Investigación de Enfermedades Neurológicas (CIEN).
Fundación Centro Nacional de Investigaciones Cardiovasculares Carlos III (CNIC).
Fundación Centro Nacional de Investigaciones Oncológicas Carlos III (CNIO).
Fundación Centro Nacional de Referencia de Aplicación de las Tecnologías de la 
Información y la Comunicación Basadas en Fuentes Abiertas (CENATIC).
Fundación Centro Nacional del Vidrio.
Fundación Centro Tecnológico Agroalimentario de Lugo (CETAL).
Fundación Ciudad de la Energía (CIUDEN).
Fundación Colección Thyssen-Bornemisza.
Fundación de los Ferrocarriles Españoles.
Fundación del Teatro Real.
Fundación ENRESA.
Fundación Escuela de Organización Industrial.
Fundación Española para la Ciencia y la Tecnología.
Fundación Española para la Cooperación Internacional, Salud y Política Social (CSAI).
Fundación General de la UNED.
Fundación Iberoamericana para el Fomento de la Cultura y Ciencias del Mar.
Fundación ICO.
Fundación Instituto de Cultura Gitana.
Fundación Instituto Iberoamericano de Mercado de Valores.
Fundación Internacional y para Iberoamérica de Administración y Políticas Públicas.
Fundación Laboral de Minusválidos Santa Bárbara.
Fundación Museo Lázaro Galdiano.
Fundación Observatorio Ambiental del Puerto de Granadilla.
Fundación Observatorio Español de Acuicultura.
Fundación para la Prevención de Riesgos Laborales.
Fundación para la Proyección Internacional de las Universidades Españolas 
(UNIVERSIDAD.ES).
Fundación Pluralismo y Convivencia.
Fundación Residencia de Estudiantes.
Fundación SEPI.
Fundación Servicio Interconfederal de Mediación y Arbitraje (SIMA).
Fundación Tripartita para la Formación en el Empleo.
Fundación Víctimas del Terrorismo.





Fondos sin personalidad jurídica
Fondo para la Promoción del Desarrollo.
Fondo de Cooperación para Agua y Saneamiento.
Fondo de Garantía de Alimentos.
Fondo Estatal de Inversión Local.
Fondo Estatal para el Empleo y la Sostenibilidad Local.
Fondo de Liquidez Autonómico.
Fondo para la financiación de los pagos a proveedores 2.
Fondo Financiero para la Modernización de la Infraestructura Turística (FOMIT).
Fondo de Apoyo a la diversificación del Sector Pesquero y Acuícola.
Fondo de Carbono para una Economía Sostenible
Fondo de Apoyo para la Promoción y Desarrollo de Infraestructuras y Servicios del 
Sistema de Autonomía y Atención a la Dependencia (FAAD).
Fondo para Inversiones en el exterior (FIEX).
Fondo para Inversiones en el exterior de la Pequeña y Mediana Empresa (FONPYME).
Fondo de Ayuda al Comercio Interior (FACI).
Fondo para la Internacionalización de la Empresa.
Fondo de Reserva de los Riesgos de la Internacionalización.
ANEXO XII
Bonificaciones aplicables en los puertos de interés general a las tasas de 
ocupación, del buque, del pasaje y de la mercancía
[Tablas omitidas. Consúltese el documento PDF original]
ANEXO XIII
Bienes del patrimonio histórico español
De conformidad con lo establecido en la Disposición adicional quincuagésima segunda 
de esta Ley, se especifican a continuación los bienes del Patrimonio Histórico a los que la 
misma es aplicable.
Grupo I. Bienes singulares declarados Patrimonio Mundial.
Todos los bienes declarados de interés cultural integrados en la siguiente relación:
Andalucía
Mezquita de Córdoba (noviembre 1984).
Alhambra y Generalife. Granada (noviembre 1984).
Catedral, Alcázar y Archivo de Indias de Sevilla (diciembre 1987).
Parque Nacional de Doñana (1994).
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
– Los Molinos I (Vélez Blanco, Almería).
– Los Molinos II (Vélez Blanco, Almería).
– Gabar (Vélez Blanco, Almería).
– Abrigo Central de Tello (Vélez Blanco, Almería).
– Abrigo de Manuel Vallejo (Quesada, Jaén).
Aragón
Arquitectura Mudéjar de Aragón (noviembre 1986 y diciembre de 2001):
– Torre e Iglesia de San Pedro (Teruel).




– Torres y artesonado, Catedral (Teruel).
– Torre de San Salvador (Teruel).
– Torre de San Martín (Teruel).
– Palacio de la Aljafería (Zaragoza).
– Seo de San Salvador (Zaragoza).
– Iglesia de San Pablo (Zaragoza).
– Iglesia de Santa María (Tobed).
– Iglesia de Santa Tecla (Cervera de la Cañada).
– Colegiata de Santa María (Calatayud).
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
– Cueva de la Fuente del Trucho (Asque, Colunga, Huesca).
– Abrigo del plano del pulido (Caspe, Zaragoza).
– Cueva del Chopo (Obón, Teruel).
– Abrigo de Santa Ana I (Castillonroy, Huesca).
– Abrigos del Conjunto de las tajadas de Bezas (Bezas, Teruel).
Bienes incluidos en el Camino de Santiago (diciembre de 1993):
– Iglesia y torre de Aruej.
– Granja de San Martín.
– Pardina de Solano.
Asturias
Prerrománico Asturiano (diciembre 1985 y ampliación de 2000):
– Santa María del Naranco.
– San Miguel de Lillo.
– Santa Cristina de Lena.
– San Salvador de Valdediós.
– Cámara Santa Catedral de Oviedo.
– San Julián de los Prados.
Baleares
Paisaje Cultural de la Serra de Tramuntana (junio 2011).
Canarias
Parque Nacional de Garajonay. Gomera (diciembre 1986).
Parque Nacional del Teide. Tenerife (junio 2007).
Cantabria
Cueva de Altamira. Santillana del Mar (diciembre 1985).
Ampliación: La Cueva de Altamira y el Arte Rupestre de la Cornisa Cantábrica (junio 
2008).
Castilla y León
Catedral de Burgos (noviembre 1984).





Las Médulas, León (diciembre 1997).
El Yacimiento Arqueológico de la Sierra de Atapuerca (diciembre 2000).
Bienes incluidos en el Camino de Santiago (diciembre 1993):
– Iglesia de San Juan de Ortega.




– Monasterio de San Zoilo, Carrión de los Condes, Palencia.
– Iglesia Colegiata de San Isidoro, León.
Yacimientos de Arte Rupestre Prehistórico del Valle del Côa y Siega Verde (2010).
Castilla-La Mancha
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
Conjunto de arte rupestre de Alpera, en el término municipal de Alpera (Albacete).
Conjunto de arte rupestre de Minateda, en el término municipal de Hellín (Albacete).
Conjunto de arte rupestre «Torcal de las Bojadillas», en el término municipal de Nerpio 
(Albacete).
Abrigo de Solana de las Covachas, en el término municipal de Nerpio (Albacete).
Conjunto de arte rupestre de Villar del Humo, en el término municipal de Villar del Humo 
(Cuenca).
Patrimonio del Mercurio: Almadén e Idrija (junio 2012).
Cataluña
Parque Güell, Palacio Güell, Casa Milá en Barcelona (noviembre 1984).
Monasterio de Poblet. Vimbodí. Tarragona (diciembre 1991).
Palau de la Música Catalana (diciembre 1997).
Hospital de San Pau de Barcelona (diciembre 1997).
El Conjunto arqueológico de Tarraco (diciembre 2000).
Las Iglesias Románicas del Vall de Boí (diciembre 2000).
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
– La Roca dels Moros (El Cogul, Les Garrigues).
– Conjunt Abrics dErmites de la Serra de la Pietat (Ulldecona, El Montsia).
– Cova dels Vilasos o dels Vilars (Os de Balaguer, La Noguera).
– Cabra Feixet (El Perelló, El Baix Ebre).
– La Vall de la Coma (L´Albí, Les Garrigues).
Fachada de la Natividad y la Cripta de la Sagrada Familia, Casa Vicens, Casa Batlló y 
Cripta de la Colonia Güell (julio 2005).
Extremadura
Monasterio de Guadalupe. Cáceres (diciembre 1993). Conjunto Arqueológico de Mérida. 
Badajoz (diciembre 1993).
Galicia
La Muralla Romana de Lugo (diciembre 2000).
Bienes incluidos en el Camino de Santiago (diciembre 1993):
– Conjunto etnográfico de pallozas en OCebrero, Lugo.
– Monasterio de Samos, Lugo.
– Núcleo rural, iglesia y puente medieval de Leboreiro, Melide, La Coruña.
– Torre de Hércules (junio 2009).
Madrid
Monasterio de El Escorial. San Lorenzo de El Escorial. Madrid (noviembre 1984).
Paisaje Cultural de Aranjuez (diciembre 2001).
Murcia
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
– Barranco de los Grajos (Cieza).
– Monte Arbi (Yecla).




– Cañaica del Calar (Moratalla).
– La Risca (Moratalla).
– Abrigo del Milano (Mula).
Navarra
Bienes incluidos en el Camino de Santiago (diciembre 1993):
– San Pedro de la Rúa, Estella.
– Santa María la Real, Sangüesa.
– Santa María, Viana.
La Rioja
Monasterios de Suso y Yuso, San Millán de la Cogolla. La Rioja (diciembre 1997).
Bienes incluidos en el Camino de Santiago (diciembre 1993):
– Iglesia de Santiago, Logroño.
– Iglesia Imperial de Santa María de Palacio, Logroño.
– Iglesia de la Asunción de Nuestra Señora, Navarrete.
País Vasco
Puente Vizcaya (julio 2006).
Valencia
La Lonja de Valencia, Valencia (diciembre 1996).
El Palmeral de Elche (diciembre 2000).
Bienes incluidos en el Arte Rupestre del Arco Mediterráneo de la Península Ibérica 
(diciembre 1998):
– Cova Remigia (Ares del Maestra, Castellón).
– Galería Alta de la Masía (Morella, Castellón).
– Las Cuevas de la Araña (Bicorp, Valencia).
– La Sarga (Alcoi, Alicante).
Grupo II. Edificios eclesiásticos incluidos en el Plan Nacional de Catedrales.
Andalucía
Almería. Catedral de Nuestra Señora de la Encarnación.
Cádiz. Catedral de Santa Cruz.
Cádiz. Nuestro Señor San Salvador. Jerez de la Frontera. Catedral.
Córdoba. Catedral de la Asunción de Nuestra Señora. Mezquita.
Granada. Catedral de la Anunciación.
Huelva. Nuestra Señora de la Merced. Catedral.
Guadix, Granada. Catedral de la Encarnación de la Asunción.
Jaén. Catedral de la Asunción de la Virgen.
Málaga. Catedral de la Encarnación.
Sevilla. Catedral de Santa María.
Concatedral de Baza.
Cádiz Vieja. Ex-Catedral.
Baeza, Jaén. La Natividad de Nuestra Señora. Ex-Catedral.
Aragón
Huesca. Catedral de la Transfiguración del Señor.
Teruel. El Salvador. Albarracín. Catedral.
Barbastro, Huesca. Catedral de Santa María
Jaca, Huesca. Catedral de San Pedro Apóstol.
Teruel. Catedral de Santa María de Mediavilla.
Zaragoza. Salvador. Catedral.
Tarazona, Zaragoza. Catedral de Santa María.




Zaragoza. Catedral Basílica de Nuestra Señora del Pilar.
Monzón. Huesca. Santa María del Romeral. Concatedral.
Huesca. Ex Catedral de Roda de Isábena.
Asturias
Oviedo. Catedral de San Salvador.
Baleares
Mallorca. Catedral de Santa María de Palma.
Menorca. Catedral de Ciudadela.
Ibiza. Catedral de Santa María de Ibiza.
Castilla y León
Ávila. Catedral del Salvador.
Burgos. Catedral de Santa María.
León. Catedral de Santa María.
Astorga, León. Catedral de Santa María.
Palencia. Catedral de San Antolín.
Salamanca. Catedral nueva de la Asunción de la Virgen.
Ciudad Rodrigo, Salamanca. Catedral de Santa María.
Segovia. Catedral de Santa María.
Burgo de Osma, Soria. Catedral de la Asunción.
Valladolid. Catedral de Nuestra Señora de la Asunción.
Zamora. Catedral de la Transfiguración.
Soria. Concatedral de San Pedro.
Salamanca. Catedral vieja de Santa María.
Castilla-La Mancha
Albacete. Catedral de San Juan Bautista.
Ciudad Real. Catedral de Santa María del Prado.
Cuenca. Catedral de Santa María y San Julián.
Sigüenza, Guadalajara. Catedral de Nuestra Señora.
Toledo. Catedral de Santa María.
Guadalajara. Concatedral.
Canarias
Las Palmas de Gran Canaria. Catedral Basílica de Canarias. Iglesia de Santa Ana.
La Laguna. Catedral de La Laguna, Iglesia de Nuestra Señora de los Remedios.
Cataluña
Barcelona. Catedral de Santa Creu i Santa Eulàlia.
Vic. Catedral de Sant Pere.
Girona. Catedral de Santa María.
Lleida. Catedral de Santa María de la Seu Nova.
La Seu dUrgell. Catedral de Santa María.
Solsona. Catedral de Santa María.
Tarragona. Catedral de Santa María.
Tortosa. Catedral de Santa María.
Lleida. Catedral de Santa María de la Seu Vella.
Sagrada Familia, Barcelona.
Cantabria
Santander. Catedral de la Asunción de la Virgen.
Extremadura
Badajoz. Catedral de San Juan Bautista.
Coria, Cáceres. Catedral de la Asunción de Nuestra Señora.
Plasencia, Cáceres. Catedral de Santa María.




Cáceres. Concatedral de Santa María. Mérida.
Concatedral de Santa María.
Galicia
Santiago de Compostela, Coruña. Catedral Basílica Metropolitana.
Lugo. Catedral de Santa María.
Mondoñedo, Lugo. Catedral de Nuestra Señora de los Remedios.
Orense. Catedral de San Martín.
Tuy, Pontevedra. Catedral de la Asunción.
Concatedral de Vigo.
Concatedral de Ferrol.
San Martiño de Foz, Lugo.
Madrid
Madrid. La Almudena. Catedral.
Alcalá de Henares. La Magistral. Catedral.
Getafe. Santa María Magdalena. Catedral.
San Isidro, Madrid. Ex-Catedral.
Murcia
Cartagena. Iglesia Antigua de Santa María Catedral.
Murcia. Concatedral de Santa María.
Navarra
Pamplona. Catedral de la Asunción de Nuestra Señora.
Tudela. Virgen María. Catedral.
País Vasco
Bilbao. Catedral de Santiago Apóstol.
Vitoria. Catedral vieja de Santa María.
San Sebastián. Buen Pastor. Catedral.
La Rioja
Calahorra. Catedral de la Asunción de Nuestra Señora.
Santo Domingo de la Calzada. Catedral del Salvador.
Logroño. Concatedral de Santa María de la Redonda.
Valencia
Orihuela, Alicante. Catedral del Salvador y Santa María.
Valencia. Catedral de San Pedro y Santa María.
Castellón. Segorbe. Catedral.
Alicante. Concatedral de San Nicolás.
Castellón. Santa María. Concatedral.
Ceuta
La Asunción. Catedral.
Grupo III. Otros bienes culturales.
Andalucía
Conjunto Arqueológico de Madinat Al-Zahra (Córdoba).
Aragón
La Cartuja de Nuestra Señora de Aula Dei en Peñaflor (Zaragoza).
Asturias
Monasterio de San Salvador de Cornellana. Salas.





La Lonja de Palma.
Canarias
Zona arqueológica Las Fortalezas (Santa Lucía de Tirajana, Gran Canaria).
Cantabria
Universidad Pontificia de Comillas.
Castilla-La Mancha
Yacimiento arqueológico de La Vega Baja de Toledo.
Castilla y León




Monasterio de Guadalupe (Cáceres).
Galicia
Monasterio de San Salvador de Celanova (Ourense).
Madrid
Castillo de Puñonrostro (Torrejón de Velasco).
Murcia
Anfiteatro romano de Cartagena y Yacimiento arqueológico de San Esteban.
Navarra
Monasterio de Leyre en Yesa.
País Vasco
Salinas de Añana (Añana, Álava).
La Rioja
Castillo de Leiva (La Rioja).
Valencia
Monasterio de Santa María de la Valldigna en Simat de Valldigna (Valencia) y Cartuja de 
Vall de Crist en Altura (Castellón).
Ceuta
Fortines neomedievales y Puerta Califal del siglo XI.
Melilla
Fuerte de Victoria Chica y Fuerte del Rosario.
ANEXO XIV
Infraestructuras científicas y técnicas
Infraestructuras científicas y técnicas a las que se refiere la Disposición adicional 
quincuagésima segunda de esta Ley.
– Gran Telescopio Canarias.




– Observatorios de Canarias (Teide y Roque de los Muchachos).
– Observatorio Astronómico de Calar Alto.
– Radiotelescopio IRAM 30M.
– Centro Astronómico de Yebes.
– Observatorio Astrofísico de Javalambre.
– Sistema de Observación Costero de las Illes Balears.
– Plataforma Oceánica de Canarias.
– Supercomputadores Mare Nostrum, nodos de la Red Española de Supercomputación 
(MinoTauro, Magerit, Altamira, LaPalma, Tirant, Atlante, Picasso, Caesar Augusta), 
Supercomputador Finis Terrae e Infraestructuras de computación del Consorci de Serveis 
Universitaris de Catalunya.
– Buque de Investigación Oceanográfica (BIO) Hespérides, Buques de Investigación 
Oceanográfica (BIOs) de FLOTPOL (IEO-CSIC): Sarmiento de Gamboa, Ramón Margalef, 
Ángeles Alvariño, García del Cid, Mytilus, Lura, José M.ª Navaz, José Rioja, Francisco de 
Paula Navarro, BIO SOCIB.
– Sala Blanca Integrada de Micro y Nanofabricación del Centro Nacional de 
Microelectrónica; Infraestructura de Micro y Nano Fabricación del Centro de Tecnología 
Nanofotónica y la Central de Tecnología del Instituto de Sistemas Opto-electrónicos de la 
Universidad Politécnica de Madrid.
– Base Antártica Española Juan Carlos I y Base Antártica Española Gabriel de Castilla.
– Gran Tanque de Ingeniería Marítima de Cantabria e Infraestructuras Integradas 
Costeras para Experimentación y Simulación de la Universitat Politècnica de Catalunya.
– Centro Nacional de Microscopía Electrónica de la Universidad Complutense de Madrid 
y Laboratorio de Microscopías Avanzadas de la Universidad de Zaragoza.
– Plataformas de bioingeniería, biomateriales y nanomedicina del CIBER e 
Infraestructuras preclínica y de desarrollo de tecnologías de mínima invasión Jesús Usón.
– Plataforma de secuenciación del CNAG y Plataforma de Metabolómica del Centro de 
Ciencias Ómicas.
– Laboratorio de Alta Seguridad Biológica del CISA y Laboratorio de Alta Seguridad 
Biológica del CRESA.
– Infraestructura de Imagen Translacional Avanzada del CNIC y Plataforma de Imagen 
Molecular y Funcional de CIC-biomaGUNE.
– Sincrotrón ALBA.
– Reserva Biológica de Doñana.
– Plataforma Solar de Almería.
– Stellarator TJ-II y laboratorios de TechnoFusión.
– Laboratorio Subterráneo de Canfranc.
– Plataformas Aéreas de Investigación del INTA.
– Laboratorios de geocronología y caracterización de materiales arqueológicos y 
geológicos del CENIEH.
– Laboratorio de Resonancia Magnética Nuclear de la Universitat de Barcelona.
– Sistemas Láser del CLPU.
– Centro Nacional de Aceleradores.
– Red Académica y de Investigación española RedIRIS.
[Resúmenes de ingresos y gastos omitidos. Consúltese el documento PDF 
original]
Este texto consolidado no tiene valor jurídico.
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